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El Ministerio de Igualdad continúa la Colección Contra la Violencia de
Género con la publicación conjunta de tres documentos del Consejo de Eu-
ropa generados en el marco de la Campaña para Combatir la Violencia con-
tra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica, impulsada por el Consejo
entre 2006 y 20081, y que tuvo una amplia repercusión tanto en España como
en el ámbito europeo. 

El primero de ellos2 es el informe final de actividad del Grupo de Tra-
bajo del Consejo de Europa para Combatir la Violencia contra la Mujer, in-
cluida la Violencia Doméstica (EG-TFV). El Consejo había encargado a
dicho grupo de trabajo la definición, organización y seguimiento de la cam-
paña. En él, tras una introducción general sobre el problema de la violen-
cia contra la mujer, se traza un interesante y actualizado panorama de las
medidas tomadas para prevenir y combatir esta violencia a nivel nacional
e internacional, se analiza el papel que tienen y pueden jugar los hombres
en este tema, se examinan las diversas actividades que desarrollaron los
distintos actores implicados en la campaña, y se presenta la evolución del
marco de seguimiento empleado para controlar la aplicación de la Reco-
mendación Rec (2002) 5 del Comité de Ministros sobre la protección de las
mujeres contra la violencia del Consejo de Europa, para finalizar con unas
conclusiones y recomendaciones sobre las medidas a tomar tanto a nivel
nacional como internacional para avanzar en la lucha contra esta lacra so-
cial.
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1 El eslogan en España de esta campaña paneuropea fue «Stop a la violencia do-
méstica contra las mujeres».

2 El título original es Final Activity Report, Council of Europe Task Force to Combat
Violence against Women, including Domestic Violence, Council of Europe, Strasbourg,
EG-TFV(2008)6. Disponible en http://www.coe.int/t/dg2/equality/DOMESTICVIOLENCE-
CAMPAIGN/. 



El segundo de los documentos3 es un estudio preparado por Liz Kelly
—directora de la cátedra Roddick sobre violencia contra las mujeres de la
Universidad Metropolitana de Londres—, y Lorna Dubois, que se centra en
la asistencia y protección a las víctimas de la violencia de género, uno de los
aspectos en los que se pretendía que se realizasen progresos significativos
durante la campaña por parte de los Estados miembros del Consejo. Este es-
tudio persigue alcanzar un consenso sobre las normas mínimas que han de
cumplir los servicios de asistencia: los tipos de servicios que han de existir,
su alcance y sus principios y prácticas fundamentales.

Por último, Elina Ruuskanen y Kauko Aromaa —del Instituto Europeo de
Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia (HEUNI), afiliado a las
Naciones Unidas—, inciden en su informe en otro de los objetivos de la cam-
paña: el de la recogida de datos4. En concreto, de entre los cuatro tipos de
datos que los autores identifican que pueden recogerse sobre la violencia
contra las mujeres —datos basados en encuestas, datos de agencias na-
cionales de estadística, datos administrativos y datos cualitativos—, se cen-
tran en los administrativos, por considerar que es el aspecto que se ha de-
jado más desatendido por muchos de los Estados miembros del Consejo.

La Campaña para Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la
Violencia Doméstica, ha sido la cara más visible de la labor que desde fina-
les de los años 70 lleva a cabo el Consejo de Europa contra la violencia de
género, dentro del cuadro más general de su promoción de la cooperación
europea para conseguir una igualdad real entre sexos.

La definición y ejecución de las actividades del Consejo de Europa en el
campo de la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres como dere-
cho humano fundamental están encomendados —en el marco del Programa
Intergubernamental de Actividades— al Comité Directivo para la Igualdad
entre Hombres y Mujeres (CDEG) de la División de Igualdad de Género y
Tráfico de Seres Humanos, que depende administrativamente de la Direc-
ción General de Derechos Humanos y Asuntos Jurídicos del Consejo. La
tarea principal de los expertos que forman el Comité (uno por cada uno de
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3 El título original es Combating violence against women: minimum standards for
support services, Council of Europe, Strasbourg, EG-VAW-CONF(2007)Study rev.
http://www.coe.int/t/dg2/equality/DOMESTICVIOLENCECAMPAIGN/.

4 El título original es Administrative data Collection on domestic violence in council
of Europe member states, Council of Europe, Strasbourg, EG-VAW-CONF(2007)Study.
http://www.coe.int/t/dg2/equality/DOMESTICVIOLENCECAMPAIGN/.



los Estados miembros del Consejo de Europa) es impulsar acciones, tanto a
nivel nacional como dentro del Consejo de Europa, para lograr la igualdad
efectiva entre hombres y mujeres. Para ello, lleva a cabo análisis, estudios y
evaluaciones, define estrategias y medidas políticas y, en caso necesario,
redacta los instrumentos legales apropiados en las siguientes áreas:

• Representación equilibrada de hombres y mujeres en todos los secto-
res de la sociedad.

• Promoción de la perspectiva de género.

• Trata de seres humanos para la explotación sexual.

• Lucha contra la violencia sobre las mujeres.

La CDEG creó inicialmente un grupo de trabajo —el Grupo de Especia-
listas para Combatir la Violencia contra las Mujeres (EG-S-VL)—, que esta-
bleció un plan de acción. La evaluación de dicho plan arrojó un diagnóstico
claro: la violencia contra las mujeres era muy común en todos los sectores
de la sociedad de los Estados miembros del Consejo y las herramientas le-
gales a nivel nacional e internacional para combatirla eran claramente in-
adecuadas. 

Por ello, el Comité de Ministros del Consejo de Europa y la CDEG sin-
tieron la necesidad de unas recomendaciones para la elaboración de un sis-
tema integral de lucha contra la violencia. Con este fin, se constituyó el Grupo
de Especialistas para la Protección de Mujeres y Niñas contra la Violencia
(EG-S-FV), bajo la autoridad del CDEG. Este grupo comprendía nueve ex-
pertos en violencia de género de varios Estados miembros del Consejo de
Europa que asumieron el encargo de, sobre la base del Plan de Acción per-
filado por el EG-S-VL y el artículo 3 del Convenio Europeo para la Protección
de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, redactar unas
recomendaciones legales para que los Gobiernos de los Estados miembros
pudieran complementar, enmendar, adaptar o, directamente, redactar y
desa rro llar normas legales para combatir eficazmente la violencia contra las
mujeres en sus países, identificando particularmente las distintas formas de
violencia, las medidas a tomar y las ayudas que deberían ofrecerse a las víc-
timas, así como cualquier otra disposición que se considerara de utilidad. 

El EG-S-FV consultó el trabajo y textos previos del Consejo de Europa,
el artículo 3 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Hu-
manos y de las Libertades Fundamentales y su jurisprudencia, los textos in-
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ternacionales relevantes —especialmente los textos de las Naciones Unidas
(en particular la del Relator/a Especial de las Naciones Unidas y la Plata-
forma de Acción de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer de Beijing) —
y la legislación nacional existente sobre la materia. Se procuró reunir la mayor
cantidad posible de documentación, incluidos ejemplos de sistemas y nor-
mas nacionales que hubieran demostrado ser eficaces. Todo ello permitió
construir una serie de «modelos óptimos» en cada una de las áreas —una
lista de «buenas prácticas y normas»— como hilo conductor de su trabajo.
El resultado fue la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de las
mujeres contra la violencia5, adoptada el 30 de abril de 2002 por el Comité
de Ministros del Consejo de Europa, que supuso el primer acercamiento in-
tegral del problema a nivel internacional para intentar remediar la violencia
contra las mujeres.

Desde entonces, la Recomendación Rec (2002) 56 es el texto legal de re-
ferencia del Consejo de Europa para la lucha contra la violencia sobre las
mujeres. No es extraño, pues, que gran parte de los esfuerzos del Consejo
—y, en especial, del Grupo de Especialistas en la Implementación y Segui-
miento de la Recomendación Rec (2002) 5 (EG-S-MV)— en este campo
hayan idos dirigidos a la evaluación y el seguimiento del cumplimiento y apli-
cación de sus disposiciones por parte de los Estados miembros de la orga-
nización. Fruto de su trabajo son una serie de informes y estudios:

• 2004. Implementation of and Follow-up to Recommendation Rec (2002)
5 on the Protection of Women against Violence Final report of the
Group of Specialists on the implementation of and follow-up to Rec-
ommendation Rec (2002)5 of the Committee of Ministers to member
States on the protection of women against violence (EG-S-MV) (2004);

• 2006. Combating violence against women: Stocktaking study on the
measures and actions taken in Council of Europe member States
(2006);

• 2007. Protecting women against violence: Analytical study on the ef-
fective implementation of Recommendation Rec (2002) 5 on the pro-
tection of women against violence in Council of Europe member States
(2007);

8

5 Council of Europe Recommendation Rec (2002)5 of the Committee of Ministers to
member states on the protection of women against violence, adopted on 30 April 2002.

6 Se puede consultar el texto íntegro en el Anexo I del Informe Final de Actividad.



• 2008. Protecting women against violence: Analytical study of the re-
sults of the second round of monitoring the implementation of Recom-
mendation Rec (2002) 5 on the protection of women against violence
in Council of Europe member states (2008). 

Junto al seguimiento del grado de cumplimiento de la Recomendación
Rec (2002) 5 sobre la protección de las mujeres contra la violencia, la activi-
dad del Consejo de Europa en relación a la lucha contra la violencia sobre las
mujeres ha girado estos últimos años en torno al Grupo de Trabajo del Con-
sejo de Europa para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida la Vio-
lencia Doméstica (EG-TFV), creado dentro del Plan de Acción adoptado en
la Tercera Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del Consejo de Eu-
ropa, celebrada en Varsovia los días 16 y 17 de mayo de 2005. El grupo de
trabajo —formado por 8 expertos internacionales en el ámbito de la preven-
ción y lucha contra la violencia contra la mujer— tenía el encargo de evaluar
el desarrollo y ejecución a nivel nacional de las medidas para combatir la vio-
lencia contra la mujer, el establecimiento de instrumentos para cuantificar su
evolución a nivel europeo para redactar propuestas de acción y, por último,
llevar a cabo una campaña paneuropea en colaboración con actores euro-
peos y nacionales, incluidas las ONG. El grupo celebró su primera reunión en
Estrasburgo del 21 al 23 de febrero de 2005. En ella identificó como primera
prioridad la elaboración de un programa para la campaña, que se terminó en
la segunda reunión, celebrada del 25 al 27 de abril de 2006, y fue aprobado
por el Comité de Ministros en su 969a reunión, el 21 de junio de 2006. A con-
tinuación se lanzó la Campaña para Combatir la Violencia contra las Muje-
res, incluida la Violencia Doméstica (2006-2008) —cuyo eslogan en España
fue «Stop a la violencia doméstica contra las mujeres»—, en una conferen-
cia de alto nivel celebrada en Madrid el 27 de noviembre de 2006, presidida
por el presidente del Gobierno español, José Luis Rodríguez Zapatero, con
participantes de los Gobiernos europeos, los Parlamentos, las autoridades lo-
cales y regionales, las organizaciones intergubernamentales y las ONG. El
Consejo de Europa eligió Madrid como lugar de lanzamiento de la campaña
por el gran interés que había despertado a nivel internacional la aprobación
de la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Vio-
lencia de Género y su posterior desarrollo, considerada como una clara ma-
nifestación del espíritu de la campaña y que representaba un firme compro-
miso con las políticas de igualdad entre mujeres y hombres.

Los miembros del grupo de trabajo participaron en siete reuniones y seis
seminarios, además de llevar a cabo innumerables consultas en línea. Se
reclamaba a los Estados miembros la intervención en cuatro áreas temáticas
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en relación a la violencia contra las mujeres: medidas legales y políticas;
apoyo y protección a las víctimas; recogida de datos; y sensibilización. Los
tres documentos que presentamos son consecuencia de la actividad del
grupo de trabajo durante los dos años de duración de la campaña.

Tras la celebración de multitud de actos en todos los Estados miembros
del Consejo de Europa entre el 27 de noviembre de 2006 y el 8 de marzo de
2008, la Campaña se dio por finalizada con la conferencia de clausura cele-
brada en Estrasburgo los días 10 y 11 de junio de 2008.

En sus discursos en dicha conferencia7, Hilary Fisher, como presidente
del Grupo de Trabajo del Consejo de Europa para Combatir la Violencia con-
tra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica (EG-TFV), y Dubravka Šimono-
vić, como su vicepresidenta, realizaron una valoración de la campaña y per-
filaron una serie de propuestas para la acción futura por parte del Consejo de
Europa y sus Estados miembros para prevenir y combatir la violencia contra
las mujeres.

Por un lado incidieron en que lo fundamental era cómo lograr un cambio
sostenible a largo plazo y poner el foco más allá de la campaña contra la vio-
lencia doméstica para incluir otras formas de violencia que reflejan de una
manera global la experiencia de las mujeres.

Por otra parte, se puso el acento en las tres recomendaciones de con-
junto del Informe Final de Actividad: la elaboración de un convenio europeo
de derechos humanos para prevenir y combatir la violencia contra la mujer:
el nombramiento de una relatora o relator especial sobre la violencia contra
la mujer; y la creación de un observatorio de la violencia contra las mujeres.
Todas las recomendaciones del grupo de trabajo están basadas en el reco-
nocimiento de: la violencia contra las mujeres es una violencia basada en el
género; la violencia contra las mujeres es uno de los obstáculos principales
al logro de la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres; la violencia con-
tra las mujeres es una violación de los derechos humanos.

Para afrontar los retos de la lucha contra la violencia sobre las mujeres
en el futuro, se identificaron una serie de elementos clave que, según los po-
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Europe, Strasbourg, EG-VAW-CONF(2008)I.



nentes, sustentan enfoques eficaces para combatir la violencia, que están
interconectados y de los cuales deberían manar todas las acciones de los Go-
biernos:

– Es esencial, para la erradicación de la violencia contra la mujer, co-
menzar con una posición que reconozca que esta violencia está ba-
sada en el género, que es el resultado de un serio desequilibrio de
poder entre mujeres y hombres y que es un obstáculo para conseguir
la igualdad de género. Además, constituye una violación de los dere-
chos humanos y los Estados tienen la obligación de ejercer la diligen-
cia debida para prevenir, investigar y castigar todos los actos de vio-
lencia, sean estos perpetrados por el Estado o por personas privadas,
y dar protección a las víctimas. 

– Para que los esfuerzos para combatir todas las formas de violencia
contra las mujeres tengan éxito, deben ser apoyados por la voluntad
política al más alto nivel y asegurar que se asignan los suficientes re-
cursos financieros y de otro tipo para proteger a las mujeres y asegu-
rar la dotación de servicios asistenciales. La voluntad política al má-
ximo nivel es necesaria también para asegurar que los Gobiernos
jueguen un papel activo para enfrentarse a la violencia contra las mu-
jeres y cambiar las actitudes que la estigmatizan, la legitiman y ayudan
a perpetuarla. 

– Es prioritario adquirir un enfoque integral, a largo plazo, holístico, mul-
tidisciplinar y coordinado entre todos los sectores, para combatir la
violencia contra las mujeres, que reconozca el importante papel y ex-
periencia que las asociaciones de mujeres tienen en la prestación de
servicios. Una herramienta idónea para asegurar que se use seme-
jante estrategia es un plan nacional de acción con un planteamiento in-
tegral para afrontar todas las formas de violencia contra las mujeres,
que abarque legislación, políticas prácticas, sensibilización, formación
y recogida de datos, con un organismo coordinador para evaluar su
ejecución. Sin embargo, en el momento presente, los planes de ac-
ción nacionales aún no contemplan todas las formas de violencia con-
tra las mujeres de manera integral, ni tienen recursos suficientes, fi-
nancieros o de otro tipo, para asegurar su efectivo cumplimiento.

– Un prerrequisito para una acción eficaz es el establecimiento de me-
didas in situ. No importa lo buena que sea una ley o una política si no
se puede ejecutar porque, por ejemplo, los policías, los jueces u otros
profesionales no están formados de manera apropiada o no se hayan
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proporcionado fondos suficientes. La falta de aplicación de las leyes ha
llevado a una amplia impunidad para los agresores extendida a lo largo
de los Estados miembros del Consejo de Europa. Esto detrae a mu-
chas mujeres de denunciar casos de violencia y muestra claramente
que los Estados miembros están violando el derecho de las mujeres
a la protección y la asistencia. Es necesario hacer un seguimiento del
cumplimiento y recoger datos para evaluar lo bien que funcionan las
leyes, las políticas y las prácticas. 

Sin lugar a dudas, el reto más importante que se marca para el futuro el
Consejo de Europa en su lucha contra la violencia de género es la elabora-
ción de un convenio internacional, de un instrumento legal integral sobre los
derechos humanos que sea vinculante, y que haga a los Estados miembros
del Consejo de Europa directamente responsables de la protección de las
mujeres contra la violencia. Tanto la Organización de Estados Americanos
como la Unión Africana ya han adoptado convenios legalmente vinculantes
para sus miembros contra todas las formas de violencia contra las mujeres. 

El Grupo de Trabajo del Consejo de Europa para Combatir la Violencia
contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica considera que la Recomen-
dación Rec (2002) 5 constituye una buena base para el convenio y que el
Consejo de Europa tiene una oportunidad única para jugar un papel líder en
la protección de los derechos humanos de las mujeres mediante el uso de
una estrategia integral similar a la que han tomado la OEA y la UA, que su-
ponga la adopción del primer tratado europeo de derechos humanos para la
prevención y la lucha contra la violencia sobre las mujeres.

Como se reconoce en el propio Informe Final de Actividad del grupo de
trabajo, queda mucho por hacer para erradicar la violencia de género, y hay
que perseverar en la lucha para conseguir un éxito mantenido en el tiempo.
De ahí la importancia de la labor de organismos internacionales como el Con-
sejo de Europa, que ha mostrado una voluntad política considerable a la largo
de la Campaña para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida la Vio-
lencia Doméstica (2006-2008) y quiere seguir haciéndolo en el futuro.

Miguel Lorente Acosta

Delegado del Gobierno para la Violencia de Género
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El Grupo de Trabajo del Consejo de Europa para Combatir la Violencia
contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica (EG-TFV) se creó tras la de-
cisión adoptada en la Tercera Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del
Consejo de Europa, celebrada en Varsovia los días 16 y 17 de mayo de 2005.
El plan de acción adoptado en dicha cumbre define las acciones que debe
emprender el Consejo de Europa y contempla actividades para combatir la
violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica. En la sección II.4 del
Plan se estipula:

«El Consejo de Europa adoptará medidas para combatir la violencia
contra la mujer, incluida la violencia doméstica. Creará un grupo de tra-
bajo para evaluar su desarrollo a nivel nacional y establecerá instru-
mentos para cuantificar su evolución a nivel paneuropeo con el fin de re-
dactar propuestas de acción. Se preparará y llevará a cabo una
campaña paneuropea para combatir la violencia contra la mujer, incluida
la violencia doméstica, en colaboración con otros actores europeos y
nacionales, incluidas las ONG.»

En consecuencia, el Secretario General del Consejo de Europa designó
para el grupo de trabajo a ocho expertos internacionales en el ámbito de la
prevención y lucha contra la violencia sobre la mujer. El Comité Directivo para
la Igualdad entre Hombres y Mujeres (CDEG) propuso a seis miembros para
el grupo de trabajo, mientras que la Asamblea Parlamentaria y el Congreso
de Autoridades Locales y Regionales del Consejo de Europa propusieron
uno cada uno. Las designaciones se hicieron tras consultar con el Coordi-
nador Temático sobre Igualdad entre Hombres y Mujeres (TC-EG) del Co-
mité de Ministros y el Comisionado para los Derechos Humanos del Consejo
de Europa.

El grupo de trabajo estaba compuesto por: doña Ayşe Feride Acar (Tur-
quía), doña Dagmara Baraniewska (Polonia), doña Helena Ewalds (Finlan-
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dia), doña Hilary Fisher (Reino Unido) —vicepresidenta hasta abril de 2007
y presidenta desde abril de 2007—, don Chris Green (Reino Unido), don Ma-
nuel Lisboa (Portugal), doña Rosa Logar (Austria) y doña Dubravka Šimo-
nović (Croacia) —presidenta hasta abril de 2007 y vicepresidenta desde
mayo de 2007—.

Según estableció el Comité de Ministros en relación con el seguimiento
del plan de acción adoptado en la Tercera Cumbre del Consejo de Europa,
el grupo de trabajo tenía las siguientes funciones:

• evaluar la eficacia de las medidas adoptadas a nivel nacional e inter-
nacional para prevenir y combatir la violencia contra la mujer;

• realizar propuestas para revisar estas medidas o adoptar otras nue-
vas;

• desarrollar un método que ayudase a los Estados miembros a adoptar
políticas prácticas para combatir la violencia contra la mujer;

• evaluar los resultados del marco de seguimiento basándose en los in-
dicadores preparados por el CDEG en 2004, cuyo objetivo era evaluar
la aplicación de la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de
la mujer contra la violencia;

• identificar posibles papeles adicionales de los hombres en el con-
texto de la violencia doméstica, no sólo como agresores, sino como
víctimas de la violencia doméstica, así como su papel tanto en la
prevención como en la protección de las víctimas de violencia do-
méstica;

• preparar un programa para la campaña del Consejo de Europa e iden-
tificar los principales temas que debían destacarse durante la misma,
así como las actividades que debían realizarse en el transcurso de la
campaña;

El grupo de trabajo celebró su primera reunión en Estrasburgo del 21 al
23 de febrero de 2005. En ella identificó como primera prioridad la elabora-
ción de un programa para la Campaña del Consejo de Europa para Comba-
tir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica. Este pro-
grama se terminó en la segunda reunión, celebrada del 25 al 27 de abril de
2006, y fue aprobada por el Comité de Ministros en su 969ª reunión, el 21 de
junio de 2006. A continuación se lanzó la Campaña para Combatir la Violen-
cia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica (2006-2008) en una
conferencia de alto nivel celebrada a tal efecto en Madrid el 27 de noviem-
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bre de 2006. La campaña terminó en la conferencia de clausura celebrada en
Estrasburgo los días 10 y 11 de junio de 2008.

Este informe es el resultado del trabajo realizado por el grupo de trabajo
durante sus siete reuniones y las consultas en línea de sus miembros sobre
las medidas y acciones realizadas por los Estados miembros del Consejo de
Europa para prevenir y combatir la violencia contra la mujer, incluida la vio-
lencia doméstica.

Los miembros del grupo de trabajo participaron en los seis seminarios
sobre distintos aspectos de la violencia contra la mujer y las dos reuniones
de los funcionarios de enlace organizadas por el Consejo de Europa como
parte de la campaña. En el informe se incluye información de estos semina-
rios.

El objetivo del grupo de trabajo consistía en identificar medidas que hu-
bieran resultado eficaces a nivel nacional e internacional en la prevención y
lucha contra la violencia sobre la mujer, incluida la violencia doméstica, y
hacer recomendaciones sobre su uso en los Estados miembros del Consejo
de Europa en general. Con este fin, ha revisado nuevas políticas y prácticas
en este ámbito y ha identificado medidas tomadas en varios Estados miem-
bros en cuanto a legislación, servicios de apoyo y recogida de datos, para dis-
tinguir las tendencias generales en la prevención y lucha contra la violencia
sobre la mujer. El grupo de trabajo hace recomendaciones en todos estos
campos e identifica áreas prioritarias para acciones futuras por parte de todos
los Estados miembros, así como del Consejo de Europa. Además, ha tomado
en cuenta el trabajo previo del Consejo de Europa incluyendo la participación
de los hombres en la lucha contra la violencia sobre la mujer y ha contem-
plado los distintos papeles de los hombres en este ámbito.
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1 INTRODUCCIÓN

1.1. VIOLENCIA CONTRA LA MUJER: 

DEFINICIÓN Y ALCANCE DEL PROBLEMA

Mujeres de todas las edades siguen estando sometidas a muy diversas
formas de violencia a manos de hombres. En todos los Estados miembros del
Consejo de Europa, los familiares, compañeros de trabajo e incluso los des-
conocidos emplean la violencia para mantener el dominio masculino sobre las
mujeres. A pesar de una atención pública cada vez mayor y de las promesas
gubernamentales de erradicar esta lacra secular, la violencia contra la mujer
sigue siendo generalizada en Europa.

La violencia contra la mujer es el resultado de un desequilibrio de poder
entre mujeres y hombres. No se trata de malos tratos sufridos a nivel indivi-
dual, sino que debe entenderse como una forma de imponer la subordinación
de las mujeres. A lo largo de la historia, las relaciones de poder entre muje-
res y hombres han sido desiguales, lo que ha dado como resultado el domi-
nio masculino sobre las mujeres y una discriminación estructural generali-
zada contra ellas. En diversa medida, las normas culturales y sexuales
patriarcales, las divisiones discriminatorias del poder y del trabajo y la de-
pendencia económica de las mujeres siguen existiendo en la sociedad actual,
tanto dentro como fuera de Europa. Pero la violencia contra la mujer no sólo
es el resultado de estos factores, sino que también los refuerza.

Hay en Europa mujeres que son abofeteadas, pateadas, golpeadas, en-
cerradas, acosadas sexual y psicológicamente, mutiladas genitalmente, obli-
gadas a prostituirse y asesinadas por hombres de su entorno social inmediato
pero también por funcionarios del Estado. De niñas, sufren abusos sexuales
en la familia o en las escuelas, discriminación en sus opciones de escolari-
zación o formación profesional, la mutilación de sus genitales o el matrimo-
nio en contra de su voluntad. Cuando son adultas, sufren maltrato econó-
mico y psicológico y abusos sexuales por parte de sus parejas y son
acosadas o violadas por sus ex parejas o por desconocidos. Cuando son an-
cianas, vuelven a sufrir maltrato económico y psicológico y abusos sexuales
por parte de familiares o de los empleados de las residencias de ancianos,
y se les priva de tomar sus propias decisiones.
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Las distintas manifestaciones de la violencia contra la mujer existen en
todos los niveles de la sociedad y en todos los Estados miembros del Con-
sejo de Europa. Si bien es cierto que algunos factores, como el origen ét-
nico, la religión, la posición económica, la clase, la orientación sexual y la
discapacidad, determinan las diversas formas de violencia sufridas, la vio-
lencia contra la mujer no se limita a ninguna cultura, país ni religión en con-
creto. Es su carácter universal lo que la convierte en una forma endémica de
discriminación contra las mujeres.

Una visión de conjunto de los estudios de prevalencia sobre violencia de
género realizados en Europa sugiere que, en todos los países, entre una
cuarta y una quinta parte de todas las mujeres ha sufrido violencia física al
menos una vez en su vida adulta y que más de una décima parte ha sufrido
violencia sexual mediante el uso de la fuerza física. Las cifras para todas las
formas de violencia, incluido el acoso, se elevan hasta el 45 %. En torno al
12-15 % de todas las mujeres han tenido una relación de maltrato doméstico
después de los 16 años y muchas más siguen sufriendo violencia física y se-
xual después de separarse de su agresor.8

Además de las traumatizantes consecuencias físicas y psicológicas que
tiene para las víctimas, la violencia contra la mujer afecta directamente a la
sociedad económica y socialmente. Los análisis sobre los costes de la vio-
lencia contra la mujer revelan que esta reduce la capacidad de las víctimas
para contribuir de forma productiva a la familia, la economía y la vida pública
y agota los recursos de los servicios sociales, el sistema judicial, los centros
de atención sanitaria y los empresarios. Desde una perspectiva más amplia,
la violencia contra la mujer reduce los logros académicos, la movilidad y el
potencial generales de una parte significativa de la población y afecta a todas
las personas implicadas: víctimas, hijos que son testigos de la violencia y
agresores. Los costes de la violencia se sienten en una amplia variedad de
ámbitos y sectores, ya sea de forma directa o indirecta. Si bien en ocasiones
resultan difíciles de evaluar, los primeros estudios en este ámbito indican que
son muy elevados.9

El Consejo de Europa, en su Recomendación Rec (2002) 5 del Comité
de Ministros a los Estados miembros sobre la protección de la mujer contra
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la violencia, definió la violencia contra la mujer de forma que incluyera toda
forma de violencia por razón de género, tanto si era cometida por familiares,
por desconocidos de su ámbito social, por funcionarios o en un conflicto ar-
mado. Incluye, entre otras formas, la violencia en el ámbito familiar o do-
méstico, la violación por parte del cónyuge o pareja, la mutilación genital fe-
menina, los matrimonios forzados y otras prácticas tradicionales dañinas para
las mujeres, pero también la trata de mujeres para la explotación sexual y la
violación de sus derechos humanos durante los conflictos armados. Con-
forme a esta definición, la violencia contra la mujer debe entenderse como
«todo acto de violencia por razón de género que cause o pueda causar daño
o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, incluidas las amenazas
de realizar tales actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad, tanto
en la vida pública como en la privada».10

Este informe se centra en la violencia contra la mujer que se produce en
el seno de la familia y en ciertas formas de violencia contra la mujer cometi-
das en la sociedad en general, en línea con el mandato del grupo de tra-
bajo.11 Entre los asuntos tratados se incluyen la violencia doméstica, la vio-
lencia sexual y la violación, los crímenes de honor, el matrimonio forzado y
la mutilación genital femenina, que se incluyen en la definición de violencia
contra la mujer recogida en la Recomendación Rec (2002) 5.12

La acción para combatir la trata de mujeres y niñas forma parte del vasto
trabajo del Consejo de Europa para combatir la trata de seres humanos, que
ha dado como resultado la adopción y entrada en vigor del Convenio sobre
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9 Ídem, p. 8.
10 Extracto de la definición de violencia contra la mujer recogida en la Recomenda-

ción Rec (2002) 5 del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros
sobre la protección de la mujer contra la violencia, adoptada por el Comité de Ministros el
30 de abril de 2002, anexo, párr. 1; en adelante «Recomendación Rec (2002) 5».

11 Sin embargo, no incluye la violencia contra la mujer en el lugar de trabajo.
12 Véase Recomendación Rec (2002) 5, anexo, párrs. 1 a y 1 b:
«[La definición de violencia contra la mujer] incluye, entre otras, las siguientes formas:
a. La violencia que se produce en el ámbito familiar o doméstico, incluyendo, entre

otras, la agresión física y mental, el maltrato emocional y psicológico, la violación
y los abusos sexuales, el incesto, la violación por parte del cónyuge, la pareja
ocasional o habitual o personas con quienes se convive, los crímenes cometidos
en nombre del honor, la mutilación genital y sexual femenina y otras prácticas tra-
dicionales dañinas para la mujer, como los matrimonios forzados.

b. La violencia cometida en la sociedad en general, incluidas, entre otras formas, la
violación, los abusos sexuales, el acoso sexual [...]».



la Lucha contra la Trata de Seres Humanos y queda fuera de las funciones
del grupo de trabajo.

1.2. LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER COMO VIOLACIÓN

DE LOS DERECHOS HUMANOS

La violencia contra la mujer ejercida por hombres de forma individual
lleva mucho tiempo considerándose un asunto privado. El derecho interna-
cional de los derechos humanos se concibió inicialmente para proteger a las
personas del abuso de poder por parte del Estado, no para proteger a las
mujeres de la violencia ejercida por hombres de forma individual.

Un fuerte movimiento de las mujeres y la crítica feminista a la normativa
existente sobre derechos humanos dio lugar a la adopción de normas y tra-
tados internacionales específicos para las preocupaciones de las mujeres
que, centrándose en la eliminación de la discriminación por razón de género,
establecían garantías para la igualdad entre sexos tanto en la vida pública
como en la privada. La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)13 supuso un hito en el cambio de
discurso sobre los derechos humanos, ya que no sólo exige a los Estados
participantes que garanticen la igualdad entre mujeres y hombres en todos
los aspectos de la vida política, sino que incluye la obligación de transformar
las normas culturales, morales y sociales que sustentan las actitudes pa-
triarcales y los estereotipos de género.

Inicialmente no se consideró que la violencia contra la mujer entrara den-
tro de las competencias de la CEDAW. Sin embargo, el Comité de las Nacio-
nes Unidas para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el órgano
encargado de supervisar la aplicación del acuerdo) estableció que la discri-
minación prohibida por la CEDAW incluía la violencia de género, en el sentido
de violencia dirigida contra una mujer por el hecho de ser mujer o que afecta
a las mujeres de forma desproporcionada. Este Comité determinó por tanto
que la violencia de género podría infringir ciertas disposiciones de la conven-
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ción, incluso si no se mencionaba en ellas de forma específica la violencia
contra la mujer. Y lo que es más importante: estableció que los Estados po-
drían ser responsables de los actos privados si no actuaban con la diligencia
debida para prevenir las violaciones de derechos o investigar o castigar los
actos de violencia, así como de indemnizar a las víctimas. Aunque el concepto
de diligencia debida no era nuevo, su aplicación a la violencia contra la mujer
sí lo era. Gracias a su aparición desde 1993 en numerosos instrumentos jurí-
dicamente vinculantes y en textos no vinculantes de carácter regional e inter-
nacional, este concepto ya es aceptado internacionalmente. La Relatora Es-
pecial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, ha
explicado en mayor detalle la norma de la diligencia debida para proporcionar
a los Gobiernos orientación sobre lo que esta implica en relación con la pre-
vención y la lucha contra la violencia sobre la mujer. Además, el Relator Es-
pecial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes ha recalcado que la violencia doméstica (ejercida por la pareja) contra las
mujeres y la mutilación genital femenina, aunque tengan lugar en el ámbito pri-
vado, equivalen a la tortura si los Estados no actúan con la diligencia debida.14

El reconocimiento de la violencia contra la mujer como una violación de
los derechos humanos supone la piedra angular sobre la que se asienta el en-
foque del Consejo de Europa para combatir esta lacra. La Recomendación Rec
(2002) 5 sobre la protección de la mujer contra la violencia obliga a los Esta-
dos a ejercer la diligencia debida para prevenir, investigar y castigar todo acto
de violencia, ya sea cometido por el Estado o por personas, y a proporcionar
protección a las víctimas. La Campaña del Consejo de Europa para Combatir
la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica, animó a los
Estados miembros a reconocer la violencia contra la mujer como una violación
de los derechos humanos a la que debe responderse en consecuencia. Los
asuntos tratados en este informe se basan por tanto en el reconocimiento de
que la violencia contra la mujer puede constituir una violación de los derechos
humanos si los Estados no toman todas las medidas razonables para preve-
nir, investigar y castigar todas las formas de violencia contra la mujer.

La consideración de la violencia contra la mujer como una violación de
los derechos humanos ha hecho que el asunto reciba mucha más atención,
a nivel nacional e internacional, de la que hubiera recibido en caso contrario.

27

14 Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes, Manfred Nowak (2008): Promoción y protección de todos los de-
rechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, incluido el derecho
al desarrollo, A/HRC/7/3.



Ha pasado al centro de la atención pública y cada vez más se la considera
como la lacra que es. El reto actual, no obstante, es prevenir la violencia con-
tra la mujer, asegurarse de que se investiguen y se interpongan acciones ju-
diciales por todos los casos de violencia y que las mujeres estén suficiente-
mente protegidas frente a todos los actos de violencia de género.

1.3. ENFOQUE INTEGRAL PARA PREVENIR 

Y COMBATIR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

Los estudios académicos, las opiniones de los médicos y los ejemplos de
buenas prácticas analizados para este informe revelaron que para tratar el
asunto adecuadamente es fundamental aplicar un enfoque integral de pre-
vención y lucha contra toda forma de violencia sobre la mujer. Intentar re-
solver la violencia contra la mujer únicamente a través del sistema judicial
penal, sin cambios legislativos sustanciales, dará tan pocos resultados como
la inversión en la infraestructura de apoyo.

Prevenir la violencia contra la mujer, procesar y castigar a los agresores,
indemnizar a las víctimas por el dolor y la angustia sufridos y protegerlas de
sufrir más daño forman parte de cualquier estrategia para combatir la vio-
lencia contra la mujer. Esto significa que los Estados miembros necesitan
adoptar una amplia variedad de medidas en muy diversos ámbitos como
parte de una estrategia integral, coordinada, multisectorial y a largo plazo
para combatir todas las formas de violencia contra la mujer. Es fundamental
que el centro de tales medidas sean las necesidades de las mujeres y el res-
peto de sus elecciones.  El objetivo de un enfoque integral para combatir la
violencia contra la mujer debe ser un sistema de intervención eficaz y coor-
dinado centrado en las necesidades de las víctimas.

Dicha estrategia debe abarcar medidas dirigidas a proteger a las muje-
res frente a más malos tratos, servicios que ofrezcan orientación, ayuda psi-
cológica y una ayuda integral, así como recursos jurídicos eficaces, tanto pe-
nales como civiles, para todas las formas de violencia contra la mujer. Estas
medidas son indispensables y deben estar disponibles de forma inmediata
para todas las mujeres víctimas de violencia. Una y otra vez, los fallos de co-
ordinación o las lagunas en las medidas de protección y seguridad han im-
pedido proteger a las mujeres. Son situaciones que podrían haberse evitado
y de las que debemos sacar conclusiones.
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La importante función que las ONG de ayuda a las mujeres desempe-
ñan para sensibilizar, provocar el cambio social y proporcionar servicios a las
mujeres víctimas de violencia de género debe ser reconocida en todo in-
tento por establecer una política integral. Debe establecerse una colabora-
ción activa entre los organismos oficiales y las ONG. En muchos Estados
miembros del Consejo de Europa, las ONG de ayuda a las mujeres llevan
mucho tiempo proporcionando servicios de apoyo de mujer a mujer y abo-
gando con éxito por el cambio. Es fundamental aprovechar su amplia ex-
periencia implicándolas en el desarrollo de las estrategias y los procesos
de toma de decisiones siempre que sea posible, así como proporcionando
un marco jurídico y económico que garantice su independencia y la conti-
nuidad de sus servicios.

Las raíces de la violencia de género y las actitudes y comportamientos
predominantes deben tratarse y atajarse a través de la educación, la sensi-
bilización y la formación. Sin cambios significativos en las actitudes cultura-
les, sociales y morales de la sociedad, los hombres seguirán recurriendo a
la violencia para controlar a las mujeres. Al mismo tiempo, el sistema judi-
cial, tanto penal como civil, debe dar cabida a medidas eficaces que pro-
porcionen una protección real frente a los actos de violencia contra la mujer
y el enjuiciamiento criminal por dichos actos. Debe infundirse en las muje-
res que sufren malos tratos el sentimiento de confianza en el sistema judi-
cial, y se les deberá proporcionar información sobre sus derechos para que
puedan buscar ayuda. Esto sólo puede lograrse a través de una importante
reforma del sistema y de la formación de los profesionales que lo forman.
Las medidas jurídicas deben ir acompañadas de servicios especializados
que den a las víctimas instrumentos para actuar y las ayuden a tomar deci-
siones de forma autónoma. Dichos servicios deben contar con el personal,
los equipos, la formación y la accesibilidad suficientes, lo que significa que
deben contar también con los fondos suficientes. Además, es necesario
hacer respetar los derechos sociales y económicos de la mujer, incluidos el
derecho al trabajo, a la ayuda económica, a una vivienda asequible y, en el
caso de mujeres inmigrantes o refugiadas, el derecho a un permiso de re-
sidencia independiente que les permita vivir sin depender de sus esposos o
familias.

Este enfoque integral no puede garantizarse a menos que se hayan com-
prendido y analizado las características específicas de la violencia contra la
mujer. La recogida de datos sobre todas las formas de violencia contra la
mujer y el efecto de las distintas medidas para combatirlas es fundamental
para las estrategias de información y el desarrollo de políticas.
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Para que los esfuerzos por combatir la violencia contra la mujer tengan
éxito, el conocimiento a fondo de las necesidades de las mujeres que sufren
violencia de género debe ir acompañado de voluntad política al más alto nivel,
y que esta se traduzca en una asignación de recursos que permita un enfo-
que holístico y multidisciplinar. Para ello es necesaria una financiación con-
tinuada a través de los presupuestos nacionales de los Estados; no basta
con un fondo especial. Los presupuestos nacionales deben evaluarse desde
el punto de vista del género, ya que afectan de forma diferente a hombres y
mujeres: son un reflejo de sus diferencias de posición social y económica. El
desarrollo de herramientas para elaborar presupuestos sensibles al género
es fundamental para que los Estados puedan medir la rentabilidad de su tra-
bajo e identificar cómo y hasta qué punto se están asignando los recursos
para atajar la violencia contra la mujer. Para garantizar que los Estados se
hacen cargo de sus responsabilidades de diligencia debida, toda financia-
ción descentralizada a las autoridades locales y regionales debe someterse
a una inspección y unos informes exhaustivos.15

Una herramienta eficaz para garantizar el desarrollo de una estrategia y
una política integrales y coordinadas puede ser un plan de acción nacional que
incluya las acciones que deben realizarse en distintos ámbitos para combatir la
violencia contra la mujer, siempre y cuando se aplique de forma eficaz y con los
recursos necesarios. Si bien se han implantado políticas eficaces e innovado-
ras en los Estados miembros en los que no existe un plan de acción nacional,
la ausencia de un plan integral de este tipo suele reflejar la falta de una política
eficaz y coordinada respecto a la violencia contra la mujer. La mayoría de los
Estados miembros aún no tienen una política integral y coordinada para tratar
las distintas formas de violencia contra la mujer. La existencia y la aplicación
efectiva de dicha política son, no obstante, un asunto primordial y una forma de
adoptar políticas prácticas para combatir la violencia contra la mujer. Todos los
Estados miembros deberían introducir una política de estas características.

Los planes de acción nacionales deberían incluir una amplia variedad de
medidas para combatir de manera eficaz la violencia contra la mujer. Por
ejemplo, un plan de acción nacional básico debería, como mínimo:

• tratar toda forma de violencia contra la mujer;

30

15 Protecting women against violence: Analytical Study of the Results of the Second
Round of Monitoring the Implementation of Recommendation Rec (2002) 5, Consejo de
Europa, Estrasburgo, 2008, CDEG (2008) 2rev, p. 7.



• incluir objetivos concretos e indicadores para el logro de dichos obje-
tivos;

• especificar las medidas y acciones integrales necesarias para lograr
los objetivos especificados;

• identificar a los organismos responsables de la coordinación y de la
aplicación del plan de acción nacional;

• implicar a las ONG, especialmente aquéllas con experiencia en la
ayuda a las mujeres, en la elaboración y aplicación del plan de acción
nacional;

• asignar los fondos suficientes para el apoyo y la protección eficaces de
las víctimas y la aplicación del plan de acción nacional;

• incluir un plazo;

• ser aprobado por Gobierno y Parlamento, distribuirse a todas las ins-
tituciones competentes y estar a disposición del público;

• vigilarse, evaluarse y revisarse de forma regular.

1.4. ÁMBITO DEL INFORME

Durante dos años, el Grupo de Trabajo del Consejo de Europa para Com-
batir la Violencia contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica siguió los
avances nacionales e internacionales en la prevención y lucha contra la vio-
lencia sobre la mujer. El grupo de trabajo analizó muchas de las políticas y
prácticas existentes y tomó nota de los cambios legislativos y de política pro-
ducidos a nivel nacional durante la Campaña del Consejo de Europa para
Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica. De
conformidad con su mandato, este informe incluye información, evaluacio-
nes y recomendaciones detalladas sobre las medidas para prevenir y com-
batir la violencia contra la mujer. Este informe se basa en la información fa-
cilitada por los Estados miembros en relación con el seguimiento de la
aplicación de la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer
contra la violencia del Consejo de Europa o recibida directamente de los Go-
biernos como parte del proceso de información sobre el desarrollo de la cam-
paña. También se basa en documentos e investigaciones académicas y en
informes de ONG. Aunque se han tomado en cuenta muy diversas fuentes de
información disponibles en idiomas oficiales del Consejo de Europa, las me-
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didas evaluadas y los ejemplos incluidos en el informe no pretenden ser ex-
haustivos. Al intentar ilustrar las distintas medidas que han tomado los Esta-
dos miembros para tratar la violencia contra la mujer, los ejemplos no refle-
jan todos los casos de buenas o innovadoras prácticas empleadas
actualmente, ni se detallan todos los Estados miembros que puedan estar
aplicando una práctica en concreto, sino que reflejan tendencias en el des-
arrollo legislativo y de política producido a nivel nacional para prevenir y com-
batir la violencia contra la mujer y se han elegido en función de su nivel de
aplicabilidad, su interés y la disponibilidad de la información en uno de los
idiomas oficiales del Consejo de Europa.

El Grupo de Trabajo del Consejo de Europa para Combatir la Violencia
contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica fue consciente durante su
trabajo de la gran abundancia de investigación, legislación y otras medidas
relativas a la violencia doméstica y a la violación/agresión sexual, lo que se
tuvo en cuenta para el propósito de este informe. Dado que la campaña del
Consejo de Europa se centraba principalmente en la violencia doméstica,
apareció aún más información sobre las medidas y acciones nacionales en
este ámbito, lo que dio lugar a un análisis más detallado de las medidas to-
madas para combatir la violencia doméstica en comparación con las desti-
nadas a combatir otras formas de violencia. No obstante, esto no implica que
no se consideraran importantes las demás manifestaciones de violencia con-
tra la mujer, sino que pone de manifiesto la necesidad de mejorar el conoci-
miento de otras formas de violencia contra la mujer y de emprender más in-
vestigaciones cualitativas y cuantitativas en estas áreas. Del mismo modo, no
restringe el alcance de las recomendaciones que el grupo de trabajo dirige
al Consejo de Europa y a sus Estados miembros.

El informe empieza en el capítulo 2 con un panorama de las distintas ac-
tividades realizadas en el marco de la Campaña del Consejo de Europa para
Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica.

La primera parte del capítulo 3 sienta las bases del informe. En ella se
explican las distintas obligaciones jurídicas suscritas por los Estados miem-
bros del Consejo de Europa para combatir la violencia contra la mujer y se
exponen los compromisos jurídicamente vinculantes introducidos por otras or-
ganizaciones internacionales en este ámbito.

La segunda parte del capítulo trata sobre las medidas nacionales para
prevenir y combatir la violencia contra la mujer desde el punto de vista de la
legislación, los servicios de apoyo a las víctimas, la recogida de datos y la
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sensibilización, educación y formación. En ella se presentan algunas ten-
dencias legislativas y de política y se destacan algunos ejemplos especial-
mente interesantes.

El capítulo 4 describe los papeles que pueden desempeñar los hombres
en la protección de las mujeres contra la violencia y expone algunas estra-
tegias para incluir a los hombres en los esfuerzos por prevenir y combatir
esa violencia.

El capítulo 5 incluye una serie de recomendaciones para que el Consejo
de Europa y sus Estados miembros emprendan acciones en las áreas de la
legislación, los servicios de apoyo a las víctimas, la recogida de datos y la
sensibilización, educación y formación. En él se detallan las medidas que
deben adoptar los Estados miembros a nivel nacional para ser eficaces en la
prevención y lucha contra la violencia sobre la mujer.
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2 CAMPAÑA DEL CONSEJO DE EUROPA
PARA COMBATIR LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES, 
INCLUIDA LA VIOLENCIA DOMÉSTICA

La decisión de lanzar la Campaña para Combatir la Violencia contra
las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica16 se remonta a la Tercera Cum-
bre del Consejo de Europa (Varsovia, 16-17 de mayo de 2005). Como con-
firmación de su compromiso con la erradicación de la violencia contra la
mujer, los jefes de Estado y de Gobierno del Consejo de Europa decidie-
ron en su plan de acción hacer frente al problema de la violencia contra la
mujer con una campaña desarrollada en toda Europa, concebida por el
Grupo de Trabajo del Consejo de Europa para Combatir la Violencia con-
tra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica, que seguiría muy de cerca su
desarrollo. 

La campaña se lanzó en una conferencia de alto nivel celebrada en
Madrid el 27 de noviembre de 2006. Esta conferencia, organizada por la
División de Igualdad de Género y Tráfico de Seres Humanos en colabo-
ración con las autoridades españolas, se organizó de tal manera que se
garantizase la participación al más alto nivel de todos los Estados miem-
bros del Consejo de Europa con el fin de conseguir la voluntad política
para llevar a cabo la campaña al nivel más alto posible. Asistieron unas
400 personas procedentes de 41 Estados miembros del Consejo de Eu-
ropa, entre ellas varias ministras y ministros responsables de las políti-
cas de igualdad de género, el presidente del Gobierno español, el Se-
cretario General del Consejo de Europa, el presidente del Comité de
Ministros del Consejo de Europa y el presidente de la Asamblea Parla-
mentaria, así como el presidente de la Cámara del Congreso de Autori-
dades Locales y Regionales, el Comisario de Derechos Humanos del
Consejo de Europa y la Relatora Especial sobre la violencia contra la
mujer, sus causas y consecuencias de las Naciones Unidas. También
participaron en el acto representantes de Estados que son observadores
en el Consejo de Europa, otras organizaciones gubernamentales inter-
nacionales y ONG.
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En junio de 2006 el Comité de Ministros del Consejo de Europa aprobó
el programa17 de la campaña elaborado por el grupo de trabajo. Este pro-
grama sirvió de hoja de ruta para la realización de la campaña y establecía
sus objetivos, mensajes, grupos a los que se dirigía y actores principales.
Conscientes de la importancia de implicar a responsables de diferentes ni-
veles en el esfuerzo por combatir la violencia contra la mujer, se contempló
en el programa la participación activa de todos los órganos del Consejo de
Europa, así como de los responsables políticos a todos los niveles dentro de
los Estados miembros.

Basándose en las acciones contempladas en la Recomendación Rec
(2002) 5 del Consejo de Europa sobre la protección de las mujeres contra la
violencia, y con el fin de garantizar la eficacia de la campaña, el grupo de
trabajo decidió centrar la campaña en una de las principales formas de vio-
lencia: la violencia contra la mujer cometida en el ámbito familiar (violencia
doméstica).

A grandes rasgos, los objetivos de la campaña eran:

• concienciar a los Estados miembros del Consejo de Europa de que la
violencia contra la mujer es una violación de los derechos humanos y
animar a todos los ciudadanos a hacerle frente;

• instar a los Estados a demostrar su voluntad política mediante la pro-
visión de los recursos suficientes para obtener resultados concretos
en la eliminación de la violencia contra la mujer;

• promover la aplicación de medidas eficaces para prevenir y combatir
la violencia contra la mujer por medio de legislación y planes de ac-
ción nacionales para cumplir con la Recomendación Rec (2002) 5, así
como comprobar de forma periódica los logros obtenidos. 

Los objetivos específicos de la campaña eran instar a los Estados miem-
bros a avanzar de forma significativa en cuatro áreas:

• medidas jurídicas y políticas;

• apoyo y protección de las víctimas;
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• recogida de datos;

• sensibilización.

Los mensajes de la campaña eran los siguientes:

• para combatir la violencia doméstica es necesaria una acción conjunta
de los poderes públicos;

• la violencia doméstica es una violación de los derechos humanos;

• la violencia doméstica hiere gravemente a las mujeres y perjudica a
toda la sociedad, incluidas las generaciones futuras;

• la participación activa de los hombres es necesaria para combatir la
violencia contra la mujer.

Duración de la campaña

La campaña se preparó a principios de 2006, se lanzó en Madrid el 27
de noviembre de ese mismo año y terminó en una conferencia de clausura
de alto nivel celebrada en Estrasburgo los días 10 y 11 de junio de 2008.

Eslogan de la campaña

El eslogan de la campaña del Consejo de Europa era: «Stop Domestic
Violence Against Women». La versión francesa del eslogan fue: «Stop a la
violence domestique faite aux femmes». Fue traducido al español como:
«Stop a la violencia doméstica contra las mujeres».

Dentro del Consejo de Europa, la aplicación de la campaña corrió a cargo
de la Dirección General de Derechos Humanos y Asuntos Jurídicos (cuya Di-
visión de Igualdad entre Hombres y Mujeres y Lucha contra el Tráfico de
Seres Humanos realizó las labores de gestión y coordinación de la campaña),
la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa y el Congreso de Autori-
dades Locales y Regionales del Consejo de Europa. La Dirección de Comu-
nicación respaldó las actividades de la campaña con labores de información
y prensa. A nivel nacional, fueron los Gobiernos nacionales y locales, así
como los Parlamentos nacionales, los encargados de su aplicación. Las ofi-
cinas de información y las representaciones del Consejo de Europa han res-
paldado al Consejo de Europa y a los Estados miembros en la ejecución de
la campaña. Todos ellos trabajaron en estrecha colaboración con ONG que
actúan en este ámbito.
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En el apartado siguiente se describe la variedad de actividades y medi-
das tomadas para llevar a cabo la campaña y se proporciona una evaluación
inicial de los resultados.

2.1. PANORAMA DE LAS ACTIVIDADES 

REALIZADAS POR LOS DISTINTOS

ACTORES/COLABORADORES DE LA CAMPAÑA 

Colaboradores

Desde el lanzamiento de la campaña el 27 de noviembre de 2006 en una
conferencia de alto nivel celebrada en Madrid, los numerosos actores partí-
cipes de su aplicación han realizado diversas actividades y, de este modo,
han convertido las palabras en hechos.

Se invitó a los Estados miembros del Consejo de Europa a designar un
funcionario de alto nivel y un funcionario de enlace con el Consejo de Eu-
ropa para todos los asuntos relacionados con la campaña, así como a iniciar
y encabezar actividades a nivel nacional. El programa preveía que los Esta-
dos miembros realizaran campañas nacionales siguiendo el modelo de la ini-
ciativa del Consejo de Europa, y se invitó especialmente a los funcionarios
de alto nivel y a los funcionarios de enlace a poner en marcha dichas cam-
pañas. Durante la campaña, 46 Estados miembros designaron funcionarios
de alto nivel o funcionarios de enlace.

Del mismo modo, se invitó a los Parlamentos nacionales a designar un
parlamentario de contacto para garantizar la participación de todos los Par-
lamentos en la campaña, poner en marcha cambios legislativos y utilizar
todos los mecanismos parlamentarios disponibles para impulsar los esfuer-
zos encaminados a erradicar la violencia contra la mujer. En total, 45 Parla-
mentos nacionales de Estados miembros designaron parlamentarios de con-
tacto, a los que hay que sumar los tres Parlamentos con estatus de
observadores en la Asamblea Parlamentaria, el Parlamento Europeo y el
Consejo Nórdico.

El Consejo de Europa ha realizado sus propias actividades en forma de
seminarios, conferencias y estudios en profundidad, por poner algunos ejem-
plos, para ampliar las base de conocimientos de los Estados miembros res-

38



pecto a los distintos enfoques existentes para combatir la violencia contra la
mujer. Además, ha respaldado, a través de su Secretaría, las iniciativas des-
arrolladas por funcionarios de enlace y parlamentarios de contacto propor-
cionándoles material de la campaña para que fueran eficaces la comunica-
ción, la campaña y la sensibilización.

Este apartado proporciona un panorama de las distintas actividades re-
alizadas durante la campaña. A la vista de la gran variedad de actividades,
esta perspectiva general no es exhaustiva, ya que no es posible detallar todas
las actividades que se han realizado en todos los Estados miembros. Puede
obtenerse información más detallada en el resumen de la campaña.18

Consejo de Europa

Comunicación y material publicitario

Para proporcionar información detallada sobre la campaña y sus diver-
sas actividades a nivel intergubernamental, parlamentario, local y regional, se
creó un sitio web específico para la campaña: www.coe.int/stopviolence.

Con el fin de garantizar un amplio alcance de la campaña, el Consejo
de Europa desarrolló material publicitario (carteles, folletos, lazos blancos,
pegatinas, postales, libretas, bolígrafos, calendarios y posavasos) con el
eslogan de la campaña: Stop a la violencia doméstica contra las mujeres.
También se creó un anuncio para televisión y otro para radio para anunciar
la campaña. Las distintas entidades dentro del Consejo de Europa impli-
cadas en los diferentes aspectos de la campaña participaron en la traduc-
ción del material a los idiomas nacionales y en darle la mayor divulgación
posible. El cartel de la campaña se tradujo a 26 idiomas distintos y se mos-
tró en más de la mitad de los Estados miembros del Consejo de Europa. En
varios países se reprodujeron muchos de los otros materiales de la cam-
paña. El anuncio de televisión, en el que se transmitía el mensaje de que,
contrariamente a lo que suele pensarse, es en el hogar donde las mujeres
son más vulnerables, se emitió en más de 26 Estados miembros, tanto en
cadenas públicas como privadas, incluidas algunas de gran audiencia,
como CNN y Euronews. Además, el anuncio para televisión se mostró como
parte de la publicidad comercial durante el Carnaval de Venecia y la Berli-
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nale (el festival de cine de Berlín), en febrero de 2008. En reconocimiento
por la fuerza de su mensaje y su calidad artística, el anuncio recibió los si-
guientes galardones:

• primer premio en los Deutschland Gold Award, la sección alemana de
los Integrated Television and Video Awards (ITVA), en 2007;

• primer premio en el World Media Festival en la categoría «Relaciones
públicas: relaciones y valores humanos»;

• tercer premio en el US International Film and Video Festival de West
Hollywood (California, EE. UU.) en la categoría «Relaciones políticas,
gubernamentales y mundiales», premio a la excelencia creativa.

Seminarios y conferencias

Para promover la base de conocimientos respecto a la evolución y las
buenas prácticas actuales en la prevención y lucha contra la violencia sobre
la mujer se organizaron cinco seminarios intergubernamentales regionales
centrados en las cuatro áreas principales de la campaña. 

Seminario Regional sobre Medidas Jurídicas para Combatir la Violencia
contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica, La Haya (Países Bajos), 21-
22 de febrero de 2007. El primer seminario regional, que se celebró en La
Haya los días 21 y 22 de febrero de 2007, permitió a unos 40 representan-
tes de Gobiernos y de ONG de Austria, Bélgica, Francia, Alemania, Irlanda,
Países Bajos, España y Reino Unido intercambiar información sobre la evo-
lución legislativa actual a través de la presentación de medidas jurídicas in-
novadoras.

Los ponentes y expertos nacionales compartieron sus experiencias sobre
temas como las órdenes de protección y de alejamiento, los tribunales es-
pecializados en violencia doméstica y los agravantes en la tipificación de la
violencia doméstica. El debate se centró en las distintas formas que toman
las órdenes de protección y alejamiento en los Estados miembros partici-
pantes, pero también en las ventajas que ofrecen los tribunales especializa-
dos en violencia doméstica. Además, se dedicó una parte importante del se-
minario a las formas de garantizar la correcta aplicación de los instrumentos
jurídicos, un tema de gran importancia para que las medidas jurídicas surtan
efecto.
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Seminario Regional sobre la Participación Activa de los Hombres en la
Lucha contra la Violencia Doméstica, Zagreb (Croacia), 9-10 de mayo de
2007. El segundo seminario regional, celebrado en Zagreb (Croacia) los días
9 y 10 de mayo de 2007, se dedicó a uno de los principales mensajes de la
campaña: el tema de la participación activa de los hombres en la lucha con-
tra la violencia doméstica. No se centró sólo en los hombres como agreso-
res sino también en su papel como agentes activos del cambio, tanto en la
prevención de la violencia en el ámbito familiar como en la protección de las
víctimas que sufren esta violencia. Dado que la violencia contra la mujer está
enraizada en la cultura patriarcal y en las relaciones de poder desiguales
entre hombres y mujeres, encuentra apoyo en las tradiciones y actitudes dis-
criminatorias, pero también en estereotipos de género en los que se refleja
el dominio masculino.

Cerca de 70 representantes gubernamentales y de ONG procedentes
de Austria, Croacia, España, Irlanda, Noruega, Países Bajos y Reino Unido,
así como representantes de las Naciones Unidas, debatieron sobre la im-
portancia de responsabilizar a los agresores masculinos de sus acciones, no
sólo a través de sanciones penales sino también a través de ayuda psicoló-
gica destinada a provocar el cambio de comportamiento y evitar la reinci-
dencia. Los participantes coincidieron en que los hombres podían y debían
hacer mucho para combatir la violencia contra la mujer. Debido a que los
hombres suponen la mayor parte de los autores de violencia doméstica, se
encuentran en una situación inmejorable para combatirla. Pueden alzarse
contra la violencia y animar a otros hombres a que hagan lo mismo. Los hom-
bres podrían desempeñar un papel activo simplemente dando ejemplo de
comportamiento no violento. Su papel como padres, curadores y tutores es
fundamental. Los hombres pueden actuar como «agentes del cambio» e im-
pulsar los papeles positivos que pueden desempeñar para derribar los este-
reotipos de género y las normas culturales discriminatorias.

Seminario Regional sobre Recogida de Datos como Requisito Previo a
las Políticas Eficaces de Lucha contra la Violencia sobre las Mujeres, incluida
la Violencia Doméstica, Lisboa (Portugal), 5 de julio de 2007. El tercer semi-
nario regional organizado en el marco de la campaña se celebró en Lisboa
(Portugal) el 5 de julio de 2007. Unos 170 representantes gubernamentales
y de ONG procedentes de Austria, Armenia, Chipre, Eslovaquia, Georgia, Ita-
lia, Malta, Portugal, San Marino y Ucrania debatieron sobre el papel de los
datos a la hora de perfilar y desarrollar políticas eficaces para combatir la
violencia contra la mujer.
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En los discursos de apertura se explicaron los tipos de datos que pueden
recogerse: estudios sobre violencia contra la mujer, datos demográficos o
administrativos obtenidos de las organizaciones, instituciones y organismos
que proporcionan servicios a las víctimas de dicha violencia. A pesar de que
cada vez hay más Estados miembros del Consejo de Europa que realizan en-
cuestas a la población, ni estas pueden compararse entre los distintos paí-
ses, ni siempre se realizan con regularidad, por lo que tampoco pueden com-
pararse los resultados obtenidos en distintos momentos. Esto significa que,
si bien se ha hecho una gran labor para evaluar el grado del fenómeno, aún
falta armonizar los criterios empleados.

Por otra parte, los datos administrativos disponibles en los distintos ser-
vicios raramente se recogen, a pesar de las ventajas que ofrecen las tecno-
logías de la información. Los organismos gubernamentales, como la Policía,
la Judicatura, la Sanidad pública y los servicios sociales o de ayuda a la in-
fancia tienen sistemas de recogida de datos administrativos únicamente para
sus necesidades internas. En consecuencia, la violencia contra la mujer re-
sulta invisible porque es difícil hacer un seguimiento de los casos, incluso
dentro del propio sistema de Justicia penal. De igual modo, resulta difícil eva-
luar si se han producido mejoras en lo referente a las denuncias y las accio-
nes judiciales. Además, la eficacia de las estrategias interinstitucionales diri-
gidas a mejorar las intervenciones se ve debilitada por la falta de intercambio
de información cuando uno de los organismos toma el relevo de otro.

Seminario Regional sobre Protección y Apoyo Especializado por Parte de
Policía, Personal Sanitario y Trabajadores Sociales a las Víctimas de Vio-
lencia Doméstica, Skopie (Antigua República Yugoslava de Macedonia), 11-
12 de septiembre de 2007. Unos 90 representantes gubernamentales y de
ONG procedentes de Albania, Bulgaria, Croacia, Eslovenia, Serbia, la Anti-
gua República Yugoslava de Macedonia y Turquía participaron en el cuarto
seminario regional y debatieron la reacción de la Policía, el personal sanita-
rio y los trabajadores sociales ante la violencia doméstica. Los participantes
se centraron en la respuesta de estas profesiones a las necesidades de las
víctimas de violencia doméstica, así como en la colaboración eficaz entre
ellas y las organizaciones no gubernamentales.

En los discursos de apertura y en las presentaciones de las experien-
cias nacionales se identificaron las funciones desempeñadas por estas pro-
fesiones en la prevención de la violencia doméstica y la protección y el apoyo
a las víctimas. Además, se dedicó una gran parte del seminario a las formas
de aumentar la colaboración, no sólo entre estos grupos profesionales, sino
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también con otros proveedores de servicios, instituciones públicas y organi-
zaciones no gubernamentales. Los participantes concluyeron que era de vital
importancia para garantizar la seguridad y «empoderamiento» de las víctimas
que los distintos proveedores de servicios compartieran una misma visión de
la violencia doméstica y adoptaran estrategias coordinadas para tratar a las
víctimas, a sus hijos y a los agresores.

Seminario Regional sobre Apoyo y Protección de las Víctimas de Vio-
lencia Doméstica: Servicios Necesarios, Espoo (Finlandia), 8-9 de octubre
de 2007. El quinto y último seminario regional organizado en el marco de la
campaña se celebró los días 8 y 9 de octubre de 2007 en Espoo (Finlandia).
Unos 100 representantes gubernamentales y de ONG procedentes de Dina-
marca, Estonia, Finlandia, Islandia, Noruega, Letonia, Lituania, Rusia y Sue-
cia compartieron información y debatieron sobre los servicios de apoyo a las
mujeres víctimas de violencia doméstica.

Los discursos de apertura y las presentaciones de las experiencias na-
cionales se centraron en la organización de los servicios de apoyo y en los
requisitos previos para su aplicación. Además, se dedicó una parte impor-
tante del seminario a los tipos de servicios de apoyo que actualmente pro-
porcionan los Estados miembros y a identificar ámbitos en los que es nece-
sario seguir avanzando. Durante las discusiones, los participantes
identificaron ciertos elementos fundamentales para el desarrollo de un sec-
tor eficaz de servicios para las víctimas de violencia. El primer paso para or-
ganizar dichos servicios debería ser acordar una misma visión de la violen-
cia contra la mujer y adoptar y ejecutar un plan de acción nacional para
combatir la violencia contra la mujer. El segundo, formar a los profesionales
y autoridades implicados en todos los niveles de la lucha contra la violencia
sobre la mujer y elaborar directrices y manuales para tratar los casos de vio-
lencia contra la mujer. Igual de importante para la organización del sector de
servicios se consideró la recogida de datos clasificados por género y su dis-
tribución a los proveedores de servicios y autoridades. Además, se señaló
que debería garantizarse tanto la continuidad de los servicios a las víctimas
como su financiación pública a largo plazo.

Con el fin de facilitar el intercambio de información, la creación de redes
y la cooperación entre todos aquellos implicados en el desarrollo a nivel na-
cional de la campaña, se organizaron los días 4 y 5 de junio de 2007 en Es-
trasburgo dos conferencias: la Conferencia de Funcionarios de Enlace Na-
cionales y la Conferencia Conjunta de Funcionarios de Enlace Nacionales y
Parlamentarios de Contacto. Mediante informes sobre las experiencias na-
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cionales y los discursos de apertura sobre medidas eficaces en el ámbito ju-
rídico, la protección y el apoyo a las víctimas, la recogida de datos y la sen-
sibilización, se ofreció a los participantes en ambas conferencias una pano-
rámica general de las medidas nuevas y ya existentes para combatir la
violencia contra la mujer. Asimismo se presentaron y debatieron oportunida-
des de colaboración entre los distintos actores como forma de mejorar el
éxito de la campaña. La conferencia permitió a muchos de los funcionarios
de enlace gubernamentales y de los parlamentarios de contacto de un mismo
país reunirse por primera vez. En muchos casos, el establecimiento del con-
tacto personal fue el primer paso para mejorar la colaboración en las accio-
nes de lucha contra la violencia sobre las mujeres.

La Conferencia sobre Servicios de Apoyo a Mujeres Víctimas de Violen-
cia, celebrada en Estrasburgo los días 6 y 7 de diciembre de 2007, destacó
las ventajas de establecer niveles mínimos en estos servicios. Basándose
en la presentación de un borrador de niveles mínimos, 90 representantes gu-
bernamentales y no gubernamentales procedentes de 38 Estados miembros
del Consejo de Europa debatieron sobre las ventajas de definir unos niveles
mínimos, qué deberían incluir y cómo deberían implementarse.

Con el fin de presentar los informes finales sobre las acciones tomadas
a nivel nacional en el marco de la campaña, los funcionarios de enlace na-
cionales fueron invitados a la Reunión de Funcionarios de Enlace Naciona-
les, celebrada en Estrasburgo los días 21 y 22 de abril de 2008. En esta reu-
nión, los funcionarios de enlace presentaron los informes nacionales sobre
acciones para prevenir y combatir la violencia contra la mujer.19 Aparte de
permitir a los participantes conocer las muchas y valiosas aportaciones a la
campaña a nivel nacional, la conferencia permitió compartir información sobre
buenas prácticas y medidas eficaces a nivel nacional para combatir la vio-
lencia contra la mujer.

Las conclusiones más importantes extraídas de los debates y seminarios
anteriores, así como los discursos y presentaciones, quedaron recogidas en
las actas de los seminarios y conferencias.20
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La Asamblea Parlamentaria organizó tres reuniones de coordinación para
los parlamentarios de contacto y cinco reuniones de los grupos regionales de
parlamentarios de contacto, en las que los participantes diseñaron estrategias
para implicar a sus Parlamentos nacionales en los esfuerzos por prevenir y
combatir la violencia contra la mujer. El intercambio de ideas para reformas
legislativas sirvió de base a los parlamentarios de contacto para realizar la
campaña a nivel nacional. También se invitó a los parlamentarios de con-
tacto a hacer aportaciones al trabajo de los grupos regionales creados por la
Asamblea Parlamentaria, lo que les permitió debatir sobre los tipos de acti-
vidades que debían realizarse a nivel nacional, cómo implicar al Parlamento
en la lucha contra la violencia sobre las mujeres y cómo garantizar la aplica-
ción de las siete medidas legislativas fundamentales identificadas en la Re-
solución 1582 (2007) de la Asamblea Parlamentaria (Parlamentos unidos en
la lucha contra la violencia doméstica sobre las mujeres: evaluación a mitad
de la campaña). Los parlamentarios reconocieron la importancia de sensibi-
lizar sobre la violencia contra la mujer a través de sesiones y debates parla-
mentarios. Asimismo, destacaron la importancia de iniciar cambios legislati-
vos.

La Asamblea Parlamentaria organizó también la Conferencia Final de la
Dimensión Parlamentaria de la Campaña en Viena en abril de 2008, durante
la cual los parlamentarios adoptaron la Declaración de Viena.21

En esta conferencia, los parlamentarios reiteraron el compromiso de los
Parlamentos nacionales de prevenir y combatir la violencia contra la mujer,
incluida la violencia doméstica, e invitaron a los Parlamentos a continuar su
labor de adoptar y vigilar la aplicación de leyes para combatir la violencia do-
méstica contra las mujeres. Además, invitaron a la Asamblea Parlamentaria
y a los Parlamentos nacionales a continuar creando redes con los parla-
mentarios de los 47 Estados miembros que participasen en actividades para
combatir la violencia contra la mujer, así como a seguir implicando a los hom-
bres en estas acciones. Por último, invitaron al Consejo de Europa a esta-
blecer un acuerdo marco europeo para combatir la violencia contra la mujer,
incluida la violencia doméstica, y a implicar a los parlamentarios y ONG en
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el proceso de su elaboración. Se especificó que este instrumento debía tener
en cuenta los aspectos específicos relacionados con la igualdad entre hom-
bres y mujeres y ser diseñado para proteger a las víctimas, castigar a los
agresores y prevenir esta violación de los derechos humanos.

Reiterando su llamamiento a un instrumento jurídicamente vinculante en
este ámbito, la Comisión sobre la Igualdad de Oportunidades entre Mujeres
y Hombres de la Asamblea Parlamentaria consideró insuficiente, en su eva-
luación de los resultados de la campaña y perspectivas de futuro, que se tra-
tara el problema de la protección de las mujeres contra la violencia en una
recomendación. En consecuencia, la comisión aboga por un instrumento in-
ternacional jurídicamente vinculante en este ámbito que abarque la dimensión
de género e incluya las formas más graves y generalizadas de violencia con-
tra la mujer: violencia doméstica, agresión sexual (incluida la violación y la
violación dentro del matrimonio), acoso sexual, matrimonios forzados, crí-
menes de honor y mutilación genital femenina. Para garantizar su aplicación
efectiva deberá crearse un mecanismo independiente de seguimiento.22

A lo largo de la campaña, muchas oficinas de información y representa-
ciones del Consejo de Europa contribuyeron a ella mediante la organización
de seminarios, mesas redondas, talleres, jornadas de acción, conferencias de
prensa y representaciones teatrales para sensibilizar sobre la violencia con-
tra la mujer (por ejemplo en Azerbaiyán, Eslovaquia, Lituania, Moldavia, Po-
lonia, Rumanía y Ucrania). Otras muchas oficinas tradujeron y difundieron el
material de la campaña en los idiomas nacionales.

Estudios

Uno de los objetivos de la campaña era avanzar de forma significativa en
la oferta de servicios de apoyo y defensa a las mujeres víctimas de violen-
cia. Sin embargo, la base de conocimientos sobre tales servicios consistía bá-
sicamente en prácticas individuales adaptadas al contexto local y, con fre-
cuencia, desarrolladas en función de la financiación disponible más que en
una estrategia. Muy pocos trabajos se habían centrado en identificar unos
niveles y principios mínimos en la oferta de dichos servicios que debían res-
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petar los Gobiernos para cumplir con su obligación internacional de ejercer
la diligencia debida en la prevención, investigación y castigo de los actos de
violencia y en la protección de las víctimas. Para remediar esta situación, el
Consejo de Europa decidió estudiar el tema de los niveles mínimos en el ám-
bito de los servicios de apoyo a las mujeres víctimas de violencia doméstica
y agresión sexual o violación. Los resultados de este proyecto, incluidas las
normas mínimas propuestas, se recopilaron tras consultar a expertos gu-
bernamentales y de ONG y se publicaron en el documento Combating vio-
lence against women: minimum standards for support services.23

Inspirado por otro objetivo de la campaña, el de mejorar la recogida sis-
temática de datos que pudieran compararse en distintos momentos y entre
distintos países, el Consejo de Europa estudió el asunto de la recogida de
datos administrativos sobre la violencia contra la mujer. El estudio analizó, ba-
sándose en las visitas a los países y las respuestas a los cuestionarios, hasta
qué punto los Estados miembros estaban recopilando en ese momento los
datos administrativos. Para apoyar a los Gobiernos en sus esfuerzos por
aprovechar los datos ya existentes o fáciles de obtener, el estudio Adminis-
trative Data Collection on Domestic Violence in Council of Europe Member
States contiene directrices sobre cómo establecer bases de datos adminis-
trativas que vayan más allá de las necesidades internas de los organismos
oficiales (Policía, Judicatura, Sanidad pública y Servicios Sociales).24

Exposiciones

Una de las actividades de la campaña intergubernamental consistió en
una exposición de los carteles nacionales de la campaña de lucha contra la
violencia sobre las mujeres, que mostraba cómo se estaba tratando el pro-
blema en Europa. La exposición tuvo lugar en Estrasburgo en septiembre de
2006 para el Día de Puertas Abiertas del Consejo de Europa y para conme-
morar el Día Internacional para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer
en 2007.

La Asamblea Parlamentaria y el Congreso de Autoridades Locales y Re-
gionales del Consejo de Europa organizaron, en colaboración con la Direc-
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ción de Comunicación del Consejo de Europa, una exposición itinerante de
fotografías con el título Rompe el silencio sobre la violencia doméstica. Al
mostrar en paralelo la difícil situación de las mujeres que huyen de las rela-
ciones de maltrato y el compromiso de figuras destacadas a favor del cam-
bio, esta exposición puso de manifiesto la necesidad de mejorar las leyes, las
políticas y las prácticas. Esta exposición recorrió varias ciudades, entre ellas
Belgrado, Estocolmo, Estrasburgo, París, Sarajevo y Sofía.

Gobiernos nacionales

Muchos Estados miembros del Consejo de Europa han reconocido la
violencia contra la mujer como una de las preocupaciones de la política pú-
blica y, además de introducir medidas jurídicas y políticas para proteger a las
mujeres de los malos tratos, han impulsado numerosas iniciativas para sen-
sibilizar a los ciudadanos ante este problema. En otros se ha empezado hace
poco a tratar el problema de forma sistemática, mientras que en un tercer
grupo de Estados miembros se encuentran aún en el proceso de sensibilizar
a los responsables y al público en general de que la violencia contra la mujer
no es un asunto privado. A pesar de sus diferentes circunstancias, un gran
número de Estados miembros hizo caso del llamamiento a combatir la vio-
lencia sobre las mujeres hecho por el Consejo de Europa en el contexto de
la campaña.

Los funcionarios de enlace nacionales y los funcionarios de alto nivel
nombrados por 46 Gobiernos tomaron la iniciativa de dirigir la campaña en
el ámbito de los Gobiernos nacionales. Con su asistencia a las conferencias
y seminarios del Consejo de Europa y las actividades que pusieron en mar-
cha a nivel nacional, funcionaron como un importante enlace entre el nivel in-
ternacional y el nacional y contribuyeron en gran medida a preparar las acti-
vidades organizadas en el marco de la campaña.

A la hora de elegir el tipo de actividad más adecuado a la situación ac-
tual en la lucha contra la violencia sobre las mujeres, algunos Gobiernos rea -
lizaron campañas de sensibilización con el cartel y el material de la campaña
del Consejo de Europa, otros evaluaron y reorganizaron su estructura interna
de elaboración de políticas en este ámbito con el fin de mejorar la respuesta
ante este tipo de violencia y otros solicitaron el intercambio de opiniones con
otros Estados miembros y se ofrecieron a albergar uno de los seminarios re-
gionales organizados por el Consejo de Europa para que los participantes
pudieran aprender de la experiencia de otros países. Ciertos Gobiernos pla-
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nificaron o realizaron campañas nacionales de larga duración basadas en el
programa de la campaña del Consejo de Europa, utilizando el eslogan, el
cartel y el anuncio para televisión en sus idiomas nacionales. Otros muchos
llevaron a cabo campañas nacionales más breves en torno a los 16 Días de
Activismo contra la Violencia hacia las Mujeres. Se estudiaron muchas formas
innovadoras de difundir los mensajes de la campaña, más allá del uso del
material publicitario existente. Por ejemplo, los mensajes de móvil, los sitios
web interactivos, los concursos artísticos, la representación de obras sobre
el tema y actividades de recaudación de fondos, como las marchas contra la
violencia doméstica.

En un esfuerzo por unir a los distintos organismos públicos y actores de
la lucha contra la violencia sobre las mujeres, muchos Gobiernos aprove-
charon la campaña para realizar actividades conjuntas con otros actores na-
cionales, regionales y locales. Los funcionarios de enlace gubernamentales
y los funcionarios de alto nivel colaboraron con los parlamentarios de contacto
designados por los Parlamentos nacionales, con frecuencia con el respaldo
de las oficinas de información y las representaciones del Consejo de Europa,
para organizar actividades de sensibilización de la población.

En muchos casos, se consideró que la campaña del Consejo de Europa
era el marco adecuado para implementar las intenciones gubernamentales
ya existentes de acción para prevenir y combatir la violencia contra la mujer.
Más abajo se ofrece información más detallada sobre las actividades reali-
zadas en los Estados miembros y sus resultados.

Parlamentos nacionales/ parlamentarios de contacto

La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa ha respaldado ple-
namente el lanzamiento de una campaña paneuropea para combatir la vio-
lencia contra la mujer y ha sido determinante en el cumplimiento de la di-
mensión parlamentaria de la campaña a través de una red de parlamentarios
de contacto.

Dicha red, que consta de 55 parlamentarios elegidos por 48 Parlamen-
tos, incluidos aquéllos con estatus de observadores en la Asamblea, movilizó
a sus respectivos Parlamentos para que organizaran actividades de sensibi-
lización e iniciaran reformas jurídicas para prevenir y combatir la violencia
contra la mujer. Unos 40 Parlamentos nacionales han contribuido de forma
activa a la campaña con la realización de más de 200 actividades, entre ellas
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la adopción de declaraciones solemnes, la sensibilización de los parlamen-
tarios y de la población en general, difusión del material de la campaña en los
idiomas nacionales, la creación de redes de parlamentarios varones en con-
tra de la violencia sobre las mujeres, la organización de seminarios, confe-
rencias y sesiones parlamentarias, la aprobación de leyes y el inicio de re-
formas jurídicas respecto a la violencia doméstica.

Estas actividades estuvieron coordinadas y respaldadas por la Asamblea
Parlamentaria, que organizó tres reuniones de coordinación para los parla-
mentarios de contacto, preparó el material de la campaña (manual para los
parlamentarios, lazos blancos, etc.) y facilitó información sobre la dimensión
parlamentaria de la campaña a través de un sitio web, boletines y puestos de
información durante las sesiones de la Asamblea Parlamentaria. Además,
puso en marcha actividades parlamentarias paneuropeas para conmemorar
el Día Internacional de la Mujer y el Día Internacional para la Eliminación de
la Violencia contra la Mujer y coordinar el trabajo de los cinco grupos regio-
nales de parlamentarios de contacto.

Al evaluar la campaña a la mitad de su recorrido, la Asamblea Parlamenta-
ria identificó siete medidas legislativas fundamentales que se invitó a adoptar a
los Parlamentos nacionales de los Estados miembros.25 Dichas medidas, que
iban desde la consideración como delito de la violencia contra la mujer, incluida
la violación dentro del matrimonio, hasta la creación de un número suficiente de
centros de acogida y la provisión de suficientes recursos presupuestarios, cons-
tituyen una referencia para medir el éxito de las iniciativas parlamentarias. 40
parlamentarios informaron sobre los avances en estas áreas mediante la res-
puesta a un cuestionario. Los resultados de la dimensión parlamentaria de la
campaña y las perspectivas de futuro se recogen en un informe del Relator de
la Asamblea en el que también se evalúan las medidas tomadas.26

Autoridades locales y regionales

El Congreso de Autoridades Locales y Regionales del Consejo de Europa
ha adoptado una postura firme contra la violencia sobre las mujeres y ha in-
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vitado a las autoridades locales y regionales de toda Europa a participar ac-
tivamente en la campaña tomando, en sus respectivos niveles, medidas para
combatir la violencia contra la mujer. Durante su sesión de primavera de
2007, la Cámara de Autoridades Locales del Congreso organizó un debate
sobre la violencia contra la mujer, mientras que los funcionarios de alto nivel
del Congreso participaron en diversos actos a lo largo de la campaña, in-
cluidas las proyecciones de películas sobre la violencia contra la mujer.

Muchos municipios, que se enfrentan a diario a las consecuencias de la
violencia contra la mujer, respondieron al llamamiento a la acción realizado
por el Congreso y participaron activamente en la campaña. Además, expre-
saron su voluntad de convertir la lucha contra la violencia sobre las mujeres
en una prioridad política. Otras muchas ciudades y regiones de Europa rea-
lizaron actividades como parte de la campaña apoyándose en un sitio web en
el que se incluían ejemplos de buenas prácticas y otros recursos.

Para conmemorar el Día Internacional de la Mujer el 8 de mayo de 2007,
se organizaron semanas de sensibilización bajo el patrocinio del Congreso.
En el marco de este programa, algunas ciudades europeas colocaron los
pósters de la campaña en calles, autobuses, estaciones de autobuses, edi-
ficios públicos y, en algunos casos, en sus sitios web. Se animó a las autori-
dades locales y regionales a organizar debates públicos y continuar las ac-
ciones de prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres.

La dimensión local y regional de la campaña se benefició de la cercanía
que municipios y regiones tienen con el ciudadano. A través de su red de
contactos, sus miembros (los representantes elegidos a nivel local y regional)
se unieron tras un mensaje común que difundieron en sus propios foros y
por sus propios medios.

Además, la participación de los organismos nacionales en las actividades
locales y regionales creó unas sinergias importantes entre los distintos nive-
les de responsabilidad, lo que contribuyó en gran medida a aumentar el im-
pacto de la campaña al fomentar la colaboración entre distintos sectores
(educación, deportes, arte, transporte, protección social). La dimensión local
y regional de la campaña supuso un foro para la acción concertada y permi-
tió forjar valiosas colaboraciones entre autoridades locales y regionales, los
organismos especializados y la sociedad civil, incluido el sector privado. Tam-
bién permitió llegar a los jóvenes a través de actividades escolares, deporti-
vas y artísticas.
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Para garantizar el seguimiento de la campaña, se solicitó al Comité de
Cohesión Social del Congreso que elaborara el borrador de un informe sobre
las acciones que podrían llevar a cabo las autoridades locales y regionales
para prevenir y combatir la violencia doméstica y que preparara una reco-
mendación y una resolución, que se enviarían al Congreso para ser adopta-
das en su 17ª sesión, en marzo de 2009.

2.2. EVALUACIÓN DE LA CAMPAÑA 

DEL CONSEJO DE EUROPA 

La Campaña del Consejo de Europa para Combatir la Violencia contra las
Mujeres, incluida la Violencia Doméstica (2006-2008) fue una de las campa-
ñas del Consejo de Europa más importantes y de mayor éxito. La campaña
contó con un gran respaldo a nivel nacional e internacional. La estructura de
la campaña, en la que por primera vez se implicó a los Gobiernos, Parla-
mentos y autoridades locales y regionales, favoreció su alcance e importan-
cia. Tras su lanzamiento en Madrid el 27 de noviembre de 2006 en una con-
ferencia de alto nivel, 46 Gobiernos designaron funcionarios de enlace
nacionales o funcionarios de alto nivel para dirigir la campaña a nivel nacio-
nal y actuar de enlace con el Consejo de Europa en todos los asuntos perti-
nentes. De igual modo, 48 Parlamentos, incluidos los Parlamentos con es-
tatus de observadores en la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa,
designaron parlamentarios de contacto para garantizar la aplicación de la
campaña a nivel nacional. A la campaña se unieron además otras organiza-
ciones internacionales como las Naciones Unidas, la OSCE y el Consejo Nór-
dico, así como ONG de ámbito internacional como Amnistía Internacional,
La Strada International y Women Against Violence Europe (WAVE).

2.2.1. Resultados de la campaña a nivel internacional 

El resultado más importante de la campaña fue el reconocimiento por
parte de los distintos actores de que la violencia contra la mujer es una vio-
lación de los derechos humanos y no un asunto privado, por lo que los Es-
tados miembros tienen una obligación de diligencia debida para prevenir la
violencia contra la mujer, proteger a las víctimas y castigar a los agresores.
Este cambio es un paso importante hacia la erradicación de la violencia con-
tra la mujer.
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En segundo lugar, la campaña ha permitido situar la violencia contra la
mujer entre los objetivos políticos prioritarios de los Estados miembros del
Consejo de Europa. El compromiso de los jefes de Estado y de Gobierno de
los Estados miembros del Consejo de Europa, que dio lugar a su decisión de
llevar a cabo una campaña contra la violencia sobre las mujeres, quedó pa-
tente en muchos países a lo largo de la campaña. Se evidenció en el lanza-
miento de la campaña, que tuvo lugar en España por invitación de su presi-
dente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, quien se comprometió a
ayudar a erradicar la violencia contra la mujer. Tuvo también su reflejo en la
participación de muchos de las ministras y ministros responsables de igual-
dad de género en las conferencias de lanzamiento y de clausura de la cam-
paña. Por otra parte, el Secretario General y la Secretaria General Adjunta del
Consejo de Europa, el presidente de la Asamblea Parlamentaria, el presi-
dente de la Cámara de Autoridades Locales del Congreso de Autoridades
Locales y Regionales y el comisario de Derechos Humanos del Consejo de
Europa respaldaron la campaña de todas las formas posibles. Muchos de
los parlamentarios de contacto sensibilizaron a la población sobre la violen-
cia contra la mujer y se aseguraron de que este asunto siguiera estando entre
las prioridades políticas. Este respaldo y este compromiso ayudaron a crear
el impulso político para el cambio, que debe mantenerse y aprovecharse para
garantizar la implementación de medidas nuevas y ya existentes para com-
batir la violencia contra la mujer.

En tercer lugar, la campaña y su conferencia de clausura demostraron
que es necesaria la acción pública conjunta de todos los actores naciona-
les e internacionales para combatir la violencia contra la mujer. La infraes-
tructura de la campaña, con funcionarios de enlace y funcionarios de alto
nivel designados por los Gobiernos, parlamentarios de contacto designados
por los Parlamentos nacionales y la participación activa de las autoridades
locales y regionales, resultó eficaz para sensibilizar sobre la violencia con-
tra la mujer. Durante dos años, los miembros de estos distintos organis-
mos participaron, individual y conjuntamente, en una amplia variedad de
actividades para poner en práctica la campaña. En vez de limitarse a invi-
tar a los Gobiernos nacionales a tomar las medidas necesarias, el Pro-
grama de la Campaña para Combatir la Violencia contra las Mujeres, in-
cluida la Violencia Doméstica, repartió la responsabilidad de la ejecución de
la campaña entre distintos niveles de poder. Así, se animó a los parlamen-
tarios a poner en marcha medidas parlamentarias en forma de sesiones
parlamentarias, proyectos de ley, grupos de trabajo, etc. Además, estos
parlamentarios se encontraban en una posición privilegiada para examinar
los esfuerzos del Gobierno en la ejecución de la campaña y en la lucha
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contra la violencia sobre las mujeres. Las autoridades locales y regiona-
les, encargadas de crear una infraestructura de apoyo y protección de las
víctimas de violencia de género, participaron también en la campaña. A tra-
vés de las ministras y ministros nacionales encargados de la igualdad de
género, los Gobiernos nacionales concibieron y pusieron en marcha nue-
vas medidas políticas, diseñaron nuevos planes de acción nacionales y es-
tablecieron de este modo los principios generales para eliminar la violen-
cia contra la mujer a nivel nacional.

Tanto la configuración de la campaña en tres niveles como el respaldo al
más alto nivel que recibió amplió su alcance a otros actores importantes,
como ONG y otros organismos que ofrecen servicios a mujeres víctimas de
violencia de género, lo que les proporcionó una herramienta con la que eva-
luar las actividades realizadas por los actores gubernamentales y parlamen-
tarios en el marco de la campaña y reclamar mejoras y medidas más espe-
cíficas. La campaña fomentó de este modo una participación aún mayor de
las ONG.

Por último, la aplicación, impulsada por la campaña, de las medidas re-
cogidas en la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer
contra la violencia ha dado lugar a resultados importantes. Se han conse-
guido avances significativos en relación con los siguientes indicadores clave,
que se eligieron como referencia para la evaluación del impacto de la cam-
paña:

• Todo acto de violencia contra la mujer, del tipo que sea, se considera
delito.

• La violencia cometida por la pareja o ex pareja se castiga de forma
más severa que la violencia entre extraños (la violencia de género o el
abuso de poder se consideran agravantes).

• Las víctimas pueden reclamar justicia y ser tratadas de forma humana
(a través de tribunales especializados en violencia doméstica, unidades
especializadas de la Policía, la Fiscalía o la Judicatura).

• Existe una línea telefónica de emergencias disponible de forma gra-
tuita y en cualquier momento del día o de la noche para las víctimas de
violencia doméstica.

• Se han creado suficientes centros de acogida seguros para las víctimas
de violencia doméstica.
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• Se recopilan datos administrativos sobre las víctimas de violencia do-
méstica.

• Se reconoce que la violencia doméstica no es un asunto privado sino
una violación de los derechos humanos, que debe ser atajada por
todos los organismos estatales y por toda persona.

A lo largo de la campaña, el Grupo de Trabajo del Consejo de Europa
para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica,
evaluó las medidas y acciones emprendidas a nivel nacional para combatir
la violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica. Basándose en
esa evaluación, el grupo de trabajo ha elaborado unas recomendaciones de
acción en este ámbito tanto para el Consejo de Europa como a nivel nacio-
nal.27 Se trata de una de las consecuencias más importantes de la campaña,
ya que indican el camino a seguir. Las recomendaciones internacionales
aprovechan el impulso político actual para atajar la violencia contra la mujer
a nivel nacional e internacional. Así, el grupo de trabajo ha recomendado la
elaboración de un convenio del Consejo de Europa sobre derechos humanos
para prevenir y combatir la violencia contra la mujer, designando para ello a
una relatora o relator especial sobre violencia contra la mujer y un observa-
torio del «feminicidio» para recoger datos sobre asesinatos de mujeres a
manos de sus maridos, ex maridos, parejas o familiares.

2.2.2. Resultados de la campaña a nivel nacional 

Los Estados miembros del Consejo de Europa contribuyeron de forma
significativa al éxito de la campaña al llevarla a efecto a nivel nacional. Los
funcionarios de enlace y funcionarios de alto nivel nombrados por 46 Go-
biernos pusieron en marcha, gestionaron y ejecutaron a nivel nacional una
amplia variedad de actividades en el marco de la campaña. Esta red de re-
presentantes gubernamentales dio una gran repercusión a la campaña, a
menudo mediante formas creativas e ingeniosas, a pesar de su corta dura-
ción. La gran cantidad de designaciones demostró que la violencia contra la
mujer preocupa a los Estados miembros del Consejo de Europa. Los infor-
mes nacionales sobre acciones para prevenir y combatir la violencia contra
la mujer enviados por los funcionarios de enlace gubernamentales de 43 Es-
tados miembros proporcionan información detallada sobre los avances en la
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prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres que se produjeron
durante la campaña.28

Campañas nacionales

A la invitación hecha por el Consejo de Europa de llevar a cabo campa-
ñas de sensibilización de la población durante o después de la campaña res-
pondieron 26 Estados miembros. Otros 13 habían empezado, antes del lan-
zamiento de la campaña, sus propias campañas de larga duración y, en
consecuencia, informaron sobre las actividades que ya estaban realizando en
el marco de sus campañas nacionales. Tan sólo cuatro Estados miembros no
realizaron ninguna actividad durante el tiempo que duró la campaña porque
acababan de terminar una campaña nacional, planeaban hacerlo próxima-
mente o habían decidido poner en práctica la campaña mediante la revisión
de sus políticas de lucha contra la violencia sobre las mujeres, en vez de
hacer campaña sobre el tema.

La mayoría de las campañas nacionales fueron de sensibilización dirigi-
das al público en general y a las víctimas de violencia doméstica. Con el uso
de versiones en los idiomas nacionales del cartel, los anuncios para radio y
televisión y el material adicional de la campaña del Consejo de Europa, las
campañas nacionales pretendían fomentar la sensibilización sobre la nece-
sidad de poner fin a la violencia doméstica. Muchos Estados miembros tam-
bién se dirigieron en sus campañas a los profesionales mediante iniciativas
de formación y sensibilización para los miembros de la Policía. En muchos
casos, se anunciaban teléfonos de ayuda nacionales o regionales creados re-
cientemente. La duración y alcance de las campañas nacionales fueron dis-
tintos en cada caso, aunque muchas se celebraron en torno al Día Interna-
cional para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (25 de noviembre).

Se emplearon diversos medios, muchos de ellos muy imaginativos, para di-
fundir el mensaje: se colocaron carteles de la campaña en lugares públicos, trans-
porte público, escuelas y otros lugares; se emitieron profusamente los anuncios
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en la radio y la televisión; se creó en Croacia y en Bosnia y Herzegovina (Repu-
blika Srpska) un jingle especial para la radio; unos autobuses decorados con los
carteles de la campaña recorrieron varias ciudades de Lituania; los usuarios de
móvil de Albania recibieron el mensaje «¡La violencia mata si tú callas! Actúa y
di NO a la violencia doméstica»; se crearon sitios web especiales en Bélgica,
Hungría y otros muchos países; se organizaron concursos artísticos infantiles
sobre el tema de la violencia doméstica en Malta y Montenegro; se celebraron ex-
posiciones artísticas y de fotografía; se publicaron artículos en los periódicos es-
tonios destacando la difícil situación de las mujeres víctimas de violencia do-
méstica; se organizaron mesas redondas, seminarios y conferencias para
profesionales de diversas disciplinas a nivel local, regional y nacional; se organi-
zaron actividades de recaudación de fondos para centros de acogida, como la
marcha organizada en Malta; se proyectaron películas sobre la violencia contra
la mujer en muchos Estados miembros, seguidas con frecuencia de un debate
público... Algunas de las actividades iban dirigidas a la prensa, con el fin de au-
mentar el interés de los medios por este problema, y se publicaron anuncios en
los periódicos explicando la naturaleza de la violencia doméstica.

Conviene destacar que, en varios Estados miembros, las oficinas de in-
formación del Consejo de Europa respaldaron las campañas nacionales con
la traducción del material preparado por el Consejo y la organización de ac-
tividades conjuntas con los actores nacionales.

Los comentarios realizados por varios Estados miembros revelaron que
la campaña del Consejo de Europa había resultado fundamental como marco
para llevar a cabo cambios en las políticas y prácticas de prevención y lucha
contra la violencia sobre las mujeres. La disposición con la que los distintos
organismos llevaron a efecto la campaña a nivel nacional demuestra el gran
respaldo con el que contó esta. Sin embargo, una planificación de la campaña
con más tiempo y una mayor duración de la misma habrían permitido al Con-
sejo de Europa proporcionar un mayor apoyo y habría facilitado la planifica-
ción a nivel nacional e internacional. Esto podría haber dado lugar a una
mayor asignación de recursos económicos y humanos a las campañas na-
cionales, así como a la propia campaña del Consejo de Europa.

Asimismo, los resultados de la campaña y del trabajo intergubernamental
sobre igualdad de género en general se habrían visto favorecidos de forma
significativa si los miembros varones de los Parlamentos, Gobiernos y autori-
dades regionales y locales se hubieran implicado más en la igualdad de género
en general y en la violencia contra la mujer en particular. La participación de los
hombres en las actividades de la campaña fue limitada, lo que demuestra que
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los problemas de la igualdad de género, en especial el de la violencia contra
la mujer, siguen percibiéndose como problemas de mujeres y que, por lo tanto,
son susceptibles de pasar a segundo plano en la toma de decisiones políticas.

Avances en políticas y prácticas

Como consecuencia del llamamiento realizado durante la campaña para
mejorar la aplicación de las medidas fijadas en la Recomendación Rec (2002)
5, se han producido mejoras sustanciales en el ámbito de los siete indicado-
res clave elegidos para evaluar el impacto de la campaña. La información
remitida por 36 funcionarios de enlace gubernamentales sobre estos indica-
dores muestra ciertas mejoras sustanciales en el ámbito legislativo, inicia-
das antes o durante el lanzamiento de la campaña.29 Durante la campaña
también se reconoció la importancia de estudiar el uso que hacen las vícti-
mas de violencia doméstica del sistema judicial y de los servicios disponi-
bles, con el fin de responder mejor a sus necesidades. Sin embargo, sigue
siendo insuficiente el número de servicios de apoyo básicos, como los cen-
tros de acogida y los teléfonos de ayuda que funcionen las 24 horas del día,
a pesar de los esfuerzos realizados durante la campaña por algunos Estados
miembros por satisfacer la demanda.

Indicador 1: Todo acto de violencia contra la mujer, del tipo que sea, se
considera delito.

Los informes finales sobre las acciones nacionales en el marco de la
campaña recogen que todo acto de violencia contra la mujer, del tipo que
sea, se considera delito en 31 Estados miembros. De los comentarios in-
cluidos en los informes, se desprende que una gran parte de dichos Estados
no han introducido nuevos tipos penales, sino que aplican las disposiciones
de su derecho penal general (como los «daños corporales intencionados»),
a los casos de violencia contra la mujer. Algunos Estados han informado de
iniciativas recientes para introducir tipos penales específicos de violencia do-
méstica, con el fin de reflejar el carácter continuado de este delito.

Indicador 2: La violencia cometida por la pareja o ex pareja se castiga
de forma más severa que la violencia entre extraños (la violencia de género
o el abuso de poder se consideran agravantes).
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Sólo 15 de los 36 Estados miembros que enviaron informes finales cas-
tigan la violencia cometida por la pareja o ex pareja de forma más severa
que la violencia entre extraños y, por tanto, reconocen la existencia de cir-
cunstancias agravantes. En los Estados en que se reconocen estas circuns-
tancias agravantes, se ha informado de dificultades a la hora de aplicar sen-
tencias más severas debido al bajo nivel de análisis y sensibilización
existente en los profesionales competentes. El hecho de que los actos de
violencia cometidos contra la pareja o ex pareja se castiguen de forma más
severa que otras formas de violencia significa que se está empezando a re-
conocer la gravedad de la violencia dentro de la pareja.

Indicador 3: Las víctimas pueden reclamar justicia y ser tratadas de
forma humana (a través de tribunales especializados en violencia doméstica,
unidades especializadas de la Policía, la Fiscalía o la Judicatura).

Aproximadamente la mitad de todos los Estados miembros (25 de los 36
que respondieron) reconocieron la importancia de permitir a las víctimas de
violencia contra la mujer reclamar justicia de forma humana y crearon tribu-
nales especializados o unidades especializadas de Policía, la Fiscalía o la Ju-
dicatura.

Indicador 4: Existe una línea telefónica de emergencias disponible de
forma gratuita y en cualquier momento del día o de la noche para las víctimas
de violencia doméstica.

A pesar de las claras mejoras, la oferta de servicios de apoyo práctico a
las mujeres víctimas de violencia sigue siendo limitada en la mayoría de los
Estados miembros. Tan sólo en la mitad de todos los Estados miembros pue-
den las mujeres víctimas violencia doméstica pedir ayuda llamando a un te-
léfono de ayuda disponible de forma gratuita las 24 horas del día.

Indicador 5: Se han creado suficientes centros de acogida seguros para
las víctimas de violencia doméstica.

Menos de un tercio de todos los Estados miembros ofrecen una cantidad
suficiente de centros de acogida seguros para las víctimas de violencia do-
méstica, ya que la demanda supera con creces la oferta en la mayoría de
los Estados miembros. Esto significa que las mujeres de la mayoría de los Es-
tados miembros pueden ser rechazadas en centros de acogida masificados
o, simplemente, no disponen de ningún centro de acogida cerca de su do-
micilio. Esta situación resulta aún más sorprendente si se tiene en cuenta
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que algunos Estados miembros aumentaron el número de plazas en centros
de acogida o establecieron teléfonos de ayuda nacionales o regionales du-
rante la campaña, lo que demuestra que la campaña impulsó la oferta de
servicios en algunos Estados miembros pero que esa dinámica debe llegar
todavía a otros países.

Indicador 6: Se recopilan datos administrativos sobre las víctimas de
violencia doméstica.

La recogida de datos sobre víctimas de violencia doméstica es escasa en
la mayoría de los Estados miembros del Consejo de Europa. Si bien se apre-
cia una tendencia hacia la recogida de datos demográficos a través de en-
cuestas, la información extraída de datos administrativos apenas se utiliza.
Uno de los objetivos de la campaña era, por tanto, fomentar el esfuerzo de
los Estados miembros por recoger datos administrativos que pudieran usarse
y compararse entre los distintos Estados miembros del Consejo de Europa.
Algunos Estados miembros tomaron medidas en este sentido. En total, 32 de
los 36 Estados miembros que respondieron indicaron que recopilaban algún
tipo de datos administrativos. Algunos de ellos proporcionaron información
detallada sobre las medidas tomadas para recoger datos adicionales a tra-
vés de encuestas. Estas iniciativas resultan muy útiles para localizar lagu-
nas en leyes y prácticas, pero también para identificar los obstáculos a que
deben hacer frente las víctimas que buscan justicia y ayuda.

Indicador 7: Se reconoce que la violencia doméstica no es un asunto pri-
vado sino una violación de los derechos humanos que debe ser atajada por
todos los organismos estatales y por toda persona.

El reconocimiento de la violencia doméstica como una violación de los
derechos humanos ante la cual es necesaria una respuesta de las autorida-
des públicas ha mejorado considerablemente en los Estados miembros.
Existe un sólido consenso en que la violencia doméstica no es un asunto pri-
vado. 28 Estados miembros indicaron que en su sistema jurídico la violencia
doméstica se considera una violación de los derechos humanos, con el ob-
jetivo de que todos los actores nacionales actúen en consecuencia.
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3 PANORAMA Y EVALUACIÓN DE LAS
MEDIDAS PARA PREVENIR Y COMBATIR
LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 
A NIVEL NACIONAL E INTERNACIONAL 

3.1. MEDIDAS INTERNACIONALES PARA PREVENIR 

Y COMBATIR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

Los Estados miembros del Consejo de Europa se han comprometido a
proteger y respetar los derechos humanos de sus ciudadanos y ciudadanas
recogidos en diversos tratados sobre derechos humanos y en el marco de va-
rias organizaciones intergubernamentales internacionales. Muchos de estos
tratados son fundamentales para proteger a las mujeres contra la violencia,
ya que establecen una serie de derechos, como el derecho a la vida, a la li-
bertad, a la integridad física o la seguridad personal, a no ser esclavizadas,
a la igualdad y a la no discriminación.

En este apartado se ofrece una panorámica general de las distintas obli-
gaciones en materia de derechos humanos para proteger a las mujeres con-
tra la violencia. Fundamentalmente, hace hincapié en el hecho de que, aun-
que los Estados miembros del Consejo de Europa están obligados por una
serie de compromisos en materia de derechos humanos, no disponen de nin-
gún tratado internacional jurídicamente vinculante dedicado específicamente
a proteger a las mujeres de las muy diversas formas de violencia psicoló-
gica, física y sexual que sufren cada día. Esto los diferencia de los Estados
miembros de la Organización de los Estados Americanos y de la Unión Afri-
cana, que han asumido expresamente compromisos en este sentido me-
diante la firma de acuerdos regionales sobre la eliminación de la violencia
contra la mujer.

En consecuencia, la obligación de los Estados miembros del Consejo de
Europa de proteger a las mujeres contra la violencia emana de la obligación
general de garantizar la protección de la vida, la libertad y la seguridad de las
personas, en virtud del Convenio del Consejo de Europa para la Protección
de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. También
están obligados a tomar medidas para proteger a las mujeres contra todo
tipo de violencia en tanto que Estados Parte en la Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación con-
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tra la Mujer, ya que el Comité para la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer de las Naciones Unidas considera la violencia de género como
una forma de discriminación.

No obstante, estos tratados se elaboraron con fines distintos a la erradi-
cación de la violencia contra la mujer. En este apartado se muestra cómo be-
neficiaría a la lucha contra la violencia sobre las mujeres en los Estados
miembros del Consejo de Europa la existencia de un convenio jurídicamente
vinculante sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, ya que fo-
mentaría y reforzaría una metodología armonizada de leyes, políticas y prác-
ticas en este ámbito.

3.1.1. Consejo de Europa

Marco jurídico

Con la firma y ratificación del Convenio del Consejo de Europa para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales,30

todos los Estados miembros del Consejo de Europa se han comprometido a
garantizar un número considerable de derechos y libertades fundamentales
a todas las personas que se encuentren bajo su jurisdicción.31 Entre esos
derechos se encuentran el derecho a la vida (art. 2), la prohibición de la tor-
tura (art. 3), la prohibición de la esclavitud y el trabajo forzoso (art. 4), el de-
recho a la libertad y a la seguridad (art. 5), el derecho a que se respeten la
vida privada y familiar (art. 8) y la prohibición de la discriminación (art. 14). Los
protocolos adicionales al convenio garantizan más derechos.32 Conviene des-
tacar tres de ellos en el contexto de la violencia doméstica, ya que garanti-
zan el derecho a la protección de la propiedad (art. 1, protocolo 1) y el dere-
cho a la igualdad entre cónyuges (art. 5, protocolo 7) e incluyen una cláusula
general de no discriminación que otorga protección más allá de los derechos
reconocidos en el convenio (art. 1, protocolo 12). El derecho a la vida, a la li-
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bertad y a la seguridad de la persona, así como el derecho a que se respete
la vida privada y familiar y la prohibición de la tortura, la esclavitud y el tra-
bajo forzoso tienen su importancia en el contexto de otras formas de violen-
cia sobre las mujeres, como la violación y la violencia sexual, los crímenes
de honor o los matrimonios forzados.

Las personas, ya sean hombres o mujeres, que se encuentren bajo la ju-
risdicción de un Estado miembro, tanto si son ciudadanas del mismo como
si no, disfrutan por tanto de la protección del derecho a la vida, la libertad y
la seguridad, el derecho a la vida privada y familiar, el derecho a la propie-
dad y el derecho a la igualdad de trato entre los cónyuges.33 Además, están
protegidas contra la tortura, la esclavitud y el trabajo forzoso, así como con-
tra la discriminación.

Para prevenir la discriminación en el delicado ámbito del matrimonio, el
derecho a la igualdad entre cónyuges establecido en el protocolo 7 del Con-
venio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Liber-
tades Fundamentales implica la obligación de garantizar la igualdad entre
cónyuges en lo que respecta a su persona, a la propiedad y a las relaciones
con sus hijos. Este principio se extiende a todos los derechos y responsabi-
lidades existentes durante el matrimonio, así como a los efectos jurídicos re-
lacionados con su conclusión y a su disolución. El protocolo 12 se redactó con
la intención de garantizar el principio fundamental de igualdad y no discrimi-
nación por razón de género fuera del ámbito del matrimonio. Ha sido ratifi-
cado tan sólo por 17 Estados miembros, por lo que aún no tiene mucha re-
levancia desde un punto de vista práctico, pero fija las bases para una
protección eficaz contra la discriminación por razón de género ejercida por
parte de las autoridades, incluidas las fuerzas del orden. En lo que respecta
a la protección de las mujeres contra la violencia, esto significa, por ejemplo,
que la Policía debe responder de forma no discriminatoria a las amenazas
contra la vida, la libertad y la seguridad personal de las mujeres en el contexto
de la violencia de género (violencia doméstica, violación o agresión sexual,
matrimonios forzados, mutilación genital femenina, etc.). La Policía está obli-
gada a responder a los casos de violencia contra la mujer, en el hogar o en
cualquier otro sitio, con la misma energía, frecuencia y rapidez que si res-
pondieran a la amenaza contra la vida, la libertad o la seguridad personal de
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un ciudadano varón. En consecuencia, cualquier conducta oficial que revele
actitudes como la creencia de que la violencia contra la mujer es un asunto
privado o que no utilice todas las medidas de protección disponibles puede
constituir una discriminación en el disfrute de los derechos garantizados por
la ley.

En conjunto, estos derechos y libertades dejan claro que los Estados
miembros del Consejo de Europa tienen la responsabilidad de prevenir la
violencia, proteger a las mujeres y castigar a los autores de violencia contra
la mujer. Sin embargo, no especifican qué medidas jurídicas y políticas deben
adoptarse para lograr la prevención total de la violencia ni qué tipos de ser-
vicios de apoyo y protección se ofrecerán a las víctimas de este tipo de vio-
lencia. Así, a pesar de la evidente importancia de definir las obligaciones ge-
nerales para proteger los derechos y libertades fundamentales contra los
abusos por parte de funcionarios y particulares, el sistema europeo de dere-
chos humanos se vería mejorado considerablemente si se le añadiera un
convenio dedicado específicamente a proteger a las mujeres contra la vio-
lencia. Dicho convenio podría precisar el alcance del derecho de las mujeres
a no sufrir violencia, así como la obligación de los Estados Parte a hacer
efectivo ese derecho, de modo que se garantice de forma eficaz el derecho
de las mujeres a vivir sin violencia.

Con el fin de llenar este vacío, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos
se ha propuesto delimitar el alcance de la protección de la vida, la libertad y la
integridad personal mediante el desarrollo de un corpus, cada vez mayor, de
jurisprudencia sobre la naturaleza de las obligaciones del Estado de propor-
cionar protección contra la violencia sobre las mujeres cometida por particula-
res.34 El reciente caso Kontrova contra Eslovaquia constituye en este sentido
un hito en la protección de las mujeres contra la violencia.35 El tribunal con-
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34 H. J. Steiner y P. Alston, International Human Rights Law in Context, Oxford Uni-
versity Press, Oxford, 2000, p. 363; McCann, Farrell y Savage contra el Reino Unido,
sentencia del 5 de septiembre de 1995, Sen A, nº. 324; Yasa contra Turquía, sentencia
del 2 de septiembre de 1998, párr. 100; Osman contra el Reino Unido, sentencia del 28
de octubre de 1998, párr. 115; Acar y otros contra Turquía, sentencia del 24 de mayo de
2005, párrs. 72-74; Ognyanova y Choban contra Bulgaria, sentencia del 23 de febrero de
2006, párr. 102.

35 Kontrova contra Eslovaquia, sentencia del 31 de mayo de 2007 sobre la inacción
de la policía ante las amenazas del marido de la demandante de asesinarla a ella y a los
hijos que tenían en común. El marido acabó con la vida de los niños el 31 de diciembre
de 2002 y después se suicidó.



cluyó que se había producido una violación del derecho a la vida porque la Po-
licía no reaccionó con prontitud a pesar de las amenazas de muerte que el ma-
rido de la demandante había proferido contra esta y sus hijos. En opinión del
tribunal, la Policía estaba obligada, en vista de amenazas graves en una si-
tuación de violencia doméstica, a «registrar debidamente la denuncia de la de-
mandante, abrir una investigación judicial e iniciar inmediatamente acciones
penales contra el marido de la demandante, manteniendo una relación deta-
llada de las llamadas de emergencia y avisando al turno siguiente de la situa-
ción», así como a «emprender acciones respecto a la alegación de que el ma-
rido de la demandante tenía un arma de fuego que amenazaba con utilizar».

En el caso M. C. contra Bulgaria, que supuso un hito similar respecto a
la eficacia de las investigaciones judiciales sobre casos de violación, el Tri-
bunal Europeo de Derechos humanos concluyó que la investigación reali-
zada por las autoridades búlgaras no cumplía con las exigencias inherentes
a las obligaciones del Estado de establecer y ejecutar eficazmente un sistema
penal que castigue toda forma de violación y violencia sexual.36 El tribunal
consideró que la excesiva importancia concedida a la falta de pruebas de la
resistencia física a dos violaciones de la demandante constituía un enfoque
restrictivo para las diligencias contra los casos de violación. Dado que mu-
chas víctimas de violación, en especial las menores de edad, no ofrecen unos
niveles de resistencia que puedan probarse fácilmente en los procesos pe-
nales, se consideró que la interpretación de los elementos penales constitu-
tivos de violación en Bulgaria limitaba la posibilidad de que las víctimas de
violación recurrieran a la Justicia penal.

Aunque esta jurisprudencia es un paso adelante importante, no se trata
de esperar que surjan oportunidades para que el tribunal desarrolle el signi-
ficado de «protección» contra todas las formas de violencia contra la mujer,
ya que esto supondría un enfoque poco sistemático y a largo plazo. En cam-
bio, sería mucho más eficaz un convenio jurídicamente vinculante sobre la eli-
minación de la violencia contra la mujer en el que se defina claramente el
concepto de violencia de género, que abarque sus diversas formas y que in-
cluya una lista exhaustiva de las medidas para prevenir y combatir de forma
eficaz la violencia contra la mujer.
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Este convenio podría basarse en las medidas y acciones establecidas en
la Recomendación Rec (2002) 5 del Comité de Ministros a los Estados miem-
bros sobre la protección de la mujer contra la violencia que, aunque no es ju-
rídicamente vinculante, fue el primer instrumento a nivel internacional en el
que se proponía una estrategia global y coordinada para prevenir la violen-
cia contra la mujer y proteger a las víctimas, incluyendo todas las formas de
violencia de género contra las mujeres. La recomendación reconoce que la
violencia contra la mujer es el resultado del desequilibrio de poder entre hom-
bres y mujeres y da lugar a una grave discriminación contra el sexo femenino,
tanto en la sociedad como en el seno de la familia, y destaca además la ne-
cesidad urgente de combatir este fenómeno. En ella se incluyen nueve re-
comendaciones clave a los Estados miembros, centradas en la revisión de la
legislación y las políticas gubernamentales, el establecimiento de planes de
acción coordinados, el fomento de programas de investigación y educación
superior relativos a la violencia contra la mujer y la recogida de datos. Por otra
parte, este documento recomienda a los Estados miembros que reconozcan
su «obligación de ejercer la diligencia debida para evitar, investigar y casti-
gar todo acto de violencia, ya sean cometidos por el Estado o por particula-
res, y a proporcionar protección a las víctimas».37

Sin embargo, la Recomendación Rec (2002) 5 no es un instrumento ju-
rídicamente vinculante, por lo que no existe ningún mecanismo que obligue
a la ejecución de las medidas recomendadas. En consecuencia, aún queda
mucho por mejorar en su aplicación en todos los Estados miembros del Con-
sejo de Europa. Si bien algunos han adoptado una serie de iniciativas para
cumplir con algunas de las medidas sugeridas, ninguno de los Estados miem-
bros ha aplicado aún completamente sus disposiciones. Incluir algunas o
todas estas medidas en un instrumento jurídicamente vinculante daría un
nuevo impulso a su ejecución, por lo que la recomendación supone una base
excelente para elaborar un instrumento jurídicamente vinculante en el ámbito
de la lucha contra la violencia sobre la mujer.

Mecanismos

El reconocimiento y respeto en toda Europa de la igual dignidad y del
derecho a la seguridad de hombres y mujeres son objetivos prioritarios del
Consejo de Europa. El Comité Directivo para la Igualdad entre Hombres y
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Mujeres (CDEG) es el organismo intergubernamental encargado de defender,
fomentar y llevar a cabo las acciones del Consejo de Europa para promover
la igualdad entre mujeres y hombres. Depende directamente del Comité de
Ministros, de quien recibe instrucciones y al que remite sus informes y pro-
puestas. Los miembros del Comité tienen la tarea de promover la colabora-
ción entre los Estados miembros y estimular las acciones a nivel nacional, así
como dentro del Consejo de Europa, para alcanzar la igualdad real entre
hombres y mujeres. Para lograr su objetivo, el CDEG realiza análisis, estu-
dios y evaluaciones, propone instrumentos prácticos, organiza proyectos, de-
fine estrategias y medidas políticas y, en caso necesario, define instrumen-
tos jurídicos y políticos adecuados.

El CDEG ha emprendido una serie de iniciativas para promover la pro-
tección de las mujeres contra la violencia. Basándose en una decisión de los
ministros europeos encargados de la igualdad entre mujeres y hombres, el
CDEG supervisó el desarrollo del Plan de Acción para Combatir la Violencia
contra la Mujer. Usando medios políticos, jurídicos, administrativos, educati-
vos y culturales, entre otros, el plan de acción pretendía proporcionar a los
ministerios nacionales un marco político para combatir la violencia contra la
mujer.38 Se organizaron diversos seminarios y conferencias que permitieran
comprender mejor las distintas formas y aspectos de la violencia contra la
mujer y enriquecieran la base de conocimientos sobre temas como la pre-
vención de la violencia doméstica, la asistencia y el apoyo a las víctimas y los
distintos papeles que pueden desempeñar los hombres en este contexto,
pero también sobre la violencia de las mujeres contra los hombres.

Estas actividades pusieron de manifiesto la necesidad de un enfoque
concertado en la lucha contra la violencia sobre la mujer, lo que dio lugar a
la elaboración de la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la
mujer contra la violencia, que incluye una recomendación a los Estados
miembros de que informen al Consejo de Europa sobre las medidas y ac-
ciones emprendidas a nivel nacional para seguir la aplicación del documento.
Para armonizar los informes, el CDEG desarrolló un marco de seguimiento
basado en 20 indicadores con el objetivo de obtener, en distintos momentos,
datos regulares y comparables sobre los avances realizados en la protec-
ción de las mujeres contra la violencia. Las primeras dos rondas de segui-
miento terminaron en 2006 y 2008.
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Los resultados de ambas rondas se analizaron y publicaron. El primer
conjunto de resultados se incluyó en Combating violence against women –
Stocktaking study on measures and action taken in Council of Europe mem-
ber states, el inventario de medidas y acciones tomadas en los Estados
miembros del Consejo de Europa para combatir la violencia contra la mujer,39

en el que se incluye información detallada sobre las medidas nacionales en
relación con la legislación, los servicios y el apoyo a las víctimas, la resocia-
lización de los agresores, la educación y la formación profesional, y se reco-
gen datos de los que anteriormente no se disponía. Este documento con-
tiene asimismo datos de partida que permitirán cuantificar los avances
realizados en la prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres.

La información adicional recibida fuera de plazo para el inventario se re-
copiló y analizó en el documento Protecting women against violence -Analy-
tical study on the effective implementation of Recommendation Rec (2002) 5
on the protection of women against violence in Council of Europe member sta-
tes que en el que se analiza el grado de implantación de la Recomendación
Rec (2002) 5 sobre la protección de las mujeres contra la violencia en los
Estados miembros del Consejo de Europa.40

El segundo conjunto de resultados se analizó en el Analytical Study of the
Results of the Second Round of Monitoring the Implementation of Re commen -
dation Rec (2002) 5.41 Mediante la comparación de los datos enviados por los
Estados miembros con la información de partida recibida durante la primera
ronda de seguimiento, este segundo documento extrae conclusiones sobre
los avances logrados en los servicios de apoyo, la legislación, la sensibiliza-
ción y la formación en el ámbito de la violencia contra la mujer y la recogida
de datos.

Está prevista una evaluación resumida de los datos al finalizar la cuarta
ronda de seguimiento. Para entonces, el conocimiento y la experiencia ad-
quiridos harán necesario realizar cambios en la estructura de seguimiento, e
incluso en la propia Recomendación Rec (2002) 5, a menos que el Consejo
de Europa haya emprendido la elaboración de un convenio jurídicamente
vinculante en este ámbito que incluya un mecanismo de seguimiento ade-
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tation of Recommendation Rec (2002) 5 on the protection of women against violence in
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41 Véase nota 8.



cuado, lo que supondría una forma mucho más eficaz de obtener respues-
tas detalladas por parte de los Estados miembros.

El Comisario de Derechos Humanos del Consejo de Europa, institución
independiente dentro de esta institución cuya misión es promover la sensi-
bilización sobre los derechos humanos y su respeto en todos los Estados
miembros, promueve activamente con su labor el respeto de los derechos
fundamentales de las mujeres. En sus esfuerzos por establecer un diálogo
permanente con los Estados miembros del Consejo de Europa y durante sus
visitas oficiales a los distintos países, el Comisario de Derechos Humanos se
interesa por las medidas tomadas a nivel nacional para prevenir y combatir
la violencia contra la mujer, en especial la violencia doméstica y la trata de
mujeres y de niños, pero también por el grado de participación de las muje-
res en la vida pública. Recientemente, declaró que «la violencia doméstica
sigue asolando las sociedades europeas» a pesar de las numerosas inicia-
tivas y compromisos de acción. Aunque se conocen de sobra las medidas ne-
cesarias para atajar la violencia doméstica, estas aún no se aplican de forma
sistemática en los Estados miembros del Consejo de Europa, por lo que hizo
un llamamiento a redactar un tratado internacional completo sobre la violen-
cia contra la mujer en el que se incluyeran normas jurídicamente vinculantes
para la prevención, la protección y el inicio de acciones judiciales en casos
de violencia contra la mujer, así como para la atención a las víctimas.42

Actividades

Una serie de seminarios y conferencias sobre distintos aspectos de la
violencia contra la mujer43 dio lugar en 1993 a la celebración de la Tercera
Conferencia Ministerial sobre Igualdad entre Mujeres y Hombres, que se des-
arrolló bajo el lema Estrategias para la eliminación de la violencia contra la
mujer en la sociedad: medios de comunicación y otras vías. La Declaración
sobre Políticas para Combatir la Violencia contra la Mujer en una Europa De-
mocrática, adoptada con ocasión de la conferencia ministerial, incluye la pri-
mera referencia a la diligencia debida de los Estados en la lucha contra la vio-
lencia sobre las mujeres, al indicar que «también se puede considerar a los
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43 Las actas de los seminarios y conferencias están disponibles en www.coe.int/equa-
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Estados responsables [...] en relación con los actos de violencia privados si
no actúan con la diligencia suficiente para impedir la violación de los derechos
o investigar los actos de violencia, sancionarlos y ofrecer apoyo a las vícti-
mas».44

Con el fin de estudiar las distintas formas de violencia contra la mujer y
las distintas medidas tomadas por los Estados miembros ante ella, el Con-
sejo de Europa, además de supervisar la implementación de la Recomen-
dación Rec (2002) 5, ha preparado diversos estudios y publicaciones. Por
ejemplo, lleva desde 1998 recopilando información de forma periódica sobre
legislación relativa a la violencia contra la mujer en los Estados miembros
del Consejo de Europa.45 También ha estudiado las tradiciones perjudiciales
para las mujeres y ha publicado un estudio sobre matrimonios forzados, cen-
trado en la legislación y políticas puestas en marcha en los Estados miem-
bros del Consejo de Europa para combatir este fenómeno.46

La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa ha abordado la eli-
minación de la violencia contra la mujer desde una perspectiva parlamenta-
ria y ha preparado recomendaciones y resoluciones sobre diversas formas de
violencia contra la mujer.

Resoluciones y recomendaciones de la Asamblea Parlamentaria

• Recomendación 1450 (2000) sobre la violencia contra la mujer en Eu-
ropa.

• Resolución 1247 (2001) sobre la mutilación genital femenina.
• Recomendación 1582 (2002) sobre la violencia doméstica contra la

mujer.
• Resolución 1327 (2003) sobre los llamados «crímenes de honor».
• Recomendación 1681 (2004) sobre la Campaña para Combatir la Vio-

lencia Doméstica contra las Mujeres en Europa.
• Recomendación 1723 (2005) sobre los matrimonios forzados e in-

fantiles.
• Resolución 1512 (2006) sobre Parlamentos unidos en la lucha contra

la violencia doméstica sobre las mujeres.
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• Recomendación 1759 (2006) sobre Parlamentos unidos en la lucha
contra la violencia doméstica sobre las mujeres.

• Resolución 1582 (2007) sobre Parlamentos unidos en la lucha contra
la violencia doméstica sobre las mujeres: evaluación a mitad de la
campaña (Disponible en www.coe.int/stopviolence/.).

• Recomendación 1817 (2007) sobre Parlamentos unidos en la lucha
contra la violencia doméstica sobre las mujeres: evaluación a mitad de
la campaña.

• Recomendación 1777 (2007) sobre agresiones sexuales relaciona-
das con las «drogas de la violación».

A pesar de sus limitaciones por no ser instrumentos de derecho interna-
cional jurídicamente vinculantes, estas recomendaciones suponen una guía
completa para los Estados miembros del Consejo de Europa sobre cómo
proceder en la prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres y
constituyen, junto con otros trabajos del Consejo de Europa, la referencia
con la cual comparar las estrategias nacionales de los Estados miembros.

La elevada sensibilidad del Consejo de Europa sobre la violencia contra
la mujer y la labor realizada en este ámbito dieron lugar a la Campaña del
Consejo de Europa para Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la
Violencia Doméstica, que se lanzó en noviembre de 2006 y culminó en junio
de 2008. En el capítulo 2 se ofrecen una perspectiva general y una evalua-
ción completa de la campaña.

3.1.2. Unión Europea 

Marco jurídico

Al estar concebida para lograr la unidad económica y política de sus
miembros, la legislación de la Comunidad Europea y, más adelante, la Unión
Europea, se ha centrado principalmente en regular cuestiones relacionadas
con el comercio, la apertura de los mercados, la circulación de personas y
bienes y la cohesión económica y social.47 La Unión Europea no goza de po-
deres exclusivos para legislar de forma detallada sobre derechos humanos.
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Sin embargo, la Unión Europea ha introducido una serie de instrumentos
jurídicos, tanto vinculantes como no vinculantes, destinados a promover la
igualdad de género en sus Estados miembros. Su competencia en este ámbito
consiste principalmente en la integración de las mujeres como forma de al-
canzar políticas comunes y la erradicación de la discriminación entre mujeres
y hombres en todas las áreas de su jurisdicción. Mediante la introducción de
una perspectiva de género en las normativas que regulan distintos aspectos de
la vida, las iniciativas de la Unión Europea refuerzan la posición de las muje-
res, contribuyendo así a alcanzar una igualdad real entre mujeres y hombres.
Con el fin de mantenerse dentro de sus competencias explícitas,48 la Unión
Europea ha centrado su labor en el área de la igualdad de género en comba-
tir la discriminación por razón de sexo en áreas como el empleo, la ocupación,
la seguridad social y, más recientemente, también en el acceso a bienes y ser-
vicios.49 La Directiva 2002/73/CE del Parlamento Europeo y el Consejo Euro-
peo, que modifica la Directiva del Consejo 76/207/CEE sobre la aplicación del
principio de igualdad de tratamiento para hombres y mujeres en lo referente al
acceso al empleo, a la formación profesional, a la promoción y a las condicio-
nes laborales, es un punto de referencia importante, ya que prohíbe el acoso
sexual como forma de discriminación de género. Se anima a los Estados miem-
bros a prevenir toda forma de discriminación por razón de sexo, en especial el
acoso, incluido el acoso sexual, en el lugar de trabajo.

Sin embargo, la Unión Europea no ha elaborado ningún instrumento ju-
rídicamente vinculante sobre la protección de la mujer contra la violencia de
género. Las medidas para prevenir y combatir la violencia contra la mujer si-
guen estando por tanto bajo competencia de cada Estado miembro.50 La
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48 Véase artículo 5 del Tratado CE: «En los ámbitos que no sean de su competen-
cia exclusiva, la Comunidad intervendrá, conforme al principio de subsidiariedad, sólo en
la medida en que los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de ma-
nera suficiente por los Estados miembros, y, por consiguiente, puedan lograrse mejor,
debido a la dimensión o a los efectos de la acción contemplada, a nivel comunitario».

49 Véase artículo 2 del Tratado CE, en el que se recoge que la promoción de la igual-
dad entre mujeres y hombres es tarea de la Comunidad Europea, y el artículo 3.2, en el que
se proclama que la Comunidad se fijará el objetivo de eliminar las desigualdades entre el
hombre y la mujer y promover su igualdad. Para una base legal sobre la legislación de la
Unión Europea en materia de la igualdad de trato entre mujeres y hombres, véase el artículo
141.3 para asuntos de empleo y ocupación, el artículo 13.1 para asuntos no relacionados con
el empleo y el artículo 137 para asuntos de empleo y mejora de las condiciones de vida y la-
borales. Véase asimismo la Directiva 2006/54/CE del 5 de julio de 2006 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo de Europa sobre la aplicación del principio de igualdad de oportunida-
des e igualdad de tratamiento a mujeres y hombres en asuntos de empleo y ocupación.



Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea no refleja la pro-
tección de las mujeres contra la violencia, puesto que su objetivo es garan-
tizar la protección de los derechos fundamentales en el trabajo cotidiano de
los organismos e instituciones de la Unión Europea en el marco de sus com-
petencias.51 Cuando entre en vigor, los Estados miembros estarán obligados
a cumplir con el conjunto de derechos consagrados en la Carta únicamente
en actividades en las que se aplique el derecho de la Unión Europea.52

Sin embargo, el Consejo Europeo ha elaborado recientemente una re-
comendación sobre la prevención de lesiones y la promoción de la seguridad
en la que se insta a los Estados miembros a tomar medidas para prevenir le-
siones, incluidas las provocadas por la violencia intencionada y, en especial,
la violencia doméstica contra mujeres y niños.53 Se considera prioritaria la
prevención de este tipo de violencia para prevenir las lesiones y promover la
seguridad, y se pide a los Estados miembros de la Unión Europea que pres-
ten especial atención a este problema, incluida la relación entre el consumo
de alcohol y drogas y el número de lesiones intencionadas en relación con
la violencia doméstica contra mujeres y niños.

Por otra parte, la Decisión marco 2001/220/JAI del 15 de marzo de 2001
relativa a la situación de la víctima en el proceso penal trata diversas cues-
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legislar sobre la igualdad entre hombres y mujeres únicamente en sus ámbitos de acción,
ninguno de los cuales incluye la protección de los derechos humanos y las libertades
fundamentales. El artículo 13 de ese mismo tratado se limita a proporcionar una base ju-
rídica para combatir la discriminación basada, entre otras razones, en el género (Tratado
de Niza, enmienda del Tratado de la Unión Europea, los tratados de institución de las
Comunidades Europeas y otras leyes relacionadas con ellos, firmado el 26 de febrero de
2001, Boletín Oficial C 80 del 10 de marzo de 2001). Puede encontrarse una panorámica
general de la legislación de la Unión Europea en el ámbito de la lucha contra la discrimi-
nación entre mujeres y hombres en http://ec.europa.eu/employment_social/gender_equa-
lity/legislation/legalacts_en.html.

51 Véase el artículo 51 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea, 2000/C 364/01, proclamada en el año 2000.

52 Como parte del Tratado por el que se establece una Constitución para Europa, los
jefes de Estado y de gobierno y los ministros de Asuntos Exteriores de los 25 Estados
miembros de la Unión Europea firmaron la Carta en Roma el 29 de octubre de 2004. El
proceso de ratificación según los requisitos de las respectivas constituciones nacionales
sigue en marcha.

53 Recomendación del 31 de mayo de 2007 del Consejo de Europa sobre la Pre-
vención de Lesiones y la Promoción de la Seguridad (2007/C 164/01).



tiones de importancia para las mujeres que sufren violencia y deciden recu-
rrir a la Justicia penal. Entre ellas hay medidas para garantizar que se trate
a las víctimas con el debido respeto a su dignidad personal, el derecho de
estas a recibir información sobre todos los aspectos de los procesos pena-
les, sobre sus derechos y sobre el papel que desempeñan en ellos, pero tam-
bién la implicación de servicios especializados y organizaciones de apoyo a
las víctimas en los procesos penales.

Desde 1997, el Parlamento Europeo ha tratado el tema de la violencia
contra la mujer en muchas resoluciones e informes. Una resolución sobre la
necesidad de establecer una campaña de tolerancia cero a la violencia con-
tra la mujer en toda la Unión Europea dio pie a la Comisión Europea para re-
alizar una campaña de sensibilización en 1999-2000. En 2004, el Parlamento
Europeo adoptó la Resolución 2004/2220/INI sobre la Situación Actual de la
Lucha contra la Violencia contra la Mujer y Posibles Acciones Futuras, en la
que se instaba a los Estados miembros y a la Comisión Europea a conside-
rar la violencia contra la mujer como una violación de los derechos humanos
y a adoptar medidas jurídicas y políticas adecuadas para mejorar la protec-
ción de las mujeres frente a todo tipo de violencia. La resolución invitaba asi-
mismo a la Unión Europea a tratar el problema de los crímenes de honor y
pedía a la Comisión que declarara un Año Europeo contra la Violencia de los
Hombres sobre las Mujeres. Más recientemente, durante su sesión de julio
de 2008, el Parlamento Europeo instó a la Comisión Europea y al Consejo
Europeo a poner en marcha una base jurídica clara para combatir todas las
formas de violencia contra la mujer, incluida la trata.

La ausencia actual de una base jurídica clara que permita desarrollar
una política común para combatir la violencia contra la mujer significa que los
Estados miembros de la Unión Europea tienen que diseñar e implementar
de forma individual sus estrategias nacionales. Con el fin de evitar los largos
procesos de diseño, prueba y reconfiguración de políticas que hagan frente
a la violencia contra la mujer en cada uno de los Estados miembros de la
Unión Europea, los grupos de defensa de los derechos de la mujer han re-
comendado también una base jurídica que permita a la Unión Europea le-
gislar en este ámbito.54 Esto debería dar lugar a una estrategia coherente y
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54 Véanse por ejemplo: Evaluation of the Implementation of the European Commis-
sionʼs Roadmap for Equality between Women and Men 2006-2010 - year one, European
Womenʼs Lobby, 18 de octubre de 2007, p. 10, y Resolution on the Future Constitutional
Framework of the European Union, European Women Lawyersʼ Association, 12 de mayo
de 2007, párr. 1.2.



eficaz en la lucha contra la violencia sobre las mujeres, basada en una defi-
nición uniforme que reconozca la violencia contra la mujer como una viola-
ción de los derechos humanos.

Este hueco podría llenarse con un acuerdo sobre la eliminación de la vio-
lencia contra la mujer adoptado en el marco del Consejo de Europa, entre cuyos
miembros se encuentran todos los Estados miembros de la Unión Europea.

Mecanismos y actividades

Consciente de las limitaciones de su jurisdicción para diseñar una polí-
tica común en esta área que sea jurídicamente vinculante, la Unión Europea
ha cumplido una función determinante en la sensibilización sobre la violen-
cia contra la mujer y en el apoyo económico de actividades, proyectos e in-
vestigación a nivel local y europeo.

La Iniciativa DAPHNE, que posteriormente se transformó en el Programa
DAPHNE, lleva funcionando desde 1997 con el objetivo de financiar y res-
paldar medidas de prevención y lucha contra la violencia sobre los niños, los
adolescentes y las mujeres, y proteger a sus víctimas y a los grupos de
riesgo. Aparte de los proyectos dirigidos por organizaciones no guberna-
mentales, su financiación llega también a los agentes gubernamentales lo-
cales, lo que ha garantizado una amplia variedad de proyectos a nivel local
y regional. La segunda ronda, el Programa DAPHNE II, garantizó su conti-
nuidad,55 mientras que el Programa DAPHNE III (2007-2013) se adoptó para
garantizar el apoyo económico continuado de los proyectos.56

En paralelo, la Unión Europea llevó a cabo una campaña durante 1999
y 2000 para sensibilizar a sus ciudadanas y ciudadanos sobre la violencia
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55 Establecida por una decisión del Parlamento Europeo y del Consejo el 21 de abril
de 2004 en el que se adoptaba un Programa de Acción para la Comunidad Europea de
2004 a 2008 para prevenir y combatir la violencia contra niños, adolescentes y mujeres,
y para proteger a las víctimas y grupos en riesgo (2004/803/CE).

56 El 20 de junio de 2007, el Parlamento Europeo y el Consejo adoptaron la Decisión
nº. 779/2007/CE, en la que se establece para el periodo 2007-2013 un programa espe-
cífico destinado a prevenir y combatir la violencia contra niños, adolescentes y mujeres
y a proteger a las víctimas y grupos en riesgo (Programa Daphne III) en el marco del pro-
grama general «Derechos Fundamentales y Justicia». 
http://ec.europa.eu/justice_home/funding/daphne3/funding_daphne3_en.htm#part_3.



contra la mujer, centrándose especialmente en la violencia doméstica. Dicha
campaña fue consecuencia de la Decisión A4-250/1997 del Parlamento Eu-
ropeo, en la que se instaba a los Estados miembros a introducir legislación
específica para proteger a las víctimas de la violencia de género tanto en el
derecho penal y como en el derecho de familia. Como parte de esta cam-
paña se recopiló y publicó un conjunto de estudios y proyectos de investiga-
ción sobre actitudes hacia la violencia contra la mujer bajo el título Euroba-
rómetro nº. 51.0 sobre los europeos y sus opiniones sobre la violencia
doméstica contra las mujeres57.

Con el fin de fomentar la investigación en el ámbito de la violencia do-
méstica, el VI Programa Marco de la Unión Europea proporcionó fondos para
una red interdisciplinar de investigadores sobre violencia contra la mujer para
el periodo 2004-2007. Esta red, llamada Acción Coordinada sobre las Viola-
ciones de los Derechos Humanos (CAHRV), constaba de varios colabora-
dores institucionales e investigadores, y realizó estudios sobre las violacio-
nes de los derechos humanos en el contexto de las relaciones
interpersonales.58

Para demostrar su compromiso por alcanzar una igualdad de género
real, la Comisión de la Unión Europea incluyó recientemente la erradicación
de la violencia de género como una de las seis áreas prioritarias de acción
para la Unión Europea. Con este fin, se comprometió en su Hoja de ruta para
la igualdad entre mujeres y hombres 2006-2010 a intensificar sus esfuerzos
para crear un sistema que permita obtener estadísticas comparables sobre
crímenes, víctimas y Justicia penal, hacer un seguimiento en el ámbito de la
Unión Europea, y apoyar a los Estados miembros y a las ONG en sus ini-
ciativas para erradicar la violencia de género mediante campañas de sensi-
bilización, el intercambio de buenas prácticas, la investigación y programas
para víctimas y agresores.

En consecuencia, se está trabajando para crear un marco coherente
que permita a todos los Estados miembros de la Unión Europea recoger
datos estadísticos sobre criminalidad, víctimas y Justicia penal en los pró-
ximos años. La violencia contra la mujer, incluidas la violencia doméstica
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57 Eurobarómetro nº. 51.0 sobre los europeos y sus opiniones sobre la violencia do-
méstica contra las mujeres, presentado el 14 de julio de 1999.

58 Puede verse una panorámica general de los trabajos y publicaciones de la red en
http://www.cahrv.uni-osnabrueck.de/reddot/index.html .



y la trata de seres humanos, se encuentra entre las categorías de críme-
nes para las que se desarrollarán indicadores.59 Se espera que esta ini-
ciativa ayude a generar unos datos muy necesarios sobre la violencia con-
tra la mujer que puedan compararse entre todos los países de la Unión
Europea.

Queda por ver si el recientemente creado Instituto Europeo de la Igual-
dad de Género tratará el problema de la violencia contra la mujer. Encargado
como está de la amplia misión de proporcionar apoyo técnico en el área de
la igualdad de género mediante la recogida y análisis de información, la sen-
sibilización y el desarrollo de herramientas para un enfoque integral de la
igualdad de género, sería fundamental para cumplir su misión que el instituto
abarcara también la violencia de género,60 ya que las mujeres sólo pueden
beneficiarse de las políticas económicas y sociales de igualdad de género si
viven a salvo de la violencia. Sin embargo, la normativa de creación del ins-
tituto limita su radio de acción a lograr la igualdad de género en las políticas
y competencias de la Comunidad Europea, lo que excluye la erradicación de
la violencia contra la mujer.

3.1.3. Organización para la Seguridad 

y la Cooperación en Europa 

Marco jurídico y compromisos políticos

El trabajo de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Eu-
ropa abarca una amplia gama de asuntos relacionados con la seguridad. De-
bido a su dimensión humana, dicho trabajo engloba la protección de los de-
rechos humanos, incluida la igualdad de género. Las decisiones de la OSCE
son de carácter político y se toman por consenso, por lo que no obligan jurí-
dicamente a los Estados miembros. No obstante, los compromisos políticos
declarados en diversas ocasiones en las últimas décadas revelan que se ha
ido produciendo un cambio de paradigma entre los responsables de elabo-
rar el derecho y las políticas internacionales.
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59 Para más información, véase el Comunicado de la Comisión al Parlamento Euro-
peo, el Consejo y el Comité Económico y Social Europeo COM(2006)437 final del 7 de
agosto de 2006.

60 Reglamento (CE) nº. 1922/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo del 20 de
diciembre de 2006 por el que se crea un Instituto Europeo de la Igualdad de Género.



El Acta Final de Helsinki de 1975 comprometía a sus firmantes a prote-
ger los derechos humanos y las libertades humanas «derivadas de la digni-
dad inherente al ser humano», pero sólo se mencionaban expresamente el
derecho a la libertad de culto y los derechos de las minorías. El reconoci-
miento de que las mujeres podían precisar de protección especial contra la
violencia de género no quedó reflejado hasta la llegada de declaraciones de
intención política posteriores, como la adoptada en la Conferencia sobre la
Dimensión Humana que la CSCE celebró en Moscú en 1991.

A partir de entonces, los Estados miembros de la OSCE han tomado
constantemente medidas para eliminar la violencia contra la mujer, recono-
ciendo, entre otras cosas, que la igualdad de género es uno de los pilares fun-
damentales para una sociedad justa y democrática basada en el Estado de
derecho.61 Además, han reconocido las necesidades especiales y el papel de
las mujeres en los conflictos armados y en las situaciones posteriores a di-
chos conflictos.62 Por otra parte, han reconocido la especial vulnerabilidad
de las mujeres en los países en transición económica,63 así como la necesi-
dad de fomentar la igualdad de género y la plena participación de las muje-
res en la vida política, la toma de decisiones, el empleo y otras muchas áreas,
expresando de este modo su compromiso por alcanzar una igualdad total
entre mujeres y hombres.

Dado el carácter político de estas declaraciones y decisiones, la deci-
sión final sobre el inicio de medidas jurídicas y políticas y la asignación de los
recursos necesarios son competencia de los Estados miembros de la OSCE.
En consecuencia, no existen mecanismos para fomentar o realizar un se-
guimiento de su aplicación.

Queda por ver si la Decisión del Consejo Ministerial sobre Prevención y
Lucha contra la Violencia sobre las Mujeres adoptada en diciembre de 2005
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61 Para tener una visión de conjunto, véanse extractos de los documentos de la OSCE
sobre igualdad de género (http://www.osce.org/documents/gen/2005/07/15827_en.pdf); por
ejemplo, la Carta de Seguridad Europea, Estambul, 19 de noviembre de 1999, III. Nues-
tra respuesta común, párr. 24.

62 Documento de la reunión de Moscú de la Conferencia sobre la Dimensión Hu-
mana de la CSCE, 10 de septiembre-4 de octubre de 1991, párr. 40; Declaración Final
de Helsinki de la Asamblea Parlamentaria, 9 de julio de 1993, párr. 10; Declaración de Var-
sovia de la Asamblea Parlamentaria de la OSCE, 8 de julio de 1997, párrs. 160-174.

63 Hacia un modelo de seguridad común y global para la Europa del siglo veintiuno,
Declaración de Estocolmo de la Asamblea Parlamentaria de la OSCE, 9 de julio de 1996.



dará lugar a un esfuerzo más concertado y práctico.64 Esta decisión reitera
la obligación de los Estados a ejercer la diligencia debida para prevenir, in-
vestigar y castigar a quienes cometan actos de violencia contra mujeres y
niñas y a proporcionar protección a las víctimas.65 En una exhaustiva lista
de actividades, insta a los Estados participantes a ofrecer por ley a todas las
víctimas de violencia una protección total, así como asistencia médica y so-
cial, y a formar y educar a los profesionales implicados, a recoger datos com-
parables y a reforzar la independencia económica de las mujeres.66 Estas
actividades coinciden con las defendidas en la Recomendación Rec (2002)
5 del Consejo de Europa sobre la protección de la mujer contra la violencia.

Mecanismos

A esta serie de declaraciones de intención política siguió la adopción por
el Consejo Permanente de la OSCE del Plan de Acción para Asuntos de Gé-
nero del año 2000, que pretendía asegurarse de que los compromisos de la
OSCE eran tomados en cuenta tanto por los Estados participantes como en
las actividades concretas de las instituciones y misiones in situ de la OSCE.67

El Plan de Acción para Asuntos de Género del año 2000 no se aplicó con
la suficiente eficacia,68 por lo que en 2004 se adoptó un Plan de Acción para
la Promoción de la Igualdad de Género mejorado y reforzado, con un doble
enfoque: lograr la igualdad de género dentro de la OSCE y en los Estados
participantes.69 Con este fin, establece objetivos para la organización en las
áreas de gestión, contratación y formación del personal, incluidos módulos de
formación específica sobre violencia doméstica.70 A los Estados participan-
tes se les recomienda tomar medidas eficaces para promover la igualdad de
género en general y, de forma prioritaria, prevenir la violencia contra la mujer
con la asistencia jurídica de la Secretaría de la OSCE, tanto de modo gene-
ral como para proyectos concretos.71
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64 MC. DEC/15/05 del 6 de diciembre de 2005.
65 Ibídem, preámbulo.
66 Ibídem, párrs. 4-7.
67 PC.DEC/353 del 1 de junio de 2000.
68 MC. DEC/14/04 del 7 de diciembre de 2004, párrs. 4-8.
69 Ibídem, párr. 2.
70 Ibídem, párr. 11.
71 Ibídem, párrs. 42 y 44.



Actividades

La OSCE, en especial a través de su Oficina de Instituciones Democráticas
y Derechos Humanos (OIDDH), lleva a cabo una serie de actividades con el ob-
jetivo de respaldar a los Estados miembros en sus esfuerzos por combatir la
violencia contra la mujer y alcanzar la igualdad entre mujeres y hombres. Las ac-
tividades destinadas a establecer un diálogo político con los Gobiernos y la so-
ciedad civil, como los cursos de formación para las fuerzas del orden, los acuer-
dos de cooperación entre ONG y las fuerzas del orden y la asistencia en la
elaboración de proyectos de ley sobre violencia doméstica demuestran que la
OIDDH ha incluido la violencia contra la mujer entre sus actividades principales.

Las misiones locales de la OSCE han cumplido también una función im-
portante en su labor por lograr la igualdad de género y prevenir el compor-
tamiento violento hacia las mujeres. Por ejemplo, la misión de la OSCE en
Kosovo redactó un manual sobre cómo actuar ante casos de violencia do-
méstica, destinado a ayudar a los trabajadores sociales de Kosovo a tratar
los casos individuales, aplicar la nueva legislación, establecer redes, coordi-
nar servicios, organizar la formación y llegar al público.72

3.1.4. Naciones Unidas 

Marco jurídico

Los Estados miembros del Consejo de Europa han firmado y ratificado
una serie de tratados jurídicamente vinculantes en el marco de las Naciones
Unidas.73 Dichos tratados, inspirados principalmente en el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)74 y la Convención sobre la Eli-
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72 Responding to Incidents of Domestic Violence - Manual for Social Services Offi-
cers, Departamento de Derechos Humanos y Estado de Derecho, Misión de la OSCE en
Kosovo, 2006.

73 Además de establecer normas de derecho internacional, las Naciones Unidas, a
través de sus diversos organismos e instituciones, ha llevado a cabo un gran número de
proyectos, programas y actividades en el ámbito de la prevención y lucha contra la vio-
lencia sobre las mujeres. Sin embargo, este apartado da prioridad al marco legal creado
bajo sus auspicios.

74 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado y abierto a la firma,
ratificación y adhesión por la Resolución de la Asamblea General 2200A (XXI) del 16 de
diciembre de 1966, entrada en vigor el 23 de marzo de 1976, en adelante, «PIDCP».



minación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW),
imponen a los Estados miembros un conjunto de obligaciones similares a las
derivadas del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Huma-
nos y de las Libertades Fundamentales. Por ejemplo, el PIDCP exige a los
Estados respetar y garantizar los derechos fundamentales sin distinción de
ningún tipo, incluido el derecho a la vida (art. 6), la prohibición de las tortu-
ras y de los tratamientos o penas crueles, inhumanos o degradantes (art. 7),
la prohibición de la esclavitud (art. 8), el derecho a la libertad y la seguridad
de la persona (art. 9), el respeto a la vida privada y familiar (arts. 17 y 23) y
la igualdad ante la ley y el derecho a la protección igual de la ley (art. 26).

El Comité de Derechos Humanos (el organismo encargado de supervi-
sar la ejecución de PIDCP) ha dejado claro, mediante la explicación de cómo
estos derechos garantizan la protección de las mujeres contra la violencia,
que una legislación ineficaz en materia de violencia doméstica y otros tipos
de violencia, incluidas la violación y la violencia sexual y la restricción del ac-
ceso a abortos seguros para las mujeres que se han quedado embarazadas
como consecuencia de una violación, puede violar el derecho de las mujeres
a no sufrir torturas ni tratamientos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes.75 El Comité considera además que ciertas políticas y prácticas impiden
que las mujeres disfruten en igualdad de condiciones de los derechos enun-
ciados en el Pacto, en especial la práctica de tomar en consideración la vida
sexual de una mujer cuando reclama sus derechos jurídicos y la protección
contra una violación, pero también la de eximir de toda responsabilidad penal
al violador si accede a casarse con la víctima.

La CEDAW, que hace especial hincapié en la discriminación contra las
mujeres en todos los ámbitos de la vida, prohíbe la discriminación contra las
mujeres en la vida pública y en la privada, incluidas todas las relaciones in-
terpersonales. Cumplir con la Convención implica tomar todas las medidas
adecuadas para prevenir la discriminación, tanto pública como privada, con
el fin de garantizar que las mujeres disfruten plenamente de sus derechos
fundamentales.76 Dichas medidas incluyen las medidas legislativas, admi-
nistrativas, educativas y de otra índole necesarias para alcanzar una igual-
dad de género de facto.
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75 Comité de Derechos Humanos, Comentario General 28, Igualdad de Derechos
entre Mujeres y Hombres (artículo 3), documento ONU CCPR/C/21/Rev.1/Add.10 (2000).

76 Véanse artículos 2-5 de la CEDAW.



Para entender cómo las disposiciones en cuestión imponen la obligación
legal de prevenir y combatir la violencia contra la mujer, incluida la violencia
doméstica, como violación de los derechos humanos de las mujeres por parte
de particulares, es importante repasar la evolución del derecho internacional
en materia de derechos humanos.

Tradicionalmente se ha considerado que los derechos y libertades fun-
damentales enunciados tanto en el Convenio Europeo para la Protección de
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales como en el
PIDCP imponían principalmente obligaciones negativas a los Estados para
que no se inmiscuyeran en el ámbito privado del individuo, garantizando de
este modo su libertad, su autonomía y su vida privada.77 Los primeros con-
venios y tratados, elaborados por organismos legislativos y Parlamentos com-
puestos principalmente por hombres defensores de un sistema internacional
de derechos humanos, reflejaban en su mayoría las experiencias de violación
de los derechos humanos sufridas por los hombres más que por las mujeres.
Si bien la mayoría de los hombres sufren la violación de sus derechos indi-
viduales en relación con sus funciones en la vida pública, fuera del hogar,
son las mujeres quienes han sufrido y siguen sufriendo violaciones impor-
tantes de su integridad física y de su dignidad a manos de particulares den-
tro de su propio hogar. Esta diferencia de experiencias quedó reflejada en el
hecho de que no se regulara el ámbito privado, lo que dio lugar a una distin-
ción artificial entre los ámbitos público y privado de la vida. Inicialmente, las
disposiciones del derecho internacional en materia de derechos humanos re-
gulaban la relación entre la persona y el Estado, haciendo especial hincapié
en el ámbito público. En consecuencia, sólo se consideraba responsable al
Estado en aquellas circunstancias en las que la violación de los derechos in-
dividuales era imputable a la acción del Estado y no a actos de particulares.

A lo largo de los años, los juristas feministas han criticado este con-
cepto por su incapacidad para proteger a las mujeres que sufren atrocida-
des por parte de particulares en su domicilio.78 Las críticas se centraron en
el hecho de que, al sufrir la violación de sus derechos fundamentales y sus
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77 C. Ovey y R.C.A. White, European Convention on Human Rights, Oxford Univer-
sity Press, Oxford, 2002, p.38.

78 R. Cook, «State Responsibility for Violations of Womenʼs Human Rights», en Har-
vard Human Rights Journal, vol. 7, 1994, pp. 130-134.; D. Sullivan, «The Public/Private
Distinction in International Human Rights Law», en J. Peters y A. Wolper (eds.), Womenʼs
Rights, Human Rights, New York Routledge, 1995, pp. 129-132; H. Charlesworth y C.
Chinkin, The boundaries of international law, Manchester University Press, 2000, p. 30.



libertades principalmente en el ámbito privado,79 el mundo de las mujeres
no se veía reflejado en un sistema de disposiciones en materia de derechos
humanos cuyo radio de acción terminaba en las puertas de sus casas. Este
sistema de protección de los derechos humanos resultaba por tanto inefi-
caz, ya que los derechos humanos de las mujeres seguían violándose en
el ámbito privado.

Los estudios académicos en los que se aboga por ampliar el concepto de
la responsabilidad del Estado también a los actos de violencia cometidos en
el ámbito privado han ido acompañados de avances en la jurisprudencia in-
ternacional y de nuevos tratados sobre derechos humanos, lo que ha permi-
tido ampliar el concepto de la responsabilidad del Estado en el derecho in-
ternacional de los derechos humanos.

Un hito importante en este sentido fue la adopción de la CEDAW en 1979
y su entrada en vigor en 1981, ya que indica expresamente que el campo de
aplicación de las obligaciones que recoge va más allá del ámbito público,
exige explícitamente a los Estados que eliminen los comportamientos priva-
dos que perjudican a las mujeres y responsabiliza al Estado de las prácticas
discriminatorias a los particulares (artículo 2.e). En un esfuerzo por interpre-
tar la Convención, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra
la Mujer especificó en su Recomendación General nº. 19 de 1992 que la de-
finición de discriminación incluida en el artículo 1 de la convención incluía la
violencia de género, incluso si esta no se mencionaba explícitamente. En
esta recomendación general, el Comité de la CEDAW define la violencia de
género como la «violencia dirigida contra una mujer por el hecho de ser mujer
o que afecta a las mujeres de forma desproporcionada».80 Dicha violencia
incluye los «actos que causen daño o sufrimiento físico, psicológico o sexual,
incluidas las amenazas de realizar tales actos, la coacción y otras privacio-
nes de libertad».81 En opinión de este Comité, «la violencia de género podría
infringir ciertas disposiciones de la Convención, incluso si no se mencionaba
en ellas de forma específica la violencia contra la mujer»,82 por lo que aña-
dió que «la violencia de género, que reduce o anula el disfrute por parte de
las mujeres de sus derechos individuales y sus libertades fundamentales en
virtud del derecho internacional o de los acuerdos en materia de derechos hu-
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79 H. Charlesworth y C. Chinkin, «The Gender of Jus Cogens», en Human Rights
Quarterly, vol. 15, 1993, p. 73; D. Sullivan, véase nota 71, p. 127.

80 Recomendación General nº. 19, 11ª sesión, 1992, párr. 6.
81 Ibídem.
82 Ibídem.



manos, constituye una discriminación en virtud del artículo 1 de la Conven-
ción».83 Entre estos derechos y libertades se encuentran el derecho a no su-
frir torturas, tratamientos o castigos crueles, inhumanos o degradantes, el
derecho a la libertad y a la seguridad de la persona, a la protección igual de
la ley, a la igualdad en la familia y el derecho al mayor grado posible de salud
física y mental.

Además, el Comité recalca que la discriminación, según la CEDAW, no
se limita a la acción de los Gobiernos o realizada en su nombre y hace un lla-
mamiento a los Estados para que tomen todas las medidas adecuadas para
eliminar la discriminación contra las mujeres cometida por cualquier persona,
organización o empresa (art. 2.e) y deja claro que «los Estados también pue-
den ser responsables de los actos privados si no actúan con la diligencia de-
bida para prevenir las violaciones de derechos o investigar o castigar los
actos de violencia, así como de indemnizar a las víctimas».84 Según este
concepto, un Estado queda eximido de sus obligaciones en materia de de-
rechos humanos únicamente si actúa con diligencia en la prevención, inves-
tigación, castigo e indemnización por las violaciones de los derechos huma-
nos de las mujeres, ya ocurran en el ámbito público o privado.

El Comité de la CEDAW determinó por tanto que la plena aplicación
de la CEDAW exigía a los Estados tomar medidas concretas para eliminar
todas las formas de violencia contra la mujer, incluidas la violencia do-
méstica, la violencia sexual y la violación. Esta obligación se extiende a la
puesta en marcha de servicios adecuados de apoyo a las víctimas de vio-
lencia doméstica, violación, agresión sexual y otras formas de violencia de
género, pero también a la erradicación de las actitudes sexistas y a la ela-
boración de medidas jurídicas eficaces. Este concepto de «diligencia de-
bida», que incluye la obligación de prevenir, investigar, castigar e indemni-
zar por la violación de los derechos, tanto si el agresor tiene carácter
público como privado, ha cobrado importancia en el derecho internacional
en materia de derechos humanos hasta el punto de convertirse en la base
de todo intento por evaluar el cumplimiento del derecho internacional en
materia de derechos humanos.85
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83 Ibídem, párr. 7.
84 Ibídem, párr. 9.
85 Para conocer los antecedentes históricos, véase el informe de la Relatora Espe-

cial de las Naciones Unidas sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuen-
cias, Yakin Ertürk: La norma de la diligencia debida como instrumento para la eliminación
de la violencia contra la mujer, E/CN.4/2006/61, 20 de enero de 2006, párrs. 19-29.



Aunque el Comité de la CEDAW tenía inicialmente como única misión
recibir informes regulares sobre los avances hechos por los Estados Parte en
la erradicación de la discriminación contra las mujeres, sus poderes para
hacer un seguimiento de la implementación de la convención aumentaron
considerablemente con la entrada en vigor del Protocolo Opcional de la
CEDAW en el año 2000.

Con la ratificación de este protocolo opcional, los Estados Parte recono-
cían la competencia del Comité de la CEDAW para recibir demandas de par-
ticulares o grupos de particulares que alegasen ser víctimas de violaciones
de los derechos fundamentales de la mujer enunciados en la CEDAW. Los
Estados reconocían asimismo que el Comité de la CEDAW era competente
para realizar investigaciones en su territorio sobre violaciones graves o sis-
temáticas de los derechos fundamentales de las mujeres, a menos que du-
rante el proceso de ratificación el Estado en cuestión excluyera expresa-
mente esta posibilidad mediante la cláusula derogatoria.86

Desde entonces, tanto particulares como grupos de defensa de los de-
rechos de la mujer y ONG de distintos países han hecho uso de la posibili-
dad de enviar demandas individuales al Comité. Curiosamente, todas las
quejas tenían su origen en Estados miembros del Consejo de Europa y, en
su mayoría, llevaron ante el Comité la cuestión del alcance de la protección
que el Estado debe ofrecer a las mujeres que sufren violencia. Estos casos
permitieron al Comité definir claramente la obligación de los Estados Parte de
la CEDAW de ejercer la diligencia debida en materia de violencia doméstica.

Tras concluir que se había producido una violación del derecho a la vida
y a la integridad física y mental en dos casos distintos de mujeres asesina-
das por sus maridos, que deberían o podrían haber sido detenidos o desar-
mados, el Comité dejó bien claro que las mujeres que sufrían violencia a
manos de sus parejas tenían derecho a recibir la protección plena de las
leyes y textos normativos en vigor. En el caso Şahide Goekce contra Aus-
tria,87 el Comité de la CEDAW responsabilizó a la Policía de no ejercer la di-
ligencia debida para proteger la vida de la señora Goekce al no haber res-
pondido a su llamada de emergencia unas horas antes de ser asesinada a
tiros por su marido. A pesar del aumento de la violencia durante un periodo
de tres años y de la información fiable de que el agresor poseía de forma ile-
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86 Véase el artículo 10 (1) del Protocolo Opcional de la CEDAW.
87 Şahide Goekce (fallecida) contra Austria. Comité de la CEDAW, 5/2005.



gal un arma de fuego, la Policía no desarmó al agresor ni respondió a la lla-
mada de emergencia hecha por la señora Goekce. En el caso Fatma Yildi-
rim contra Austria,88 el Comité concluyó que se había producido una violación
del derecho a la vida y a la integridad física y mental al no detenerse al agre-
sor a pesar de conocerse su peligrosidad.89 El Comité afirmó en sus decisio-
nes sobre ambos casos que los derechos del agresor no podían anteponerse
al derecho de las mujeres a la vida y a la integridad física y mental.

A la luz de estos dos casos y del caso anterior de A. T. contra Hungría,90 el
Comité de la CEDAW estableció que la obligación de ejercer la diligencia de-
bida implica que, en el momento en que una mujer informe de actos de vio-
lencia o de amenazas de tales actos, las fuerzas del orden tienen la obligación
de responder adecuadamente mediante el inicio de investigaciones y accio-
nes judiciales, respetando en todo momento el principio de que los derechos
del agresor no pueden anteponerse al derecho de las mujeres a la vida y a la
integridad física y mental. Debe emplearse todo mecanismo disponible para
proteger a las mujeres y garantizar su seguridad, como, por ejemplo, la prisión
preventiva. Los funcionarios judiciales y de las fuerzas del orden deben cola-
borar entre sí para garantizar que todos los niveles del sistema judicial penal
actúan de forma coordinada, a la vez que colaboran con las ONG que traba-
jan para proteger y apoyar a las mujeres víctimas de violencia de género. Para
que se apliquen todos los recursos posibles en materia penal y civil, los Esta-
dos Parte deberían proporcionar de forma regular formación sobre violencia
doméstica y la CEDAW a jueces, abogados y fuerzas del orden.

Esta jurisprudencia surgida del Comité de la CEDAW pone de relieve la
vital importancia de enfrentarse a la violencia contra la mujer desde una pers-
pectiva multidisciplinar, basada en la creencia de que sólo puede combatirse
la violencia sobre las mujeres desde una estrategia integral en la que parti-
cipen muy diversos actores.
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88 Fatma Yildirim (fallecida) contra Austria, Comité de la CEDAW, 6/2005.
89 El Estado parte había considerado que una orden de arresto contra el agresor era

desproporcionada. El Comité concluyó que el Estado había antepuesto el derecho a la
libertad de movimiento del agresor al derecho a la vida de la señora Yildirim, quien pos-
teriormente fue asesinada a puñaladas.

90 A. T. contra Hungría, Comité de la CEDAW, 2/2003. En este caso, la demandante
no pudo buscar protección frente a su marido maltratador al no existir las órdenes de
protección y no ser aceptada en ningún centro de acogida por tener un hijo con disca-
pacidad. El Comité consideró esta falta de medidas eficaces contra el agresor una vio-
lación de los artículos 2.a, 2.b, 2.e, 5.a y 16 de la CEDAW.



Aparte de atender a las reclamaciones individuales, el Comité de la
CEDAW también ha realizado su primera investigación en virtud de los pode-
res que le otorga el Protocolo Opcional. En 2003 empezó a investigar las des-
apariciones, violaciones y asesinatos sin esclarecer de más de 230 mujeres
jóvenes y niñas en Ciudad Juárez (México). La gran mayoría de los causan-
tes de esos actos de violencia contra la mujer no habían sido enjuiciados ni
castigados a pesar de que las atrocidades llevaban produciéndose desde
1993. Una investigación sobre el terreno realizada por el Comité reveló gra-
ves fallos en la aplicación de la CEDAW, derivados de «violaciones sistemá-
ticas de los derechos humanos, fundadas en una cultura de violencia y dis-
criminación basada en la supuesta inferioridad de las mujeres, una situación
que había dado lugar a la impunidad».91 El Comité publicó recomendaciones
generales y más específicas sobre cómo atajar la situación, destacando la
necesidad de «incorporar la perspectiva de género en todas las investigacio-
nes, políticas para prevenir y combatir la violencia y programas para restau-
rar el tejido social, teniendo en cuenta las características específicas de la vio-
lencia de género contra las mujeres, sus causas y consecuencias, así como
las respuestas sociales específicas que la situación [requiere], con el fin de eli-
minar la discriminación y establecer la igualdad entre mujeres y hombres».92

Además de la CEDAW, que es jurídicamente vinculante, las Naciones
Unidas han adoptado, a través de su Asamblea General y otros organismos,
diversas declaraciones y resoluciones no vinculantes sobre la violencia con-
tra la mujer, lo que pone de manifiesto una cierta voluntad política por com-
batirla y obligar a los Gobiernos a que tomen medidas al respecto.

La más importante de dichas declaraciones y resoluciones es la Decla-
ración de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de la Violencia contra la
Mujer, adoptada en 1993, un año después de que el Comité de la CEDAW
publicara su Recomendación General nº. 19 sobre la Violencia contra la
Mujer. Esta declaración enuncia en su artículo 4 que «los Estados deben
poner en efecto por todos los medios apropiados y sin demora una política
encaminada a eliminar la violencia contra la mujer. Con este fin, deberán [...]
proceder con la diligencia debida para prevenir, investigar y, conforme a la le-
gislación nacional, castigar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate
de actos perpetrados por el Estado o por particulares».93
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91 Informe CEDAW A/59/38 (2004), pp. 161 y 164, párr. 261.
92 Ibídem, párr. 268.
93 Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, Resolución 48/104

de la Asamblea General del 20 de diciembre de 1993.



Dos años más tarde, la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing,
adoptada por la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en Pekín
en 1995, también incluyó la violencia contra la mujer entre las doce áreas de
especial preocupación94 en las que era necesario actuar con urgencia, como
ya se había indicado en un estudio de seguimiento de los avances realizados
tras la Conferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en Nairobi en 1985. En
consecuencia se hizo un llamamiento a todas las partes afectadas, incluidos los
Gobiernos, la comunidad internacional y la sociedad civil, a centrar sus recur-
sos y su acción en combatir y prevenir la violencia contra la mujer, incluida la
violencia doméstica. Las medidas establecidas en la Declaración y la Plata-
forma de Acción de Beijing siguen siendo la referencia para toda acción dirigida
a prevenir y combatir la violencia contra la mujer. El compromiso con estas me-
didas se confirmó en la 23ª sesión especial de la Asamblea General, celebrada
en el año 2000, en lo que se conoce como el Proceso de Beijing + 5.95 En re-
conocimiento de que no se habían alcanzado todos los objetivos, se acordó
acelerar los esfuerzos por lograrlos. Esto demostraba por una parte que se
mantenía la voluntad política de los Gobiernos de todo el mundo por trabajar
en favor de la mejora en la situación de la mujer, y por otra que los avances se
producían a un ritmo lento. Se identificaron varias áreas en las que era precisa
una atención especial, entre ellas la violencia contra la mujer por tratarse de una
forma especialmente extendida de violación de los derechos humanos. Una
vez más, el documento final demuestra que no es posible hacer efectivos los
derechos de las mujeres con las meras declaraciones de voluntad política, sino
que es necesaria una serie de cambios legislativos, políticos y de actitud para
que se vean plenamente reconocidos y respetados los derechos humanos de
las mujeres y sus necesidades de protección y desarrollo personal.

La Declaración del Milenio adoptada por la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas en el año 2000, apenas unos meses más tarde, recordaba la
importancia de respetar todos los derechos humanos y libertades funda-
mentales. Los países firmantes se comprometían a combatir todas las formas
de violencia contra la mujer y a aplicar la CEDAW.

Cinco años más tarde, ante la persistencia de todo tipo de actos de vio-
lencia contra la mujer en todo el mundo, la Comisión de Derechos Humanos
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94 Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, informe de la Cuarta Conferencia
Mundial sobre la Mujer, Pekín, 4-15 de septiembre de 1995, capítulo 1, resolución 1,
anexo 1, párr. 44.

95 Resolución adoptada por la Asamblea General, A/S-23/10/Rev.l, Nuevas medidas
e iniciativas para la aplicación de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing.



adoptó en 2005 una resolución sobre la eliminación de la violencia contra la
mujer. Esta resolución, la última en esta serie de declaraciones de intención
política, insta a los Estados a intensificar sus esfuerzos por implementar la
Plataforma de Acción de Beijing y tomar medidas eficaces para combatir
todas las formas de violencia contra la mujer. Asimismo, deja claro que todas
las formas de violencia contra la mujer están relacionadas con la discrimina-
ción de jure y de facto contra las mujeres y con la inferioridad que la socie-
dad atribuye a las mujeres.

Declaraciones de las Naciones Unidas 

• Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, Re-
solución 48/104 de la Asamblea General del 20 de diciembre de 1993.

• Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, informe de la Cuarta
Conferencia Mundial sobre la Mujer, Pekín, 4-15 de septiembre de
1995.

Resoluciones de las Naciones Unidas 

• Resolución A/S-23/10/Rev. 1 de la Asamblea General: Nuevas medi-
das e iniciativas para la aplicación de la Declaración y la Plataforma
de Acción de Beijing, 2000.

• Resolución A/RES/55/2 de la Asamblea General: Declaración del Mi-
lenio, 2000.

• Resolución A/RES/61/143 de la Asamblea General: Intensificación de
los esfuerzos para eliminar todas las formas de violencia contra la
mujer, 2006.

• Resolución 2005/41 de la Comisión de Derechos Humanos: La elimi-
nación de la violencia contra la mujer, 2005.

Mecanismos

En un nuevo esfuerzo por aumentar las medidas para eliminar la violen-
cia contra la mujer mediante la integración de los derechos de las mujeres en
el mecanismo de los derechos humanos de las Naciones Unidas, la Comisión
de Derechos Humanos decidió en 1994 designar una Relatora Especial sobre
la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias,96 cuyo mandato
prolongó en 2003.97 La misión de la Relatora Especial consiste en recabar in-
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96 Resolución 1994/45, La cuestión de la integración de los derechos de la mujer en
los mecanismos de derechos humanos de las Naciones Unidas y la eliminación de la vio-
lencia contra la mujer, XI.-E/CN.4/1994/132, adoptada el 4 de marzo de 1994.

97 Resolución 2003/45, La eliminación de la violencia contra la mujer, XII.
E/CN.4/2003/L. 11/Add.4, adoptada el 23 de abril de 2003.



formación de Gobiernos, organismos e instituciones de las Naciones Unidas
y de otras organizaciones gubernamentales y no gubernamentales y reco-
mendar medidas a nivel nacional, regional e internacional para eliminar la
violencia contra la mujer. Para ello, la Relatora Especial tiene competencia
para realizar visitas con fines informativos a los países y transmitir llama-
mientos y comunicaciones urgentes a los Estados miembros en relación con
los presuntos incidentes de violencia contra la mujer.

La labor de la Relatora Especial se ha ocupado ampliamente de la vio-
lencia doméstica, que es una de las manifestaciones más extendidas de vio-
lencia contra la mujer. Tanto la Relatora Especial anterior como la actual98

han empleado su mandato para estudiar esta y otras formas de violencia
contra la mujer en todo el mundo e identificar tendencias y deficiencias en los
esfuerzos por prevenirla y combatirla. Durante sus visitas a los países, la Re-
latora Especial investiga muy diversas formas de violencia contra la mujer, in-
cluidas la violencia doméstica, la agresión sexual y la violación, la violencia
contra la mujer inmigrante, la trata de mujeres y los crímenes de honor. Sus
informes temáticos suelen centrarse en un aspecto concreto de la violencia
contra la mujer, lo que le permite destacar asuntos especialmente importan-
tes y presentar nuevos conceptos.99

En los informes temáticos de este tipo, la Relatora Especial ha podido de-
finir el ámbito de las obligaciones de los Estados miembros en la lucha con-
tra la violencia sobre las mujeres mediante la introducción de la diligencia
debida como punto de partida para evaluar las medidas tomadas para com-
batir la violencia contra la mujer.100 Este concepto legal se tradujo posterior-
mente con éxito en obligaciones prácticas en términos de medidas legislati-
vas, administrativas, de apoyo y de otra índole que los Estados miembros
debían tomar para cumplir con su obligación de prevenir, investigar, castigar
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98 El puesto de Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y con-
secuencias, fue ocupado por doña Radhika Coomaraswamy (Sri Lanka) de 1994 a 2003
y, desde agosto de 2003, por doña Yakin Ertürk (Turquía).

99 Véase el informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus
causas y consecuencias, Yakin Ertürk: Interrelaciones entre la violencia contra la mujer
y el VIH/SIDA, E/CN.4/2005/72, 17 de enero de 2005. Este informe destaca la especial
vulnerabilidad de las mujeres ante el VIH/SIDA como consecuencia de la violencia se-
xual.

100 Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y
consecuencias, Radhika Coomaraswamy, presentado en conformidad con la Resolución
1995/85 de la Comisión de Derechos Humanos, E/CN.4/1996/53, párrs. 32-39.



e indemnizar por los actos de violencia cometidos contra las mujeres, inclui-
dos los actos de violencia doméstica.101

En respuesta al llamamiento hecho por la Relatora Especial sobre la vio-
lencia contra la mujer para que se aplicara plenamente el marco de los dere-
chos humanos a los intereses de las mujeres, el Relator Especial sobre la tor-
tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 102 está
trabajando para aplicar el marco actual de protección contra la tortura de forma
que no excluya a ninguno de los dos sexos. En su segundo informe al Consejo
de Derechos Humanos, el Relator Especial establece paralelismos entre la tor-
tura y el trato inhumano o degradante y tres formas de violencia contra la mujer
especialmente extendidas: la violencia doméstica (violencia por parte de la pa-
reja), la mutilación genital femenina y la trata de mujeres.103 Con el fin de sen-
sibilizar sobre el nivel de atrocidad que pueden alcanzar estos actos, el Rela-
tor Especial afirma que estas formas de violencia contra la mujer pueden
cumplir todos los criterios para ser consideradas tortura, según se establece en
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes. En consecuencia, se insta a los Estados miembros a interpretar
el concepto de tortura y maltrato teniendo en cuenta a ambos sexos y a ase-
gurarse de que sus esfuerzos de prevención incluyan plenamente la tortura y
el maltrato de las mujeres, incluso si se producen en el ámbito privado.

Otro organismo creado para diseñar y elaborar políticas sobre la igual-
dad de género y la mejora de la situación de la mujer es la Comisión de la
Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW).104 Esta comisión funcional
del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (en adelante,
ECOSOC) prepara recomendaciones e informes sobre los derechos de la
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101 Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y
consecuencias, Yakin Ertürk: La norma de la diligencia debida como instrumento para la
eliminación de la violencia contra la mujer, E/CN.4/2006/61, 20 de enero de 2006,
párrs. 74-99.

102 La Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas decidió, en su Re-
solución 1985/33, nombrar un relator especial que estudiara cuestiones relacionadas con
la tortura. Su mandato se extiende a todos los países, tanto si el Estado ha ratificado la
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradan-
tes como si no. El cargo está ocupado actualmente por Manfred Nowak (Austria).

103 Véase nota 7.
104 Creada por la Resolución 11(II) del 21 de junio de 1946 del ECOSOC, consta de

un representante de cada uno de los 45 Estados miembros elegidos por el ECOSOC ba-
sándose en una distribución geográfica equitativa.



mujer en los ámbitos político, económico y educativo y en la sociedad en
general.

Además de sus conclusiones consensuadas, que establecen los temas
prioritarios para cada año, la CSW puede adoptar resoluciones. En su reciente
Resolución 51/1 sobre las Mujeres, las Niñas y el VIH/SIDA, insta a los Go-
biernos a «reforzar las medidas jurídicas políticas, administrativas y de otra ín-
dole para prevenir y eliminar todas las formas de violencia contra la mujer y
niñas, incluidas las prácticas tradicionales dañinas, los maltratos, los matrimo-
nios infantiles y forzosos, la violación —incluida la violación dentro del matri-
monio—, y otras formas de violencia sexual, maltrato físico y trata de mujeres
y niñas, así como a garantizar que la violencia contra la mujer se integra en la
respuesta nacional ante el VIH/SIDA».105 También recalca que «las mujeres
deberían contar con los medios para protegerse contra la violencia y, en este
sentido, deberían tener derecho a decidir libremente y de forma responsable
sobre cuestiones relacionadas con su sexualidad, incluida su salud sexual y re-
productiva, sin sufrir coacciones, discriminación ni violencia». En su conclu-
sión convenida de ese mismo año, la CSW instaba a los Gobiernos a conde-
nar todas las formas de violencia contra las niñas y a tomar todas las medidas
necesarias, incluidas las legislativas y de otra índole, de forma efectiva para
prevenir y eliminar dicha violencia.106 Las medidas que se invita a tomar a los
Gobiernos están pensadas para atajar las causas últimas de la discriminación
contra las niñas y los estereotipos de género pero también a crear estructuras
de apoyo específicas en función de la edad y de las necesidades de protección.

Actividades

En octubre de 2006, el Secretario General publicó, en virtud de la Resolu-
ción 58/185 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, un amplio Estu-
dio a fondo sobre todas las formas de violencia contra la mujer en el que se
examinan diversas formas de violencia a las que se ven sometidas las mujeres,
incluidas la violencia en el ámbito familiar y la violencia sexual. En él se pre-
sentan numerosas prácticas promisorias que se han implantado en diversos pa-
íses en el ámbito legislativo, la oferta de servicios y la prevención, pero también
señala impedimentos para la aplicación efectiva de estas prácticas. Cabe des-
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tacar que la erradicación de la discriminación contra las mujeres es el punto de
partida de las recomendaciones del estudio a nivel nacional. El estudio contiene
además diversas recomendaciones para mejorar los esfuerzos de los distintos
organismos e instituciones de las Naciones Unidas para prevenir y combatir la
violencia contra la mujer. Entre estas recomendaciones está la petición de que
las Naciones Unidas adopten un liderazgo más determinado, mejor coordinado
y más visible en la lucha contra la violencia sobre las mujeres.

Conscientes de la importancia que tiene para el desarrollo de políticas
apropiadas la recogida de datos sobre las diversas formas de violencia con-
tra la mujer, sus estrategias para hacerle frente y su comportamiento a la
hora de buscar ayuda, las Naciones Unidas han emprendido el difícil pro-
ceso de identificar un conjunto de indicadores para «ayudar a los Estados a
evaluar el alcance, la prevalencia y la incidencia de la violencia contra la
mujer».107 Actualmente existe un grupo de expertos encargado de determi-
nar indicadores que permitan a los Estados recoger de forma sistemática
datos sobre las formas de violencia común y no común e identificar las nue-
vas formas de violencia contra la mujer.108

Debido a la naturaleza intersectorial de la violencia contra la mujer y de
la diversidad de sus manifestaciones, son muchos los organismos e institu-
ciones de las Naciones Unidas que han participado en proyectos y activida-
des para combatir la violencia contra la mujer. El estudio anteriormente citado
recomendaba que la Asesora Especial en Cuestiones de Género y Adelanto
de la Mujer empezara a coordinar este trabajo para garantizar un mayor al-
cance y coherencia, así como una acción más eficaz.

Como continuación al estudio del Secretario General, las Naciones Uni-
das lanzaron en febrero de 2008 una campaña de siete años para eliminar
la violencia contra la mujer, bajo el lema Unidos para poner fin a la violencia
contra la mujer. La campaña, cuyo objetivo es movilizar a la opinión pública,
afianzar la voluntad política y aumentar los recursos públicos y privados para
combatir todas las formas de violencia contra la mujer, pretende aprovechar
el impulso actual para eliminar esta violencia. La vinculación de la campaña
al logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio refleja el hecho de que la
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108 Véase el trabajo del Grupo de Expertos sobre indicadores para medir la violen-
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violencia contra la mujer supone un obstáculo importante para lograr los ob-
jetivos de desarrollo acordados a nivel internacional y obliga a la participación
activa de las mujeres en el desarrollo.

Este panorama general de las distintas iniciativas de las Naciones Unidas
para reducir las diversas formas en que las mujeres sufren violencia resulta
muy ilustrativo. En primer lugar, muestra la evolución que se ha producido du-
rante los últimos 25 años hacia el reconocimiento de que la violencia contra la
mujer constituye una forma de discriminación. En segundo lugar, demuestra
que los Estados han asumido su responsabilidad en el desarrollo de estrategias
y mecanismos para ofrecer a las mujeres una protección y un apoyo reales,
mediante la prevención, investigación, castigo e indemnización por los actos
de violencia cometidos contra mujeres. Por último, el hecho de que cada vez
más Estados acepten que el Comité de la CEDAW investigue en su territorio las
supuestas violaciones de los derechos fundamentales de las mujeres denun-
ciadas por particulares demuestra que tienen voluntad de asumir su responsa-
bilidad por la aplicación de los derechos de la mujer, pero también la urgente ne-
cesidad de garantizar que así sea. El detalle con que las medidas de protección
de las mujeres contra la violencia se recogen en las resoluciones, en especial
en la Resolución 2005/41 de la Comisión de Derechos Humanos sobre la eli-
minación de la violencia contra la mujer, pone de manifiesto que ha aumentado
considerablemente la base de conocimientos necesarios para elaborar un
marco político, y ofrece actualmente numerosos elementos de orientación para
aquellos Estados que deseen asegurarse el cumplir plenamente con su obli-
gación de proteger y respetar los derechos fundamentales de las mujeres.

3.1.5. Organización de los Estados Americanos 

Marco jurídico

Poco después de su creación, la Organización de los Estados Americanos
adoptó una serie de obligaciones jurídicamente vinculantes para fomentar el res-
peto de los derechos de la mujer. Aunque sus anteriores convenios en este ám-
bito se centraban en los derechos civiles y políticos de la mujer,109 la OEA fue la
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primera organización internacional en adoptar, en 1994, un convenio jurídica-
mente vinculante para combatir todas las formas de violencia contra la mujer.110

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia
contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) reconoce que la violencia con-
tra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y que los Estados
tienen la obligación de prevenir, investigar e iniciar acciones legales contra este
tipo de violencia. El hecho de que sea el convenio más ratificado dentro del sis-
tema interamericano da fe de la fuerte voluntad política por establecer normas co-
munes y jurídicamente vinculantes en este ámbito. La convención, que entró en
vigor en marzo de 1995, ya es jurídicamente vinculante en 32 de los 34 Estados
miembros activos.

Tras una definición de violencia contra la mujer que incluye la violencia
física, sexual y psicológica, tanto en público como en privado, la convención
enumera una serie de derechos de la mujer, a los que siguen las correspon-
dientes obligaciones de los Estados Parte.

Aunque algunos de los derechos consagrados en la Convención reiteran
los derechos y libertades básicos garantizados por la Convención Americana
sobre Derechos Humanos,111 el artículo 3 de la Convención de Belém do
Pará establece explícitamente que toda mujer tiene derecho a vivir en un
clima libre de violencia tanto en el ámbito público como en el privado. El ar-
tículo 6 precisa que este derecho incluye:

• el derecho de las mujeres a no sufrir ninguna forma de discriminación;

• el derecho de las mujeres a ser valoradas y a recibir una educación libre
de patrones de comportamiento estereotipados y de prácticas sociales
y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.

Como primera y única convención internacional en establecer el derecho,
garantizado por ley, de las mujeres a estar a salvo de la violencia, la conven-
ción enuncia la responsabilidad de tomar acciones específicas para erradicar
la violencia, tanto oficial como privada, contra las mujeres. Esta responsabili-
dad se divide en obligaciones inmediatas para garantizar los cambios jurídicos
y administrativos necesarios y obligaciones que deben cumplirse progresiva-
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mente para introducir reformas sociales, culturales y económicas de gran al-
cance. Al cumplir ambas obligaciones, los Estados Parte están obligados a
prestar atención particularizada a las mujeres con necesidades especiales.

Los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos
que han asumido estas obligaciones mediante la ratificación de la convención
también están sometidos a un mecanismo de aplicación que, con el fin de que
la convención no quede en simple retórica, les obliga a informar a la Comi-
sión Interamericana de Mujeres (CIM) sobre las medidas adoptadas para
prevenir y prohibir la violencia contra la mujer y para asistir a las víctimas. Los
Estados están asimismo obligados a informar sobre los impedimentos que
encuentran y los factores que contribuyen a la violencia contra la mujer en sus
países. En caso de duda sobre la legalidad de una ley o práctica concreta,
los Estados Parte pueden dirigirse a la Corte Interamericana de Derechos
Humanos para pedir asesoramiento. Un aspecto más significativo es que
tanto particulares como organizaciones no gubernamentales tienen derecho
a presentar una demanda ante esta corte si los Estados Parte no cumplen
con sus responsabilidades inmediatas, con la salvedad de las obligaciones
en materia social, cultural y económica.

Mecanismos

A pesar de estos distintos mecanismos de aplicación (los informes y las
demandas individuales), 10 años después de la entrada en vigor de la Con-
vención no se habían producido avances significativos en la erradicación de
la violencia contra la mujer, por lo que los Estados miembros de la Organi-
zación de los Estados Americanos decidieron crear un nuevo mecanismo de
seguimiento e impulso de la aplicación de la Convención.112

El nuevo Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra la Mujer (MESECVI) consta de un órgano político formado por represen-
tantes de todos los Estados Parte y de un órgano técnico (CEVI) formado
por expertos. Su objetivo es animar a los Estados a renovar su compromiso
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con la aplicación de la convención mediante la creación de un sistema de in-
formes más estructurado a través del cual los Estados miembros puedan res-
ponder a cuestionarios para determinar el grado de cumplimiento de las obli-
gaciones derivadas de la convención. Cada ronda de evaluación concluye
con recomendaciones de los expertos que sirven a los Estados miembros
como directivas detalladas para mejorar la aplicación de la convención.

Para garantizar el pleno respeto de los derechos de las mujeres en todos
los Estados miembros, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
creó la figura de Relatora Especial sobre los Derechos de la Mujer. Sus fun-
ciones consisten en analizar el cumplimiento de los Estados miembros con
las obligaciones de igualdad y no discriminación establecidas en la Declara-
ción Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, y hace especial hincapié en la violen-
cia contra la mujer como una forma clara de discriminación.

Actividades

La Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) es el organismo intergu-
bernamental encargado de desarrollar políticas para la promoción de los de-
rechos de la mujer y la igualdad de género. Ha cumplido una función deter-
minante para que se incluya la protección de los derechos de las mujeres
entre las preocupaciones políticas y organiza reuniones, conferencias y es-
tudios para sentar las bases de nuevas decisiones políticas.

Los derechos humanos y la erradicación de la violencia contra la mujer,
tanto en el ámbito público como en el privado, se encuentran entre las prio-
ridades que la CIM ha ordenado fomentar como parte del Programa Inter-
americano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la
Equidad e Igualdad de Género.

3.1.6. Unión Africana 

Marco jurídico

Preocupada porque, a pesar de la ratificación de la Carta Africana sobre
los Derechos Humanos y de los Pueblos, las mujeres de África seguían su-
friendo discriminación y prácticas dañinas, la Unión Africana adoptó en 2003
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el Protocolo de los Derechos de la Mujer en África.113 Se trata de un instru-
mento completo y jurídicamente vinculante que establece los derechos de
las mujeres en la vida pública y privada. Abarca derechos civiles y políticos,
amplios derechos económicos, sociales y medioambientales, entre los que se
encuentran el derecho a la educación, a la alimentación, a la seguridad y a
la vivienda digna, así como el derecho a la protección del medio ambiente y
al desarrollo sostenible. Los Estados Parte son responsables asimismo de
proporcionar protección especial a distintos grupos de mujeres como las mu-
jeres ancianas, las mujeres con algún tipo de discapacidad y las mujeres en
situación de desamparo (mujeres pobres, mujeres cabeza de familia y mu-
jeres procedentes de poblaciones marginadas).

El protocolo se basa en gran medida en la CEDAW al exigir a los Esta-
dos Parte que erradiquen todas las formas de discriminación contra las mu-
jeres, en especial mediante el cambio de actitudes y patrones culturales y
garantizando que las mujeres disfruten sin discriminación de un conjunto de
derechos similares, pero amplía el nivel de protección al imponer a los Esta-
dos Parte estrictas obligaciones de proporcionar a las mujeres condiciones
de vida adecuadas que les permitan desarrollar todo su potencial.

Además, el protocolo menciona explícitamente la protección de las mu-
jeres contra la violencia, tanto en la vida privada como en la pública, como
una forma de garantizar el derecho a la vida, la integridad y la seguridad de
las personas. Resulta sorprendente que la definición de violencia contra la
mujer en la que se basa el protocolo incluya todos los actos que causen un
daño físico, sexual y psicológico, pero también aquéllos que causen un per-
juicio económico. Esta definición no sólo va más allá de la proporcionada en
la Recomendación General nº. 19 del Comité de la CEDAW y en la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
la Mujer, sino también de la definida en la Recomendación Rec (2002) 5 del
Consejo de Europa sobre la protección de la mujer contra la violencia.

El protocolo africano distingue asimismo entre violencia contra la mujer
y prácticas perjudiciales. Estas últimas se refieren a todo comportamiento, ac-
titud o práctica que afecta negativamente a los derechos fundamentales de
mujeres y niñas.

98

113 Protocolo de la Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos re-
lativo a los Derechos de la Mujer en África, entrada en vigor el 25 de noviembre de 2005,
21 ratificaciones a 17 de enero de 2008.



Se trata de un documento ambicioso diseñado para proteger a las mu-
jeres contra la violencia y las prácticas perjudiciales, pero que aspira tam-
bién a lograr mejoras considerables en las vidas de las mujeres. Los Estados
Parte están obligados a tomar medidas que hagan realidad los derechos con-
sagrados en el protocolo y a proporcionar los recursos, económicos y de otra
índole, necesarios para garantizar su rápida aplicación.

El Protocolo de los Derechos de la Mujer en África no incluye, sin em-
bargo, un mecanismo independiente de denuncias. En su lugar establece un
procedimiento para informar sobre los avances logrados en la aplicación de
los derechos reconocidos por el protocolo, lo que reduce el peso jurídico de
algunas de las obligaciones. No obstante, el protocolo sigue resultando va-
lioso porque reconoce las muy diversas formas de violación de los derechos
humanos que pueden sufrir las mujeres a lo largo de sus vidas y proclama el
derecho de las mujeres a desarrollar todo su potencial llevando, de forma in-
dependiente y responsable, una vida libre de estereotipos y violencia.

Mecanismos

En 1999, la Comisión Africana designó una Relatora Especial sobre los
derechos de la mujer en África para que coordinara la promoción y protección
de los derechos de la mujer.114 Entre sus funciones se encuentra la de ayu-
dar a los Gobiernos a desarrollar y llevar a cabo políticas sobre los derechos
humanos de las mujeres, basándose principalmente en el Protocolo de los
Derechos de la Mujer en África, realizar misiones de información, publicar
recomendaciones, realizar estudios y, cuando proceda, preparar borradores
de resoluciones sobre la situación de las mujeres en los diversos países afri-
canos para que sean adoptados por la Comisión Africana.

Actividades

Uno de los objetivos de la Unión Africana es la promoción y protección
de los derechos humanos y de los pueblos, incluidos los derechos de las mu-
jeres. Con el deseo de establecer una colaboración entre los Gobiernos y
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todos los sectores de la sociedad civil, en especial las mujeres, la Unión Afri-
cana ha creado un departamento dentro de la Comisión de la Unión Africana
sobre Mujeres, Género y Desarrollo, encargado de realizar actividades y pro-
yectos encaminados a mejorar la situación de las mujeres en África.

Para fomentar las actividades en todo el continente, los Estados miem-
bros de la Unión Africana decidieron en 2004 lanzar campañas para sensi-
bilizar a la población contra la violencia de género, la trata de mujeres y niñas,
el reclutamiento de niños soldado y la explotación de niñas como cónyuges
y esclavas sexuales.115 Asimismo, acordaron reforzar los mecanismos jurídi-
cos de protección de las mujeres a nivel nacional con el fin de cambiar las ac-
titudes de la sociedad africana.

3.1.7. Conclusión 

Los Estados miembros del Consejo de Europa han reconocido, en el
marco de distintas organizaciones intergubernamentales internacionales, la
obligación de proteger a las mujeres contra la violencia de género a través
de las obligaciones suscritas en materia de derechos humanos generales.
La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y del Comité
de la CEDAW ha empezado a detallar qué significan estas obligaciones en
la práctica. Existe una marcada tendencia a basar estas obligaciones en la
diligencia debida, que exige a los Estados prevenir, investigar, castigar e in-
demnizar por las violaciones de los derechos humanos de las mujeres, tanto
si ocurren en la vida pública como en la privada.

Como consecuencia de esta jurisprudencia se están introduciendo nor-
mas que forman parte integral de las legislaciones nacionales en materia de
prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres, así como estructu-
ras básicas de apoyo. Esta evolución es importante porque indica el camino
a seguir y demuestra que la protección contra la violencia de género es un
derecho protegido jurídicamente.

Sin embargo, la jurisprudencia sobre la idoneidad de los esfuerzos de un
Estado miembro concreto del Consejo de Europa no necesariamente dará lugar
a una amplia reforma de las instituciones, las estructuras y la legislación para
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combatir la violencia contra la mujer en los demás Estados miembros. Para lo-
grar mejoras significativas en el apoyo y la protección a las mujeres que sufren
violencia de género en los distintos Estados miembros del Consejo de Europa
es necesario desarrollar una estrategia integral, bien dirigida y jurídicamente
vinculante respaldada por un liderazgo y una voluntad política fuertes.

La única forma de lograr el cambio con dicha estrategia es enmarcarla
en un instrumento jurídicamente vinculante sobre la eliminación de la vio-
lencia contra la mujer. Un instrumento jurídicamente vinculante centrado en
las medidas jurídicas, institucionales y prácticas para eliminar todas las for-
mas de violencia de género proporcionaría a todos los Estados miembros
del Consejo de Europa una hoja de ruta para la prevención eficaz y la pro-
tección contra la violencia de género. También daría un nuevo impulso a los
esfuerzos realizados a nivel nacional para ofrecer a las mujeres un apoyo y
una protección reales contra la violencia. Por último, permitiría a los Estados
miembros dar a este asunto prioridad política, algo fundamental para toda
acción de prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres.

Los avances logrados en todo el mundo demuestran que los Gobiernos
tienen la voluntad política de adquirir nuevas obligaciones jurídicas para pro-
teger a las mujeres contra la violencia de género. Sirvan de ejemplo las ini-
ciativas del sistema interamericano para proteger los derechos humanos y el
Protocolo de los Derechos de la Mujer en África. Basándose en la Reco-
mendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer contra la violencia,
debe aprovecharse este ímpetu por ofrecer a las mujeres de Europa una pro-
tección explícita contra todas las formas de violencia de género para garan-
tizar que se reconocen de forma adecuada sus derechos humanos.

3.2. MEDIDAS NACIONALES PARA PREVENIR 

Y COMBATIR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

Si bien en los últimos diez años se han producido mejoras significativas
en la protección de las mujeres contra la violencia de género y en el apoyo
a las víctimas, en especial como resultado de los cambios en la actitud pú-
blica, mujeres de todos los Estados miembros del Consejo de Europa siguen
sufriendo numerosas formas de violencia. A pesar del aumento en los servi-
cios de apoyo, de los cambios legislativos y de la mejor formación de los pro-
fesionales, aún no existen en Europa ni una prevención y protección eficaces
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contra la violencia de género, ni un apoyo adecuado a las mujeres víctimas
de violencia.

El hecho de que se haya prestado más atención legislativa a este asunto
en el desarrollo de políticas y en estudios significa que ha aumentado consi-
derablemente la base de conocimientos respecto a la violencia contra la
mujer y las estrategias para su eliminación. Algunos Gobiernos evalúan y
hacen un seguimiento de las leyes y políticas específicas que han creado,
aunque sigue siendo escasa la información sobre su evaluación sistemática
y los cambios introducidos como consecuencia de la misma. Asimismo, un
número considerable de Estados miembros ha comenzado a evaluar la es-
cala del fenómeno mediante estudios de prevalencia u otras iniciativas, con
el fin de recoger datos importantes. El corpus de estudios nacionales e in-
ternacionales sobre distintos aspectos de la violencia contra la mujer crece
a ritmo constante, al igual que los esfuerzos por formar y educar a los profe-
sionales y al público en general.

Este apartado presenta diversas medidas jurídicas y políticas para pro-
teger a las mujeres contra la violencia de género y proporcionar apoyo a las
víctimas, pero también para prevenir dicha violencia. En él se ofrece una pa-
norámica general de las diversas medidas jurídicas tomadas en los Estados
miembros del Consejo de Europa con el fin de tipificar penalmente la violen-
cia contra la mujer, mejorar la protección de las víctimas y garantizar la apli-
cación efectiva de las medidas jurídicas para todas las formas de violencia
contra la mujer. A continuación se examinan los distintos tipos de medidas to-
madas por los Estados miembros para asistir y proteger a las víctimas a tra-
vés de servicios adecuados y las directrices que deberían regular dichos ser-
vicios. Los distintos subapartados se completan con un apartado sobre
recogida de datos y estudios en el que se explica la importancia de la reco-
gida de datos relevantes, incluidos los cualitativos, para desarrollar nuevas
políticas y evaluar las medidas y servicios existentes. Por último, en este
apartado se presenta una panorámica general de las iniciativas tomadas en
algunos Estados miembros para sensibilizar sobre el problema de la violen-
cia y formar a los profesionales en este ámbito.

Todas las medidas analizadas en este apartado son igual de importan-
tes en la lucha contra la violencia sobre las mujeres, lo que demuestra que
este tipo de violencia debe combatirse de forma integral y coordinada. Es
necesario que los distintos tipos de medidas, a menudo de índole muy di-
versa tanto en su base jurídica como en los recursos económicos necesarios
para su ejecución, formen parte de una política integral de lucha contra la
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violencia sobre las mujeres, ya que las distintas medidas, por sí solas, re-
sultarán ineficaces. Un componente importante en una estrategia integral es
la creación de un plan de acción nacional que guíe las medidas jurídicas, las
políticas, los servicios y otras medidas. Se trata de un proceso en el que
deben participar todas las partes implicadas, incluidas las ONG de ayuda a
las mujeres. Una estrategia global de este tipo, basada en el reconocimiento
de la importante función que cumplen los servicios organizados por ONG de
ayuda a las mujeres en paralelo a los de los organismos y poderes públicos,
es un requisito previo para el cambio. Así se reconoció en la Recomendación
Rec (2002) 5, en la que se aboga por planes de acción coordinados a medio
y largo plazo por todas las instituciones competentes implicadas en la lucha
contra la violencia sobre las mujeres.

En este apartado se pretende analizar cómo cumplen los Estados miem-
bros del Consejo de Europa sus obligaciones internacionales y establecen
sus prioridades nacionales para prevenir y combatir la violencia contra la
mujer. Basándose en esta evaluación, en el capítulo 5 se recogen recomen-
daciones de actuaciones específicas en la lucha contra la violencia sobre las
mujeres.

3.2.1. Medidas jurídicas 

Los Estados miembros del Consejo de Europa difieren en sus sistemas
jurídicos tanto como en sus experiencias y logros en la prevención y lucha
contra la violencia sobre las mujeres. Mientras que algunos tienen una larga
trayectoria en la búsqueda de formas de atajar las numerosas formas de vio-
lencia contra la mujer, en especial la violencia doméstica, hay otros que no
la han situado como preocupación política hasta hace pocos años. En este
apartado se presentan estrategias jurídicas innovadoras y se describe la di-
fusión de las distintas medidas jurídicas en toda Europa.

Las medidas legislativas para prevenir y combatir la violencia contra la
mujer en los Estados miembros del Consejo de Europa son muy diversas. En
cierta medida, las diferencias de estrategia se deben a las diferencias en el
derecho procesal que emanan de las características propias de los sistemas
acusatorio e inquisitivo, pero también se deben al hecho de que algunos paí -
ses hayan introducido legislación penal o civil específica y procedimientos ju-
rídicos destinados a combatir una o más formas de violencia contra la mujer,
mientras que otros se limitan a emplear la legislación penal general. Esta di-
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ferencia de enfoque refleja hasta qué punto se reconoce el problema a nivel
nacional: mientras que en algunos países se crean procedimientos jurídicos
y legislativos específicos para que la víctima y su seguridad, protección y re-
habilitación sean el centro de todas las iniciativas, en los sistemas jurídicos
con un enfoque meramente penal se trata las diversas manifestaciones de la
violencia contra la mujer (violencia doméstica, violación y violencia sexual,
matrimonios forzados, mutilación genital femenina, etc.) como cualquier otro
delito, sin prestar especial atención a la protección de la víctima.

Hasta hace poco apenas se reconocía la violencia doméstica, por poner
un ejemplo, como delito. La creciente voluntad por aplicar las disposiciones
penales existentes, como las referentes a las agresiones y violaciones, para
que pueda imputarse a los agresores por violencia doméstica representa un
avance en este sentido. No obstante, la gravedad y el carácter habitualmente
continuado de la violencia doméstica, así como el hecho de que sea un de-
lito cometido por la pareja con quien se comparte vivienda, implican conse-
cuencias especiales sobre el bienestar físico y psicológico de las víctimas.
Los sistemas jurídicos que no dotan a las autoridades (Policía, Fiscalía y Ju-
dicatura) de poderes específicos que tengan en cuenta estas consecuencias
especiales suelen contar además con medios inadecuados para proteger
plenamente a las víctimas. Conscientes de esta situación, ciertos Estados
miembros han desarrollado medidas jurídicas para combatir ciertas formas de
violencia contra la mujer. Sin embargo, la mayoría de las iniciativas legislati-
vas se han centrado en recursos jurídicos para las víctimas de violencia do-
méstica: varios países han introducido una nueva legislación para proteger
a las mujeres contra la violencia doméstica pero también para convertirla en
un delito. Varios países han introducido también leyes específicas «antia-
coso», dirigidas normalmente a las parejas y ex parejas. Con el acoso, las
víctimas sufren a diario la intimidación y el riesgo de que esta aumente y lle-
gue a ataques que pongan en riesgo sus vidas.116 Por otra parte, a la viola-
ción y la agresión sexual sigue sin prestárseles demasiada atención en el
ámbito jurídico y, al igual que ocurre con otras formas de violencia contra la
mujer, el índice de condenas sigue siendo muy bajo en todos los Estados
miembros. En muchos Estados, la definición de violación es muy estricta y es
necesario demostrar el uso de fuerza física, lo que ha afectado a los índices
de condenas. Otras formas de violencia contra la mujer, como los crímenes
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de honor (incluidos los asesinatos), el matrimonio forzado y la mutilación ge-
nital femenina, no se contemplan específicamente en el sistema jurídico de
muchos Estados miembros, y los Estados miembros en los que sí se con-
templan parecen estar desviando la atención legislativa a estas formas de
violencia recientemente reconocidas en vez de reformar su sistema jurídico,
un paso muy necesario para mejorar la Justicia penal para las víctimas de vio-
laciones y agresiones sexuales.

Además de las medidas en derecho civil y penal, algunos países han in-
troducido medidas jurídicas para combatir las causas últimas de la violencia
contra la mujer, ofreciendo de este modo oportunidades adicionales para ata-
jar el fenómeno.

En 2007, el Reino Unido estableció el deber de igualdad de género, por
el que se exige a los organismos públicos de Inglaterra, Gales y Esco-
cia demostrar que toman medidas de forma activa para eliminar la dis-
criminación y el acoso sexuales y fomentar la igualdad entre mujeres y
hombres. El deber afectará a la elaboración de políticas y a la forma de
prestar los servicios públicos, y ayudará a atajar la violencia contra la
mujer, que es uno de los mayores obstáculos a la igualdad de género.
(Véase http://www.equalities.gov.uk/.)

3.2.1.1. Enfoques jurídicos integrales: 

vinculación de distintos ámbitos del derecho 

La lucha contra la violencia sobre las mujeres en sus diversas formas
precisa de una respuesta sistemática e integral al fenómeno. La legislación
para proteger y apoyar a las víctimas debe ser sólo una parte, si bien es
cierto que muy importante, de cualquier estrategia en este ámbito. La legis-
lación necesita cumplir una función compleja. Debe en primer lugar proteger
a las mujeres de la violencia inminente, considerar al agresor penalmente
responsable y actuar como elemento disuasorio. Además, debe permitir tra-
tar con las consecuencias de la violencia. En el caso de la violencia domés-
tica, por ejemplo, pueden surgir muchos problemas jurídicos: divorcio, cus-
todia de los hijos y régimen de visitas, propiedades, cuestiones económicas,
órdenes de protección adicionales y, en el caso de muchas mujeres inmi-
grantes, los permisos de residencia.

La mayoría de las cuestiones jurídicas, incluidas las leyes que rigen el ac-
ceso a los servicios de protección y apoyo y los derechos sociales y económi-
cos, como el acceso a la vivienda, suelen estar regidas por diversos ámbitos
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del derecho que no siempre son compatibles entre sí (derecho penal, derecho
de familia, derecho civil y derecho migratorio) y que, en vez de suponer una
ayuda eficaz, pueden funcionar en perjuicio de las mujeres víctimas de violen-
cia, en especial la violencia doméstica. Es de vital importancia que se coordi-
nen estos distintos ámbitos del derecho para garantizar una estrategia jurídica
integral y armonizada en la lucha contra la violencia sobre las mujeres.

Algunos Estados miembros del Consejo de Europa han emprendido la di-
fícil pero importante tarea de tratar una forma concreta de violencia contra la
mujer, la violencia doméstica, a través de una estrategia jurídica integral.117

Con el objetivo de permitir a las víctimas el recurso simultáneo a las
vías civil y penal para solucionar todos los asuntos jurídicos relaciona-
dos, como el divorcio, la custodia de los hijos y el reparto de bienes, la
Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género de
Españaa establece juzgados de violencia sobre la mujer.a Estos juzga-
dos, una rama especial de los juzgados de lo penal que cuenta con jue-
ces instructores, tienen potestad para pronunciarse sobre casos pena-
les en los que se haya cometido violencia contra la mujer, así como
sobre cualquier caso de derecho civil relacionado con ellos. En conse-
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117 La Ley sueca de Protección de la Integridad de la Mujer, por ejemplo, aborda va-
rios ámbitos del derecho y de la política al mejorar la legislación penal y civil existente,
introducir medidas preventivas adicionales y ofrecer a las mujeres un trato mejor. Esta ley,
que abarca todas las formas de violencia contra la mujer, proporciona un enfoque inte-
gral a la lucha contra la violencia sobre las mujeres. Se han introducido cambios en el Có-
digo penal para que incluya la violencia doméstica, la compra de servicios sexuales y la
mutilación genital femenina. También se ha reformado la Ley de Igualdad de Oportuni-
dades para mejorar la prevención del acoso sexual y se han producido cambios en la
Ley de Servicios Sociales para hacer frente a las limitaciones económicas a las que se
enfrentan las mujeres que desean abandonar a una pareja violenta. La reforma legal de
1998 sólo exigía que los comités de servicios sociales proporcionaran a las mujeres víc-
timas de malos tratos ayuda y apoyo para cambiar su situación. Con la introducción de
la nueva Ley de Servicios Sociales en julio de 2001, su obligación pasó a incluir la res-
ponsabilidad de proporcionar apoyo y asistencia a las personas que hubieran sido vícti-
mas de un delito, incluidas las víctimas de violencia doméstica, y a sus familias, en es-
pecial a las mujeres víctimas de violencia y malos tratos. En relación con la introducción
de esta ley integral, el gobierno sueco ha tomado decisiones especiales ordenando a la
Fiscalía General y a sus servicios, así como a la Dirección General de la Policía, a Insti-
tuciones Penitenciarias, a la Dirección Nacional de Salud y a los tribunales administrati-
vos nacionales, que intensifiquen sus esfuerzos por combatir la violencia contra la mujer,
elaborando para ello programas de acción o políticas de actuación e informando al go-
bierno.



cuencia, tanto el caso civil como el penal son tratados en primera ins-
tancia por el mismo tribunal, lo que reduce los costosos obstáculos bu-
rocráticos para las mujeres que acuden a los tribunales. Asimismo, esta
ley crea la figura del Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, que ejerce
las funciones de supervisar y coordinar las acciones de la Fiscalía Ge-
neral del Estado a todos los niveles. Estos fiscales han recibido forma-
ción específica para procesar casos de violencia de género dentro de
la jurisdicción de los juzgados de violencia sobre la mujer y tienen po-
testad para intervenir en procedimientos civiles relativos a asuntos de
separación, divorcio y custodia de los hijos.

a Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral
contra la Violencia de Género, BOE nº. 313.

Una definición uniforme de la violencia contra la mujer es fundamental para
llegar a una estrategia jurídica integral que la combata. La definición debería
englobar todos aquellos actos que la ley pretende regular para proporcionar un
marco definido dentro del cual puedan operar las distintas partes implicadas.

A la hora de definir la violencia doméstica, por ejemplo, hay que decidir
qué actos incluye (maltrato psicológico, físico, sexual o económico) y a qué
víctimas proteger (parejas del mismo o distinto sexo, familiares, personas
que comparten la misma vivienda o no). Según la definición proporcionada
en la Recomendación Rec (2002) 5 del Consejo de Europa, toda definición
de violencia contra la mujer cometida en el ámbito familiar debería incluir,
entre otras formas, la agresión física y mental, el maltrato emocional y psi-
cológico, la violación y los abusos sexuales, el incesto, la violación por parte
del cónyuge, la pareja ocasional o habitual o personas con quienes se con-
vive, los crímenes de honor, la mutilación genital y sexual femenina y otras
formas de violencia, como los matrimonios forzados.

Esta definición deberá aplicarse luego a todos los ámbitos del derecho
que pretenden regular los asuntos relacionados con la violencia doméstica,
con el fin de garantizar una visión coherente del fenómeno. Una definición ar-
monizada que fuera usada por todas las partes implicadas, incluidas las au-
toridades sanitarias, los trabajadores sociales y otras profesiones relaciona-
das, ayudaría también a unir los distintos sectores públicos en la lucha contra
la violencia doméstica y podría servir como base para todas las directrices y
recomendaciones del Gobierno, con independencia de su ámbito de acción.
Asimismo, deberán establecerse definiciones detalladas para otras formas de
violencia contra la mujer que deberán reconocer y utilizar los actores com-
petentes de modo uniforme.
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Ha surgido una discrepancia importante entre distintos ámbitos del de-
recho en relación a la resolución de cuestiones legales derivadas de la se-
paración y el divorcio en casos de violencia doméstica. Las mujeres con hijos
que han sufrido violencia doméstica y deciden dejar a su pareja, suelen en-
contrarse atadas legalmente al agresor por la custodia compartida de los
hijos que tienen en común o por los amplios derechos de visita y acceso del
agresor. Los tribunales de Europa no toman en cuenta de forma sistemática
los incidentes de violencia doméstica contra la mujer a la hora de decidir
sobre los derechos de custodia y visitas de las parejas violentas. Esto tam-
bién ocurre cuando los agresores han sido condenados por actos de violen-
cia cometidos contra la ex esposa o pareja. Existen muchas suposiciones
subyacentes que dan lugar a estas situaciones. La más importante es que se
da por supuesto que la custodia compartida, o al menos unos derechos de
visita amplios, siempre benefician a los hijos, independientemente de las cir-
cunstancias que dieron lugar a la separación. En segundo lugar, no se reco-
noce suficientemente el grado en que la seguridad de las mujeres está rela-
cionada con la custodia, pero también con los derechos de visita. Muchas
mujeres que se han divorciado o separado de un maltratador siguen viviendo
con miedo porque las disposiciones sobre las visitas a los hijos les obligan a
estar directamente en contacto con él. No debe sorprendernos, por tanto,
que algunas mujeres hayan sido asesinadas por sus ex parejas maltratado-
ras mientras cumplían la decisión del tribunal sobre los derechos de visita.

Una estrategia jurídica integral creada para proteger a las mujeres con-
tra la violencia doméstica debe garantizar que los intentos por proteger a las
mujeres a través de medidas jurídicas, como las órdenes de protección, no
se ven frustrados por medidas jurídicas tomadas en un contexto diferente. Es
necesario, por tanto, que los novedosos avances jurídicos en derecho penal
u otros ámbitos del derecho vayan acompañados de los ajustes adecuados
en el derecho de familia. Además, deben tomarse medidas para mejorar la
cooperación entre las distintas ramas de la Judicatura para garantizar el in-
tercambio de información y el tratamiento adecuado de los casos.

3.2.1.2. Órdenes de protección en derecho civil 

y medidas policiales para proteger a las víctimas 

Desde finales de los noventa, cada vez más Estados miembros del Con-
sejo de Europa reconocen que los actos de violencia contra la mujer cometi-
dos en el hogar son un problema de interés público y deben tratarse como tal.
Sin embargo, al revisar los poderes de que disponen la Policía y los tribunales
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se pone a menudo de manifiesto una falta considerable de instrumentos para
tratar este problema de forma adecuada. Para ponerle remedio, algunos Es-
tados miembros han introducido medidas integrales de derecho civil para pro-
teger a las víctimas de las amenazas contra su integridad física y su vida. 

Dichas medidas jurídicas pueden agruparse en dos categorías, a veces
superpuestas, pero claramente distintas, ya que abarcan aspectos de la vida
diferentes. El primer grupo son las órdenes de protección, que incluyen las
órdenes de desalojo y alejamiento. Estas medidas van encaminadas a ga-
rantizar la seguridad de las víctimas desalojando a los agresores del hogar,
con lo que se consigue que el hogar sea un lugar más seguro. 

El segundo grupo, las órdenes judiciales, pretenden principalmente ga-
rantizar la seguridad de la víctima ordenando a los agresores que no se acer-
quen a la víctima en público, no se pongan en contacto con la víctima ni con
otras personas determinadas y no vayan a ciertas partes del lugar donde re-
sida, con el fin de garantizar la seguridad de la mujer en lugares públicos. 

En la mayoría de los Estados miembros, ambos tipos de órdenes son
emitidas por un juez civil que decide la duración de la orden. La Policía vigila
el cumplimiento de la orden. En algunos Estados miembros el incumplimiento
de una orden de protección o una orden judicial conlleva una sanción eco-
nómica (medida de derecho civil), mientras que en otros se considera un de-
lito castigado por el derecho penal. Hacer que el incumplimiento de las ór-
denes de protección sea delito demuestra que la violencia doméstica es un
grave problema de interés público y no un incidente de poca importancia
entre particulares.118

Las órdenes de protección y las órdenes judiciales suponen un
avance en la lucha contra la violencia doméstica porque permiten a las
mujeres recurrir al poder de la Policía y de la Judicatura para protegerse.
Al mismo tiempo envían un claro mensaje de que la integridad física, psi-
cológica y sexual de las mujeres está por encima del derecho de los agre-
sores a la libertad de movimiento y a la propiedad. De este modo se pone
freno a la tendencia generalizada, y muy arraigada en algunos sistemas

109

118 La Ley alemana de Protección contra la Violencia, por ejemplo, tipifica como de-
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de cárcel. Véase la Ley alemana de Protección contra la Violencia, entrada en vigor el 1
de enero de 2002, artículo 4.



jurídicos, de permitir que los derechos reclamados por los hombres pre-
valezcan sobre los derechos de las mujeres a la vida y a la integridad fí-
sica. 

Dado que las órdenes de protección de larga duración son concedidas,
previa solicitud, por un juez civil, no ofrecen a las víctimas de violencia do-
méstica una protección inmediata. Además, las órdenes de protección del
derecho civil requieren de la actuación de la víctima, algo que en los casos
más graves de violencia está fuera del alcance de esta. Por otra parte, el
Estado tiene la obligación de proteger a sus ciudadanos y ciudadanas de
la violencia en situaciones de peligro, por lo que algunos Estados miembros
han introducido leyes que permiten a la Policía desalojar y alejar a los agre-
sores durante un tiempo limitado en casos de crisis inmediata. En algunos
de estos países, es obligatorio que dichas decisiones sean revisadas por
un juez o un fiscal poco después (normalmente en un plazo de tres días),
mientras que en otros toda la potestad para emitir las órdenes recae ple-
namente en la Policía. Las órdenes de desalojo emitidas por la Policía pre-
tenden garantizar la seguridad física inmediata de la víctima y puede emi-
tirse sólo por un tiempo limitado, que varía, según los Estados miembros,
entre los 10 días y las cuatro semanas. Este enfoque pretende garantizar
la seguridad inmediata de la víctima a la vez que se respetan la separación
de poderes, la necesidad de un control judicial y las garantías procesales.
Permitiendo a la Policía actuar cuando se requiere su intervención en una
situación de violencia doméstica se espera evitar el peligro hasta que se or-
dene la separación física entre la víctima y el agresor.119 Esta potestad adi-
cional otorgada a la Policía no sustituye a sus poderes habituales, como el
de arresto. 

Los sistemas de derecho consuetudinario reconocen a la Policía po-
testad adicional para el arresto, mientras que los sistemas jurídicos de la
Europa continental no permiten a Policía y fiscales decretar la prisión pre-
ventiva de los agresores con la misma facilidad. Sin embargo, en muchos
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brir el plazo hasta que el tribunal adopte dicha medida, la legislación regional confiere a
la policía la potestad de desalojar a una pareja violenta de la vivienda común. La orden
policial tiene una duración de entre siete y diez días, se deja al criterio de la policía y no
está sujeta a una revisión judicial inmediata. Sin embargo, los agresores que han sido
desalojados de su vivienda por la policía pueden presentar una queja a través de las vías
de recurso habituales previstas por el derecho administrativo.



casos el arresto de los autores de violencia doméstica puede ser la única
forma de garantizar la seguridad de la víctima. Consciente del riesgo al que
están expuestas las mujeres en los casos graves de violencia doméstica,
el Comité de la CEDAW ha especificado que la obligación de diligencia de-
bida de los Estados Parte para proteger a las mujeres contra la violencia
doméstica incluye la obligación de responder adecuadamente a los actos
de violencia denunciados, así como a las amenazas e intimidaciones pos-
teriores. Esto significa que deben emplearse mecanismos disponibles como
la prisión preventiva si las circunstancias lo permiten.120

Los motivos para la prisión preventiva suelen ser más restringidos en
los sistemas jurídicos de la Europa continental, por lo que se han introdu-
cido disposiciones que permiten a la Policía desalojar al agresor del domi-
cilio común para garantizar un cierto nivel de seguridad física. A pesar de
las dificultades para su cumplimiento, las órdenes de protección se han
convertido en una medida jurídica muy importante para proteger a las mu-
jeres contra la violencia doméstica.

• La Ley austriaca de Protección contra la Violencia en el ámbito fa-
miliar es el ejemplo más antiguo y completo de medida legislativa
específica adoptada para proteger a las mujeres contra la violen-
cia reiterada. Desde su entrada en vigor en 1997, ha ampliado
considerablemente los poderes concedidos tanto a la Policía como
a los tribunales para tratar los casos de violencia doméstica. Esta
ley permite a la Policía desalojar al agresor del domicilio común
durante un periodo de diez días como medida preventiva ante
agresiones, amenazas o violaciones de la vida, salud y libertad de
otra persona, con independencia de los deseos expresados por la
víctima (actuación de oficio). En un plazo de 24 horas, la Policía
debe enviar un informe a un centro de intervención, que ofrece a
la víctima una orientación integral. Uno de los objetivos de esta
orientación es permitir a la víctima tomar una decisión bien fun-
dada sobre la oportunidad de solicitar a un juzgado de familia una
orden de protección de larga duración en forma de medidas cau-
telares (una medida de derecho civil) que dura hasta tres meses.
Los centros de intervención son gestionados por ONG de ayuda a
las mujeres y financiados en su totalidad por el Gobierno federal.
Estas órdenes de protección no benefician sólo a mujeres casa-
das, parejas de hecho, familiares en primer grado y sus cónyuges
sino también a otras personas que convivan en una relación de
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tipo familiar, con el resultado de que se ofrece protección a una
amplia variedad de víctimas potenciales.a

• Otros países, como Alemania, Luxemburgo, los Países Bajos y la Re-
pública Checa han adoptado medidas similares.

a Véase el artículo 382b de la Ley austriaca de Aplicación, según la enmienda
de 2003. La nueva reforma legislativa iniciada en Austria garantizará en 2008
el derecho a la protección de todas las víctimas sin que sea necesaria la exis-
tencia de un vínculo familiar ni de ningún otro tipo. 

Por consiguiente, es importante integrar el cumplimiento de la ley (en
tanto que deber inherente del Estado) en forma de intervención inmediata de
la Policía, y el «empoderamiento» de las víctimas a través de la posibilidad
de contar, previa solicitud por su parte, con órdenes de protección adiciona-
les o prolongadas. Esta estrategia a dos niveles permite al Estado asumir su
responsabilidad de garantizar el derecho a la vida, a la libertad y a la segu-
ridad de la persona a la vez que se respeta el derecho individual de la víc-
tima a decidir cómo proceder. Una estrategia a dos niveles permite además
rebajar los requisitos necesarios para obtener una orden de protección, ya
que inicialmente esta es emitida por la Policía tras unos trámites burocráticos
mínimos por parte de la víctima. Por otra parte, para que las razones eco-
nómicas no les impidan acceder a una protección adicional mediante la so-
licitud de una ampliación de la orden al tribunal de primera instancia, es ne-
cesario que se proporcione asistencia jurídica gratuita a las víctimas con
pocos ingresos. 

Aunque se aprecia una cierta tendencia hacia las órdenes de protección
y las órdenes judiciales en varios países europeos,121 existen diferencias sig-
nificativas en los detalles, lo que da lugar a distintos niveles de eficacia. Exis-
ten diferencias importantes respecto a la duración de la orden (de alejamiento
o judicial), las consecuencias del incumplimiento de dicha orden (delito o des-
acato al tribunal), la posibilidad de imponer la orden además o en sustitución
de acciones penales, el nivel de evidencia necesario o si la orden debe ser
solicitada por la víctima (demanda unilateral), obligatoria (actuación de oficio)
o solicitada por terceros. 
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mientras que es posible conseguir la retirada de la custodia de los hijos a través de la
orden de un tribunal en 37 Estados miembros.



A partir de 2003, la legislación española prevé de forma generalizada las
órdenes de protección y las órdenes judiciales. La Ley Reguladora de la
Orden de Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica (27/2003)
posibilitó por primera vez que los tribunales ordenaran a un autor de actos
de violencia doméstica abstenerse de residir en o frecuentar una zona
concreta y abstenerse de aproximarse o ponerse en contacto con una
persona en concreto. Esta ley concede asimismo la potestad a los tribu-
nales de adoptar todas las medidas civiles que se consideren necesarias
(custodia de los hijos, pensión alimenticia) y dictar el pago de prestacio-
nes sociales a las víctimas, así como toda otra medida procesal que se
considere necesaria. También se prevé la adopción de cualquiera de las
medidas previstas por la legislación para tratar los delitos que hayan po-
dido cometerse. La nueva Ley de Medidas de Protección Integral contra
la Violencia de Género, que estableció juzgados especializados en vio-
lencia sobre la mujera, confiere estos mismos poderes a los juzgados es-
pecializados. Las órdenes de protección pueden, por tanto, ser dictadas
de oficio o a petición de la víctima o cualquier otra persona relacionada
con ella, una vez que víctima y agresor han sido escuchados por sepa-
rado. Los servicios e instituciones sociales facilitarán a las víctimas la so-
licitud de dichas órdenes. Con el fin de garantizar la protección inmediata,
la Ley Reguladora de la Orden de Protección de las Víctimas de la Vio-
lencia Doméstica estipula que las vistas relativas a órdenes de protec-
ción deben celebrarse en un plazo de 72 horas.

a Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral
contra la Violencia de Género, BOE nº. 313, artículo 61.

No todos los sistemas jurídicos que han introducido órdenes de protec-
ción y órdenes judiciales amplían su radio de acción a todas las personas
que se encuentran potencialmente en peligro. Aunque se abarca un gran nú-
mero de tipos de relación entre víctima y agresor, incluidas las parejas ca-
sadas y no casadas, relaciones homosexuales entre mujeres, parejas que
no viven juntas y parejas recién separadas, algunas leyes vinculan el dere-
cho a recibir protección a un estatus concreto como el matrimonio o la con-
vivencia. La consecuencia es que algunas mujeres que se encuentran en pe-
ligro siguen viviendo con miedo a sus ex parejas y, sin embargo, no pueden
ampararse en esas órdenes porque ya no conviven o nunca han convivido
con el agresor. Es importante por ello que se garanticen órdenes de protec-
ción a todas las mujeres que sufran violencia por parte de su pareja o ex pa-
reja, independientemente de la situación actual de la relación. 

La Ley sobre la Violencia y los Crímenes Domésticos y sus Víctimas
que entró en vigor en el Reino Unido en 2005 reconoce los numerosos

113



tipos de relación que pueden existir entre víctima y agresor y define a
los beneficiarios de las órdenes judiciales como dos personas que, aun-
que no estén casadas entre sí, conviven como marido y mujer o, en el
caso de personas del mismo sexo, mantienen una relación equivalente.
De este modo da cabida a la existencia de la violencia doméstica en
las parejas del mismo sexo.a

a Ley sobre la Violencia y los Crímenes Domésticos y sus Víctimas, 2004, Reino
Unido, parte 1, párr. 3.

Con la introducción de las órdenes de protección, los Estados se enfren-
tan a una difícil elección: ¿debería ser la víctima la única persona con facul-
tad para solicitar una orden de protección o debería haber terceros con el de-
recho a intervenir en su nombre? En los casos de violencia doméstica, esos
terceros suelen ser familiares cercanos o profesionales que trabajan con víc-
timas, como autoridades sanitarias, médicos y trabajadores sociales. Esto
suscita el dilema moral de si debe permitirse a terceros el inicio de medidas
jurídicas de protección independientemente de los deseos de la víctima o in-
cluso en contra de su voluntad explícita, lo que puede exacerbar el sentimiento
de impotencia e indefensión de las víctimas en vez de contribuir a su autono-
mía. Esto, a su vez, puede afectar directamente al éxito de las iniciativas pos-
teriores destinadas a garantizar la protección a largo plazo de la víctima.

• En Irlanda, por ejemplo, los servicios de salud tienen potestad para
solicitar órdenes de protección si la víctima ha sido consultada y no
puede o no desea hacerlo por miedo o por efecto del trauma.

• En Bulgaria, la Ley de Protección contra la Violencia Doméstica per-
mite a terceros, como a familiares (hermanos y hermanas y otros fa-
miliares directos, con independencia del grado de parentesco) y al di-
rector de asistencia social, solicitar en caso de urgencia una orden
de protección para una víctima de violencia doméstica cuando sea
necesaria su protección inmediata.a

• La Ley Reguladora de la Orden de Protección de las Víctimas de la
Violencia Doméstica vigente en España va más allá y obliga a las ins-
tituciones y organismos sociales, tanto públicos como privados, a de-
nunciar los casos de violencia doméstica de que tengan conocimiento
ante el magistrado o fiscal competente con el fin de iniciar los proce-
dimientos necesarios para que se dicte una orden de protección. No
es necesario el consentimiento de la víctima para que el juzgado dicte
una orden de protección.

a Ley de Protección contra la Violencia Doméstica, 2005, Bulgaria, artículo 8.
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Estas iniciativas permiten a otras personas pedir protección para una mujer
que se encuentra en peligro pero que, por diversas razones, se niega a hacerlo
o es incapaz de hacerlo por sí misma. Al igual que con la obligación de iniciar ac-
ciones judiciales por casos de violencia doméstica, esto plantea varios proble-
mas. Aunque debe animarse a terceras personas a denunciar casos de violencia
doméstica ante la Policía, es aconsejable que sólo la víctima o la Policía tengan
el derecho de solicitar una orden de protección de derecho civil. La Policía debe-
ría tener también potestad para proteger a las víctimas en situaciones de peligro
inmediato como medida preventiva y, en el caso de que ya se haya cometido un
acto violento, los jueces deberían poder dictar órdenes de alejamiento para evi-
tar que se produzcan otros posteriores. Debería hacerse obligatoria la colabora-
ción entre todos los organismos implicados en los casos de violencia contra la
mujer y los centros de acogida y servicios de orientación de forma que las muje-
res víctimas de violencia puedan ser asistidas de forma activa por profesionales
cualificados, a través del sistema judicial penal y otros procedimientos jurídicos
que les ayuden a ser autónomas. En muchos Estados miembros, los servicios de
orientación y los centros de acogida gestionados por ONG de ayuda a las muje-
res han adquirido amplios conocimientos y experiencia en el apoyo y la autono-
mía de las mujeres víctimas de violencia, por lo que es importante reconocer su
función de apoyo a las víctimas de cara a los procedimientos penales. 

Las víctimas que desean protegerse necesitan una ayuda que sea fácil
conseguir. Las órdenes de protección sólo cumplirán su objetivo si los requisi-
tos para obtenerlas son poco exigentes. El pago de una tasa para obtener una
orden de protección puede disuadir a las mujeres de solicitarlas, al igual que
las barreras lingüísticas y la falta de conocimiento sobre sus derechos y sobre
los medios puestos a su disposición. 

Otro problema a la hora de evaluar la eficacia de las órdenes de protección
reside en las dificultades para su aplicación. El hecho de que muchos agreso-
res no se vean disuadidos por esas medidas y las incumplan con frecuencia de-
muestra que las órdenes de protección no siempre garantizan la seguridad de
las víctimas. La mayoría de los Estados miembros que han establecido las ór-
denes de protección intentan mejorar sus niveles de aplicación y cumplimiento.
Algunos Estados han añadido a la obligación jurídica de mantenerse alejados
de la víctima medidas prácticas de seguridad, como dotar a la víctima de sis-
temas de alarma o teléfonos móviles. Aunque esta medida infunde una cierta
sensación de seguridad a corto plazo, los Estados miembros que encuentran
dificultades para hacer cumplir las órdenes de protección necesitan mejorar la
capacidad de las autoridades para hacerlas cumplir, en derecho y en la prác-
tica, para garantizar la protección de las víctimas. 
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Para garantizar la aplicación efectiva de las órdenes de protección, la ley
no debe permitir que las actitudes tradicionales y los estereotipos influyan en
las decisiones, ya sea de forma consciente o inconsciente. Debe quedar claro
que el comportamiento de la víctima no puede usarse en ningún caso para jus-
tificar la negativa a responder a su petición de auxilio. En los países en los que
se ha conferido a la Policía la potestad de emitir una orden de protección in-
mediata, debe garantizarse, mediante directrices sobre su aplicación y la for-
mación de la Policía, que las convicciones personales o una falta de motivación
no provocan la negativa a actuar. Los informes realizados en toda Europa de-
muestran que, sin una comprensión adecuada de la naturaleza de la violencia
doméstica, los miembros de la Policía pueden no ver la utilidad de emitir varias
órdenes de protección contra el mismo agresor y mostrar una cierta tendencia
a no creer a la víctima o a no comprender su necesidad repetida de protección.
Asimismo, deberían eliminarse de la ley y de todas las directrices sobre su apli-
cación la posibilidad de esgrimir el comportamiento provocador por parte de la
víctima como excusa para denegarle una orden de protección contra un agre-
sor doméstico.

Otras medidas de protección estudiadas por los Estados miembros del
Consejo de Europa consisten en proporcionar una nueva identidad a las vícti-
mas de violencia doméstica. Se trata de una medida extrema que resulta muy
difícil para la víctima, ya que puede dar lugar al aislamiento social, a un trauma
psicológico y a una vida llena de secretos. Además, esta medida hace recaer
sobre la víctima la responsabilidad de su propia seguridad, en vez de impedir
que el agresor siga cometiendo delitos. En consecuencia, esta medida debe-
ría considerarse únicamente como un último recurso en casos extremos.

3.2.1.3. Derecho penal 

Las medidas de derecho penal (tipificación como delito de todas las formas
de violencia contra la mujer, arrestos, acciones judiciales y sentencias ade-
cuadas) son fundamentales para eliminar la violencia contra la mujer. Son va-
rias las razones por las que el índice de incidentes de violencia contra la mujer
denunciados sigue siendo muy bajo, pero en muchos casos se debe simple-
mente a que las mujeres no confían en el sistema de Justicia penal (tanto en
su vertiente policial como en la judicial). Muchas mujeres siguen siendo reti-
centes a presentar demandas por miedo a tener que desvelar detalles íntimos,
ser ridiculizadas, no ser creídas o no saber si el inicio de un proceso penal,
con las dificultades que conlleva, terminará en la condena del agresor. 
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La trayectoria del sistema judicial penal respecto al tratamiento de la violen-
cia contra la mujer refleja las dificultades para conseguir que se haga justicia por
la vía legal en los casos de violación de la integridad física y sexual de las muje-
res. Los Estados miembros del Consejo de Europa tipifican como delito desde
hace ya mucho tiempo las agresiones sexuales y las violaciones, y la mayoría,
aunque no todos, han suprimido la exención relativa a las violaciones dentro del
matrimonio, con lo que la violación se considera delito en toda circunstancia.

Sin embargo, a juzgar por los índices de condenas por violación, agresión
sexual y otras formas de violencia en Europa, está claro que la Justicia penal
no está cumpliendo su objetivo. Un número considerable de mujeres decide no
denunciar los incidentes de violencia sexual. Sólo una pequeña parte de los
casos que sí se denuncian ante la Policía dan lugar a acciones judiciales. Las
razones son numerosas: una investigación insuficiente de la Policía (con la
consiguiente falta de pruebas corroborantes), un apoyo inexistente o inade-
cuado a las víctimas en el sistema de Justicia penal (que puede provocar la ne-
gativa a testificar o la retirada de la denuncia), las dificultades para demostrar
los hechos, las actitudes de los miembros de la Policía y de la Judicatura, etc.
Incluso si se inician acciones penales, pocas terminan en condena y menos aún
en una condena que se considere acorde a la naturaleza del delito.

En los últimos años, los estudios han prestado más atención a la cuestión de
aquellos casos que no logran acabar en acciones penales y condenas. De este
modo se ha puesto en evidencia que, mientras que la mayor sensibilidad de la
población y el cambio en su actitud han dado lugar a un mayor número de de-
nuncias, este aumento de la confianza en el sistema de Justicia penal no se ha
visto traducido en un aumento de los índices de condenas. Por ejemplo, el nú-
mero de condenas (o incluso de acciones judiciales) por casos de violación y
agresión sexual no se corresponde con el número de casos denunciados, que a
su vez no refleja el número total de casos de agresión sexual y violación.122
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122 Los estudios muestran que en Inglaterra y en Gales, por ejemplo, el número de vio-
laciones denunciadas pasó de 1842 en 1985 a 14 192 en 2004. Sin embargo, el número de
acciones judiciales no experimentó el mismo aumento y sólo pasó de 844 a 2689 en el mismo
periodo.Aún más sorprendente es que el número de condenas ni siquiera se haya duplicado:
pasó de 450 en 1985 a 751 en 2004. De las 80000 violaciones y agresiones sexuales que se
calcula se produjeron en el Reino Unido en 2003, sólo se denunciaron 12 760 casos, de los
cuales sólo 673 terminaron en una condena. Fuente: Liz Kelly, Child and Woman Abuse Stu-
dies Unit, London Metropolitan University, informe del seminario regional del Consejo de Eu-
ropa, Lisboa (Portugal), julio de 2007. Véase también L. Kelly, J. Lovett y L. Regan, A gap or
a chasm: Attrition in reported rape cases, Home Office Research Study 293, Development
and Statistics Directorate, 2005, p. 92.



Esto parece indicar que el deseo por mejorar la protección de las mujeres
contra la violación y la agresión sexual, también en el ámbito penal, ha dado
lugar a un fuerte desarrollo de actividades destinadas a generar confianza y
sensibilizar al público, pero no a reformar el sistema de Justicia penal en con-
sonancia. Por consiguiente, sería importante que las Fiscalías y los tribunales
de Europa revisaran la forma en que se tratan los casos de violación y agre-
sión sexual, así como otros casos de violencia contra la mujer, con el fin de
encontrar soluciones que puedan aumentar el índice de condenas. 

Asimismo, es necesaria una revisión similar de la forma en que se tratan
los crímenes de honor y las tradiciones nocivas para las mujeres para que
estos delitos no queden en segundo plano. Por ejemplo, aunque la sensibili-
zación y la educación de la sociedad sobre los matrimonios forzados son im-
portantes, aún lo es más que los Estados reconozcan su responsabilidad y no
antepongan estas actividades a la actuación directa contra la violencia.123 De
igual modo, los juzgados de lo penal necesitan comprender plenamente los
conceptos de honor y tradición para evaluar los factores y comportamientos
relevantes en casos de crímenes de honor. 

Para que se reconozcan jurídicamente las distintas formas de violencia de
género que sufren las mujeres y, en consecuencia, el sistema de Justicia penal
pueda tratar mejor los casos denunciados, algunos Estados miembros del Con-
sejo de Europa han introducido tipos delictivos específicos para las distintas cla-
ses de violencia, como la violencia doméstica, el matrimonio forzado, la muti-
lación genital femenina y el acoso. A esta medida hay que añadir la voluntad
de definir formas concretas de coacción y violencia física o sexual como vio-
lencia de género. El objetivo es transmitir el mensaje de que tales actos son
comportamientos criminales no tolerados por la sociedad. Aunque aún queda
por evaluar su relevancia desde el punto de vista práctico, estas disposiciones
tienen la ventaja de que se reconoce la existencia de esos delitos y que estos
son específicos de un sólo género. Esto, a su vez, ha dado lugar en muchos
casos a cambios legislativos que permiten tratar adecuadamente las conse-
cuencias de esos delitos, como, por ejemplo, los matrimonios legalmente váli-
dos en los que una de las partes fue obligada a dar su consentimiento. Además,
la introducción de tipos delictivos específicos evita que se dé por supuesto que
las formas menos habituales de violencia contra la mujer, como la mutilación
genital, están incluidas en tipos delictivos más generales.
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Puede pensarse que la mutilación genital, por las lesiones ocasionadas,
ya constituye un delito. En 2001, Austria estudió la cuestión con más de-
tenimiento e identificó una laguna: no podía penalizarse por causar daños
físicos si estos se producían con el consentimiento de la parte que re-
sultó herida. Aunque dicha cláusula restrictiva podría ser adecuada en
casos de tatuajes, piercings o cirugía estética, los padres o tutores de
una niña también podrían dar su consentimiento para la mutilación geni-
tal como si se tratase de una operación normal. Mediante una enmienda
de su derecho penal, Austria se aseguró de que no pudiera darse per-
miso para una mutilación o lesión de los genitales destinada a provocar
el debilitamiento permanente de las sensaciones sexuales.a

a Véase nota 8. p.  12

Sin embargo, el establecimiento de tipos delictivos específicos para las
distintas clases de violencia de género presenta el riesgo de relegar los delitos
cometidos contra las mujeres al margen del derecho penal. Los delitos que po-
drían procesarse en función de disposiciones penales ya existentes, como la
agresión, la violación, la coacción o el asesinato, se tratan como delitos espe-
cíficos que, en algunos casos, conllevan penas menos elevadas o con los que
fiscales y jueces no tienen experiencia. Así, las disposiciones en este sentido
podrían permitir, sin quererlo, que actitudes tradicionales sobre el carácter pri-
vado de, por ejemplo, la violencia doméstica influyeran en el procedimiento,
impidiendo de este modo una protección y sanción eficaces. De igual modo,
una disposición bajo el epígrafe «delitos contra la familia» puede anteponer la
protección de la familia al derecho individual a la libertad. Muchas de las vícti-
mas de la violencia doméstica están casadas y tienen hijos. Su función como
madres y el hecho de que se las considere la columna vertebral de la familia
pueden hacer que el respeto de sus derechos fundamentales pase a segundo
plano. Este tipo de tendencias ha aparecido en algunos Estados miembros del
Consejo de Europa, donde puede justificarse la violencia doméstica ante un tri-
bunal si se ha cometido con el objetivo de mantener el matrimonio. 

Cuando se introducen tipos delictivos específicos, es por tanto de vital im-
portancia asegurarse de que la pena prevista sea proporcional a la gravedad
del delito. Por otra parte, los profesionales de la Justicia penal necesitan reci-
bir una amplia formación sobre la forma de aplicar estos tipos delictivos espe-
cíficos. Por último, la introducción de dichos tipos delictivos basados en el gé-
nero debe ir acompañada de normativas procesales que permitan tratar estos
casos con la sensibilidad adecuada y tener en cuenta las necesidades espe-
ciales de las víctimas. 
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Desde 1998, el Código Penal de Suecia prevé el delito de «violación grave
de la integridad de una mujer», que sirve como referencia para los deli-
tos sexistas.a Esta disposición recoge varios actos delictivos, como la
agresión física, las amenazas o coacciones ilícitas y la agresión sexual,
entre otros, y los hace punibles si un hombre los comete contra una mujer
con la que está o ha estado casado o conviviendo. Esto significa que si
un hombre comete un delito contra la vida o la libertad de su esposa, ex
esposa, pareja o ex pareja de hecho (agresión física, amenazas o coac-
ciones ilícitas, agresión sexual o de otra índole, explotación sexual, etc.),
se le condenará por violación grave de la integridad de una mujer en vez
de por esos delitos concretos. De este modo, la responsabilidad penal
recae sobre la violencia doméstica en su conjunto, que a menudo incluye
actos repetidos de maltrato, y la sanciona con una pena de entre seis
meses y seis años de prisión. Sin embargo, para que pueda aplicarse
esta disposición, los actos en cuestión deberán cometerse de forma rei-
terada y con la intención de dañar gravemente la autoestima de la mujer.
La aplicación de esta disposición no excluye la responsabilidad penal en
virtud de otras disposiciones penales si procede, como las relativas a la
violación y a las lesiones graves.

a Ley de Violencia contra la Mujer, Suecia, Proyecto de Ley 1997/98:55, entrada
en vigor el 1 de julio de 1998.

Cuando se opta por un enfoque legislativo basado en el género, es im-
portante asegurarse de que se aplica a todas las víctimas potenciales. En vez
de limitar, por ejemplo, su ámbito de aplicación a los casos de violencia do-
méstica en los que víctima y agresor están o han estado casados o viven jun-
tos, la legislación deberá poder aplicarse a todos los casos en los que exista
un cierto grado de gravedad y un carácter repetitivo, incluidos aquéllos en los
que víctima y agresor ya no viven juntos o nunca lo han hecho pero mantienen
o han mantenido una relación íntima. Sólo mediante la aplicación exhaustiva
de una legislación basada en el género podrá demostrarse que su objetivo es
convertir en delito el carácter estructural de la violencia. 

En España, la Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia
de Género fue redactada en su totalidad desde una perspectiva de género
y amplía la protección a las víctimas que no conviven con el agresor. Esta
ley combate todos los actos de violencia física y psicológica, incluidos los
delitos contra la libertad sexual, las amenazas, la coacción y la privación
arbitraria de libertad, cometidos contra las mujeres por sus cónyuges, ex
cónyuges o por hombres con los que mantienen o han mantenido una
relación equivalente, con o sin convivencia.a El artículo 148 del Código
Penal se enmendó posteriormente para aumentar la condena que podría
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imponerse en caso de agresiones contra la esposa o ex esposa del agre-
sor, o contra alguien con quien el agresor mantuviera una relación equi-
valente, con independencia de que vivieran juntos o no. De este modo las
disposiciones de derecho penal que prohíben toda forma de maltrato,
amenaza o coacción se amplían a las parejas que no comparten vi-
vienda.b

a Artículo 1.
b Código Penal español, artículos 153, 171 (párrs. 4-6) y 172.

Otra opción a la hora de reconocer la gravedad de la violencia doméstica
en el derecho penal es establecer responsabilidad penal no sólo por los actos
concretos de violencia física y sexual, amenazas o coacción, sino por el ca-
rácter continuado del maltrato. Algunos Estados miembros del Consejo de Eu-
ropa han introducido como tipos delictivos ciertos comportamientos como el
maltrato habitual o la violación repetida de la integridad de una persona próxima
al agresor. Puede tratarse de una forma adecuada de reconocer que el delito
es más grave porque se prolonga en el tiempo y que, por tanto, puede ser
mucho más abusivo y destructivo que los actos delictivos aislados.124

Para dar mayor peso a los delitos cometidos en el ámbito doméstico, al-
gunos Estados miembros del Consejo de Europa han introducido disposi-
ciones en su derecho penal destinadas a aumentar las penas dictadas por los
tribunales cuando los actos violentos se hayan cometido contra la pareja o ex
pareja (agravantes). El principio subyacente es reflejar en la legislación la
gravedad de los actos de violencia cometidos contra la pareja e indicar que
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124 En Noruega, por ejemplo, la violencia doméstica es un tipo delictivo específico.
El artículo 219 del Código Penal dispone que quien use las amenazas, la coacción, la pri-
vación de libertad o la violencia, o quien maltrate de forma grave o repetida a un cónyuge,
ex cónyuge, familiares del mismo, a su propia familia o a cualquier persona de su hogar
o a su cargo puede ser condenado con hasta tres años de cárcel. Esta pena puede lle-
gar a seis años en caso de fallecimiento de la víctima o si esta sufre daños corporales o
de salud graves. Asimismo, el Código Penal andorrano de 2005 prevé el delito de «mal-
trato doméstico», en el que se engloba la comisión de forma repetida de violencia física
y psicológica sobre la pareja, la ex pareja, la persona con la que se convive o ha convi-
vido, los ascendientes, descendientes, hermanos o hermanas de esa persona, o cualquier
otra persona que se encuentre en custodia o al cuidado de uno u otro miembro de la pa-
reja. Se considera que el maltrato es habitual si se cometen al menos tres actos de vio-
lencia contra la misma persona en un periodo de tres años, independientemente de que
dichos actos fueran objeto de acciones judiciales o de investigación. Otro ejemplo de de-
lito conductual es el de «violación grave de la integridad de una mujer» recogido por el
Código Penal sueco.



se trata de un grave problema de interés público y no un asunto privado. En
otros Estados se han elaborado directrices de procesamiento y condena para
los fiscales y jueces para garantizar que se presta la debida consideración en
la decisión de procesar o en la sentencia al hecho de que los actos violentos
fueran cometidos por alguien próximo a la víctima o emparentado con ella. 

Este nuevo enfoque vincula la situación del agresor a la de la víctima al
considerar que todo vínculo o relación afectiva entre ambos hace que el de-
lito sea aún más censurable. El concepto de agravantes existe desde hace
mucho tiempo en el derecho penal europeo, pero suele estar relacionado
con las consecuencias del acto delictivo (muerte, pérdida de una extremidad
o de la vista...) o la forma en que éste se llevó a cabo (por ejemplo, si fue es-
pecialmente brutal). El hecho de que se considere como agravante la relación
entre víctima y agresor supone por tanto una novedosa forma de reflejar en
la legislación la gravedad de la violencia doméstica. 

Este enfoque plantea muchas cuestiones respecto a las ventajas e in-
convenientes de dichas disposiciones legales. Podría dar lugar a condenas
más largas y reforzar de este modo la Justicia penal en los casos de violen-
cia doméstica, ya que su aplicación se contempla en la legislación y es, por
tanto, obligatoria. Indicar claramente que un delito cometido contra la pareja
conlleva una pena mayor que el mismo delito cometido contra un extraño
manda un mensaje importante, pero su efecto disuasorio sólo resultará útil de
cara a la prevención si se aplican realmente las penas más severas. Para que
estas disposiciones legales surtan efecto, son necesarias numerosas accio-
nes formativas para garantizar que los miembros de la Judicatura compren-
dan las implicaciones de imponer penas más severas. De momento, son es-
casos los datos sobre el uso de estas disposiciones, por lo que resulta difícil
evaluar la implantación de esta estrategia.

El Código Penal belga, por ejemplo, no contempla la violencia domés-
tica como tipo delictivo. Todo acto de violencia física, ya sea cometido
por un extraño o por la pareja, se considera dentro de las disposiciones
sobre daños corporales intencionados. Sin embargo, si el acto de vio-
lencia es cometido por el cónyuge, la pareja o una persona con quien
la víctima convive o ha convivido o tiene o ha tenido una relación sen-
timental o sexual de larga duración, se considera un delito más grave
que conlleva penas más severas.a

a Véanse artículos 398-405 del Código Penal belga y la Ley belga del 24 de no-
viembre de 1997 sobre la Lucha contra la Violencia dentro de la Pareja.
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Aunque, en los casos de violencia doméstica, la mayoría de los siste-
mas jurídicos se han alejado de la mediación y de otras soluciones sociales,
persisten todavía soluciones de mediación iniciadas por la víctima en lugar
de mecanismos de investigación penal. Esta respuesta pasa por alto el hecho
de que la violencia doméstica es un delito y da a entender que la violencia do-
méstica está penada por la ley pero no es un delito por el que merezca la
pena emprender acciones judiciales. Asimismo, el hecho de que las medi-
das impuestas como resultado de la mediación sean mucho menos severas
que una condena penal es contrario a los esfuerzos por sensibilizar sobre la
gravedad y el carácter delictivo de este tipo de violencia. La mediación no de-
bería emplearse nunca en los casos de violencia contra la mujer. Otro defecto
en el derecho penal es que, en muchos sistemas jurídicos, las acciones ju-
diciales corren por cuenta de la víctima de violencia doméstica y no de la Fis-
calía, lo que puede dar la impresión de que se concede poca importancia a
esos delitos cometidos en el ámbito privado, mientras que deberían tratarse
como un asunto de interés público.

3.2.1.4. Derecho penal procesal 

El carácter íntimo de la violencia contra la mujer y los estereotipos im-
perantes sobre sus víctimas conllevan que sus víctimas se muestren en oca-
siones reticentes a denunciarla ante la Policía, presentar cargos contra el
agresor o testificar en los procedimientos penales. Algunos Estados miem-
bros han adoptado la perspectiva de que la violencia doméstica es un pro-
blema de interés público y, como tal, debe ser el Estado quien lleve las ac-
ciones judiciales. Por consiguiente, para garantizar el enjuiciamiento de los
agresores, han introducido disposiciones que permiten llevar a cabo accio-
nes judiciales incluso si la víctima rehúsa denunciar la violencia y presentar
cargos, o si posteriormente retira los cargos y se retracta de su declaración.

Algunos Estados miembros del Consejo de Europa se han manifestado
de forma inequívoca a favor de que el Estado esté obligado a proteger, pro-
cesar y sancionar. En consecuencia, han introducido el procesamiento de
oficio de los actos violentos cometidos contra mujeres, tales como la agre-
sión, la coacción, la amenaza, la difamación y otros delitos. Al contrario que
con los casos de asesinato, homicidio involuntario o violación, la Fiscalía
puede decidir discrecionalmente si inicia acciones judiciales o no, lo que ha
contribuido en el pasado al reducido número de acciones judiciales y con-
denas en casos de violencia contra la mujer.
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Con la introducción del procesamiento obligatorio (lo que significa que la
Fiscalía interpone acciones judiciales con independencia de los deseos de la
víctima), la Fiscalía debe procesar delitos que anteriormente podrían no ha-
berse considerado de interés público.

Si bien las Fiscalías de toda Europa parecen considerar cada vez más
los casos de agresión en contextos de violencia doméstica como un pro-
blema de interés público, con el resultado de que inician procedimientos pe-
nales, el número de procedimientos que llegan a término y, en última instan-
cia, de condenas, no aumenta necesariamente. La falta real o percibida de
pruebas, la retirada voluntaria o involuntaria del apoyo de la víctima, el hecho
de que no se tomen en serio los actos violentos cometidos contra las muje-
res, y otros factores, suelen dar lugar a la suspensión de los procedimientos,
incluso si inicialmente se iniciaron sobre la base de que eran de interés pú-
blico.

Dados los bajos índices de condenas en los casos de violación y agre-
sión sexual, relacionados con frecuencia con la incapacidad para recabar las
pruebas adecuadas (incluidas fotos que demuestren el delito), es de vital im-
portancia realizar un análisis crítico del derecho penal procesal para identifi-
car las normas de procedimiento que podrían mejorarse. La forma en que
actualmente se tratan los casos de violación y de otros tipos de violencia con-
tra la mujer en los tribunales deja mucho que desear, en especial en los asun-
tos procesales, las actitudes y sensibilización de los jueces y fiscales y la re-
cogida de pruebas. Es fundamental que se reevalúen las estrategias
nacionales sobre el tratamiento de los casos de violación y agresión sexual
para garantizar una auténtica Justicia penal para las mujeres que han su-
frido la violación de su integridad sexual, la parte más íntima del ser humano.

Con el fin de rebajar los requisitos para poder acceder al sistema de Jus-
ticia penal por cualquier tipo de violencia contra la mujer e impedir que las víc-
timas abandonen el proceso, algunos Estados miembros autorizan que las
víctimas presten declaración ante el tribunal por medios audiovisuales. Evi-
tando la confrontación directa con el acusado (mediante el «contrainterroga-
torio» por videoconferencia o detrás de un biombo) y otorgando a los ase-
sores familiares poderes para realizar pesquisas se espera conseguir
pruebas suficientes para condenar al agresor.

Muchos sistemas de Justicia penal confían para la obtención de prue-
bas en procedimientos como el «contrainterrogatorio», que pueden ser apro-
vechados fácilmente para humillar a las víctimas. Si las actitudes tradiciona-
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les sobre la familia prevalecen sobre la noción de que las mujeres son seres
humanos autónomos dotados de derechos y libertades individuales en igual-
dad de condiciones con los hombres, el «contrainterrogatorio» puede utili-
zarse fácilmente para transmitir la idea de que se han transgredido los pa-
peles de cada sexo, con la intención de justificar el comportamiento violento
de los hombres. En este caso, el «contrainterrogatorio» permitiría a los abo-
gados defensores presentar a las víctimas de la violencia doméstica como
provocadoras de esa violencia, lo que las expondría a nuevas agresiones. Lo
mismo ocurre en los casos de agresión sexual y violación.

Las normas procesales sobre las pruebas deberían tomar en considera-
ción los efectos negativos que pueden tener en casos especialmente delica-
dos, como los de violencia contra la mujer, en concreto los casos de violación,
agresión sexual y violencia doméstica. Es fundamental no caer en las tram-
pas de los estereotipos, para lo cual debe garantizarse la obtención de prue-
bas con el tacto debido.

La obtención de pruebas cobra especial importancia en los casos de vio-
lencia doméstica porque los familiares suelen tener el derecho de negarse a
testificar. En consecuencia, es fundamental obtener las demás pruebas dis-
ponibles (imágenes de lesiones y de la escena del crimen, declaraciones de
testigos) de forma cuidadosa y sistemática.

Con vistas a garantizar el enjuiciamiento del agresor, algunos Estados
miembros han adoptado disposiciones que permiten interponer acciones ju-
diciales en casos de violencia doméstica basándose en otras fuentes de prue-
bas distintas del testimonio de la víctima.125 Esto significa que, si se considera
de interés público, el procedimiento penal puede continuar en caso de que la
víctima retire su apoyo. Otros Estados miembros han optado por una estra-
tegia más drástica y han suprimido de su código penal la posibilidad de que
las víctimas de agresión física retiren los cargos.

Para mejorar los niveles de procesamientos y condenas por delitos vio-
lentos contra las mujeres, es necesario ayudar a las mujeres víctimas de vio-
lencia a comprender la forma en que los instrumentos jurídicos pueden pro-
tegerlas y garantizar que disfruten de sus derechos. Muchas ONG que
gestionan centros de acogida u otros servicios de ayuda a las mujeres ofre-

125

125 Crown Prosecution Services, Policy for Prosecuting Cases of Domestic Violence,
Reino Unido, 2005, p.12.



cen apoyo y orientación para que estas puedan tomar decisiones bien fun-
dadas sobre sus opciones legales, pero también para que asuman que su
papel en los procedimientos jurídicos es decisivo. Si se las guía a través del
sistema penal y otros procedimientos jurídicos, las mujeres suelen com-
prender y apreciar con mayor facilidad la importancia y el interés de colabo-
rar con el sistema de Justicia. De este modo, lo perciben como un sistema
que trabaja para protegerlas en vez de algo que les hace revivir su situación
de víctimas, lo que puede dar lugar a un aumento del número de condenas.

Los tribunales deberían adoptar procedimientos que protegieran a las
víctimas de nuevas situaciones traumáticas y, a la vez, proporcionaran las
mejores pruebas posibles. Entre ellos debería figurar el derecho de la víctima
a no testificar en presencia del agresor; la inclusión en las políticas y normas
sobre protección de testigos de medidas especiales para casos de violencia
contra la mujer; la garantía por parte de los tribunales del anonimato de las
víctimas en los medios de comunicación; y la reducción al mínimo del nú-
mero de veces que la víctima tiene que repetir su testimonio.

Algunos Estados miembros reconocen la importancia del apoyo y la
orientación en las relaciones con el sistema jurídico, penal u otro, en el índice
de procesamientos y condenas y han introducido instituciones especiales
que asisten a las mujeres víctimas de violencia doméstica y las ayudan a
manejarse por el sistema de Justicia penal. El objetivo es mejorar la eficacia
judicial haciendo frente a las dificultades que encuentran las víctimas de vio-
lencia doméstica para exigir justicia y prestando atención a sus preocupa-
ciones específicas.

El Reino Unido está estudiando mediante un programa piloto las ven-
tajas de los juzgados especializados en violencia doméstica.a Este pro-
grama, relacionado con el Programa de Lucha contra los Delitos Vio-
lentos, ofrece un método de trabajo eficaz para que los tribunales
penales mejoren la administración de Justicia mediante un índice más
elevado de condenas, mejora la satisfacción de las víctimas con el pro-
ceso en su conjunto y genera una mayor confianza de la población en
el sistema judicial. El programa se centra sólo en asuntos de Justicia
penal y no concede a ningún tribunal en concreto jurisdicción sobre los
asuntos de otros ámbitos del derecho. Una asesora o asesor indepen-
diente sobre violencia doméstica, presente en el juzgado, sirve de en-
lace entre la víctima y el sistema de Justicia penal y se encarga de co-
ordinar las actividades de los diversos organismos de apoyo: Policía,
Servicios Sociales, Ministerio de Vivienda, Fiscalía y Servicio de Liber-
tad Condicional. Estos asesores permiten identificar rápidamente los
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casos de violencia doméstica y acelerar su tratamiento, así como pre-
venir el abandono de las acciones judiciales en sus primeras fases. Ade-
más, se asignan a los casos de violencia doméstica fiscales con for-
mación específica en ese ámbito.b

a Her Majestyʼs Courts Service, Crown Prosecution Service and the Home Of-
fice (octubre de 2008): Specialist Domestic Violence Court Programme - Gui-
dance, p. 8.
b En España, la Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de
Género también establece juzgados especializados en violencia sobre la mujer,
véase el apartado 3.2.1.1.

Debería prestarse especial atención a proteger a los niños de traumas
adicionales asegurándose de que cuenten con el apoyo y la representación
adecuados de un representante legal en los procedimientos jurídicos.

La asistencia jurídica gratuita es importante para que las mujeres vícti-
mas de violencia puedan emprender acciones judiciales penales. En muchos
Estados miembros, las tasas judiciales y los costes de representación legal
han alcanzado niveles prohibitivos.

Además, las víctimas deberían tener el derecho a ser informadas sobre
los servicios de ayuda a las víctimas y, si así lo desean, a ser asistidas, acom-
pañadas y representadas ante el tribunal por un servicio especializado de
ayuda a mujeres víctimas de violencia. Para fomentar el uso de dichos ser-
vicios, estos deberían ser gratuitos. Las víctimas deberían tener también el
derecho de ser informadas sobre todos los procedimientos que les afecten,
incluido el levantamiento de la prisión preventiva del agresor o su salida de
prisión. También deberían tener la posibilidad de participar activamente en el
procedimiento penal, en especial para aportar pruebas. Todas las mujeres
víctimas de violencia deberían ser indemnizadas por los daños sufridos y de-
berían crearse sistemas de financiación para que esto sea posible.

3.2.1.5. Marco de seguimiento del Consejo de Europa 

para la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección 

de la mujer contra la violencia: resultados y evaluaciones

respecto a la legislación 

El sistema de seguimiento de la aplicación de las medidas propuestas en
la Recomendación Rec (2002) 5 incluye varios indicadores relativos a las
medidas jurídicas. Se recopila información sobre la tipificación como delito de
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los distintos tipos de violencia contra la mujer, los poderes de los fiscales
para iniciar procedimientos penales y la disponibilidad de las órdenes judi-
ciales de protección.

Los resultados de dos rondas de seguimiento muestran un reconocimiento
mayor por parte de los Estados miembros de la necesidad de un marco jurí-
dico sólido para combatir la violencia contra la mujer. Cada vez más Estados
miembros cuentan con órdenes de protección para responder a la necesidad
de seguridad física de las víctimas de violencia doméstica. Un número cada
vez mayor de sistemas jurídicos tipifican como delito varias formas de violen-
cia contra la mujer, en especial la violencia física, sexual y psicológica dentro
de la pareja, el matrimonio, una relación de convivencia o en el ámbito fami-
liar, así como el acoso sexual en el trabajo. Además, cada vez más Estados
afirman tener disposiciones para que la Fiscalía actúe en casos de violencia
contra la mujer dentro de la familia y en casos de violencia sexual.

A pesar de ciertas mejoras en las leyes, la mayoría de los Estados miem-
bros sigue encontrando dificultades en la aplicación de su legislación. Por
otra parte, la tipificación como delito de ciertas formas de violencia contra la
mujer y la introducción de órdenes judiciales de protección no constituyen
una estrategia jurídica integral de cara a proteger a las mujeres contra la vio-
lencia y procesar a los agresores. Los Estados miembros necesitan asegu-
rar la coherencia en conceptos y definiciones, pero también en el propósito
y los resultados de las distintas leyes y normas.

Por ejemplo, la simple existencia de órdenes judiciales de protección no ga-
rantiza que puedan obtenerse fácilmente. Los requisitos necesarios para su
concesión en algunos países puede, en muchos casos, impedir que las vícti-
mas consigan protección. En algunos Estados miembros, las órdenes de pro-
tección están disponibles para toda persona expuesta al riesgo de violencia
por parte de su pareja, sin importar si están casados o no o si son del mismo
o distinto sexo; mientras que en otros sistemas judiciales es necesario que la
víctima haya convivido con el agresor o haya estado casada con él. En otros
países, la persona que solicita la orden debe pagar una tasa, lo que puede su-
poner en muchos casos una barrera económica y psicológica a la hora de bus-
car este tipo de ayuda. En muy pocos países se evalúa la aplicación y eficacia
de las órdenes de protección y es frecuente que no existan estadísticas al res-
pecto, ni siquiera sobre el número de órdenes solicitadas y dictadas.

Por otra parte, el hecho de que todas las formas de violencia contra la
mujer constituyan en general un delito no significa que se interpongan accio-
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nes judiciales por todos los episodios de violencia. A pesar del creciente nú-
mero de Estados que permiten el procesamiento de oficio en casos de vio-
lencia contra la mujer en la familia, la mayoría de ellos sólo lo aplican en los
casos más graves. En varios Estados miembros se siguen sin procesar los
casos de violencia doméstica si la víctima no lo solicita expresamente. En
los casos de violencia sexual, sólo se iniciarán acciones judiciales de oficio
si se considera de interés público, lo que suele ocurrir únicamente con los
casos graves. Los Estados miembros en los que los fiscales pueden iniciar
procedimientos penales tanto en casos de violencia doméstica como de vio-
lencia sexual parecen dejar a discreción de los fiscales la decisión de conti-
nuar o archivar un caso. Las respuestas afirmativas a este indicador no sig-
nifican, por tanto, que todos los casos de violencia doméstica y sexual den
lugar a acciones judiciales.

3.2.2. Medidas para apoyar y proteger a las víctimas 

La violencia sufrida por las mujeres es una experiencia traumática. Ade-
más de las lesiones físicas, causa traumas psicológicos, miedo, angustia y
pérdida de autoestima. Para sobreponerse a las numerosas consecuencias
de la violencia y rehacer sus vidas y relaciones, las víctimas necesitan mucho
apoyo y asistencia. Aunque un marco jurídico bien implementado, según se
describió en el apartado anterior, es fundamental para garantizar la seguridad
de las víctimas y prevenir nuevos actos de violencia, los Estados miembros
del Consejo de Europa tienen también la obligación de proporcionar a las
mujeres víctimas de violencia de género servicios y apoyo que les permitan
superar sus lesiones físicas y psicológicas y los efectos a largo plazo de la
violencia en sus vidas.

La mayoría de los Estados miembros del Consejo de Europa reconocen
la necesidad de servicios para mujeres maltratadas, pero la disponibilidad y
calidad de estos servicios varía mucho entre los distintos países de Europa
o incluso dentro de un mismo país. Los servicios disponibles para las distin-
tas formas de violencia contra la mujer varían también considerablemente.
Aunque existen centros de acogida para víctimas de violencia doméstica en
la mayoría de los Estados miembros del Consejo de Europa, los servicios
para las víctimas de agresión sexual y violación son mucho menos frecuen-
tes. Existen aún menos servicios para las víctimas de matrimonios forzados,
crímenes de honor y mutilación genital femenina.
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No obstante, muchos Estados miembros gestionan servicios relativa-
mente importantes o financian total o parcialmente a ONG para que estas
puedan asistir a las mujeres víctimas de violencia. Se han constatado nu-
merosos ejemplos de buenas prácticas en los Estados miembros del Consejo
de Europa, lo que constituye una base de conocimientos sólida sobre la pres-
tación de servicios a las mujeres víctimas de violencia.

3.2.2.1. Objetivos básicos de la prestación de servicios 

y principios de buenas prácticas 

Debido a los devastadores efectos de la violencia, el proceso de recu-
peración puede ser muy largo. Además de los servicios de apoyo inmediato,
como el acceso a un centro de acogida seguro, la orientación y el asesora-
miento jurídico, pero también los cuidados médicos y sanitarios inmediatos,
es necesario que los servicios de larga duración formen parte integral de la
prestación de servicios. Los servicios de larga duración deben asistir y apo-
yar a las mujeres a lo largo de los procedimientos penales y civiles y mien-
tras construyen para sí mismas una nueva vida libre de violencia.

Cada vez más, se reconoce que la violencia cometida contra las muje-
res afecta también a sus hijos. En los casos de violencia doméstica, tanto
las investigaciones como la práctica demuestran claramente una relación
entre la violencia de los hombres sobre las mujeres y su violencia sobre los
hijos. La violencia contra la mujer afecta también a los hijos, por lo que tam-
bién deben tenerse en cuenta la seguridad, protección y necesidades de
estos.

Como ocurre con todas las medidas para prevenir y combatir la violen-
cia contra la mujer, los servicios de apoyo necesitan una financiación ade-
cuada por parte de los Gobiernos. Es fundamental que se asignen fondos
específicos a organismos, actividades y ONG especializados a nivel nacio-
nal, regional y local para garantizar que se ofrecen los servicios adecuados
para todas las víctimas de la violencia, pero también que parte de los presu-
puestos de las instituciones públicas competentes (como los servicios sani-
tarios y sociales) se destinen a dichos fines con vistas a garantizar que sea
personal cualificado quien se ocupe de prevenir la violencia.126
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En Escocia se destina una partida del presupuesto nacional a servicios,
centros de acogida e implementación de proyectos contra la violencia
doméstica y, por ello, existe una buena cobertura en la mayor parte del
país. Escocia es el país del Reino Unido con mayor índice de prestación
de servicios en el ámbito de las agresiones sexuales en relación a la po-
blación. Actualmente financia con 10 millones de libras un programa de
desarrollo de centros de acogida para mejorar los centros existentes y
aumentar el número de plazas disponibles para mujeres y niños.a

a Coy, M, L. Kelly y J. Foord (2007): Map of Gaps: The postcode lottery of vio-
lence against women support services, End Violence Against Women, Londres.

Servicios especializados

Si bien los servicios generales, como los Servicios Sociales y de Salud,
cumplen una importante función a la hora de identificar casos de violencia
contra la mujer, prestar apoyo básico en una situación de crisis y derivar a las
víctimas y a sus hijos a los servicios de apoyo necesarios, los servicios dis-
ponibles actualmente en la mayoría de los Estados miembros del Consejo de
Europa no cuentan con los medios necesarios para responder a las diversas
necesidades de las víctimas ni para prevenir la violencia de forma eficaz. La
compleja tarea de responder adecuadamente al problema de la violencia con-
tra la mujer y favorecer su autonomía mediante una asistencia y apoyo ópti-
mos únicamente puede lograrse con un sector especializado que cuente con
los recursos suficientes.

Las organizaciones e instituciones de ayuda a las mujeres que cuentan
con formación especializada y experiencia en la defensa de las mujeres y
conocen en profundidad la violencia de género son las más adecuadas para
garantizar la seguridad de las mujeres y proporcionarles los servicios y el
apoyo que necesitan.127 Es importante que estos servicios puedan responder
a los distintos tipos de violencia y proporcionar apoyo a todas las mujeres y
a sus hijos, incluidos los grupos a los que es difícil llegar, como las mujeres
discapacitadas, las inmigrantes y las pertenecientes a minorías étnicas.

La deficiente distribución geográfica de los servicios especializados im-
pide el acceso equitativo de todas las mujeres a dichos servicios. En la ma-
yoría de los países, la variedad y calidad de los servicios varía considera-
blemente de una región a otra y es frecuente que falten servicios
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especializados para las mujeres. La mayoría de los servicios se concentran
en ciudades y áreas urbanas, y en ocasiones los únicos servicios disponibles
se encuentran en la capital.

Para que estos servicios estén disponibles para todas las víctimas, es ne-
cesario que se asignen los fondos suficientes para crear una infraestructura
de servicios de protección y apoyo. En concreto, es necesario que se asig-
nen recursos suficientes a los Gobiernos regionales y municipales, que sue-
len ser los encargados de ofrecer servicios de orientación, sanitarios y so-
ciales, para que creen y gestionen los servicios necesarios a nivel local.

• Noruega se ha esforzado por ampliar la prestación de servicios y or-
ganizar la formación de profesionales en todo el país. Para ello ha
creado un centro nacional y cinco regionales en los que se ofrece una
amplia variedad de información sobre la violencia, el abuso sexual y
el estrés traumático. Estos centros de recursos recopilan información
especializada y trabajan en estrecha colaboración con profesionales
de este ámbito, proporcionándoles formación y asesoramiento espe-
cializados. Además, facilitan la colaboración multidisciplinar entre dis-
tintos organismos y servicios de apoyo a las víctimas.

• Por su parte, Finlandia ha garantizado la coordinación de las distintas
autoridades y proveedores de servicios de todo el país mediante la
designación de un coordinador de violencia contra la mujer en la prác-
tica totalidad de sus 415 municipios.

Principios generales

Hace tres décadas, las ONG de ayuda a las mujeres y los organismos es-
pecializados en la prestación de servicios a las mujeres víctimas de violen-
cia emprendieron el proceso de definir los principios básicos que debían im-
plantar los proveedores de servicios en este ámbito. Basándose en este
trabajo, algunas ONG europeas de ayuda a las mujeres, así como algunas
organizaciones intergubernamentales internacionales, han introducido ejem-
plos de buenas prácticas que sirven como directrices a los expertos sobre
cómo cumplir estos principios en su labor cotidiana.128 También se han reali-
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zado trabajos sobre las normas mínimas del sector de los servicios, princi-
palmente por parte de ONG, instituciones e investigadores que trabajan di-
rectamente con las víctimas.

• La red europea WAVE (Women Against Violence Europe) ha esta-
blecido directrices para la creación y gestión de un centro de acogida
para mujeres, así como para los servicios que éste debería propor-
cionar a las víctimas. El manual define los principales objetivos y nor-
mas de un centro de acogida y ofrece consejos para responder a las
necesidades de las víctimas. Además, el manual incluye información
práctica para la creación de un centro de acogida, incluso sobre cómo
obtener financiación y gestionar el centro.a

• En Inglaterra, la Federación de Ayuda a las Mujeres ha desarrollado
unas normas nacionales para los servicios relacionados con la vio-
lencia doméstica y sexual. Estas normas son de tres tipos: normas
para los servicios, normas laborales para los trabajadores y forma-
ción o cualificación exigida a trabajadores y voluntarios. El cumpli-
miento de los compromisos del Gobierno y la asignación de una fi-
nanciación regular para reforzar la capacidad de los servicios se
consideran fundamentales para la aplicación de estas normas.b

a Véase http://www.wave-network.org/.
b Véase http://womensaid.org.uk.

Basándose en la experiencia de los servicios de ayuda a las mujeres, el
Consejo de Europa ha elaborado recientemente un estudio titulado Comba-
ting violence against women: minimum standards for support services. El es-
tudio recoge los requisitos mínimos para los tipos de servicios que necesitan
las mujeres víctimas de violencia doméstica y sexual y las normas que de-
berían cumplir dichos servicios. Asimismo, proporciona puntos de referen-
cia, tanto para los Estados como para los proveedores de servicios, respecto
al alcance y la variedad de servicios, qué servicios deben ofrecerse a las víc-
timas, quién debe proporcionarlos y los principios y prácticas en que debe ba-
sarse su funcionamiento.129

Estos principios integran normas sobre derechos humanos y prácticas,
desarrolladas y defendidas por ONG, que han demostrado su eficacia para
apoyar a las mujeres víctimas de violencia. Estos principios pueden adap-
tarse y extenderse al trabajo realizado por los organismos públicos. Las bue-
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nas prácticas reconocidas a nivel internacional se basan invariablemente en
estos principios.

Todo servicio dirigido a las mujeres víctimas de violencia y a sus hijos
debería basarse en estos principios, que se detallan más abajo. Para ga-
rantizar su aplicación efectiva, los profesionales y organismos que propor-
cionan servicios a las mujeres víctimas de violencia deben adoptar procedi-
mientos que incluyan directrices sobre el comportamiento respetuoso con las
víctimas teniendo en cuenta las diferencias de género.

Trabajar a partir de un conocimiento de la violencia contra la mujer

basado en las diferencias entre sexos. Los servicios necesitan implantar
una estrategia adecuada y bien fundada, apropiada para los usuarios de sus
servicios, en la que se reconozcan la dinámica, el impacto y las consecuen-
cias específicas de la violencia contra la mujer desde una perspectiva ba-
sada en la igualdad entre hombres y mujeres y en los derechos humanos, in-
cluida la necesidad de servicios destinados exclusivamente a las mujeres.
La prestación de servicios debería reconocer por tanto que la violencia con-
tra la mujer no es un problema que afecte a una serie de personas, sino el
resultado de un desequilibrio de poder entre hombres y mujeres que da lugar
a una grave discriminación de las mujeres tanto en la sociedad como en el
seno de la familia. Por otra parte, todos los servicios proporcionados a las mu-
jeres víctimas de violencia deberían basarse en las definiciones estableci-
das en la Recomendación Rec (2002) 5 del Consejo de Europa sobre la pro-
tección de la mujer contra la violencia.

Seguridad y dignidad humana. Los servicios deben garantizar que, en
todas las intervenciones, se da prioridad a la seguridad y dignidad de los
usuarios de los servicios y de los trabajadores.

Servicios especializados. La base de conocimientos y competencias
de los trabajadores, así como las formas de prestar los servicios, deben estar
especializados; es decir, adaptados a las necesidades específicas de los
usuarios. Debe prestarse especial atención a responder a las necesidades de
grupos concretos de mujeres, como las mujeres jóvenes o ancianas, las mu-
jeres inmigrantes, las pertenecientes a minorías étnicas y las que presentan
algún tipo de discapacidad.130 Por otra parte, el tipo de servicio que necesi-
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tan las víctimas puede ser distinto en función del tipo de violencia sufrida
(violencia doméstica, violencia sexual o violencia causada como conse-
cuencia de prácticas tradicionales dañinas, como los crímenes de honor, los
matrimonios forzados y la mutilación genital femenina).

Diversidad y acceso equitativo. Los servicios deben respetar la diversi-
dad de sus usuarios e implantar medidas claras de lucha contra la discrimina-
ción. Los servicios deben ser gratuitos, estar repartidos de forma equitativa por
todo el país y estar disponibles en todo momento en situaciones de crisis.

Son varias las medidas necesarias para facilitar el acceso de las víctimas
a los servicios, desde campañas de sensibilización para informar a las mu-
jeres sobre sus derechos y los servicios ofertados a la organización de trans-
porte gratuito a los centros de acogida para mujeres y los servicios de infor-
mación. Para que cumplan con este principio, el Consejo de Europa insta a
sus Estados miembros a proporcionar a las víctimas documentación e infor-
mación sobre sus derechos, los servicios de los que pueden beneficiarse y
las acciones que pueden emprender, aparte de formular una queja, así como
información sobre el apoyo psicológico, médico y social continuado y la asis-
tencia jurídica que pueden recibir.131

Defensa y apoyo de las mujeres. Los servicios deben proporcionar ser-
vicios de defensa de la mujer tanto en los casos concretos como de forma ge-
neral para apoyar y promover los derechos de los usuarios y responder a
sus necesidades.

«Empoderamiento». Los servicios deben garantizar que las víctimas
pongan nombre a sus experiencias, conozcan sus derechos y tomen deci-
siones en un entorno en el que se sientan apoyadas y tratadas con dignidad,
respeto y sensibilidad. Además, los servicios de apoyo deben aspirar siem-
pre a ayudar a las mujeres víctimas de violencia a retomar el control de sus
vidas y, al mismo tiempo, promover su bienestar general garantizando su se-
guridad física y económica.

Participación y consulta. Los servicios deben promover la participa-
ción de los usuarios en su desarrollo y evaluación. Por consiguiente, los ser-
vicios deben estar organizados de forma democrática, garantizar la partici-
pación de sus usuarios y disponer de una plantilla con la formación adecuada
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y en número suficiente. Además, debe invitarse con regularidad a las víctimas
a participar en la evaluación de los servicios y dárseles el derecho a pre-
sentar quejas ante un organismo independiente (el Defensor del Pueblo) si
no están satisfechas con la calidad del servicio.

Confidencialidad. Los servicios deben respetar y cumplir el derecho a
la confidencialidad de los usuarios y asegurarse de que se informa a todos
los usuarios de las situaciones en las que la confidencialidad puede verse re-
ducida.

Respuesta coordinada. Los servicios deben actuar en un contexto de
cooperación entre los organismos competentes, colaboración y coordinación
en la prestación de los servicios. Lo ideal sería que las ONG de ayuda a las
mujeres y todos los organismos y sectores de servicios competentes partici-
paran en el desarrollo, aplicación y seguimiento del apoyo y asistencia ofre-
cidos a las víctimas. Una respuesta coordinada serviría para garantizar que
las víctimas puedan acceder fácilmente a los distintos servicios sin tener que
tratar por separado con diversos organismos.

Responsabilidad de los agresores. El funcionamiento de los servicios
debe asentarse sobre dos pilares básicos: creer y respetar a las víctimas y
considerar a los agresores responsables de sus actos.

Forma de gobierno y responsabilidad. Los servicios deben gestionarse
de forma eficaz para que los usuarios reciban un servicio de calidad por parte
de una plantilla que cuenta con las competencias y recursos adecuados.

Tolerancia. Los servicios deben promover un modelo de no violencia
tanto interna como externamente y usar el análisis de género para sensibili-
zar, educar y emprender tareas de prevención en la sociedad en general y
con los particulares.

3.2.2.2. Servicios básicos de apoyo a las mujeres víctimas de violencia 

Aunque las normas anteriormente mencionadas sirven como punto de
referencia sobre la calidad del servicio, también pueden aplicarse normas
que definan los requisitos mínimos para los distintos tipos de servicios. El
principio fundamental es que todas las víctimas y sus hijos reciban el apoyo
adecuado a sus necesidades, por lo que deberá ofrecérseles una amplia va-
riedad de servicios.
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El estudio Combating violence against women: minimum standards for
support services del Consejo de Europa propone que cada Estado miembro
proporcione teléfonos de ayuda, centros de acogida, centros de asistencia ur-
gente a víctimas de violación y centros de asistencia a víctimas de agresio-
nes sexuales, asegurándose de que estos servicios tengan una distribución
geográfica adecuada.132 Además de estos servicios básicos, deberían ofre-
cerse servicios de orientación, ayuda psicológica e información, ya sea de
forma independiente o integrados en los servicios anteriormente menciona-
dos. Por otra parte, se sugiere que los Estados miembros desarrollen normas
mínimas para la prestación de servicios especializados, a saber: al menos un
teléfono de ayuda de ámbito nacional y gratuito para todas las formas de vio-
lencia contra la mujer, que funcione las 24 horas del día todos los días de la
semana y que ofrezca apoyo en casos de crisis en todos los idiomas opor-
tunos; centros de acogida seguros y especiales para mujeres disponibles en
todas las regiones, con capacidad para una familia por cada 10 000 habi-
tantes; un centro de asistencia urgente a víctimas de violación por cada
200 000 mujeres; un centro de orientación a las mujeres por cada 50 000
mujeres, que pueda intervenir en crisis y proporcionar apoyo de larga dura-
ción a las mujeres víctimas de todas las formas de violencia y a los grupos
especiales, incluidas las mujeres inmigrantes y pertenecientes a minorías ét-
nicas, refugiadas, etc.; así como servicios proactivos y de información en
todas las regiones.133 Todos los servicios para mujeres víctimas de violencia
deben proporcionar asimismo el apoyo adecuado para sus hijos.

El siguiente apartado se centra principalmente en los servicios básicos
que deben proporcionarse a todas las víctimas de cualquier forma de vio-
lencia contra la mujer y sus hijos. Aunque se basa en las normas mínimas es-
tablecidas para la prestación de servicios en el reciente estudio del Consejo
de Europa, va más allá de estas normas y trata también servicios que han de-
mostrado ser fundamentales para proporcionar un apoyo y asistencia efica-
ces a las víctimas.

Teléfonos de ayuda a las mujeres

La violencia contra la mujer, en especial la violencia doméstica y sexual,
tiene un impacto tremendo en el aspecto psicológico, social y económico de
la vida de las mujeres. Por eso es fundamental que las víctimas tengan un
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acceso inmediato a una ayuda y una asistencia profesionales. Para respon-
der a esta necesidad se han creado servicios de emergencias 24 horas.

Los teléfonos de ayuda son uno de los medios más importantes para que
las mujeres puedan acceder a la ayuda y el apoyo que necesitan. Un teléfono
de ayuda gratuito (cuyo número se difunda profusamente entre el público)
que proporcione apoyo y asesoramiento en situaciones de crisis y dirija a las
mujeres hacia los servicios presenciales, como los centros de acogida, los
centros de orientación o la Policía, constituye la piedra angular de todo ser-
vicio de apoyo para las mujeres víctimas de violencia. Se recomienda que
cada país tenga al menos un teléfono de ayuda a las mujeres de ámbito na-
cional que esté disponible en cualquier momento del día o de la noche. Los
teléfonos de ayuda deben ser financiados por los Gobiernos nacionales y
gestionados por ONG de ayuda a las mujeres con una dilatada experiencia
en el asesoramiento y el apoyo a las víctimas de violencia.134

Los teléfonos de ayuda a las mujeres proporcionan un acceso rápido a
los servicios de ayuda y apoyo. Además, las mujeres pueden permanecer en
el anonimato y recibir información gratuita sobre sus derechos y opciones, lo
que resulta fundamental para vencer las reticencias de las mujeres a pedir
ayuda. Las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación per-
miten proporcionar servicios en diferentes idiomas o poner a las mujeres en
contacto con especialistas en formas específicas de violencia contra la
mujer.135 Para mejorar la ayuda y la asistencia ofrecidas a través de los telé-
fonos de ayuda es importante hacer un seguimiento de las llamadas y eva-
luar los datos sobre las llamadas recibidas según el tipo de violencia y el tipo
de asistencia requerida.

Existen altos índices de uso y demanda, pero los teléfonos de ayuda
cuentan, por lo general, con fondos insuficientes.136 La falta de recursos ade-
cuados para los teléfonos de ayuda es un problema de gran importancia, ya
que los profesionales reconocen claramente que son una parte fundamental
de la prestación de servicios a las mujeres víctimas de violencia. La creciente
demanda de estos teléfonos de ayuda indica claramente que es preciso am-
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pliar considerablemente los recursos en este ámbito para mejorar el acceso
a ellos. Es de vital importancia proporcionar asistencia inmediata todos los
días del año y asegurarse de que está disponible en cualquier momento del
día o de la noche. Dentro del Consejo de Europa, 24 Estados miembros cuen-
tan con teléfonos de ayuda de ámbito nacional que funcionan las 24 horas del
día. Sin embargo, la mayoría de los teléfonos de ayuda siguen estando limi-
tados a ciertos días y horas y no son completamente gratuitos.137

Centros de acogida para mujeres víctimas de violencia

Una forma importante de cumplir con la obligación de ofrecer protección
a las víctimas es garantizar a las mujeres y a sus hijos un acceso inmediato
y en cualquier momento del día o de la noche a un alojamiento seguro cuando
ya no estén a salvo en su casa. El alojamiento meramente temporal o los
centros de acogida genéricos, como los albergues para gente sin hogar, en
los que el personal no cuenta con la formación adecuada, no bastarían para
proporcionar el apoyo necesario a las víctimas de violencia y ayudarlas a
hacer valer sus derechos fundamentales. Las víctimas se enfrentan a nu-
merosos problemas, relacionados entre sí, en el ámbito de la salud, la situa-
ción económica, la seguridad fuera del hogar y el bienestar de sus hijos, por
lo que los centros de acogida especializados están mejor preparados para
hacer frente a esta situación.138

Además de proporcionar un alojamiento seguro a las mujeres, los cen-
tros de acogida suelen cumplir más funciones. Proporcionan apoyo a las mu-
jeres y a sus hijos, lo que les permite superar la experiencia traumática que
han vivido, abandonar las relaciones violentas, recuperar su autoestima y
establecer las bases para llevar la vida independiente que elijan. Además,
los centros de acogida para mujeres cumplen una función esencial en la cre-
ación de redes, la colaboración interinstitucional y la sensibilización de la po-
blación local.
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138 Véase nota 1. p. 16.



Para cumplir su tarea principal, la de garantizar la seguridad de las mu-
jeres, es fundamental que todos los centros de acogida apliquen una serie de
normas que mantengan a las víctimas a salvo del agresor. Para ello debe
evaluarse la situación de seguridad de cada víctima y elaborarse un plan de
seguridad individual basado en dicha evaluación. La seguridad técnica del
edificio es otro asunto fundamental para los centros de acogida, ya que los
ataques violentos de los agresores suponen una amenaza no sólo para las
mujeres y para sus hijos, sino también para los empleados y otras personas
que se encuentren en las inmediaciones. Además, es indispensable la cola-
boración eficaz con la Policía en materia de seguridad y, con ese fin, la Po-
licía debería instalar un sistema técnico de seguridad.139

La ley portuguesa regula la organización, el funcionamiento y la super-
visión de los centros de acogida para víctimas de violencia doméstica
con el fin de garantizar la calidad de los servicios prestados. Establece
normas mínimas respecto a la seguridad, la formación y las responsa-
bilidades de la plantilla, cuestiones prácticas como el tamaño y la ubi-
cación adecuados para los centros, el tipo de datos que deben reco-
gerse sobre las personas acogidas, etc.a

a Decreto regulador 1/2006 del 25 de enero de 2006, Portugal.

Los datos proporcionados por la primera ronda de seguimiento sobre la
aplicación de la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer
contra la violencia indican que la mayoría de los Estados miembros recono-
cen la imperiosa necesidad de más centros de acogida para mujeres mal-
tratadas, ya que el número de plazas suele ser insuficiente y su distribución
geográfica, inadecuada.140 Aunque la mayoría de los países afirmaron tener
centros de acogida (36 de 40 Estados miembros),141 al analizar los datos con
detenimiento surgen varias preocupaciones. Sólo ocho Estados miembros
afirman cumplir con la norma mínima de la cantidad: una plaza por cada
10 000 habitantes.142 Diez países ofrecen aproximadamente la mitad de las
plazas mínimas exigidas y ocho países, menos de la mitad. La situación es
especialmente alarmante en siete Estados miembros, que afirman tener 0,1

140

139 Away from violence, véase nota 127.
140 Véase nota 1, p. 17.
141 Véase nota 1. Tabla 8, p. 52.
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o menos plazas por cada 10 000 habitantes, lo que claramente resulta insu-
ficiente para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de violencia y
sus hijos.143 Sólo 18 de 40 Estados miembros proporcionan centros de aco-
gida con una distribución geográfica adecuada, mientras que algunos Esta-
dos miembros afirman no disponer de ningún centro de acogida, lo que de-
muestra la necesidad de que los Estados miembros tomen medidas decididas
para solucionar estos defectos en la prestación de servicios.

La segunda ronda de seguimiento de la aplicación de la Recomendación
Rec (2002) 5 demuestra que, aunque se hayan realizado ciertos avances en
dos años, los servicios siguen siendo insuficientes en la mayoría de los paí-
ses. Muy pocos de los Estados miembros que participaron en ambos estu-
dios de seguimiento han aumentado el número de plazas en los centros de
acogida;144 sin embargo, el número de Estados miembros en los que los cen-
tros de acogida tenían una distribución geográfica adecuada pasó de 18 a 23,
y los que ofrecían centros de acogida disponibles a cualquier hora del día o
de la noche pasaron de ser 29 a ser 35, lo que indica una mayor determina-
ción en algunos Estados miembros por ofrecer este tipo de servicio.

La calidad de los servicios proporcionados en los centros de acogida
para mujeres no puede valorarse a partir de los resultados del estudio de se-
guimiento, pero los datos ofrecidos por las ONG y obtenidos de otras fuen-
tes indican que en muchos Estados miembros sigue existiendo una falta con-
siderable de servicios de calidad.

Incluso las redes de centros que cuentan con un buen nivel de recursos
encuentran dificultades para proporcionar apoyo a las mujeres que lo nece-
sitan. Por ejemplo, los países que afirman disponer de un número adecuado
de centros de acogida siguen teniendo problemas a la hora de proporcionar
sus servicios a nivel regional. Los centros de acogida para mujeres y los cen-
tros de orientación suelen encontrarse en entornos urbanos y, por tanto, no
están al alcance de un gran número de mujeres afectadas. En las zonas ru-
rales suelen faltar servicios para mujeres inmigrantes, refugiadas, discapa-
citadas o pertenecientes a otros grupos con necesidades especiales. Ade-
más, el número de plazas en los centros de acogida para mujeres es
insuficiente en general, por lo que es posible que las víctimas que necesitan
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144 Véase nota 8. Figura 3, p. 17.



ayuda no sean admitidas de forma inmediata. Las limitaciones económicas
y la falta de recursos financieros suponen una dificultad constante para los
centros de acogida: la mayoría de los centros de acogida para mujeres tie-
nen que hacer un gran esfuerzo todos los años para obtener financiación.145

En los últimos años se han creado en varios Estados miembros centros
de acogida para mujeres víctimas de trata. En ocasiones, los centros de aco-
gida para mujeres alojan a víctimas de violencia doméstica junto a víctimas
de trata, normalmente por falta de alternativas. La experiencia demuestra
que es más eficaz proporcionar centros de acogida separados y especiali-
zados para mujeres víctimas de tráfico de seres humanos, ya que requieren
un tipo de apoyo y protección distinto y un personal adecuadamente espe-
cializado.

Viena financia completamente cuatro centros de acogida para mujeres
y un centro de orientación, todos ellos gestionados por ONG de ayuda
a las mujeres. Los cuatro centros de acogida llevan a cabo una estra-
tegia, encaminada a lograr la autonomía de las mujeres, que toma en
cuenta la perspectiva de género. Los centros, uno de los cuales se
construyó específicamente como centro de acogida para mujeres, están
dotados con dispositivos técnicos de seguridad. Los centros de acogida
tienen garantizada su financiación gracias a un contrato de duración ili-
mitada con la ciudad. El presupuesto anual ronda los 4 millones de
euros al año.

Centros de asistencia urgente a víctimas de violación

Los centros de asistencia urgente a víctimas de violación se crearon para
responder a las necesidades de las víctimas de violencia sexual, que suelen
precisar de atención médica inmediata y otros servicios específicos. Un cen-
tro de asistencia urgente a víctimas de violación deriva a las víctimas hacia
un entorno seguro en el que hay psicólogos y personal con formación espe-
cífica.146 Tanto el carácter traumático de la violación como la necesidad de un
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cas para luchar y eliminar la violencia contra la mujer, organizada por la División División
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las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (Viena, Austria, 17-20 de mayo de 2005),
pp. 3-4.

146 Véase nota 1. p. 32.



examen forense inmediato para recoger las pruebas necesarias de cara a
un proceso judicial exigen que los centros de asistencia urgente a víctimas
de violación cuenten con personal cualificado, listo para actuar en cualquier
momento y disponible, preferiblemente, las 24 horas del día.147

En los Estados miembros del Consejo de Europa existen distintos mo-
delos de centros de asistencia urgente a víctimas de violación. Algunos se en-
cuentran en el ámbito hospitalario, lo que garantiza la asistencia médica in-
mediata, mientras que otros se centran en los distintos tipos de apoyo y
orientación. Pueden identificarse dos enfoques principales sobre la prestación
de servicios a las víctimas de violencia sexual.

Los centros de referencia para víctimas de agresión sexual se ubican en
hospitales o junto a hospitales colaboradores, lo que garantiza una labor fo-
rense de alta calidad junto a una intervención de urgencia y diversas activi-
dades de apoyo. Los centros de referencia actúan ante una agresión sexual
reciente, realizan exámenes médicos, intervienen en casos de urgencia y de-
rivan a las víctimas hacia otras organizaciones locales especializadas para
que reciban servicios adicionales.148 Una evaluación reciente de estos cen-
tros en el Reino Unido reveló que los servicios de apoyo y de seguimiento
proactivo eran los servicios más importantes en el periodo inmediatamente
posterior a una agresión sexual.

Además del apoyo que se necesita inmediatamente después del episo-
dio de violencia, las víctimas de violación y de agresión sexual necesitan ser-
vicios de apoyo y orientación a largo plazo. Los centros de asistencia urgente
a víctimas de violación se crearon para responder a esta necesidad. Muchos
de ellos ofrecen un teléfono de ayuda, orientación presencial, grupos de
apoyo y asistencia jurídica de mujer a mujer en caso de procedimiento judi-
cial y, además, permiten ponerse en contacto con otros servicios.149 Las in-
vestigaciones indican que la necesidad de orientación y terapia suele surgir
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147 La Organización Mundial de la Salud ha elaborado unas directrices para la aten-
ción médica y jurídica de las víctimas de violencia sexual con el fin de mejorar la capa-
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148 Not either/or but both/and Why we need Rape Crisis Centres and Sexual Assault
Referral Centres, EVAW, CWASU, Rape Crisis, Fawcett.

149 Ídem.



varios meses o incluso años después del suceso, más que en los primeros
días o semanas.150 Una buena práctica consiste en ofrecer estos servicios in-
dependientemente de si va a denunciarse o no el hecho ante la Policía y ofre-
cer la posibilidad de tomar y conservar muestras, de modo que la decisión de
denunciar o no la violación pueda tomarse más adelante.151

• El Reino Unido tiene una larga trayectoria en materia de centros (de
referencia) de asistencia a víctimas de agresión sexual (SAC/SARC),
que se establecieron en la década de los ochenta en hospitales o en
la proximidad de hospitales colaboradores. Los SAC/SARC se es-
fuerzan por ofrecer una respuesta forense de calidad y proporcionar
orientación y servicios a corto plazo para las víctimas de agresiones
sexuales recientes, ya sean hombres o mujeres.a

• Suecia ha creado un centro nacional para mujeres maltratadas y vio-
ladas en un entorno hospitalario en la ciudad de Uppsala. En este cen-
tro se realizan exámenes médicos y se proporcionan tratamiento y
apoyo a las mujeres víctimas de violencia. En él se proporcionan ade-
más formación y orientación práctica para el personal sanitario y mé-
dico en el ámbito de la violencia sexual y sirve como centro nacional
de recursos al ofrecer una gran variedad de información especializada
sobre el tema. Para garantizar la divulgación de conocimientos espe-
cializados por todo el país, el centro documenta información sobre sus
métodos de trabajo y la divulga por todo el país.b

• Noruega ha creado centros de servicios para víctimas de violación y
agresión sexual en todos los condados del país. Dichos centros están
vinculados a clínicas de emergencia intermunicipales. El objetivo de
los centros de servicios es mejorar la prestación de servicios a nivel
local y garantizar que se tomen en cuenta las necesidades de las víc-
timas de violación y agresión sexual mediante personal especializado
y servicios específicos.c

a Véase por ejemplo: ACPO Rape Working Group: Sexual Assault Referral Cen-
tres: Getting started, Reino Unido.
b Véase www.akademiska.se.
c Overgrepsmotlak, Beileder for helsetjenesten, 2007. Para una lista de centros
de asistencia a víctimas de violación, véase el sitio web www.dixi.no.
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Los datos recientes apuntan a una alarmante falta en Europa de centros
de asistencia urgente a víctimas de violación. Los resultados de la segunda
ronda de seguimiento de la aplicación de la Recomendación Rec (2002) 5
muestran que sólo en 21 de los 40 países que participaron el estudio de se-
guimiento existen centros de asistencia urgente a víctimas de violación que
cuenten con personal formado específicamente y preparado para proporcio-
nar asistencia médica inmediata e información especializada. En 24 países
los servicios son gratuitos y 22 países afirman que estos servicios son ac-
cesibles a todas las mujeres. Sin embargo, sólo 16 de los 24 Estados miem-
bros en cuestión proporcionan servicios con un distribución geográfica sufi-
ciente.152

Si se analizan estas cifras bajo la perspectiva de las normas estableci-
das en la Recomendación Rec (2002) 5 del Consejo de Europa, que prevé
la prestación de asistencia inmediata, integral, gratuita y las 24 horas del día,
queda claro que la situación actual en los Estados miembros queda lejos de
cumplir la recomendación.

Orientación

La orientación, comprendida como un apoyo integral que incluye la ayuda
práctica y el acompañamiento, supone una parte importante de los servicios
ofertados a las mujeres que han sufrido violencia, ya que les permite com-
prender y superar los efectos de la violencia. La orientación debería estar
disponible para todas las mujeres víctimas de todas las formas de violencia,
incluidas las víctimas de violencia doméstica que no necesitan alojarse en
centros de acogida para mujeres pero que buscan apoyo. Es fundamental
que las mujeres reciban un apoyo por parte de profesionales que no la juz-
guen, un apoyo que fomente la autoestima y determinación de la mujer in-
dependientemente de las decisiones que tomen respecto a su futuro. Por
eso, debería haber al menos un centro de orientación de mujeres por cada
50 000 mujeres que proporcione apoyo en situaciones de crisis, pero también
a largo plazo.153

Una de las finalidades de la orientación es ayudar a las mujeres a com-
prender cómo se utiliza la violencia, y qué tipo de comportamiento se ha uti-
lizado, para ejercer dominio y control sobre ellas. Al reconocer los mecanis-
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mos del comportamiento violento, las mujeres aprenden a hacer frente a la
violencia y protegerse.154

Atención y apoyo psicológico a largo plazo

La ayuda terapeútica, ya sea individual o en grupo, constituye un com-
ponente adicional de los servicios que necesitan las víctimas, ya que la vio-
lencia conlleva graves consecuencias para su salud física, reproductiva y
mental.

Es importante comprender que la recuperación psicológica continúa
mucho después de que hayan desaparecido las lesiones físicas. La atención
y el apoyo psicológico a las víctimas deben ampliarse por tanto para hacer
frente a las consecuencias que la violencia tiene a largo plazo, incluso años
después de los primeros incidentes.

Servicios proactivos

En las últimas décadas ha surgido en varios países europeos un inno-
vador tipo de servicio para los casos de violencia doméstica, a menudo en
forma de los llamados «centros de intervención», para responder a las ne-
cesidades de las víctimas de violencia mediante una estrategia proactiva.
Este tipo de servicio, cuyo objetivo es garantizar la colaboración entre la Po-
licía y los servicios especializados para mujeres, se basa en el principio pro-
activo de ponerse en contacto con las víctimas de violencia tras la interven-
ción policial. Conscientes de los obstáculos que encuentran las mujeres
cuando buscan ayuda de los distintos organismos y servicios, los centros de
intervención proporcionan a las mujeres información sobre sus derechos ju-
rídicos y sociales y les ayudan a acceder a otros servicios de apoyo.

Muchas ONG de ayuda a las mujeres han expresado su preocupación
por el escaso número de centros de intervención, ya que cumplen una im-
portantísima función como organismos centrales de referencia para otros ser-
vicios.155 En consecuencia, se recomienda prestar más atención a este tipo
de servicio.
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Servicios móviles de información e intervención

Un aspecto importante de los servicios proactivos es su labor informativa
dirigida a grupos vulnerables de mujeres, como las mujeres pertenecientes
a minorías étnicas y las mujeres con alguna discapacidad que no tienen nin-
gún contacto con los servicios disponibles y desconocen sus derechos. Esta
labor también es importante para las mujeres con hijos pequeños y las mu-
jeres sin acceso al transporte público, que se encuentran con obstáculos de
índole práctica para llegar a los servicios de apoyo.

La experiencia en distintos países europeos demuestra que los servicios
móviles (o por teléfono) de información e intervención resultan útiles para lle-
gar a las víctimas que tienen un acceso limitado a los servicios de apoyo, ya
que se acerca el servicio a la mujer en vez de a la inversa.156 Los servicios
móviles de información, que llegan a las víctimas de zonas rurales, se con-
sideran una parte integral del sistema de servicios para víctimas de violen-
cia y deberían establecerse por tanto en todas las regiones. Podría adop-
tarse un sistema parecido en el sistema sanitario, donde el primer contacto
con las víctimas de violencia suele producirse cuando las víctimas acuden por
otras cuestiones médicas.

Modelo integral de tratamiento de la violencia doméstica

Se ha desarrollado un modelo integral para tratar los casos de violencia
doméstica como instrumento para garantizar la colaboración, la coordinación
y el intercambio de toda la información pertinente entre todos los proveedo-
res de servicios y autoridades que participen en cada caso, de forma que la
mujer y sus hijos consigan la seguridad y el apoyo que necesitan. Para ga-
rantizar la seguridad y protección de las víctimas, en este modelo se consi-
dera importante ponerse en contacto con el agresor, así como proteger a los
hijos y responder a su necesidad de seguridad y apoyo.

Asistencia jurídica y servicios de apoyo

Muchas mujeres víctimas de violencia tienen dificultades para valerse de
los medios jurídicos existentes contra el agresor. Ya se trate de presentar
cargos contra el agresor, proporcionar pruebas ante un tribunal o gestionar
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asuntos relacionados con el divorcio, la custodia y manutención de los hijos,
el reparto de bienes, el bienestar social, el alojamiento o el empleo, muchas
mujeres necesitan apoyo emocional y económico para llevar las batallas ju-
diciales hasta el final.

El apoyo a las mujeres durante los procedimientos penales ha resultado
muy eficaz para el resultado de dichos procedimientos. Para las víctimas de vio-
lación, estos pueden ser, en efecto, verdaderamente extenuantes; muchas víc-
timas deciden no testificar por miedo a arriesgar su seguridad, a la humillación
pública o a la revictimización. Estudios recientes realizados en el Reino Unido
y en los Países Bajos demuestran que los servicios de apoyo son una forma
fundamental y eficaz de apoyar a las mujeres víctimas de violencia doméstica
ante la Justicia penal y reducir el número de casos para los que no se inician
acciones judiciales. Las mujeres que reciben el apoyo de servicios especiali-
zados tienen más probabilidades de facilitar pruebas y están más satisfechas
con los procedimientos jurídicos. El apoyo adecuado en los procedimientos pe-
nales puede prevenir además traumas secundarios.157

Dado que la violencia causa graves estragos en todos los ámbitos de la
vida de las mujeres durante años y puede causar traumas graves, las muje-
res pueden solicitar información general o especializada a los diversos pro-
veedores de servicios, en concreto aquéllos que facilitan apoyo económico,
ayuda social o servicios a la infancia, así como los organismos de educación
y formación.

Los servicios de apoyo cumplen una importante función a la hora de ayu-
dar a las mujeres a ponerse en contacto con los organismos y servicios com-
petentes que puedan ayudarlas mientras reclaman sus derechos.158

Para garantizar que no se les impida recurrir a la Justicia penal o a una
orientación jurídica eficaz, debería existir asistencia jurídica disponible de
forma generalizada para las mujeres víctimas de violencia. Lo ideal sería que
la asistencia jurídica se proporcionara de forma coordinada, de modo que un
organismo se encargara de todos los asuntos jurídicos relacionados con la
violencia contra la mujer.
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En el Reino Unido se han designado asesores sobre violencia domés-
tica para asistir a la víctima en los procedimientos penales y facilitar el
contacto con las autoridades y los distintos servicios de apoyo.a

a Véase Home Office (marzo de 2005): Domestic violence - a national report, ar-
tículo 16, Reino Unido.

Servicios para los menores

La exposición a la violencia tiene un fuerte impacto en los niños. Genera
temor, provoca traumas y afecta negativamente a su desarrollo. En los casos
de violencia doméstica, el agresor, que suele ser el padre o padrastro, suele
mostrarse violento con los hijos con los que comparte vivienda, como resul-
tado del mismo patrón de maltrato que caracteriza el comportamiento hacia su
pareja. El agresor puede amenazar o lesionar a los hijos, por ejemplo, para in-
tentar presionar a la mujer que le ha abandonado. Además, la violencia suele
continuar tras la separación, a menudo durante las visitas del padre.159

Aunque se sabe que la violencia es perjudicial para los niños, se ha pres-
tado poca atención al efecto que tiene en la capacidad del padre o madre
para proteger y cuidar de sus hijos. Como consecuencia, se han producido
pocos avances en Europa con respecto a estrategias específicas de inter-
vención para los menores que presencian violencia doméstica.160

La Recomendación Rec (2002) 5 insta a los Estados miembros a
«tomar medidas para garantizar el apoyo psicológico y moral necesario a
los niños que sufran violencia, creando para ello instalaciones adecuadas y
poniendo a su disposición personal especializado que trate al niño desde el
primer contacto hasta su recuperación», y añade que «dichos servicios deben
ser gratuitos».161 37 de 40 Estados miembros del Consejo de Europa afir-
man cumplir con ello.162 Sin embargo, estos resultados contrastan con los
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159 M. Hester, C. Pearson y N. Harwin, Making an Impact: Children and Domestic Vi-
olence. A Reader, Bristol, 2000; M. Hester y Chi Wren, «Abuse and parental contact in
Denmark», en: M. Eriksson, et al: Tackling Menʼs Violence in Families. Nordic issues and
dilemmas, The Policy Press, Bristol, 2005, pp. 13-30.

160 M. Hester, Approaches to effective intervention by the specialised service sector,
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Apoyo Especializado por parte de Policía, Personal Sanitario y Trabajadores Sociales a
las Víctimas de Violencia Doméstica, Skopie, 11-12 de septiembre de 2007.

161 Recomendación Rec (2002) 5, anexo, párr. 32.
162 Véase nota 8. Tabla 10.



obtenidos a través de estudios realizados en determinados países, que de-
muestran que los servicios de protección de menores no tienen autoridad
para actuar a menos que sea evidente que el menor esté sufriendo malos tra-
tos o muestre síntomas de posibles malos tratos. Los resultados del segui-
miento de la aplicación de la Recomendación Rec (2002) 5 indican por tanto
la existencia de servicios de protección del menor en general, pero no de
servicios especializados para los menores que presencian violencia domés-
tica. Estos resultados reflejan un bajo nivel de sensibilización sobre lo que se
necesita para proteger a los niños en situaciones de violencia doméstica.163

Dado que la salud y el bienestar de los niños se ven afectados por su
condición de testigos o víctimas de violencia, es importante que reciban
apoyo y ayuda psicológica para superar sus experiencias traumáticas. Ba-
sándose en los conocimientos y experiencias acumulados por los servicios
de ayuda a la mujer, el apoyo de las madres (normalmente en cuanto que pro-
genitor no maltratador) se considera la estrategia más eficaz para proteger
a los niños en los casos de violencia doméstica.164 Los centros de acogida
para mujeres reconocen la situación traumática de los niños y su derecho a
recibir apoyo, por lo que habitualmente proporcionan alojamiento seguro y
apoyo para los hijos de las mujeres maltratadas. Las normas de WAVE re-
comiendan que cada centro de acogida para mujeres tenga al menos dos
personas que se encarguen del cuidado de los niños y de ofrecerles apoyo.165

Dada la estrecha relación entre una madre y sus hijos, todo el apoyo
ofrecido debería contribuir a la autonomía de todos ellos y reforzar esta re-
lación, ya que a menudo la madre es la única persona en la que pueden con-
fiar los hijos. También es importante tener en cuenta que las mujeres y sus
hijos suelen ser víctimas simultáneas de los malos tratos y que, por consi-
guiente, tanto unos como otros necesitan ayuda y apoyo durante los proce-
dimientos judiciales.

El plan de acción de Suecia hace referencia a la Convención de las Na-
ciones Unidas sobre los Derechos del Niño para destacar que los niños
que «sólo» presencian la violencia cometida contra adultos próximos a
ellos también tienen derecho a ser protegidos.a

a Véase nota 8. p.  8.
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3.2.2.3. El papel de los servicios generales en la prevención 

y lucha contra la violencia sobre la mujer 

Aunque la creación de servicios especializados es fundamental para or-
ganizar el apoyo y la protección a las mujeres víctimas de violencia, no debe
descuidarse el importante papel de las autoridades para llegar a las víctimas
y responder a sus necesidades. Cuando buscan ayuda de organismos pú-
blicos, las mujeres suelen acudir a los servicios sanitarios y sociales. Por eso
es de vital importancia que se mejoren la capacidad de los organismos com-
petentes y la formación del personal en todos los ámbitos de la prestación de
servicios, tanto públicos como privados.

Servicios sanitarios

Puesto que las víctimas acuden a los profesionales médicos para ser tra-
tados de sus lesiones físicas y otros asuntos relacionados con la salud, los
profesionales sanitarios suelen ser los primeros proveedores de servicios
que entran en contacto con las víctimas de violencia doméstica. Por ello, los
profesionales sanitarios como enfermeros y médicos, se encuentran bien si-
tuados para identificar perfiles con un alto riesgo de sufrir violencia domés-
tica y prevenirla en sus primeras fases. Los servicios sanitarios no siempre
aprovechan este potencial porque el personal no está sensibilizado, carece
de los conocimientos adecuados para tratar estos problemas, desconoce
cuáles son los organismos de referencia o, simplemente, por la falta de ser-
vicios a los que derivar a los pacientes. Según la última ronda de seguimiento
de la aplicación de la Recomendación Rec (2002) 5, sólo 7 de 40 Estados
miembros recopilan de forma sistemática datos médicos sobre contactos
entre las víctimas y los servicios sanitarios.

A nivel internacional, la Organización Mundial de la Salud (OMS) ha pu-
blicado unas directrices para ayudar al personal médico a identificar y pre-
venir las agresiones sexuales y la violencia doméstica y sensibilizar a los pro-
fesionales sanitarios sobre la violencia contra la mujer.

No existe ningún ejemplo entre los Estados miembros del Consejo de
Europa de estrategias nacionales integrales para prevenir e identificar casos
de violencia doméstica en el sector sanitario; sin embargo, ha resultado ser
una práctica positiva en diversos ámbitos, incluido el de la atención sanita-
ria, preguntar directamente a las mujeres si sufren violencia doméstica. El
hecho mismo de hacer preguntas sobre la violencia doméstica transmite a las
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mujeres y a los niños el importante mensaje de que los médicos saben de su
existencia y de su gravedad, lo que puede facilitar que las mujeres que estén
buscando ayuda acaben revelando la verdad. También puede ayudar a que
las mujeres que no crean estar en una relación doméstica de malos tratos o
nieguen los malos tratos revelen sus experiencias por primera vez, permi-
tiendo de este modo la intervención, incluso en las primeras fases.

Cada vez se recomienda más preguntar de forma sistemática a las mu-
jeres si han sufrido algún tipo de violencia, especialmente en las clínicas de
atención primaria y en las maternidades. La formación del personal de los
servicios de emergencia de los hospitales también se considera una buena
práctica para identificar la violencia contra la mujer en las primeras fases.166

• Finlandia ha llevado a cabo un proyecto para la detección de la vio-
lencia doméstica en maternidades y clínicas infantiles. El proyecto
consistía en hacer preguntas de forma rutinaria a las mujeres emba-
razadas y con hijos pequeños sobre la violencia en las relaciones de
pareja.a

• En Eslovenia se han publicado directrices para tratar la violencia do-
méstica en el sector sanitario y los enfermeros y matrones reciben re-
gularmente formación sobre violencia doméstica.b

a Véase nota 8, p. 22.
b Ibídem.

Debe darse más importancia a que los profesionales sanitarios, los ser-
vicios de apoyo a las mujeres y otros organismos colaboren estrechamente.
Todos los organismos del ámbito sanitario necesitan protocolos y directrices
claros, así como una formación integral. Resulta especialmente importante
que se adopten procedimientos conjuntos para la colaboración entre los ser-
vicios sanitarios y la Policía y se creen sistemas que recopilen los datos mé-
dicos relativos a las víctimas. Dado que las víctimas pueden mostrarse reti-
centes a denunciar el incidente ante la Policía de forma inmediata, es
importante que los historiales médicos puedan usarse como prueba ante un
tribunal si se recurre a la Justicia más adelante.

El método tradicional de la asistencia sanitaria consiste en tratar las le-
siones pero no sus causas. La falta de autoridad jurídica para intervenir en
la situación del paciente sigue siendo el principal obstáculo a la hora de pre-
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venir más actos de violencia en las primeras fases. La confidencialidad y la
protección de los datos de los pacientes suponen problemas adicionales para
encontrar la forma adecuada de prevenir y combatir la violencia doméstica en
los servicios sanitarios.

Servicios Sociales

Suelen ser los Servicios Sociales los encargados de la seguridad y el
bienestar del menor, por lo que toman las medidas necesarias para garanti-
zar sus derechos en ese sentido. Si un menor sufre violencia doméstica, los
Servicios Sociales tienen potestad para sacar al menor del hogar. En los
casos de violencia doméstica contra las mujeres, las medidas tomadas por
los Servicios Sociales para proteger los derechos del menor pueden dar lugar
a un conflicto de intereses. Mantener el derecho de visita de un padre puede
poner en peligro el derecho a la seguridad de la madre maltratada.167 La co-
laboración entre los servicios sociales y los de ayuda a la mujer debe, por
tanto, coordinarse para evitar contradicciones entre el derecho y la práctica
profesional en relación con la violencia doméstica, la protección de menores
y los derechos de visita o acceso.168 Anteponer la seguridad y el bienestar de
los hijos al derecho de los padres a verlos debería ser la práctica habitual. Asi-
mismo, nunca debería obligarse a los niños a mantenerse en contacto con un
padre que les haya expuesto a la violencia.169

Dado que los Servicios Sociales se encargan principalmente del bienes-
tar de los niños, es fundamental reforzar la capacidad de estos servicios y de
los organismos de protección de la infancia para tratar los casos de violen-
cia contra la mujer de forma global, centrándose en todo momento en la se-
guridad y «empoderamiento» de mujeres y niños.170 Para ello, los Servicios
Sociales deben adoptar directrices y protocolos y el personal debe recibir for-
mación exhaustiva sobre la violencia contra la mujer y el impacto que tiene
sobre los niños. No obstante, los Servicios Sociales no se encuentran en dis-
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167 Hester, véase nota 153.
168 Ídem.
169 La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (1989) ga-

rantiza a todos los niños la protección frente a la violencia. En ella se establece además
que los niños tienen derecho a estar en contacto con ambos progenitores, lo que implica
el derecho a rehusar dicho contacto.

170 M. Clemensen y R. Theil Nielsen (eds.), The Danish National Observatory on vi-
olence - team effort working to eliminate menʼs violence against women, publicado por el
Consejo de la Mujer, Dinamarca, p. 26.



posición de proporcionar de forma independiente servicios de ayuda a las
mujeres y, por tanto, no debería recaer en ellos la función de prestar apoyo
a las víctimas tras la intervención policial. Esta labor debe ser realizada por
organismos independientes y por servicios especializados para mujeres ges-
tionados por ONG de ayuda a las mujeres.

Medidas para garantizar los derechos económicos y sociales

Aparte de los servicios básicos ya citados, es probable que las mujeres
necesiten una amplia variedad de servicios a largo plazo, así como apoyo
económico y social, mientras luchan por rehacer sus vidas. Las agresiones
sexuales y la violencia doméstica exponen a las mujeres a un enorme riesgo
económico, ya que les puede obligar a ausentarse del trabajo, a dejarlo, o a
cambiar de vivienda con el fin de protegerse a sí mismas y a sus hijos del
agresor.171 Por tanto, también debe prestarse atención a los servicios desti-
nados a facilitar la reintegración en la sociedad a largo plazo, como la ayuda
económica, el alojamiento y la ayuda para encontrar empleo o acceder a
oportunidades de educación. Escapar de la violencia es un proceso que lleva
su tiempo. No es posible, por consiguiente, predecir durante el primer con-
tacto qué servicios necesitará una mujer determinada o durante cuánto
tiempo.172

Vivienda asequible

La vivienda constituye para las víctimas de violencia un elemento im-
portante de la prestación de servicios a largo plazo. Tiene además una im-
portancia vital desde el punto de vista de la seguridad de las víctimas de vio-
lencia doméstica. Para la mayoría de ellas, abandonar el hogar suele ser el
último recurso. Como ya se comentó anteriormente en este informe, existen
varias medidas civiles y penales para impedir que el agresor acceda a la vi-
vienda común y a sus inmediaciones. Sin embargo, las víctimas de violencia
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171 Las mujeres víctimas de violencia doméstica pueden sufrir también maltrato eco-
nómico, es decir, no se les permite trabajar, se las mantiene en una situación económica
de total dependencia respecto al agresor o se les obliga a asumir todas las responsabi-
lidades y préstamos del hogar, por lo que muchas de ellas deben hacer frente a cuan-
tiosas deudas cuando abandonan la relación violenta.

172 L. Regan, Responding to victims, documento presentado en el Seminario Regio-
nal del Consejo de Europa sobre Apoyo y Protección de las Víctimas de Violencia Do-
méstica: Servicios Necesarios, Espoo (Finlandia), 8-9 de octubre de 2007.



no siempre pueden quedarse en sus hogares, por razones de seguridad o de
otra índole, como los alquileres prohibitivos o las dificultades que surgen
cuando en el mismo edificio o cerca de él viven familiares próximos al agre-
sor. Las necesidades de alojamiento de las víctimas de violencia no han re-
cibido la debida atención en los estudios sobre la provisión de servicios, a
pesar de que la violencia da lugar en muchos casos a la falta de vivienda. Un
estudio realizado en el Reino Unido indica que un 16-18 % de los hogares
considerados sin techo ha perdido su vivienda por la ruptura de una relación
violenta.173 Encontrar vivienda puede resultar especialmente difícil para las
mujeres pobres solteras, a las que con frecuencia se les ha impedido acu-
mular sus propios recursos económicos o que no han tenido acceso a ellos.

En muchos países siguen existiendo pocos centros de acogida seguros,
y la falta de vivienda asequible supone un problema añadido a la hora de ga-
rantizar la seguridad de las víctimas. Si las víctimas consiguen una plaza en
un centro de acogida para mujeres, la falta de vivienda puede impedirles
abandonar el centro. La situación parece especialmente preocupante en Eu-
ropa central y del este, donde la privatización de la vivienda ha dado lugar a
un aumento espectacular de los precios. La falta de vivienda asequible es,
por tanto, uno de los principales factores que desaniman a las mujeres a
pedir el divorcio de su maltratador.174 La existencia de vivienda asequible es,
por consiguiente, un medio indispensable para cumplir con la obligación de
garantizar los derechos sociales de las mujeres y su derecho a la seguridad.

• En Irlanda, Sonas Housing ha desarrollado un modelo único de alo-
jamiento provisional y permanente. Las mujeres y los hijos que hayan
abandonado el hogar debido a una relación violenta pueden recibir
una vivienda por un periodo de hasta dos años. Sonas cuenta con
unas 50 viviendas en la región de Dublín y apoya también la oferta de
alojamiento provisional en zonas rurales, en colaboración con los ser-
vicios locales que tratan directamente los casos de violencia domés-
tica.a

• En Inglaterra, el programa Supporting People ofrece a las personas
vulnerables la oportunidad de mejorar su calidad de vida mediante un
entorno estable que les permite aumentar su independencia. Presta
servicios de alojamiento de gran calidad y planificados de forma es-
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tratégica que son fiables, tienen buena relación calidad-precio y com-
plementan los servicios asistenciales existentes. La planificación y el
desarrollo de los servicios se guían por las necesidades existentes
en cada momento. Se exige a cada organismo con competencias en
vivienda que formule una estrategia en su distrito para prevenir la falta
de vivienda y proporcionar alojamiento y apoyo a las personas vul-
nerables.b

• Viena lleva décadas invirtiendo en vivienda protegida y resistiendo a
la privatización. Las mujeres víctimas de violencia y otros colectivos
vulnerables en peligro de quedar sin hogar pueden solicitar un piso a
través de un servicio especial de administración de viviendas. La so-
licitud no conlleva mucho papeleo y se tramita rápidamente: una mujer
puede conseguir un piso en un mes. Desde hace ya varios años, en
determinadas circunstancias, los inmigrantes también pueden acce-
der a viviendas protegidas si están en riesgo de quedar sin hogar.c

a Véase www.sonashousing.ie.
b Véase http://www.spkweb.org.uk/. 
c Véase www.wohnen.fsw.at.

Programas para agresores 

Los programas para agresores son otro tipo de servicio desarrollado en
los últimos diez años para mejorar la seguridad de mujeres y niños e impe-
dir que el agresor recurra a la violencia. Para que estos programas den prio-
ridad a las necesidades y a la seguridad de las víctimas, se considera un re-
quisito básico la estrecha colaboración con los servicios de apoyo a las
mujeres. Si bien los participantes en los programas tienen el derecho a que
se guarde su privacidad, las mujeres deberían poder acceder a información
sobre los protocolos del programa, la asistencia del hombre, su evolución y
las perspectivas de cambio en su comportamiento.

Respuesta coordinada de la sociedad

Los esfuerzos a largo plazo por prevenir la violencia contra la mujer han
llevado a la conclusión de que ninguna institución u organismo puede, por sí
sólo, atajar la violencia contra la mujer. Para prevenir de forma eficaz la vio-
lencia contra la mujer y proporcionar a las víctimas la protección y el apoyo
adecuados, es necesario coordinar una estrategia común para la sociedad.
Desde principios de los noventa, en varios países se han desarrollado es-
trategias interinstitucionales basadas en la colaboración entre distintos or-
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ganismos públicos, proveedores de servicios y ONG. Estas pueden definirse
como iniciativas conjuntas en las que participan todos los organismos oficia-
les y de voluntarios competentes a los que acuden las mujeres en busca de
ayuda y que pretenden desarrollar políticas y prácticas coordinadas.175

El principal objetivo de la colaboración interinstitucional es que las mu-
jeres puedan recibir asistencia coordinada para reclamar sus derechos, ten-
gan acceso a los servicios que necesitan y se les facilite el contacto con las
autoridades. Esta estrategia requiere situar las necesidades de las víctimas
en el centro de la colaboración entre los diversos organismos, lo que signi-
fica que debe consultarse e invitarse a las víctimas regularmente a participar
en actividades de evaluación.

Puesto que esta estrategia de coordinación entre los diversos organis-
mos implicados ha demostrado ser la única eficaz para prevenir la violencia
y proteger a las víctimas, actualmente se considera una buena práctica en la
prestación de servicios en toda Europa. Sin embargo, aunque muchos Esta-
dos miembros del Consejo de Europa afirman haber adoptado modelos de
colaboración a nivel local y regional, en gran medida sigue faltando la im-
plementación eficaz y la evaluación exhaustiva de dichos modelos.

Desde un punto de vista práctico, el motivo de la colaboración interinsti-
tucional es que, al trabajar juntas, las distintas organizaciones pueden su-
perar las diferencias de estrategias y métodos de trabajo existentes entre
ellas y desarrollar colaboraciones, políticas y prácticas conjuntas para que el
usuario se beneficie de servicios de mejor calidad. Sin embargo, a pesar de
estas intenciones, la colaboración interinstitucional es una tarea compleja
plagada de dificultades potenciales.176 Varios proveedores de servicios y
ONG han apuntado como escollos actuales para el establecimiento eficaz
de una estrategia interinstitucional la ausencia de planes de acción detalla-
dos para combatir la violencia contra la mujer, la falta de directrices y proto-
colos claros para la colaboración entre los distintos proveedores de servicios
y el hecho de que no se recopilen datos ni se forme a los profesionales. En
las zonas urbanas la coordinación del apoyo a las víctimas es mejor que en
las zonas rurales, donde se sigue luchando por proporcionar servicios de ca-
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lidad y, en consecuencia, se carece de la base necesaria para el trabajo in-
terinstitucional. La colaboración interinstitucional en el plano operativo es una
forma muy rentable de aumentar la eficacia de la protección e identificar los
fallos y deficiencias a nivel local, de modo que puedan solucionarse con ra-
pidez.177

Existe la evidencia de que los ejemplos de colaboración de mayor éxito
se basan principalmente en las buenas relaciones personales entre el per-
sonal de las instituciones públicas, los proveedores de servicios y las ONG.
En consecuencia, la colaboración interinstitucional requiere de un firme com-
promiso y unas habilidades de relación notables por parte de todos los gru-
pos profesionales implicados en la violencia contra la mujer. Es necesario
solucionar el problema de la falta de autorización para intercambiar informa-
ción y colaborar con otros profesionales y organismos, por lo que se reco-
mienda encarecidamente introducir una base jurídica o procedimientos y nor-
mas que permitan a las instituciones colaborar en diversos ámbitos
profesionales.

Conferencias Interinstitucionales de Evaluación de Riesgos (Multi-

Agency Risk Assessment Conferences, MARAC) para víctimas de

violencia doméstica de muy alto riesgo

Las MARAC se introdujeron como forma de crear una red interinstitu-
cional eficaz para proteger a las mujeres víctimas de violencia de alto
riesgo. La red consta de diversos organismos y proveedores de servi-
cios encargados de prevenir la violencia doméstica y de ayudar a las
víctimas, como la Policía, el servicio de libertad condicional, las autori-
dades locales, servicios sanitarios y de vivienda, centros de acogida y
servicios de apoyo para mujeres víctimas. La red se reúne de forma re-
gular (una vez al mes) para intercambiar información y tomar medidas
para proteger a las víctimas de alto riesgo y a sus hijos. En la primera
reunión sobre un caso se analizan las circunstancias de la víctima y se
establecen planes para mejorar su seguridad. En muchas ocasiones, en
la primera reunión aparecen discrepancias en la información de que dis-
ponen los distintos organismos. Por ejemplo, los servicios de ayuda a
las mujeres pueden haber identificado una mujer con un riesgo elevado
de violencia doméstica, mientras que el servicio de libertad condicional
puede desconocer que la pareja es un maltratador. Estas conferencias
son importantes porque permiten identificar y completar lagunas infor-
mativas. Las MARAC han demostrado su eficacia a la hora de mejorar
la colaboración entre organismos, contribuir a la seguridad de las vícti-
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mas y sensibilizar sobre el impacto que la violencia doméstica tiene en
los niños. El número de llamadas realizadas a la Policía por casos de
violencia doméstica demuestra que la mayoría de las víctimas no vol-
vió a sufrir actos de violencia tras una MARAC.a

a Véase http://www.caada.org.uk/.

3.2.2.4. El papel de la Policía en la protección de las víctimas 

y la prevención de la violencia 

En muchos Estados miembros del Consejo de Europa, la Policía ha
adoptado un papel activo en la lucha y prevención de la violencia contra la
mujer. La respuesta rápida y adecuada a las llamadas de emergencia y otras
medidas de gestión eficaces, como la creación de unidades especiales, son
elementos clave para una buena actuación policial. También son importantes,
y deberían formar parte de los procedimientos habituales de la Policía, la de-
claración por separado de víctima y agresor, la garantía de que una víctima
de sexo femenino sea interrogada por una agente de Policía con formación
específica, en especial en casos de agresión sexual, y la derivación de todas
las víctimas a servicios de apoyo especializados. Asignar a la víctima una
agente de Policía con formación específica permite establecer una relación
de confianza y evita el trauma adicional de tener que repetir la historia a dis-
tintos agentes. 

Un gran número de casos de violencia contra la mujer no se denuncia
ante la Policía. Esta puede desempeñar un papel de suma importancia para
animar a las mujeres víctimas de violencia a denunciar. Es fundamental que
la Policía tome en serio los casos de violencia contra la mujer; la actitud con-
traria afecta directamente al número de casos remitidos a la Fiscalía y re-
duce el número de denuncias. Por eso en algunos países se han propuesto
aumentar el número de primeras denuncias de violencia doméstica contra
las mujeres y reducir el de segundas denuncias.178

Es fundamental ganarse la confianza de la víctima y llevar a cabo una in-
vestigación minuciosa. De especial importancia es la recogida de pruebas
inmediatamente después de haberse cometido el delito. La Policía habla de
la «hora de oro», ya que las pruebas recabadas durante este periodo afec-
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tarán directamente a la decisión de iniciar o no acciones judiciales.179 Tam-
bién es importante que la Policía obtenga pruebas fotográficas, en especial
porque la víctima podría decidir no testificar o podría cambiar de opinión al
respecto.

Todas las fuerzas policiales deberían participar activamente en la cola-
boración interinstitucional y definir protocolos y normativas sobre el inter-
cambio de información.

3.2.2.5. Marco de seguimiento del Consejo de Europa 

para la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección 

de la mujer contra la violencia: resultados y evaluaciones

respecto a los servicios de apoyo 

El seguimiento de la aplicación de la Recomendación Rec (2002) 5 sobre
la protección de la mujer contra la violencia muestra un número creciente de
Estados miembros del Consejo de Europa en los que se han introducido ser-
vicios especializados para proteger y apoyar a las mujeres víctimas de vio-
lencia de género, como centros de acogida, centros de asistencia urgente a
víctimas de violación disponibles las 24 horas del día, servicios de protección
de menores y programas para agresores. Sin embargo, apenas se ha avan-
zado en el ámbito de los servicios generales a pesar de las importantes ca-
rencias detectadas en su prestación. De hecho, en algunos países parece ha-
berse estancado la prestación de servicios a las mujeres víctimas de
violencia.

Los países con los niveles de prestaciones más bajos han mejorado al-
gunos de sus servicios, y tres cuartas partes de los Estados miembros afir-
man contar con servicios como los centros de acogida abiertos las 24 horas
del día. Resulta difícil, sin embargo, realizar una evaluación más general de
los progresos realizados en cuanto al número de centros de acogida en los
Estados miembros, ya que un número sorprendentemente alto de países no
dispone de información sobre el número de centros de acogida o el número
de plazas con que cuentan. Varios países no facilitan ninguna cifra o hacen
estimaciones imprecisas, afirmando que desconocen el número de centros
de acogida o el número de plazas. Es preciso por tanto tomar medidas para
mejorar la recogida de datos precisos en este ámbito.
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La interpretación de los datos sobre el número de centros de acogida y
de plazas en dichos centros supone un problema, puesto que no se ha adop-
tado ninguna norma general sobre si el número de plazas en los centros hace
referencia al número de plazas familiares (incluyendo a los hijos) o al número
de personas (contando por separado las plazas para las madres y las plazas
para los hijos). En general, no se ha avanzado mucho en la creación de nue-
vos centros de acogida con una distribución geográfica adecuada: sólo la
mitad de los Estados miembros afirma cumplir actualmente con esta norma.

En cuanto a los servicios para las víctimas de agresión sexual y violación,
se observa un ligero aumento. Se han producido algunas mejoras desde la
última ronda de seguimiento en relación con la accesibilidad y la gratuidad de
estos servicios, pero sigue siendo evidente la falta de asistencia médica in-
mediata, de servicios forenses y de documentación. Además, resulta alar-
mante que más de la mitad de los Estados miembros que respondieron a la
encuesta no proporcione ningún servicio a las víctimas de violencia sexual.

Por lo que respecta a las estrategias de información y de apoyo a los
menores, son pocos los países que proporcionan ayuda destinada específi-
camente a los menores que presencian la agresión de sus madres. Muchos
países asumen que la existencia de servicios públicos de protección de me-
nores es una respuesta suficiente a la necesidad de servicios especializa-
dos para los menores que presencian violencia doméstica.

En cuanto a los programas para agresores, sólo puede añadirse un país
nuevo a la lista de Estados miembros en los que funcionan dichos programas.
En total, menos de la mitad de los Estados miembros del Consejo de Europa
ofrece programa de este tipo, y suelen funcionar a pequeña escala o tratarse
de iniciativas aisladas.

3.2.3. Recogida de datos e investigación 

3.2.3.1. La recogida de datos y la investigación 

como requisitos previos para el diseño de políticas 

y la toma de decisiones políticas 

Gobiernos, organizaciones internacionales, organizaciones no guberna-
mentales e investigadores son cada vez más conscientes de la importancia
de los datos para diseñar, implantar y hacer el seguimiento de las políticas
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destinadas a prevenir y combatir la violencia contra la mujer. Para ser efica-
ces, las decisiones políticas, las estrategias y políticas de intervención y la
evaluación deben basarse en conocimientos y datos detallados obtenidos de
la investigación en el ámbito de las ciencias sociales.

Junto con la investigación, los datos recopilados a través de encuestas
a la población son fundamentales para evaluar la prevalencia e incidencia
de la violencia contra la mujer a nivel nacional e internacional. Asimismo, los
datos fiables sobre la violencia contra la mujer, en combinación con estudios
y análisis cualitativos, puede ayudar a mejorar las políticas y prácticas de
prevención e intervención. Es más, los datos y estadísticas fiables son la
base para estimar la prevalencia y el riesgo de violencia contra la mujer y,
además, pueden ayudar a diseñar políticas eficaces para combatir la violen-
cia contra la mujer.

Por otra parte, los datos administrativos recogidos por los distintos orga-
nismos e instituciones públicos pueden mostrar la forma en la que la Policía,
la Judicatura, el sistema de prestaciones sociales y el sistema sanitario están
asistiendo a las víctimas de violencia. Es por tanto fundamental recoger esos
datos para poder hacer el seguimiento de la aplicación y eficacia de las leyes,
políticas y objetivos fijados en los planes de acción nacionales.

La información estadística también resulta importante para las activida-
des destinadas a sensibilizar a la población sobre la violencia contra la mujer
y para animar a denunciarla.180 Asimismo, los indicadores sobre la violencia
contra la mujer aumentan la capacidad de evaluar las políticas al permitir
ofrecer datos concretos sobre el aumento o descenso de los niveles de vio-
lencia que haya provocado su aplicación.181
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181 Violence against women: a statistical overview, challenges and gaps in data co-
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para el Adelanto de la Mujer en colaboración con la Comisión Económica para Europa
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En los últimos años se han tomado las primeras medidas para mejorar
los métodos de las encuestas, desarrollar indicadores comunes y solucionar
los problemas existentes para comparar los datos en distintos momentos y
entre distintos países y regiones.

La aplicación de una serie uniforme de indicadores por parte de diversas
organizaciones internacionales intergubernamentales y no gubernamentales
es una de las medidas empleadas para intentar armonizar el tipo de informa-
ción disponible para diseñar políticas y tomar decisiones políticas. Por ejemplo,
el Consejo de Europa creó un marco de seguimiento basado en indicadores
para la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer contra la
violencia. Este instrumento de seguimiento consta de 20 indicadores que miden
la aplicación de las distintas medidas jurídicas y políticas incluidas en la reco-
mendación. El seguimiento se realiza cada dos años: la primera ronda terminó
a principios de 2006 y la segunda, en 2008. Los resultados se analizan en es-
tudios que evalúan la aplicación general de la Recomendación Rec (2002) 5.182

Este tipo de seguimiento mediante indicadores permite, gracias a la obtención
de datos cuantitativos comparables, analizar la evolución en distintos momen-
tos de las medidas tomadas por cada país para responder a la violencia con-
tra la mujer, por ejemplo, el número de órdenes de protección dictadas.

En las Naciones Unidas, la Relatora Especial sobre la violencia contra la
mujer, sus causas y consecuencias ha hecho, en respuesta a una solicitud,183

propuestas de indicadores sobre la violencia contra la mujer y las medidas to-
madas a nivel nacional para eliminarla.184 Se trata de un conjunto reducido
de indicadores que permiten comparar la situación en diversos países para
evaluar la prevalencia de la violencia contra la mujer y las medidas guber-
namentales destinadas a proteger y apoyar a las mujeres víctimas de vio-
lencia de género. Abarcan, por tanto, dos áreas distintas: hay indicadores
para medir la violencia contra la mujer e indicadores para la respuesta del Go-
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182 Véanse notas 1, 8 y 33.
183 Resolución 2004/46 de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Uni-

das sobre la Violencia contra la Mujer, párr. 25. Como respaldo a esta decisión, la Asam-
blea General solicitó a la Comisión de Estadística de las Naciones Unidas que propusiera
posibles indicadores para evaluar el alcance, la prevalencia y la incidencia de la violencia
contra la mujer, basándose en el trabajo de la Relatora Especial; véase la Resolución 61/143
de la Asamblea General de las Naciones Unidas del 19 de diciembre de 2006.

184 Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y
consecuencias, Yakin Ertürk, Indicadores sobre la violencia contra la mujer y la respuesta
de los Estados, A/HRC/7/6, 29 de enero 2008.



bierno ante esa violencia (niveles de ratificación, acceso a la Justicia, pro-
tección de víctimas, prevención, formación, etc.).

Con vistas a reforzar los esfuerzos por prevenir y combatir la violencia
contra la mujer, incluida la violencia doméstica, algunos Estados miembros
del Consejo de Europa también han tomado medidas para garantizar la re-
cogida de datos y la investigación. No obstante, siguen faltando de forma ge-
neralizada datos sobre el carácter, la prevalencia y la incidencia de distintos
tipos de violencia contra la mujer. La ausencia de indicadores convenidos para
medir la prevalencia de todas las formas de violencia y evaluar las políticas
existentes sigue siendo una preocupación importante y un obstáculo para la
creación de políticas eficaces.185 Se necesita por consiguiente un nuevo im-
pulso para mejorar la recogida de datos y la investigación, dos herramientas
de gran importancia en la lucha contra la violencia sobre las mujeres.

3.2.3.2. Definiciones y conceptos operativos 

Aunque han existido muchas iniciativas de recogida de datos en los dis-
tintos Estados miembros, no todas se basan en la misma definición y los mis-
mos conceptos de lo que es la violencia contra la mujer, lo que supone un gran
obstáculo para la investigación y la recogida de datos rigurosos y comparables
en este ámbito.186 En consecuencia, es importante basar la recogida de datos
y toda investigación subsiguiente en conceptos y definiciones generalmente
aceptados para garantizar que los indicadores y categorías utilizados para re-
coger datos se basan en conceptos sociológicos establecidos. Esto resulta es-
pecialmente importante para los conceptos de violencia, violencia contra la
mujer, violencia doméstica, delito, diferencias por razón de sexo o de género.

3.2.3.3. Tipos de recogida de datos 

Pueden obtenerse y recogerse cuatro tipos de datos para estudiar y com-
batir eficazmente la violencia contra la mujer: datos basados en encuestas a
la población, datos de los servicios nacionales de estadística, datos admi-
nistrativos y datos cualitativos.

164

185 Véase nota 173.
186 El concepto de violencia suele definirse desde una perspectiva penal o basándose

en consideraciones institucionales, organizativas o relacionadas con el contexto social o
local; rara vez se aborda desde el punto de vista de la víctima.



I. Encuestas locales y nacionales basadas en la población

Durante los últimos diez años han surgido dos enfoques principales sobre
la recogida de datos basada en encuestas relativas a la violencia contra la
mujer. El primero es el estudio específico, es decir, un estudio diseñado con
el fin de recopilar información detallada sobre el alcance de las distintas for-
mas de violencia contra la mujer. El otro consiste en introducir preguntas
sobre la violencia contra la mujer en un estudio a gran escala que haya sido
diseñado para obtener información sobre un tema distinto o más general,
como la salud de la mujer. Un tercer enfoque, mezcla de los dos anteriores,
consiste en añadir un bloque específico sobre violencia contra la mujer a una
encuesta general.

Las encuestas a domicilio o encuestas a la población obtienen informa-
ción de muestras seleccionadas aleatoriamente, a partir de la cual pueden ex-
trapolarse los resultados de la encuesta a la población total a la que perte-
nece la muestra seleccionada. Las encuestas a la población, en las que se
pregunta a los encuestados sobre actos de violencia que han sufrido, están
pensadas para evaluar el porcentaje real de mujeres en la sociedad que son
víctimas de violencia. 

Las encuestas a la población pueden realizarse de varias maneras. En
algunos países se obtiene información a través de encuestas nacionales
sobre criminalidad. 

La British Crime Survey (encuesta sobre criminalidad en el Reino Unido)
mide el nivel de criminalidad en Inglaterra y Gales preguntando a los
encuestados sobre delitos que hayan sufrido en el último año, aunque
no los hayan denunciado. Esto permite tener una idea más real de la cri-
minalidad según la experiencia real de la población en general, inde-
pendientemente de la tendencia de los encuestados a denunciar el de-
lito. La encuesta incluye un apartado con preguntas específicas sobre
violencia doméstica que deben completar todos los encuestados. De
forma periódica se añade además un bloque con preguntas detalladas
sobre violencia en el ámbito privado, incluidos los malos tratos por parte
de la pareja, la violencia en el ámbito familiar, la agresión sexual y el
acoso. Se pide a hombres y mujeres de entre 16 y 59 años que res-
pondan a estas preguntas.a

a Los resultados de la encuesta sobre criminalidad en el Reino Unido están dis-
ponibles en http://www.homeoffice.gov.uk/rds/pdfs/ hors191.pdf y www.crimere-
duction.gov.uk.
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También es posible estudiar la prevalencia de la violencia contra la mujer
mediante encuestas independientes a la población centradas específica-
mente en ciertos tipos de violencia contra la mujer.187

• La Encuesta Internacional sobre Violencia contra la Mujer (IVAWS),
llevada a cabo por el Instituto Europeo para la Prevención y el Con-
trol de la Delincuencia (HEUNI), la Oficina de las Naciones Unidas
contra la Droga y el Delito (UNODC) y el servicio canadiense de es-
tadística (Statistics Canada), es un proyecto internacional para reco-
ger datos interculturales comparables sobre la prevalencia e inciden-
cia de la violencia cometida por hombres sobre mujeres, en especial
de la violencia doméstica y las agresiones sexuales. Su objetivo es
medir el grado de victimización de las mujeres en una serie de países
repartidos por todo el mundo, de forma repetida, con el fin de obtener
datos que permitan desarrollar una respuesta dirigida a la Justicia
penal. Para poder comparar los resultados de los distintos países, se
diseñó un cuestionario estándar que debían utilizar todos los países
participantes.a

• El Estudio multipaís sobre salud de la mujer y violencia doméstica
contra la mujer de la Organización Mundial de la Salud es un ejem-
plo de encuesta especializada basada en la población. Este estudio
pretende medir la prevalencia y las características de la violencia
contra la mujer, pero también evalúa el grado en que esa violencia
afecta a la salud de las mujeres. Otros objetivos importantes del es-
tudio son la identificación de ciertos factores de riesgo y la docu-
mentación y comparación de las formas en que las mujeres supe-
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187 Véanse por ejemplo los estudios realizados en Portugal Violence against
women, de N. Lourenço y M. Lisboa, 1995; Social costs of violence against women,
de M. Lisboa, I. Carmo, L. Vicente y A. Novoa, 2002; Gender Violence - a national sur-
vey, de M. Lisboa (coord.), 2007; así como la macroencuesta Violencia contra la
mujer realizada en 2006 por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de España.
Otros ejemplos de estudios de prevalencia son dos estudios que se realizaron de
forma consecutiva en Finlandia en 1998 y 2006: La fe, la esperanza y los golpes: en-
cuesta sobre la violencia de los hombres sobre las mujeres en Finlandia, Tilastokes-
kus Statistikcentralen, Helsinki (Finlandia), 1998, de M. Heiskanen, y M. Piispa, y La
violencia contra la mujer en Finlandia, del Instituto Nacional de Estudios sobre Polí-
ticas Jurídicas y el Instituto Europeo para la Prevención y el Control de la Delin-
cuencia (HEUNI, afiliado a las Naciones Unidas), Helsinki (Finlandia), 2006, de M.
Piispa, M. Heiskanen, J. Kaarainen y R. Siren. Véase también Salud, bienestar y se-
guridad personal de las mujeres en Alemania. Estudio representativo de la violencia
contra la mujer en Alemania, 2004, Ministerio Federal de Familia, Tercera Edad, Mu-
jeres y Jóvenes.



ran y hacen frente a la violencia, en especial los servicios que utili-
zan. La encuesta, que se enmarca en el contexto de la salud de la
mujer, se ha diseñado tomando en cuenta el estigma asociado a la
violencia contra la mujer y lo que esto supone de cara a su revela-
ción. Consta de una encuesta a domicilio realizada mediante entre-
vistas presenciales a mujeres de entre 15 y 49 años seleccionadas
de forma aleatoria. Los encuestadores son cuidadosamente forma-
dos para poder llevar a cabo las entrevistas con la debida sensibili-
dad, ya que muchas mujeres nunca antes han dado a conocer sus
experiencias de violencia.b

a Aparte de recoger unos datos muy necesarios sobre la violencia contra la
mujer, el proyecto incluía la elaboración de informes nacionales y comparati-
vos, así como la celebración de seminarios y talleres sobre violencia contra la
mujer. En 2007 se publicó un informe final con los resultados comparativos de
nueve países (H. Johnson, N. Ollus y S. Nevala: Violence against Women: an
International Perspective). Para más información sobre las encuestas, véase
http://www.heuni.fi/12859.htm.
b Puede consultarse un análisis comparativo de los resultados obtenidos en
diez países distintos en el estudio de la Organización Mundial de la Salud: Es-
tudio multipaís de la OMS sobre salud de la mujer y violencia doméstica.
(http://www.who.int/gender/violence/who_multicountry_study/). El informe in-
cluye también recomendaciones importantes para reforzar las medidas contra
la violencia sobre las mujeres.

También pueden obtenerse datos sobre la violencia contra la mujer me-
diante encuestas nacionales sobre salud, bienestar o calidad de vida, en las
que pueden incluirse preguntas sobre la violencia de género. Entre los Es-
tados miembros del Consejo de Europa se han realizado varias encuestas a
gran escala para medir el alcance de la violencia contra la mujer y actual-
mente hay disponibles al menos dieciséis encuestas.188

Los datos necesarios para comprender y atajar la violencia contra la
mujer pueden obtenerse también mediante estudios específicos centrados en
otras dimensiones del fenómeno, como el coste de la violencia contra la
mujer.189
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188 Véase nota 1, p. 7. Véase también Martinez, M., y Schröttle, M., Report on the sta-
tus of European research on the prevalence of interpersonal violence and its impact on
health and human rights, CAHRV, 2005 (www.cahrv.uni-osnabrueck.de).

189 Véase por ejemplo Los costes sociales y económicos de la violencia contra la
mujeres en Andalucía, Instituto Andaluz de la Mujer, 2003.



Según el país, el ámbito de las encuestas será nacional o local, pero, en
general, esto depende de cuestiones económicas y de las características
concretas de cada estudio. Es muy importante que se aumente la colabora-
ción entre estos dos niveles de investigación para aunar la visión general del
fenómeno con las particularidades locales o regionales.

II. Datos administrativos

La prevalencia de la violencia contra la mujer también puede estudiarse
a través de los datos administrativos recopilados a partir de estadísticas
de los servicios sanitarios y sociales, el sistema judicial, la Policía y las
ONG. 

Dentro del sistema sanitario, pueden obtenerse datos de forma sistemá-
tica mediante el registro de los contactos de las víctimas con hospitales, ser-
vicios de urgencias, médicos de familia u otros médicos en consultas priva-
das, usando clasificaciones internacionales para identificar las razones de
dichos contactos.

Los servicios sanitarios son los que tienen un mayor contacto con la po-
blación, tanto en frecuencia como en alcance. La mayoría de las mujeres uti-
lizan servicios que ofrecen, por ejemplo, consejos sobre métodos anticon-
ceptivos, detección del cáncer de mama o de útero, la maternidad o el
cuidado de sus hijos. Las mujeres que sufren violencia doméstica utilizan los
servicios sanitarios aún con mayor frecuencia. La detección en entornos sa-
nitarios mediante preguntas rutinarias sobre violencia doméstica puede ser
una manera eficaz de identificar el problema y recoger datos fiables sobre el
fenómeno, siempre y cuando el personal de las instituciones sanitarias esté
debidamente formado y existan directrices claras sobre cómo tratar el pro-
blema y apoyar a las víctimas.190 Estas indagaciones rutinarias consisten en
plantear a los usuarios de los servicios sanitarios una serie de preguntas es-
tándar o de sondearles según un procedimiento que se aplique de manera
uniforme en todo el país. Si se basa en unas directrices claras y lo realiza per-
sonal sensible y con la formación adecuada, estas indagaciones puede ani-
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190 El Reino Unido y Finlandia, por ejemplo, han realizado actividades de detección
en distintos entornos sanitarios. En Finlandia se hizo la prueba de detección de vio-
lencia en las relaciones de pareja en maternidades y clínicas infantiles a mujeres en el
primer o segundo trimestre de embarazo y a las madres de niños menores de seis
meses.



mar a las víctimas a pedir ayuda en las primeras fases. Además, puede au-
mentar el nivel de conocimiento y sensibilización sobre la violencia domés-
tica entre los profesionales sanitarios.191

Las buenas prácticas de los Estados miembros del Consejo de Europa
demuestran que los datos recopilados por la Policía y la Judicatura revelan
información importante sobre la violencia contra la mujer.192 Las ONG que se
ocupan de las víctimas de violencia, en especial las que trabajan con muje-
res, también recopilan información importante.

En España, el Observatorio contra la Violencia de Género ha desarro-
llado un sistema de indicadores y variables relacionados con la violen-
cia de género que ha servido para desarrollar su base de datos. Se trata
de un intento por coordinar los datos obtenidos de distintas fuentes, in-
cluidos los registros administrativos estatales, las encuestas nacionales
previstas en el Plan Estadístico Nacional y encuestas específicas sobre
violencia de género. Además, el Consejo General del Poder Judicial
creó su propio Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género,
que recopila la información generada por los tribunales. Esta institución
analiza asimismo fallos judiciales de forma aleatoria para obtener in-
formación sobre las características de la violencia de género en Es-
paña.a

a Consejo de Europa: «National Report on Action to Prevent and Combat Vio-
lence against Women, Spain», en: Compilation of National Reports on action to
prevent and combat violence against women, véase nota 12.

Sin embargo, los datos administrativos obtenidos en los distintos servi-
cios rara vez se recopilan, a pesar de las ventajas que ofrecen las tecnolo-
gías de la información. Los organismos gubernamentales, como la Policía, la
Judicatura, la Sanidad pública y los Servicios Sociales o de ayuda a la in-
fancia, en su mayoría, disponen de sistemas de datos administrativos úni-
camente para sus necesidades internas. En consecuencia, la violencia con-
tra la mujer resulta invisible porque es difícil hacer un seguimiento de los
casos, incluso dentro del propio sistema de Justicia penal. De igual modo, re-
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191 Véase A. Taket, J. Nurse, K. Smith, J. Watson, J. Shakespeare, V. Lavis, K. Cos-
grove, K. Mulley y G. Feder, «Routinely asking women about domestic violence» en
Health settings, Education and Debate, nº. 327, 20 de septiembre de 2003.

192 Los resultados del primer estudio realizado en Portugal se publicaron en M. Lis-
boa, Z. Barroso y J. Marteleira, The social context of violence against women as identi-
fied in the Portuguese Forensic institutes, Portugal, 2003.



sulta difícil evaluar si se han producido mejoras en lo referente a las denun-
cias y las acciones judiciales. Además, la eficacia de las estrategias inte-
rinstitucionales dirigidas a mejorar las intervenciones se ve debilitada por la
falta de intercambio de información cuando uno de los organismos toma el re-
levo de otro. Aunque es importante tener en cuenta las cuestiones de la pro-
tección de datos, estas nunca deberían suponer un obstáculo insalvable para
la mejora de la recogida de datos administrativos.

Entre las razones por las que no se considera prioritaria la recogida de
datos administrativos sobre la violencia contra la mujer figura la ausencia de
indicadores acordes y de modelos de sistemas de recogida de datos, así
como las definiciones discrepantes de lo que es la violencia contra la mujer.

Para ponerle remedio, el Consejo de Europa ha establecido directrices
sobre la recogida de datos administrativos en ámbitos que podrían revelar in-
formación importante sobre el uso que las mujeres víctimas de violencia do-
méstica hacen de los servicios públicos y de otra índole, la respuesta del sis-
tema judicial y el nivel de confianza en la protección policial. Estas directrices
pretenden apoyar a los Estados miembros en su esfuerzo por evaluar su res-
puesta nacional ante la violencia doméstica y otras formas de violencia con-
tra la mujer mediante la recogida de información sobre el funcionamiento de
los organismos públicos. Estas directrices se definen en el estudio Adminis-
trative Data Collection on Domestic Violence in Council of Europe Member
States,193 que analiza los sistemas actuales de recogida de datos sobre vio-
lencia doméstica y ofrece recomendaciones para introducir nuevos sistemas
de registro de datos o mejorar los existentes. Como primer paso, el estudio
recomienda que todo intento de organismos como la Policía, la Judicatura, la
asistencia sanitaria y otros servicios (teléfonos de ayuda, centros de acogida
y de orientación) por recoger datos se basen en instrucciones y protocolos
bien definidos fijados por una autoridad administrativa superior, de modo que
todos los miembros del personal apliquen los mismos conceptos y definicio-
nes.

El segundo paso es que los Estados miembros que deseen crear siste-
mas de recogida de datos administrativos evalúen el número y el tipo de or-
ganismos que tienen posibilidad de recoger datos relevantes y valorar las
distintas iniciativas existentes, teniendo en cuenta las diferencias en meto-
dología, definiciones y enfoques. Basándose en esta evaluación, será posi-
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ble diseñar un sistema de recogida de datos adecuado a las distintas partes
implicadas y que permita la clasificación por sexo, tipo de violencia, relación
entre agresor y víctima y edad de agresor y víctima.

Un tercer paso importante es el de la formación de todo el personal que
participa en la recogida de datos (rellenando formularios o tablas de datos),
ya que, para ser útiles, los datos deben registrarse de forma precisa y con-
forme a las normas y principios estándar. Es fundamental que todas las per-
sonas participantes en este proceso sean conscientes de la importancia de
la recogida de datos para garantizar un alto nivel de motivación que, a su
vez, dará como resultado una mejor calidad de los datos.

Un enfoque metodológico sólido y la atención durante la recogida, ges-
tión y uso de los datos administrativos son fundamentales para que los datos
tengan alguna utilidad. No obstante, conviene recordar que el número de epi-
sodios de violencia contra la mujer identificados a través de los datos admi-
nistrativos refleja sólo una pequeña parte del número real.194 Por consi-
guiente, los datos administrativos nunca deben usarse para evaluar la
prevalencia de la violencia contra la mujer. Su propósito es más bien el de fa-
cilitar a organismos e instituciones, pero también a los Gobiernos nacionales
y regionales, el análisis, la evaluación y la concepción de medidas para com-
batir la violencia contra la mujer, así como la toma de decisiones presu-
puestarias y de asignación de personal.

III. Datos generados por los servicios nacionales de estadística

Muy pocos países incluyen datos sobre la violencia contra la mujer en
las estadísticas nacionales que realizan cada año. Sin embargo, sería de
gran utilidad poder analizar ciertas tendencias como la evolución, los ci-
clos y las variaciones estacionales de la violencia contra la mujer. Los ser-
vicios nacionales de estadística están en una buena situación para recoger
esa información. Aunque resulta difícil para algunos países generar datos
de este tipo, las estadísticas nacionales pueden organizarse por criterios
demográficos, económicos y socioculturales para obtener indicadores cla-
sificados por género que pueden ayudar a ampliar la base de conocimien-
tos en este ámbito.
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194 En Portugal, por ejemplo, estos datos suponen menos del 13 % del índice na-
cional anual de victimización de las mujeres.



IV. Datos cualitativos

Además de los datos cuantitativos sobre el número de episodios de vio-
lencia contra la mujer y la reacción de los organismos oficiales ante ellos, es
importante estudiar el fenómeno de la violencia contra la mujer a través de
datos cualitativos. La recogida de datos de este tipo es especialmente rele-
vante para comprender la dinámica de los procesos que dan lugar al com-
portamiento violento hacia las mujeres, pero también para evaluar desde el
punto de vista de las víctimas las medidas de protección y de prevención de
la violencia. La participación de las víctimas de violencia en la elaboración y
evaluación de medidas es una forma fundamental de garantizar que las me-
didas se centren en las necesidades de las víctimas.195 Además, es primor-
dial para estudiar las consecuencias que tiene la violencia en las mujeres
que la sufren, ya que puede facilitar la creación de servicios de apoyo acor-
des a sus necesidades. Para este tipo de estudios pueden utilizarse textos,
imágenes o testimonios orales que, en muchos casos, incluirán información
cualitativa independiente, o bien podrán relacionarse con datos cuantitativos,
por ejemplo combinando los resultados de las encuestas nacionales con en-
trevistas en profundidad.196

La Recomendación Rec (2002) 5 del Consejo de Europa enuncia los prin-
cipales ámbitos en los que debería desarrollarse la investigación. Además
de recomendar la recogida de datos desagregados, aboga por el estudio de
las consecuencias a medio y a largo plazo de las agresiones para las vícti-
mas, pero también para quienes las presencian, en especial los familiares.
También sugiere que se investiguen las causas de la violencia contra la mujer,
por ejemplo, las razones por las que los hombres son violentos o por qué la
sociedad tolera esa violencia. Estos ámbitos se prestan a un análisis cuali-
tativo amplio en busca de las razones actualmente desconocidas que expli-
carían ciertos comportamientos.

La recogida de datos y los estudios sobre la violencia contra la mujer son
un elemento clave de las iniciativas destinadas a eliminarla pero no son un
fin en sí mismas: su función es favorecer el desarrollo de medidas adecua-
das para evaluar las medidas introducidas.
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195 Según se aconseja en la Recomendación Rec (2002) 5.
196 Véase el estudio sobre violencia contra la mujer realizado en Portugal por M. Lis-

boa, I. Carmo, L. Vicente, A. Novoa, R. Barros, A. Roque, S. Silva, L. Franco y S. Aman-
dio, To Prevent or to Remedy, Portugal, 2006.



3.2.3.4. Marco de seguimiento del Consejo de Europa 

para la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección 

de la mujer contra la violencia: resultados y evaluaciones

respecto a la recogida de datos 

El sistema de seguimiento también presta atención a los avances en la
aplicación de la Recomendación Rec (2002) 5 respecto a la recogida de datos
en el ámbito de la violencia contra la mujer, determina si la Policía registra el
sexo de la víctima y del agresor (y la relación entre ambos, en caso de de-
lito), si se recopilan de forma sistemática datos sobre los contactos con los
servicios sanitarios y sobre las razones de la violencia doméstica, y si se re-
alizan encuestas nacionales sobre la violencia contra la mujer.

Los resultados respecto a los datos que debe recoger la Policía mues-
tran que algunos Estados miembros han empezado a mejorar los sistemas
de registro de datos de la Policía para hacer un mejor seguimiento de los
casos de violencia contra la mujer, pero también para obtener una idea más
clara del número y tipo de casos. Sin embargo, muchos Estados miembros
aún no han introducido en las estadísticas policiales categorías estándar que
permitan distinguir el sexo de agresor y víctima e identificar el tipo de relación
existente entre ambos, que son los datos mínimos que debería recoger la
Policía. Los Estados miembros que han introducido estas categorías esta-
dísticas rara vez las combinan, por lo que la violencia cometida por un hom-
bre sobre una mujer en una relación íntima puede no detectarse.

Pocos Estados miembros recopilan datos relevantes en el ámbito sani-
tario. Son muy pocos los países que afirman recoger de forma sistemática
datos sobre contactos hechos con los servicios sanitarios que puedan con-
siderarse motivados por la violencia de género. Un análisis de los países que
sí lo hacen parece indicar que resulta más fácil recoger este tipo de datos en
los Estados miembros que tienen un sistema de números de identidad per-
sonal, una práctica habitual en algunos Estados miembros del norte de Eu-
ropa. La gran mayoría de los Estados miembros, sin embargo, siguen te-
niendo información insuficiente sobre el comportamiento de las víctimas de
violencia de género que buscan ayuda médica, lo que significa que no dis-
ponen de información fiable sobre la cual diseñar estrategias para mejorar los
servicios.

Sin embargo, cada vez son más los Estados miembros que declaran in-
tentar evaluar la prevalencia de la violencia contra la mujer a través de en-
cuestas nacionales. Algo más de un tercio de los Estados miembros afirma
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incluir una cuestión sobre violencia contra la mujer en una encuesta repre-
sentativa realizada de forma regular a escala nacional o ha realizado a nivel
nacional una encuesta representativa sobre la prevalencia de la violencia
contra la mujer en los últimos 10 o 15 años. Esto demuestra que cada vez se
reconoce más la necesidad de recoger datos cuantitativos para evaluar la
escala de violencia contra la mujer a nivel nacional. Debería fomentarse un
reconocimiento similar de la importancia de la recogida de datos administra-
tivos para que pueda evaluarse el funcionamiento del sistema judicial y pue-
dan diseñarse mejoras a largo plazo.

3.2.4. Sensibilización, educación y formación 

La sensibilización, la educación y la formación son armas fundamenta-
les para combatir la violencia contra la mujer y garantizar la prevención, la
protección y la prestación eficaz de los servicios. Para frenar y erradicar la
violencia contra la mujer es necesario cambiar las actitudes y creencias que
permiten que se produzca la violencia, informar a las mujeres de sus dere-
chos y de los servicios de que disponen y formar al personal que presta esos
servicios. Para ello se necesitan programas integrales de sensibilización a
largo plazo, campañas enfocadas hacia temas específicos y formación for-
mal y no formal a lo largo del plan de estudios, así como formación especia-
lizada para el personal pertinente.

Las organizaciones internacionales han tomado una postura clara al exi-
gir a los Gobiernos que atajen la violencia contra la mujer a través de la edu-
cación y de programas de sensibilización. La Plataforma de Acción de Bei-
jing enuncia una serie de medidas preventivas específicas que deben tomar
los Gobiernos para sensibilizar sobre la violencia contra la mujer como vio-
lación de los derechos humanos de las mujeres y para que niños, niñas, mu-
jeres y hombres conozcan las consecuencias personales y sociales que tiene
la violencia contra la mujer cometida en el ámbito familiar.197 El Estudio a
fondo sobre todas las formas de violencia contra la mujer publicado en 2006
por las Naciones Unidas incluye también varias estrategias preventivas des-
tinadas a sensibilizar sobre la violencia contra la mujer y movilizar a la po-
blación y a las distintas comunidades para que condenen este fenómeno.198
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La Tercera Conferencia Ministerial del Consejo de Europa, que se ce-
lebró en 1993 bajo el lema Estrategias para la eliminación de la violencia
contra la mujer en la sociedad: medios de comunicación y otros medios,
prestó especial atención a las medidas destinadas a facilitar el cambio de
las actitudes socioculturales y del comportamiento de hombres y muje-
res.199 También hizo hincapié en la importancia de las campañas guberna-
mentales de información y sensibilización de la población y de la educación
de los adolescentes, los adultos y el personal de los servicios públicos. La
Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer contra la vio-
lencia invita a los Estados miembros a organizar campañas para sensibili-
zar sobre la violencia contra la mujer, destacando que los hombres deben
considerarse responsables de sus actos y animándoles a analizar y des-
montar los mecanismos de la violencia y a adoptar un comportamiento dis-
tinto. En el documento se recomienda a los Estados miembros que intro-
duzcan o refuercen la perspectiva de género en los programas de
educación sobre derechos humanos y que refuercen los programas de edu-
cación sexual que concedan especial importancia a la igualdad y el res-
peto mutuo entre hombres y mujeres.

Por otra parte, el Programa de la Campaña del Consejo de Europa
para Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Do-
méstica, reconoció la responsabilidad de los Gobiernos en la lucha contra
los estereotipos sexistas predominantes y las normas culturales discrimi-
natorias, que son las causas últimas de la violencia contra la mujer.200 Por
ello, los Estados deben combinar reformas legislativas y políticas con pro-
gramas destinados a sensibilizar a la población y cambiar las actitudes,
prejuicios y creencias sociales que fomentan y refuerzan la violencia con-
tra la mujer.

3.2.4.1. Sensibilización de la población 

Diversas organizaciones nacionales e internacionales y comunidades re-
gionales y locales, así como activistas individuales, han emprendido una am-
plia variedad de actividades destinadas a sensibilizar sobre la violencia con-
tra la mujer, informar a las mujeres sobre sus derechos, enseñar a los
hombres que la violencia cometida contra las mujeres es una violación de
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los derechos humanos y un delito, y movilizar a la sociedad para que le ponga
remedio.201

Las ONG de ayuda a las mujeres han estado en primera línea de la sen-
sibilización de la población a través de sus actividades de información a nivel
local, de su labor cotidiana en los centros de acogida y en otros servicios y
de la organización de seminarios y conferencias sobre diversos aspectos de
la violencia contra la mujer. Para que los programas de sensibilización sean
eficaces, es necesario que las ONG de ayuda a las mujeres y las mujeres víc-
timas de violencia que deseen participar intervengan en su preparación y rea-
lización. También debe proporcionarse la financiación suficiente para las ac-
tividades de sensibilización de las ONG de ayuda a las mujeres.

La sensibilización se produce a distintos niveles y puede tomar diversas
formas. Puede fomentarse la sensibilización sobre el problema de la violen-
cia contra la mujer tanto en la familia como en entornos formales (guarderías,
colegios, institutos o universidades). Los líderes locales y nacionales pue-
den desempeñar un papel importante en la sensibilización manifestándose
públicamente contra la violencia sobre las mujeres e informando a la pobla-
ción sobre su gravedad, en especial de sus costes sociales y económicos
para la sociedad. La introducción de un plan de acción nacional para combatir
la violencia contra la mujer y crear organismos públicos que atajen el pro-
blema puede sensibilizar a los responsables de la creación de políticas y
afectar a la forma en que se trata el problema en el ámbito político. La in-
fluencia del Gobierno debe abarcar todas las áreas de la acción política, en
especial la educación, en las que puedan promoverse con éxito los derechos
humanos y la igualdad entre hombres y mujeres.202

En Turquía, el Primer Ministro, el ministro encargado de Familia y Mujer
y el presidente de Asuntos Religiosos denunciaron públicamente la vio-
lencia contra la mujer en un anuncio para televisión que formaba parte de
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201 H. Fisher, Building Promising Practices: campaigning, awareness-raising and ca-
pacity building to combat violence against women - a human rights approach, informe
para la reunión del Grupo de Expertos titulada Violencia contra la mujer: Buenas prácti-
cas para luchar y eliminar la violencia contra la mujer, organizada por la División de las
Naciones Unidas para el Adelanto de la Mujer en colaboración con la Oficina de las Na-
ciones Unidas contra la Droga y el Delito (Viena, Austria, 17-20 de mayo de 2005).

202 Véase nota 121. Informe final de actividad del Grupo de Expertos del Consejo de
Europa para Combatir la Violencia contra la Mujer (EG-S-VL); incluye el Plan de Acción
para Combatir la Violencia contra la Mujer, Consejo de Europa, Estrasburgo, 1997.



la campaña nacional para combatir la violencia contra la mujer. La decla-
ración pública del presidente de Asuntos Religiosos (la autoridad religiosa
suprema en el país) condenando la violencia contra la mujer como un de-
lito y un pecado de la sociedad turca tuvo una especial repercusión.

Es difícil frenar y erradicar las actitudes discriminatorias hacia las muje-
res y las desigualdades económicas y políticas subyacentes que refuerzan
la subordinación de la mujer. Los Gobiernos deben desempeñar un papel
destacado en el cambio de estas actitudes, pero también en el desarrollo de
leyes, políticas y prácticas destinadas a terminar con la discriminación y ga-
rantizar la igualdad entre mujeres y hombres.

Campañas

Una campaña de éxito puede dar lugar a una cultura favorable al cam-
bio o que impulse el cambio en una sociedad que tolera la violencia contra
la mujer. Las campañas también pueden servir de apoyo a cambios legisla-
tivos y políticos para prevenir la violencia contra la mujer.

Las campañas informativas pueden sensibilizar a las mujeres sobre su
derecho a una vida libre de toda forma de violencia y proporcionarles infor-
mación sobre los recursos y servicios puestos a su disposición. Es funda-
mental realizar campañas de forma regular, utilizar diversos métodos y que
las campañas se hagan en varios idiomas para llegar a todos los sectores de
la sociedad.203

Algunos estudios indican que, anteriormente, las campañas se centraban
en información para las mujeres y en cuestiones relacionadas con la protec-
ción.204 Sin embargo, parece que muchas de esas campañas fueron a pe-
queña escala y llegaron sólo a un pequeño grupo objetivo, por lo que es di-
fícil evaluar su impacto. La experiencia obtenida tras muchos años demuestra
que las meras campañas en los medios de comunicación proclamando los
derechos de las mujeres podrían no tener el impacto deseado.205 La Cam-
paña del Consejo de Europa para Combatir la Violencia contra las Mujeres,
incluida la Violencia Doméstica, dio lugar a diversas campañas nacionales,
ya que instaba a los Estados miembros a «sensibilizar a la opinión pública de
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que la violencia contra la mujer es una violación de los derechos humanos y
alentar a todo ciudadano a combatirla».206

Las campañas deben vincular los mensajes sobre los derechos de la
mujer a signos claros de la determinación del Estado por defender esos de-
rechos. Para ser eficaces, las campañas deben tener un carácter global, ir di-
rigidas a diversos grupos y funcionar durante un tiempo considerable.

• La campaña desarrollada en Escocia por Zero Tolerance, que abar-
caba la violación, el acoso sexual, la violencia doméstica y los abusos
sexuales a menores, comenzó en 1992 y continuó durante cinco años.
Fue el primer proyecto relativo a la violencia contra la mujer en recu-
rrir a técnicas de diseño gráfico y de marketing social. La campaña
consistió en diversas etapas relacionadas con estudios y acompaña-
das de trabajo en torno a las tres P que representan los tres aspec-
tos clave de los esfuerzos por combatir la violencia contra mujeres y
niños: prevención (prevención activa de los delitos violentos contra
mujeres y niños), prestación (prestación adecuada y de calidad de
servicios de apoyo para mujeres y niños) y protección (protección ju-
rídica adecuada para mujeres y niños).a

• Amnistía Internacional lanzó en 2004 una campaña de seis años a
nivel mundial bajo el lema No más violencia contra la mujer, cuyo ob-
jetivo es sensibilizar y hacer frente a las actitudes que toleran la vio-
lencia. Basándose en estudios nacionales, la campaña insta a los Go-
biernos a mejorar y reforzar la prevención, la protección de las
mujeres y las medidas judiciales contra los agresores. Se han reali-
zado estudios sobre la violencia contra la mujer en varios países eu-
ropeos.b

• En 2008, el Secretario General de la ONU lanzó la campaña Unidos para
poner fin a la violencia contra la mujer, de siete años de duración, para
suscitar la voluntad política y aumentar los recursos destinados a termi-
nar con la violencia contra mujeres y niñas, implicar a los líderes varones
en la lucha contra dicha violencia y movilizar a hombres y niños. La cam-
paña pretende asimismo reforzar la acción de las Naciones Unidas en la
prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres.c

a Véase www.zerotolerance.org.uk.
b Véase http://www.endviolenceagainstwomen.org.uk/pages/resources.html.
c Véase http://endviolence.un.org/.
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Las campañas suelen ser el primer paso del proceso para cambiar las ac-
titudes y sensibilizar a la opinión pública. Cambiar el comportamiento de
forma permanente puede llevar mucho tiempo en el caso de la violencia con-
tra la mujer, ya que los comportamientos que la provocan forman parte de la
estructura social e ideológica de la sociedad. 207

Ciertas fechas, como el Día Internacional de las Naciones Unidas para
la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (25 de noviembre), los 16 Días
de Activismo contra la Violencia de Género (del 25 de noviembre al 10 de di-
ciembre), el Día Internacional de la Mujer (8 de marzo) o San Valentín (14 de
febrero) ofrecen oportunidades importantes para lanzar campañas.

• La campaña realizada por Southall Black Sisters en el Reino Unido
dio lugar a la elaboración de directrices políticas sobre los
matrimonios forzados y a mejoras en la respuesta de la Foreign
and Commonwealth Office a los casos de ciudadanos británicos
obligados en el extranjero a contraer matrimonio.a

• En el Reino Unido, la campaña de End Violence Against Women
(EVAW) elabora desde hace tres años un informe anual bajo el título
Making the Grade, en el que se analiza la eficacia de distintos orga-
nismos públicos en la lucha contra la violencia sobre las mujeres. Se
envía una serie de preguntas a cada uno de los organismos; EVAW
coteja las respuestas y puntúa cada ámbito de su labor en una es-
cala de 10 puntos.b

a Véase http://www.southallblacksisters.org.uk.
b Véase http://www.endviolenceagainstwomen.org.uk/home.asp.

Una medida preventiva importante consiste en sensibilizar a hombres y
niños e implicarles en campañas de lucha contra la violencia sobre las mu-
jeres. La Recomendación Rec (2002) 5 del Consejo de Europa sobre la pro-
tección de la mujer contra la violencia establece que debe invitarse a los hom-
bres a condenar la violencia contra la mujer como parte de su deber hacia la
comunidad a la que pertenecen. La White Ribbon Campaign, que se des-
arrolla en diversos países, es una de las campañas que mayor éxito está te-
niendo en cuanto a la participación de los hombres en la lucha contra la vio-
lencia. Esta campaña incita a los hombres a comprometerse personalmente
a no cometer, tolerar ni permanecer callados ante un acto de violencia co-
metido contra una mujer.208

179

207 H. Fisher, véase nota 194.
208 White Ribbon Campaign, http://www.whiteribboncampaign.co.uk/.



El papel de los medios de comunicación 

Los medios de comunicación tienen una capacidad enorme y, por lo ge-
neral, no regulada, para influir en el comportamiento de la población. Aunque
pueden desempeñar un papel nada desdeñable en la sensibilización y en la
promoción de la igualdad de género y de los derechos humanos, a menudo
se considera que perpetúan los estereotipos sexistas y fomentan las ideas
discriminatorias sobre las mujeres.209

La Recomendación Rec (2002) 5 insta a los Estados miembros a adoptar có-
digos de conducta y formar a los profesionales de los medios de comunicación
sobre temas relacionados con la violencia contra la mujer. El Estudio a fondo
sobre todas las formas de violencia contra la mujer de las Naciones Unidas iden-
tifica la formación y la sensibilización del personal de los medios de comunica-
ción como una práctica promisoria, basándose en que «mejora la calidad de la
información y contribuye a una mayor sensibilidad y comprensión de las causas
y consecuencias de la violencia contra la mujer entre la opinión pública».210

Pocos Estados miembros intentan influir mediante medidas legislativas
en la forma en que los medios de comunicación muestran la violencia contra
la mujer y resulta preocupante que muy pocos hayan adoptado códigos de
conducta en relación con la violencia sobre las mujeres para los profesiona-
les de los medios de comunicación.211

En 2004, el periódico de mayor difusión de Turquía, Hürriyet, lanzó una
campaña contra la violencia doméstica. La campaña, titulada No a la
violencia doméstica, supone un ejemplo único de la participación de un
medio de comunicación privado en los esfuerzos por cambiar las acti-
tudes y sensibilizar a la sociedad sobre la violencia doméstica. Los re-
dactores, reporteros y periodistas recibieron formación para tratar el
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209 Se han dado pasos importantes en el uso de los medios de comunicación para
hacer campaña frente a la violencia contra la mujer, por ejemplo en Turquía, donde se dio
prioridad a la sensibilización de los hombres respecto a la violencia contra la mujer. El
anuncio para televisión creado para la Campaña del Consejo de Europa para Combatir
la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica, también se emitió pro-
fusamente en 26 Estados miembros del Consejo de Europa y en cadenas de televisión
internacionales.

210 Estudio a fondo sobre todas las formas de violencia contra la mujer del Secreta-
rio General, Naciones Unidas, 2006, párr. 349. Véase el apartado 3.1.4. del presente in-
forme.

211 Véase nota 8. p. 22.



problema con la debida sensibilidad en las páginas del periódico. Hü-
rriyet creó además una línea telefónica gratuita disponible las 24 horas
del día para las víctimas de violencia doméstica. La campaña de Hürri-
yet dio pie a una estrecha colaboración con las comunidades locales a
través de las autoridades locales, los líderes de opinión (incluidos los
imanes) y las ONG de ayuda a las mujeres. La campaña se convirtió
posteriormente en una campaña de ámbito internacional a través de
otros medios (como CNN Turquía) pertenecientes al mismo grupo.a

a La ley nacional turca de radiodifusión prohíbe los contenidos que impliquen dis-
criminación sexual y prohíbe asimismo «los malos tratos por razón de género»
y «la incitación a la violencia contra la mujer». Las disposiciones legales de este
tipo pueden permitir a las organizaciones cívicas luchar contra películas o anun-
cios en los que parecen justificarse los malos tratos contra las mujeres o los
que se resaltan los estereotipos masculinos de comportamiento violento.

3.2.4.2. Educación 

Una medida preventiva importante consiste en educar sobre el carácter, las
causas y las consecuencias de la violencia contra la mujer, así como sobre los
derechos humanos de las mujeres y la eliminación de los estereotipos sexis-
tas. La educación debe ser integral e incluirse en la programación educativa for-
mal y no formal de niños y adolescentes desde edades tempranas.

Labor preventiva con niños y adolescentes

– Educación no formal

Los grupos juveniles de voluntariado, las pandillas de amigos y otras for-
mas de educación extracurricular ofrecen buenas oportunidades para influir
en el comportamiento de los adolescentes. Debe animarse a las asociacio-
nes culturales y deportivas a sensibilizar sobre la violencia contra la mujer y
combatir los estereotipos sexistas. La labor preventiva suele realizarse de
forma poco sistemática y muchos proyectos son proyectos piloto, por lo que
raramente se amplían e incorporan a planes nacionales que lleguen a todos
los jóvenes del país.

– Educación formal

El sistema de educación formal en colegios, institutos y universidades
puede cumplir una función importante en la sensibilización sobre la violencia
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contra la mujer y la lucha y eliminación de los estereotipos sexistas. Para
que tengan éxito, los programas educativos deben ser integrales, incluir for-
mación sensible respecto al género para todo el personal educativo, carecer
de todo material que transmita estereotipos sexistas e incluir imágenes po-
sitivas de la mujer.212

Es más fácil evitar el recurso a la violencia si los patrones intergenera-
cionales y culturales de comportamiento violento se rompen en las primeras
etapas de la vida. Debe educarse a los niños y niñas durante toda su esco-
larización y desde una temprana edad para que conozcan sus derechos y la
importancia de respetar los derechos de las demás personas. En esa edu-
cación debe incluirse que la violencia contra la mujer es inadmisible. Deben
reconocerse las diferencias entre sexos, pero deben combatirse los estere-
otipos sexistas.213

Unicef Croacia ha iniciado un programa educativo integral a nivel na-
cional titulado Escuelas seguras y capacitadoras, en el marco del cual
se ha lanzado una importante campaña nacional bajo el lema No más
violencia entre niños. El propósito de la campaña es proporcionar un
entorno seguro para todos los niños y niñas de colegios e institutos. La
violencia escolar es un obstáculo para la salud y la educación de las
nuevas generaciones. La campaña de Unicef se ha introducido ya en
más de 400 colegios de Croacia.a

a Véase www.unicef.hr/show.jsp.

27 Estados miembros del Consejo de Europa han introducido programas
en colegios e institutos públicos para educar a niños y niñas sobre la violen-
cia contra la mujer. Sin embargo, muchos programas educativos son pro-
yectos piloto que no están integrados en la programación educativa o no se
dirigen a todos los grupos de edad. Para ser eficaces, los programas edu-
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212 Véase nota 203, párrs. 284 y 353.
213 Los párrafos 15 y 16 del anexo de la Recomendación Rec (2002) 5 hacen un lla-

mamiento a los Estados miembros a «garantizar que tanto niños como niñas reciban una
educación básica que evite los patrones sociales y culturales, los prejuicios y los roles es-
tereotipados de cada sexo e incluya formación que permita el desarrollo de la persona-
lidad, con especial atención a los adolescentes en riesgo de fracaso escolar; a formar a
todos los docentes para que integren el concepto de la igualdad de género en sus en-
señanzas» e «incluir información específica en la programación educativa sobre los de-
rechos de los niños, los teléfonos de ayuda, las instituciones a las que pueden pedir
ayuda y las personas a las que pueden acudir con total confianza».



cativos deben formar parte de la programación educativa de todos los cole-
gios e institutos: de igual modo que las asignaturas principales se enseñan
en todo el país, la prevención de la violencia debería enseñarse a todos los
niños y adolescentes. 

España ha elaborado una gran cantidad de material informativo sobre
el tema para los colegios y ha aprobado una ley para garantizar que la
programación educativa incluye material sobre igualdad y resolución
pacífica de conflictos.a

a Artículo 4 de la Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de
Género, España.

Los adolescentes deberían ser el principal grupo objetivo de los progra-
mas educativos centrados en la formación de relaciones íntimas positivas,
para que tomen conciencia de que el maltrato psicológico, físico o sexual es
inadmisible en las relaciones personales o íntimas. Los resultados de los pro-
gramas educativos dirigidos a los adolescentes muestran que, una vez co-
nocen lo que es el comportamiento abusivo, los adolescentes suelen reco-
nocer con mayor facilidad la violencia en sus relaciones pasadas y actuales
y en su entorno más inmediato.

3.2.4.3. Formación profesional y formación continua 

Es fundamental que todos los profesionales susceptibles de encontrar
casos de violencia contra la mujer reciban una formación básica sobre el fe-
nómeno, sus causas y consecuencias durante su formación profesional para
garantizar que la legislación y las políticas sobre la violencia contra la mujer
se apliquen de forma eficaz.214 Dicha formación debe formar parte obligato-
riamente del programa de estudios215 y del temario de exámenes.

La educación y formación básicas sobre violencia contra la mujer deben
ir acompañadas de una formación complementaria que fomente la sensi-
bilidad y las habilidades necesarias para responder de forma adecuada y
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214 Véase nota 203, párr. 280.
215 Por ejemplo, Dinamarca ha incluido el tema de la violencia contra la mujer como

una parte obligatoria del programa de formación de médicos, autoridades y responsa-
bles del sistema público de salud, psicólogos, enfermeros, policías y médicos especiali-
zados en ginecología y medicina general.



eficaz una vez en el puesto de trabajo. Debe garantizarse la formación con-
tinua de los médicos a lo largo de sus carreras.216 Dicha formación debe in-
cluir todas las formas de violencia sobre las mujeres y enseñar las compe-
tencias necesarias para prestar apoyo a las víctimas y tratar a los
agresores. Además, los formadores deben ser expertos, incluidos exper-
tos de ONG de ayuda a las mujeres que cuenten con una larga experien-
cia en este ámbito.

La formación especializada debería hacer algo más que sensibilizar a
los profesionales sobre la violencia contra la mujer: debe dotar a los profe-
sionales con los instrumentos adecuados para identificar los casos de vio-
lencia y gestionarlos, evaluar el riesgo que implican, tomar medidas preven-
tivas y prestar el apoyo adecuado a las mujeres que la sufren. Los
profesionales deben recibir también formación sobre habilidades de trabajo
interinstitucional que les permitan trabajar en colaboración con profesionales
procedentes de otras disciplinas.217

• En la mayoría de los países resulta difícil convencer a los jueces para
que acepten formación especializada por parte de profesionales de
otros ámbitos. El Reino Unido ha encontrado una forma de formar a
los jueces encargados de casos de violencia doméstica invitando a los
magistrados a solicitar la categoría de «juez especializado en violen-
cia doméstica», para lo cual es condición indispensable que asistan
voluntariamente a un curso de formación.a

• En España, la creación de tribunales especializados también ha su-
puesto una oportunidad para formar a jueces y fiscales en la proble-
mática de la violencia de género y las implicaciones de la nueva ley.b

a Véase el paquete de material formativo para magistrados del Judicial Studies
Board Domestic Violence - An Ordinary Crime?, 2003.
b Véase nota 8, pp. 22-23.

Es importante que la formación se vea respaldada y reforzada por pro-
tocolos y pautas claras que establezcan las normas que debe seguir el per-
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217 El Programa y Red Multisectorial y Multidisciplinar de Especialización Profesio-

nal para la Prevención de la Violencia APROPOS, por ejemplo, se centra en la creación
de una red nacional e internacional de profesionales de la prevención y lucha contra la
violencia. El proyecto pretende desarrollar un programa de especialización multisectorial
y multidisciplinar para la formación profesional y continua sobre la violencia y su pre-
vención, http://wwwedu.oulu.fi/apropos/.



sonal en sus respectivos ámbitos de competencia.218 La eficacia de estos
protocolos deberá evaluarse y revisarse de forma regular con el fin de mejo-
rarlos si fuera necesario.

Las víctimas no suelen conocer los servicios especializados a su dispo-
sición o dudan sobre si contactar con dichos servicios, por lo que aún debe
hacerse mucho más para integrar de forma eficaz la perspectiva de género
en el ámbito de los servicios generales. Es de vital importancia asegurarse
de que el personal de los servicios generales reconoce y comprende la vio-
lencia contra la mujer, así como su función en la respuesta a las necesida-
des de las mujeres. Actualmente existen diferencias considerables en las ac-
titudes del personal ante la violencia contra la mujer y en su comprensión de
este fenómeno, lo que puede influir en el tipo y la calidad del apoyo propor-
cionado a las mujeres que buscan apoyo y asistencia.219

En respuesta a la recomendación hecha por el Consejo de Europa para
que sus Estados miembros garanticen la formación eficaz de todo el perso-
nal implicado, varios países han introducido programas de formación para
varias profesiones cuyos miembros pueden entrar en contacto con mujeres
víctimas de violencia. Sin embargo, es posible que en los países donde se
ha establecido esta medida la formación no sea ni obligatoria ni sistemática
y la información al respecto suele ser imprecisa.220 La existencia de forma-
ción profesional puede limitarse a eventos puntuales y no llegar a todos los
profesionales oportunos ni a todas las partes del país.

En general, la formación sobre la violencia contra la mujer necesita me-
jorarse en la mayoría de los Estados miembros del Consejo de Europa. La
formación de la Policía se considera la más urgente. Los Estados miembros
han tomado medidas para ponerle solución. 33 Estados afirman incluir la
violencia contra la mujer en la formación profesional inicial de la Policía y
27 ofrecen formación adicional.221 El Consejo de Europa también ha inten-
tado solucionar la falta de preparación de la Policía en materia de violen-
cia contra la mujer mediante la elaboración de la Guía VIP sobre actuación
policial en casos de violencia contra mujeres y niños. La guía se concibió
para sensibilizar a los agentes de Policía sobre las distintas formas de vio-
lencia contra mujeres y niños, incluida su trata. La guía forma parte del ma-
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218 Véase nota 203, párr. 298.
219 Véase nota 127, p. 72.
220 Véase nota 33. p. 37.
221 Véase nota 33. p. 36.



terial de formación y sensibilización sobre derechos humanos elaborado
en el marco del programa Policía y Derechos Humanos 1997-2000 del Con-
sejo de Europa.222

Aunque la formación profesional inicial de la Policía es la forma más
habitual, seguida inmediatamente de la formación profesional inicial de los
trabajadores sociales, aproximadamente la mitad de los Estados miem-
bros del Consejo de Europa proporcionan formación profesional inicial a
jueces y abogados sobre la violencia doméstica u otras formas de violen-
cia contra la mujer.223 Sólo en un tercio de los Estados miembros del Con-
sejo de Europa reciben formación profesional inicial otros profesionales
que pueden entrar en contacto, ya sea de forma consciente o inconsciente,
con casos de violencia contra la mujer: médicas/os, psicólogas/os, enfer-
meras/os, matronas/es, profesoras/os, maestras/os y profesionales de los
medios de comunicación.224

En Irlanda, la formación del personal sanitario es proporcionada por
Womenʼs Aid, una organización política y de información feminista que
ha desarrollado un programa especial de formación para personal hos-
pitalario.a

a Observatory of the European Policy Action Centre on Violence against Women
(2001): Towards a common European framework to monitor progress in com-
bating violence against women, European Womenʼs Lobby (www.women-
lobby.org).

Los Estados miembros que han introducido recientemente las órdenes de
protección para los casos de violencia doméstica reconocen la necesidad de
proporcionar una formación exhaustiva a los agentes de Policía en activo y
a los futuros agentes sobre sus poderes y su deber de desalojar a los agre-
sores. Sin embargo, las cifras de la formación continua suelen ser inferiores
incluso a las de la formación profesional inicial, lo que indica que los cambios
legislativos no se traducen inmediatamente en instrucciones específicas para
los actores que han recibido nuevas competencias.
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222 Vision, Innovation and professionalism in policing violence against women and
children, Guía VIP, Consejo de Europa, Estrasburgo, 2001.

223 Véase nota 33, figura 5, p. 37.
224 Ibídem.



3.2.4.4. Marco de seguimiento del Consejo de Europa 

para la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección 

de la mujer contra la violencia: resultados y evaluaciones

respecto a la sensibilización, la educación y la formación 

Cada vez más países reconocen la importancia de la sensibilización, la
educación y la formación para cambiar las actitudes hacia la violencia con-
tra la mujer. En concreto, la Campaña del Consejo de Europa para Comba-
tir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica dio pie a
numerosas iniciativas importantes de sensibilización en toda Europa. Como
consecuencia, el grado de sensibilización entre la opinión pública va au-
mentando y muchos Estados miembros han introducido la formación de los
profesionales con el fin de actuar de forma más eficaz ante este problema.
Los programas de formación de diversas profesiones, como la Policía y los
profesionales de la Judicatura, el sistema sanitario y los medios de comuni-
cación, incluyen ahora algún tipo de formación sobre la violencia contra la
mujer, aunque no en todos los Estados miembros del Consejo de Europa.225

Los resultados de las dos rondas de seguimiento de las actividades de
sensibilización de los Estados miembros, así como los resultados de la cam-
paña, muestran un fuerte aumento de la formación sobre la violencia contra la
mujer dirigida a diversos profesionales, principalmente agentes de Policía, pero
también trabajadores sociales. En comparación con la primera ronda de se-
guimiento, un número ligeramente inferior de Estados miembros proporciona
formación específica sobre la violencia contra la mujer durante la formación
profesional inicial, exceptuando a enfermeros y matrones. Por el contrario, hay
más Estados miembros que incluyen módulos sobre la violencia contra la mujer
en los programas de formación continua, lo que sugiere un cambio de enfoque.
Esto parece deberse a los esfuerzos porque sea personal con experiencia
quien aplique los protocolos, procedimientos y prácticas. Debe tenerse en
cuenta, no obstante, que la formación profesional inicial es fundamental para
provocar un cambio continuado en la actuación de los profesionales.

Casi la mitad de todos los Estados miembros declara proporcionar for-
mación sobre la violencia contra la mujer a los profesionales del ámbito jurí-
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225 Se toman en cuenta las siguientes profesiones en el marco de seguimiento de la for-
mación profesional inicial y la formación continua: policía, abogadas/os, jueces, trabajadores
sociales, médicas/os, psicólogas/os y terapeutas, enfermeras/os y matronas/es, profesoras/es
de preescolar, colegios e institutos, y profesionales de los medios de comunicación.



dico, de la enseñanza y de los medios de comunicación. Aunque esto su-
pone un claro avance, el análisis detallado de las cifras revela que las ini-
ciativas de formación no siempre llegan a todos los empleados de estos ám-
bitos. La formación suele proporcionarse como formación profesional inicial
o como formación continua, pero raramente como ambas.226 Para garantizar
que todos los profesionales reciben formación independientemente de su an-
tigüedad es necesaria una combinación de ambos tipos de formación.

Los avances en la sensibilización de los medios de comunicación siguen
siendo lentos y apenas unos pocos países han adoptado un código de con-
ducta para los profesionales del sector. De hecho, el número descendió entre
la primera y la segunda ronda de seguimiento. Esta caída puede explicarse
sin embargo por el endurecimiento de los criterios de los códigos de con-
ducta. Se detecta un avance más determinado en los esfuerzos por crear un
organismo que sirva como observatorio de los medios de comunicación, ya
que cada vez más Estados miembros cuentan con uno. Sin embargo, los nú-
meros siguen siendo bajos en general: sólo la cuarta parte de los Estados
miembros del Consejo de Europa.227

3.2.5. Conclusión y evaluación del marco de seguimiento

empleado para controlar la implementación 

de la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección

de la mujer contra la violencia del Consejo de Europa 

Los Estados miembros del Consejo de Europa han tomado muy diversas
medidas en diversos ámbitos para prevenir y combatir la violencia contra la
mujer. En los últimos años se ha producido un avance significativo en cuanto
a leyes y políticas, lo que refleja un cambio de actitud y demuestra que la
mayoría de los Estados miembros del Consejo de Europa consideran la vio-
lencia contra la mujer como un problema de interés público que merece una
respuesta eficaz por parte de los poderes públicos. Sin embargo, el grado en
que este reconocimiento se traduce en medidas de protección eficaces, le-
gislación y aplicación de la misma, servicios de apoyo a las mujeres y for-
mación de los profesionales implicados varía considerablemente y, en mu-
chos Estados miembros, resulta insuficiente.
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La legislación nacional se ha mejorado en muchos Estados miembros. La
mayoría de ellos han introducido medidas jurídicas que permiten a las auto-
ridades públicas actuar contra la violencia doméstica. Algunos han recono-
cido además el acoso, los matrimonios forzados y la mutilación genital fe-
menina como formas de violencia que tienen que atajarse a través de
medidas jurídicas específicas. Sin embargo, un gran número de los Estados
miembros del Consejo de Europa no tratan todas las formas de violencia con-
tra la mujer como delito y en dos de ellos sigue existiendo la exención rela-
tiva a las violaciones dentro del matrimonio. Un tercio de los Estados miem-
bros del Consejo de Europa no ofrecen órdenes de protección contra parejas
o ex parejas maltratadoras. Como puede verse en el apartado 3.2.1, la efi-
cacia de las medidas jurídicas para combatir la violencia contra la mujer suele
depender de detalles legislativos que, en la práctica, impiden la aplicación
efectiva de una determinada disposición. Además, la legislación existente no
siempre se aplica adecuadamente, por lo que aún pueden mejorarse mu-
chas cosas. 

La aplicación y ejecución de las medidas jurídicas disponibles sigue
siendo difícil de controlar porque los Estados miembros no siempre recopi-
lan datos sobre el porcentaje de casos de violencia contra la mujer de los
que tienen constancia o de su resultado (inicio de acciones penales, con-
dena o desistimiento). Parece que aún queda mucho por hacer para mejorar
los índices de denuncias y condenas de todas las formas de violencia con-
tra la mujer.

La mejor forma de lograrlo podría ser aumentar la disponibilidad y la ca-
lidad de los servicios a las víctimas de la violencia de género. Si bien se han
iniciado muchos proyectos piloto interesantes y programas aislados para me-
jorar el servicio prestado a las mujeres y responder mejor a sus necesidades,
siguen existiendo fallos importantes en la prestación de estos servicios en
prácticamente todos los Estados miembros del Consejo de Europa. Sólo al-
gunos Estados miembros ofrecen un número suficiente de plazas en los cen-
tros de acogida para víctimas de violencia doméstica y la mitad afirman pro-
porcionar centros de acogida con una distribución geográfica adecuada. Esto
significa que, en la mayoría de los Estados miembros, la demanda de plazas
en centros de acogida supera con creces a la oferta. Los servicios para las
víctimas de agresión sexual y violación son mucho menos frecuentes, lo que
suscita dudas sobre el nivel de apoyo que pueden recibir las mujeres. La
carga de estos servicios recae en su mayor parte en ONG de ayuda a las mu-
jeres que cuentan con recursos insuficientes. Esto es posible en gran medida
gracias al elevado compromiso personal de sus miembros, pero su impor-
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tante función de apoyo a las mujeres víctimas de violencia no suele verse
reconocida. La voluntad política de los Gobiernos para introducir partidas
presupuestarias nacionales o regionales que aseguraran la financiación de
estos servicios permitiría garantizar la prestación continuada de servicios de
calidad.

La Campaña del Consejo de Europa para Combatir la Violencia contra las
Mujeres, incluida la Violencia Doméstica, parece haber dado pie a un es-
fuerzo añadido entre algunos Estados miembros por sensibilizar sobre la vio-
lencia contra la mujer. Tanto Estados miembros como ONG han llevado a
cabo numerosas iniciativas de sensibilización de la población a distintos ni-
veles. La formación de los profesionales parece estar produciéndose de
forma más sistemática en algunos Estados miembros, aunque la mayoría se
centran en la formación a fondo de los agentes de Policía a expensas de
otros profesionales importantes como médicas/os, enfermeras/os, matro-
nas/es, jueces, abogadas/os y trabajadores sociales. Aunque se trata de un
elemento importante en la prevención y lucha contra la violencia sobre las
mujeres, la sensibilización constituye tan sólo una de las diversas medidas
importantes que deben tomarse para garantizar una estrategia integral. Por
tanto, las actividades de sensibilización deben ir acompañadas de esfuerzos
por cambiar la ley y aplicar la legislación adecuada, ofrecer servicios de
apoyo y protección y formar a todos los profesionales implicados.

Han mejorado los esfuerzos por recoger datos sobre las distintas formas
de violencia contra la mujer, pero aún no se ha alcanzado un nivel satisfac-
torio. La mayoría de los Estados miembros no recopila de forma sistemática
la información sobre las víctimas de la violencia contra la mujer que se ob-
tiene fácilmente en los distintos registros administrativos (servicios sanita-
rios, Judicatura, Servicios Sociales, etc.). Los datos que se recopilan con
mayor frecuencia son los disponibles en las estadísticas policiales, pero re-
flejan una mínima parte de los casos de violencia contra la mujer. Los Esta-
dos miembros parecen estar evaluando ya la prevalencia de la violencia con-
tra la mujer a través de encuestas nacionales específicas, pero es difícil
comparar la información obtenida en los distintos países debido a las dife-
rencias metodológicas.

Los resultados de dos rondas de seguimiento de la aplicación de la Re-
comendación Rec (2002) 5 muestran que la mayoría de los Estados miem-
bros han adoptado la recomendación como instrumento de referencia para
una estrategia integral o bien para numerosas medidas individuales destina-
das a combatir la violencia contra la mujer. La información recopilada de este
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modo permite en cierta medida evaluar los avances logrados en distintos mo-
mentos en los esfuerzos nacionales por prevenir y combatir la violencia con-
tra la mujer, pero no determinar la calidad y la eficacia de dichas medidas.
Tampoco proporciona información sobre la aplicación y el seguimiento de las
nuevas medidas tomadas a nivel nacional. La introducción de planes nacio-
nales de acción y de cambios en la legislación para combatir la violencia con-
tra la mujer suele ser insuficiente si no se ejecutan de forma efectiva dichas
medidas y se hace un seguimiento de sus resultados. Existe una necesidad
acuciante de estadísticas rutinarias que puedan recopilarse y compararse
para medir los avances conseguidos. Actualmente, ningún Estado miembro
dispone de datos de ámbito nacional sobre el número de casos de violencia
doméstica denunciados a la Policía ni un proceso sistemático que permita
hacer su seguimiento (derivación a otros servicios o acciones judiciales).
Para ello sería recomendable modificar el sistema de seguimiento de modo
que permita trabajar con datos sistematizados y comparables, con el fin de
obtener una base de referencia con la que medir la eficacia de las reformas
legales destinadas a combatir la violencia contra la mujer. Otro problema in-
herente a este tipo de seguimiento voluntario es la participación. Aunque 40
Estados miembros han participado en ambas rondas mediante el envío de in-
formación en el formato solicitado, esto sólo fue posible tras numerosas am-
pliaciones del plazo original y llamamientos repetidos a los Estados miem-
bros. La eficacia de un estudio de seguimiento de este tipo mejoraría
considerablemente si los Estados miembros tuvieran la obligación jurídica
de informar sobre sus avances en la prevención y lucha contra la violencia
sobre las mujeres. En el caso de que el Consejo de Europa decidiera pre-
parar un instrumento jurídicamente vinculante para prevenir y combatir la vio-
lencia contra la mujer, dicho instrumento debería estar dotado de un meca-
nismo de seguimiento sólido e igualmente vinculante que exigiera informar de
forma precisa y puntual.
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4 EL PAPEL DE LOS HOMBRES 
EN EL CONTEXTO DE LA VIOLENCIA
CONTRA LA MUJER

4.1. TRABAJO CON HOMBRES PARA PREVENIR 

LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

Los hombres tienen el deber de participar de forma activa en la elimina-
ción de todas las formas de violencia contra la mujer. La violencia cometida
por los hombres sobre las mujeres ha sido reconocida como una violación de
los derechos humanos, por lo que es responsabilidad de todos combatirla y
prevenirla. El reconocimiento de la violencia contra la mujer como un grave
problema estructural y social causado por las desigualdades de poder entre
mujeres y hombres implica la necesidad de que los hombres participen de
forma activa en todas las acciones destinadas a combatir la violencia contra
la mujer. Además, al suponer la gran mayoría de los agresores, los hombres
tienen una responsabilidad especial en la eliminación de la violencia contra
la mujer.

Para combatir la violencia contra la mujer de forma eficaz, es importante
implicar a todos los hombres en las iniciativas por cambiar la cultura y el en-
torno que permiten a los hombres recurrir a la violencia. Los hombres deben
promover la igualdad y poner en tela de juicio los estereotipos sexistas pre-
dominantes y las normas culturales discriminatorias para poder prevenir la
violencia contra la mujer y sus nocivos efectos en la sociedad. Manifestán-
dose en contra de la violencia, implicando a otros hombres y animándoles a
manifestarse contra ella en público y en privado, los hombres pueden cum-
plir una función imprescindible. Los hombres tienen asimismo el deber de
actuar como modelos de comportamiento. La participación activa de los hom-
bres como padres y cuidadores es fundamental para cambiar las actitudes de
niños y jóvenes.

El Consejo de Europa ha realizado una vasta labor sobre el papel de los
hombres en el contexto de la violencia doméstica contra las mujeres, cen-
trándose principalmente en los hombres como agresores, pero tratando tam-
bién los papeles de los hombres como víctimas y agentes activos del cam-
bio para prevenir y combatir la violencia contra la mujer. La Recomendación
Rec (2002) 5 y el Programa de la Campaña del Consejo de Europa para
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Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica,
hacen hincapié en la participación activa de los hombres para vencer la vio-
lencia contra la mujer.228 Las Naciones Unidas han reconocido asimismo el
importante papel de niños y hombres para lograr la igualdad de género y ha
exhortado a sus organismos a animar a hombres y niños a participar de forma
activa en la prevención y eliminación de la violencia de género y de los es-
tereotipos sexistas.229

A lo largo de la última década ha ido aumentando la atención prestada a
los programas enfocados hacia las actitudes y normas sexistas. Los ejemplos
más prometedores de dichos programas animan a niños y hombres de dis-
tintos contextos sociales a manifestarse contra la violencia sobre las mujeres.

La White Ribbon Campaign anima a niños y hombres a comprometerse
personalmente a no cometer, tolerar ni permanecer callados ante un
acto de violencia cometido contra una mujer, como signo de lo cual lle-
van un lazo blanco el 25 de noviembre, Día Internacional para la Elimi-
nación de la Violencia contra la Mujer. La campaña incluye actos en dis-
tintos contextos sociales (colegios, lugares de trabajo y asociaciones
deportivas) y anima a hombres y niños a participar en la prevención y
sensibilización sobre la violencia contra la mujer.a

a Véase http://www.whiteribboncampaign.co.uk/.

Los programas educativos dirigidos a hombres y niños son un elemento
fundamental de la lucha contra las normas masculinas y de la promoción del
comportamiento no violento entre los hombres. Dirigirse a los jóvenes permite
crear definiciones alternativas de lo que es la masculinidad y reducir la vio-
lencia de género, ya que los hombres jóvenes están más dispuestos a adop-
tar formas alternativas de comportamiento en sus relaciones. Además, al lle-
gar los programas a los jóvenes durante su adolescencia, pueden aún
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2005, [EG-SEM-MV (2005) Proceedings].

229 La Comisión de las Naciones Unidas sobre la Condición Jurídica y Social de la
Mujer se centró en 2004 en El papel de hombres y niños en la consecución de la igual-
dad de género.



remodelarse las identidades de género, en plena formación en ese mo-
mento.230

Stay in Love es un programa público conjunto desarrollado en los Paí-
ses Bajos para jóvenes de entre 16 y 20 años con el fin de sensibili-
zarles sobre el comportamiento violento y abusivo en las relaciones de
pareja. Estos programas se llevan a cabo en distintos contextos, como
colegios, clubes deportivos y asociaciones juveniles. Como parte de
esta iniciativa se ha desarrollado material educativo y de formación, que
incluye un cuestionario sobre relaciones destinado a los jóvenes y ma-
nuales para los profesores, así como talleres de teatro.a

a Véase http://www.stayinlove.nl.

Aunque existen algunos ejemplos de iniciativas en los que se hace par-
tícipes a los hombres en la prevención de la lucha contra las mujeres, siguen
siendo escasos los datos y estudios disponibles sobre estrategias eficaces
para conseguir su implicación. El intercambio de información y la divulgación
de modelos de buenas prácticas sobre el compromiso de los hombres con la
prevención de la violencia es por tanto un aspecto al que habrá que prestar
atención en el futuro.

4.2. HACIA EL CAMBIO: PROGRAMAS PARA AGRESORES 

La Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer contra
la violencia insta a los Estados miembros a crear programas que permitan a
los agresores adoptar un comportamiento no violento, ayudándoles para ello
a ser conscientes de sus actos y a reconocer su responsabilidad. Según la
última ronda de seguimiento sobre la implementación de la Recomendación
Rec (2002) 5 del Consejo de Europa, 22 de 40 Estados miembros afirman
ofrecer programas diseñados específicamente para hombres que han co-
metido actos de violencia contra mujeres. El número de programas existen-
tes en cada Estado varía entre uno y 64. Irlanda, el Reino Unido y Noruega
son los países con mayor experiencia en este ámbito, ya que cuentan con
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programas para agresores desde hace más de 15 años.231 Los programas en
los que se trabaja con los agresores no están, por tanto, generalizados y,
cuando existen, es en un número reducido.232 La eficacia de los programas
no suele evaluarse y no existen normas de calidad.

Han surgido voces alertando sobre las expectativas puestas en los pro-
gramas para agresores, al considerarse en ocasiones como soluciones in-
mediatas al prevenir la violencia mediante el cambio del comportamiento de
los hombres. No obstante, la experiencia demuestra que centrarse en los
agresores no mejora automáticamente la seguridad de la víctima. Las orga-
nizaciones de ayuda a las mujeres han señalado en repetidas ocasiones que
deben considerarse prioritarias las necesidades de las mujeres y los niños y
la asignación de recursos para las víctimas. Por importantes que sean los
programas para agresores, nunca deberían anteponerse a la prestación de
servicios a las mujeres y los niños.233

Los estudios sobre programas para agresores destacan la necesidad de
continuar analizando el éxito de los programas y sus implicaciones para la se-
guridad de las víctimas. La mayoría de los agresores que participaron en pro-
gramas de este tipo consiguió dejar de cometer actos violentos durante un
periodo de tiempo largo, pero una quinta parte volvió a agredir a su pareja.
Este grupo de hombres suele ser el causante de las agresiones más violen-
tas, que en ocasiones provocan la muerte de su pareja. Es por tanto de vital
importancia identificar en las primeras fases qué agresores pueden ser los
más violentos hacia sus parejas.234 La experiencia demuestra también que la
mayoría de los hombres participan en los programas para agresores por
orden de un tribunal. Los bajos niveles de motivación indican que son raros
los casos en los que los hombres acuden voluntariamente, normalmente
como consecuencia de la insistencia de la víctima y del contacto con los Ser-
vicios Sociales, la Policía, el servicio de libertad condicional o los servicios de
ayuda a las mujeres.
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A pesar de las dificultades en este ámbito, los estudios realizados en Es-
tados Unidos y el Reino Unido sobre los modelos de trabajo en grupo para
agresores demuestra que los programas para agresores pueden ayudar a
prevenir más agresiones contra las mujeres si los programas se diseñan e im-
plementan de forma coordinada.235

Los programas para agresores pueden completar también la respuesta
penal, no como alternativa a las sanciones sino como medida adicional de
prevención, como se indica en la Recomendación Rec (2002) 5. En algunos
países, la introducción de programas para agresores ha dado pie a una es-
trecha colaboración entre la Policía, el servicio de libertad condicional y los
servicios de ayuda a las mujeres, lo que ha permitido realizar un seguimiento
riguroso de la asistencia del agresor e informar a los servicios de ayuda a las
mujeres y a las víctimas sobre los avances del agresor, su falta de asisten-
cia o el riesgo de reincidencia. Sin embargo, en Europa, donde los índices de
prevalencia de la violencia contra la mujer son elevados y los de condena,
bajos, el número de hombres condenados por los tribunales a participar en
programas para agresores sigue siendo mínimo. Siguen existiendo por tanto
pocos programas a los que puedan asistir los agresores por orden judicial y
son escasos sus efectos en el cambio del comportamiento de los hombres y
la protección de las víctimas.

Existe un amplio consenso entre los expertos pertenecientes a organi-
zaciones que dirigen programas para agresores y servicios para las mujeres
en que la seguridad de las mujeres y los niños debe ser siempre el objetivo
principal del trabajo con los agresores. Los programas para agresores no
deben organizarse de forma aislada, sino que deben gestionarse en estrecha
colaboración con servicios especializados de ayuda a las mujeres que cuen-
ten con programas de apoyo a las víctimas y ofrezcan un apoyo proactivo a
las parejas o ex parejas de quienes participan en el programa. La terapia de
pareja, el control de la ira, la mediación y la justicia reparadora no son medi-
das adecuadas para el comportamiento agresivo de los hombres hacia las
mujeres.236

Según diversos estudios, los resultados de los programas para agreso-
res dependen en gran medida de lo bien que trabajen juntos la Policía, los
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servicios de ayuda a las mujeres, los tribunales y los demás servicios impli-
cados. Para que los programas para agresores contribuyan eficazmente a
proteger a las víctimas y prevenir su revictimización, los responsables de
estos programas deben participar activamente en la labor interinstitucional y
formar parte de la «cadena de intervención».237

• En el Reino Unido, la asociación Respect, que agrupa a programas
para autores de violencia doméstica y servicios de apoyo relaciona-
dos, ha desarrollado unas normas de acreditación (Respect Accredi-
tation Standard) para los programas de prevención de la violencia do-
méstica (Domestic Violence Prevention Programmes, DVPP) y los
servicios integrales de apoyo (Integrated Support Services, ISS) que
trabajan con agresores.a

• El proyecto europeo DAPHNE titulado Trabajo con los Autores de la
Violencia Doméstica en Europa (WWP) elaboró una serie de normas
para los programas con agresores tras consultar a expertos europeos
del ámbito de los servicios de ayuda a las mujeres y los programas
para agresores.b

a Véase http://www.respect.uk.net/.
b Véase http://www.work-with-perpetrators.eu/.

4.3. LA VIOLENCIA CONTRA LOS HOMBRES 

Y EL PAPEL DE LOS HOMBRES EN LA LUCHA

CONTRA LA CULTURA DE LA VIOLENCIA 

Durante décadas, las mujeres han ido sensibilizando a la opinión pública
sobre la violencia de género en la sociedad y estudiando la prevalencia, el con-
texto y las causas últimas del fenómeno. Como resultado, actualmente se reco-
noce la violencia contra la mujer como una violación de los derechos humanos
y un grave problema estructural y social en las sociedades de todo el mundo.

Los conocimientos adquiridos por las investigadoras y los movimientos
de ayuda a las mujeres, así como su labor a la hora de poner en evidencia
la dinámica del poder entre hombres y mujeres que sustenta la violencia con-
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tra estas últimas, han alimentado el interés sobre el contexto en el que se pro-
duce la violencia y el modo en que esta afecta a los hombres en la sociedad.
La violencia contra la mujer se ha definido como la violencia por razón de
género enraizada en un contexto social e histórico más amplio. Este análisis
no es trasladable a la violencia cometida contra los hombres. Al contrario de
lo que ocurre con la violencia cometida contra las mujeres, la violencia con-
tra los hombres no es «una manifestación de las históricas desigualdades
de poder entre mujeres y hombres», no ha dado lugar al dominio ni a la dis-
criminación de los hombres por parte de las mujeres ni impide a los hombres
desarrollarse plenamente y disfrutar de sus derechos fundamentales.238

Aunque es indudable que hay hombres que sufren violencia a manos de
mujeres, no se han realizado muchos estudios sobre la magnitud de la vio-
lencia doméstica sufrida por los hombres y el efecto que tiene en sus vidas,
ya que los estudios de prevalencia de la violencia doméstica suelen consi-
derar a las mujeres como víctimas.239 Los pocos estudios que analizan es-
pecíficamente la prevalencia de la violencia contra los hombres muestran
que, aunque los hombres también sufren violencia doméstica, la sufren en un
grado mucho menor y los actos de violencia cometidos contra ellos son
mucho menos graves. Además, es raro que los hombres sufran en sus rela-
ciones distintas formas de violencia, discriminación y dependencia que les di-
ficulten o impidan abandonar a la pareja violenta.

Mientras que la violencia contra la mujer suele ser cometida por hom-
bres, lo que la convierte en violencia de género, la violencia contra los hom-
bres suele ser cometida por un hombre del entorno familiar. Los estudios
sobre violencia sexual cometida contra hombres en el ámbito privado indican
que, en muchos casos, son los padres o padrastros los autores de las viola-
ciones a los chicos.240

De igual modo, en lo que respecta a la violencia contra los hombres co-
metida en ámbitos públicos (trabajo, colegio, Ejército...), los datos empíricos
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demuestran que gran parte de la violencia sufrida por los hombres es come-
tida por otros hombres: los hombres suponen la mayoría de los agresores,
pero también de las víctimas.241 En consecuencia, la violencia sufrida por los
hombres puede en gran medida considerarse un «problema entre hombres»
más que violencia de género.

Con demasiada frecuencia, la violencia y el comportamiento violento se
consideran un elemento fundamental de la cultura masculina y el dominio
masculino, por lo que se estimulan en la cultura popular y los medios de co-
municación. Entre los jóvenes y adolescentes, las manifestaciones de vio-
lencia cumplen una importante función en las luchas de poder y en la rivali-
dad.242 La socialización masculina incluye la violencia desde muy temprana
edad. Los estudios sobre las prácticas empleadas en la educación de niños
y niñas indican que la violencia es vista como un medio más aceptable de ex-
presar las emociones, e incluso el afecto, en los niños que en las niñas.

Los hombres no sólo desempeñan un papel importante en la prevención
de la violencia contra la mujer: también son una parte fundamental de la lucha
contra la violencia sobre los hombres y la cultura de la violencia en general.
Los hombres deben participar de forma activa en la erradicación de los es-
tereotipos sobre la masculinidad y la invulnerabilidad masculina existentes en
la sociedad, así como en la promoción de comportamientos no violentos entre
los hombres.
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5 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

5.1. INTRODUCCIÓN

El capítulo II.4 del Plan de Acción adoptado en la Tercera Cumbre de
Jefes de Estado y de Gobierno del Consejo de Europa, celebrada en Varso-
via los días 16 y 17 de mayo de 2005, dice lo siguiente:

«El Consejo de Europa adoptará medidas para combatir la violencia
contra la mujer, incluida la violencia doméstica. Creará un grupo de tra-
bajo para evaluar los avances a nivel nacional y establecerá instru-
mentos para cuantificar la evolución a nivel paneuropeo con el fin de
redactar propuestas de acción. Se preparará y llevará a cabo una cam-
paña paneuropea para combatir la violencia contra la mujer, incluida la
violencia doméstica, en estrecha colaboración con otros actores euro-
peos y nacionales, incluidas las ONG.»

Del Grupo de Trabajo del Consejo de Europa para Combatir la Violencia
contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica, definido por el Comité de
Ministros en el marco del seguimiento del plan de acción adoptado durante
la Tercera Cumbre del Consejo de Europa, se espera, entre otros resultados,
que evalúe la eficacia de las medidas de prevención y lucha contra la vio-
lencia sobre las mujeres adoptadas a nivel nacional e internacional y pro-
ponga la revisión de estas medidas o la adopción de otras nuevas.

Una de las principales funciones del grupo de trabajo consiste en elaborar
propuestas de acción que el Consejo de Europa y sus Estados miembros pue-
dan implementar en el futuro para prevenir y combatir la violencia contra la mujer.

A pesar de los claros avances logrados en la legislación, las políticas y
las prácticas, la violencia contra la mujer en sus diversas formas sigue ge-
neralizada en todos los Estados miembros del Consejo de Europa. La eva-
luación de las medidas de prevención y lucha contra la violencia sobre las
mujeres indica de forma clara que, por el momento, no son eficaces para
acabar con esta lacra.

Las medidas para proteger a las mujeres y castigar a los agresores tie-
nen un efecto limitado, como puede verse por el índice alarmantemente bajo
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de condenas a autores de violencia contra la mujer, en especial si se com-
para con el de las condenas por otros delitos violentos. Los servicios para las
mujeres víctimas de violencia de género siguen siendo insuficientes e irre-
gulares; en algunos países las encargadas de proporcionar dichos servicios
son ONG con recursos limitados sin ningún respaldo por parte del Estado.
Con frecuencia, los planes de acción nacionales no han hecho frente a la
violencia contra la mujer de forma integral y global o no se les ha dotado de
los suficientes recursos económicos y de otra índole para garantizar su im-
plantación efectiva. En los casos de «buenas prácticas» los servicios no siem-
pre están disponibles para todas las mujeres por razones geográficas, pre-
supuestarias, idiomáticas o de acceso, o porque sólo funcionan como
proyectos piloto.

En virtud del derecho internacional, los Estados tienen la responsabilidad
de actuar con la diligencia debida para prevenir actos de violencia, proteger
a las mujeres de la violencia, castigar a los agresores y proporcionar vías de
recurso y reparación a las mujeres que han sufrido violencia. Todas las re-
comendaciones del grupo de trabajo se basan en la importancia de que los
Estados miembros reconozcan que la violencia contra la mujer es una viola-
ción de los derechos humanos y que esta violencia sólo puede atajarse de
forma eficaz a través de un enfoque integral y holístico que cuente con res-
paldo político al más alto nivel para garantizar que se asignan los recursos
suficientes para la actuación continuada a largo plazo.

Para reforzar y desarrollar la labor en curso del Consejo de Europa y de
sus Estados miembros en materia de prevención y lucha contra la violencia
sobre las mujeres, el Grupo de Trabajo preparó las recomendaciones que se
detallan más adelante y que van dirigidas tanto al Consejo de Europa como
a sus Estados miembros. De conformidad con el mandato del grupo de tra-
bajo, estas recomendaciones se centran en la violencia contra la mujer que
se produce en el ámbito familiar243 y en ciertas formas de violencia contra la
mujer que se producen en otros ámbitos sociales en general244, tales como
la violación o la agresión sexual, pero no otras como el acoso laboral o la
trata de mujeres, ya que dichas formas de violencia contra la mujer ya están
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recogidas en convenios específicos del Consejo de Europa.245 Entre las re-
comendaciones a nivel internacional se incluye la elaboración de un nuevo
instrumento internacional jurídicamente vinculante relativo a los derechos hu-
manos para prevenir y combatir la violencia contra la mujer, el establecimiento
del puesto de Relatora o Relator Especial sobre violencia contra la mujer y
la creación de un observatorio del «feminicidio». Las recomendaciones a
nivel nacional tienen una doble vertiente. Por un lado, reclaman un enfoque
integral y los recursos suficientes para prevenir y combatir de forma eficaz la
violencia contra la mujer; por el otro, reclaman que se adopten medidas con-
cretas en estos cinco ámbitos clave: legislación, asistencia y protección de las
víctimas, recogida de datos, sensibilización y el papel de los hombres.

5.2. RECOMENDACIONES A NIVEL INTERNACIONAL 

PARA PREVENIR Y COMBATIR LA VIOLENCIA

CONTRA LA MUJER 

5.2.1. Un convenio europeo de derechos humanos 

para prevenir y combatir la violencia contra la mujer 

Está claro que es necesario un convenio europeo de derechos humanos
para prevenir y combatir la violencia contra la mujer y proteger a quienes la su-
fren. El Consejo de Europa tiene una oportunidad única de dirigir el proceso de
preparación del primer tratado europeo sobre derechos humanos para preve-
nir y combatir la violencia contras las mujeres. De este modo, las medidas y nor-
mas establecidas en la Recomendación Rec (2002) 5 del Consejo de Europa
sobre la protección de la mujer contra la violencia pasarían a ser jurídicamente
vinculantes para todos los Estados firmantes del nuevo convenio.

Conviene destacar la ausencia de un tratado mundial y de un tratado eu-
ropeo en este ámbito. El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanos y de las Libertades Fundamentales es un instrumento internacional
genérico sobre derechos civiles y políticos, pero no proporciona una protec-
ción específica a las mujeres víctimas de violencia de género. De hecho, ac-
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tualmente sólo cuentan con tratados en este ámbito la Organización de los Es-
tados Americanos y la Unión Africana. La Organización de los Estados Ameri-
canos fue la primera organización internacional en adoptar, en 1994, un ins-
trumento jurídicamente vinculante para combatir todas las formas de violencia
contra la mujer,246 que se encuentra vigente desde marzo de 1995.

El hecho de que sea el convenio más ratificado dentro del sistema inter-
americano da fe de la fuerte voluntad política por establecer normas comu-
nes y jurídicamente vinculantes en este ámbito. La Unión Africana adoptó en
2003 el Protocolo sobre los Derechos de la Mujer en África,247 que hace un
llamamiento explícito a la protección de las mujeres contra la violencia, tanto
en la vida privada como en la pública, como una forma de garantizar el de-
recho a la vida, la integridad y la seguridad de la persona.

Uno de los principales mensajes de la Campaña del Consejo de Europa
para Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Domés-
tica consiste en «instar a los Estados a demostrar su voluntad política» por
acabar con la violencia contra la mujer. En este sentido, puede considerarse
que el acuerdo alcanzado entre los Estados miembros del Consejo de Europa
para preparar un nuevo instrumento jurídicamente vinculante relativo a los de-
rechos humanos demostrará su sólido compromiso con la erradicación de la
violencia contra la mujer, que ya demostraron al adoptar la Recomendación
Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer contra la violencia.

Según el programa de la campaña del Consejo de Europa, «la violencia
contra la mujer supone una violación de los derechos humanos, por lo que
los Estados tienen la obligación de actuar con la diligencia debida para pre-
venir este tipo de violencia, proteger a sus víctimas, indemnizarlas y enjuiciar
y castigar a los agresores». En consecuencia, hay que procurar que el futuro
convenio del Consejo de Europa para prevenir y combatir la violencia contra
la mujer sea un instrumento de derechos humanos que incluya derechos jus-
ticiables relacionados con la protección de los derechos de las víctimas (por
ejemplo, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos
y de las Libertades Fundamentales).
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Todo instrumento jurídicamente vinculante que el Consejo de Europa
adopte en el futuro para combatir la violencia contra la mujer deberá ser un
tratado exhaustivo sobre derechos humanos y sus principales objetivos de-
berán ser la prevención de la violencia de género, la protección de las vícti-
mas y el enjuiciamiento de los agresores.

A continuación se detallan el ámbito de aplicación del potencial convenio
del Consejo de Europa, las áreas que debería abarcar y su posible meca-
nismo de seguimiento.

Principio subyacente del futuro convenio

Es importante reconocer el carácter sexista del fenómeno de la violencia
doméstica y las causas estructurales de la violencia contra la mujer. Las mu-
jeres padecen de forma desproporcionada muchas formas de violencia y la
sufren porque son mujeres, de ahí que se la llame «violencia de género».
Esta violencia de género, resultado del desequilibrio de poder entre mujeres
y hombres, es una violación de los derechos humanos y supone un obstáculo
para la consecución de la igualdad de género.

Alcance ratione personae del futuro convenio

Según la Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer
contra la violencia, referente a los distintos tipos de violencia de género que
pueden sufrir las mujeres a lo largo de sus vidas, un instrumento jurídica-
mente vinculante sobre derechos humanos debería recoger todas las formas
de violencia de género cometidas contra las mujeres a lo largo de sus vidas,
por lo que debería incluir a las niñas.

Limitar su aplicación a las mujeres mayores de edad limitaría el alcance
y la eficacia del instrumento, ya que algunas formas graves de violencia de
género, como la mutilación genital femenina, los matrimonios forzados y los
crímenes de honor afectan en muchos casos a niñas menores de 18 años.
Además, las niñas menores de 18 años pueden sufrir también la violencia de
sus parejas antes del matrimonio.

Alcance ratione materiae del futuro convenio

Todo instrumento internacional jurídicamente vinculante que el Consejo
de Europa pueda acordar en este ámbito debería ser un instrumento relativo
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a los derechos humanos y enmarcarse en el contexto más amplio de la vio-
lencia contra la mujer como violencia de género. Es por tanto fundamental
ampliar el alcance del posible convenio de modo que abarque diversas for-
mas de estos tres tipos de violencia contra la mujer: violencia física, violen-
cia sexual y violencia psicológica.

Las formas de violencia contra la mujer recogidas en dicho instrumento
englobarían por tanto formas de violencia de género como, por ejemplo, la
violencia física por parte de la pareja o ex pareja, la violación, la violencia
sexual, el acoso sexual, la mutilación genital femenina, los matrimonios for-
zados y los crímenes de honor. Por otra parte, la definición de violencia con-
tra la mujer debería ser lo suficientemente amplia para englobar nuevas for-
mas de violencia.

La inclusión de diversas formas de violencia contra la mujer se justifica aún
más por el hecho de que estas ya aparecen en los instrumentos internaciona-
les actuales. La Recomendación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer
contra la violencia incluye todas las formas de violencia de género. Otros ins-
trumentos internacionales jurídicamente vinculantes, como la Convención Inter-
americana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer
(Convención de Belém do Pará) o el Protocolo de la Carta Africana sobre los
Derechos Humanos y de los Pueblos relativo a los Derechos de la Mujer en
África, también incluyen varias formas de violencia contra la mujer y no se li-
mitan a un único tipo de violencia. En concreto, la definición de violencia con-
tra la mujer en la que se basa el protocolo incluye todos los actos que causen
un daño físico, sexual y psicológico, pero también aquéllos que causen un per-
juicio económico. Esta definición va más allá de la proporcionada en la Reco-
mendación General nº. 19 de la Convención sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer y en la Convención Interamericana
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

Áreas que debe abarcar el futuro convenio

La Recomendación Rec (2002) 5 del Consejo de Europa sobre la pro-
tección de la mujer contra la violencia propone una estrategia integral para
prevenir la violencia, proteger a las víctimas y castigar a los agresores.

Todo instrumento jurídicamente vinculante relativo a los derechos hu-
manos debería abarcar también estas tres áreas. Esto implica un enfoque
integral en la prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres en el
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sentido de que el futuro convenio debería incluir un completo conjunto de
medidas que abarquen las tres áreas anteriormente citadas.

Mecanismo de seguimiento del futuro convenio

Según la opinión general, la eficacia de los instrumentos internacionales
puede medirse por la eficacia de su mecanismo de seguimiento. Por consi-
guiente, el futuro convenio debería contar con un mecanismo de seguimiento
eficaz e independiente. Este tipo de mecanismos de seguimiento se utilizan
con frecuencia en el Consejo de Europa y están bien considerados debido a
la independencia y a la imparcialidad de sus miembros, así como a la calidad
de sus informes y de las conclusiones extraídas del propio proceso. El órgano
de seguimiento del convenio debería constar de expertos y expertas inde-
pendientes y altamente cualificados capaces de seguir la implantación de las
obligaciones que en él se incluyen.

En relación con la composición y las competencias de este mecanismo
de seguimiento, convendría analizar los organismos ya existentes del ám-
bito de los derechos humanos o mecanismos de seguimiento tales como el
mecanismo de seguimiento del Convenio del Consejo de Europa sobre la
Lucha contra la Trata de Seres Humanos (GRETA), el Comité de las Nacio-
nes Unidas para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité
de la CEDAW) o el Mecanismo de Seguimiento de la Implantación de la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra la Mujer (MESECVI).

Modalidades prácticas

Para garantizar que en el futuro convenio se trate adecuadamente esta
gran variedad de temas, el grupo encargado de elaborarlo debería ser mul-
tidisciplinar e incluir expertas y expertos con distintas experiencias profesio-
nales en violencia contra la mujer, igualdad entre mujeres y hombres, dere-
chos humanos en general y derecho penal y civil, así como expertas y
expertos procedentes de organizaciones no gubernamentales. Se reco-
mienda por tanto crear un comité especial con las competencias anterior-
mente indicadas y la participación de representantes del Comité Europeo
para los Problemas Criminales (CDPC), el Comité Directivo para la Igualdad
entre Hombres y Mujeres (CDEG), el Comité Director para los Derechos Hu-
manos (CDDH), el Comité Europeo de Cooperación Jurídica (CDCJ) y otros

207



comités directivos competentes (es decir, una composición parecida a la del
Comité Especial sobre Acción contra la Trata de Seres Humanos [CAHTEH]).

5.2.2. Relatora o Relator Especial sobre la violencia 

contra la mujer 

Debería establecerse para Europa una Relatora o un Relator Especial
sobre la violencia contra la mujer, que trabajaría en colaboración con el Co-
misario de Derechos Humanos del Consejo de Europa y el futuro mecanismo
de seguimiento del posible convenio del Consejo de Europa para prevenir y
combatir la violencia contra la mujer.

El mandato del cargo consistiría principalmente en hacer hincapié en la
naturaleza y las características específicas de la violencia contra la mujer en
Europa. La persona que lo ocupara debería tener autoridad para visitar los
distintos países y proponer recomendaciones concretas al Consejo de Eu-
ropa y a sus Estados miembros con el fin de dar a conocer el problema, me-
jorar la sensibilización sobre él a nivel gubernamental y social, contribuir al
desarrollo de una nueva jurisprudencia, así como otras medidas basadas,
entre otros, en estudios temáticos y estudios regionales.

A la hora de elaborar el mandato, deberían tenerse en cuenta los dos
mandatos regionales actuales: la Relatora o el Relator Especial sobre los de-
rechos de la mujer de la Comisión Interamericana sobre Derechos Huma-
nos, establecido en 1994, y la Relatora o el Relator Especial sobre los dere-
chos de las mujeres en África, establecido en 1998, así como el Relatora o
la Relator Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y conse-
cuencias de las Naciones Unidas, establecido en 1994. Para ello, el Consejo
de Europa debería realizar un estudio para analizar los mecanismos exis-
tentes y proponer soluciones a los problemas que estos experimentan.

5.2.3. Observatorio de la violencia contra la mujer -

Observatorio del «feminicidio» 

Los Estados miembros del Consejo de Europa deberían tomar medidas
eficaces sin demora para prevenir las violaciones más frecuentes y más fla-
grantes de los derechos fundamentales de las mujeres: los asesinatos de
mujeres a manos de sus maridos, ex maridos, parejas y familiares.
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Los Estados miembros deberían establecer un método para recoger
datos específicos desagregados por edad sobre el número de asesinatos de
este tipo que se cometen al año contra mujeres; datos desagregados por
edad y sexo del agresor sobre el número de agresores; y datos sobre la re-
lación entre el agresor y la víctima. También debería recogerse la información
relativa al procesamiento y el castigo de los agresores. Debería analizarse
meticulosamente cada uno de los casos de este tipo de asesinato para iden-
tificar algún fallo en la protección con el fin de mejorar las medidas preventi-
vas existentes y desarrollar otras nuevas.

Los Estados miembros deberían colaborar con las ONG que actúan en
este ámbito para recoger, analizar y publicar los datos obtenidos. Dichos
datos deberían hacerse públicos a nivel nacional y también por parte del Con-
sejo de Europa y publicarse durante los 16 Días de Activismo contra la Vio-
lencia de Género. La Secretaría General del Consejo de Europa debería en-
cargarse de publicar los datos.

Los Estados miembros podrían confiar esta labor a los organismos na-
cionales ya existentes encargados de los asuntos relacionados con la vio-
lencia contra la mujer o a los observatorios nacionales de violencia contra la
mujer propuestos.

5.3. RECOMENDACIONES A NIVEL NACIONAL 

PARA PREVENIR Y COMBATIR LA VIOLENCIA

CONTRA LA MUJER 

5.3.1. Necesidad de un enfoque integral para prevenir 

y combatir la violencia contra la mujer 

Los Estados miembros tienen la obligación de ejercer la diligencia de-
bida para prevenir, investigar y castigar todo acto de violencia, ya sea co-
metidos por el Estado o por particulares, y a proporcionar protección a las víc-
timas. Para cumplir con esta obligación, es necesario que los Estados
miembros cuenten con políticas coordinadas, integrales y basadas en prue-
bas que incluyan los recursos suficientes para su implantación, seguimiento
y evaluación eficaces. Estas políticas deberían centrarse en las necesida-
des de las víctimas y abarcar todos los aspectos relevantes para la preven-
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ción de la violencia y la protección de las víctimas, incluida la prestación de
servicios, leyes que las protejan, sensibilización, educación y formación, re-
cogida sistemática de datos y la investigación, así como la mejora de la co-
laboración entre los distintos sectores y actores y la promoción de la creación
de redes a nivel nacional e internacional para alcanzar niveles de calidad
adecuados.

La Ley Orgánica española 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de
Protección Integral contra la Violencia de Género indica claramente en su
preámbulo la necesidad de un enfoque integral en la prevención y lucha con-
tra la violencia sobre las mujeres:

«La violencia de género se enfoca por la Ley de un modo integral y mul-
tidisciplinar, empezando por el proceso de socialización y educación. 
La conquista de la igualdad y el respeto a la dignidad humana y la li-
bertad de las personas tienen que ser un objetivo prioritario en todos los
niveles de socialización. 
La Ley establece medidas de sensibilización e intervención en el ámbito
educativo. Se refuerza, con referencia concreta al ámbito de la publici-
dad, una imagen que respete la igualdad y la dignidad de las mujeres.
Se apoya a las víctimas a través del reconocimiento de derechos como
el de la información, la asistencia jurídica gratuita y otros de protección
social y apoyo económico. Proporciona por tanto una respuesta legal in-
tegral que abarca tanto las normas procesales, creando nuevas ins-
tancias, como normas sustantivas penales y civiles, incluyendo la de-
bida formación de los operadores sanitarios, policiales y jurídicos
responsables de la obtención de pruebas y de la aplicación de la ley. 
Se establecen igualmente medidas de sensibilización e intervención en
el ámbito sanitario para optimizar la detección precoz y la atención física
y psicológica de las víctimas, en coordinación con otras medidas de
apoyo.
Las situaciones de violencia sobre la mujer afectan también a los me-
nores que se encuentran dentro de su entorno familiar, víctimas direc-
tas o indirectas de esta violencia. La Ley contempla también su protec-
ción no sólo para la tutela de los derechos de los menores, sino para
garantizar de forma efectiva las medidas de protección adoptadas res-
pecto de la mujer.»

El principal objetivo de una política integral y coordinada es la creación
de un sistema de intervención o una cadena de intervención que funcione
bien y se centre en las necesidades de las víctimas. Según la Recomen-
dación Rec (2002) 5 sobre la protección de la mujer contra la violencia,
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todas las instituciones públicas y no gubernamentales competentes debe-
rían colaborar en la elaboración y implementación de las medidas necesa-
rias.

En el centro de toda estrategia integral para combatir la violencia contra
la mujer se encuentra la necesidad de una definición clara de la violencia
contra la mujer como violencia por razón de género y violación de los dere-
chos humanos.

La legislación para proteger y apoyar a las víctimas es una parte muy
importante de cualquier estrategia para combatir la violencia contra la mujer.
Es de vital importancia que se coordinen los distintos ámbitos del derecho,
como el derecho penal, el derecho civil, el derecho de familia y el derecho mi-
gratorio, para garantizar una estrategia jurídica integral y armonizada.

Una forma eficaz de poner en marcha una política integral y coordinada
sería un plan de acción nacional para prevenir y combatir la violencia contra
la mujer, siempre y cuando el plan se base en un claro compromiso político
y vaya acompañado de los recursos necesarios para su implantación efec-
tiva. Un plan de acción gubernamental debería tratar todas las formas de vio-
lencia de género cometidas contra las mujeres. El plan debería ser integral
en el sentido de que debería abarcar todas las áreas jurídicas y políticas re-
levantes para prevenir la violencia y proteger a las mujeres y coordinada en
el sentido de que todas las medidas deberían estar en sintonía entre sí para
evitar lagunas e intervenciones contradictorias.

Un plan de acción nacional debería ser un documento público y tener un
calendario preciso. Debería basarse en un análisis exhaustivo de la situa-
ción y en los conocimientos más recientes aportados por la investigación y
la práctica. También debe incluir objetivos concretos en todos los ámbitos e
indicadores claros para evaluar dichos objetivos, incluida la recogida siste-
mática de datos en todos los ámbitos pertinentes. Los planes de acción de-
berían ser aprobados por el Gobierno y deberían incluir un presupuesto su-
ficiente y garantizado para su ejecución.

Cada Estado miembro debería crear un organismo público que tuviera el
mandato firme y claro de coordinar, desarrollar, llevar a cabo y seguir y eva-
luar a nivel nacional las políticas sobre violencia contra la mujer y garantizar
la aplicación y la revisión del plan de acción. Todos los organismos e institu-
ciones públicos competentes a nivel nacional, regional y local deberían for-
mar parte de dicho órgano público, que debería incluir además a expertas y
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expertos procedentes de ONG, en especial ONG de ayuda a las mujeres que
presten servicios a las víctimas, y expertas y expertos procedentes del mundo
académico.

5.3.2. Necesidad de recursos suficientes para prevenir 

y combatir la violencia contra la mujer 

Para cumplir con su deber de diligencia debida, los Estados miembros del
Consejo de Europa tienen la obligación de dedicar los recursos suficientes a
la prevención de la violencia contra la mujer, la protección de las víctimas, el
castigo de los agresores y la prestación de servicios. Los costes políticos,
sociales y económicos de no atajar la violencia contra la mujer son enormes
y afectan directamente a la sociedad. Es fundamental el compromiso polí-
tico al más alto nivel para garantizar que se asignen los recursos necesa-
rios, ya sean económicos o de otra índole, a la protección de las mujeres
contra todas las formas de violencia.

Todos los planes de acción nacionales deberían incluir una partida pre-
supuestaria específica a nivel nacional, regional y local, y los Estados miem-
bros deberían integrar una perspectiva de género en la elaboración de sus
presupuestos para determinar las repercusiones que el presupuesto tiene en
las mujeres y hasta qué punto los compromisos políticos con la igualdad entre
hombres y mujeres y la erradicación de la violencia contra la mujer cuentan
con los recursos adecuados. Esto no sólo permitiría medir la rentabilidad de
su trabajo, sino que también mejoraría su difusión.

5.3.3. Medidas jurídicas 

Las medidas jurídicas constituyen el núcleo de las estrategias eficaces
para combatir la violencia contra la mujer. Es necesario mejorar las medidas
jurídicas actuales en casi todos los Estados miembros del Consejo de Europa
e introducir nuevas medidas para combatir la violencia y continuar avan-
zando. Los Estados deben revisar y modificar, si fuera necesario, la legisla-
ción nacional para identificar y solucionar las carencias detectadas en la pro-
tección de las mujeres contra todas las formas de violencia de género,
incluida la violencia en el ámbito familiar, derogar las leyes que discriminen
a las mujeres y adoptar leyes para combatir las actitudes discriminatorias tra-
dicionales que puedan dar lugar a actos violentos contra las mujeres.
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Los Estados miembros deberían establecer un sistema jurídico integral
y coordinado para prevenir de forma efectiva todas las formas de violencia
contra la mujer y proteger a las víctimas. Es necesario que existan leyes efi-
caces para proteger a las víctimas y castigar e impedir los actos violentos, así
como disposiciones legales para atajar la violencia y sus consecuencias, en
todas las áreas apropiadas, incluidas, entre otras, el derecho civil, el derecho
de familia, la legislación sobre custodia y protección de menores, la legisla-
ción sobre seguridad social y protección social, el derecho migratorio, la le-
gislación sobre vivienda y la legislación relativa a los seguros.

Los Estados miembros deberían garantizar la coordinación entre los dis-
tintos ámbitos del derecho para garantizar que todas las medidas jurídicas
adoptadas para proteger a las mujeres sean coherentes y no se vean frus-
tradas por las medidas jurídicas tomadas en otros ámbitos, como los dere-
chos de visita a los padres maltratadores, la retirada de la custodia de los
hijos o las leyes de inmigración y los procedimientos administrativos que im-
piden a las mujeres poner fin a una relación violenta por miedo a la deporta-
ción o a la pérdida de su situación legal. La mediación y los acuerdos amis-
tosos no deben emplearse nunca en casos de violencia contra mujeres, ni en
los casos de derecho civil ni en los de derecho penal.248

Los Estados deberían tipificar como delito todo acto de violencia contra
la mujer. Es necesaria la aplicación efectiva de las disposiciones penales
existentes, como las relativas a la agresión y a la violación, para garantizar
la responsabilidad penal por todas las formas de violencia cometidas contra
las mujeres y el procesamiento efectivo de los agresores. Dichas disposicio-
nes deberían estar respaldadas por medidas integrales de derecho civil que
protejan a las mujeres de la violencia y los Estados deberían asegurarse de
que los derechos de los agresores no se anteponen a los derechos a la vida
y a la integridad física de las víctimas.
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Debería estudiarse la posibilidad de introducir en los códigos penales de
cada país tipos delictivos específicos para cada tipo de violencia, el proce-
samiento de oficio y la consideración como agravantes de la violencia de gé-
nero o la reincidencia. Los Estados deberían garantizar una protección jurí-
dica eficaz, incluidas las órdenes de protección, para todas las mujeres que
sufren violencia, así como hacer un seguimiento y evaluar con regularidad su
aplicación efectiva para identificar y poner en marcha medidas que aumen-
ten el índice de denuncias, procesamientos y condenas a quienes cometan
actos de violencia contra la mujer. Todos los sistemas jurídicos deberían
otorgar a sus autoridades (Policía, Fiscalía y Judicatura) poderes específi-
cos que permitan una Justicia penal eficaz, en especial en casos de viola-
ción, agresión sexual, crímenes de honor y tradiciones perjudiciales para
las mujeres.

Debería haber distintos tipos de medidas de protección para responder
a las diferentes necesidades de las víctimas y cumplir con la obligación que
tiene el Estado de proteger de forma efectiva a las víctimas y prevenir la vio-
lencia. También deberían existir medidas integrales de derecho civil como
las órdenes de protección, las órdenes de alejamiento y las órdenes judicia-
les para proteger a las mujeres contra todas las formas de violencia, incluido
el acoso. Las órdenes de protección deberían ser fáciles de obtener y eje-
cutar, y deberían abarcar todos los tipos de pareja, incluidas las del mismo
sexo, tanto si ha habido convivencia como si no. El incumplimiento de dichas
órdenes de protección debería tipificarse como delito y conllevar penas de pri-
sión, no sólo una sanción económica.

Además, debería contemplarse la posibilidad de que la Policía pudiera
dictar de oficio órdenes de protección como las órdenes de alejamiento y de
desalojo. Deberían existir órdenes de alejamiento que el sistema de Justicia
penal aplicara de oficio para impedir que se repita la victimización.

La seguridad de las víctimas debería ser la prioridad absoluta. Todos los
Estados deberían asegurarse de que la evaluación de riesgos y las medidas
de seguridad son el procedimiento habitual en la prevención de delitos de
violencia contra la mujer, así como garantizar que se presta una especial
atención a las víctimas de alto riesgo que sufren actos de violencia de forma
reiterada.

Los Estados miembros deberían garantizar la protección de los derechos
de las víctimas, antes, durante y después de los procedimientos judiciales
para evitar la victimización secundaria. Para ello deberán tomarse, entre
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otras, las siguientes medidas: disponibilidad de asesoramiento jurídico gra-
tuito, información suficiente a las víctimas sobre su papel y su situación du-
rante los procedimientos penales, acceso a indemnizaciones, información
puntual sobre el resultado de las acciones judiciales y la puesta en libertad
del agresor, políticas de protección de testigos y normas y toda otra medida
que garantice la seguridad y el respeto a la víctima. Para el éxito de las ac-
ciones judiciales, es importante que todas las víctimas cuenten con asisten-
cia jurídica y apoyo psicosocial y que se garantice la protección de los testi-
gos.

A las mujeres inmigrantes que sean o hayan sido víctimas de violencia
doméstica debería concedérseles un permiso de residencia independiente
para que puedan llevar una vida libre de violencia.

Los Estados miembros deberían garantizar la aplicación efectiva y el se-
guimiento de todas las medidas jurídicas que adopten para reforzar la pro-
tección de las mujeres contra la violencia de género.

5.3.4. Asistencia y protección de las víctimas 

Los Estados deberían garantizar que todas las mujeres víctimas de vio-
lencia tengan acceso a servicios que faciliten a largo plazo su reintegración
en la sociedad, tales como ayuda económica, alojamiento, ayuda para en-
contrar empleo, educación o formación.

Para proteger a las víctimas de violencia, es fundamental disponer de
una red de servicios integral, a nivel nacional y que cuente con los recursos
adecuados para ofrecer un apoyo rápido, eficaz y enfocado a lograr la auto-
nomía de todas las mujeres víctimas de violencia y de sus hijos, indepen-
dientemente del tipo de violencia de género sufrida o de la condición jurídica
de la mujer. Además, la prestación de dichos servicios es parte integral de la
obligación de diligencia debida de los Estados.

Todos los Estados miembros del Consejo de Europa deberían introducir
normas generales para los servicios de apoyo que garantizaran que las ONG
independientes de ayuda a las mujeres que cuenten con los recursos nece-
sarios participen activamente en el desarrollo y prestación de los servicios.
Los servicios deberían ser independientes, especializados y proactivos y ga-
rantizar la prestación transversal y coordinada de apoyo y orientación, tanto
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en momentos de crisis como a largo plazo, basada en una colaboración in-
terinstitucional armonizada. La información sobre la disponibilidad de estos
servicios de apoyo debería difundirse de forma regular para garantizar que
las mujeres víctimas de violencia saben dónde y cómo acceder a ellos.

Las instituciones prestadoras de servicios deberían estar preparadas
para responder y dar apoyo a todas las mujeres víctimas de violencia y estar
atentas a sus necesidades con independencia de su origen cultural, su si-
tuación legal o su situación económica.

El personal sanitario y de los Servicios Sociales debería contar con los
recursos y la formación necesarios para proporcionar servicios de gran cali-
dad a las víctimas de violencia y derivarlas a los servicios especializados
adecuados.

Los Estados deberían garantizar que todos los servicios de apoyo tengan
una perspectiva de género, garanticen la seguridad y dignidad de las vícti-
mas, las respeten y fomenten su autonomía y garanticen el acceso a todas
las víctimas y el respeto de la diversidad. La confidencialidad debería ser pri-
mordial en todos los métodos de trabajo, que deberían basarse en la partici-
pación y la consulta de los usuarios.

Los Estados deberían garantizar que los niños y niñas que presencien
actos de violencia contra mujeres reciban la protección y la asistencia ade-
cuadas.

Los Estados miembros deberían desarrollar normas mínimas para la
prestación de servicios especializados, a saber: al menos un teléfono de
ayuda de ámbito nacional y gratuito para todas las formas de violencia con-
tra la mujer, que funcione las 24 horas del día todos los días de la semana y
ofrezca apoyo en casos de crisis en todos los idiomas apropiados; aloja-
miento seguro en centros de acogida especiales para mujeres que estén dis-
ponibles en todas las regiones y tengan capacidad para una familia por cada
10 000 habitantes; un centro de asistencia urgente a víctimas de violación por
cada 200 000 mujeres.249

Los Estados miembros deberían garantizar una respuesta rápida y
adecuada a las llamadas de emergencia, ya que son un elemento clave
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del papel de la Policía en materia de prevención y lucha contra la violen-
cia sobre las mujeres.

5.3.5. Recogida de datos

Los Estados miembros deberían basar sus políticas de prevención y
lucha contra la violencia sobre las mujeres en los estudios y conocimientos
más recientes sobre la materia. Dichos estudios deberían incluir el impacto
de las políticas y prácticas empleadas.

Para ello, los Estados deberían, como mínimo, recoger datos en tres ni-
veles: el primero son los datos relacionados directamente con la víctima y el
agresor (datos desagregados por sexo, edad, situación legal, tipo de violen-
cia, lugar donde se produjeron los actos violentos, relación entre víctima y
agresor, nivel educativo y profesión de víctima y agresor, etc.); el segundo,
los datos relacionados con las distintas fases del procedimiento judicial (es-
tadísticas sobre incidentes denunciados, índices de condena para los casos
de violencia contra la mujer, número de órdenes de protección dictadas, etc.);
y el tercero, los datos relacionados con la reacción de la víctima ante la vio-
lencia y las consecuencias de la violencia.

Los Estados miembros del Consejo de Europa deberían establecer ob-
servatorios nacionales que recopilen y analicen de forma sistemática todo
tipo de datos sobre la violencia contra la mujer, creen indicadores que ayu-
den en la toma de decisiones y en la intervención, y sigan y evalúen la apli-
cación de las distintas políticas y medidas. Los datos pueden tomar diversas
formas y proceder de distintas fuentes (Policía, Judicatura, servicios sanita-
rios, encuestas nacionales y regionales, ONG u otras organizaciones, traba-
jos de investigación...).

Los observatorios nacionales deberían crearse como organismos inde-
pendientes y deberían colaborar con las organizaciones públicas competen-
tes, tanto a nivel regional como nacional, con ONG y con otras organizacio-
nes que participen de forma directa en la lucha contra la violencia sobre las
mujeres, en especial con los observatorios de violencia contra la mujer diri-
gidos por ONG. También podrían crear una red con observatorios naciona-
les de otros países y con universidades y organizaciones que cuenten con co-
nocimientos especializados en este ámbito. Los observatorios nacionales
deberían publicar informes anuales como resultado visible de su labor.
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Es necesario que los Estados miembros colaboren para fijar indicado-
res, métodos e instrumentos normalizados para la comparación y recogida de
datos, así como que compartan y difundan los datos recopilados.

Los Estados miembros deberían animar a las autoridades gubernamen-
tales y a los funcionarios públicos a colaborar con organizaciones no guber-
namentales y la sociedad civil para establecer colaboraciones estratégicas,
con vistas a que haya datos fiables disponibles para prevenir y combatir mejor
la violencia contra la mujer.

5.3.6. Sensibilización, educación y formación 

Los Estados miembros deberían participar de forma activa para poner
en entredicho y cambiar las normas culturales discriminatorias, los estereo-
tipos sexistas predominantes y la estigmatización social que legitimiza y per-
mite perpetuar la violencia contra la mujer.

Debería animarse a los líderes de opinión nacionales y locales a reco-
nocer públicamente la gravedad de la violencia contra la mujer y condenar
tanto la agresión en sí como el recurso a las costumbres, la tradición o la re-
ligión para justificarla. Dichos líderes deberían comprometerse a tomar me-
didas al respecto. También debería animarse a las asociaciones culturales y
deportivas a sensibilizar sobre la violencia contra la mujer y combatir los es-
tereotipos sexistas. Debería fomentarse la labor de las ONG de ayuda a las
mujeres en la sensibilización y organización de campañas.

Las actividades y campañas de sensibilización deberían informar al pú-
blico de sus derechos y proporcionar a las mujeres información fundamental
para su protección, por lo que los Estados miembros deberían realizar cam-
pañas en colaboración con ONG de ayuda a las mujeres, Parlamentos y au-
toridades regionales. Debería animarse al sector privado y a los medios de
comunicación a respaldar las iniciativas de sensibilización manifestándose
contra la violencia sobre las mujeres.

Los programas educativos formales deberían incluir programas integrales
para todos los niños y todas las niñas desde una edad temprana y para las y
los adolescentes, informándoles de los derechos de las mujeres, poniendo en
entredicho los estereotipos y actitudes que dan lugar a la violencia contra la
mujer e incluyendo imágenes positivas de las mujeres. Los programas edu-
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cativos destinados a adolescentes deberían centrarse especialmente en la
formación de relaciones íntimas positivas. Todos estos programas deberían in-
cluir formación sensible respecto al género para todo el personal educativo en-
cargado de la educación de niños y adolescentes y eliminar los materiales
educativos basados en estereotipos y en el sexismo.250

La educación y formación de todos los profesionales implicados debería
incluir conocimientos básicos sobre la violencia sobre las mujeres, sus cau-
sas y consecuencias como parte obligatoria del programa de estudios y del
temario de exámenes. Los profesionales deberían además recibir formación
en las competencias necesarias para la colaboración interinstitucional. La
formación inicial debería ir acompañada de formación especializada adicio-
nal para quienes trabajan directamente con las víctimas para que desarrollen
los conocimientos, la sensibilidad y las competencias necesarias para dar
respuestas adecuadas y eficaces en estas situaciones.

Debería garantizarse y exigirse la formación continua al personal médico
a lo largo de su vida profesional. La formación debería ser proporcionada por
expertos y expertas procedentes de ONG de ayuda a las mujeres que cuen-
ten con una dilatada experiencia en el tema.

Como parte de la formación y para reforzarla, deberían establecerse pro-
tocolos y directrices bien definidos para el personal de los distintos ámbitos
que establezcan los procedimientos que deben seguirse. La eficacia de estos
protocolos debería evaluarse y revisarse de forma regular con el fin de me-
jorarlos si fuera necesario.

5.3.7. El papel de los hombres

Los Estados miembros deberían asegurarse de que los planes de ac-
ción y otras medidas impliquen directamente a los hombres en el proceso de
eliminación de la violencia contra la mujer.

Deberían fomentarse las actitudes positivas de niños y hombres de todas
las edades hacia el comportamiento no violento para que se manifiesten con-
tra la violencia de género y se conviertan en agentes del cambio.

219

250 Recomendación CM/Rec (2007) 13 del Comité de Ministros a los Estados miem-
bros sobre la integración de la dimensión de género en la educación.



Deberían crearse programas para agresores con el fin de aumentar la se-
guridad de las mujeres y de sus hijos e impedir que los agresores recurran a
la violencia. Dichos programas deberían implementarse en estrecha colabo-
ración con las organizaciones de ayuda a las mujeres y con los proveedores
de servicios para mujeres víctimas.

Los Estados miembros deberían examinar sus medidas jurídicas y polí-
ticas nacionales en el ámbito de la familia, el empleo y las prestaciones so-
ciales con el fin de animar a los hombres a compartir de forma equitativa las
responsabilidades familiares y de educación de los hijos y a desempeñar un
papel de cuidadores en este sentido.

Los Estados miembros deberían organizar campañas de sensibilización
dirigidas a los hombres sobre la violencia cometida por los hombres sobre las
mujeres, en las que se haga hincapié en que los hombres son responsables
de sus actos violentos, que dichos actos son ilegales y se castigarán y se
les anime a analizar y poner en entredicho las actitudes culturales que se uti-
lizan para legitimizar dicha violencia.
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ANEXO I
RECOMENDACIÓN REC (2002) 5 
DEL COMITÉ DE MINISTROS 
SOBRE LA PROTECCIÓN 
DE LAS MUJERES CONTRA LA VIOLENCIA

Adoptada por el Comité de Ministros el 30 de abril de 2002 en la 794ª reu-
nión de delegados ministeriales251

El Comité de Ministros, según el contenido del Artículo 15.b del Estatuto
del Consejo de Europa, 

Constatando que la violencia hacia la mujer es resultado del desequilibrio
de poder entre el hombre y la mujer y que está desembocando en una grave
discriminación del sexo femenino, tanto en la sociedad como en la familia; 

Afirmando que la violencia contra la mujer anula, viola e impide el disfrute
de sus derechos humanos y libertades fundamentales;

Con conocimiento de que la violencia contra la mujer constituye una vio-
lación de su integridad física, psicológica y/o sexual;

Comprobando con preocupación que las mujeres a menudo están suje-
tas a distintos tipos de discriminación por razón de su sexo y origen, inclusive
como víctimas de prácticas tradicionales o consuetudinarias incompatibles
con sus derechos humanos y libertades fundamentales;

Considerando que la violencia contra la mujer va en contra del estable-
cimiento de la igualdad y la paz y que supone un importante obstáculo para
la seguridad ciudadana y la democracia en Europa;

Comprobando con preocupación el alcance de la violencia contra la
mujer en el seno de la familia, con independencia del modelo familiar y en
todos los niveles sociales;

Considerando urgente la lucha contra este fenómeno que afecta a todas
las sociedades europeas y que concierne a todos sus miembros;
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Recordando la Declaración Final adoptada por la Segunda Cumbre del Con-
sejo Europeo (Estrasburgo, 1997), en la que los jefes de Estado y de Gobierno
de los Estados miembros declararon su firme determinación de combatir la vio-
lencia contra la mujer y todas las formas de explotación sexual de las mismas;

Teniendo en cuenta las disposiciones de la Convención Europea para
los Derechos Humanos (1950) y la jurisprudencia de sus órganos, que sal-
vaguardan, entre otros, el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido
a torturas, tratos ni castigos inhumanos o degradantes, el derecho a la liber-
tad y la seguridad y el derecho a un juicio justo;

Considerando la Carta Social Europea (1961) y la Carta Social Europea
Revisada (1996), en concreto las disposiciones allí recogidas relativas a la
igualdad entre los hombres y mujeres en lo tocante al empleo, así como el
Protocolo Adicional a la Carta Social Europea que prevé un sistema de que-
jas colectivas;

Recordando las siguientes recomendaciones del Comité de Ministros a
los Estados miembros del Consejo de Europa: Recomendación R (79) rela-
tiva a la protección de los niños frente al maltrato; Recomendación R (85) 4
sobre la violencia en la familia; Recomendación R (85) 11 sobre la posición
de la víctima dentro del marco de la ley y procedimiento criminales; Reco-
mendación R (87) 21 sobre la ayuda a las víctimas y la prevención de la vic-
timización; Recomendación n.º R (91) 11 sobre la explotación sexual, la por-
nografía, la prostitución y la trata de niños y de jóvenes; Recomendación R
(93) 2 sobre los aspectos sociales y sanitarios del abuso infantil; Recomen-
dación n.º R (2000) 11 sobre la lucha contra la trata de seres humanos para
la explotación sexual y la Recomendación Rec (2001) 16 sobre la protección
de los niños contra la explotación sexual;

Recordando además las declaraciones y resoluciones adoptadas por la
Tercera Conferencia Ministerial Europea sobre Igualdad entre Mujeres y
Hombres celebrada por el Consejo de Europa (Roma, 1993);

Teniendo en cuenta la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia
contra la mujer de las Naciones Unidas (1993), la Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer (1979), la Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen
Internacional Organizado y su Protocolo para Prevenir, Erradicar y Castigar
el Tráfico Ilegal de Personas, especialmente de Mujeres y Niños (2000), la
Plataforma para la Acción adoptada en la Cuarta Conferencia Mundial sobre
la Mujer (Beijing, 1995) y la Resolución sobre acciones e iniciativas futuras
para la implantación de la Declaración y la Plataforma para la Acción de Bei-
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jing, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas (23ª sesión
extraordinaria, Nueva York, 5-9 de junio de 2000);

Considerando la Convención para los Derechos del Niño de las Nacio-
nes Unidas (1989), así como su Protocolo Opcional sobre la Venta de Niños
y la Prostitución y Pornografía Infantiles (2000);

Teniendo además en cuenta la Convención N° 182 de la Organización In-
ternacional del Trabajo relativa a la Prohibición y Acción Inmediata para la Eli-
minación de las Peores Formas de Trabajo Infantil (1999) y la Recomenda-
ción (R 190) acerca de las Peores Formas de Trabajo Infantil (1999);

Recordando los principios básicos del derecho humanitario internacio-
nal, en especial la Cuarta Convención de Ginebra relativa a la protección de
las personas civiles en tiempo de guerra (1949) y el Primer y Segundo Pro-
tocolos Adicionales a la misma;

Recordando también la inclusión de los crímenes relacionados con el
género y la violencia sexual en el Estatuto del Tribunal Penal Internacional
(Roma, 17 de julio de 1998);

Recomienda que los Gobiernos de los Estados miembros:

I. Revisen su legislación y sus políticas para:
1. garantizar a las mujeres el reconocimiento, disfrute, ejercicio y

protección de sus derechos humanos y libertades fundamenta-
les;

2. tomar todas las medidas necesarias, cuando proceda, para ga-
rantizar que la mujer pueda ejercer libre y efectivamente sus de-
rechos económicos y sociales;

3. garantizar que todas las medidas estén coordinadas a nivel na-
cional y se centren en las necesidades de las víctimas y que las
instituciones nacionales competentes, además de las organiza-
ciones no gubernamentales (ONG), participen en la elaboración
y aplicación de las medidas necesarias, en particular las mencio-
nadas en esta recomendación;

4. intensificar a todos los niveles el trabajo de las ONG implicadas
en la lucha contra la violencia sobre las mujeres y establecer una
colaboración activa con estas ONG, incluyendo el apoyo logístico
y económico adecuado;

II. Reconozcan la obligación de los Estados de ejercer la diligencia de-
bida para prevenir, investigar y castigar los actos de violencia, ya
sean estos perpetrados por el Estado o por particulares, y de facili-
tar protección a las víctimas;
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III. Reconozcan que la violencia cometida por los hombres sobre las
mujeres es un grave problema estructural y social, basado en las
desigualdades de poder entre hombres y mujeres y, por lo tanto, pro-
muevan la participación activa de los hombres en las acciones en-
caminadas a combatir la violencia contra la mujer;

IV. Animen a todas las instituciones relevantes que se ocupan de la vio-
lencia contra la mujer (Policía, profesionales sanitarios y sociales) a
elaborar planes de acción a medio y largo plazo que aporten medi-
das para prevenir la violencia y proteger a las víctimas;

V. Promuevan la investigación, la recogida de datos y el establecimiento
de redes a nivel nacional e internacional;

VI. Promuevan la creación de programas de educación superior y cen-
tros de investigación, también a nivel universitario, que se ocupen
de temas de igualdad, en particular de la violencia contra la mujer;

VII. Mejoren la interacción entre la comunidad científica, las ONG que
actúan en ese ámbito, los responsables políticos, los organismos le-
gislativos, sanitarios, educativos, sociales y las fuerzas de seguri-
dad, con el fin de diseñar acciones coordinadas contra la violencia;

VIII.Adopten e implanten las medidas descritas en el anexo de esta re-
comendación en la forma que se considere más apropiada a la luz
de las circunstancias y preferencias nacionales y, para ello, consi-
deren la posibilidad de crear un plan de acción nacional para com-
batir la violencia contra la mujer;

IX. Informen al Consejo de Europa sobre el seguimiento a nivel nacio-
nal de las disposiciones de esta recomendación.

Anexo a la Recomendación Rec (2002) 5

Definición

1. Para los propósitos de esta recomendación, el término «violencia con-
tra la mujer» ha de entenderse como todo acto de violencia por razón de gé-
nero que cause o pueda causar daño o sufrimiento físico, sexual o psicoló-
gico a la mujer, incluidas las amenazas de realizar tales actos, la coacción o
la privación arbitraria de libertad, tanto en la vida pública como en la privada.
Esta definición de violencia contra la mujer incluye, sin limitarse a ellas, las
siguientes formas: 

a) La violencia que se produce en el ámbito familiar o doméstico, inclu-
yendo, entre otras, la agresión física y mental, el maltrato emocional
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y psicológico, la violación y los abusos sexuales, el incesto, la viola-
ción por parte del cónyuge, la pareja ocasional o habitual o personas
con quienes se convive, los crímenes cometidos en nombre del honor,
la mutilación genital y sexual femenina y otras prácticas tradicionales
dañinas para la mujer, como los matrimonios forzados; 

b) La violencia cometida en la sociedad en general, incluidas, entre otras
formas, la violación, los abusos sexuales, el acoso sexual y la intimi-
dación en el trabajo, en las instituciones o en cualquier otro lugar, la
trata de mujeres para la explotación sexual y la explotación econó-
mica y el turismo sexual;

c) La violencia cometida o tolerada por el Estado o sus funcionarios;
d) La violación de los derechos humanos de la mujer durante los conflictos

armados, en particular la toma de rehenes, el desplazamiento forzoso, las
violaciones sistemáticas, la esclavitud sexual, los embarazos forzados y
la trata para la explotación sexual y la explotación económica.

Medidas generales relativas a la violencia contra la mujer

2. En interés propio y como una de las prioridades de las políticas na-
cionales, los Estados son responsables de salvaguardar el derecho de la
mujer a no ser sometida a ningún tipo de violencia por parte de ninguna per-
sona. Con ese objeto, los Estados no aludirán a las costumbres, la religión o
la tradición para eludir dicha obligación.

3. Los Estados miembros deberían introducir, desarrollar y/o mejorar,
cuando proceda, las políticas nacionales contra la violencia basándose en:

a) la seguridad y protección máximas para las víctimas;
b) el «empoderamiento» de las mujeres victimizadas, a través de apoyo

y estructuras de ayuda óptimas que eviten la victimización secundaria;
c) la adaptación del derecho penal y civil, incluido el procedimiento ju-

dicial;
d) la sensibilización de la opinión pública y la educación de los niños y

jóvenes;
e) asegurar una formación especial para los profesionales que han de

enfrentarse a la violencia contra la mujer;
f) la prevención en los ámbitos respectivos.

4. En este marco, deberá crearse a nivel nacional, siempre que sea posi-
ble y, en caso necesario, en colaboración con las autoridades regionales y/o lo-
cales, un organismo o institución gubernamental de coordinación que se ocupe
de la aplicación de las medidas para combatir la violencia contra la mujer, así
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como de controlar y evaluar de forma periódica cualquier reforma jurídica o cual-
quier nueva forma de intervención en el ámbito de la lucha contra la violencia,
en cooperación con las ONG y demás instituciones académicas o de otra índole.

5. Debería procederse a la investigación, recogida de datos y creación de
redes de trabajo a nivel nacional e internacional, en especial en los siguien-
tes ámbitos:

a) la preparación de estadísticas por sexo, estadísticas integradas e in-
dicadores comunes para poder evaluar mejor el alcance de la vio-
lencia contra la mujer;

b) las consecuencias a medio y largo plazo de las agresiones a las víctimas;
c) las consecuencias de la violencia sobre quienes la presencian, entre

otros, en el ámbito familiar;
d) los costes sanitarios, sociales y económicos de la violencia contra la

mujer;
e) la valoración de la eficacia de los sistemas judiciales y legales a la

hora de combatir la violencia contra la mujer;
f) las causas de la violencia contra la mujer, es decir, las razones que

llevan a los hombres a comportarse de forma violenta y las razones
por las que la sociedad tolera dicha violencia;

g) la definición de criterios para la evaluación comparativa en el ámbito
de la violencia.

Información, sensibilización, educación y formación

Los Estados miembros deberían:

6. recopilar y facilitar el acceso del público en general a la información ade-
cuada relacionada con los diferentes tipos de violencia y sus consecuencias para
las víctimas, incluidos los datos estadísticos integrados, haciendo uso de todos
los medios de comunicación a su alcance (prensa, radio y televisión, etc.);

7. movilizar a la opinión pública organizando o apoyando conferencias y
campañas de información, de modo que la sociedad sea consciente del pro-
blema y de sus devastadores efectos sobre las víctimas y la sociedad en ge-
neral, y pueda, por lo tanto, opinar sobre el tema de la violencia hacia la mujer
abiertamente, sin prejuicios ni ideas preconcebidas;

8. incluir elementos relacionados con el tratamiento de la violencia do-
méstica, además de otras formas de violencia que afectan a la mujer, en los
programas básicos de formación de las fuerzas de seguridad, los agentes
judiciales y en los ámbitos sanitario y social;
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9. incluir en los programas de formación profesional de este personal in-
formación y formación que les aporten los medios para detectar y tratar si-
tuaciones de crisis y para mejorar la forma en que se acoge, se escucha y se
asesora a las víctimas;

10. fomentar la participación de estos profesionales en programas de for-
mación especializada, integrando estos últimos en un plan de reconocimiento
de méritos;

11. fomentar la inclusión de temas relacionados con la violencia contra la
mujer en la formación de los jueces;

12. animar en las profesiones autorreguladas, como los terapeutas, el
desarrollo de estrategias contra el abuso sexual que pudiera ser cometido
por personas en posición de autoridad;

13. organizar campañas de sensibilización sobre la violencia cometida por
los hombres sobre las mujeres, enfatizando el hecho de que los hombres de-
berían responsabilizarse de sus actos y animándoles a analizar y desmontar
los mecanismos de la violencia y a adoptar un comportamiento distinto;

14. introducir o reforzar la perspectiva de género en los programas de
educación sobre los derechos humanos, además de reforzar los programas
de educación sexual que den especial importancia a la igualdad entre sexos
y al respeto mutuo;

15. garantizar que tanto niñas como niños reciban una educación básica
que evite los patrones sociales y culturales, los prejuicios y los roles estere-
otipados de cada sexo y que incluya formación que permita el desarrollo de
la personalidad, con especial atención a los adolescentes en riesgo de fra-
caso escolar; formar a todos los docentes para que integren el concepto de
la igualdad de género en sus enseñanzas;

16. incluir información específica en la programación educativa sobre los
derechos de los niños, los teléfonos de ayuda, las instituciones a las que pue-
den pedir ayuda y las personas a las que pueden acudir con total confianza.

Medios de comunicación

Los Estados miembros deberían:

17. animar a los medios de comunicación a promocionar una imagen no
estereotipada de la mujer y el hombre, que esté basada en el respeto por el
ser humano y la dignidad humana, y a evitar programas que asocien la vio-
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lencia con el sexo. Estos criterios también deberían cumplirse, en la medida
de lo posible, en el ámbito de las nuevas tecnologías de la información;

18. animar a los medios de comunicación a participar en campañas de
información para alertar a la opinión pública sobre la violencia contra la mujer;

19. promover la organización de cursos formativos para informar y aler-
tar a los profesionales de los medios de comunicación sobre las posibles
consecuencias de programas que asocian violencia y sexo;

20. promover la elaboración de códigos de conducta para los profesio-
nales de los medios de comunicación que tengan en cuenta el tema de la
violencia contra la mujer y, siguiendo los términos de referencia de las orga-
nizaciones de vigilancia de los medios de comunicación, existentes o por es-
tablecer, promover la inclusión de trabajos que se ocupen de los temas rela-
cionados con la violencia contra la mujer y el sexismo.

Planificación local, regional y urbana

Los Estados miembros deberían:

21. animar a las personas en puestos de responsabilidad en el ámbito de
la planificación local, regional y urbana, a tomar en consideración la necesi-
dad de reforzar la seguridad de la mujer y la prevención de los actos violen-
tos en lugares públicos; 

22. tomar, en la medida de lo posible, todas las medidas necesarias a
este respecto, en particular en lo relativo al alumbrado público, la organiza-
ción de los servicios de transporte público y de taxis, el diseño y la planifica-
ción de los aparcamientos de vehículos y de los edificios de viviendas.

Ayuda y protección de las víctimas (acogida, tratamiento y asesoramiento)

Los Estados miembros deberían:

23. garantizar que las víctimas reciban, sin discriminación alguna, aten-
ción inmediata y básica facilitada por una actuación profesional multidiscipli-
nar y coordinada, exista o no denuncia formal por parte de la víctima, que in-
cluya examen y tratamiento médico y forense, conjuntamente con apoyo
psicológico y social post-traumático, así como asistencia legal. Todo esto de-
bería facilitarse con carácter confidencial y gratuito en cualquier momento
del día;
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24. garantizar especialmente que se faciliten todos los servicios y recur-
sos jurídicos disponibles para víctimas de violencia doméstica a las mujeres
inmigrantes que así lo soliciten;

25. tomar todas las medidas necesarias para garantizar que la recogida
de pruebas forenses e información se realiza según el protocolo y las pau-
tas establecidas;

26. facilitar información dirigida especialmente a las víctimas, informándo-
las de forma clara y comprensible de sus derechos, el servicio que han recibido
y las acciones que podrían contemplar o tomar, independientemente de que
hayan presentado denuncia o no, así como de las posibilidades que tienen de
continuar recibiendo apoyo psicológico, médico y social y asistencia legal;

27. promover la cooperación entre la Policía, los servicios de salud y so-
ciales y el sistema judicial con el fin de realizar efectivamente dichas accio-
nes coordinadas, y promover y apoyar la creación de una red de colabora-
ción entre organizaciones no gubernamentales;

28. promover la creación de servicios de emergencia, tales como líneas te-
lefónicas gratuitas y anónimas para las víctimas de la violencia y/o las perso-
nas en contacto con o bajo la amenaza de situaciones de violencia; supervisar
periódicamente las llamadas y evaluar los datos obtenidos de la ayuda pres-
tada, guardando el debido respeto a las leyes de protección de datos;

29. garantizar que la Policía y otras fuerzas del orden traten y asesoren
a las víctimas de una forma adecuada, basada en el respeto a los derechos
humanos y la dignidad, y que las quejas sean gestionadas de forma confi-
dencial. Las víctimas deberían ser atendidas de inmediato por personal con
formación específica, en espacios que estén diseñados para establecer una
relación de confianza entre la víctima y el agente de Policía y asegurar, en la
medida de lo posible, que las víctimas de violencia puedan ser atendidas por
una mujer policía, si ese fuera su deseo;

30. dar con ese objeto los pasos necesarios para aumentar el número de
mujeres policía en todos los niveles de responsabilidad;

31. garantizar que los niños reciban, por norma general, un cuidado ade-
cuado por parte de personal especializado a lo largo de todas las fases re-
levantes (acogida inicial, Policía, Fiscalía y juzgados) y que la ayuda facilitada
se adapte a las necesidades del niño;

32. hacer lo necesario para asegurar el apoyo psicológico y moral ade-
cuado para los niños que son víctimas de violencia, creando espacios ade-
cuados y proporcionando personal especializado que trate a los niños desde
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el contacto inicial hasta su recuperación. Todos estos servicios deberían re-
alizarse de forma gratuita;

33. tomar todas las medidas necesarias para garantizar que ninguna de
las víctimas sufra una (re)victimización secundaria o cualquier trato no sen-
sible al género por parte de la Policía, personal social o sanitario a cargo de
ofrecer asistencia, así como por parte del personal de Justicia.

Derecho penal, derecho civil y procedimientos judiciales

Derecho penal 

Los Estados miembros deberían:

34. garantizar que el derecho penal contemple cualquier acto de violen-
cia contra una persona, en especial la violencia física o sexual, como una
violación de la libertad y la integridad física, psicológica y/o sexual de esa
persona y no una mera violación de la moralidad, el honor o la decencia;

35. prever las medidas y sanciones adecuadas en la legislación nacional
que permitan actuar de forma rápida y eficaz contra quienes cometen actos
violentos y reparar el daño hecho a las mujeres víctimas de violencia. En
concreto, la legislación nacional debería:

– penalizar la violencia sexual y la violación por parte del cónyuge, la
pareja ocasional o habitual o personas con quienes se convive;

– penalizar todo acto sexual llevado a cabo sin el consentimiento de la
otra persona, aun cuando esta última no muestre signos de haber
opuesto resistencia;

– penalizar la penetración sexual de cualquier tipo o por cualquier medio
que se haya producido sin el consentimiento de la otra persona;

– penalizar todo abuso de la vulnerabilidad de una víctima embarazada,
indefensa, enferma, mental o físicamente discapacitada o dependiente;

– penalizar todo abuso de posición por parte del agresor, en particular
en el supuesto de un adulto frente a un niño.

Derecho civil

Los Estados miembros deberían:

36. garantizar que, en los casos en los que se hayan comprobado los
actos de violencia, las víctimas reciban compensación por cualquier daño
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pecuniario, físico, psicológico, moral y social sufrido, de acuerdo al grado de
gravedad, incluyendo los costes legales en los que incurra;

37. contemplar la creación de sistemas de financiación para compensar
a las víctimas.

Procedimientos judiciales

Los Estados miembros deberían:

38. garantizar que puedan emprender acciones legales todas las víctimas
de violencia y, cuando proceda, las organizaciones públicas o privadas con
entidad legal que actúen en su defensa, conjuntamente con las víctimas o en
su nombre;

39. establecer disposiciones para que los procedimientos penales pue-
dan ser emprendidos por el fiscal;

40. animar a los fiscales a considerar la violencia contra la mujer y los
niños como un agravante o un factor decisivo a la hora de decidir si procede
o no la acción en interés general;

41. dar todos los pasos necesarios para garantizar que el estado físico
y psicológico de la víctima se tome en consideración en todas las fases de
los procedimientos y que puedan recibir atención médica y psicológica;

42. contemplar la creación de condiciones especiales para la audiencia
de las víctimas o testigos de la violencia con el fin de evitar la repetición de
su testimonio y disminuir los efectos traumáticos del procedimiento;

43. garantizar que los trámites procesales eviten interrogatorios humi-
llantes o no procedentes a las víctimas o testigos de la violencia, valorando
como se merece el trauma que estas han sufrido para así evitar traumas pos-
teriores;

44. cuando proceda, garantizar que se toman medidas para proteger efi-
cazmente a las víctimas frente a las amenazas o posibles actos de venganza;

45. adoptar medidas específicas para garantizar que se respeten los de-
rechos de los niños durante el proceso;

46. garantizar que los niños estén acompañados, en todas las audien-
cias, por su representante legal o un adulto de su elección, según corres-
ponda, a menos que el juzgado tome la decisión contraria, razonada, con
respecto a esa persona; 
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47. garantizar que los niños tengan la posibilidad de emprender acciones le-
gales a través de intermediarios o de su representante legal, una organización pú-
blica o privada o un adulto de su elección aprobado por las autoridades jurídicas
y, si fuera necesario, tener acceso a la asistencia jurídica de forma gratuita;

48. contemplar que, para los delitos y crímenes sexuales, la prescripción
no empiece hasta el día en que la víctima alcance la mayoría de edad;

49. permitir que el requisito de confidencialidad profesional sea anulado, de
forma excepcional, en el caso de personas que, durante el ejercicio de su trabajo,
como resultado de exámenes realizados o de información dada en secreto, pue-
dan tener conocimiento de casos de niños sometidos a violencia sexual;

Programas de intervención para agresores

Los Estados miembros deberían:

50. organizar programas de intervención diseñados para animar a los
agresores a adoptar un patrón de conducta sin violencia, ayudándoles a
tomar conciencia de sus actos y reconocer su responsabilidad;

51. ofrecer al agresor la posibilidad de seguir programas de intervención,
no como una alternativa a la sentencia, sino como medida adicional dirigida
a la prevención de la violencia. La participación en dichos programas debe-
ría ser voluntaria; 

52. contemplar la creación, por parte de ONG y asociaciones, de centros
de intervención específicos para hombres violentos y centros de apoyo apro-
bados por el Estado, en función de los recursos disponibles; 

53. garantizar la colaboración y la coordinación entre los programas de
intervención dirigidos a los hombres y aquellos que se ocupan de la protec-
ción de la mujer.

Medidas adicionales relacionadas con la violencia sexual

Banco de datos genéticos

Los Estados miembros deberían:

54. considerar la creación de bancos de datos nacionales y europeos
que alberguen el perfil genético de todos los autores de violencia sexual,
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identificados y sin identificar, con objeto de poner en funcionamiento una po-
lítica eficaz para atrapar a los delincuentes, prevenir la reincidencia y tener
en cuenta los criterios dictados por la legislación nacional y la del Consejo de
Europa en este ámbito.

Medidas adicionales relacionadas con la violencia en el ámbito familiar

Los Estados miembros deberían:

55. tipificar como delito todas las formas de violencia cometidas en el
ámbito familiar;

56. revisar y/o endurecer, si procede, las penas por agresión y malos tra-
tos premeditados cometidos en el ámbito familiar, sea cual sea el miembro
de la familia afectado;

57. excluir el adulterio como una excusa para la violencia en el ámbito fa-
miliar;

58. contemplar la posibilidad de tomar medidas para:
a) permitir la entrada de la Policía en la residencia de una persona en

situación de riesgo, arrestar al agresor o la agresora y asegurarse de
que comparezca ante el juez;

b) permitir que la Judicatura adopte, como medidas provisionales dirigi-
das a la protección de las víctimas, la prohibición del contacto, co-
municación o acercamiento del agresor a la víctima, así como que
resida o entre en ciertas zonas definidas;

c) establecer un protocolo obligatorio, de modo que la Policía y los ser-
vicios médicos y sociales sigan el mismo procedimiento;

d) promover servicios de protección proactivos para las víctimas, que
tomen la iniciativa de ponerse en contacto con las víctimas tan pronto
como se informe del caso a la Policía;

e) asegurar la estrecha colaboración de todas las instituciones relevan-
tes, tales como las autoridades policiales, los juzgados y los servi-
cios de protección a las víctimas, con el fin de que las víctimas pue-
dan tomar todas las medidas jurídicas y prácticas relevantes para
recibir asistencia y emprender acciones contra el agresor, dentro de
los plazos adecuados y sin contactos no deseados con el agresor;

f) penalizar toda infracción de las medidas que las autoridades impon-
gan a los agresores.

59. considerar, en caso necesario, la posibilidad de conceder un permiso
de residencia independiente para las mujeres que sean o hayan sido víctimas
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de violencia doméstica, con el fin de permitirles abandonar a sus maridos
violentos sin tener que abandonar el país de acogida.

Medidas adicionales relacionadas con el acoso sexual

Los Estados miembros deberían:

60. dar los pasos necesarios para prohibir todas las conductas de índole
sexual, u otra conducta basada en el sexo, que afecten a la dignidad de la
mujer en el trabajo, incluyendo el comportamiento de superiores y colegas;
se entenderá por tal toda conducta de índole sexual en la que el autor hace
uso de una posición de autoridad, dondequiera que ocurra (incluidas situa-
ciones como las relaciones vecinales, las relaciones entre estudiantes y pro-
fesores, el acoso telefónico, etc.). Estas situaciones constituyen una violación
de la dignidad de las personas;

61. promover la sensibilización, información y prevención del acoso se-
xual en el lugar de trabajo o en relación con el trabajo o donde pudiera tener
lugar y tomar las medidas adecuadas para proteger a las mujeres y los hom-
bres frente a tales conductas.

Medidas adicionales relacionadas con la mutilación genital

Los Estados miembros deberían:

62. penalizar toda mutilación de los órganos genitales de una mujer o
una niña, con o sin su consentimiento. Por «mutilación genital» se entiende
la sutura del clítoris, la extirpación, la ablación y la oclusión genital;

63. castigar a cualquier persona que haya participado, facilitado o pro-
movido deliberadamente cualquier forma de mutilación genital femenina, con
o sin consentimiento de la afectada; tales actos serán punibles aunque se
hayan realizado sólo parcialmente;

64. organizar campañas de información y prevención dirigidas a los gru-
pos de población afectados, de forma especial a inmigrantes y refugiados,
acerca de los riesgos sanitarios para las víctimas y las penas para los auto-
res de dichos actos;

65. alertar a los profesionales médicos, en particular a los doctores res-
ponsables de las consultas prenatales y postparto y a los pediatras;
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66. permitir la firma o la consolidación de acuerdos bilaterales relativos
a la prevención y prohibición de la mutilación genital femenina y al enjuicia-
miento de los autores de tales actos;

67. considerar la posibilidad de garantizar protección especial a estas
mujeres como grupo amenazado por razones de género.

Medidas adicionales relacionadas con la violencia durante 

y después de situaciones de conflicto

Los Estados miembros deberían:

68. penalizar todas las formas de violencia contra las mujeres y los niños
en situaciones de conflicto, de acuerdo con las disposiciones del derecho hu-
manitario internacional, ya se manifiesten en forma de humillación, tortura, es-
clavitud sexual o muerte como resultado de estas acciones;

69. penalizar la violación, la esclavitud sexual, el embarazo forzado, la es-
terilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad
equiparable como una violación intolerable de los derechos humanos, como
crímenes contra la humanidad y, si se cometen en el contexto de un conflicto
armado, como crímenes de guerra;

70. garantizar la protección de los testigos ante los tribunales nacionales
y los tribunales penales internacionales que se ocupan de los delitos de ge-
nocidio, crímenes contra la humanidad y crímenes de guerra, y facilitarles la
residencia legal al menos durante los procesos;

71. garantizar asistencia jurídica y social a todas las personas llamadas
a declarar ante los tribunales nacionales y ante los tribunales penales inter-
nacionales que se ocupan de los delitos de genocidio, crímenes contra la hu-
manidad y crímenes de guerra;

72. considerar la posibilidad de conceder el estatuto de refugiado o pro-
tección complementaria por motivos de persecución por razón de género y/o
facilitar la condición de residente por razones humanitarias a las mujeres víc-
timas de violencia durante los conflictos;

73. apoyar y financiar a las ONG que facilitan asesoramiento y ayuda a
las víctimas de violencia durante y después de las situaciones de conflicto;

74. con posterioridad a un conflicto, fomentar la inclusión de temas es-
pecíficos de las mujeres en el proceso de reconstrucción y de renovación
política en las áreas afectadas;
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75. garantizar, a nivel nacional e internacional, que todas las interven-
ciones en las áreas que se hayan visto afectadas por conflictos sean reali-
zadas por personal que haya recibido una formación con perspectiva de gé-
nero; 

76. respaldar y financiar programas que sigan una perspectiva de gé-
nero al prestar ayuda a las víctimas de conflictos y en su contribución a los
esfuerzos de reconstrucción y de repatriación posteriores a un conflicto.

Medidas adicionales relacionadas con la violencia en ámbitos

institucionales

Los Estados miembros deberían:

77. penalizar todas las formas de violencia física, sexual y psicológica co-
metidas o toleradas por el Estado o sus funcionarios, allá donde ocurran y, en
particular, en prisiones o centros de detención, instituciones psiquiátricas, etc.; 

78. penalizar todas las formas de violencia física, sexual o psicológica co-
metidas o toleradas en situaciones en las que pueda considerarse respon-
sable al Estado o a una tercera parte, por ejemplo en internados, residencias
de ancianos y otros centros.

Medidas adicionales relacionadas con el no respeto de la libertad de

elección con respecto a la reproducción 

Los Estados miembros deberían: 

79. prohibir la esterilización o el aborto forzados, la contracepción im-
puesta mediante coacción o fuerza y el aborto selectivo por razones de sexo
y tomar para ello todas las medidas apropiadas.

Medidas adicionales relacionadas con los crímenes de honor

Los Estados miembros deberían:

80. penalizar todas las formas de violencia contra la mujer y los niños
cometidas de conformidad con la costumbre de los «crímenes de honor»;

81. tomar todas las medidas necesarias para evitar los «crímenes de
honor», incluidas campañas de información dirigidas a los grupos de pobla-
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ción y de profesionales adecuados, especialmente a los jueces y el personal
judicial;

82. castigar a cualquier persona que haya participado, facilitado o pro-
movido deliberadamente un «crimen de honor»;

83. apoyar a las ONG y otros grupos que combaten estas prácticas.

Medidas adicionales relacionadas con los matrimonios prematuros

Los Estados miembros deberían:

84. prohibir los matrimonios forzados, llevados a cabo sin el consenti-
miento de las personas afectadas;

85. tomar todas las medidas necesarias para prevenir y poner fin a las
prácticas relacionadas con la venta de niños.
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ANEXO II
PROGRAMA DE LA CAMPAÑA
DEL CONSEJO DE EUROPA PARA COMBATIR
LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES,
INCLUIDA LA VIOLENCIA DOMÉSTICA

Elaborado por el Grupo de Trabajo del Consejo de Europa para Comba-
tir la Violencia contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica (EG-TFV) y
adoptado por el Comité de Ministros el 21 de junio de 2006.

Resumen de la campaña

I. Introducción

La violencia contra la mujer es el resultado del desequilibrio de poderes
entre mujeres y hombres, que da lugar a una discriminación grave contra las
mujeres tanto en la sociedad como en el seno de la familia. La violencia en
el ámbito familiar se produce en todos los Estados miembros del Consejo de
Europa a pesar de los claros avances logrados en la legislación, las políticas
y las prácticas. La violencia contra las mujeres es una violación de los dere-
chos humanos, ya que les impide disfrutar de sus libertades fundamentales.
A menudo vuelve a las mujeres vulnerables frente a malos tratos posteriores
y supone un obstáculo enorme para superar la desigualdad entre hombres y
mujeres en la sociedad. La violencia contra las mujeres perjudica a la paz, la
seguridad y la democracia de Europa.

Los Estados tienen la responsabilidad de respetar, proteger y hacer reali-
dad los derechos humanos de todos sus ciudadanas y ciudadanos, por lo
que deben asegurarse de tomar todas las medidas razonables para preve-
nir, investigar y castigar todas las formas de violencia contra la mujer, inclui-
das las que se producen en el ámbito familiar. La violencia contra la mujer,
en especial cuando tiene lugar en el hogar, es un problema complejo que
puede verse agravado por la respuesta de las autoridades a las que las mu-
jeres acuden en busca de ayuda.

Aunque las estrategias específicas de los Gobiernos ante la violencia
contra la mujer dependerán de la situación concreta de cada país, todas ellas
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deben abarcar diversos aspectos: hay que combatir tanto las causas últimas
de la violencia como sus consecuencias, promover el cambio de actitudes y
comportamientos y tomar medidas jurídicas, políticas y prácticas.

Un reciente balance elaborado por el Consejo de Europa252 señaló que no
todos los Estados miembros proporcionan los recursos adecuados a las vícti-
mas de violencia, recogen datos sobre el número de casos de violencia que se
producen en el ámbito familiar y se denuncian a la Policía y/o a los servicios sa-
nitarios, ni hacen un seguimiento de forma sistemática de las remisiones de los
casos a los juzgados o del resultado de las acciones judiciales. Como conse-
cuencia, no existe una base de referencia con la que medir la eficacia de las
reformas jurídicas destinadas a combatir la violencia contra la mujer.

Se insta a los Estados miembros del Consejo de Europa a que den prio-
ridad a la prevención y lucha contra la violencia sobre las mujeres, incluida
la violencia en el ámbito familiar, y se les anima a participar activamente en
la realización de esta campaña del Consejo de Europa, que exige un fuerte
compromiso a nivel nacional.

II. Definición

De conformidad con la definición incluida en el apéndice de la Recomenda-
ción Rec (2002) 5 del Comité de Ministros a los Estados miembros sobre la pro-
tección de la mujer contra la violencia, el término «violencia contra la mujer» ha
de entenderse como todo acto de violencia por razón de género que cause o
pueda causar daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, incluidas
las amenazas de realizar tales actos, la coacción o la privación arbitraria de li-
bertad, tanto en la vida pública como en la privada. Esto incluye: «la violencia
que se produce en el ámbito familiar o doméstico, incluyendo, entre otras for-
mas, la agresión física y mental, el maltrato emocional y psicológico, la violación
y los abusos sexuales, el incesto, la violación por parte del cónyuge, la pareja oca-
sional o habitual o personas con quienes se convive, los crímenes cometidos en
nombre del honor, la mutilación genital y sexual femenina y otras prácticas tradi-
cionales dañinas para la mujer, como los matrimonios forzados».

Esta es la definición en la que se basa la Campaña del Consejo de Europa
para Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica.
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III. Tema principal

Teniendo en cuenta el plan de acción adoptado durante la Tercera
Cumbre del Consejo de Europa y la Recomendación Rec (2002) 5 del
Comité de Ministros, el tema de la campaña será: «Prevenir y combatir la
violencia contra la mujer cometida en el ámbito familiar (violencia do-
méstica)».

IV. Propósitos de la campaña

Los propósitos de la Campaña del Consejo de Europa para Combatir la
Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica son:

– concienciar a los Estados miembros del Consejo de Europa de que la
violencia contra la mujer es una violación de los derechos humanos y
animar a todos los ciudadanos a hacerle frente;

– instar a los Estados a demostrar su voluntad política mediante la pro-
visión de los recursos suficientes para obtener resultados concretos de
cara a la eliminación de la violencia contra la mujer;

– promover la aplicación de medidas eficaces para prevenir y combatir
la violencia contra la mujer por medio de legislación y planes de acción
nacionales para aplicar la Recomendación Rec (2002) 5, así como
comprobar de forma regular los logros obtenidos. 

V. Objetivos

La protección de la mujer contra la violencia en el ámbito familiar debe-
ría situarse al más alto nivel político en todos los Estados miembros del Con-
sejo de Europa y, en consecuencia, se le deberían asignar los recursos eco-
nómicos necesarios. Todos los Estados miembros deberían comprometerse
a prevenir este tipo de violencia, a proteger a sus víctimas, a proporcionar-
les servicios adecuados, reparación jurídica e indemnización, y a enjuiciar,
castigar y proporcionar tratamiento a los agresores. Además, los Estados
miembros deberían sensibilizar a la opinión pública sobre este problema con
todos los medios disponibles, en especial a través de los medios de comu-
nicación y de los programas educativos.

La cultura patriarcal contribuye en gran medida a legitimizar las des-
igualdades de poder entre mujeres y hombres, por lo que es fundamental
que los Estados miembros se opongan a las tradiciones y actitudes discri-
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minatorias y a los estereotipos sexistas, que son las causas últimas de la vio-
lencia contra la mujer.

Los bajos ingresos, el desempleo y la pobreza son los principales facto-
res de riesgo de violencia cometida contra la mujer en el ámbito familiar. Los
Estados deberían por tanto tomar medidas eficaces para facilitar la inde-
pendencia económica de las mujeres.

Los Estados miembros deberían comprometerse a elaborar e implantar
medidas concretas y eficaces para prevenir y combatir la violencia contra la
mujer, según se recoge en la Recomendación Rec (2002) 5, mediante me-
didas legislativas y planes de acción nacionales y, al término de esta cam-
paña, informar sobre los logros obtenidos.

Todas las medidas incluidas en esta recomendación son igual de impor-
tantes y deberían implementarse plenamente. Aunque cada Estado miem-
bro se encuentra en una fase distinta de aplicación de la citada recomenda-
ción, se les insta a lograr durante la campaña avances importantes en las
siguientes áreas:

a. Medidas jurídicas y políticas
– revisar y enmendar, si fuera necesario, la legislación nacional para

identificar y solucionar las carencias detectadas en la protección de la
mujer contra todas las formas de violencia que se producen en el ám-
bito familiar, derogar las leyes que discriminen a la mujer y tipificar
como delito todo acto de violencia de ese tipo cometido contra las mu-
jeres, incluida la violación por parte del cónyuge;

– establecer protección jurídica eficaz, incluidas las órdenes de protec-
ción, para todas las mujeres víctimas de violencia y seguir y evaluar de
forma regular su implantación efectiva;

– garantizar que las leyes de inmigración y los procedimientos adminis-
trativos no impidan a las mujeres abandonar relaciones violentas por
miedo a la deportación, a la pérdida de su situación legal o a que se
le retire la custodia de los hijos;

– identificar e implementar medidas que aumenten el índice de denun-
cias, procesamientos y condenas a quienes cometan actos de violen-
cia contra una mujer en el ámbito familiar;

– proporcionar a las víctimas asistencia jurídica y apoyo psicosocial y
garantizar la protección de los testigos;

– desarrollar la evaluación de riesgos y la planificación de la seguridad
como procedimiento habitual en la prevención de delitos de violencia
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contra la mujer, así como garantizar que se presta una especial aten-
ción a las víctimas de alto riesgo que sufren actos de violencia de
forma reiterada;

b. Apoyo y protección de las víctimas
– proporcionar los recursos necesarios para mantener teléfonos de

ayuda gratuitos y disponibles durante todo el día que sean atendidos
por personal debidamente cualificado, así como otros servicios de
emergencia para todas las mujeres víctimas de violencia;

– proporcionar servicios adecuados de apoyo y defensa que cumplan
con las normas de calidad a todas las víctimas de violencia; fomentar
la autonomía de las mujeres y garantizar que los servicios sean acce-
sibles para todas las mujeres, incluidas las mujeres en situación de
exclusión social, las inmigrantes recién llegadas, las refugiadas, las
mujeres pertenecientes a grupos étnicos minoritarios y las mujeres
con discapacidad;

– proporcionar recursos para un número suficiente de centros de aco-
gida seguros para las mujeres que tengan que huir de situaciones de
violencia (una plaza en un centro de acogida para mujeres por cada
7500 habitantes) y para los servicios de defensa de la mujer y los cen-
tros de asistencia urgente en todas las regiones del país; dotar a estos
servicios de los suficientes recursos humanos y económicos;

– desarrollar un sector especializado multidisciplinar que esté coordi-
nado y dotado de los recursos necesarios para aumentar la capaci-
dad de actuación de los distintos servicios nacionales y locales, como
la Sanidad, la Justicia, las prestaciones sociales o la educación, con
el fin de proporcionar a las mujeres víctimas de violencia un apoyo in-
mediato, integral y coordinado;

– organizar una formación integral sobre las distintas formas de violen-
cia contra la mujer para los profesionales que han de tratar con muje-
res víctimas de violencia en el ámbito familiar (por ejemplo, la Policía,
el personal sanitario, los funcionarios judiciales, etc.);

– incluir la violencia contra la mujer como una violación de los derechos
humanos de la mujer y un problema de salud pública en los programas
educativos de todos los estudios y acciones formativas del personal ju-
rídico, de las fuerzas de seguridad, del personal sanitario, de los tra-
bajadores sociales y de los educadores, entre otros;

– intensificar a todos los niveles el trabajo de las ONG implicadas en la
lucha contra la violencia sobre las mujeres y establecer una colabora-
ción activa con estas ONG, incluyendo el apoyo logístico y económico
oportuno;
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– proporcionar apoyo económico, alojamiento, permisos de residencia
independientes y formación y empleo a las mujeres víctimas de vio-
lencia para que puedan decidir libremente si abandonan o no a su
agresor;

– fomentar la creación de programas para agresores coordinados a nivel
nacional e implantados a nivel local. Estos programas deben centrarse
en garantizar la seguridad de las víctimas y organizarse en estrecha
colaboración con los servicios de ayuda a las víctimas.

c. Recogida de datos
– garantizar la recogida sistemática en todos los ámbitos de datos es-

tadísticos desagregados por sexo, tipo de violencia y relación entre
agresor y víctima. Esta recogida debe ser realizada por los servicios
nacionales de estadística u otros organismos (por ejemplo, los obser-
vatorios nacionales de violencia doméstica);

– desarrollar y utilizar una metodología que permita analizar los datos
por género y compararlos con otros Estados miembros del Consejo
de Europa;

– recopilar y publicar buenas prácticas para la prevención de la violen-
cia en el ámbito familiar, proteger a sus víctimas y enjuiciar a los agre-
sores a nivel nacional, regional y local.

d. Sensibilización
– denunciar públicamente la violencia contra las mujeres en el ámbito fa-

miliar como una violación de los derechos humanos de la mujer y com-
prometerse a actuar contra ella al más alto nivel político;

– sensibilizar sobre la violencia contra las mujeres en el ámbito familiar,
utilizando para ello todos los medios disponibles, en especial los me-
dios de comunicación y los programas educativos, para derribar los
estereotipos sexistas predominantes, las normas culturales discrimi-
natorias y la tolerancia de esta violencia por parte de la opinión pú-
blica;

– animar a los líderes de opinión nacionales y locales a reconocer pú-
blicamente la gravedad de la violencia contra la mujer en el ámbito fa-
miliar y condenar su comisión y el uso de las costumbres, la tradición
o la religión para justificarla;

– traducir a sus idiomas nacionales, si no lo han hecho ya, y difundir la
Recomendación Rec (2002) 5 y su memorando explicativo;

– respaldar iniciativas específicas de sensibilización dirigidas a los hom-
bres para incitarles a participar de forma activa en la eliminación de
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todas las formas de violencia contra la mujer, incluida la violencia en
el ámbito familiar.

VI. Mensajes

Para combatir la violencia doméstica es necesaria una acción conjunta
de los poderes públicos

La violencia contra la mujer en el ámbito familiar (violencia doméstica)
sigue siendo un grave problema que afecta a todos los Estados miembros del
Consejo de Europa, independientemente de la cultura o la religión, las épo-
cas de paz o de conflicto o las catástrofes. Se manifiesta de muy diversas for-
mas y se la tolera con demasiada frecuencia. Así pues, es urgente que los
Gobiernos, los Parlamentos, las autoridades regionales y locales y las orga-
nizaciones intergubernamentales internacionales, así como la sociedad civil,
actúen de forma urgente para poner freno a la violencia contra la mujer en el
ámbito familiar.

La violencia doméstica es una violación de los derechos humanos

La violencia cometida contra la mujer en el ámbito familiar no debería
considerarse un asunto privado. La violencia contra la mujer anula, viola e im-
pide el disfrute de sus derechos humanos y libertades fundamentales. Por
consiguiente, los Estados tienen la obligación de actuar con la diligencia de-
bida para prevenir este tipo de violencia, proteger a sus víctimas, indemni-
zarlas y enjuiciar y castigar a los agresores. En consecuencia, los Estados
están obligados a tomar todas las medidas razonables para garantizar que
las mujeres no sufran violencia y proporcionar protección a quienes se en-
cuentren en peligro, así como reparación a las víctimas. Nunca deberían
usarse la cultura, las costumbres, la familia o la religión como excusa para ig-
norar la violación de los derechos humanos de la mujer en el hogar.

La violencia doméstica hiere gravemente a las mujeres y perjudica a toda
la sociedad, incluidas las generaciones futuras

Son muchas las mujeres que fallecen en muchos países como conse-
cuencia de la violencia en el ámbito familiar. Además, la salud física y psico-
lógica de las víctimas que sobreviven se ve gravemente mermada. Este tipo
de violencia tiene también graves consecuencias para las familias y para la
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sociedad en su conjunto y suele trasmitirse de generación en generación. La
violencia contra la mujer, además de todas las consecuencias personales y
sociales, tiene un elevado coste económico (asistencia sanitaria, tratamiento
psicológico, absentismo y menor productividad en el puesto de trabajo, etc.).
Terminar con la violencia contra la mujer en el ámbito familiar es responsa-
bilidad de todos: permanecer callado es ser cómplice de ella.

La participación activa de los hombres es necesaria para combatir la vio-
lencia contra la mujer en el ámbito familiar

Durante esta campaña conviene promover la participación activa de los
hombres en actividades dirigidas a combatir la violencia contra la mujer. Los
hombres tienen la responsabilidad de manifestarse contra la violencia en el
ámbito familiar y hacerle frente. En este sentido, tienen un papel importante
que desempeñar y pueden actuar como enlace con otros hombres y ani-
marles a manifestarse contra dicha violencia.

VII. Grupos de destinatarios

El Consejo de Europa ha trabajado con diversos colaboradores y grupos
de destinatarios para llevar a cabo la Campaña para Combatir la Violencia
contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica, a saber:

– jefes de Estado;
– jefes de Gobierno;
– ministros;
– presidentes de Parlamentos;
– parlamentarios;
– autoridades regionales y locales;
– organizaciones intergubernamentales internacionales;
– organizaciones no gubernamentales, tanto internacionales como re-

gionales, de ayuda a las mujeres y de defensa de los derechos hu-
manos;

– líderes de opinión nacionales;
– dirigentes locales;
– empresarios regionales y nacionales;
– agentes de las fuerzas del orden;
– miembros de la Judicatura;
– trabajadores sociales, personal sanitario y organizaciones de Servi-

cios Sociales gestionadas por el Estado;
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– ONG nacionales de ayuda a las mujeres que presten servicios de
apoyo a las mujeres;

– profesionales y grupos del ámbito educativo;
– sindicatos;
– todas las mujeres;
– mujeres víctimas;
– los hombres como agentes del cambio;
– jóvenes;
– educadores.

VIII. Eslogan

El eslogan de la campaña del Consejo de Europa fue: Stop a la violen-
cia doméstica contra las mujeres.

IX. Duración

Los preparativos de la campaña comenzaron a principios de 2006. El 27
de noviembre de 2006 se celebró en el Senado de España, en Madrid, una
conferencia de alto nivel para lanzar la campaña a la que asistieron repre-
sentantes de Gobiernos, Parlamentos, autoridades regionales y locales, or-
ganizaciones intergubernamentales internacionales y ONG. La campaña fi-
nalizó con una conferencia de clausura de alto nivel celebrada en
Estrasburgo los días 10 y 11 de junio de 2008.

X. Reparto de responsabilidades

La realización de la campaña fue responsabilidad del Comité de Minis-
tros a través de la Dirección General de Derechos Humanos y Asuntos Jurí-
dicos (División de Igualdad entre Hombres y Mujeres y Lucha contra el Trá-
fico de Seres Humanos) en lo que respecta a la dimensión
intergubernamental de la campaña, la Asamblea Parlamentaria del Consejo
de Europa en lo que respecta a la dimensión parlamentaria y el Congreso de
Autoridades Locales y Regionales del Consejo de Europa en lo que respecta
a la dimensión local y regional. Además, esta campaña se desarrolló en co-
laboración con Gobiernos y Parlamentos de los Estados miembros, organi-
zaciones intergubernamentales internacionales y ONG implicadas en la pro-
tección de las mujeres contra la violencia.
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Acciones realizadas en el marco de la campaña 

del Consejo de Europa

La campaña del Consejo de Europa comprendía dos niveles de aplica-
ción. El primero de ellos incluía actividades realizadas directamente por el
Consejo de Europa, que reflejaban sus dimensiones intergubernamental, par-
lamentaria, local y regional. El segundo nivel consistía en campañas y acti-
vidades realizadas por los Estados miembros del Consejo de Europa a nivel
nacional, regional y local.

I. Actividades del Consejo de Europa

a. Conferencia de lanzamiento

El 27 de noviembre de 2006 se celebró en el Senado de España, en Ma-
drid, una conferencia de alto nivel para lanzar la Campaña del Consejo de Eu-
ropa para Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Do-
méstica, a la que asistieron representantes de Gobiernos, Parlamentos,
autoridades regionales y locales, organizaciones intergubernamentales in-
ternacionales y ONG.

El Grupo de Trabajo para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida
la Violencia Doméstica había recomendado que la conferencia de lanza-
miento de la campaña se organizara al más alto nivel político y con una am-
plia participación de las ONG que realizan su labor en este ámbito.

b. Medios de comunicación y actividades de la campaña

La conferencia de lanzamiento de la campaña recibió una amplia cober-
tura mediática en todos los Estados miembros del Consejo de Europa.

c. Seminarios regionales

Se organizaron cinco seminarios de alto nivel en los Estados miembros
que así lo solicitaron. En dichos seminarios se hizo hincapié en los distintos
objetivos de la campaña. Se animó a los Estados a participar en esta activi-
dad.
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d. Actividades realizadas por la Asamblea Parlamentaria (PACE) y el
Congreso de Autoridades Locales y Regionales

La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa fue la encargada de
llevar a efecto la dimensión parlamentaria de la campaña. Por su parte, el
Congreso de Autoridades Locales y Regionales se encargó de la realización
de la dimensión local y regional de la misma.

e. Creación de un sitio web específico para la campaña

Se dedicó un sitio web a la Campaña del Consejo de Europa para Com-
batir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica en
http://www.coe.int/stopviolence/, en el que se proporcionaba información de-
tallada sobre la campaña y sus actividades. El sitio web facilitaba asimismo
información sobre las actividades y campañas nacionales y enlaces a los si-
tios web de las campañas nacionales. Además, sirvió como foro interactivo
para el intercambio de información y buenas prácticas.

f. Difusión del material de la campaña para los Estados miembros y las
oficinas de información y representaciones del Consejo de Europa

– El material de la campaña se distribuyó entre los asistentes a la con-
ferencia de lanzamiento y a los seminarios regionales del Consejo de
Europa, así como a las oficinas de información y a las representacio-
nes del Consejo de Europa.

– La Secretaría del Consejo de Europa distribuyó material de la cam-
paña entre ONG y el público en general.

II. Actividades organizadas por los Estados miembros

a. Designación de funcionarios de enlace

Se invitó a cada Estado miembro a designar a una funcionaria o fun-
cionario de alto nivel y a una funcionaria o funcionario de enlace para la
campaña del Consejo de Europa y las campañas nacionales. Se invitó a
la funcionaria o funcionario de alto nivel a defender la Campaña del Con-
sejo de Europa para Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la
Violencia Doméstica, con la ayuda de la funcionaria o funcionario de en-
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lace. Se promovió que las funcionarias y funcionarios de enlace conta-
ran con el respaldo de un grupo de trabajo nacional sobre la violencia
contra la mujer en el ámbito familiar, en el que se intentó incluir a ONG
de ayuda a las mujeres y otras ONG que luchan contra la violencia sobre
las mujeres. El papel del grupo de trabajo nacional consistió en respal-
dar el desarrollo de las campañas nacionales de los Estados miembros
para combatir la violencia contra la mujer, incluida la violencia en el ám-
bito familiar.

Se consideró aconsejable que esta funcionaria o funcionario de en-
lace designado por las autoridades nacionales fuera una persona que
ejerciera algún cargo a nivel nacional relacionado con la lucha contra la
violencia sobre la mujer. Se invitó a las funcionarias y funcionarios de en-
lace nacionales a colaborar con la campaña del Consejo de Europa apor-
tando información y trasmitiendo las buenas prácticas vigentes en sus
países para combatir la violencia contra las mujeres, que se publicaron en
el sitio web del Consejo de Europa. El Consejo de Europa animó a los
Estados miembros que tuvieran experiencia y conocimientos sobre me-
didas legislativas, políticas y de otra índole a compartirlos con otros Es-
tados miembros para que estos pudieran implementarlos en sus campa-
ñas nacionales. 

Se animó a las funcionarias y funcionarios de enlace a dar la mayor di-
fusión posible a los materiales de la campaña entre los actores nacionales
que así lo solicitaran, en especial a los trabajadores sociales, los profesio-
nales sanitarios, la Policía, la Judicatura, los legisladores y las ONG que com-
baten la violencia contra las mujeres.

Se invitó a todos los Estados miembros a comunicar a la Secretaría del
Consejo de Europa la designación de una funcionaria o funcionario de enlace.
Posteriormente, se publicó en el sitio web del Consejo de Europa información
sobre las 46 funcionarias y funcionarios de enlace.

b. Planes de acción de la campaña

Se animó a los grupos de trabajo nacionales a elaborar su propio plan de
acción para la campaña nacional. Su plan de acción debía basarse en el pro-
grama general e incluir:

– un análisis de la situación nacional para identificar los logros y los fa-
llos en la lucha contra la violencia sobre las mujeres;
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– una recogida y/u organización de los datos existentes para desarrollar
una ficha de información nacional que sirviera como referencia en el
futuro;

– la definición de actividades concretas, basadas en los objetivos del
programa general, para solucionar las carencias;

– la asignación de los recursos suficientes, elaboración del calendario de
aplicación, etc.;

– la comunicación de los planes de acción de la campaña al Consejo de
Europa con fines informativos y de intercambio. 

Se invitó a los Estados miembros a remitir a la Secretaría del Consejo de
Europa un informe provisional en 2007 y un informe final sobre las activida-
des y resultados concretos de sus campañas nacionales en 2008 para que
fueran evaluados por el grupo de trabajo. Conforme a su mandato, el grupo
de trabajo evaluó el desarrollo a nivel nacional y estableció instrumentos para
cuantificar la evolución a nivel paneuropeo con el fin de redactar propuestas
de acción.

c. Fechas clave para la campaña

– Fecha: 8 de marzo. Motivo: Día Internacional de la Mujer
El Día Internacional de la Mujer es una fecha clave para la organiza-
ción de actos públicos y para lanzar campañas en los medios de co-
municación, en colaboración con las organizaciones de ayuda a las
mujeres, sobre la violencia contra la mujer en el ámbito familiar. Se in-
vitó a todos los Estados miembros que participaban en la campaña
del Consejo de Europa a dar prioridad a este tipo de violencia como
tema del Día Internacional de la Mujer en 2007 y 2008 y a promover
los mensajes de la campaña.

– Fecha: 15 de mayo. Motivo: Día Internacional de la Familia
El Día Internacional de la Familia supone una oportunidad importante
para hacer hincapié en la violencia contra la mujer en el ámbito fami-
liar. Se invitó a los Estados miembros a organizar campañas públicas
y actividades en los medios de comunicación para manifestarse con-
tra este tipo de violencia. 

– Fecha: 25 de noviembre - 10 de diciembre. Motivo: Día Internacional
para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer y los 16 Días de Ac-
tivismo contra la Violencia de Género
El Día Internacional para la Eliminación de la Violencia contra la
Mujer y los 16 Días de Activismo contra la Violencia de Género
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suponen otra oportunidad para las actividades en los medios de
comunicación y la realización de campañas. Se invitó a los Esta-
dos miembros que participaban en la campaña del Consejo de Eu-
ropa a manifestarse públicamente contra la violencia cometida
sobre las mujeres en el ámbito familiar y a unirse a las organiza-
ciones no gubernamentales de ayuda a las mujeres y otras de ám-
bito nacional que participaran en los 16 Días de Activismo para re-
alizar juntos campañas destinadas a erradicar la violencia contra
la mujer.

También se les invitó a aprovechar las fechas clave nacionales para in-
tensificar la campaña y hacer declaraciones conjuntas durante las reuniones
del Comité de Ministros a lo largo de toda la campaña.

Material de la campaña

Material impreso

– carteles;
– fichas informativas;
– marcapáginas;
– carpetas;
– folletos;
– pegatinas;
– calendarios.

Material audiovisual

– anuncios para radio y televisión;
– comunicados de los poderes públicos;
– lotes de vídeo;
– exposiciones fotográficas;
– vídeos. 

Puede consultarse el material elaborado para la campaña en el sitio web
del Consejo de Europa dedicado a la campaña, en http: //www.coe.int/stop-
violence/.
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Calendario

Año 2006

– El grupo de trabajo terminó el Programa de la Campaña del Consejo
de Europa para Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la
Violencia Doméstica, durante su segunda reunión, que tuvo lugar del
25 al 27 de abril. El programa fue aprobado por el Comité de Ministros
el 21 de junio.

– La conferencia de lanzamiento se celebró el 27 de noviembre en el
Senado de España, en Madrid.

– Se creó un sitio web del Consejo de Europa dedicado específicamente
a la campaña en http://www.coe.int/violence/. 

– Se pidió a los Estados miembros del Consejo de Europa que desig-
naran funcionarios y funcionarias de alto nivel y funcionarios y funcio-
narias de enlace, así como que hicieran lo posible por lanzar las cam-
pañas nacionales en 2006.

Año 2007

– Se organizaron seminarios regionales en los Estados miembros del
Consejo de Europa.

– Los Estados miembros que aún no lo habían hecho lanzaron y lleva-
ron a cabo sus campañas nacionales.

– Se remitieron al grupo de trabajo, para su estudio, los informes nacio-
nales provisionales sobre las actividades de la campaña.

Año 2008

– La conferencia de clausura se celebró en Estrasburgo los días 10 y 11
de junio de 2008.

– Se remitieron al grupo de trabajo, para su estudio, los informes nacio-
nales finales sobre las actividades de la campaña.

– Se aprobó el informe final de actividad del grupo de trabajo, que incluía
una evaluación de la campaña del Consejo de Europa.

253





Combatir la violencia
contra las mujeres: 

Normas mínimas para los
servicios de asistencia

PROFESORA LIZ KELLY, CÁTEDRA RODDICK

SOBRE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

DE LA UNIVERSIDAD METROPOLITANA DE LONDRES, Y LORNA DUBOIS

Dirección General de Derechos Humanos y Asuntos Jurídicos

Consejo de Europa
Estrasburgo, septiembre de 2008



División de Igualdad de Género y Tráfico de Seres Humanos
Dirección General de Derechos Humanos y Asuntos Jurídicos
Consejo de Europa
F-67075 Strasbourg Cedex
www.coe.int/stopviolence
© Consejo de Europa, 2008
Impreso en el Consejo de Europa



El Consejo de Europa

El Consejo de Europa es una organización política creada el 5 de mayo de
1949 por diez Estados europeos con el fin de promover una mayor unión
entre sus miembros. En la actualidad cuenta con 47 países253. 

Los principales objetivos de la organización son promover la democracia, los
derechos humanos y el imperio de la ley, así como buscar soluciones comu-
nes a los problemas políticos, sociales, culturales y jurídicos de sus Estados
miembros. Desde 1989, ha integrado a la mayoría de los países de Europa
central y oriental y les ha apoyado en sus esfuerzos por poner en marcha y
consolidar sus reformas políticas, legislativas y administrativas.

La sede permanente del Consejo de Europa se encuentra en Estrasburgo
(Francia). El estatuto de la organización prevé dos órganos constitutivos: el
Comité de Ministros, compuesto por los Ministros/as de Asuntos Exteriores
de los 47 Estados miembros, y la Asamblea Parlamentaria, formada por de-
legados/as de los 47 Parlamentos nacionales. El Congreso de Poderes Lo-
cales y Regionales de Europa representa a las administraciones locales y
regionales de los Estados miembros. 

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos constituye el órgano judicial com-
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petente para conocer de las demandas interpuestas contra un Estado por
particulares, asociaciones u otros Estados contratantes, por violación del
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Li-
bertades Fundamentales.

El Consejo de Europa y la igualdad entre mujeres y hombres

El análisis de la igualdad entre mujeres y hombres, considerada un derecho
fundamental, corresponde al Comité Director para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres (CDEG). Los expertos y expertas que forman el Comité (una re-
presentación por cada Estado miembro) tienen encomendada la tarea de
promover, tanto a escala nacional como en el ámbito del Consejo de Europa,
actuaciones dirigidas a lograr la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.
Con ese objeto, el CDEG realiza análisis, estudios y evaluaciones, define es-
trategias y medidas políticas y, en caso necesario, elabora los instrumentos
jurídicos pertinentes.

Si desea información acerca de las actividades del Consejo de Europa en
materia de igualdad entre hombres y mujeres, póngase en contacto con:

División de Igualdad de Género y Tráfico de Seres Humanos
Dirección General de Derechos Humanos y Asuntos Jurídicos 
Consejo de Europa
F-67075 Estrasburgo cedex
Tel. +33 3 88 41 20 00
Correo electrónico: dg2.equality@coe.int
http://www.coe.int/equality/
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INTRODUCCIÓN: 
DELIMITACIÓN DEL CONTEXTO

La violencia contra las mujeres constituye una violación de los derechos
humanos que, por su propia naturaleza, priva a las mujeres de la posibilidad
de gozar de las libertades fundamentales. Este tipo de violencia suele hacer
a las mujeres más vulnerables a nuevas vejaciones y constituye un gran obs-
táculo para superar la desigualdad entre mujeres y hombres en la sociedad.
La violencia en el seno de la familia o de la unidad doméstica existe en todos
los Estados miembros del Consejo de Europa, a pesar de los progresos re-
alizados en la legislación, las políticas y las prácticas.

Los Estados tienen la responsabilidad de respetar, proteger y hacer
efectivos los derechos humanos de todos sus ciudadanos y ciudadanas.
Por consiguiente, deben adoptar todas las medidas razonables para pre-
venir, investigar y sancionar todas las formas de violencia contra las muje-
res, incluida aquélla que tiene lugar en el seno de la familia o de la unidad
doméstica. La violencia contra las mujeres, particularmente cuando se pro-
duce dentro del hogar, es un problema complejo que puede verse agra-
vado por la respuesta de las autoridades a las que acudan las mujeres en
busca de ayuda.

Durante la Tercera Cumbre del Consejo de Europa celebrada en mayo de
2005, los jefes y jefas de Estado y de Gobierno del Consejo de Europa rea-
firmaron su compromiso con la erradicación de la violencia contra las muje-
res, incluida la violencia doméstica. Con la adopción de un plan de acción que
contemplaba el lanzamiento de una Campaña para Combatir la Violencia
contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica y la creación de un grupo de
trabajo sobre este mismo tema, definieron las futuras actividades del Consejo
de Europa en este ámbito.

El Grupo de Trabajo para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida
la Violencia Doméstica, formado por ocho expertos y expertas internaciona-
les en la prevención y la lucha contra la violencia que sufren las mujeres, ela-
boró el programa de la campaña. Este programa, que fue aprobado por el
Consejo de Ministros del Consejo de Europa, recoge una definición de la vio-
lencia contra las mujeres, además de los fines, objetivos, mensajes y activi-
dades de la campaña.
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El grupo de trabajo estableció cuatro grandes objetivos en los que se
insta a los Estados miembros a realizar progresos significativos durante la
campaña, a saber:

• Medidas jurídicas y políticas

• Asistencia y protección a las víctimas

• Recogida de datos

• Sensibilización

El presente estudio se centra en la asistencia y protección a las víctimas,
el segundo de los objetivos. A este respecto, se insta a los Estados miembros
a proporcionar los recursos que permitan ofrecer, adecuadamente y con ca-
lidad, lo siguiente:

• Líneas telefónicas de emergencia gratuitas y disponibles las 24 horas
del día.

• Hogares seguros.

• Servicios de apoyo y protección.

• Servicios accesibles a las mujeres que se encuentran en situación de
exclusión social, especialmente, a las inmigrantes recién llegadas, las
refugiadas, las mujeres de minorías étnicas y las mujeres con disca-
pacidad.

• Apoyo económico, vivienda, información sobre permisos de residen-
cia, formación.

• Cooperación entre ONG especializadas.

• Coordinación interinstitucional.

• Planes de formación para los profesionales que tratan con toda la
gama de violencia ejercida contra las mujeres, partiendo desde una
perspectiva de protección de los derechos humanos.

• Programas dirigidos a los autores de actos de violencia, centrados en la ne-
cesidad de garantizar la seguridad de las mujeres y en la prevención.

El presente estudio pretende alcanzar un consenso sobre las normas
mínimas que han de cumplir los servicios de asistencia: los tipos de servicios
que han de existir, su alcance y sus principios y prácticas fundamentales.
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¿POR QUÉ UNAS NORMAS MÍNIMAS?

«Los hombres y las mujeres tienen derecho a vivir su vida y a criar a
sus hijos con dignidad y libres del hambre y del temor a la violencia»
[Asamblea General de Naciones Unidas, 55/2 Declaración del Milenio,
párrafo 6)].

Aunque actualmente se reconoce en mucha mayor medida la necesidad
de servicios de asistencia que permitan a las mujeres hacer efectivos sus
derechos en materia de protección, acceso a la Justicia, reparación y reha-
bilitación, y existe también una creciente consciencia general del carácter in-
dispensable de determinadas prestaciones (como los hogares seguros), la
disponibilidad y la calidad de los servicios varían considerablemente de unos
Estados a otros y en el interior mismo de cada Estado. Para que las mujeres
puedan verdaderamente vivir libres de violencia, es necesario que exista un
acuerdo básico entre los Estados acerca del alcance y la gama de servicios
que deberían prestarse. Éste es el motivo para la elaboración de unas nor-
mas mínimas.

Hace catorce años, mediante la Declaración sobre la eliminación de la
violencia contra la mujer, las Naciones Unidas instaron a los Estados a «es-
forzarse por garantizar, en la mayor medida posible a la luz de los recursos
de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la coope-
ración internacional, que las mujeres objeto de violencia y, cuando corres-
ponda, sus hijos, dispongan de asistencia especializada»254. Obsérvese la
referencia que aquí se hace (y que aparecerá también en textos posterio-
res) a la especialización; se trata de un reconocimiento explícito de la gran
experiencia que las ONG de mujeres han adquirido durante décadas y que
ha llegado a inspirar las políticas y las respuestas de algunas autoridades
públicas.

Desde entonces, la violencia contra las mujeres se ha ido conside-
rando de manera generalizada como una forma de discriminación que
vulnera diversos derechos humanos. A partir de la reunión del Comité
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW) en
1992, la jurisprudencia ha ampliado la interpretación de las responsabili-
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dades de diligencia debida respecto a la protección, el acceso a la Justi-
cia y la rehabilitación255. 

Históricamente han sido las ONG de mujeres (que aquí denominamos el
sector especializado en materia de violencia contra las mujeres) quienes han
prestado la asistencia a las víctimas256. Como ya se acaba de señalar, son
estas ONG las que han proporcionado esa asistencia especializada que Na-
ciones Unidas ha calificado de crucial. Estos grupos, que suelen contar con
escasos fondos, han superado inmensos obstáculos no sólo para crear nue-
vas formas de servicios, sino también para situar la cuestión de la violencia
contra las mujeres entre las preocupaciones nacionales e internacionales y
para hacer ver su experiencia en la materia. Hoy en día es indiscutible que
estas organizaciones, que cuentan con escasos recursos pero con una gran
dedicación, han conseguido modificar las leyes nacionales e internacionales
en muchos y muy importantes aspectos (Merry, 2006), y han ofrecido diver-
sos caminos para garantizar la seguridad y aumentar el bienestar de un gran
número de mujeres y niños/as.

Con frecuencia, este sector especializado en violencia contra la mujer
ha configurado también el desarrollo de la prestación de los servicios. El Ba-
lance de las medidas y las actuaciones adoptadas en los Estados miembros
del Consejo de Europa (en adelante, el Balance)257 puso de manifiesto que
pocos Estados miembros podían afirmar que proporcionaban los recursos
adecuados a las víctimas de la violencia. Además, el alcance de los servicios
no era uniforme puesto que se hacía más hincapié en la violencia doméstica
que en la sexual y porque apenas existían servicios respecto a prácticas tra-
dicionales nocivas. El Reino Unido, donde la oferta de servicios se considera
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255 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación
General 19, 11ª sesión, 1992, párrafo 9, y véase Ertürk, Yakin, (2006), Informe de la Re-
latora especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, La norma
de la debida diligencia como instrumento para la eliminación de la violencia contra la
mujer, E/CN.4/2006/61, Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas.

256 Aunque muchos de los servicios de asistencia que se mencionan aquí emplean
el término «superviviente», el concepto de «víctima» se utiliza para designar la situación
jurídica de las víctimas de un delito.

257 Combating Violence Against Women: Stocktaking study on the measures and ac-
tions taken in Council of Europe member States [Combatir la violencia contra las muje-
res: balance de las medidas y actuaciones adoptadas en los Estados miembros del Con-
sejo de Europa], Dirección General de Derechos Humanos, Consejo de Europa,
CDEG(2006)3, Estrasburgo, 2006.



una de las más extensas de Europa, ha enumerado recientemente estas de-
ficiencias usando una metodología innovadora (Coy, Kelly y Food, 2007).

Las investigaciones sobre los servicios de asistencia no son tan abun-
dantes como las relativas a la prevalencia de la violencia contra las mujeres
y han tenido una tendencia a centrarse en la evaluación, la elaboración de ca-
tálogos sobre los servicios existentes y la identificación de prácticas prome-
tedoras. Hasta la fecha, han sido escasos los trabajos dedicados a los nor-
mas mínimas que los Estados y los proveedores de servicios deberían
satisfacer o poner en efecto para cumplir su obligación internacional de ejer-
cer la diligencia debida a la hora de investigar y sancionar los actos de vio-
lencia, proporcionar protección a las víctimas y, ante todo, prevenir la vio-
lencia contra las mujeres. Por tanto, en ese sentido, el presente estudio es
único.

Un estudio sobre normas mínimas

El Consejo de Europa ha adquirido el compromiso de ampliar la actual
base de conocimiento sobre las formas de apoyar y ayudar a las mujeres
que son víctimas de violencia. Con ese objetivo, el presente estudio aborda
las siguientes cuestiones:

• ¿Qué servicios deberían existir y cuál debería ser su distribución desde
el punto de vista demográfico y geográfico?

• ¿Quién deberían prestar los servicios?

• ¿Qué normas mínimas deberían adoptarse en toda Europa?

La finalidad de la investigación era proponer un conjunto de normas mí-
nimas en relación con todas las formas de violencia contra las mujeres, con
excepción de la trata de mujeres puesto que este problema ya es objeto de
un número importante de actividades específicas del Consejo de Europa.
Los servicios que se iban a considerar, prestados tanto por entidades públi-
cas como por organizaciones no gubernamentales, habrían de incluir, como
mínimo, los siguientes: líneas telefónicas de emergencia; servicios de ase-
soramiento e intervención; refugios o centros de acogida; centros de atención
y orientación a las víctimas de agresiones sexuales y centros de crisis para
las víctimas de una violación. La metodología del estudio incluía la consulta
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con partes interesadas clave. Nuestro planteamiento tenía como objetivo ob-
tener el mayor número de aportaciones en todos los Estados miembros.

Metodología

El estudio se ha elaborado por fases, cada una de ellas basada en las an-
teriores. Desde su inicio hasta su presentación a finales de 2007 en una con-
ferencia organizada al efecto transcurrieron cinco meses. Las fases y el ca-
lendario original figuran en el Cuadro 1.

Debido a la prolongación del período de respuestas de las fases 2 a 4, la pro-
puesta de normas mínimas fundamentales presentada en la conferencia sólo fue
una versión provisional. Las consultas por vía electrónica se realizaron después
de la conferencia, en enero de 2008, y duraron dos semanas. En el curso de
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Fase Tareas

1 Investigación documental dirigida a establecer una tipología de los servicios prestados, los fun-
damentos de derechos humanos de las normas y las propuestas existentes.

2

Elaboración de un breve cuestionario sobre la prestación de servicios y sobre las normas exis-
tentes, en su caso, destinado a los enlaces nacionales designados en el marco de la Campaña
del Consejo de Europa para combatir la violencia contra las mujeres, incluida la violencia do-
méstica;1 realización de entrevistas telefónicas.

3
Realización de un cuestionario similar dirigido a las ONG especializadas, incluidas las redes de
organizaciones, con el fin de identificar las normas existentes y recabar opiniones acerca de las
mismas y de lo que deberían contener las propuestas del Consejo de Europa.

4 Entrevistas telefónicas con cinco expertos/as en materia de normas.

5 Análisis de todos los datos y consiguiente redacción de un borrador de propuesta de normas mí-
nimas.

6
Consultas por vía electrónica durante una semana con el fin tanto de mejorar las propuestas
como de lograr apoyo a las mismas – participación de entidades públicas y de organizaciones
no gubernamentales.

7
Sobre la base de las fases 1 a 6, elaboración de un informe que recogiera las propuestas de nor-
mas mínimas fundamentales y los principios deontológicos y filosóficos. El informe se presen-
taría en una conferencia en Estrasburgo, en diciembre de 2007.

1 Los enlaces nacionales son representantes de las autoridades de todos los Estados miembros selecciona-
dos con el fin de llevar a cabo, en el ámbito nacional, la Campaña del Consejo de Europa para Combatir la Vio-
lencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica.

Cuadro 1

Fases y calendario del proyecto



este proceso, las normas fueron objeto de sustanciales modificaciones. A conti-
nuación se explica con mayor detalle cómo se realizó el estudio y cuál fue la par-
ticipación de los Estados miembros, las ONG y las personas expertas.

Fases 1-4

La investigación documental dio lugar a un texto de 100 páginas en el
que se presentaban, en forma de tabla, todas las propuestas de normas re-
cogidas en la documentación sobre derechos humanos, así como las pro-
puestas ya existentes. Todas estas propuestas no se presentan en el pre-
sente estudio porque eran repetitivas y demasiado extensas para unas
normas que van a llevarse a efecto en el ámbito regional.

Se acordó que la muestra para realizar las entrevistas estaría compuesta
por todos los enlaces nacionales de la campaña del Consejo de Europa y
una ONG o red de ONG de cada Estado miembro. El proyecto se llevó a
cabo en inglés. En algunos países resultó difícil encontrar entidades partici-
pantes adecuadas, incluso cuando se realizaron búsquedas adicionales de
ONG pertinentes. No se recibió respuesta de 12 Estados miembros; los otros
35 sí participaron (véanse todos los datos en el Anexo 2).

Participaron 52 personas: 23 representantes de ONG y 27 enlaces na-
cionales. En 13 Estados respondieron tanto el enlace nacional como la ONG;
en 15 sólo respondió el enlace y en 7 sólo la ONG. Se preguntaba qué ser-
vicios se prestaban en ese momento; si existían normas y/o estaba previsto
establecerlas; qué pensaban los/las participantes de la idea de establecer
normas y cuáles consideraban las normas esenciales. Las personas en-
cuestadas podían elegir entre rellenar ellas mismas el cuestionario y enviarlo
electrónicamente o responderlo en el curso de una entrevista telefónica. 27
personas eligieron esta última opción. Todas las entrevistas fueron grabadas
en cinta a la vez que se anotaban las respuestas en un cuestionario en
blanco258. En el caso de los cuestionarios remitidos por vía electrónica,
cuando las respuestas requerían alguna aclaración se solicitaba, siempre
que fuera posible, mediante correo electrónico y/o llamada telefónica.

En los casos en que participaron tanto el enlace nacional como la ONG,
aparecieron frecuentemente discrepancias en las respuestas a una misma

267

258 Con la autorización de la persona entrevistada.



pregunta y datos muy diferentes, por ejemplo, en cuanto a los servicios que
se prestan en la actualidad. Esto demuestra una vez más las limitaciones de
la actual base de conocimientos sobre los servicios de asistencia en Europa
y las importantes diferencias incluso respecto a los datos más básicos (véase
también el Balance).

Las entrevistas a personas expertas se realizaron con tres redes de ONG
y dos representantes del mundo universitario. En este caso, las aportaciones
más detalladas fueron las de Women Against Violence Europe (WAVE), Wo-
menʼs Aid England y Rape Crisis Network, todas ellas organizaciones que
han estado implicadas en el desarrollo de normas para los servicios de ám-
bito local o destinadas a implementarse a escala regional.

Fases 5-7

Todas las propuestas recogidas en la documentación existente y las reci-
bidas en las entrevistas realizadas en las fases 3 y 4 de la investigación ori-
ginal se ordenaron en tablas y, a partir de ahí, se elaboró un conjunto de prin-
cipios esenciales y una propuesta de normas para la Conferencia del Consejo
de Europa sobre Servicios de Asistencia a las Mujeres Víctimas de la Violen-
cia, celebrada en Estrasburgo en diciembre de 2007. Las personas asisten-
tes a la conferencia apoyaron ampliamente el proyecto de normas y los prin-
cipios, aunque se solicitó la clarificación de algunas propuestas concretas.

Las consultas por vía electrónica suscitaron una implicación mucho mayor.
Se invitó a todas las personas entrevistadas en la Fase 3 y a las asistentes a
la Conferencia a participar en un proceso de consultas a través de internet du-
rante dos semanas. Las instrucciones pedían a los/las participantes que tu-
vieran a mano una copia del proyecto de normas. Las preguntas se referían,
en primer lugar, al apoyo general al proyecto y a continuación abordaban cada
uno de los apartados. Las preguntas iniciales sirvieron para recoger la opinión
general; mientras que el resto de opciones preguntaban si existían pocas o
muchas normas y se interesaban por las carencias y las propuestas de revisión.
Esta metodología resultó eficaz en cuanto a participación259: un 42% de las
ONG o redes de ONG; un 28% de los enlaces nacionales; y un 23% de fun-
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Antigua República Yugoslava de Macedonia, Armenia, Croacia, la Federación Rusa, Ita-
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cionarios/as o empleados/as de organismos públicos. Las personas partici-
pantes estaban informadas y tenían conocimientos sobre la materia; más de
dos tercios (un 67%) habían leído detenidamente el proyecto de normas.

A lo largo de todo el proyecto únicamente cuatro Estados miembros no
hicieron aportación alguna (véase el Anexo 2). Aunque la realización de las
consultas por vía electrónica exigió una cierta preparación, demostró ser no
sólo más eficiente para el personal investigador sino también una forma de
consulta más rigurosa y atractiva. Todas las respuestas fueron registradas y
ordenadas en una tabla.

La gran mayoría acogió favorablemente las propuestas y algunas per-
sonas hicieron sugerencias con el fin de ampliar su pertinencia y su implan-
tación en los contextos locales. Se fueron registrando todas las modificacio-
nes propuestas y se relacionaron con las normas a las que se referían,
poniéndose así de manifiesto los aspectos de interés común y las discre-
pancias. Nosotras analizamos cada una de las propuestas, valorando en qué
medida eran clarificadoras o añadían cosas importantes, si podrían exten-
derse a todos los Estados miembros y si no chocaban con normas interna-
cionales vigentes o con las opiniones emitidas por otras personas partici-
pantes. Éstos fueron los criterios utilizados para decidir si se aceptaban o no
las modificaciones propuestas. Aquéllas que fueron aceptadas pasaron a for-
mar parte de la versión definitiva de las normas que se expone en el pre-
sente documento.

Conceptos y definiciones

En esta sección se recogen las definiciones en las que se basa el estu-
dio. Algunas de ellas se entregaron a las personas participantes como parte
de la documentación.

Violencia contra las mujeres 

En el ámbito del Consejo de Europa, por «violencia contra las mujeres» se
entiende «cualquier acto de violencia basado en el género que implique o
pueda implicar daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para las mujeres,
incluida la mera amenaza de hacerlo, los actos coercitivos, o la privación arbi-

269



traria de libertad, ya sea en la vida pública o en la vida privada». Esto incluye:
la violencia doméstica y sexual, el acoso sexual, los delitos cometidos en el
nombre del honor, la mutilación de órganos genitales femeninos y otras prác-
ticas tradicionales que perjudican a las mujeres, como los matrimonios forzo-
sos260. El informe del Secretario General de Naciones Unidas [Estudio a fondo
sobre todas las formas de violencia contra la mujer]reitera el tenor literal de la
Declaración de 1993 sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, al
señalar que «se entiende por violencia contra la mujer todo acto de violencia
por motivos de género que se dirija contra una mujer porque es una mujer o que
afecte desproporcionadamente a las mujeres» (p. 12).

Servicios de asistencia, proveedores de servicios 
y usuarias de los servicios

Las mujeres reciben apoyo de diversas fuentes, incluidas personas per-
tenecientes a redes informales, especialmente amigas y familiares (Kelly,
1999; Wilcox, 2000). Aunque no sean realmente «servicios» (disponibles para
toda mujer que necesite asistencia), las respuestas de las personas de con-
fianza puede alentar o desalentar la búsqueda de una ayuda más amplia.
Nos consta, por ejemplo, en cuanto a las violaciones, que la denuncia a la Po-
licía y/o la solicitud de asistencia sanitaria se producen, con frecuencia, por-
que otras personas han animado a dar esos pasos (Lowett et al, 2004). El tér-
mino «servicios de asistencia» engloba a organizaciones que ofrecen una
serie de opciones que permiten a las mujeres obtener seguridad, acudir a la
Justicia y reparar los daños de la violencia. Entre esas opciones se encuen-
tran las siguientes: escucha; asesoramiento; defensa de derechos; centros
de acogida; autoayuda; acompañamiento psicológico, protección e interpo-
sición de denuncia; y acceso al activismo. Estos servicios pueden ser pres-
tados por ONG o por entidades públicas, las cuales conjuntamente constitu-
yen el grupo «proveedores de servicios». Ya hemos destacado anteriormente
el conocimiento y la cualificación del sector especializado en materia de vio-
lencia contra las mujeres. Cuando las mujeres acuden a los organismos pú-
blicos para denunciar la violencia, pueden tener la suerte de encontrarse con
casos en los que el servicio es excelente; sin embargo, esto suele depender
de los conocimientos y la empatía de personas individualmente comprome-
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tidas con la causa y cualificadas. Por «usuarias de los servicios» se entien-
den las mujeres y niñas que solicitan el apoyo o la intervención.

La prestación de servicios especializados tiene su origen y hunde sus
raíces en el sector de las ONG y el voluntariado. En apenas tres décadas,
las organizaciones de mujeres, por sí solas y a través de su experiencia
compartida, no sólo han creado distintos contextos en los que las mujeres
se sienten capaces de hablar de las experiencias de violencia, sino que han
logrado también un reconocimiento generalizado de la existencia de prácti-
cas hasta entonces ocultas, privadas o aceptadas como normales (Kelly,
2005). En el curso de este proceso se han creado formas innovadoras de
servicios que hoy se consideran respuestas esenciales a diversos proble-
mas sociales: los centros de acogida y hogares seguros; las líneas telefó-
nicas de emergencia; los grupos de autoayuda y la defensa de derechos
tienen todos ellos su origen en la respuesta que en los años 70 dieron las
asociaciones de base a la violación y la violencia doméstica (Schecter, 1982;
Bevacqua, 2000; Dobash & Dobash, 1992). El principio fundacional de estos
servicios de asistencia fue el compromiso de proporcionar espacios en los
que las mujeres se sintieran seguras para contar lo que les ocurría; en los
que se las creyera y respetara y en los que tuvieran la posibilidad de valo-
rar las opciones disponibles. El acceso a estos servicios no dependía del
cumplimiento de requisitos jurídicos o de otro tipo; se prestaban gratuita-
mente, cuando se necesitaban y sobre la base de los principios de confi-
dencialidad y «em po de ramiento» de la mujer (WAVE, 2002). La base inter-
nacional de conocimientos y prácticas parece indicar que los servicios
prestados por ONG especializadas son sistemáticamente los que mejor res-
ponden a las mujeres que han sufrido violencia y, por consiguiente, deben
ser apoyados y reconocidos por las autoridades públicas. Estas organiza-
ciones deberían ser proveedores fundamentales de servicios y socios clave
para el desarrollo de intervenciones públicas más eficaces, especialmente
en cuanto al sistema jurídico y la aplicación de la ley.

Normas mínimas

Son el mínimo común denominador o normas básicas que todos los Es-
tados y Servicios deberían intentar cumplir. Las normas proporcionan puntos
de referencia comparativa que ayudan a los Estados y a los proveedores de
servicios a determinar: el alcance y la tipología de servicios que deberían
ofrecerse, quién debería prestarlos y los principios y prácticas en los que de-
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bería basarse su funcionamiento. Las normas representan una aspiración en
el sentido de que muchos Estados todavía no cuentan con el número de ser-
vicios necesario y que algunos de los servicios pudieran no cumplir todavía
todas las normas con sus actuales políticas, prácticas y recursos. Sin em-
bargo, estas normas no son sólo una aspiración puesto que representan los
niveles y la calidad de los servicios a los que las mujeres de toda Europa de-
berían tener acceso. Toda buena práctica debería cumplir con las normas
mínimas, pero no quedarse ahí sino intentar optimizar el acceso, la calidad
y los resultados positivos.

Dado que se trata del primer estudio del Consejo de Europa sobre nor-
mas mínimas para los servicios de asistencia, los datos sobre normas exis-
tentes proceden de países de otras regiones del mundo. En Europa se han
encontrado algunas normas relativas a los centros de acogida y los proyec-
tos de intervención, pero únicamente Irlanda y Reino Unido han empezado
a trabajar en el desarrollo de normas para los servicios de asistencia en caso
de violencia sexual. Muchos de los documentos a los que aludieron las per-
sonas participantes en el estudio no estaban disponibles en inglés y, por
tanto, no pudieron ser analizados detenidamente.
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LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN EUROPA

La presente sección recoge las recomendaciones de las personas parti-
cipantes sobre los tipos de servicios que deberían prestarse, además de
datos estimativos de los servicios existentes en sus Estados. No se ofrecen
cifras exactas porque muy pocas de las personas encuestadas pudieron fa-
cilitarlas. Así pues, lo que hemos hecho es presentar de manera resumida los
tipos de servicios más y menos frecuentes y las formas de violencia contra
las mujeres en que se especializan, y señalar las deficiencias más impor-
tantes. Las definiciones de estos tipos de servicios figuran en el glosario del
Anexo 1.

La comunidad internacional ha ofrecido algunas orientaciones acerca de
los tipos de servicios necesarios para combatir la violencia contra las muje-
res. En concreto, esas orientaciones proceden del Comité para la Eliminación
de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW)261, la Plataforma de Acción de
Beijing262 «Plataforma de Beijing») y el reciente Estudio a sobre todas las
formas de violencia contra la mujer del Secretario General de las Naciones
Unidas263. También se incluyen otros servicios considerados vitales para una
respuesta integrada en algunos Estados europeos, como son los proyectos
de intervención. Los documentos sobre derechos humanos señalan, asi-
mismo, que los servicios deben ser lingüística y culturalmente accesibles
para las mujeres y las niñas inmigrantes264, tener en cuenta a las mujeres
con discapacidad265, a las mujeres desplazadas como consecuencia de un
conflicto, incluidas las que se convierten en refugiadas266 y a las mujeres que
viven en zonas rurales267. Las mujeres que hayan sido objeto de abusos, en
particular las que vivan en instituciones donde se hayan detectado los abu-
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Mujer, 11° período de sesiones, 1992, párrafo 9.

262 A/CONF.177/20, 1995.
263 A/61/122/Add.1, relaciona los instrumentos arriba mencionados en un resumen

de la prestación de servicios y de las normas que los Estados deberían adoptar como
«buenas prácticas«

264 Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico D1, párrafo 125 (b), reco-
gido por el Secretario General en la p. 94 de su informe (versión española).

265 Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico D1, párrafo 124.
266 Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico E5, párrafo 147(n).
267 Recomendación 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la

Mujer, párrafo 24 (o).



sos y en familias en las que se hayan producido abusos sexuales, tienen de-
recho a servicios de asesoramiento y apoyo.268

Tipos de servicios

Refugios y centros de acogida 

La Plataforma de Beijing, además de apoyar los centros de acogida, aña-
dió que debían estar dotados de los recursos necesarios y ser accesibles.
Una reciente sentencia judicial declaró que un Estado que no proporciona
acceso a una protección inmediata (en este caso, la víctima no pudo acce-
der a un centro de acogida y no tenía medios jurídicos o de otro tipo para lo-
grar la seguridad) vulnera la Convención de Naciones Unidas para la elimi-
nación de todas las formas de violencia contra la mujer (Sra. A.T. contra
Hungría).269

Aunque suelen asociarse a las víctimas de la violencia doméstica, los
centros de acogida pueden recibir también a cualquier mujer que haya
sufrido violencia, o pueden estar especializados en otros tipos de violen-
cia y ofrecer protección frente a la mutilación de órganos genitales fe-
meninos, los matrimonios forzosos, los delitos cometidos en nombre del
honor, la violencia sexual, incluida la explotación sexual y el abuso sexual
de las niñas. No obstante, este último tipo de centros es relativamente
escaso.

Pese a que los refugios y centros de acogida aparecían sin duda como
el tipo de servicio más común, muchas de las personas encuestadas creían
que deberían ser más numerosos. Algunos centros de acogida sólo ofrecen
un alojamiento seguro; muchos otros, en cambio, alguna combinación de los
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269 Recomendación 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la
Mujer, párrafo 24 (r) (iii); Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico D1, párrafo
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siguientes servicios: atención de proximidad para grupos desfavorecidos; de-
fensa de derechos; asesoramiento; acompañamiento psicológico; realojo;
seguimiento del caso o servicios para los hijos e hijas. El mensaje clave trans-
mitido sobre este aspecto fue la necesidad de que exista un número sufi-
ciente de estos servicios en la capital o las grandes ciudades y al menos un
centro de acogida en cada municipio, cantón o provincia. También hubo opi-
niones que defendían la creación de un número obligatorio de alojamientos
familiares en función del número de habitantes del país y de las actuales es-
timaciones de prevalencia.

Orientación y acompañamiento psicológico 

Varios documentos internacionales reiteran la necesidad de un apoyo
más prolongado (a menudo denominado «rehabilitación»270) que permita su-
perar los daños de la violencia. La Plataforma de Beijing, por ejemplo, señala
que los servicios de salud mental deberían integrarse «en los sistemas de
atención primaria de la salud» u otros sistemas apropiados. El informe del Se-
cretario General de Naciones Unidas cita al Centro Autónomo de la Mujer de
Belgrado como ejemplo de buena práctica. Este centro pone en efecto tres
principios básicos: «confiar en la experiencia de las mujeres, no culpar a las
mujeres por la violencia que han sufrido y no dar consejos, sino promover la
autodeterminación de las mujeres»271.

Las personas que han participado en el estudio han expresado un apoyo
considerable al acompañamiento psicológico, indicando que debería haber
un número suficiente de centros equitativamente repartidos. También en este
caso hubo discrepancias sobre si tales centros deberían ocuparse de formas
específicas de violencia contra las mujeres o ser capaces de abordar todas
las formas: un argumento a favor de esta última postura es que las mujeres
que sufren mayores daños suelen haber sido víctimas de múltiples formas de
violencia.
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Servicios médicos y sanitarios, incluidos los centros 
de atención a las víctimas de agresión sexual

De acuerdo con la Plataforma de Beijing, los Estados Parte deberían es-
tablecer o apoyar «el empleo de trabajadores sanitarios especialmente ca-
pacitados»272. El personal sanitario de atención primaria debería estar capa-
citado para «reconocer y tratar a las niñas y a las mujeres de todas las
edades que hayan sido víctimas de cualquier tipo de violencia, especialmente
violencia en el hogar, abusos sexuales u otro tipo de abuso durante conflic-
tos armados y de otra índole»273. El informe del Secretario General de Na-
ciones Unidas señala además que los protocolos de formación son una
buena práctica, así como «la incorporación de los centros de atención a las
víctimas da agresión sexual al sistema de atención de la salud, y el estable-
cimiento de sistemas de remisión que interconecten a los distintos sectores
implicados, como los servicios de atención de la salud, asesoramiento y vi-
vienda, los organismos encargados de hacer cumplir la ley y los programas
para los infractores»274. Se hace así eco de las recomendaciones del
CEDAW275, que destacan también el acceso a la protección, el tratamiento de
los traumas y el acompañamiento psicológico. Cabe citar también las nor-
mas referidas al consentimiento con conocimiento de causa; el respeto a la
dignidad; la confidencialidad; la intimidad y la posibilidad de elegir276.

Asesoramiento jurídico y de otra índole

Moverse en los sistemas de Justicia civil y penal es siempre complejo,
pero resulta mucho más desalentador cuando se acaba de ser víctima de
violencia. Y, sin embargo, éstos y otros sistemas (como el alojamiento o el
mantenimiento de los ingresos) son esenciales para que las mujeres puedan
ejercer muchos de sus derechos humanos277. Por tanto, la prestación de ase-
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272 Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico D1, párrafo 125 (a); Recomen-
dación 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, párrafo 24 (k).

273 Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico C1, párrafo 106 (q).
274 Párrafo 322, p. 107 (versión española).
275 Artículo 12 de la Convención; Recomendación 24 del Comité para la Eliminación

de la Discriminación contra la Mujer (20° período de sesiones, 1999), párrafos 15 (b) y
31 (f); párrafos 16 y 25.

276 Ibid, párrafo 31 (e).
277 Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico D1, párrafo 125 (a); informe

del Secretario General de Naciones Unidas, párrafo 329.



soramiento jurídico debería ser obligatoria y gratuita. Recientemente se ha
subrayado también la importancia de la labor de defensa de la mujer para lo-
grar que sus derechos sean efectivos (Kelly y Humphreys, 2001); estos ser-
vicios se han convertido en una piedra angular de las respuestas adoptadas
en el Reino Unido frente a la violencia doméstica y sexual (Ministerio del In-
terior británico, 2007). La defensora de la mujer puede describirse como una
«interlocutora única» que presta una atención integral para que las mujeres
puedan entender y ejercer sus derechos; el conocimiento se convierte así en
una vía hacia el «empoderamiento».

Las personas entrevistadas coincidieron de manera generalizada en que
los servicios de asesoramiento y defensa de derechos deberían prestarse
en todos los casos de violencia doméstica y sexual, y ofrecer la posibilidad
de una intervención temprana, asistencia en los procesos judiciales y apoyo
práctico, y garantizando la efectividad de los derechos y facultades. La ne-
cesidad de aumentar estos servios era evidente para muchas de las perso-
nas encuestadas, que recomendaron además que estuvieran equitativa-
mente distribuidos, fueran gratuitos cuando se necesitaran y fueran
accesibles a víctimas pertenecientes a minorías étnicas, a las inmigrantes y
a las mujeres con discapacidad.

Líneas telefónicas de emergencia y de ayuda

El citado informe del Secretario General de Naciones Unidas considera que
estas líneas son actualmente «un componente estándar de los servicios en nu-
merosos países», subraya además la importancia del anonimato y del libre ac-
ceso porque «muchas mujeres vacilan en buscar ayuda» y concluye que «el fun-
cionamiento durante las 24 horas del día de por lo menos una línea telefónica
nacional de emergencia que brinde información, promoción, apoyo y asesora-
miento para las crisis constituye una buena práctica». Las líneas de ayuda y ase-
soramiento protegen la privacidad y la confidencialidad, facilitan información gra-
tuitamente y son, a menudo, el primer paso para acceder a otros servicios.
Asimismo, constituyen un recurso esencial para las mujeres que viven en zonas
rurales. Algunos servicios de Canadá que atienden a comunidades situadas a
mucha distancia y a mujeres sordas han empezado a utilizar servicios de men-
sajes informáticos instantáneos como una manera más de obtener apoyo.

Hubo un gran consenso entre las personas participantes sobre la nece-
sidad de que exista al menos una línea telefónica nacional de emergencia
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que funcione las 24 horas; algunas de las personas entrevistadas conside-
raban que esta línea debería ser sólo para los casos de violencia doméstica,
otras creían que eran necesarias dos líneas de tal forma que se atendiera
también a las víctimas de violencia sexual y otras contemplaban incluso un
servicio integrado para todas las formas de violencia contra las mujeres. Al-
gunas personas destacaron la necesidad de que las líneas telefónicas de
ayuda se hagan accesibles a las mujeres inmigrantes y de minorías étnicas
mediante servicios integrales de traducción. 

Grupos de autoayuda

El apoyo de otras mujeres y la oportunidad de expresarse y de poner su
experiencia en perspectiva siempre han formado parte de las respuestas fe-
ministas a la violencia contra las mujeres y, a este respecto, los grupos de
ayuda desempeñan un importante papel. Estos grupos pueden ser servicios lo-
cales de corta duración u organizarse a través de entidades como los centros
de atención a las víctimas de violación, los centros de acogida o los centros de
mujeres. El informe del Secretario General de Naciones Unidas subraya el
papel de los grupos de autoayuda a la hora de prestar «apoyo a las mujeres
respetando su autonomía y alentando su independencia de decisión»278.

Centros de crisis para las víctimas de violación

Los centros de atención a las crisis originadas por una violación son ONG
que ofrecen diversos servicios, tales como líneas telefónicas de emergen-
cia, acompañamiento psicológico, defensa de derechos y autoayuda, a las
mujeres y niñas que han sufrido recientemente una agresión sexual o que la
sufrieron en el pasado. Estos centros parten del principio de que corresponde
a la mujer la decisión de presentar o no una denuncia a las autoridades pú-
blicas. Por tanto, estos servicios trabajan con un grupo de usuarias mucho
más amplio que los centros de atención a las víctimas de agresiones sexua-
les (puesto que incluye también a aquellas mujeres que optan por no de-
nunciar a la Policía y aquéllas que se esfuerzan por sobreponerse de las se-
cuelas de un abuso sexual sufrido en el pasado), y suelen hacerlo durante un
período más largo.
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La escasa prestación de estos servicios en la actualidad y la falta de co-
nocimiento de su función explican el hecho de que pocas de las personas en-
cuestadas destacaran la necesidad de aumentarlos. Una de ellas señaló que,
pese al reconocimiento de que la violencia sexual coincide con la violencia
doméstica, no había servicios para los casos de violencia sexual, dejando
así a importantes grupos de mujeres sin asesoramiento ni apoyo.

Defensa propia, formación y educación

La Plataforma de Beijing recomienda a los Estados «fomentar la ins-
trucción de las víctimas y de las víctimas potenciales de modo que puedan
protegerse y proteger a otros de esas formas de violencia». En este sen-
tido, la defensa propia, aunque suela pasarse por alto, constituye una im-
portante forma de respuesta de las mujeres en varios países europeos
(Seith y Kelly, 2003). La Plataforma de Beijing señala también que los Es-
tados deben apoyar y promover el papel fundamental que desempeñan las
instituciones intermedias, que pueden ser clave para una pronta detección
e intervención279. La educación a muchos niveles (de la sociedad en su
conjunto, de las mujeres que buscan ayuda y de los/las profesionales) re-
sulta esencial para prevenir y responder a la violencia contra las mujeres.
Varias de las personas participantes en el estudio señalaron que las defi-
ciencias en esta materia constituían uno de los elementos más débiles de
la actual prestación de servicios. Sin embargo, casi todos los documentos
internacionales mencionan la importancia de la formación de los/las profe-
sionales. En consecuencia, las normas mínimas deberían abordar esta
cuestión fundamental.

Programas dirigidos a los agresores

El CEDAW, la Plataforma de Beijing y el informe del Secretario Gene-
ral de Naciones Unidas han respaldado la labor que se realiza con los au-
tores de la violencia doméstica con el fin de responsabilizarles y cambiar
su percepción de las relaciones de género280. Las normas de funciona-
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280 Recomendación 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la

Mujer, párrafo 24 (r) (iv) y Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico D1, pá-
rrafo 125 (j), recogido por el Secretario General en la p. 80 de su informe.



miento de estos programas deben priorizar la seguridad de las mujeres y
de los niños y niñas. Los programas dirigidos a agresores sexuales, que co-
rresponden al ámbito de la psicología y la rehabilitación y se limitan a una
minoría de culpables que han sido condenados, no se analizan en el pre-
sente estudio. 

Como ya hemos señalado anteriormente, las respuestas de los países
europeos son numerosas y variadas. Las que presentamos a continuación
constituyen elementos clave de las medidas adoptadas por algunos Estados
para responder a la violencia contra las mujeres.

Proyectos de intervención

Este tipo de proyectos interinstitucionales surgieron en Austria y son cada
vez más frecuentes en los países de habla alemana y en algunos países de
la Europa del Este. Mediante el trabajo para mejorar el propio sistema, el es-
tablecimiento de protocolos y la prestación de una defensa proactiva, estos
proyectos permiten que las mujeres y los niños y niñas logren una mayor
protección y que los organismos estén interconectados para proporcionar
una «cesta de recursos» adecuada (Sen, 1998).

Atención de proximidad para grupos desfavorecidos

La atención de proximidad es un planteamiento proactivo en virtud del
cual un proyecto o servicio intenta identificar víctimas en grupos que toda-
vía no tienen acceso al apoyo. Suele utilizarse para entrar en contacto con
grupos «difíciles de alcanzar». En este sentido, la atención de proximidad
ofrece una vía para que las mujeres inmigrantes, las mujeres con discapa-
cidad, las mujeres de zonas rurales, las mujeres en la industria del sexo y
las mujeres recluidas en prisión tengan un acceso real a los servicios de
asistencia.

La actual prestación de servicios en Europa

Uno de los principales objetivos de la investigación era conocer la ac-
tual prestación de servicios de asistencia en Europa. Esto constituye la
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base para analizar lo que ya existe y los aspectos en los que son necesa-
rias normas. A los enlaces nacionales y a las ONG se les preguntó no sólo
si se prestaba una serie de servicios, sino también el número de tales ser-
vicios. A la mayoría de las personas entrevistadas les resultó difícil hacer
una estimación del nivel de oferta de servicios en su país y muy pocas pu-
dieron citar algún tipo de evaluación de necesidades basada en estudios de
prevalencia o evaluaciones, pese a que en cuatro países este análisis es-
taba previsto o en proceso de realización. La falta de una metodología co-
múnmente aceptada para realizar la evaluación de necesidades se consi-
deraba un importante inconveniente.

Conviene también destacar que algunos servicios ofrecen respuestas
integradas, proporcionando una combinación de distintos tipos de apoyo
(centros de acogida, atención de proximidad para grupos desfavorecidos,
defensa de derechos y acompañamiento psicológico, por ejemplo), y/o
atienden diversas formas de violencia. Sin embargo, hacer un balance
de este tipo de servicios resulta extremadamente complejo, incluso en el
ámbito de un sólo Estado, y ni siquiera se ha intentado en el presente es-
tudio.

Según los datos recogidos, los tipos de servicios más comunes (pre-
sentes en el 90% de los Estados miembros) eran: los centros de acogida
o refugios; el asesoramiento y la defensa de derechos; y las líneas de
asistencia telefónica. A estos les seguían (presentes en un 60-80%): el
acompañamiento psicológico; los proyectos de intervención; los progra-
mas dirigidos a los agresores; y los centros de mujeres. Como menos fre-
cuentes aparecían los grupos de autoayuda (n=19) y la atención de pro-
ximidad para grupos desfavorecidos (n=14). Resulta revelador que los
centros de crisis para las víctimas de violación o los centros de atención
a las víctimas de agresiones sexuales sólo existieran, según la encuesta,
en 12 Estados (un 33% de los encuestados). Estos datos ponen de ma-
nifiesto la relativa falta de servicios para los casos de violencia sexual y
la importancia de remediar esta carencia para poder cumplir con los re-
quisitos de la diligencia debida. Menor aún resultó ser la prestación de
servicios en relación con prácticas tradicionales nocivas (los delitos co-
metidos en nombre del honor, los matrimonios forzosos y la mutilación
de órganos genitales femeninos). Algo menos de una cuarta parte de las
personas encuestadas señaló que ello se debía a que no existía necesi-
dad dado el tamaño o la estructura de su población de inmigrantes. Se
preguntó también acerca de los servicios para las víctimas de acoso se-
xual: muchas de las personas encuestadas pensaban que era un aspecto
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del que se encargaban los servicios especializados en violencia sexual o
que se trataba en el ámbito laboral a través de los juzgados de lo social
o de investigaciones en el lugar de trabajo.

El mero hecho de conocer que existe un determinado tipo de servicio
nos dice poco sobre el alcance de la prestación de ese servicio y, por
tanto, del porcentaje de mujeres y niñas que tienen acceso al mismo. En
el Cuadro 2 se resumen los datos relativos al número de servicios que,
según la encuesta, existían en los Estados miembros y a los tipos de vio-
lencia de que se encargan. Estas cifras muestran que existen grandes
variaciones; así, algunos Estados cuentan con un único centro de aco-
gida, mientras que en otros existen más de 100. El cuadro pone de ma-
nifiesto también la falta de servicios de asistencia en caso de violencia se-
xual. Lo que no ha sido posible representar en formato de cuadro es la
relación entre el número de servicios y la población. No obstante, hemos
analizado este aspecto y hemos llegado a la conclusión de que un menor
número de habitantes no suponía siempre un menor número de servicios.
Del mismo modo, la riqueza relativa de los países no siempre se traduce
en una prestación de servicios más amplia. Esto parece indicar que al-
gunos Gobiernos son más receptivos que otros a los argumentos esgri-
midos por las ONG y a las políticas internacionales a la hora de garanti-
zar una mayor disponibilidad de servicios de asistencia. La especial
importancia concedida a la violencia doméstica en las políticas naciona-
les y europeas también ha contribuido a que se descuiden los servicios
que se ocupan de la violencia sexual y de las prácticas tradicionales no-
civas.

A pesar de facilitarse una definición de cada tipo de servicio, algunas
personas encuestadas citaron, en la categoría de violencia doméstica y se-
xual, los centros de acogida que tratan los casos de violación marital o vio-
lencia sexual cometida por la pareja actual o la antigua pareja y señalaron
que estos servicios podrían, en teoría, ayudar a las víctimas de violencia se-
xual. Asimismo, en muchos países nórdicos, los centros de acogida eran más
globales y consideraban sus servicios disponibles para cualquier mujer que
hubiera sufrido violencia infligida por los hombres. La categoría de asesora-
miento y defensa de derechos no siempre se distinguía de aspectos de la
prestación de servicios de las líneas de asistencia telefónica, los centros de
acogida o los centros de crisis derivadas de una violación; algunas de las
personas encuestadas interpretaron que esta categoría se refería a la asis-
tencia jurídica. Los datos sobre autoayuda fueron escasos y por ese motivo
no están incluidos en el cuadro.
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Una reflexión sobre la distribución de los servicios

Muy pocas de las personas encuestadas creía que los servicios fueran
suficientes, lo cual no es sorprendente dado que la mayoría de los servicios
se concentran en zonas urbanas y a veces sólo existen en las capitales. Pese
a que estos servicios alcanzan a un número de habitantes significativo, no
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TVM=todos los tipos de violencia contra las mujeres; SV=servicios genéricos para las víctimas; MGF/PTN=mu-
tilación genital femenina / prácticas tradicionales nocivas

1 Nueve personas encuestadas también citaron líneas de asistencia telefónica.
2 Diez personas encuestadas señalaron que el acompañamiento psicológico estaba integrado en otros
servicios.
3 Catorce personas encuestadas señalaron que los vínculos interinstitucionales y el trabajo en red no estaban
suficientemente desarrollados.
4 Dos personas encuestadas citaron también los centros de acompañamiento psicológico para hombres.
5 Cuatro personas encuestadas señalaron que los centros de acogida prestaban atención de proximidad para
grupos desfavorecidos.

Cuadro 2 

Nivel de servicios prestados en los Estados miembros 
por número de servicios y tipos de violencia tratada



están disponibles, con la excepción de las líneas de asistencia telefónica,
para una gran parte de la población femenina. En el caso de los centros de
acogida o refugios, este hecho no supone una exclusión absoluta puesto que
algunas mujeres están dispuestas a desplazarse para conseguir seguridad. 

En Europa existen países muy pequeños, geográfica y demográficamente,
y países con una gran extensión y unas poblaciones muy dispersas. Aunque
tanto la superficie como la distribución de la población repercuten en la dispo-
nibilidad y la accesibilidad de los servicios de asistencia, ninguno de esos dos
factores debería ser una excusa para una prestación de servicios mínima, es-
pecialmente en las comunidades rurales o aisladas.

Los Estados con estructuras federales y diversas lenguas tienen que ga-
rantizar también que la prestación de servicios no esté sesgada de una forma
tal que suponga una grave desventaja para las mujeres que residan en de-
terminadas zonas. Algunas de las personas entrevistadas señalaron que las
desigualdades pueden incluso ser más acentuadas en los sistemas federa-
les porque la prioridad que se da a la violencia contra las mujeres puede di-
ferir mucho de unos Gobiernos regionales a otros281. Sólo cuatro Estados
pudieron ofrecer ejemplos de servicios destinados a satisfacer las necesida-
des de las mujeres de comunidades minoritarias y/o de las mujeres con dis-
capacidad.

Varias de las personas entrevistadas defendieron con firmeza que no era
conveniente ubicar los servicios, especialmente los centros de acogida, en las
zonas rurales porque resulta difícil mantener la confidencialidad. Al mismo
tiempo, una gran cantidad de mujeres vive lejos no sólo de las ONG de mu-
jeres sino también de la Policía y de los servicios hospitalarios. El modelo
sueco de centros de atención en casos de crisis ha creado por todo el país
«hogares seguros» para estancias cortas. Toda mujer que necesite un alo-
jamiento seguro durante un tiempo mayor puede ser trasladada desde allí a
un centro de acogida situado en una ciudad. Resulta urgente encontrar la
manera de aumentar la accesibilidad a los servicios de asistencia para las
mujeres que viven en zonas escasamente pobladas. Así, puede ser necesa-
rio, en primera instancia, invertir en líneas de asistencia telefónica, atención
de proximidad para grupos desfavorecidos y grupos de apoyo por vía elec-
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281 Un reciente proyecto (Map of gaps [Mapa de diferencias], 2007) ha utilizado téc-
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gainstwomen.org.uk).



trónica. Posiblemente tales servicios debieran abarcar la atención a todas
las formas de violencia contra las mujeres (Schuler et al., 2008).

Desde las primeras fases del proyecto quedó muy claro que hace falta
en Europa una herramienta de evaluación de necesidades, puesto que prác-
ticamente ninguna de las personas entrevistadas conocía análisis sistemáti-
cos de las actuales necesidades de apoyo de las víctimas, recientes o anti-
guas, de la violencia masculina en sus países. En lugar de partir de esa
evaluación de necesidades, la prestación de servicios ha ido creciendo de
una manera orgánica pero desigual, influida inicialmente por la fuerza, los
recursos y las orientaciones de los movimientos femeninos nacionales, des-
pués por las preferencias de los donantes y más recientemente por la polí-
tica europea e internacional y por las prioridades de los Gobiernos naciona-
les. Por ejemplo, varias personas entrevistadas de la Europa central y oriental
señalaron que incluso si quisieran ofrecer servicios integrados para todas las
formas de violencia contra las mujeres, los donantes sólo estaban actual-
mente interesados en la violencia doméstica y en la trata de mujeres. Otras
personas entrevistadas citaron las especificidades existentes en su contexto.

«Las actividades encaminadas a prevenir y combatir la violencia doméstica
están dominadas por organizaciones y entidades que se ocupan del alco-
holismo y el abuso de alcohol, a menudo dirigidas por hombres [ONG].»
«Los Gobiernos han realizado un gran esfuerzo para crear centros de
acogida, sin embargo, el resultado ha sido que muchos de los centros
creados están siendo dirigidos por organizaciones que nunca antes ha-
bían trabajado en temas de violencia de género [ONG].»

Varias de las personas entrevistadas comentaron la reticencia (o incluso,
a veces, la oposición pura y dura) de sus Gobiernos a aceptar un análisis de
la violencia basado en los derechos humanos y en el género, como el que
ahora defiende Naciones Unidas. En opinión de algunas personas, esto se
traduce en un contexto hostil para las ONG de mujeres.

La consecuencia de estos procesos es un desigual reparto de los servi-
cios tanto en el interior de los países como de unos países a otros y respecto
a las distintas formas de violencia. No es inexacto hablar de una «lotería eu-
ropea», puesto que el país o la región en que viva una mujer va a determi-
nar no sólo el tipo de apoyo disponible, sino la existencia misma de algún
tipo de apoyo. La disponibilidad de los servicios —desde el punto de vista del
número existente y de su reparto geográfico— constituye un gran problema.
Para afrontar precisamente este problema, nosotras proponemos el esta-
blecimiento de unos niveles mínimos de servicio.
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Recomendaciones recientes

El informe del Secretario General de Naciones Unidas [Estudio a fondo
sobre todas las formas de violencia contra la mujer] enumeró los siguientes
principios orientadores de la prestación de servicios282:

• Promover el bienestar y la seguridad física y económica de las víctimas
sobrevivientes y permitir que las mujeres se sobrepongan a las múlti-
ples consecuencias de la violencia y recompongan sus vidas.

• Trabajar a partir de una concepción de la violencia contra las mujeres
que no excuse ni justifique la violencia de los hombres ni culpe a las
víctimas.

• «Empoderar» a las mujeres para que puedan tomar el control de sus
vidas.

• Garantizar que las víctimas tengan acceso a servicios adecuados y
dispongan de diversas opciones de apoyo que tengan en cuenta las
necesidades particulares de acceso de las mujeres que sufren una dis-
criminación múltiple.

• Garantizar que los operadores de servicios estén capacitados y sen-
sibilizados respecto de las cuestiones de género, reciban una forma-
ción permanente y realicen su trabajo de conformidad con directrices,
protocolos y códigos éticos claros y, dentro de lo posible, cuenten con
personal femenino.

• Mantener la confidencialidad y la privacidad de la víctima.

• Cooperar y coordinarse con todos los demás servicios implicados.

• Hacer un seguimiento y una evaluación de los servicios prestados, pro-
moviendo la participación de las usuarias de los servicios.

La mayoría de las normas europeas mencionadas por las personas par-
ticipantes habían sido establecidas por los propios proveedores de servicios.
Tal fue el caso de los centros de acogida y las redes de centros de acogida,
los centros de acompañamiento psicológico (sólo en Austria), los centros de
asesoramiento jurídico (sólo en la Antigua-República Yugoslava de Macedo-
nia), las líneas de asistencia telefónica (sólo en Ucrania) y los programas
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para agresores (sólo en Austria y el Reino Unido). En algunos Estados, el
Gobierno exigía el cumplimiento de determinadas normas como condición
para el reconocimiento o la financiación, aunque en ninguno de los casos se
prestaba asistencia a las ONG para que pudieran cumplir esas normas.
Cuando los servicios son prestados por una ONG que forma parte de una red
de ONG, ésta suele estar obligada a aceptar códigos éticos y cumplir los re-
quisitos de adhesión de la red (unas normas incipientes); así ocurre, por
ejemplo, en Rape Crisis Network de Irlanda. El Manual para Personas Refu-
giadas de Women Against Violence Europe (WAVE) es utilizado por varias
ONG; sin embargo, en la mayoría de los países las normas todavía están
pendientes de ser formalizadas, especialmente cuando no existe mecanismo
de cooperación entre ONG. La imposición de normas a ONG pequeñas y
con escasos fondos que carecerían de los recursos para cumplirlas es tam-
bién un motivo de preocupación.

Las personas participantes sí facilitaron algunos ejemplos de normas que
estaban siendo recogidas en disposiciones legales y planes de acción o ela-
boradas en el marco de proyectos que han recibido financiación pública.

• Atribuir a las administraciones municipales la responsabilidad jurídica
de alojar a las víctimas, estableciendo los requisitos de admisión y ano-
nimato (Ley refundida danesa sobre Servicios Sociales, 2007).

• Normas cualitativas, desarrolladas en colaboración con ONG, aplica-
bles a todos los servicios y referidas a infraestructuras, cooperación
interinstitucional, trabajo en red y evaluación (Luxemburgo).

• Financiación pública para el desarrollo de normas de servicios inte-
grados en el campo de la violencia doméstica y sexual (Inglaterra).

• Normas para el trabajo interinstitucional con víctimas y agresores (Po-
lonia), directrices interinstitucionales para los casos de agresión se-
xual (Irlanda) y normas interinstitucionales para la protección de las
menores (Noruega).

• Normas para los centros de acogida gestionados por el Estado – vio-
lencia doméstica y trata de personas (Antigua-República Yugoslava de
Macedonia y Bosnia-Herzegovina).

• Normas para la distribución de los centros de acogida (Portugal).

Se observó una considerable diferencia entre los enlaces nacionales y las
ONG de un mismo Estado en cuanto a las normas que mencionaban, lo cual
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pone de manifiesto un desconocimiento, tanto de las ONG como de los or-
ganismos públicos, de las actividades que realiza cada uno. Actualmente
están en proceso de elaboración normas nacionales en al menos 17 Estados
miembros, pero el panorama general está marcado por la heterogeneidad y
por la sensación de que se trata de una materia en plena evolución. En la si-
guiente sección se exponen las fuentes en las que nos hemos basado para
elaborar nuestra propuesta de normas.
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FUNDAMENTOS DE LAS NORMAS

Los fundamentos de las normas generales pueden encontrarse en reco-
mendaciones globales del Consejo de Europa, las Naciones Unidas y la
Unión Europea. También nos hemos basado, en gran medida, en un pro-
yecto actualmente en marcha en Inglaterra, que está elaborando propuestas
de normas mínimas para los servicios destinados a los casos de violencia do-
méstica y violencia sexual283.

Prácticamente todas las normas identificadas se centran en las for-
mas de violencia contra las mujeres consideradas predominantes: la vio-
lencia doméstica y la sexual284. Dada la escasez de políticas y servicios
respecto de otras formas de violencia contra las mujeres que se da en
gran parte de Europa (según indica el Balance y según hemos confirmado
en nuestro estudio), este dato no resulta sorprendente. Dicho esto, mu-
chos de los principios que se señalan a continuación son relevantes para
ambas formas de violencia y para los contextos en que se producen. La
adaptación de estos principios a las condiciones de cada país será una
cuestión que tenga que ver con la forma de implementarlos o de avanzar
hacia su aplicación.

Los siguientes principios son los que obtuvieron un mayor consenso,
según los datos recabados durante las fases 1-4. Por ello, se han utilizado
como base para el desarrollo de las normas básicas.

• Confidencialidad.

• Seguridad y respeto para las usuarias y el personal de los servicios, en
el marco de una cultura de confianza en la víctima («creer en su pala-
bra») y de empatía («ponerse en su lugar»).
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283 Financiado por el Estado, esta red de centros de acogida (Womenʼs Aid, England)
ha trabajado con un grupo representativo de los servicios de atención a las víctimas de vio-
lencia sexual (incluida la trata de mujeres y la mutilación genital femenina) para crear unas
normas comunes básicas y unas normas específicas de cada servicio. La propuesta de
normas acordada se está sometiendo actualmente a un proceso más amplio de consultas.

284 Recientes estudios de prevalencia realizados en Alemania y en Francia conclu-
yen, en ambos casos, que el acoso sexual es la forma de violencia contra las mujeres más
preponderante, pero que la violencia doméstica es la más estudiada y sobre la que hay
más cifras.



• Accesibilidad: garantizar que todas las mujeres pueden obtener apoyo
con independencia de dónde vivan y de sus circunstancias. Aquí esta-
rían incluidas las necesidades de grupos específicos como las mujeres
inmigrantes, las jóvenes y las mujeres con discapacidad, que viven en
zonas rurales o que han sido desplazadas de su lugar de residencia.

• Disponibilidad: la prestación del servicio es necesaria en el momento
de la crisis, a medio plazo y a largo plazo, y el acceso ha de ser posi-
ble 24 horas al día, todos los días de la semana, en los casos en que
exista un peligro inmediato para la seguridad. Este servicio puede pres-
tarse de diferentes maneras, lo cual incluye servicios «de guardia».

• La asistencia debería ser gratuita.

• Los servicios deberían basarse en un análisis de género de la violen-
cia contra las mujeres, entendiéndola como una causa y también como
una consecuencia de la desigualdad de las mujeres.

• El apoyo y las intervenciones deberían basarse en los principios del
«empoderamiento» y la libre determinación de las mujeres.

• Los servicios especializados para mujeres deberían ser prestados por
mujeres.

• Los conocimientos y experiencia del sector especializado en materia de
violencia contra las mujeres deberían ser reconocidos e impulsados
mediante la formación adecuada.

• Los servicios integrales (que trabajan con todas las formas de violen-
cia contra las mujeres y/o todas las necesidades de apoyo) constituyen
una buena práctica. Pueden prestarse a través de «una ventanilla
única» o de equipos multidisciplinares o de una «interlocutora única»
(defensoras que garanticen la efectividad de los derechos). 

• Coordinación interinstitucional, que permita establecer cadenas de in-
tervención y procesos y protocolos de remisión al servicio apropiado.

Pese a que los dos últimos principios subrayan la importancia de adop-
tar un enfoque integrado de las medidas en materia de violencia contra las
mujeres, la mayoría de las normas existentes son específicas de un deter-
minado servicio. Nuestras propuestas adoptan un planteamiento integrado
mediante la definición de una serie de principios generales. En cuanto a las
propuestas específicas para cada servicio, a continuación exponemos deta-
lladamente la base sobre la que descansan. Debe tenerse presente que aun-
que analicemos los centros de acogida, por ejemplo, dentro del epígrafe de
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violencia doméstica, estos alojamientos seguros y los servicios de asistencia
son también apropiados y en algunos casos se ofrecen a las mujeres que
escapan de la trata y a las niñas que buscan protección frente al abuso se-
xual, el matrimonio forzoso o la mutilación genital femenina.

Servicios para casos de violencia doméstica

La mayoría de la literatura existente en materia de normas se centra en
la violencia doméstica, especialmente en los centros de acogida o refugios.
Las normas existentes suelen ser creadas e implementadas por los propios
proveedores de servicios o, en algunos casos, por una red de ONG. Se han
identificado algunas normas de las Administraciones Públicas, con frecuen-
cia referidas a los centros de acogida gestionados por el Estado y/o a la acre-
ditación de centros de acogida de ONG.

Centros de acogida/Refugios285

Además de los principios clave que se han señalado, las normas exis-
tentes para los centros de acogida eran muy específicas y detalladas. La fi-
nalidad principal de un centro de acogida es garantizar la seguridad física y
la medida en que ello es posible depende de que se mantenga el carácter
confidencial de su ubicación y de que se adopten medidas prácticas de se-
guridad, como las relativas a las visitas permitidas o las alertas en caso de
presencia de intrusos. Los refugios son, como deja claro la documentación
de WAVE, «algo más que un techo» (WAVE, 2005). Ofrecen una combinación
variable de servicios adicionales: atención de proximidad para grupos des-
favorecidos; defensa de derechos; asesoramiento; acompañamiento psico-
lógico; autoayuda; realojo y apoyo a los hijos e hijas.

Los obstáculos para lograr un acceso equitativo son los siguientes: la
falta de recursos necesarios para encontrar y mantener instalaciones que
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285 Aunque en los países anglófonos de Europa se utiliza el término refugio («re-
fuge»), en muchos otros países europeos se ha traducido como centro de acogida («shel-
ter»), término que se emplea también en Norteamérica. Nosotras utilizamos ambos tér-
minos indistintamente.



satisfagan las necesidades de mujeres y niños/as con discapacidad; la falta
de fondos para ayudar a las mujeres inmigrantes, especialmente a aquéllas
que están legalmente excluidas, a menudo en virtud de la ley en materia de
inmigración, de las ayudas económicas y de otras prestaciones sociales. Lo
ideal sería que los centros de acogida atendieran también a mujeres con pro-
blemas de salud mental o de adicción a sustancias y a las mujeres con hijos
varones mayores. Sin embargo, los principios de seguridad y «empodera-
miento» de la mujer impiden que todos estos grupos puedan siempre alo-
jarse en un mismo lugar y hacen que las necesidades de algunas usuarias
de los servicios requieran recursos adicionales.

Los centros de acogida son el único servicio de asistencia para el que existe
en los instrumentos europeos una norma sobre niveles de prestación, fijados en
un alojamiento o un alojamiento familiar para cada población de entre 7.500 y
10.000 habitantes286. Por alojamiento familiar entendemos aquél que puede
acoger a una persona adulta junto con el número medio de hijos/as. Evidente-
mente un alojamiento familiar cuenta con un mayor número de camas que un
simple alojamiento y supone que la mitad o más de las personas residentes en
el refugio son niños/as. Algunos países con poblaciones pequeñas señalaron
que estas normas no tenían en cuenta sus necesidades porque establecían un
número demasiado elevado para su contexto; en cambio, otros Estados habían
alcanzado e incluso superado este número de servicios. Pocos países contaban
con cifras documentadas —salvo en los casos de plena ocupación de los cen-
tros de acogida— para sostener sus afirmaciones en relación con esta norma. 

El «empoderamiento» de la mujer se considera un principio inherente a los
servicios de acogida, que engloba tanto la información que permita a las usua-
rias tomar decisiones como el entorno y las prácticas dentro de los centros de
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286 Consejo de Europa, Grupo de especialistas para combatir la violencia contra las
mujeres (EG-S-VL, por sus siglas en inglés) (1997), Informe final de las actividades del
EG-S-VL , incluido un Plan de acción para combatir la violencia contra las mujeres, Es-
trasburgo; Programa de la Campaña del Consejo de Europa para combatir la violencia
contra las mujeres, incluida la violencia doméstica, Grupo de Trabajo para Combatir la
Violencia contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica, EG-TFV20068rev5, Estras-
burgo, 2006; Resolución del Parlamento Europeo sobre las agresiones a la mujer (1986),
Doc. A2-44/86, DOCE serie C. 176. Conferencia de la UE sobre la violencia contra las mu-
jeres, Colonia (1999), Recomendaciones de los Foros de Expertos/as; Presidencia aus-
triaca del Consejo de la Unión Europea (1998), Conferencia de expertos/as – Police com-
batting violence against women [La policía en la lucha contra la violencia que sufren las
mujeres], Baden; Recomendaciones de la reunión de personas expertas en materia de
violencia contra las mujeres (1999), Jyväskylä, Finlandia.



acogida. La finalidad es que las usuarias del servicio adquieran o recuperen el
control sobre sus propias vidas; por tanto, deberían adoptarse medidas dirigi-
das a evitar que el control patriarcal ejercido por un compañero agresor sea
sustituido por el control institucional. Entre de los factores que influyen en el
«empoderamiento» cabe destacar el conocimiento y la sensibilización, que ofre-
cen la oportunidad de entender la violencia desde una perspectiva de género
que rechaza tanto la culpa de la víctima como la excusa de los agresores. Un
buen ejemplo de «empoderamiento» de la mujer consiste en asegurar que
todas las reglas estén formuladas en un lenguaje positivo e «inclusivo» (en
lugar de represivo). Asimismo, las reglas deberían abstenerse de reproducir las
restricciones a la libertad de movimientos que suelen formar parte del control
coercitivo que ejercen los agresores. Los principios «inclusivos» también atri-
buyen a los centros de acogida la responsabilidad de enfrentarse a las des-
igualdades entre mujeres para que no haya usuarias de los servicios que se
vean excluidas por las opiniones discriminatorias de otras. Una vez más, la
labor debería realizarse mediante el «empoderamiento» de las mujeres.

Muchas de las normas existentes en materia de centros de acogida esta-
blecen que éstos deberían ser independientes del Estado, los partidos políticos
y las organizaciones religiosas, y que deberían ser organizaciones sin ánimo
de lucro. Si la financiación determina quiénes pueden utilizar el centro de aco-
gida, su filosofía y los resultados que pretenden conseguir, estos principios
esenciales estarán en peligro. La gestión de los centros de acogida por ONG
de mujeres es una norma que se cita con frecuencia y que se justifica tanto por
las necesidades de las usuarias del servicio como por la experiencia histórica.

«Las mujeres maltratadas sufren enormemente por el hecho de ser do-
minadas y agredidas por sus compañeros masculinos. Así pues, es im-
portante que reciban el apoyo y la ayuda de una orientadora especiali-
zada en la materia (WAVE, 2002).»

Los servicios para los hijos e hijas se consideran un componente esencial
de los centros de acogida287. Las normas existentes establecen que, durante
la estancia del niño o la niña, su educación debe continuar, preferiblemente
mediante la asistencia al colegio en el que ya estuvieran; que debe ofrecérse-
les un espacio de juego y actividades; que debe fomentarse la disciplina no
violenta en todas las relaciones entre adultos/as y niños/as; y que debe elabo-
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rarse un protocolo de protección de menores para garantizar que no se pone
en peligro su derecho a la seguridad. Permitir que los niños y niñas hablen de
sus preocupaciones, reciban acompañamiento psicológico y entiendan lo que
es la violencia resulta también vital para su bienestar y el de sus madres.

Actualmente la limitada prestación de este servicio en Europa hace que
muchas mujeres maltratadas y sus hijos/as vivan en centros que no cumplen
con estas normas porque son servicios de alojamiento centrados en el bien-
estar de los menores o en problemas familiares o servicios destinados a las
personas sin hogar (véase también el Balance). No son los servicios ideales
y se centran invariablemente bien en la madre o bien en los hijos/as, en lugar
de adoptar el doble enfoque que procuran aplicar los centros de acogida.

Programas dirigidos a los agresores

Cada vez existe un mayor número de investigaciones sobre los progra-
mas dirigidos a los que comenten actos de violencia doméstica al igual que
las recomendaciones de los grupos de expertos/as de la Unión Europea288.
Las normas y protocolos más detallados para este tipo de programas proce-
den del Reino Unido y de los Estados Unidos de América. En dos Estados
miembros se han encontrado proveedores de servicios que cuentan con sus
propias normas. El Balance señala que existe un debate acerca de si la par-
ticipación en los programas para agresores ha de ser voluntaria o impuesta
por los tribunales. La mayoría de expertos/as coincide en que son necesarias
ambas cosas dado que en Europa sigue siendo una pequeña minoría el nú-
mero de agresores condenados. Las normas mínimas deberían aplicarse a
ambos tipos de programas, con los ajustes necesarios en función de las di-
ferencias en cuanto al ingreso en los programas y con eventuales sanciones
por no asistir. Los programas no deberían utilizarse como alternativa a las
sanciones punitivas, sobre todo porque la posibilidad de tales sanciones
puede ser un acicate para seguir en los programas hasta su finalización.

Entre las buenas prácticas reconocidas se encuentran las siguientes: ga-
rantizar que los agresores aceptan la responsabilidad de su comportamiento;
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288 En el proyecto europeo Trabajo con los perpetradores de violencia doméstica
(WWP) en el marco de Daphne II, se han elaborado normas (tanto mínimas como idea-
les) para los programas dirigidos a los agresores. http://www.work-with-perpetrators.eu/
es/guidelines.php



dar prioridad a la seguridad de las mujeres y de sus hijos/as; y llevar a cabo
proyectos relacionados de apoyo dirigidos a las parejas actuales o previas.
La importancia primordial de la seguridad de las mujeres y sus hijos/as cons-
tituye la norma básica de la que se deriva una serie de políticas y prácticas,
entre ellas, las limitaciones al derecho a la confidencialidad de los agresores.

«La violencia doméstica es un asunto público, no un asunto privado. La
seguridad y el bienestar de las supervivientes deben anteponerse a los
intentos de mantener la unidad familiar. El derecho fundamental de las
mujeres a estar libres de violencia y de maltrato deben ser reconocidos
como derechos que les corresponden por sí mismas y no en tanto que
madres»289.

Las normas mínimas para el trabajo con los agresores indican que la te-
rapia, la mediación o reconciliación familiar y el control de la ira no deben
formar parte de los servicios dirigidos a casos de violencia doméstica en ge-
neral ni en el trabajo con los agresores en particular (RESPECT, 2004)290.

Proyectos de intervención

Los proyectos de intervención tienen su origen en Austria y Alemania,
siendo variaciones europeas del modelo Duluth de los Estados Unidos de
América (Logar, 2005; Seith, 2005). Gracias a su reconocimiento como buena
práctica291 y a su fomento mediante la formación y los intercambios, el «mo-
delo austriaco» ha sido adoptado y adaptado en varios países europeos. Ba-
sándose en evaluaciones realizadas en Alemania, el Gobierno austriaco ha
propuesto una serie de normas para este tipo de proyectos que reiteran mu-
chos de los principios esenciales que ya hemos expuesto en esta sección, ha-
ciendo hincapié en la coordinación interinstitucional, los protocolos y la pro-
actividad.
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289 Recomendaciones de la reunión de personas expertas de la UE en materia de vio-
lencia contra las mujeres en Jyväskylä (1999), Recomendaciones de buenas prácticas en
el desarrollo de programas para los perpetradores de violencia doméstica.

290 Aunque los agresores podrían iniciar en otro centro un tratamiento por abuso de
sustancias o por problemas de comportamiento, en otro momento o a la vez que se ins-
criben en un programa para agresores, éste no es lugar adecuado para ofrecer ese tipo
de tratamiento. 

291 Conferencia de la UE sobre la violencia contra las mujeres, Colonia (1999), Re-
comendaciones de los Foros de expertos/as.



Servicios para casos de violencia sexual

Habida cuenta de la menor presencia de los servicios para casos de vio-
lencia sexual, las normas relativas a los mismos son mucho menos habitua-
les en Europa y su desarrollo es mínimo, salvo en algunos centros de exce-
lencia concretos. Las únicas excepciones identificadas se encuentran en
Irlanda y en un proyecto que se está realizando en el Reino Unido. Por ese
motivo, se utilizaron como fuentes adicionales de normas EE. UU., Australia
y la Organización Mundial de la Salud (OMS). Aunque una minoría de las
personas entrevistadas señalaba que la violencia doméstica y la violencia
sexual están entrelazadas, a veces se presumía erróneamente que los pro-
veedores de servicios para víctimas de violencia doméstica podían encar-
garse, y de hecho se encargaban, de ambos supuestos. Recientes investi-
gaciones ponen de manifiesto que esas presunciones no son acertadas
(Ullman y Townsend, 2007), incluso en el caso de que el agresor pertenezca
al círculo íntimo de la víctima. Y aunque así fuera, seguirían quedando sin
protección y sin asistencia las mujeres agredidas sexualmente por otras ca-
tegorías de agresores. 

Se deberían adoptar normas adicionales en relación con el respeto a la
dignidad y a la integridad física en el marco de las intervenciones médicas y
forenses tras una agresión sexual. Las consecuencias para la salud mental
y las necesidades de apoyo tras una agresión sexual también requieren una
atención específica. Pese a que las normas concretas para víctimas meno-
res de edad estaban fuera del alcance de este proyecto, puede ser necesa-
rio consultarlas en los casos en que los servicios se ofrezcan a menores.

Centros de crisis por violación

Las únicas fuentes de normas europeas fueron el Informe final de 1997
del Grupo de especialistas del Consejo de Europa292, la red irlandesa de cen-
tros de atención a crisis por violación (Rape Crisis Network) y el Reino Unido.
Las normas incluyen valoraciones sobre la seguridad física en las situacio-
nes de crisis como, por ejemplo, las relativas a los intentos de suicidio y de
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292 Consejo de Europa, Grupo de especialistas para combatir la violencia contra las
mujeres (EG-S-VL, por sus siglas en inglés), Informe final de las actividades del EG-S-
VL, incluido un Plan de acción para combatir la violencia contra las mujeres (Estrasburgo,
Consejo de Europa, 1997).



autolesión. Algunas normas hacen hincapié en que sea la usuaria del servi-
cio quien controle el contacto que desea mantener con el centro, mientras
que en otros casos (sobre todo en Estados Unidos y Australia) se promueve
un seguimiento proactivo «para garantizar la continuidad de los cuidados, la
seguridad y el acceso al apoyo mientras dure la crisis».

Las normas en materia de acceso y disponibilidad son mucho más difí-
ciles de cumplir en el caso de los centros de crisis originadas por una viola-
ción, porque éstos disponen de menos recursos que los centros de acogida
y porque suelen depender del voluntariado para atender las líneas de asis-
tencia telefónica. Las investigaciones que se llevan a cabo actualmente en el
Reino Unido muestran que, salvo en Escocia, el número de este tipo de cen-
tros ha disminuido y que muchos de los que quedan se encuentran en una
«frágil» situación. Los escasos recursos existentes en el ámbito local hacen
que muchos de estos centros sólo puedan ofrecer servicios básicos (Coy,
Kelly y Foord, 2007).

Centros de atención a víctimas de agresión sexual / 
atención sanitaria especializada

Las normas relativas a este tipo de servicio proceden de la Organización
Mundial de la Salud (OMS), Australia, Estados Unidos y Reino Unido. En el
ámbito europeo, el personal sanitario que atiende los casos de violencia se-
xual se mencionó en el Foro de personas expertas de la UE celebrado en
Jyväskylä, el cual recomendaba que el personal sanitario recibiera formación
para realizar los exámenes médico-legales. Las normas de la OMS293 son
más extensas, aunque los aspectos forenses quedan al margen del alcance
del presente estudio294. 
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293 OMS (2003), Guidelines for medico-legal care for victims of sexual violence [Di-
rectrices para la atención médico-legal a las víctimas de violencia sexual], Ginebra;
OMS/ACNUR (2004), Clinical management of rape survivors: Developing protocols for
use with refugees and internally displaced persons [Tratamiento clínico de quienes so-
breviven a una violación: desarrollo de protocolos para su aplicación a las personas re-
fugiadas y desplazadas en el interior de su propio país], edición revisada.

294 También se han elaborado orientaciones sobre práctica forense en Irlanda, Departa-
mento de salud y menores (2006), Rape/Sexual Assault: National Guidelines on Referral and
Forensic Clinical Examination in Ireland [Violaciones y agresiones sexuales: directrices na-
cionales sobre remisión y examen clínico forense], Dublín, http://www.icgp.ie/index.cfm/loc/6-
14-3/articleId/17E8DE25-A6A3-02CA-3DCDBB88C6767C80.htm.



Entre los temas nuevos que aparecen en relación con este tipo de ser-
vicio cabe destacar la importancia del consentimiento informado, el control de
las usuarias sobre las decisiones relativas a los exámenes forenses y médi-
cos, la denuncia, el tratamiento, la remisión a otros servicios y el contenido
de los historiales médicos. La formación del personal sanitario debe subra-
yar el derecho de la usuaria del servicio a ser tratada con dignidad y su de-
recho a recibir servicios sanitarios adecuados (incluida la contracepción pos-
tcoital, la profilaxis del VIH y, en caso de que sea necesario y así lo desee,
el aborto). Lo ideal sería que todos los exámenes y tratamientos se realiza-
rán en un mismo lugar especializado.

«Las víctimas de agresiones sexuales recibirán el mismo nivel de asisten-
cia sanitaria sean cuales sean las circunstancias de la agresión sexual.»295

Una norma esencial vinculada a la seguridad y la dignidad es que las pro-
fesionales sanitarias sean mujeres. Varias de las personas encuestadas se-
ñalaron también que los exámenes y los informes médicos deberían ser gra-
tuitos. Las directrices de la OMS establecen, asimismo, que el certificado
debería servir a la usuaria para presentar una denuncia penal o para reclamar
una indemnización durante un período de hasta 20 años desde su expedición
(lo que permitiría a la víctima disponer de un plazo considerable para decidir
si lo utiliza o no). Aunque no es posible contar con centros especializados en
las zonas rurales o escasamente pobladas, existen en el ámbito internacional
ejemplos de servicios ambulantes, cuyo personal suele estar compuesto por
enfermeras con formación en cuestiones forenses (Kelly, 2008).

Otros servicios

En esta sección se resumen las normas relativas a servicios de carácter
más genérico. Por ejemplo, las líneas de asistencia telefónica pueden abor-
dar todas las formas de violencia contra las mujeres, la violencia doméstica
o la violencia sexual.
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295 NDCAWS/CASAND (2005) North Dakota Sexual Assault Medical Standards Of
Care [Normas médicas de atención sanitaria de Dakota del Norte para los casos de agre-
sión sexual], (North Dakota Sexual Assault Medical Standards Committee y North Da-
kota Council on Abused Womenʼs Services/ Coalition Against Sexual Assault in North Da-
kota).



Líneas de asistencia telefónica

Se han identificado muy pocas normas específicamente dedicadas a las
líneas de asistencia telefónica. Tales normas procedían de recomendacio-
nes a escala europea y de modelos sobre violencia doméstica y sexual de
EE. UU. Sólo dos países cuentan con normas independientes para las líneas
de asistencia telefónica (Hungría y Ucrania). Las propuestas actuales des-
tacan aspectos como la disponibilidad, la confidencialidad, la información y
la remisión a otros servicios.

Asesoramiento y defensa de derechos

Estos tipos de servicios suelen formar parte de la labor de los centros de
acogida, las líneas de asistencia telefónica, los centros de atención a las cri-
sis originadas por una violación y los centros de atención a víctimas de agre-
sión sexual, pero también se están convirtiendo cada vez más en servicios
específicos basados en las comunidades locales. Por ejemplo, en el caso
del Reino Unido, están vinculados a los juzgados especiales para la violen-
cia doméstica (Cook et al., 2004) y en el de España a los centros de muje-
res establecidos en el ámbito local.

Existen recomendaciones a escala europea, como la que señala que el
asesoramiento jurídico debería ser prestado gratuitamente, pero las princi-
pales fuentes de normas en materia de defensa de derechos proceden de
una ONG296 del Reino Unido para los casos de violencia doméstica y de las
redes de centros de crisis por violación que existen fuera de Europa. Una de
las normas clave consiste en que cualquier persona que se encargue de la
defensa de derechos debe actuar con independencia del sistema de Justicia
penal o de otros órganos previstos en las leyes y que debe dar prioridad a la
seguridad.

Acompañamiento psicológico

Las ONG especializadas en acompañamiento psicológico cuentan con
normas específicas en al menos tres Estados miembros (Austria, Reino
Unido y la Antigua-República Yugoslava de Macedonia), pero, una vez más,
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296 Véase también CAADA, http://www.caada.org.uk/



el mayor número de normas encontrado en el curso del análisis documental
procedía de EE. UU. y Australia. En muchos países existen también normas
profesionales dirigidas al personal de acompañamiento psicológico cualifi-
cado, pero estas normas quedan fueran del alcance del presente estudio.

Las personas participantes en el estudio han hecho hincapié en los prin-
cipios esenciales de la confidencialidad y el «empoderamiento» y en los «mo-
delos basados en los derechos de las víctimas», citando diferentes tipos de
evaluación y de servicio a corto y largo plazo. La disponibilidad de los servi-
cios dependía totalmente de la financiación. Por ello, algunos servicios te-
nían que limitar la prestación a 10 sesiones y otros registraban listas de es-
pera inaceptables. Las normas procedentes de Estados Unidos recomiendan
que se elaboren, en colaboración con la usuaria del servicio, planes de ac-
ción individualizados que especifiquen los problemas esenciales que han de
abordarse297.

Atención de proximidad para grupos desfavorecidos

Sólo se han encontrado normas sobre la atención de proximidad en Es-
tados Unidos298. Estas normas recogen con algunas variaciones los princi-
pales temas anteriormente señalados. La atención de proximidad es un mé-
todo fundamental para llegar a usuarias que, de otro modo, tendrían
dificultades para recibir cualquier tipo de asistencia, por ejemplo, las mujeres
con discapacidad, las mujeres en prisión y las mujeres dedicadas a la pros-
titución299.

Organismos encargados de hacer cumplir la ley

Aunque inicialmente no se consideró una parte esencial de este proyecto,
la importancia que los enlaces locales y las ONG conceden a los organis-
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297 South Carolina Coalition Against Domestic Violence and Sexual Assault (sin
fecha), Service Standards and Outcomes for Sexual Assault Centres [Normas del servi-
cio y resultados de los centros de atención a las víctimas de agresión sexual].

298 Ibid.
299 Existen protocolos sobre atención de proximidad para las mujeres dedicadas a

la prostitución, elaborados por EUROPAP; sin embargo, no tratan específicamente de la
violencia contra las mujeres.



mos encargados de hacer cumplir la ley ha hecho que este aspecto sea in-
cluido. Además, el análisis documental dio lugar a la identificación de un nú-
mero considerable de recomendaciones europeas dirigidas a la Policía, la
Fiscalía y las autoridades judiciales, principalmente en relación con el trata-
miento de las víctimas y el principio de exigencia de responsabilidad a los
agresores. Una vez más, la mayoría de las normas europeas estaban orien-
tadas a los casos de violencia doméstica. Los temas principales recogidos en
esas normas se resumen a continuación. Nuestra propuesta de normas se
basa en estos principios de buenas prácticas generalmente aceptados.

• Los delitos de violencia contra las mujeres deben tratarse al menos
con la misma seriedad que el resto de delitos violentos. Algunas nor-
mas van más allá y señalan que debería considerarse un agravante el
hecho de que las agresiones las cometa un compañero íntimo o un
miembro de la unidad familiar300.

• El personal del sistema de Justicia debería recibir formación acerca de
todos los aspectos de la violencia contra las mujeres.

• Las recomendaciones europeas de finales de los años ochenta seña-
lan que dentro de cada unidad policial debería haber, al menos, un/una
agente especializado/a en violencia doméstica y violencia sexual301.

• El modelo austriaco de intervención propone la creación de unidades
de investigación especializadas.

• Aunque existe un apoyo general a que se ponga fin a la impunidad que
ha permitido que la mayoría de los agresores no fuera castigado, existe
un potencial conflicto entre obligar a una víctima o a un/a testigo/a a de-
clarar y los principios del «empoderamiento». La Conferencia de exper-
tos/as de la Unión Europea celebrada en Baden – Police combatting vio-
lence against women [La Policía en la lucha contra la violencia que sufren
las mujeres], en diciembre de 1998, recomendaba lo siguiente:
«Los procedimientos penales deberían tener en cuenta, en la mayor
medida posible, los intereses de las víctimas de la violencia, con el fin
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300 Véanse, por ejemplo, los modelos austriacos de intervención, en el Foro de per-
sonas expertas de la UE celebrado en Jyväskylä, 

301 Resolución del Parlamento Europeo sobre las agresiones a la mujer, 1986; Con-
ferencia de expertos/as de la UE celebrada en Baden – Police combatting violence
against women [La policía en la lucha contra la violencia que sufren las mujeres], di-
ciembre de 1998; Recomendación Rec (2002) 5 del Comité de Ministros del Consejo de
Europa sobre la protección de la mujer contra la violencia,;



de animarlas a participar voluntariamente en los procedimientos como
partes activas.»
En este sentido, resultan útiles las orientaciones dadas a los/las fis-
cales en el Reino Unido.
«La decisión sobre si debe obligarse a una víctima de violencia do-
méstica a comparecer en juicio en contra de su voluntad requiere gran
sensibilidad y tacto. En muchos casos de retractación, esa obligato-
riedad no es apropiada. Un/a testigo/a obligado/a a comparecer es
probable que se vuelva hostil a la Fiscalía y que se niegue a testificar
o que haga una declaración perjudicial para la parte demandante. Es
importante que los/las fiscales de la Corona sean capaces de identifi-
car aquellos casos en los que no procede la obligación de compare-
cencia en juicio. A estos efectos, deben adoptar sus decisiones te-
niendo en cuenta la opinión de la Policía acerca de la probable
reacción de la víctima a la obligación de declarar, incluida su opinión
sobre los posibles riesgos para su seguridad302.»

• Las órdenes de alejamiento que exigen a los agresores abandonar el
hogar familiar, especialmente cuando pueden ser expedidas por la Po-
licía que interviene, son esenciales para ampliar la protección y la se-
guridad303. El Balance señala:
«Cuando la capacidad de desalojar del hogar familiar al agresor se re-
serva a las autoridades fiscales o a los tribunales, la finalidad de la
medida —esto es, la seguridad provisional inmediata— no se cumple.
Además, raramente se dictan órdenes de desalojo. Los derechos de
los hombres acusados de violencia podrían garantizarse mediante la
obligación de que las órdenes policiales fueran siempre aprobadas por
la autoridad competente en el plazo de tres días, o mediante una res-
puesta judicial rápida a cualquier denuncia (Balance, 2006, p. 38).»

El Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer (CEDAW), en un caso sometido a su consideración en virtud
del protocolo facultativo, ha dictaminado que: «Los derechos humanos de la
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302 Ministerio del interior del Reino Unido (sin fecha), Domestic Violence: Break the
Chain- Multi Agency Guidance for Addressing Domestic Violence [Violencia doméstica:
romper la cadena; orientaciones interinstitucionales para hacer frente a la violencia do-
méstica].

303 Recomendación Rec (2002) 5 del Comité de Ministros del Consejo de Europa
sobre la protección de la mujer contra la violencia; Foro de personas expertas de la UE
celebrado en Colonia; y Logar, 2005 (modelos austriacos de intervención en casos de vio-
lencia doméstica).



mujer a la vida y a la integridad física y mental no pueden ser anulados por
otros derechos, como el derecho a la propiedad y el derecho a la intimi-
dad»304.

• Las autoridades judiciales deberían consultar y coordinarse con los ser-
vicios especializados de apoyo a las mujeres que sufren violencia.
Cuando la Policía sea la que inicie la coordinación, deberá conceder una
importancia central a la experiencia de las ONG de mujeres (Logar, 2005).

• Deberían eliminarse las disposiciones legales discriminatorias en lo
que respecta a las pruebas en casos de agresión sexual y debería de-
finirse legalmente la violación como un delito contra la libertad sexual.

• La violación en el matrimonio debería ser delito.

• Los agresores deberían responder ante los jueces lo más rápidamente
posible, con respeto al principio de legalidad305.

• Debería permitirse y promoverse la figura de la defensora de derechos,
que apoyara a las víctimas a lo largo del proceso penal y le ofreciera
una vía sencilla de mantenerse informada de la situación del proceso.
De esta forma sería menos probable que se retirara la denuncia.

• Los Estados deberían garantizar que las víctimas tengan derecho a
compensación306.

• Deberían efectuarse cambios en los procedimientos que permitan a
las víctimas hacer su declaración de la mejor manera posible, limitando
el número de veces que tienen que repetir el relato de los hechos y
ofreciendo un contexto adecuado en el que declarar ante el tribunal307.

• El derecho al anonimato en los medios de comunicación308.
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304 Sra. A. T. contra Hungría, 2/2003, de 26 de enero de 2005, 9.3.
305 Presidencia austriaca del Consejo de la Unión Europea (1998), Conferencia de

expertos/as – Police combatting violence against women [La policía en la lucha contra la
violencia que sufren las mujeres], Baden

306 Recomendación Rec (2002) 5 del Comité de Ministros del Consejo de Europa
sobre la protección de las mujeres contra la violencia, Apéndice, párrafo 36; Decisión
marco del Consejo de la UE, de 15 de marzo de 2001, relativa al estatuto de la víctima
en el proceso penal, Diario Oficial n° L 082.

307 Resolución del Parlamento Europeo sobre las agresiones a la mujer (1986) ibid.
308 Ibid. También: Conferencia de expertos/as de la UE celebrada en Baden, supra;

Resolución del Parlamento Europeo sobre las agresiones a la mujer (1986), Doc. A2-
44/86, DOCE serie C. 176; Logar (2005) .



• Garantizar que el tenor literal de las leyes, las prácticas y los procedi-
mientos jurídicos no sean discriminatorios (desde el punto de vista del
género y de sus vínculos con otras desigualdades como la discapaci-
dad y la condición de inmigrante).

Posibilidades y retos

En esta sección exponemos las posibilidades de establecer normas a
escala continental y los retos que ello supone. Las personas entrevistadas
opinaban que la ausencia de normas europeas aceptadas por todos los pa-
íses podría atribuirse a la falta de voluntad o de interés político o al hecho de
que la violencia contra las mujeres sea un tema relativamente nuevo o tenga
escasa incidencia en el ámbito nacional.

«Para el Gobierno resulta más fácil que no haya normas porque así no
tiene que dar mucho dinero a los centros de acogida [Enlace nacional].»

«Los centros de acogida y las ONG lo han hecho muy bien y el Go-
bierno ha estado encantado de que ellos se encargaran del problema
[ONG].»

Las ONG han señalado en repetidas ocasiones los peligros que conlleva
imponer normas a un sector que ya de por sí carece de los recursos ade-
cuados, porque esto podría reducir su capacidad e incluso dar lugar al cie-
rre de servicios309. La financiación pública y la autonomía de las ONG han de
conciliarse cuidadosamente en el marco de la Recomendación Rec (2007)14
del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre la condición jurídica de
las organizaciones no gubernamentales en Europa, para que las normas pue-
dan ampliar al máximo el alcance y la calidad de la prestación de servicios.

«Ahora mismo, las ONG no quieren que se les impongan normas esta-
tales porque están trabajando bien tal y como están las cosas. Las nor-
mas de los Servicios Sociales del Estado relativas a los menores o a las
madres y los/as hijos/as son tan deficientes que las ONG preferirían no
seguirlas ni aplicar nada similar [ONG].»
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309 Conferencia de la red WAVE Parar la violencia doméstica contra las mujeres (18-
20 de octubre de 2007), Vilnius (Lituania), notas no publicadas de la conferencia, facili-
tadas para este proyecto.



Existen también cuestiones relacionadas con la estructura del Estado
que podrían suponer obstáculos en determinados lugares. Por ejemplo, dos
de las personas entrevistadas señalaron que los sistemas federales consti-
tuían una traba para el establecimiento de normas comunes en el país. Los
Gobiernos han de buscar formas innovadoras de superar estos impedimen-
tos para cumplir con sus obligaciones internacionales. Todas las orientacio-
nes internacionales apoyan la prestación de servicios por parte de las ONG,
que son sin duda las mejor situadas para continuar prestando servicios allí
donde ya lo están haciendo de manera eficaz. Una financiación sostenible,
la cooperación interinstitucional y el aprovechamiento de los conocimientos
y la cualificación de las personas expertas en el campo de la violencia con-
tra las mujeres permiten que las normas puedan cumplirse. La decisión sobre
quién presta qué servicios no debería ser arbitraria, sino práctica, siendo los
factores determinantes las necesidades de las usuarias del servicio y las
competencias y facultades de las entidades. Por ejemplo, resulta evidente
que corresponde al Estado proporcionar mecanismos efectivos para hacer
cumplir la ley: protección, encausamiento de los agresores y justicia. También
son competencia del Estado los servicios médicos y sanitarios, la vivienda so-
cial y las prestaciones sociales.
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LA ELABORACIÓN 
DE NORMAS MÍNIMAS EUROPEAS

La gran mayoría de participantes en este proyecto se mostró partidaria
de enmarcar las normas en la esfera de los derechos humanos, principal-
mente porque así se subraya su carácter de obligaciones del Estado que re-
quieren atención y acción. Una de las personas entrevistadas señaló que un
marco de derechos humanos impediría que la prestación de estos servicios
se diluyera en la política de bienestar social. Algunas de las personas entre-
vistadas matizaron su opinión añadiendo condiciones al empleo de los tér-
minos relativos a los derechos humanos.

«Su utilización depende del público al que se dirijan, por lo que sólo de-
berían emplearse si están redactados de una manera fácilmente com-
prensible. [ONG]»

«Sólo en el caso de las normas generales, sería una buena manera de
informar a la sociedad de sus derechos. Pero sobre el terreno, en los
sistemas sociales y jurídicos nacionales existen dificultades para tras-
ladar las normas de derechos humanos y las normas internacionales.
[Enlace nacional].»

La vinculación de las normas de derechos humanos con las normas exis-
tentes en materia de servicios de atención a las víctimas y el firme apoyo de
las personas entrevistadas dieron como resultado los siguientes fundamen-
tos para las normas:

• Entender la violencia contra las mujeres como causa y consecuencia
de las desigualdades entre mujeres y hombres.

• Confidencialidad.

• Seguridad y protección.

• Trabajar desde una perspectiva de «empoderamiento».

• Crear una cultura basada en la confianza y el respeto a las víctimas.

• Acceso equitativo sea cual sea el lugar geográfico, y para las mujeres
excluidas o desfavorecidas.

• Servicios de atención de crisis disponibles 24 horas al día, 7 días a la
semana.
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• Reconocimiento de los hijos e hijas como usuarios/as de los servicios.

• Oferta integrada de servicios.

Hemos analizado con mayor detalle algunos de estos temas, basándo-
nos en las cuestiones surgidas en las entrevistas y explicando cómo se han
tenido en cuenta para la elaboración de nuestra propuesta de normas.

Entender la violencia 

desde una perspectiva de género

«Nuestro trabajo empieza por creer a la mujer. [ONG]»

Los documentos de Naciones Unidas y de la política europea relativos a
la violencia contra las mujeres llevan más de una década subrayando que
este problema debe abordarse desde una perspectiva de igualdad de gé-
nero: que la violencia es a la vez causa y consecuencia de la desigualdad
entre mujeres y hombres. La medida en que este planteamiento sirve de base
a la prestación de los servicios y es reconocido por los Gobiernos varía con-
siderablemente de unos países de la zona a otros. La perspectiva de género
es la base para el reconocimiento de la violencia contra las mujeres como una
cuestión de derechos humanos y, por tanto, constituye un principio esencial
que subyace a todas las normas. Esta concepción determina tanto la forma
en que se entiende la violencia contra las mujeres (a saber, que no es culpa
de la mujer y que los agresores deben responder por sus actos) como la ma-
nera en que se prestan los servicios.

«La violencia contra las mujeres se basa en las relaciones de poder y
de dominación y en el deseo de controlar, que se derivan de estructu-
ras sociales que se fundamentan, a su vez, en la desigualdad entre los
sexos. Los actos de violencia no dejan lugar a la ambigüedad: preten-
den mantener las relaciones desiguales entre hombres y mujeres y re-
forzar la subordinación de la mujer. Pertenecer al sexo femenino es la
base de esta violencia y la mayoría de las sociedades lo toleran310.
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La violencia masculina contra las mujeres es una manifestación de las his-
tóricamente desiguales relaciones de poder entre mujeres y hombres y un
reflejo de las relaciones de género existentes en la sociedad y en la política.
Por consiguiente, debe considerarse en primer lugar un problema social y
político. Las mujeres acogidas en el refugio han de tomar conciencia del
marco social, histórico, cultural y político que favorece la violencia mascu-
lina. Las activistas pretenden dar a las mujeres y a sus hijos/as una voz
para denunciar la violencia. La sociedad debe hacer que los agresores res-
pondan por sus actos. Los principios feministas establecidos en el refugio
han de enseñar vías para que las mujeres y sus hijos/as se liberen de la vio-
lencia (WAVE, 2004 – Manual para los refugios, apartado 3.2.1.)»

Algunas de las personas entrevistadas consideraban que la creación de
una cultura de confianza en la mujer suponía una expresión importante de
esta idea, habida cuenta de las muchas maneras en que se ha puesto en
duda y negado la palabra de las mujeres y de los niños y niñas.

Algunas personas lo expresaban de otro modo: «intentar mantenerse neu-
tral sobre lo que ha ocurrido supone correr el riesgo de tolerar la violencia».311

Una cultura de «empoderamiento»

Un elemento recurrente en los documentos sobre normas y que muchas
personas entrevistadas han destacado es que los servicios de asistencia de-
berían permitir el «empoderamiento» de las usuarias. En este caso, los princi-
pios fundamentales son respetar su integridad y facilitar una información y un
apoyo que les permitan adoptar decisiones con conocimiento de causa y ac-
ceder a los servicios que ofrecen la posibilidad de reparar los daños causados
por la violencia. Una concepción basada en el «empoderamiento» toma como
punto de partida el reconocimiento de que la violencia contra la mujer es inhe-
rente al hecho de estar sometida al poder y el control de otro ser humano y de
ser tratada como inferior. La violencia produce en las víctimas una pérdida de
la autoestima y de la confianza en los demás seres humanos y desvirtúa las re-
laciones con éstos. Existen muchas maneras de crear una cultura de «empo-
deramiento», empezando por el lenguaje que utilizamos para designar y ex-
plicar la violencia y siguiendo por el entorno en que se prestan los servicios y
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por las posibilidades de evitar la exclusión social mediante el empleo y la for-
mación profesional. El «empoderamiento» es también evidente en los proce-
sos de participación y consulta: muchas ONG cuentan con estructuras que in-
vitan a las usuarias de los servicios, como mínimo, a dar su opinión sobre el
servicio prestado, e incluso, una vez que han salido adelante, a unirse a la or-
ganización y defender los derechos de otras mujeres.

La propuesta de normas contempla todos estos aspectos del «empode-
ramiento».

Principios contrapuestos

La seguridad y la confidencialidad son las dos normas más frecuentes en
la práctica. Un enlace local señaló, al principio de la investigación, que podría
haber un conflicto entre la confidencialidad y otros principios claves. Por ello,
hemos analizado la cuestión con otras personas entrevistadas. La mayoría
de los proveedores de servicios indicaron que los datos no se transmiten a
ninguna otra persona, organización o autoridad sin el permiso de la usuaria
del servicio. Muchas personas entrevistadas hablaron del problema que
surge cuando las mujeres rechazan la protección legal mientras que el ser-
vicio considera que la necesitan. La cuestión se vuelve incluso más compleja
cuando implica también la protección de los hijos e hijas porque en algunos
Estados los proveedores de servicios están legalmente obligados a informar
a las autoridades si hay menores en riesgo. Aparte de esto, existe un debate
acerca de cuáles son los protocolos correctos que deberían seguirse. Para
muchas ONG, la confidencialidad se ha convertido en un principio irrenun-
ciable, sobre todo allí donde las autoridades encargadas de hacer cumplir la
ley nunca han logrado implementar medidas protectoras eficaces. La víctima
de la violencia que da su consentimiento para la presentación de una de-
nuncia oficial está otorgando su confianza no sólo al proveedor de servicios,
sino también a las fuerzas del orden y demás autoridades. Es necesario, por
tanto, que las instituciones públicas sean también dignas de esa confianza;
sin embargo, en muchos países europeos la Policía y los tribunales están
aún lejos de serlo. Entre tanto, las ONG han de tomar decisiones en casos
en los que la preocupación por proteger la vida de la usuaria entra en con-
tradicción con los principios de la confidencialidad.

Las normas sobre confidencialidad intentan conciliar estos principios con-
trapuestos, pero no resuelven el dilema.

310



Oferta integrada de servicios

Una de las preguntas concretas planteada a los/las participantes se refe-
ría a los servicios globales. La mayoría de las personas entrevistadas respal-
daba este tipo de oferta, aunque algunas señalaban que no era trasladable a
todos los servicios. Varias respuestas fueron muy elocuentes a la hora de des-
tacar las ventajas que la oferta integrada de servicios supone para las mujeres.

«El sistema actual no funciona, de hecho puede suscitar en las vícti-
mas la falsa esperanza de que las van a cuidar. Es como hacer una
operación y después no proporcionar los antibióticos. Y puede ser más
peligroso llevar a cabo una operación y no ofrecer los cuidados poste-
riores que no operar. En el actual sistema, se anima a las mujeres a es-
tablecer un primer contacto y a acceder a una ayuda inicial y después
se las deja solas. Esto puede hacer la situación aun más peligrosa, por-
que si supieran que sólo van a recibir asistencia a corto plazo, valora-
rían sus riesgos de manera diferente. [ONG]»

Existían diferencias de opinión en cuanto a si las ONG especializadas de-
berían prestar todos los servicios que las mujeres necesitan o si esa labor co-
rresponde a las redes interinstitucionales y es su razón de ser.

«No es necesario que sea la misma organización la que preste todos los
servicios de manera integrada. La sociedad debe organizarse para es-
tablecer una perspectiva global y trabajar en el seno de agrupaciones
locales, que han de definir los procedimientos, estrategias, bases co-
munes, definiciones comunes y marcos que deben implantarse en el
ámbito local. [ONG]»

«Una prestación integrada para todas las mujeres por parte de un sólo
servicio, teniendo en cuenta sus necesidades pero sin crear servicios
separados. Puede ofrecerse un acompañamiento psicológico especí-
fico para las mujeres con necesidades especiales, pero lo más eficaz es
que la asistencia la preste un único centro. [Enlace nacional]»

La falta de recursos de las ONG especializadas constituye el principal
obstáculo para el desarrollo de respuestas globales. La prestación integrada
de los servicios se incluye como principio fundamental, pero sin especificarse
el modo en que debe llevarse a cabo en cada país.
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Acceso y no discriminación

El hecho de que los servicios no estén distribuidos equitativamente den-
tro del territorio de los Estados crea desigualdades en el acceso a la protec-
ción, la asistencia y la Justicia. El insuficiente número de servicios produce
el mismo efecto. Así, incluso una mujer residente en una capital puede no dis-
poner de plaza en un centro de acogida o enfrentarse a una larga lista de
espera para recibir acompañamiento psicológico. Por ello, nosotras propo-
nemos normas mínimas en materia de distribución y alcance de los servicios
con el fin de que todas las mujeres puedan recibir asistencia cuando y donde
lo necesiten.

El acceso sigue siendo un problema para determinados grupos de po-
tenciales usuarias. Por ejemplo, en algunos países europeos, las mujeres in-
migrantes tienen en principio acceso a los mismos servicios, pero si sus ne-
cesidades complementarias (traducción, asistencia jurídica sobre las normas
de inmigración y sobre el derecho de asilo, comprensión de lo que es una
práctica tradicional nociva) no se tienen en cuenta, el acceso no es equita-
tivo. Muchas de las personas entrevistadas han señalado que estas necesi-
dades complementarias requieren intervenciones más duraderas, en parti-
cular, estancias más largas en los centros de acogida, y que ello tiene
considerables repercusiones en cuanto a recursos. Los recursos también son
determinantes para la prestación de servicios en el ámbito rural y a las mu-
jeres con discapacidad. 

Establecer una norma en materia de acceso equitativo se queda en pura
retórica si las ONG no disponen de financiación para llevarla a ejecución.
Por ese motivo, algunas de nuestras propuestas de normas han de consi-
derarse tan sólo como un ideal. No obstante, se da por sentado que todos los
proveedores de servicios deben aspirar a superar estos requisitos mínimos.

Los niños y las niñas 

como usuarios/as de los servicios

La mayoría de las respuestas en este caso e centran en los niños y niñas
que viven en un entorno familiar violento y en la importancia de que los cen-
tros de acogida ofrezcan servicios apropiados para ellos/as. Por este motivo,
hemos incluido normas inspiradas en los derechos de la infancia, la mayoría
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de las cuales ya se llevan a cabo en algunos centros de acogida. También ha-
cemos referencia en algunos casos a cuestiones relativas a la protección de
la infancia, si bien reconocemos que en la mayoría de los Estados existe un
marco jurídico diferente para los niños y niñas, que no se ha integrado en el
presente documento. La violencia contra las mujeres y el maltrato infantil pre-
sentan aspectos comunes que precisan de un análisis más detenido, tanto en
lo que se refiere a los tipos de abuso que sufren las niñas como a la concu-
rrencia de la violencia doméstica y el maltrato infantil (Kelly, 1996).

Cooperación interinstitucional

Cuando se les preguntó cómo habría de ser un servicio integrado ideal,
a algunas de las personas entrevistadas les resultó difícil describir algo que,
para ellas, hoy en día era poco más que un sueño. Muchas de ellas hicieron
referencia a una cooperación multidisciplinar y/o interinstitucional que se ins-
cribiría (y esto resulta interesante) no en el marco de las funciones y res-
ponsabilidades de las entidades, sino en el de las necesidades y derechos
de las usuarias de los servicios. Una de las respuestas lo explicaba utilizando
la imagen de una tela de araña en cuyo centro se situaba la usuaria del ser-
vicio y alrededor de la cual se iba tejiendo toda una red estrecha e interco-
nectada de protección y apoyo. Otra de las personas entrevistadas habló de
una red de seguridad que se desplegaba en el primer punto de contacto.
Para lograr esto, no hace falta que las entidades estén de acuerdo en todo,
basta con que cuenten con protocolos o convenios que establezcan los ob-
jetivos comunes, las definiciones aplicables y los principios de la coopera-
ción. Por último, otras personas entrevistadas se refirieron a la necesidad de
una coordinación a escala nacional que refleje los mecanismos establecidos
en el ámbito local y, a su vez, contribuya a difundir y adoptar métodos más
coherentes y sistemáticos. 

El hecho de que las personas que prestan asistencia en primer lugar (en
su mayoría no especialistas) puedan escuchar a las mujeres, confirmar sus
declaraciones y remitirlas a los servicios competentes fue otro de los temas
recurrentes, a menudo vinculado a la importancia de integrar la cuestión de
la violencia contra las mujeres en la formación de todas las profesiones. Las
personas entrevistadas mencionaron también, como medios de desarrollar y
promover la cooperación interinstitucional, la oferta integrada de servicios,
la creación de centros que presten múltiples servicios (una «ventanilla única»)
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y la presencia de personas polivalentes (una «interlocutora única»). También
se hizo referencia al papel que desempeñan los proyectos de intervención.

Las iniciativas interinstitucionales son relativamente recientes y, por tanto,
se están analizando diferentes modelos. Su principal papel es remediar la
habitual falta de coordinación entre entidades. Todas las personas entrevis-
tadas coincidieron en la importancia de que, en estas iniciativas, el sector
especializado en violencia contra las mujeres sea un socio en pie de igual-
dad con los demás, ya sea en el ámbito local o en el nacional.

Todas estas cuestiones se abordan en las normas que proponemos.

Necesidades de asistencia de larga duración

Algunas mujeres han vivido circunstancias complejas en las que han sido
víctimas de múltiples violencias; otras se encuentran en situaciones compli-
cadas que han de ser resueltas. Tanto unas como otras necesitan un apoyo
más prolongado que el que pueden ofrecer los servicios de crisis. Las limi-
taciones que afectan a la duración de la estancia en los centros de acogida,
al número de sesiones de acompañamiento psicológico o a la duración de la
asistencia de una defensora de derechos impiden satisfacer las necesida-
des de esas mujeres. Por esta razón, muchas ONG y enlaces nacionales
consideran importante garantizar que no se deja a las usuarias de los servi-
cios en una situación vulnerable y que existen servicios para responder a
sus necesidades. Lo ideal sería que los servicios tuvieran como objetivo ayu-
dar a las mujeres durante todo el tiempo que fuera necesario, pero, una vez
más, esto nos lleva a la cuestión de los recursos y de la sostenibilidad de los
servicios.

El borrador de propuestas de normas

Basándonos en todos los materiales recabados durante las primeras eta-
pas del proyecto y conscientes de que unas normas demasiado complejas
corrían el riesgo de ser rechazadas, presentamos un borrador de principios
básicos y normas relativo a la distribución y la práctica de diferentes tipos de
servicios en la conferencia celebrada en Estrasburgo en diciembre de 2007.
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Este borrador constituyó también la base del proceso de consultas por vía
electrónica realizado en enero de 2008, cuyos resultados se exponen a con-
tinuación.

El proceso de consultas por vía electrónica

En general, el proyecto de normas mínimas para los servicios de asis-
tencia fue muy bien acogido: un 95% de las personas encuestadas mani-
festó su apoyo al borrador de normas; más de la mitad respaldó los principios
claramente enunciados y un tercio (39%) opinó que las normas mejorarían la
prestación de servicios. Las respuestas a una pregunta referida específica-
mente a los principios generales pusieron de manifiesto un apoyo masivo
(93%) a los mismos, con sólo ocho propuestas de modificación.

Probablemente la parte más controvertida de las normas es aquélla que
fija un nivel mínimo de servicio porque las recomendaciones internacionales
y nacionales en la materia son escasas y el consenso al respecto es incluso
menor. Nuestro proyecto es el primer intento de formular unas propuestas
tan exhaustivas, dado que hasta ahora las únicas normas comúnmente acep-
tadas se referían sólo a los centros de acogida. Somos también conscientes
de que los países se encuentran en estadios muy diferentes en cuanto al
desarrollo de servicios de asistencia. Algo menos de dos tercios (60%) apo-
yaron las propuestas y casi una décima parte consideró que eran demasiado
ambiciosas (habría demasiados pocos servicios) y una quinta parte (20%)
deseaba modificar algunas de ellas. La mayoría de las preocupaciones se re-
ferían a la propuesta relativa a los centros de acogida, que era algo distinta
a las que se han citado anteriormente. Los comentarios nos hicieron resta-
blecer la recomendación previa con el fin de evitar confusión.

El cuadro que presentamos a continuación muestra el grado de acepta-
ción de los apartados de las normas referidas a cada uno de los servicios y
el número de modificaciones propuestas. Dado que la oferta de servicios de
atención a víctimas de violencia sexual es más limitada, un porcentaje mayor
de participantes (20%) respondió que no tenía conocimiento de la existencia
de tales servicios.

Por consiguiente, podemos concluir que existe un apoyo general a las
normas. Ya hemos explicado el proceso que hemos seguido para valorar las
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propuestas de modificación y hemos señalado que efectuamos varios cam-
bios. Los comentarios más detallados de las personas entrevistadas acerca
de las ventajas y los riesgos potenciales del establecimiento de normas mí-
nimas ponen de manifiesto que hay una serie de reservas y unas condicio-
nes necesarias que han de cumplirse para que el proceso sea realmente be-
neficioso para las ONG, las usuarias de los servicios y los Estados. A
continuación analizamos estas cuestiones.

Ventajas, riesgos 

y peticiones de las personas entrevistadas

Según las personas entrevistadas, las ventajas más claras para las ONG
eran mejoras en la calidad de los servicios y la accesibilidad (n=17), ayuda
para negociar con los Gobiernos e influir en los mismos (n=14) y directrices
para el desarrollo o la creación de nuevos servicios (n=10). La configuración
técnica del software utilizado para la encuesta impide identificar la proceden-
cia de los diferentes comentarios (ONG, enlace nacional o autoridad pública).

«… siempre que las normas sean adoptadas y aplicadas en los dife-
rentes países – el reconocimiento de su trabajo y de sus conocimientos
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Norma Grado de apoyo
Modificaciones

propuestas

Normas fundamentales 82% 08

Líneas de asistencia telefónica 80% 14

Centros de acogida 73% 19

Asesoramiento y defensa de derechos 84% 16

Acompañamiento psicológico 82% 14

Atención de proximidad para grupos desfavorecidos 83% 08

Proyectos de intervención 71% 15

Centros de crisis por violación 76% 09

Centros de atención a víctimas de agresión sexual 63% 06

Organismos encargados de hacer cumplir la ley 83% 13

Programas dirigidos a los agresores 70% 16

Cuadro 3 [sic]

Grado de apoyo a las normas propuestas 
que se registró en la consulta por vía electrónica



y una financiación pública suficiente permitirán a las ONG continuar
desarrollando los servicios en lugar de concentrarse en su propia su-
pervivencia.312»

«… para todas las partes: permite evaluar mejor las políticas y garanti-
zar un tratamiento igual y más uniforme para todas las entidades impli-
cadas.»

«Permitirá diferenciar a las organizaciones especializadas y de calidad
que trabajan en este campo de aquéllas que se centran en otras cues-
tiones y para las que integrar la violencia doméstica en su programa es
sólo un medio de obtener fondos.»

En cuanto a las usuarias de los servicios, los principales beneficios se-
rían unos servicios de asistencia mejores y más coherentes (n=27) y un
mayor número de servicios especializados (n=10).

«La víctima se beneficiará de la implantación universal y normalizada de
estos criterios sea cual sea el servicio al que acuda.

«La existencia de normas mínimas garantizará a las víctimas unos ser-
vicios de igual calidad en todo el país.»

«Las víctimas pueden esperar un nivel mínimo de calidad en un país fe-
deral, con independencia de la autoridad regional competente.»

«… salvaguardar una asistencia profesional, amable, considerada e in-
tegral.»

«… saber que los servicios los prestará personal bien formado y bien
supervisado que entiende los problemas y que responderá de manera
apropiada y sensible a sus necesidades.»

«… el carácter ejemplar del respeto, los derechos humanos y la utiliza-
ción no abusiva el poder.»

Se observó, en cambio, un menor consenso entre las personas partici-
pantes en cuanto a las ventajas para los Gobiernos. La mayoría se limitó a
formular distintos tipos de recomendaciones. 

«Saber que existen servicios de buena calidad anima al Gobierno a fi-
nanciarlos y tranquiliza al electorado.»
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«… mejores resultados en el cumplimiento de la obligación de proteger
y apoyar a las víctimas y, a largo plazo, mejores resultados en materia
de prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres.»

«… Estas normas proporcionan un marco con el que pueden medirse
los avances realizados en materia de igualdad entre mujeres y hom-
bres y eliminación de la violencia contra las mujeres.»

Aunque un elevado número de participantes (n=14) creía que no existían
riesgos para las ONG, un número ligeramente superior (n=18) temía que, sin
recursos, a las ONG no les sería posible cumplir las normas. A nueve parti-
cipantes les preocupaba que organizaciones que hoy son eficaces se vieran
obligadas a cerrar sus servicios si no podían cumplir unas normas impues-
tas desde fuera.

«… falta de medios y de recursos para cumplir las normas. Competir
con servicios que sí disponen de esos medios y recursos. Forzar al má-
ximo la capacidad para cumplir las normas y sucumbir a la presión; re-
sistencia del personal que trabaja en primera línea.»

«Verse sobrepasadas por las obligaciones derivadas de las normas sin
recibir el apoyo necesario de las autoridades públicas.»

«… servicios sobreexplotados y con escasos recursos dejarán de reci-
bir financiación o tendrán que cerrar por no cumplir con las normas
cuando carecen de medios para hacerlo.»

En cuanto a las usuarias de los servicios, según la mayoría de las res-
puestas la imposición de normas no representaba riesgo alguno para ellas
(n=19). A algunas de las personas participantes les preocupaba que la im-
posición de normas burocráticas sin la consiguiente asignación de recursos
pudiera dar lugar al cierre de servicios (esto es, a que disminuyera el número
de servicios en lugar de aumentar).

«Si las ONG no pueden demostrar que cumplen las normas, los Esta-
dos pueden suprimir servicios: ¿no es mejor que haya medio servicio a
que no haya ninguno?»

El principal riesgo para los Gobiernos sería la imposibilidad de encontrar
los fondos necesarios para la adecuada aplicación de las normas (n=14). A
una minoría considerable de participantes les preocupaba que los Estados
que ya cuentan en la actualidad con normas exigentes pudieran equiparar-
las a la baja y que, por tanto, el mínimo se convirtiera en el máximo (n=10).
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«El Gobierno puede no ser capaz de aportar la financiación necesaria
para que los servicios cumplan con las normas y [a la postre] optar por
servicios baratos y no especializados con el fin de cumplir sus objetivos
nacionales.»

«El Gobierno puede considerar que la tarea es imposible y, por tanto,
evitar acometerla. Las normas deberían ir respaldadas por un manual
que recogiera un plan de acción “paso a paso”.»

A las personas participantes en la consulta se les preguntó de qué ma-
nera podría el Consejo de Europa ofrecer las máximas ventajas y reducir al
mínimo los riesgos. Se registró un apoyo considerable a la elaboración de
una estrategia que animara a los Estados a adoptar y aplicar las normas, y
a la implantación de un sistema de seguimiento (n=17). No hubo acuerdo en
cuanto al carácter de las normas: algunas personas defendían que las nor-
mas fueran obligatorias y/o que se fijaran unos plazos de cumplimiento (n=9);
otras preferían que las normas tuvieran el carácter de simple recomendación
(n=4).

• «Subrayar que todas las víctimas tienen derecho a una protección y
una asistencia adecuada y que esto sólo puede garantizarse mediante
una política bien coordinada y global en materia de violencia contra las
mujeres a todos los niveles y proporcionando los recursos necesarios
a los proveedores de servicios; no se pueden lograr normas de buena
calidad sin disponer de los recursos adecuados; no invertir en recursos
de buena calidad y en una protección y una asistencia efectivas re-
sulta, a la larga, más caro para la sociedad. Asimismo, debería con-
cienciarse a los Estados miembros de que las ONG de mujeres, ade-
más de prestar unos excelentes servicios a las víctimas, están muy
comprometidas con el cambio social y que, al financiar estas ONG, los
Gobiernos obtienen algo más que unos buenos servicios.»

• «Llevar a cabo continuamente campañas como ésta para situar la
cuestión de la violencia contra las mujeres entre las prioridades políti-
cas y públicas de los Estados miembros»

• «Convertir las normas en una obligación que los Estados miembros
deben suscribir y establecer, a su vez, un sistema de evaluación inde-
pendiente, de actualización de las normas y de consulta, con la parti-
cipación de las víctimas, las ONG y los Gobiernos.»

• «Demostrar liderazgo publicando las normas, pero dar a los países y
a las ONG la posibilidad de implicarse activamente en el reto de su
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cumplimiento, elaborando, por ejemplo, una “caja de herramientas” que
divida el conjunto de las normas en partes más fácilmente manejables.
Fijar un calendario razonable para alcanzar objetivos o hitos.»

• «Elaborar estudios comparativos y llevar a cabo un seguimiento del
grado de ejecución de las recomendaciones del Consejo de Europa
por parte de los Estados miembros, con el fin de conocer los progre-
sos realizados y los obstáculos encontrados y de difundir las buenas
prácticas y las formas de superar esos obstáculos.»

También se recibieron otras propuestas específicas como la de iniciar un
diálogo con ministros/as y parlamentarios/as y elaborar una guía de aplica-
ción.
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LA DEFINICIÓN DE LAS NORMAS

La creación de normas de ámbito continental respecto de los servicios,
especialmente si se refieren a la variedad y el alcance de tales servicios, re-
viste importancia por diversas razones, entre otras, para que los Estados
puedan cumplir las obligaciones positivas en materia de derechos humanos.
Es de sentido común, y así lo confirma también la reciente jurisprudencia in-
ternacional, que para lograr esto es preciso que exista un número suficiente
de servicios, capaces de ofrecer una protección inmediata y de garantizar el
acceso a la Justicia, la rehabilitación de la víctima y la prevención de la vio-
lencia, sea cual sea la persona que lo necesita o la forma de violencia sufrida.
Asimismo, corresponde a los Estados y a las ONG velar por que todas las
mujeres tengan un acceso equitativo y por que los principios que rijan la prác-
tica de los servicios sean uniformes y permitan a las mujeres no sólo poner
fin a la violencia, sino también reparar los daños sufridos y hacer valer su
derecho a la Justicia.

Una de las razones esgrimidas para la creación de centros de acogida
en toda Europa ha sido que la violencia doméstica es la forma más común
de violencia contra las mujeres. Sin duda, este tipo de violencia es la más
investigada en Europa, pero estudios recientes realizados en Alemania y
Francia han llegado a la conclusión de que el acoso sexual es mucho
más habitual en la vida de las mujeres313. Aunque los estudios sobre la
violencia sexual son menos frecuentes, los que se han realizado conclu-
yen que una de cada cuatro mujeres ha sido víctima de una agresión se-
xual en su infancia y/o en la edad adulta (Hagemann-White, 2001). Estos
datos son un sólido argumento a favor de la necesidad de reforzar los
servicios de asistencia a las víctimas de violencia sexual en Europa, al
igual que lo son los datos que muestran un descenso del número de en-
causamientos y condenas por violación en muchos países europeos
(Regan et Kelly, 2003). 
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313 Schröttle, M. y Müller, U. (2004) Health, Well-Being and Personal Safety of
Women in Germany: A

Representative Study on Violence Against Women in Germany [Salud, bienestar y
seguridad personal de las mujeres en Alemania: un estudio representativo de la violen-
cia contra las mujeres en Alemania]; Jaspard, M., et al (2003) Enquête nationale sur les
violences envers les femmes en France [Encuesta nacional sobre la violencia contra las
mujeres en Francia].



La novena Conferencia de la Red WAVE Parar la violencia doméstica
contra las mujeres, celebrada en octubre de 2007, analizó la cuestión del es-
tablecimiento de normas comunes para la prestación de servicios, pero llegó
a la conclusión de que la diversidad de contextos de cada ONG excluía toda
posibilidad de acuerdo. En las secciones anteriores, hemos expuesto algu-
nas de estas diferencias, las cuales hemos tenido muy en cuenta a lo largo
de todo el proyecto. Hemos partido del principio de que el derecho interna-
cional ya contiene los fundamentos para la elaboración de las normas, que
descansan en los derechos humanos de las mujeres. Al mismo tiempo, la
adopción y aplicación de normas comunes a escala nacional debe ser un
proceso basado en la negociación entre los Gobiernos, el sector especiali-
zado en materia de violencia contra las mujeres y otras partes interesadas
clave. En este marco, el mantenimiento de la independencia de las ONG y
su competencia y capacidad de innovar son esenciales. El Comité de Minis-
tros del Consejo de Europa adoptó recientemente una recomendación sobre
las ONG que promueve la autorregulación314 y recoge los derechos y liber-
tades que deberían disfrutar las organizaciones de la sociedad civil315. Las ci-
tadas negociaciones deberían basarse en estos principios.

Nuestras propuestas de normas mínimas para Europa tienen en cuenta
estos aspectos y son las que han obtenido mayor consenso durante el pro-
yecto. Estas normas son el resultado del proceso descrito en este informe y
se dividen en tres apartados: principios generales; niveles mínimos de pres-
tación que han de garantizarse; y normas reguladoras de la práctica de los
distintos servicios. A continuación explicamos con mayor detalle algunos as-
pectos de los dos primeros apartados. Los principios prácticos (el tercer apar-
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314 Recomendación Rec (2007)14 del Comité de Ministros del Consejo de Europa
sobre la condición jurídica de las organizaciones no gubernamentales en Europa, adop-
tada por el Comité de Ministros el 10 de octubre de 2007 en la 1006ª reunión de los De-
legados de los Ministros, véanse los párrafos 9 y 10.

315 En concreto, las ONG deberían: gozar del derecho a la libertad de expresión y de
todos los demás derechos y libertades garantizados en el ámbito regional y universal
aplicables a las mismas; no estar bajo la dirección de las autoridades públicas; asegurar
que sus directivos y órganos encargados de la toma de decisiones están de conformidad
con sus estatutos, pero, por lo demás, son libres de determinar las medidas que han de
adoptar para lograr sus objetivos. Las ONG no deberían necesitar ninguna autorización
de una autoridad pública para cambiar su estructura o normas internas; deberían ser
consultadas durante la elaboración de la legislación primaria y secundaria que afecta a
sus estatutos, su financiación o sus ámbitos de actividad. Asimismo, se insta a los go-
biernos y a las organizaciones de ámbito estatal a mantener un diálogo continuado con
las ONG.



tado) se explican por sí mismos y se han ordenado según el tipo de servicio
al que se refieren, esto es, los centros de acogida, las líneas de asistencia
telefónica, los centros de crisis por violación, los servicios de proximidad para
los grupos desfavorecidos, etc.

Los principios generales

Para elaborar esta parte, nos hemos basado mucho en el proyecto de nor-
mas que está llevándose a cabo en Inglaterra. Las ONG que trabajan en el
ámbito de la violencia doméstica y la violencia sexual han adoptado estos prin-
cipios como base común para todo su trabajo. Los principios están inspirados
en la filosofía de los derechos humanos y en las prácticas desarrolladas y de-
fendidas por las ONG que han demostrado ser eficaces para ayudar a las mu-
jeres víctimas de violencia. Los principios pueden ser adaptados y trasladados
a la labor que realizan las instituciones públicas y, de hecho, cabe señalar que
todas las buenas prácticas mundialmente reconocidas se basan en estos prin-
cipios. A continuación enumeramos estos principios para que los lectores y lec-
toras puedan ver cómo integran los temas y preocupaciones que hemos ex-
puesto en las secciones precedentes. También incluimos una breve explicación
del modo en que cada principio se traduciría en la práctica.

Adoptar una perspectiva de género 
para entender la violencia contra las mujeres 

Los servicios adoptan un enfoque adecuado y con conocimiento de
causa, que sirve los intereses de sus usuarias y reconoce, a partir de un aná-
lisis de género, la dinámica, las repercusiones y las consecuencias de la vio-
lencia contra las mujeres desde la perspectiva de la igualdad y el respeto de
los derechos humanos; que considera esta violencia tanto causa como con-
secuencia de las desigualdades entre hombres y mujeres; y que entiende la
necesidad de ofrecer servicios exclusivamente para mujeres.

Protección, seguridad y dignidad humana

Los servicios garantizan que todas las intervenciones tienen como prio-
ridad la protección, la seguridad y la dignidad de las usuarias y del personal. 
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Servicios especializados

Los conocimientos y competencias del personal, así como las formas de
prestación, son especializados, es decir, apropiados y adaptados a las ne-
cesidades específicas, a veces complejas, de las usuarias de los servicios.

Diversidad y acceso equitativo

Los servicios respetan la diversidad de las usuarias y practican activa-
mente una política antidiscriminatoria. Los servicios deberían ser gratuitos, re-
partirse equitativamente por la geografía del país y estar disponibles 24 horas
al día, 7 días a la semana.

Defensa de derechos y apoyo

Los servicios defienden los derechos de las usuarias, tanto en cada caso
concreto como a nivel colectivo, con el fin de apoyar y promover esos dere-
chos y de satisfacer las necesidades de las usuarias.

«Empoderamiento» 

Los servicios velan por que las usuarias expresen con palabras sus ex-
periencias, conozcan sus derechos y tomen decisiones en un entorno favo-
rable que les trata con dignidad, respeto y sensibilidad.

Participación y consulta

Los servicios promueven la participación de las usuarias en el desarro-
llo y la evaluación del servicio.

Confidencialidad

Los servicios respetan siempre los derechos de las usuarias a la confi-
dencialidad y todas las usuarias son informadas de aquellos casos en que
esta confidencialidad puede estar limitada.

324



Respuesta coordinada

Los servicios funcionan en un contexto de cooperación y colaboración in-
terinstitucional adecuado para una prestación coordinada.

Exigencia de responsabilidad a los agresores

Los servicios parten de dos principios indisociables según los cuales las
víctimas merecen confianza y respeto y los agresores deben responder de
sus actos.

Forma de gobierno y responsabilidad

Los servicios son gestionados de manera eficiente, velando porque las
usuarias reciban un servicio de calidad prestado por un personal que es com-
petente y que cuenta con el apoyo adecuado.

Fomento de la tolerancia 

Los servicios adoptan la no violencia como modelo, tanto interna como
externamente, y utilizan el análisis de género en sus actividades de sensibi-
lización, educación y prevención dirigidas a la sociedad en general o a las
personas individualmente.

Niveles mínimos de prestación

Las propuestas recogidas en este apartado se inspiran en las normas
relativas a los centros de acogida (las únicas existentes) y tienen en cuenta
la necesidad de lograr que se acceda antes a la asistencia, garantizar un ac-
ceso equitativo y resolver las graves insuficiencias en lo que respecta a la vio-
lencia sexual. Se dividen en dos partes:

1. Servicios indispensables; y

2. Servicios que pueden prestarse de manera independiente o formar
parte de otros servicios, tales como los centros de acogida o los cen-
tros de crisis por violación.
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Asimismo, sugerimos diversas formas que permiten tener en cuenta los
contextos nacionales, y en concreto la diversidad de respuestas frente la vio-
lencia contra las mujeres, a la hora de aplicar estas normas.

Servicios que pueden ser independientes o integrados

Los centros de acogida y los centros de crisis para las víctimas de viola-
ción apoyan a muchas mujeres a través de servicios como la defensa de de-
rechos, el acompañamiento psicológico o la atención de proximidad a grupos
desfavorecidos. En otros contextos, estas formas de asistencia pueden estar
separadas y ser prestadas por entidades distintas. En el caso de un centro
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Servicios indispensables

Línea de asistencia
telefónica

Una línea nacional que atienda todo tipo de violencia contra las mujeres o
una para la violencia doméstica y otra para la violencia sexual. El número
de líneas de ayuda deberá ser proporcional al número de habitantes. En pa-
íses pequeños, puede ser suficiente con una sola línea. En los países más
poblados, debería existir al menos una línea de asistencia telefónica en cada
región.

Centros de acogida

Un alojamiento familiar1 por cada 10.000 habitantes.
Debería haber al menos un centro de acogida especializado en la violencia
contra las mujeres en cada provincia o región. La oferta de servicios debe-
ría, además, permitir acoger a las mujeres con necesidades adicionales (mu-
jeres inmigrantes y pertenecientes a minorías, mujeres con discapacidad,
mujeres con problemas de salud mental y/o de abuso de sustancias, y mu-
jeres jóvenes que necesitan protegerse de la mutilación genital femenina, el
matrimonio forzoso, el matrimonio de niñas o los delitos en nombre del
honor).

Centros de crisis para
las víctimas de
violación

Un centro por cada 200 000 mujeres. Debería haber al menos un centro en
cada región. Dado que estos centros asisten tanto a las mujeres que denuncian
los hechos a las autoridades como a aquéllas que no lo hacen, y tanto a las
mujeres violadas recientemente como a las que lo fueron en el pasado, debe-
rían ser más numerosos que los centros de atención a las víctimas de agresión
sexual.

Centros de atención a
las víctimas de
agresión sexual

Uno por cada 400 000 mujeres, con el fin de atender inmediatamente a las víc-
timas de agresiones sexuales recientes, ayudarles a denunciar los hechos y
garantizar unos servicios médicos y forenses de alta calidad.

1 Un «alojamiento familiar» es aquél que ofrece una cama para la madre y también para el número medio de
hijos en el país (Véase el Glosario en el Anexo 1).

Cuadro 4

Niveles mínimos de prestación



de acogida, para que éste pueda ser calificado de servicio independiente,
debe ofrecer los servicios también a las mujeres que no residan en el cen-
tro.

Pocos son los Estados, si es que hay alguno, que puedan afirmar que se
acercan al cumplimiento pleno de las normas en relación con la violencia se-
xual, y, en Europa, sólo algunos han cumplido con la norma relativa a los
centros de acogida. Por tanto, no es realista esperar que estas normas se
cumplan inmediatamente. Lo que sí debería esperarse es que los Estados
mostraran que van en esa dirección, esto es, que tienen un plan para paliar
las insuficiencias actuales, y que el número y la cobertura de los servicios au-
mentan cada año.

Es necesario, asimismo, tener en cuenta a los países que han adoptado otra
vía en materia de protección, de justicia o de asistencia o que ofrecen otros ser-
vicios. Estos países pueden demostrar que cumplen con las normas aplicando
sus propias soluciones. En tal caso, deberían aportar, entre otras cosas, esta-
dísticas relativas a la utilización por las mujeres de esos servicios alternativos y
demostrar que esa utilización está en aumento. No sería aceptable, por ejemplo,
limitarse a afirmar que en la actualidad un número relativamente poco elevado
de mujeres denuncia hechos de violencia sexual, porque esta situación puede de-
berse a una falta de servicios y/o al hecho de no haberse creado un contexto
que inspire a las mujeres suficiente confianza para solicitar asistencia.

Si partimos de la forma de servicio más común, esto es, los centros de
acogida, podríamos argumentar que no es necesario tener tantos:
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Asesoramiento / 
defensa de derechos

Un servicio por cada 50 000 mujeres que permita una pronta interven-
ción y el acceso a la asistencia jurídica o de otro tipo.

Acompañamiento
psicológico

Un servicio por cada 50 000 mujeres para proporcionar una asisten-
cia a más largo plazo que aborde las consecuencias de la violencia
contra las mujeres. Debería haber un servicio de orientación especia-
lizado en violencia contra las mujeres en cada ciudad importante de
cada región.

Atención de proximidad a
grupos desfavorecidos

Concebidos desde el ámbito local para llegar a los grupos minoritarios
más numerosos, a las mujeres con discapacidad y a otros grupos insufi-
cientemente atendidos.

Cuadro 5

Servicios independientes/integrados



• Si cada vez más mujeres recurren a medidas de protección y si el nú-
mero de intervenciones de las autoridades policiales y judiciales y de
los servicios de defensa de derechos aumenta.

• Y si, además, los centros de acogida existentes tienen ya una capa-
cidad superior a las necesidades.

Este último punto es crucial porque las otras medidas pueden hacer au-
mentar las necesidades de alojamiento, en lugar de reemplazar este servicio.
En este sentido, resulta instructivo el caso de Austria, donde la ley de expul-
sión del domicilio y los proyectos de intervención han ampliado las opciones
posibles y donde el número de plazas existentes ya cumple con las normas
mínimas. No obstante, los centros de acogida todavía no tienen capacidad
para alojar a todas las mujeres que requieren sus servicios.

El argumento de que las necesidades de servicios, sea cual sea la forma
de violencia contra las mujeres, han disminuido sólo es válido si dos estudios
de prevalencia sucesivos, basados en criterios académicos mundialmente
reconocidos, muestran claramente que las tasas de violencia contra las mu-
jeres son inferiores a la media europea o han disminuido en los doce meses
anteriores al estudio.
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UN MARCO DE DERECHOS HUMANOS

Los Estados miembros del Consejo de Europa se han comprometido a
proteger y respetar los derechos fundamentales de sus ciudadanos/as en
virtud de diferentes tratados de derechos humanos y en el ámbito de diver-
sas organizaciones intergubernamentales. Muchos de estos tratados, al
enunciar toda una serie de derechos, tales como el derecho a la vida, la li-
bertad, la integridad física, la seguridad personal, la igualdad, la no discrimi-
nación o la prohibición de la esclavitud, conllevan la obligación de proteger
a las mujeres de la violencia.

Las normas que se proponen a continuación pueden servir a los Es-
tados miembros de orientación sobre la mejor manera de cumplir con
esas obligaciones. Del mismo modo, las normas de derechos humanos
(algunas de las cuales son muy básicas, mientras que otras representan
una aspiración), confirman la importancia de muchas de nuestras pro-
puestas. 

La presente sección resume brevemente las distintas obligaciones y de-
claraciones internacionales que constituyen un elemento esencial de este
proceso. Muchas obligaciones son jurídicamente vinculantes porque los Es-
tados miembros han ratificado los convenios y aceptado el control de su cum-
plimiento a través de mecanismos internacionales. El punto de partida es,
sin duda, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos
y de las Libertades Fundamentales, de cuyo respeto se encarga el Tribunal
Europeo de Derechos Humanos. Estas obligaciones pueden estar condicio-
nadas a las reservas o declaraciones que formulen los Estados miembros
respecto de determinados derechos. 

Existen también declaraciones, recomendaciones y otros instrumen-
tos que, pese a no ser jurídicamente vinculantes, demuestran una clara
voluntad política y el compromiso de adoptar medidas concretas para
hacer valer los derechos humanos y proteger a las mujeres de la violen-
cia. Un ejemplo de este tipo de obligación es la Plataforma de Acción de
Beijing. Las normas clave contenidas en todos estos instrumentos dife-
rentes se explican brevemente a continuación, aunque de manera no ex-
haustiva.
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Obligaciones internacionales jurídicamente vinculantes

El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las
Libertades Fundamentales (CEDH)316 ha sido ratificado por todos los Esta-
dos miembros del Consejo de Europa. La jurisprudencia del Tribunal Europeo
de Derechos Humanos ha desarrollado los derechos protegidos por el Con-
venio, que con frecuencia obligan a los Estados a adoptar medidas positivas
para proteger a sus ciudadanos/as. El derecho a la vida (artículo 2) incluye
la obligación de adoptar las medidas necesarias para proteger la vida de las
personas317. La prohibición de la tortura y de las penas y tratos inhumanos o
degradantes (artículo 3) obliga a los Estados miembros a adoptar medidas
para que las personas bajo su jurisdicción no sean sometidas a malos tratos
por los agentes públicos y sean protegidas de los malos tratos infligidos por
los particulares. Por ejemplo, el hecho de no investigar y de no perseguir a
los responsables en un caso de presunta violación se ha considerado una vul-
neración del Convenio318. El derecho al respeto a la vida privada (artículo 8)
incluye también la obligación positiva de proteger la integridad física y moral
de la persona319. El derecho a la integridad física implica, asimismo, la obli-
gación de obtener el consentimiento de una persona antes de administrarle
un tratamiento médico o de otro tipo320. 

La vida privada incluye el derecho a establecer y mantener relaciones con
otros seres humanos321. El acceso a los datos y su protección corresponden
también al ámbito de la «vida privada». Toda persona tiene derecho a acceder
a los datos a ella referidos que obren en poder del Estado. La protección de los
datos personales, en especial, los historiales médicos, es esencial322. No obs-
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316 Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades
Fundamentales (STE nº 005), 4 de noviembre de 1950.

317 Osman c/ el Reino Unido, decisión de la Gran Sala de 28 de octubre de 1998, Re-
pertorio 1998-VIII.

318 M.C. c/ Bulgaria, demanda nº 39272/98, sentencia de 4 de marzo de 2004. 
319 X e Y c/ Países Bajos, sentencia de 26 de marzo de 1985, Serie A nº 91.
320 Véase Glass c/ Reino Unido, demanda nº 61827/00, sentencia de 9 de marzo de

2004, párrafo 70.
321 Pretty c/ Reino Unido, demanda nº 2346/02, § 61, TEDH 2002-III.
322 Z. c/ Finlandia, 1998 25 EHRR 371, párrafo 95: «la protección de los datos

de carácter personal, incluidos los datos médicos, reviste una importancia funda-
mental para el ejercicio del derecho al respeto a la vida privada y familiar garanti-
zado por el artículo 8 del Convenio. El respeto a la confidencialidad de los datos
sobre la salud constituye un principio esencial de los sistemas jurídicos de todas las



tante, un Estado miembro puede justificar injerencias, tales como la pose-
sión de datos o su negativa a revelarlos, si lo hace con arreglo a la ley y para
un fin legítimo como la prevención de un delito o la protección de los dere-
chos de terceros, y si es necesario en una sociedad democrática323.

El derecho a recibir y transmitir información está protegido por la libertad
de expresión (artículo 10), que suele vincularse a la libertad de prensa, aun-
que tiene un alcance más amplio. Este derecho afecta en gran medida al su-
ministro de información a las usuarias de servicios, así como para la recogida
y el intercambio de los datos sobre las víctimas y los agresores que obran en
poder de los servicios.

El goce de los derechos y libertades reconocidos en el Convenio ha de
ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones tales como
el sexo, la raza o etnia, las opiniones políticas u otras o el origen nacional o
social (artículo 14 del Convenio). El Protocolo nº 12 (un instrumento impor-
tante para instaurar la igualdad entre mujeres y hombres) añade que «Nadie
podrá ser objeto de discriminación por parte de cualquier autoridad pública
basada en particular en los motivos [mencionados en el apartado 1]», esta-
bleciendo así una prohibición general de la discriminación por parte de las au-
toridades públicas, en particular por razones de sexo, en lo que respecta al
ejercicio de todos los derechos previstos en la ley y no sólo de los derechos
y libertades del Convenio.

Asimismo, el Convenio del Consejo de Europa para la protección de las
personas con respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter
personal (CPIAPPD, por sus siglas en inglés) y su Protocolo Adicional 324 es-
tablecen ciertos principios básicos respecto al tratamiento de datos: debe-
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Partes contratantes del Convenio. Es crucial no sólo para proteger la privacidad de
los/las pacientes, sino también para mantener su confianza en la profesión médica y
en los servicios sanitarios en general», véase también TV c/ Finlandia, demanda nº
21780/93, 76 ADR 140.

323 Véase Gaskin c/ Reino Unido, nº 10454/83 de 7 de julio de 1989.
324 El Convenio del Consejo de Europa para la protección de las personas con res-

pecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter personal de 1981 (ETS 108)
ha sido ratificado por la mayoría de los Estados miembros del Consejo de Europa (todos
excepto 7), y el Protocolo adicional al Convenio del Consejo de Europa para la protec-
ción de las personas con respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter
personal, relativo a autoridades de supervisión y flujos internacionales de datos de 2001
(ETS 181) ha sido ratificado por 20 Estados miembros.



rán obtenerse legalmente y para fines legítimos; serán adecuados y no ex-
cesivos en relación con su finalidad; serán exactos y actualizados; permitirán
la identificación de las personas durante un período de tiempo que no ex-
ceda del necesario; estarán protegidos y serán accesibles para la persona a
la que se refieran (véanse los artículos 5 a 9). En el caso de flujos transfron-
terizos de datos, cabe destacar que, en principio, un Estado miembro no
podrá, con el único fin de proteger la vida privada, prohibir o someter a una
autorización especial los flujos transfronterizos de datos de carácter perso-
nal (artículo 12).

La Carta Social Europea de 1961 (en adelante, la Carta Social ) y su ver-
sión revisada de 1996 (Carta Social Revisada), que entró en vigor en 1999
y que sustituye progresivamente a la Carta de 1961, contemplan un amplio
espectro de derechos sociales en materias tales como el empleo, la salud y
el bienestar social. El estado de las firmas y las ratificaciones de estos dos
textos no es uniforme entre los países del Consejo de Europa. Los 47 Esta-
dos miembros han firmado una u otra versión. En cuanto a la ratificación, 39
Estados miembros han ratificado alguna de las versiones: 24 Estados están
vinculados por la Carta Social Europea revisada y 15 por la Carta en su ver-
sión de 1961.

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la protección de la
salud, los Estados miembros se comprometen a adoptar (directamente o en
cooperación con organizaciones públicas o privadas), medidas adecuadas
destinadas a eliminar, en lo posible, las causas de una salud deficiente; es-
tablecer servicios educacionales y de consulta dirigidos a la mejora de la
salud; y promover el sentido de responsabilidad individual en lo concerniente
a la misma (artículo 12 de la Carta).

Toda persona tiene derecho a beneficiarse de los Servicios Sociales y,
por ello, los Estados miembros se comprometen a fomentar u organizar ser-
vicios que «contribuyan al bienestar y al desarrollo de los individuos y de los
grupos en la comunidad, así como a su adaptación al medio o entorno social»
y a estimular la participación de los individuos y de las organizaciones be-
néficas o de otra clase en la creación y mantenimiento de tales servicios (ar-
tículo 14). Toda persona que no disponga de recursos propios, como las per-
sonas dependientes separadas, tienen derecho a recibir asistencia social y
médica, lo cual incluye el asesoramiento y ayuda personal necesarios para
prevenir, eliminar o aliviar su estado de necesidad personal o familiar (por
medio de servicios públicos o privados). Este derecho puede extenderse a
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personas de otros países, como las parejas de nacionales de los otros Es-
tados Parte (artículo 13). 

La Carta Social establece que los Estados miembros adoptarán todas
las medidas necesarias y adecuadas para garantizar el derecho de las ma-
dres y los niños a una protección social y económica, incluida la creación o
mantenimiento de instituciones o servicios apropiados (artículo 17). En cam-
bio, el artículo 17 de la Carta Social Revisada sólo se refiere a las medidas
encaminadas a proteger a los niños contra la negligencia, la violencia o la ex-
plotación. No obstante, el Comité Europeo de Derechos Sociales (CEDS) se
ampara en el artículo 16 de la Carta Social Revisada para tratar las cuestio-
nes relativas a la protección social y económica y a la protección de las mu-
jeres contra la violencia doméstica.

Naciones Unidas

El primer gran logro de Naciones Unidas en materia de derechos funda-
mentales es la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (que
se analiza con detalle a continuación), de la cual surgen dos pactos que es-
tablecen diferentes obligaciones jurídicamente vinculantes. Conjuntamente
estos instrumentos se conocen con el nombre de Carta Internacional de De-
rechos Humanos. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de
1966 (PIDCP)325 se completa con dos protocolos y su aplicación está con-
trolada por el Comité de Derechos Humanos que conoce de las denuncias de
incumplimiento de un Estado presentadas por otro Estado o por los particu-
lares. El PIDCP protege derechos civiles tales como: el derecho a la vida (ar-
tículo 6); el derecho a no ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles,
inhumanos o degradantes (artículo 7); el derecho al respeto a la vida privada
(artículo 17); y el derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley (ar-
tículo 26). El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales de 1966 (PIDESC), cuya aplicación está controlada por un órgano
distinto326, enuncia un conjunto de derechos que habrán de realizarse de ma-
nera progresiva más que automática, a diferencia de lo que ocurre con el
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325 Todos los Estados miembros del Consejo de Europa son partes en este pacto,
que ha sido ratificado por un total de 166 Estados.

326 Prácticamente todos los Estados miembros del Consejo de Europa son partes,
con excepción de Andorra. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
no cuenta con los mismos poderes que el Comité de derechos humanos.



otro pacto. El PIDESC establece el derecho de toda persona al disfrute del
más alto nivel posible de salud (artículo 12.1) y el derecho a la educación
(artículo 13.1). En los dos pactos se garantiza a hombres y mujeres la igual-
dad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en los
mismos (artículo 3 de ambos pactos).

La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer de 1979 (CEDAW)327 no contiene disposiciones ex-
presamente referidas a la violencia contra las mujeres. Sin embargo, el Co-
mité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de Naciones
Unidas ha confirmado que la violencia contra las mujeres es una forma de
discriminación en el sentido de la Convención y que vulnera los siguientes
derechos humanos328:

• El derecho a la vida.

• El derecho a no ser sometido a torturas o a tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes.

• El derecho a protección en tiempo de conflicto armado internacional
o interno en condiciones de igualdad con arreglo a normas humani-
tarias.

• El derecho a la libertad y a la seguridad personales.

• El derecho a igualdad ante la ley.

• El derecho a igualdad en la familia.

• El derecho de salud física y mental al más alto nivel posible. A esto
se añade el derecho a la igualdad de trato en la asistencia sanitaria,
proporcionando servicios gratuitos cuando sea necesario (artículo 12
de la Convención).

• El derecho a condiciones de empleo justas y favorables.

El derecho general a la igualdad de mujeres y hombres conlleva el de-
recho a una igual protección de la ley y a un reconocimiento igual ante la
ley. Los Estados miembros se comprometen a garantizar, por conducto de
los tribunales nacionales o competentes y de otras instituciones públicas,
la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación (artí-
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327 Todos los Estados miembros del Consejo de Europa son partes en esta convención.
328 Recomendación General 19, 11ª sesión, 1992, párrafos 6-7.



culo 2329) y a reconocer a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurí-
dica idéntica a la del hombre (artículo 15)330.

La Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 (CDN)331 impone la
obligación de adoptar «todas las medidas legislativas, administrativas, so-
ciales y educativas apropiadas para proteger al niño [menor de 18 años] con-
tra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negli-
gente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño
se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de
cualquier otra persona que lo tenga a su cargo» (artículo 19). La Convención
establece que las medidas de protección deberían comprender, según co-
rresponda, «procedimientos eficaces para el establecimiento de programas
sociales con objeto de proporcionar» lo siguiente:

• La asistencia necesaria al niño o la niña.

• La asistencia necesaria a quienes cuidan de él o ella.

• La identificación.

• La notificación.

• La remisión a una institución.

• La investigación.

• El tratamiento.

• La observación ulterior de los casos de malos tratos al niño o niña. 

• La intervención judicial.

Los niños y niñas también tienen derecho a la educación. Con el fin de
que se pueda ejercer este derecho progresivamente, los Estados miembros
deberán adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas
(artículo 28).
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329 [Nota de traducción: error en la numeración de las notas al pie en texto original:
de la 76 pasa a la 64] La Recomendación General nº 12, 8ª sesión, 1989, deja claro que
el artículo 2 exige a los Estados Partes adoptar medidas para proteger a las mujeres
contra todo tipo de violencia que se produzca en la familia, en el lugar de trabajo o en cual-
quier otro ámbito de la vida social.

330 Incluido el derecho a circular libremente y la libertad para elegir su residencia y
domicilio.

331 También vinculante para todos los Estados miembros del Consejo de Europa.



Obligaciones internacionales 

no vinculantes jurídicamente

Los instrumentos que se mencionan a continuación no son jurídicamente
vinculantes, pero son expresión de una firme voluntad política y enuncian
principios fundamentales en materia de derechos humanos a escala inter-
nacional.

Consejo de Europa

Desde la 3ª Conferencia interministerial sobre igualdad entre mujeres y
hombres (Roma, octubre de 1993), dedicada al tema de combatir la violen-
cia contra las mujeres, el Consejo de Europa ha intensificado su actividad
en este campo. Con objeto de llevar a efecto las recomendaciones de esa
conferencia, se elaboró, en 1997, un plan de acción para combatir la violen-
cia contra las mujeres que recogía una estrategia global en la materia. A ese
plan de acción le siguió la adopción por el Comité de Ministros, en abril de
2002, de la Recomendación Rec (2002)5 del Comité de Ministros a los Es-
tados miembros sobre la protección de las mujeres contra la violencia (en
adelante, Rec (2002) 5). Este primer instrumento jurídico internacional pro-
pone una estrategia global para prevenir la violencia y proteger a las víctimas
y deja claro que la violencia contra las mujeres es contraria a los derechos
humanos y las libertades fundamentales y al establecimiento de la igualdad.

Naciones Unidas

La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (DUDH), aunque
no es un tratado, sigue siendo un instrumento muy importante de derecho in-
ternacional y se considera con frecuencia una norma de derecho internacional
consuetudinario. Como parte integrante de la Carta Internacional de Derechos
Humanos anteriormente mencionada, la Declaración establece que todos los
seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (artículo 1). Asi-
mismo, la DUDH proclama: el derecho a la vida (artículo 3); la prohibición de la
torturas y de las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (artículo 5);
que todos los seres humanos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, de-
recho a igual protección de la ley, lo cual incluye igual protección contra toda dis-
criminación (artículos 6 y 7); el derecho a la protección de la vida privada (artí-
culo 12); el derecho a investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de
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difundirlas (artículo 19); el derecho a un nivel de vida adecuado que asegure a
toda persona, así como a su familia, la salud y el bienestar; así como el dere-
cho de la maternidad y la infancia a cuidados y asistencia especiales (artículo
25); y el derecho a la educación (artículo 26). Deben tenerse en cuenta también
la Declaración de los derechos del niño de 1959 y la Declaración sobre la Eli-
minación de la Discriminación contra la Mujer de 1967, dos textos predeceso-
res de los convenios jurídicamente vinculantes citados en el apartado anterior.

La Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer de
1993 (DEVAW, por sus siglas en inglés) estableció una definición amplia de
la violencia contra las mujeres e instó a los Estados a abstenerse de todo
acto de violencia contra las mujeres y a condenar este tipo de violencia. Entre
otras medidas específicas propuestas, tales como el establecimiento de san-
ciones penales o de otra índole, la formación con perspectiva de género, los
planes de acción nacionales, la asignación de recursos, las medidas pre-
ventivas, el reconocimiento de la importancia del papel de las ONG y de la
investigación, la Declaración insta expresamente a los Estados miembros a: 

«Proceder con la diligencia debida con el objetivo de prevenir, investi-
gar y, conforme a la legislación nacional, castigar todo acto de violen-
cia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por el Estado o por
particulares (artículo 4 [c]).»

Esta obligación de diligencia debida ha sido reiterada en otros instru-
mentos y mecanismos de derechos humanos. El Comité para la Eliminación
de la Discriminación contra la Mujer señaló que «los Estados también pue-
den ser responsables de actos privados si no adoptan medidas con la dili-
gencia debida para impedir la violación de los derechos o para investigar y
castigar los actos de violencia e indemnizar a las víctimas»332. Este principio
fue adoptado expresamente por el Comité de Ministros del Consejo de Eu-
ropa en su Recomendación Rec (2002)5 sobre la protección de las mujeres
contra la violencia333, reiterando la misma terminología empleada en la Pla-
taforma de Acción de Beijing (véase más adelante)334.
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332 Recomendación General 19, 11ª sesión, 1992, sobre violencia contra las muje-
res, párrafo 9.

333 Párrafo II: «Reconozcan la obligación de los Estados de ejercer la debida dili-
gencia para prevenir, investigar y castigar los actos de violencia, ya sean estos perpe-
trados por el Estado o por particulares, y de facilitar protección a las víctimas», y véase
el párrafo 52 del Memorándum Explicativo.

334 Plataforma de Acción de Beijing, Objetivo estratégico D1, párrafo 124 (b).



La Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha venido
adoptando sistemáticamente resoluciones que reafirman la obligación de los
Estados miembros de ejercer la diligencia debida para prevenir los actos de
violencia contra mujeres y niñas, investigarlos y castigar a los autores, así
como para proteger a las víctimas335. Además, el término «diligencia» ha em-
pezado incluso a aparecer en recientes resoluciones de la Asamblea Gene-
ral de Naciones Unidas336. 

Estos órganos subrayan que el incumplimiento de esta obligación de di-
ligencia debida vulnera los derechos humanos y las libertades fundamenta-
les, e impide su disfrute o los anula. Todas las obligaciones en materia de de-
rechos humanos deberían entenderse, por tanto, con arreglo a esta
obligación de combatir la violencia contra las mujeres con la diligencia debida.
La Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la violencia contra la
mujer, sus causas y consecuencias ha señalado que existe una norma de
derecho internacional consuetudinario que obliga a los Estados a prevenir y
reprimir con la debida diligencia los actos de violencia contra las mujeres337. 

La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing de 1995 (Plataforma de
Beijing) son el resultado de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer y tie-
nen por objetivo hacer respetar la CEDAW y lograr el «empoderamiento» de las
mujer mediante el ejercicio de la igualdad y de los derechos humanos. La vio-
lencia contra las mujeres fue una de las principales fuentes de preocupación
y, por ello, la Plataforma estableció objetivos estratégicos a ese respecto (pá-
rrafos 112 a 130) y recomendó a los Gobiernos y a los diversos organismos que
trabajan por su cuenta o en cooperación con otros (ONG, organizaciones lo-
cales, empresas, sectores público y privado, en general) que adoptaran medi-
das concretas. No reproducimos aquí la lista completa de medidas pero pode-
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335 Desde 1998, véanse las resoluciones 1998/52, 1999/42, 2000/45, 2001/49,
2002/52, 2003/45, 2004/46 y 2005/41.

336 Aplicación de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing: A/RES/61/145
(2007), párrafo 8, A/RES/60/140 (2006), párrafo 9, y A/RES/62/137 (2008), párrafo 8; Eli-
minación de la violencia contra la mujer en el hogar: A/RES/58/147; intensificación de los
esfuerzos para eliminar todas las formas de violencia contra la mujer: A/RES/61/143
(2007), párrafos 7 y 8, y A/RES/62/133 (2008), preámbulo; trata de mujeres y niñas:
A/RES/59/166 (2005) y A/RES/61/144 (2007), preámbulo; Hacia la erradicación de los de-
litos de honor cometidos contra la mujer y la niña: A/RES/59/165 (2005), preámbulo.

337 Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y
consecuencias: La norma de la debida diligencia como instrumento para la eliminación
de la violencia contra la mujer, 20 de enero de 2006. E/CN.4/2006/61, párrafo 29.



mos citar algunos ejemplos: la adopción de nuevas leyes; el ejercicio de la di-
ligencia debida; la creación de centros de acogida; la prestación de servicios
de asistencia, acompañamiento o asesoramiento jurídico, que sean accesibles
desde el punto de vista cultural y lingüístico; la sensibilización, en especial me-
diante campañas; la educación; los programas de rehabilitación de los agre-
sores; etc. En 2000, la Asamblea General de Naciones Unidas adoptó una de-
claración política en la que los Estados miembros reafirmaban su apoyo a los
fines y objetivos de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing y se
comprometían a evaluar la aplicación de la Plataforma de Acción338. La Comi-
sión de Naciones Unidas sobre la Condición de la Mujer se encargó de reali-
zar esta evaluación en 2005339.

La Declaración del Milenio de Naciones Unidas de 2000340 reconocía la
responsabilidad colectiva de defender los principios de la dignidad humana, la
igualdad y la equidad a escala mundial, a partir de valores fundamentales tales
como la libertad —«Los hombres y las mujeres tienen derecho a vivir su vida
y a criar a sus hijos con dignidad y libres del hambre y del temor a la violencia,
la opresión o la injusticia»— y la igualdad —«Debe garantizarse la igualdad de
derechos y oportunidades de hombres y mujeres»— (véase el párrafo 6).

La Carta de los Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea (Carta de la UE)

Muchos Estados miembros del Consejo de Europa forman también parte
de la Unión Europea341. Aunque en un principio la Unión Europea se basaba
sobre todo en la cooperación económica, con el tiempo se ha ido necesaria-
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338 A/RES/S-23/2, 16 de noviembre de 2000.
339 Informe final sobre del 49° período de sesiones de la Comisión de la Condición

Jurídica y Social de la Mujer (E/CN.6/2005/11); Declaración adoptada por la Comisión
de la Condición de la Mujer en su 49° período de sesiones, con las modificaciones efec-
tuadas verbalmente. E/CN.6/2005/L.1; Informe del Secretario General de Naciones Uni-
das sobre las medidas adoptadas y los progresos alcanzados en el seguimiento y la apli-
cación de la Cuarta conferencia mundial sobre la mujer y del vigésimo tercer período
extraordinario de sesiones de la Asamblea General, incluida una evaluación de los pro-
gresos realizados en la incorporación de una perspectiva de género en el sistema de las
Naciones Unidas, E/CN.6/2005/3.

340 A/RES/55/2
341 Veintisiete en total. Otros tres Estados miembros del Consejo de Europa son can-

didatos a la adhesión a la Unión Europea.



mente interesando también por los derechos y los problemas de discrimina-
ción de una mano de obra europea que goza de libertad de circulación. En
diciembre de 2007, el Parlamento Europeo aprobó la Carta de los Derechos
Fundamentales de la Unión Europea, la cual consagra derechos ya recogi-
dos en el derecho comunitario y en el Convenio Europeo para la Protección
de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y que los Es-
tados miembros deben aplicar al interpretar el derecho de la Unión Euro-
pea342. La Carta todavía no está en vigor, pero los derechos que prevé pro-
porcionan orientaciones y principios útiles, en particular los siguientes:

• La dignidad humana es inviolable. Será respetada y protegida, como
un derecho en sí misma y como base de los derechos fundamentales
(artículo 1)343.

• Toda persona tiene derecho al respeto a su integridad física y psíquica.
En el marco de la medicina, este derecho incluye el respeto al consen-
timiento libre e informado de la persona de que se trate (artículo 3)344.

• Toda persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter
personal que le conciernan, los cuales deberán tratarse de modo leal,
para fines concretos y sobre la base del consentimiento de la persona
afectada o en virtud de otro fundamento legítimo previsto por la ley.
Toda persona tiene derecho a acceder a sus datos y a obtener su rec-
tificación (artículo 8)345.

340

342 2007/C 303/01. Una vez en vigor, el Tratado de Lisboa modificará el Tratado de
la Unión Europea. En virtud de esa modificación, se reconocerá a la Carta el mismo valor
jurídico que los tratados, la Unión se adherirá al CEDH (apartado 8 del artículo 1 del Tra-
tado de Lisboa; 2007/C306/01, Diario Oficial, Vol. 50, 17 de diciembre de 2007). El Reino
Unido y Polonia, mediante el Protocolo nº 7 del Tratado de Lisboa, han declarado que la
Carta no crea ningún derecho nuevo aplicable a su país y que no amplía la competencia
de ningún tribunal para declarar su legislación nacional incompatible con los derechos re-
cogidos en la Carta.

343 Véase la Exposición de motivos de la Carta. En el Asunto C-377/98 Países Bajos
c/ el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea, [2001] ECR I-7079, el Tri-
bunal Europeo de Justicia confirmó que el derecho fundamental a la dignidad humana
forma parte del Derecho comunitario.

344 Véase asunto Países Bajos c/ el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión
Europea, anteriormente citado.

345 Basado en el Convenio del Consejo de Europa para la protección de las perso-
nas con respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter personal, en el Re-
glamento (Consejo de Europa) nº 45/2001 y en diversos aspectos de los propios Trata-
dos de la UE.



• Se prohíbe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de
sexo, raza, color, orígenes étnicos o sociales, características genéti-
cas, lengua, religión o convicciones, opiniones políticas o de cualquier
otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio, nacimiento,
discapacidad, edad u orientación sexual (artículo 21).

• Respeto de la diversidad cultural, religiosa y lingüística (artículo 22);

• Respeto al derecho de las personas con discapacidad a beneficiarse
de medidas que garanticen su autonomía y su integración social y pro-
fesional y del derecho de las personas mayores a llevar una vida digna
e independiente (artículos 25 y 26).

Cabe citar también otros derechos clave reafirmados en la Carta como
el derecho a la vida (artículo 2), la prohibición de la tortura y de las penas o
tratos inhumanos o degradantes (artículo 4), el derecho al respeto de la vida
privada (artículo 7), el derecho a recibir y difundir informaciones e ideas (ar-
tículo 11); el derecho a la educación y al acceso a la formación profesional y
permanente (artículo 14), el principio de igualdad ante la ley346 y de igualdad
entre mujeres y hombres (artículos 20 y 23), el derecho de acceso a la aten-
ción sanitaria (artículo 35), el derecho de los niños y niñas a la protección
(artículo 24)347, y el derecho de la familia a la protección en los planos jurí-
dico, económico y social (artículo 33.1)348.

En la sección siguiente, las obligaciones de los Estados en materia de de-
rechos humanos, tanto jurídicamente vinculantes como no, se citan conjun-
tamente en tanto que principios de derechos humanos en los que se basan
nuestras propuestas de normas mínimas (véase la parte 8ª). Teniendo en
cuenta que los derechos civiles son automáticos (a diferencia de los derechos
ampliados y los derechos económicos, sociales y culturales, que represen-
tan una aspiración) pero básicos, estos principios ayudarán a los países y a
los proveedores de servicios a crear las condiciones necesarias para cumplir
con sus obligaciones en el ámbito de los derechos humanos y para prevenir
la violencia contra las mujeres.
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346 Reconocido por el Tribunal Europeo de Justicia como principio fundamental del
derecho comunitario, por ejemplo, en el Asunto C0292/97 Karlsson, [2000] ECR 2737.

347 Basado en la Convención sobre los derechos del niño.
348 Basado en la Carta Social.





RESUMEN Y RECOMENDACIONES

Volviendo a los tres grandes objetivos de este estudio, a continuación
presentamos algunas recomendaciones sobre la forma de llevar adelante el
proyecto de normas en el seno del Consejo de Europa y en los Estados
miembros. Nuestras conclusiones figuran resumidas en cada uno de los ob-
jetivos.

¿Qué servicios deberían estar disponibles 
y cómo deberían estar distribuidos 
desde el punto de vista demográfico y geográfico?

El presente estudio ha analizado no sólo la violencia doméstica, sino
todas las facetas de la violencia contra las mujeres, con la excepción de la
trata de mujeres. Este campo de estudio abre un debate acerca de qué ser-
vicios deberían estar disponibles, dado que se ha detectado un déficit de
servicios de asistencia en materia de violencia sexual en la mayoría de los
países europeos y una oferta limitada en el caso de las prácticas cultura-
les nocivas. Incluso el número de centros de acogida, que son los servicios
más frecuentes, resulta insuficiente en la mayoría de los países. Una más
pronta intervención frente a todas las formas de violencia contra las muje-
res puede ser posible mediante la creación de líneas de asistencia telefó-
nica y de servicios de asesoramiento y defensa de derechos. En el otro
lado del espectro, el acompañamiento psicológico ofrece a aquéllas muje-
res que han sufrido daños la oportunidad de superar las secuelas y reha-
cer su autoestima y sus relaciones con los demás. Para cumplir con las
obligaciones internacionales en materia de lucha contra la violencia sufrida
por las mujeres, todos estos recursos deberían estar a disposición de las
mujeres. Nosotras creemos también que una actuación efectiva de las au-
toridades encargadas de hacer cumplir la ley y una especialización en los
exámenes forenses constituyen elementos esenciales de una respuesta in-
tegrada.

Para garantizar un acceso equitativo a los servicios de asistencia, es pre-
ciso considerar dos niveles: en primer lugar, hay que extender la oferta de
servicios a todo el territorio nacional y velar por que haya servicios disponi-
bles con independencia del lugar geográfico, por ejemplo, líneas de asisten-
cia telefónica. En segundo lugar, hay que responder a las necesidades par-
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ticulares de determinados grupos de mujeres con el fin de que también ellas
reciban asistencia. Algunos de estos grupos —las mujeres que viven en
zonas rurales, las mujeres con discapacidad y las mujeres inmigrantes— se
mencionan expresamente en los documentos internacionales. Otros grupos
—como las mujeres pertenecientes a minorías, las mujeres que trabajan en
la industria del sexo, las reclusas y las mujeres que padecen problemas men-
tales y las toxicómanas— han sido identificados a través de la práctica de las
ONG. Para garantizar el acceso a la asistencia de estos grupos, puede ser
necesario crear servicios especializados (como los proyectos británicos de
centros de refugio y defensa de derechos para las mujeres negras y de mi-
norías) o adaptar los servicios existentes. La atención de proximidad a los
grupos de mujeres que no reciben los suficientes servicios constituye un
medio para que estas mujeres sepan que tienen derecho a la asistencia y co-
nozcan los servicios disponibles.

Hemos elaborado una serie de propuestas sobre la distribución de los
servicios con el fin de garantizar la combinación adecuada de servicios y el
acceso equitativo de todas las mujeres.

¿Quién debería prestar los servicios?

La mayoría de los servicios de asistencia analizados en el presente es-
tudio deberían ser prestados por ONG especializadas en problemas que
afectan a las mujeres, porque se ha demostrado que son las que mejor res-
ponden y las más eficaces a la hora de ayudar a las mujeres a hacer valer
su derecho a vivir libres de violencia y a superar sus devastadores efectos.
A lo largo de todo el informe, hemos insistido en que, para desempeñar estas
funciones, las ONG deben contar con personal cualificado y bien informado,
disponer de recursos suficientes y trabajar con arreglo a un conjunto de prin-
cipios éticos. A los Estados les corresponde velar porque las ONG reciben los
recursos necesarios para poder ofrecer servicios de calidad a todas las mu-
jeres que requieren asistencia. Estos recursos deberían también permitir a las
ONG continuar innovando, en particular, mediante la aplicación de buenas
prácticas internacionalmente reconocidas.

A su vez, todo sistema de asistencia eficaz comporta aspectos que son
responsabilidad exclusiva del Estado y sin los cuales las ONG no pueden
realizar su labor adecuadamente. De esos aspectos, los dos que reciben
mayor atención en este informe son la acción de las autoridades encarga-
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das de hacer cumplir la ley y los servicios de asistencia sanitaria tras una
agresión sexual.

¿Qué normas mínimas deberían adoptarse en toda Europa?

La parte 8ª de este estudio recoge las normas mínimas que, según lo
observado en este proyecto, cuentan con el consenso más amplio en Eu-
ropa, incluida la jurisprudencia pertinente en materia de derechos humanos.
Teniendo en cuenta el alcance de los cambios que será preciso realizar para
cumplir con algunas de las normas en materia de prácticas de los servicios
de asistencia específica, las hemos dividido en dos apartados: por una parte,
las normas mínimas, que todos los servicios deben cumplir, y por otra, las
normas que representan una aspiración y que, por tanto, requieren más
tiempo y recursos para convertirse en realidad.

Recomendaciones

Las normas que se proponen en este documento son básicas, pero cons-
tituyen también un reto para las ONG y los Estados miembros, los cuales
deben realizar una inversión considerable para mejorar sus respuestas a la
violencia contra las mujeres. Para que el proyecto de normas perdure, el
Consejo de Europa tendrá que esforzarse por lograr el apoyo político nece-
sario y por llevar adelante la aplicación de las normas. Con este objetivo, for-
mulamos las siguientes recomendaciones.

El Consejo de Europa:

• Debería adoptar las normas y promover su adopción en los Estados
miembros.

• Debería publicar una guía de aplicación de las normas paso a paso,
ofreciendo asesoramiento sobre la forma en que los Estados pueden
demostrar que avanzan hacia una distribución equitativa y hacia la ca-
lidad de los servicios de asistencia especializados en violencia contra
las mujeres.

• Debería elaborar un modelo de evaluación de necesidades —vincu-
lando los datos de prevalencia de las diversas formas de violencia con-
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tra las mujeres con la distribución actual de los servicios de asistencia,
los niveles de utilización de los servicios y las necesidades no satisfe-
chas— que permita a los Estados valorar las insuficiencias en su país.

• Debería hacer un seguimiento de los progresos realizados y revisar
las normas, en su caso.

Los Estados miembros:

• Deberían adoptar las normas mediante un proceso de negociación con
las ONG y las redes de ONG competentes.

• Deberían elaborar un plan, para un período mínimo de cinco años, que
señale cómo van a aplicar las normas. Este plan puede estar integrado
en los planes de acción para combatir la violencia contra las mujeres
y/o en los planes de igualdad de género.

• Deberían realizar, como uno de los primeros pasos de la implantación
de las normas, una auditoría de la oferta actual de servicios así como
una evaluación de necesidades.

• Deberían crear mecanismos de financiación que garanticen la conti-
nuidad de los servicios existentes y faciliten su desarrollo con el fin de
paliar las insuficiencias detectadas y garantizar una distribución equi-
tativa de servicios.

Las ONG y redes de ONG:

• Deberían analizar sus propias prácticas a la luz de las normas y llevar
a cabo las adaptaciones necesarias.

• Deberían desarrollar formas de demostrar, con documentos de apoyo,
que su actuación se basa en los principios generales y que aplican las
normas correspondientes.

• Deberían adoptar las normas, promover su aplicación y ayudar a las or-
ganizaciones integradas en su seno a respetar esas normas.

• Deberían cooperar de manera constructiva con las autoridades públi-
cas con el objetivo de aplicar las normas en su ámbito concreto.

• Deberían informar a las autoridades nacionales y al Consejo de Eu-
ropa de todo obstáculo encontrado para la aplicación de las normas.
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LAS NORMAS MÍNIMAS

En esta sección se presenta nuestra propuesta de normas mínimas, em-
pezando con los principios que ya se expusieron en la 5ª parte y en los que
debería basarse la práctica de los servicios de asistencia.

Temas clave y principios generales

Adoptar una perspectiva de género para entender la violencia 
contra las mujeres 

Los servicios adoptan un enfoque adecuado y con conocimiento de
causa, que sirve los intereses de sus usuarias y reconoce, a partir de un
análisis de género, la dinámica, las repercusiones y las consecuencias de
la violencia contra las mujeres desde la perspectiva de la igualdad y el
respeto de los derechos humanos; que considera esta violencia tanto
causa como consecuencia de las desigualdades entre hombres y muje-
res; y que entiende la necesidad de ofrecer servicios exclusivamente para
mujeres.

Protección, seguridad y dignidad humana

Los servicios garantizan que todas las intervenciones tienen como prio-
ridad la protección, la seguridad y la dignidad de las usuarias y del personal. 

Servicios especializados

Los conocimientos y competencias del personal, así como las formas de
prestación, son especializados, es decir, apropiados y adaptados a las ne-
cesidades específicas, a veces complejas, de las usuarias de los servicios.

Diversidad y acceso equitativo

Los servicios respetan la diversidad de las usuarias y practican activa-
mente una política antidiscriminatoria. Los servicios deberían ser gratuitos, re-
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partirse equitativamente por la geografía del país y estar disponibles 24 horas
al día, 7 días a la semana.

Defensa de derechos y apoyo

Los servicios defienden los derechos de las usuarias, tanto en cada caso
concreto como a nivel colectivo, con el fin de apoyar y promover esos dere-
chos y de satisfacer las necesidades de las usuarias.

Empoderamiento

Los servicios velan porque las usuarias expresen con palabras sus ex-
periencias, conozcan sus derechos y tomen decisiones en un entorno favo-
rable que les trata con dignidad, respeto y sensibilidad.

Participación y consulta

Los servicios promueven la participación de las usuarias en el desarro-
llo y la evaluación del servicio.

Confidencialidad

Los servicios respetan siempre los derechos de las usuarias a la confi-
dencialidad y todas las usuarias son informadas de aquellos casos en que
esta confidencialidad puede estar limitada.

Respuesta coordinada

Los servicios funcionan en un contexto de cooperación y colaboración in-
terinstitucional adecuado para una prestación coordinada.

Exigencia de responsabilidad a los agresores

Los servicios parten de dos principios indisociables según los cuales las
víctimas merecen confianza y respeto y los agresores deben responder de
sus actos.
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Gobernanza y responsabilidad

Los servicios son gestionados de manera eficiente, velando por que las
usuarias reciban un servicio de calidad prestado por un personal que es com-
petente y que cuenta con el apoyo adecuado.

Fomento de la tolerancia 

Los servicios adoptan la no violencia como modelo, tanto interna como
externamente, y utilizan el análisis de género en sus actividades de sensibi-
lización, educación y prevención dirigidas a la sociedad en general o a las
personas individualmente.

Propuesta de normas mínimas

Las normas se dividen en dos secciones diferentes:

• Normas mínimas esenciales, aplicables a todos los tipos de servicios
y a todas las formas de violencia contra las mujeres.

• Normas específicas de cada servicio, que se aplican a: las líneas de
asistencia telefónica; el asesoramiento y la defensa de derechos; la
atención de proximidad a los grupos desfavorecidos; los centros de
acogida o refugios para mujeres; los centros de crisis para víctimas de
violación; los centros de atención a las víctimas de agresión sexual; la
acción de las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley; y los
programas dirigidos a los agresores.

En cada una de las partes, las normas propuestas van a menudo acom-
pañadas de las «normas deseables», esto es, normas ideales que tienen un
firme apoyo en los documentos analizados y entre las personas entrevista-
das, pero que son demasiado exigentes para poderse realizar en toda Eu-
ropa. Algunos Estados miembros que están preparados para cumplir las nor-
mas mínimas en determinados campos, podrían inspirarse en estas normas
deseables para intentar cumplir con sus obligaciones internacionales en la
lucha contra la violencia hacia las mujeres. 

Cuando procedía, hemos indicado mediante símbolos (explicados a con-
tinuación) el respaldo a cada norma mínima manifestado por los/las partici-
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pantes. También, siempre que ha sido posible, hemos relacionado las normas
con los correspondientes principios y obligaciones de derechos humanos (ex-
puestos en la Parte 6ª).

Los principios generales no figuran en los cuadros siguientes, pero cons-
tituyen el trasfondo de todas las normas (con independencia de que se indi-
que o no un respaldo específico).

Notas para entender los cuadros

La mayoría de las columnas de los cuadros se explican por sí mismas.
Hay una columna para las normas básicas y otra para las deseables. La co-
lumna relativa a los derechos humanos remite a las obligaciones internacio-
nales jurídicamente vinculantes en las que se basan las distintas normas, así
como a los instrumentos no vinculantes que aparecen en cursiva y que de-
berían considerarse como mejores prácticas internacionales.

La columna final contiene símbolos que indican quiénes respaldan la pro-
puesta de norma, según los datos de nuestra investigación y los documen-
tos políticos europeos.
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Respaldo

Respaldada por participantes de ONG y de enlaces nacionales ♀▲
Respaldada por participantes de ONG ♀

Respaldada por enlaces nacionales ▲
Respaldada por varios documentos europeos 

Respaldada por uno o dos documentos europeos 



Niveles de prestación de servicio
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Tipo de

servicio
Nivel mínimo Nivel ideal Derechos humanos Respaldo

Líneas de

asistencia

telefónica

Una línea nacional que
atienda todo tipo de violencia
contra las mujeres o una
para la violencia doméstica y
otra para la violencia sexual.
El número de líneas de
ayuda deberá ser proporcio-
nal al número de habitantes.
En países pequeños, puede
ser suficiente con una sola
línea. En los países más po-
blados, debería existir al
menos una línea de asisten-
cia telefónica en cada región.

• La llamada debería res-
ponderla siempre una per-
sona «en directo».
• Seguimiento del número
de llamadas perdidas.

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE 
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDAW y Carta UE
art. 21

Asesora -

miento /

defensa de

derechos

Un servicio por cada 50.000
mujeres

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE 

Acompaña -

miento

psicológico 

Un servicio por cada 50.000
mujeres.
Puede ser ofrecido también por
servicios ya existentes espe-
cializados en violencia contra
las mujeres, como los centros
de acogida, los centros de cri-
sis por violación y los centros
de orientación a las mujeres,
siempre que ofrezcan un
acompañamiento individual o
colectivo a largo plazo.
Debería existir un servicio
de acompañamiento psico-
lógico especializado en la
violencia contra las mujeres
en cada ciudad importante
de cada región. 

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

continúa

Cuadro 6
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Tipo de

servicio
Nivel mínimo Nivel ideal Derechos humanos Respaldo

Atención de

proximidad

para los

grupos

desfavore -

cidos

Debe alcanzar a los grupos
minoritarios más numero-
sos en el ámbito local y a
las mujeres con discapaci-
dad.

• Debe dirigirse a las muje-
res que tienen un acceso li-
mitado a los servicios como
las reclusas o las mujeres
internadas en hospitales
psiquiátricos.

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Respeto de los derechos
de las personas con disca-
pacidad, Carta UE art. 26

Centros de

acogida 

En los Estados miembros
este tipo de servicio es la
forma más habitual de ser-
vicio de asistencia; debería
haber un alojamiento fami-
liar1 por cada 10.000 muje-
res.
Debería haber al menos un
centro de acogida especiali-
zado en la violencia contra
las mujeres en cada provin-
cia o región. 

• En caso necesario, este
tipo de servicios debería
estar disponible para las
víctimas de delitos en nom-
bre del honor, matrimonios
forzosos, mutilación genital
femenina, pedofilia y trata
de seres humanos.
• Los servicios deben estar
disponibles para las muje-
res que viven en zonas ru-
rales.
• Los centros de acogida
deberían proporcionar un
servicio de transporte gra-
tuito o encargarse de orga-
nizarlo.

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art.
3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

Centros de

crisis para las

víctimas de

violación 

Un centro por cada 200.000
mujeres.

En cada región debería
existir un centro especiali-
zado en materia de violen-
cia sexual que revista la
forma de centro de crisis
para las víctimas de viola-
ción.

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1

• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 

• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing
§ 124 (b) y Rec (2002) 5
CdE

Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PI-
DESC art. 12, Carta UE art.
35

continúa
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Normas mínimas esenciales
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Tipo de

servicio
Nivel mínimo Nivel ideal Derechos humanos Respaldo

Centros de

atención a las

víctimas de

agresión

sexual

Un centro por cada 400.000
mujeres.

Igual que el anterior.

1 Un alojamiento familiar es aquél que puede acoger a una madre y al número medio de hijos (véase Glosario
en el anexo 1).

Normas mínimas aplicables 

a todos los servicios
Normas deseables Derechos humanos Respaldo

La usuaria tiene derecho a ser tratada en
todo momento con respecto y dignidad.

El contacto cara a cara debe-
ría realizarse en un marco
apropiado en el que la usuaria
se sienta segura y cómoda.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6.

La confidencialidad debe estar garantizada.
La transmisión a terceros de cualquier co-
municación escrita u oral o de cualquier otra
información que contenga elementos que
permitan identificar a la usuaria sólo debería
hacerse con el consentimiento informado de
la usuaria, excepto en los siguientes casos
exclusivamente:
• Para proteger a la usuaria del servicio
cuando existan razones para pensar que
su vida o su libertad están en peligro.
• Para proteger la seguridad de otras per-
sonas cuando existan motivos para pen-
sar que corren un riesgo.
Las políticas relativas a la confidenciali-
dad deberían ser explicadas claramente
a la usuaria antes de la prestación de
cualquier servicio.

Todos los datos deberían con-
servarse en un lugar seguro y
cerrado con llave, al que ten-
gan acceso únicamente las
personas autorizadas.
Los servicios deberían adoptar
una política respecto a la ob-
tención del consentimiento por
escrito para la divulgación de
datos confidenciales y el per-
sonal debería tener la forma-
ción apropiada en esta mate-
ria.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE
• Protección de datos de
carácter personal, CEDH
art. 8 y Carta UE art. 8 

♀▲

Todos los servicios deberían basarse en
los dos principios indisociables según los
cuales las víctimas merecen confianza y
respeto y los agresores deben responder
de sus actos. 

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6. 

♀▲

Cuadro 6 (continuación)

Niveles de prestación de servicio

Cuadro 7 

Normas mínimas esenciales. Respeto y dignidad
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Normas mínimas aplicables 

a todos los servicios
Normas deseables Derechos humanos Respaldo

La protección y la seguridad deberían ser
las consideraciones primordiales. La
norma se refiere a la seguridad de la
usuaria del servicio, sus hijos/as (en su
caso), cualquier persona vulnerable rela-
cionada con el caso y el personal del ser-
vicio. No se trata solamente de la protec-
ción física inmediata, sino también de la
seguridad psicosocial, la cual incluye la in-
clusión social.

Los servicios deberían estar
distribuidos equitativamente
desde el punto de vista geo-
gráfico y en función de la den-
sidad demográfica.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

♀▲

Los servicios de crisis deberían estar dis-
ponibles y ser accesibles en todo mo-
mento, esto es, 24 horas al día, 365 días
al año. 

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

Los servicios deberían adoptar un enfo-
que global y centrarse en la usuaria. El
proveedor de servicios debería estar pre-
parado para:
• Ofrecer lo que la usuaria del servicio ne-
cesite o solicite.
• Cuando no sea posible, remitir a la
usuaria al servicio competente. 

Igual que el anterior. ♀▲

Cuadro 8

Normas mínimas esenciales. Protección y seguridad
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Normas mínimas aplicables 

a todos los servicios
Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Los servicios deberían ser accesibles a
todas las mujeres. Para lograrlo, puede
ser necesario prestar atención de proxi-
midad a grupos desfavorecidos, adaptar
los servicios a las necesidades de las
usuarias y desarrollar servicios especiali-
zados (por ejemplo, para las mujeres in-
migrantes o pertenecientes a minorías ét-
nicas o para las mujeres con
discapacidad).

• Los intérpretes deberían
tener la formación necesaria
para aten der los casos de vio-
lencia y firmar acuerdos de
confidencialidad.
• Los proveedores de servi-
cios deberían velar por que sus
edificios y locales sean accesi-
bles a las mujeres con disca-
pacidad física, auditiva o men-
tal.
• Debería ofrecerse atención
de proximidad a aquellos gru-
pos que carecen de servicios o
que son «invisibles» (mujeres
inmigrantes, mujeres con dis-
capacidad, lesbianas, mujeres
que trabajan en la industria del
sexo).

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Compromiso de adoptar
medidas especiales para eli-
minar la violencia contra las
mujeres, en particular, las
mujeres en situación vulne-
rable, Plataforma de Beijing
§ 1261

♀▲

Los servicios deberían adoptar políticas
contra la discriminación y a favor de la
igualdad de oportunidades respecto de su
personal y las usuarias.

• Los servicios deberían am-
pliar progresivamente el ac-
ceso.
• Vínculos con los servicios
que ofrecen prestaciones es-
pecializadas a los grupos mi-
noritarios, desarrollando una
formación conjunta y servicios
anexos a los de otras entida-
des.

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Compromiso de los Go-
biernos para que las muje-
res con discapacidad ten-
gan acceso a la información
y a los servicios de atención
en caso de violencia contra
las mujeres, Plataforma de
Beijing, § 124
• Respeto de los derechos
de las personas con disca-
pacidad, Carta UE art. 26
• Respeto de la diversidad
cultural, religiosa y lingüís-
tica, Carta UE art. 22

Los servicios deberían ser gratuitos Si eso no fuera posible la gra-
tuidad, se garantizará que la
prestación del servicio no se
denegará nunca por el hecho
de que la usuaria no pueda pa-
garlo.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art.
1 ⇓

♀▲

continúa

Cuadro 9

Normas mínimas esenciales. Accesibilidad
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Normas mínimas aplicables 

a todos los servicios
Normas deseables Derechos humanos Respaldo

⇓ • Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 

• Diligencia debida para
prevenir, DEVAW art. 4 (c),
Plataforma de Beijing § 124
(b) y Rec (2002) 5 CdE
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Proto-
colo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21

1 Es decir, las jóvenes, las refugiadas, las mujeres desplazadas o desplazadas internas, las mujeres con dis-
capacidad y las trabajadoras inmigrantes. Compete al Estado, las organizaciones populares y las ONG.

Normas mínimas aplicables 

a todos los servicios
Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Los proveedores de servicios deberían
tener en cuenta las necesidades de los
hijos e hijas de las usuarias y ser cons-
cientes de sus responsabilidades concre-
tas respecto de las niñas y las jóvenes.

• Servicios especializados
anexos para los hijos e hijas y
para las niñas y las jóvenes.
• Los servicios deberían adop-
tar una política de protección
de la infancia y el personal de-
bería tener la formación apro-
piada a este respecto. 

• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24

♀▲

Los hijos o hijas no deberían ser utiliza-
dos sistemáticamente como traductores
de su madre. 

Igual que el anterior.

Cuadro 9 (continuación)

Normas mínimas esenciales. Accesibilidad

Cuadro 10 

Normas mínimas esenciales. Menores
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Normas mínimas aplicables 

a todos los servicios
Normas deseables Derechos humanos Respaldo

El personal debería estar adecuadamente
cualificado y formado:
• El contrato de trabajo debería prever
una formación inicial básica y un mínimo
de formación continua.
• La formación inicial debería incluir el
análisis de la violencia con perspectiva de
género, el conocimiento de las diferentes
formas de violencia contra las mujeres, la
diversidad y la lucha contra la discrimina-
ción, los derechos legales y los derechos
a prestaciones sociales.
• Esta norma afecta también a todos/as
los/las profesionales de las instituciones
públicas y privadas. La formación debería
ser impartida por ONG especializadas, las
cuales deberían ser adecuadamente re-
muneradas por esta labor. 

Los proveedores de servicios
deberían asegurarse de que
ellos y su personal están al co-
rriente de las investigaciones
en curso sobre la materia y de
las buenas prácticas reconoci-
das.
El personal debería recibir de
manera regular supervisión y
apoyo.

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW1,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una polí-
tica de integración de la
perspectiva de género, Pla-
taforma de Beijing, § 124

▲

El personal de las ONG especializadas en
cuestiones que afectan a las mujeres de-
berían ser mujeres. El resto de institucio-
nes deberían contratar un número sufi-
ciente de personal femenino (tales como
intérpretes, personal médico y agentes de
Policía) 

La composición del personal
debería reflejar la diversidad. 

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6
• Respeto de la diversidad
cultural, religiosa y lingüís-
tica, Carta UE art. 22

♀▲

1 Recomendación general 19 del CEDAW (1992): «Es indispensable que se capacite a los funcionarios judi-
ciales, los agentes del orden público y otros funcionarios públicos para que apliquen la Convención».

Cuadro 11

Normas mínimas esenciales. Personal
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Normas mínimas aplicables 

a todos los servicios
Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Los servicios deberían estar gestionados
democráticamente. Tanto el personal
como las usuarias deberían tener la opor-
tunidad de participar, y deberá velarse
porque la dominación masculina no sea
sustituida por una dominación institucio-
nal.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDAW y Carta UE
art. 21

Las usuarias de los servicios deberían ser
informadas de sus derechos, esto es, de
los servicios que tienen derecho a recibir
y de los derechos legales y fundamenta-
les que les asisten.

• Derecho general a reca-
bar y recibir información sin
injerencia del Estado, CEDH
art. 10, DUDH art. 19 y
Carta UE art. 11

El derecho de las usuarias de los servi-
cios a recibir información y apoyo no de-
bería condicionarse a la obligación de pre-
sentar denuncia ni al compromiso de
participar en cualquier tipo de programa,
grupo o servicio.
Las usuarias de los servicios deberían
disponer de tiempo suficiente para anali-
zar la información recibida con el fin de
poder tomar decisiones con conocimiento
de causa.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21

Toda información, asesoramiento y acom-
pañamiento psicológico debería basarse
en el «empoderamiento» y en los dere-
chos de las víctimas:
• Debería obtenerse el consentimiento in-
formado de la usuaria antes de empren-
der cualquier acción o iniciar cualquier
procedimiento.
• Todos los proveedores de servicios de-
berían dar prioridad al interés superior de
la usuaria.
• Corresponde a las usuarias de los ser-
vicios decidir si denuncia o no los hechos
a la Policía.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6
• Respeto al consenti-
miento libre e informado en
el ámbito de la medicina,
Carta UE art. 3
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8
• Respeto al consenti-
miento para el tratamiento
de datos de carácter perso-
nal, Carta UE art. 8

La usuaria de los servicios debería tener
derecho a acceder a los datos que se ten-
gan acerca de ella y a formular comenta-
rios sobre los mismos o solicitar que sean
modificados o actualizados.

• Derecho al respeto a la
vida privada, CEDH art. 8,
CPIAPPD art. 8 y Carta UE
art. 8(2)

Cuadro 12

Normas mínimas esenciales. «Empoderamiento»
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Normas mínimas aplicables 

a todos los servicios
Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Los servicios prestados por las ONG de-
berían ser independientes, sin ánimo de
lucro, financieramente viables y capaces
de prestar asistencia a largo plazo.

El contacto cara a cara debe-
ría realizarse en un marco
apropiado en el que la usuaria
se sienta segura y cómoda. 

• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE 

Las autoridades estatales, regionales y lo-
cales deberían disponer de líneas de fi-
nanciación para los servicios especializa-
dos en la atención a las mujeres víctimas
de violencia. 

• Compromiso de los Go-
biernos de asignar recursos
y presupuestos suficientes,
Plataforma de Beijing §§
124-1251

▲

Todos los servicios deberían basarse en
un análisis con perspectiva de género de
la violencia, considerándola causa y con-
secuencia de la desigualdad entre muje-
res y hombres.

Los proveedores de servicios
deberían llevar a cabo campa-
ñas de sensibilización de la po-
blación local con el fin de cam-
biar las condiciones que hacen
aceptable la violencia.

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDAW2

♀▲

Los servicios deberían desarrollarse pres-
tando atención a las necesidades de las
usuarias; solicitar activamente su opinión
y tenerla en cuenta debería ser un ele-
mento central de los procedimientos re-
gulares de seguimiento. 

Los servicios deberían:
• Establecer procedimientos cla-
 ros de reclamaciones y quejas.
• Obtener fondos para permitir
la participación.
• Solicitar la realización de eva-
luaciones externas que den
prioridad a los puntos de vista
de las usuarias de los servicios.

Los servicios deberían elaborar directrices
para la cooperación interinstitucional.

Protocolos y convenios con
otras entidades clave.

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para pre-
venir e investigar, DEVAW art.
4 (c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

Los datos relativos al perfil demográfico de
las usuarias y al carácter de las infracciones
deberían ser recogidos y actualizados de
manera sistemática y sin vulnerar los dere-
chos a la confidencialidad de la usuaria.

Los servicios deberían publicar
estudios anuales o bianuales
sobre sus usuarias y sus expe-
riencias.

• Derecho al respeto a la
vida privada, CEDH art. 8,
CPIAPPD arts. 5-9 y Carta
UE art. 8

1 Es decir, en virtud del párrafo 124: «Asignar recursos suficientes en el presupuesto del Estado y movilizar re-
cursos locales para actividades relacionadas con la eliminación de la violencia contra la mujer» y del párrafo
125, dirigido al Estado, las organizaciones populares y las ONG: «Establecer centros de acogida y servicios de
asistencia dotados de los recursos necesarios para auxiliar a las niñas y mujeres víctimas de la violencia».
2 Recomendación general 19 del CEDAW (1992), párrafo 1: «La violencia contra la mujer es una forma de dis-
criminación que impide gravemente que goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre».

Cuadro 13

Normas mínimas esenciales. Prestación de servicios



Normas específicas de cada servicio

Estas normas deben leerse y entenderse junto con los principios generales y las Normas mínimas esenciales que se
aplican a todos los servicios.

360

Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

El personal especializado deberá tener
formación sobre todas las formas de vio-
lencia contra las mujeres.

La formación debe permitir al
personal adquirir las compe-
tencias necesarias para pres-
tar asistencia en materia jurí-
dica, médica, sanitaria,
psicológica y financiera, así
como respecto de las presta-
ciones sociales, el derecho a
alojamiento y los derechos hu-
manos.

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir, DEVAW art. 4 (c),
Plataforma de Beijing § 124
(b) y Rec (2002) 5 CdE

Debería proporcionar asistencia y aseso-
ramiento de emergencia en caso de cri-
sis.

La asistencia para casos de
crisis debería estar disponible
24 horas al día.

Igual que el anterior.

Debería ser objeto de publicidad, apare-
cer en las guías telefónicas, y anunciarse
en las instituciones competentes (hospi-
tales, centros de salud, etc.)

El acceso debería ofrecerse en
diversas lenguas y en braille.

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Compromiso de difundir
información sobre la asis-
tencia disponible para las
mujeres y familias que son
víctimas de la violencia, Pla-
taforma de Beijing, párrafo
1251

1 Concierne al Estado, las organizaciones populares y las ONG.

Cuadro 14

Normas específicas de cada servicio. Líneas de asistencia telefónica y líneas de emergencia 
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Las consejeras y defensoras de derechos
deberían tener un conocimiento suficiente
de los otros servicios existentes; el per-
sonal debería poder proporcionar infor-
mación y asesoramiento y orientar a las
usuarias acerca de:

• Los servicios de asistencia y salud.

• La actuación de las autoridades encar-
gadas de hacer cumplir la ley.

• Los derechos jurídicos y las acciones le-
gales.

• Los derechos a prestaciones sociales,
educación y formación profesional.

• Los alojamientos seguros, ya sean a
corto plazo, provisionales o permanen-
tes.

• Los servicios de cuidado de los hijos e
hijas y la educación parental.

• La protección de los niños y niñas.

• Los servicios para las personas con
problemas de alcoholismo y toxicoma-
nía.

• Los servicios para las personas con dis-
capacidad.

• Los servicios de traducción y/o la asis-
tencia a la inmigración.

• El estatuto de asilo/inmigración.

Los proveedores de servicios
deberían disponer de una lista
actualizada de contactos rela-
tivos a:

• Los servicios de Justicia
penal.

• Los recursos públicos loca-
les y los recursos nacionales
para cuestiones jurídicas com-
plejas como la inmigración.

• Los abogados y abogadas
locales especializados/as en la
violencia contra las mujeres,
incluidos los que prestan sus
servicios a título voluntario y
gratuito.

• Derecho a beneficiarse de
los servicios sociales (Carta
Social y Carta Social Revi-
sada, art. 14)

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PI-
DESC art. 12, Carta UE
art. 35

• Derecho a la educación,
incluida la formación profe-
sional, Carta UE art. 3.5

• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisadaart.
17, Carta UE art. 24

• Derecho a igual protec-
ción de la ley, PIDCP art. 26,
CEDAW art. 2, DUDH art. 7,
Carta UE art. 20

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21

Las consejeras y defensoras de derechos
deberían estar preparadas para explicar
los procesos penales y civiles, exponer
las opciones posibles y los derechos que
asisten a las usuarias de los servicios.

Las consejeras y defensoras
de derechos deberían tener un
conocimiento práctico de las
normas procesales aplicables
y de la respuesta de las autori-
dades judiciales competentes.

• Derecho a igual protec-
ción de la ley, PIDCP art. 26,
CEDAW art. 2, DUDH art. 7,
Carta UE art. 20

• Compromiso de los Go-
biernos de ofrecer a las víc-
timas de la violencia acceso
a los sistemas judiciales,
Plataforma de Beijing, pá-
rrafo 124

La financiación de los servicios de de-
fensa de los derechos no debería poner
en peligro la independencia de estos ser-
vicios.

• Ha de tenerse en cuenta
la protección de los datos
de carácter personal,
CEDH art. 8 y Carta UE
art. 8

continúa

Cuadro 15

Normas específicas de cada servicio. Asesoramiento y defensa de derechos
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

• En situación de crisis, espe-
cialmente en caso de violencia
sexual, las usuarias de los ser-
vicios deberían tener acceso a
una defensora de derechos
antes de que se recabe cual-
quier prueba o se realice cual-
quier entrevista con las fuerzas
del orden.

• Las consejeras y defensoras
de derechos deberían estar
preparadas para responder rá-
pidamente a las peticiones de
ayuda de la Policía y de las víc-
timas.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6
• Compromiso de los Go-
biernos de crear mecanis-
mos institucionales, o re-
forzar los existentes, para
que las mujeres y las niñas
puedan dar parte de los
actos de violencia cometi-
dos contra ellas e interpo-
ner denuncias al respecto
en condiciones de seguri-
dad y confidencialidad, y
sin temor a castigos o re-
presalias, Plataforma de
Beijing § 124

Acompañar a las víctimas a las
reuniones que mantengan con
otros/otras profesionales debe-
ría ser una parte esencial de la
labor de la defensora de dere-
chos.

En los casos de violencia con-
tinuada, las consejeras y de-
fensoras de derechos debe-
rían elaborar, junto con las
usuarias de los servicios, un
plan de seguridad que debería
revisarse y actualizarse perió-
dicamente.

Una oferta global de servicios
debería incluir una línea de
asistencia telefónica, sesiones
de consulta sin cita previa, gru-
pos de autoayuda, asistencia
individualizada y apoyo a largo
plazo.

La formación de las consejeras y defenso-
ras de derechos debería tener una duración
mínima de 30 horas e incluir lo siguiente:
• Análisis con perspectiva de género de
la violencia contra las mujeres.
• Técnicas de intervención en caso de cri-
sis. ⇓

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6
• Protección de datos de
carácter personal, CEDH
art. 8 y Carta UE art. 8 ⇓

continúa

Cuadro 15 (continuación)

Normas específicas de cada servicio. Asesoramiento y defensa de derechos
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

⇓ • Confidencialidad.
• Competencias de comunicación y téc-
nicas de intervención.

• Cómo remitir adecuadamente a las
usuarias a otros servicios.

• Información sobre el trauma, la supera-
ción y la supervivencia.

• Visión general de los sistemas de Justi-
cia penal y civil.

• Información actualizada y examen de la
legislación nacional pertinente.

• Disponibilidad de recursos nacionales y
locales.

• No discriminación y diversidad.

• «Empoderamiento».

⇓ • Prohibición de la discri-
minación, CEDH art. 14 y
Protocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una polí-
tica de integración de la
perspectiva de género, y de
crear, mejorar, desarrollar o
financiar programas de for-
mación, Plataforma de Bei-
jing, § 124 (véanse las Nor-
mas mínimas esenciales).

Cuadro 15 (continuación)

Normas específicas de cada servicio. Asesoramiento y defensa de derechos
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

El personal encargado de la asistencia
psicológica debería elaborar, junto con la
usuaria del servicio, planes de acción in-
dividuales en relación con la seguridad, el
apoyo y las necesidades prácticas.

El tiempo de espera para reci-
bir asistencia psicológica de-
bería reducirse al mínimo.

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

La formación del personal encargado de
la asistencia psicológica debería tener
una duración mínima de 30 horas e incluir
lo siguiente:
• Análisis con perspectiva de género de
la violencia contra las mujeres.
• Técnicas de intervención en caso de cri-
sis.
• Superación del trauma y supervivencia.
• Concepciones actuales del bienestar y
la inclusión social.
• Confidencialidad.
• Competencias de comunicación y téc-
nicas de intervención.
• Visión general de los sistemas de Justi-
cia penal y civil.
• Información actualizada y examen de la
legislación nacional pertinente.
• Disponibilidad de recursos nacionales y
locales.
• No discriminación y diversidad.
• «Empoderamiento».

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PI-
DESC art. 12, Carta UE
art. 35
• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una polí-
tica de integración de la
perspectiva de género, y de
crear, mejorar, desarrollar o
financiar programas de for-
mación, Plataforma de Bei-
jing, § 124 (véanse las Nor-
mas mínimas esenciales).
• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Respeto de la diversidad
cultural, religiosa y lingüís-
tica, Carta UE art. 22
• Derecho al respeto a la
vida privada, CEDH art. 8,
CPIAPPD art. 8 y Carta UE
art. 8

continúa

Cuadro 16

Normas específicas de cada servicio. Asistencia psicológica



365
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Sólo debería remitirse a las usuarias de
los servicios a otros servicios terapéuticos
cuando éstos sean prestados por profe-
sionales competentes que tengan expe-
riencia o formación especializada en ma-
teria de violencia contra las mujeres.

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35

Las usuarias de los servicios deberían
tener acceso a un trabajo en grupo e indi-
vidual.

Igual que el anterior.

Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Este tipo de atención debería dirigirse a
grupos en riesgo de exclusión social o con
dificultades para acceder a los servicios,
así como a grupos minoritarios. Los ma-
teriales elaborados deberán resultar com-
prensibles para estos grupos.

• Este tipo de atención debe-
ría dirigirse a personas concre-
tas que se haya detectado que
están en riesgo de exclusión
social o que tienen dificultades
para acceder a los servicios.
• La ampliación del servicio de
atención de proximidad puede
hacer necesario contar con su-
cursales en los locales de otras
instituciones y en iglesias, es-
cuelas y otros lugares de la
vida colectiva. 

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Respeto de la diversidad
cultural, religiosa y lingüís-
tica, Carta UE art. 22

El personal debería recibir formación para
adquirir la capacidad de interactuar de
manera efectiva con personas de culturas
diferentes.

Los traductores y traductoras
deberían contar con una for-
mación y una experiencia ade-
cuadas.

Igual que el anterior.

Cuadro 17

Normas específicas de cada servicio. Atención de proximidad a grupos desfavorecidos 
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Deben concebirse como una cooperación
interinstitucional.

Deberían existir protocolos cla-
ros en materia de recogida de
datos e intercambio de infor-
mación con otras entidades.

• Diligencia debida para
prevenir e investigar,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b) y
Rec (2002) 5 CdE

Todas las intervenciones deberían ba-
sarse en la colaboración con las entida-
des y ONG de ayuda a las mujeres. 

• Compromiso de los Go-
biernos de integrar la pers-
pectiva de género en las po-
líticas, Plataforma de
Beijing, § 124 (véanse las
Normas mínimas esencia-
les) 

La cooperación de la Policía y de la Justi-
cia debería ser obligatoria. 

Los proveedores de servicios
deberían adoptar un enfoque
proactivo para la defensa tanto
de derechos individuales como
colectivos. 

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE 

Como mínimo deberían participar también
los servicios sanitarios y los servicios so-
ciales.

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35

Cuadro 18

Normas específicas de cada servicio. Proyectos de intervención 
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Los servicios de los centros de acogida
deberían ser prestados por personal fe-
menino.

• Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art.
3 
• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6.

Para garantizar la seguridad de las resi-
dentes, la ubicación del centro de acogida
deberá ser confidencial y deberán adop-
tarse otras medidas adecuadas de segu-
ridad y control. 

Deberían existir reglas por es-
crito sobre las visitas (en el
caso de que estén autoriza-
das). Tales reglas deberían in-
cluir la garantía de que los vi-
sitantes comprenden la
confidencialidad.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art.
3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5
CdE 

Si el número de plazas es insuficiente, o si
se pone fin a la prestación del servicio, el
centro de acogida debería ayudar a las
usuarias a encontrar otro alojamiento se-
guro.

Todo alojamiento alternativo
debería ser objeto de evalua-
ción con el fin de comprobar
que respeta las políticas del
centro de acogida en materia
de seguridad y confidenciali-
dad.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art.
3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5
CdE
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21

continúa
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

La admisión o readmisión al servicio sólo
se denegará a la usuaria en el caso de
que haya cometido una infracción grave
del reglamento o cuando sea necesario
para proteger la seguridad de las mujeres
y de los niños y niñas.

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

El centro de acogida deberá prestar su
ayuda durante todo el tiempo que nece-
site la usuaria.

Igual que el anterior.

El número de componentes del personal
deberá ser suficiente para responder a las
necesidades de las usuarias del servicio y
de los niños y niñas acogidos/as. 

Igual que el anterior. 

Asistencia en caso de crisis y elaboración
de un plan de seguridad para cada usua-
ria del servicio.

Debería informarse a la usua-
ria de sus derechos y deberes
(incluidas las normas de confi-
dencialidad) en el plazo de 24
horas desde su admisión.
Las reglas deberán estar for-
muladas en un lenguaje que
promueva el «empodera-
miento».

Igual que el anterior.

En el plazo de 3 a 7 días desde la admi-
sión, deberá realizarse una evaluación
por escrito de las necesidades, que con-
temple los siguientes aspectos:
Necesidades sanitarias o médicas.
Hijos/as.
Alojamiento.
Opciones jurídicas.
Asistencia financiera y opciones posibles.
Formación profesional, empleo y educa-
ción.

Deberían existir centros de
acogida especializados para
las mujeres toxicómanas.

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35
• Derecho a beneficiarse de
los servicios sociales (Carta
Social y Carta Social Revi-
sada art. 14)
• Derecho a la educación,
incluida la formación profe-
sional, Carta UE art. 3.5
• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24

continúa
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Debería poder aportar (u orientar a la
usuaria a servicios que puedan aportar)
asistencia jurídica, defensa de derechos,
acompañamiento y otros servicios de
asistencia.

Debería prestar asistencia a las usuarias
del servicio para que éstas dispongan de
medios de independencia económica
cuando dejen el centro de acogida.

• Derecho a beneficiarse de
los servicios sociales (Carta
Social y Carta Social Revi-
sada, art. 14)
• Derechos de las madres a
una protección social y eco-
nómica, Carta Social, art. 17
• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24
• Compromiso de establecer
centros de acogida y servi-
cios de asistencia para auxi-
liar a las niñas y mujeres víc-
timas de la violencia y
prestarles la asistencia que
corresponda para ayudarles
a encontrar medios de vida
suficientes, Plataforma de
Beijing, párrafo 1251

Entre su personal debería haber al menos
una persona especializada en cuidado in-
fantil.

• Una cuidadora infantil por
cada 10 niños.
• Zonas seguras de juego.
• Salidas y actividades para
los niños y niñas.
• Política de protección infan-
til.

• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24

Los centros de acogida deberían promo-
ver y ser ejemplo de respeto y no violen-
cia en todas las relaciones, incluidas
aquéllas entre adultos/as y niños/as 

Igual que el anterior. 

Cuando no exista plaza disponible debido
a la edad de un hijo de sexo masculino, el
centro de acogida deberá proponer o ayu-
dar a encontrar otro lugar de alojamiento
seguro para toda la familia.

Todo alojamiento alternativo
debería ser objeto de evalua-
ción con el fin de comprobar
que respeta las políticas del
centro de acogida en materia
de seguridad y confidenciali-
dad.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos in-
humanos, CEDH art. 3, PIDCP
art. 6 y DUDH art. 1 ⇓

continúa
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⇓ • Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art.
3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5
CdE

Debería ayudar a la continuidad de la
educación de los hijos e hijas.

• Definir protocolos con los
colegios locales para respon-
der a las necesidades de los
niños y niñas acogidos/as en
el centro.
• Disponer de espacio y servi-
cios para que los/las adoles-
centes hagan sus deberes del
colegio.

• Derecho del niño y la niña
a la educación, CDN art. 28,
PIDESC art. 13, DUDH art.
26, Carta UE art. 14

Las usuarias del servicio deberían tener
acceso a un teléfono.

• Derecho al respeto a la
vida privada, CEDH art. 8,
CPIAPPD art. 8 y Carta UE
art. 8

El personal y el entorno deberían ser res-
petuosos con la diversidad cultural.

Los espacios colectivos debe-
rían ser accesibles a las muje-
res con discapacidad y adap-
tados para todo tipo de público.

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Respeto de la diversidad
cultural, religiosa y lingüís-
tica, Carta UE art. 22

La formación del voluntariado y del per-
sonal que trabaje en los centros de aco-
gida debería tener una duración mínima
de 30 horas e incluir lo siguiente:
• Análisis con perspectiva de género de
la violencia contra las mujeres.
• Técnicas de intervención y de comuni-
cación. 
• Confidencialidad.
• Protección de la infancia.
• Acceso a los servicios de traducción y
a los servicios para personas con disca-
pacidad. ⇓

• Debería haber personal con
la formación necesaria para
comunicarse en lenguaje de
signos. La información y la
orientación deberían poderse
ofrecer en varias lenguas,
según la diversidad de pobla-
ciones acogidas en el centro.

• El personal debería recibir
una formación básica sobre el
estatuto o la legislación en ma-
teria de inmigración.

• Compromiso de adoptar
una política de integración
de la perspectiva de género,
y de crear, mejorar, desarro-
llar o financiar programas de
formación, Plataforma de
Beijing, § 124 (véanse las
Normas mínimas esencia-
les).

• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24 ⇓

continúa
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⇓• Cómo remitir adecuadamente a las
usuarias a otros servicios.
• Información sobre superación del
trauma y supervivencia.
• Evaluación de riesgos.
• No discriminación y diversidad.
• «Empoderamiento».

⇓• Derecho al respeto a la
vida privada y a la protec-
ción de los datos de carác-
ter personal, CEDH art. 8,
CPIAPPD art. 8 y Carta UE
art. 8
• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6.
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Respeto de la diversidad
cultural, religiosa y lingüís-
tica, Carta UE art. 22

Deberían existir servicios de realojo y de
seguimiento para las antiguas residentes
y sus hijos/as.

Prohibición de los tratos in-
humanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
Derecho a protección de los
niños y niñas, CDN art. 19,
Carta Social art. 14, Carta
Social Revisada art. 17,
Carta UE art. 24
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

1 Concierne al Estado, las organizaciones populares y las ONG.

Cuadro 19 (continuación)
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Los servicios deberían comprender:
• Una línea de asistencia telefónica anó-
nima.
• Ayuda y acompañamiento psicológico
personalizados.
• Acompañamiento a otros servicios (hos-
pital, Policía y Justicia).
• Trabajo en grupo.
• Defensa de derechos.

Deberían asimismo incluir
campañas de sensibilización y
actividades de promoción del
cambio social.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6.
• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35

La formación del voluntariado y del per-
sonal debería tener una duración mínima
de 30 horas e incluir lo siguiente:
• Análisis con perspectiva de género de
la violencia contra las mujeres (incluidos
los abusos sexuales a menores).
• Confidencialidad.
• Diversidad.
• Consecuencias y significado de la vio-
lencia sexual, incluidos los traumas deri-
vados de la misma.
• Escucha activa.
• Evaluación de riesgos.
• «Empoderamiento».

Los voluntarios y voluntarias y
el personal deberían tener ac-
ceso a materiales de formación
relativos a evaluación e inter-
vención y tener siempre a
mano una lista de personas de
referencia y recursos.
Todos los voluntarios y volun-
tarias deberían recibir un nú-
mero mínimo de horas (por
ejemplo, ocho) de formación
continua al año para mantener
su condición de voluntario/a.

• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una polí-
tica de integración de la
perspectiva de género, y de
crear, mejorar, desarrollar o
financiar programas de for-
mación, Plataforma de Bei-
jing, § 124 (véanse las Nor-
mas mínimas esenciales).
• Derecho al respeto a la
vida privada y a la protec-
ción de los datos de carác-
ter personal, CEDH art. 8,
CPIAPPD art. 8 y Carta UE
art. 8
• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6.
• Respeto de la diversidad
cultural, religiosa y lingüís-
tica, Carta UE art. 22

Los centros deberían garantizar la seguri-
dad de las usuarias de los servicios, pero
también la del personal y el voluntariado.

• Protocolos para las llamadas
y crisis en las que se detecte
intención de suicidio.
• Debería proporcionarse trans-
porte en caso de emergencia.
• Se debería contemplar la po-
sibilidad de establecer proto-
colos para denuncias anóni-
mas efectuadas por terceros,
esto es, con el fin de facilitar a
la Policía información sobre el
tipo de agresión, el autor, el
lugar de la agresión, etc. a
efectos de recabar datos.

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

continúa
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Fuera del horario habitual, podrá facili-
tarse información mediante un contesta-
dor automático y/o transferirse la llamada
a una línea telefónica nacional de emer-
gencia.

Las personas que dejen men-
sajes en el contestador debe-
rían recibir una respuesta en
las 48 horas siguientes. Lo
ideal sería que las llamadas
fueran respondidas por el per-
sonal «en directo».

Igual que el anterior.

Todos los servicios deberían prestarse en
un entorno cómodo y respetuoso de la in-
timidad.

• Derecho al respeto a la
vida privada y a la protec-
ción de los datos de carác-
ter personal, CEDH art. 8,
CPIAPPD art. 8 y Carta UE
art. 8
• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio § 6.
• Compromiso de los Go-
biernos de garantizar un sis-
tema seguro y confidencial
de denuncia. Plataforma de
Beijing, párrafo 1241

Los servicios deberían ser integrales e in-
cluir:
• Asesoramiento jurídico y defensa de de-
rechos.
• Asistencia práctica.
• Información y remisión a otros servicios.
• Ayuda para la obtención de indemniza-
ciones.

«Crear mecanismos institucionales, o reforzar los existentes, para que las mujeres y las niñas puedan dar parte de
los actos de violencia cometidos contra ellas e interponer denuncias al respecto en condiciones de seguridad y con-
fidencialidad, y sin temor a castigos o represalias.» Esta disposición se refiere directamente a la Policía, pero es tam-
bién muy adecuada para crear entornos seguros antes o después del contacto con la Policía.

Cuadro 20 (continuación)
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Las víctimas de agresiones sexuales
deben recibir una atención de igual cali-
dad sean cuales sean las circunstancias
de la agresión y su condición jurídica o so-
cial.

• Los prestatarios de asis-
tencia sanitaria deberían ga-
rantizar el acceso equitativo
a unos cuidados médicos de
calidad.
• Los servicios deberían esta-
blecer protocolos y respuestas
adaptados a la edad de las víc-
timas.

• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21

Los servicios deberían establecer buenas
relaciones de trabajo con los centros de
crisis por violación, los centros de acogida
y cualquier otro proveedor de servicios
local.

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art.
3 
• Diligencia debida para
prevenir e investigar la vio-
lencia contra las mujeres,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b)
y Rec (2002) 5 CdE

Los servicios hospitalarios de urgencia
deberían contar con protocolos para tra-
tar los casos de violencia sexual y debe-
rían impartir formación sobre esta mate-
ria al personal.

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PI-
DESC art. 12, Carta UE
art. 35
• Diligencia debida para
investigar la violencia con-
tra las mujeres, DEVAW
art. 4 (c), Plataforma de
Beijing § 124 (b) y Rec
(2002) 5 CdE

Los lugares de recepción y tratamiento
deberían ser seguros y limpios y respetar
la intimidad.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6.

Los servicios hospitalarios de atención a
las víctimas de violencia sexual deberían
adoptar un modelo que dé prioridad a los
derechos de las víctimas (véanse las Nor-
mas mínimas esenciales).

Igual que el anterior.
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Los médicos forenses deberían ser muje-
res a menos que la usuaria del servicio in-
dique otra cosa. Los servicios deberían:
Aumentar el número de forenses de sexo
femenino.
Desarrollar las competencias de las fo-
renses en materia de recogida de pruebas
y, en particular, de redacción de informes
médico-legales. 

• Los proveedores de servi-
cios deberían contemplar la
posibilidad de desarrollar un
servicio de enfermería médico-
legal con el fin de ampliar el ac-
ceso de las víctimas.
• Los servicios sanitarios de-
berían prestarse en la lengua
materna de la víctima o en una
lengua que ésta comprenda.
• Las usuarias de los servicios
deberían tener acceso a intér-
pretes de sexo femenino que
cuenten con experiencia de in-
tervención en casos de
trauma.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6.
• Diligencia debida para
investigar la violencia con-
tra las mujeres, DEVAW
art. 4 (c), Plataforma de
Beijing § 124 (b) y Rec
(2002) 5 CdE
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Respeto de la diversidad
cultural, religiosa y lingüís-
tica, Carta UE art. 22

Los/las médicos/as forenses deberían es-
tablecer procedimientos orgánicos con-
sentidos, informados a lo largo de todo el
proceso de examen.

Respecto de las normas míni-
mas de tratamiento, examen
forense y constatación escrita
de datos deberían seguirse las
directrices de la OMS. 1

• Respeto al consenti-
miento libre e informado en
el ámbito de la medicina,
Carta UE art. 3
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35

Todo el personal debería haber recibido
formación sobre respeto a la confidencia-
lidad, también en lo que atañe a las mues-
tras y los historiales clínicos.

• Derecho al respeto a la
vida privada y a la protec-
ción de los datos de carác-
ter personal, CEDH art. 8,
CPIAPPD art. 8 y Carta UE
art. 8

Durante el examen, el tratamiento o el
acompañamiento psicológico, sólo debe-
rían estar presentes:
• Las personas cuya participación sea ne-
cesaria.
• Las personas cuya presencia solicite la
víctima para apoyarla.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6.
• Derecho al respeto a la
vida privada, CEDH art. 8

continúa

Cuadro 21 (continuación)

Normas específicas de cada servicio. 
Centros de atención a las víctimas de agresión sexual y servicios hospitalarios especializados



376

Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

Los servicios deberían informar a las víc-
timas de las reacciones físicas y emocio-
nales habituales tras una agresión sexual.

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35

Todas las víctimas deberían ser informa-
das de las diversas opciones posibles, in-
cluida la contracepción postcoital y, en su
caso, el aborto.

• Derecho a un nivel ade-
cuado de salud y de aten-
ción médica, Carta Social y
Carta Social Revisada, art.
11, CEDAW art. 12, PIDESC
art. 12, Carta UE art. 35
• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6.

Todo informe o certificado médico-legal
debería facilitarse gratuitamente y no de-
bería caducar a efectos jurídicos.

• Derecho a igual protec-
ción de la ley, PIDCP art. 26,
CEDAW art. 2, DUDH art. 7,
Carta UE art. 20
• Compromiso de los Go-
biernos de garantizar la pro-
tección de las mujeres vícti-
mas de violencia y de darles
acceso a remedios justos y
eficaces, Plataforma de Bei-
jing, párrafo 124

Sólo podrán recabarse pruebas forenses
y facilitarse certificados médicos a las au-
toridades si así lo autoriza la usuaria del
servicio.

• Respeto al consenti-
miento libre e informado en
el ámbito de la medicina,
Carta UE art. 3
• Derecho al respeto a la
vida privada y a la protec-
ción de los datos de carác-
ter personal, CEDH art. 8,
CPIAPPD art. 8 y Carta UE
art. 8
• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6.

1 La Plataforma de Beijing también prevé, en el párrafo 128, la actuación del Gobierno, las organizaciones intergu-
bernamentales y las ONG: «Alentar la difusión y aplicación de las directrices del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados (ACNUR) sobre la protección de las refugiadas y la prevención y atención de los casos
de violencia sexual contra los refugiados».
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Servicios gratuitos de asesoramiento o
asistencia jurídica durante todas las eta-
pas del procedimiento judicial1.

La legislación correspondiente
debería difundirse entre las co-
munidades de inmigrantes en
sus propias lenguas.

• Derecho a igual protec-
ción de la ley, PIDCP art. 26,
CEDAW art. 2, DUDH art. 7,
Carta UE art. 20
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Compromiso de ofrecer
asesoramiento letrado a tí-
tulo gratuito o de bajo costo,
cuando sea necesario, y de
establecer servicios lingüís-
tica y culturalmente accesi-
bles para las mujeres y
niñas inmigrantes, Plata-
forma de Beijing, párrafo
125 2

Toda forma de violencia contra las muje-
res debería tratarse con la misma serie-
dad que el resto de delitos violentos. 

• Derecho a igual protec-
ción de la ley, PIDCP art. 26,
CEDAW art. 2, DUDH art. 7,
Carta UE art. 20
• Diligencia debida para
prevenir, investigar y casti-
gar la violencia contra las
mujeres, DEVAW art. 4 (c),
Plataforma de Beijing § 124
(b) y Rec (2002) 5 CdE 

Las víctimas deberían ser vistas lo antes
posible por un/a agente especialmente
formado/a para tal fin. 

• Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art.
3 
• Diligencia debida para
prevenir e investigar la vio-
lencia contra las mujeres,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b) y
Rec (2002) 5 CdE

Cada unidad de Policía debería contar
con un/a agente especialmente formado/a
en materia de violencia doméstica y otro/a
en materia de violencia sexual.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos in-
hu manos, CEDH art. 3, PIDCP
art. 6 y DUDH art. 1 ⇓
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⇓ • Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

Deberían crearse unidades de Policía es-
pecializadas en las zonas densamente
pobladas. 

Igual que el anterior. 

La Policía debería estar autorizada a en-
trar en una propiedad privada para lle-
varse detenido a un agresor. 

Las órdenes de alejamiento
deberían:
• Poder ser expedidas por la
Policía para todos los tipos de
violencia contra las mujeres.
• Ser obligatorias cuando
exista un riesgo para la vida, la
salud o la libertad de la víctima.
• Deberían poderse expedir
órdenes de desalojo para que
el agresor abandone el hogar
familiar, incluso si es el propie-
tario de la casa.

Igual que el anterior.

El incumplimiento de una orden de aleja-
miento debería constituir un delito. 

Igual que el anterior. 

En lo que respecta a la recogida de prue-
bas y la elaboración del expediente, las
investigaciones en caso de violencia se-
xual deberían partir del principio de que la
mayoría de los agresores no son extraños
sino personas que las víctimas conocen
de una u otra manera.

• Diligencia debida para
investigar la violencia con-
tra las mujeres, DEVAW
art. 4 (c), Plataforma de
Beijing § 124 (b) y Rec
(2002) 5 CdE
• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una po-
lítica de integración de la
perspectiva de género,
Plataforma de Beijing, §
1243

La Policía debería remitir a todas las víc-
timas a las organizaciones de asistencia
correspondientes.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos in-
humanos, CEDH art. 3, PIDCP
art. 6 y DUDH art. 1 ⇓
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⇓ • Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

La Policía debería permitir y facilitar la
presencia de defensoras de derechos u
otras personas que pudieran aportar un
apoyo en los interrogatorios y en las com-
parecencias ante las autoridades judicia-
les, siempre que la víctima así lo solicite o
lo autorice.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6.

El sistema policial de registro de informa-
ción debería permitir identificar los casos
de violencia contra las mujeres y hacer un
seguimiento de las intervenciones, la rein-
cidencia en las agresiones y el resultado
del proceso judicial.

• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE
• Derecho a igual protec-
ción de la ley, PIDCP art. 26,
CEDAW art. 2, DUDH art. 7,
Carta UE art. 20

La Policía debería contar con protocolos
en materia de intercambio de información
con otras instituciones, que contemplaran
los datos globales anónimos, pero tam-
bién los datos relativos a cada caso.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir e investigar la vio-
lencia contra las mujeres,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b) y
Rec (2002) 5 CdE

Debería limitarse al mínimo el número de
veces que la víctima tiene que repetir su
relato de los hechos desde la entrevista
con la Policía hasta su comparecencia
ante la autoridad judicial.

• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1 y
Declaración del Milenio § 6.

continúa
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La Fiscalía debería asegurarse de que se
respeta el derecho de la víctima a ser oída
y/o a aportar elementos de prueba en el
proceso judicial.4

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art. 1
y Declaración del Milenio §
6. 

La respuesta frente a la violencia contra
las mujeres debería integrarse en las po-
líticas y normas sobre protección de testi-
gos.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir e investigar la vio-
lencia contra las mujeres,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b) y
Rec (2002) 5 CdE
• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una po-
lítica de integración de la
perspectiva de género,
Plataforma de Beijing, §
124 

Los procedimientos penales en los casos
de violencia contra las mujeres deberían
tramitarse con rapidez. 

Debería garantizarse el acceso
a servicios de interpretación de
lenguas y a otros mecanismos
de comunicación. 

• Diligencia debida para
prevenir y castigar la violen-
cia contra las mujeres,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b) y
Rec (2002) 5 CdE

Los tribunales deberían garantizar el ano-
nimato de las víctimas en los medios de
comunicación.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6.
• Derecho al respeto a la
vida privada, CEDH art. 8 y
Carta UE art. 8(2)

Los procedimientos judiciales deberían
adoptar métodos que protejan a las vícti-
mas de una nueva victimización y, a su
vez, les permitan efectuar el mejor testi-
monio posible.5

Entre esos métodos pueden
estar los siguientes:
• Uso de paneles que separen
a la testigo del agresor o agre-
sores.
• Uso del vídeo.
• Desalojo de la sala. ⇓

• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE 
art. 3

⇓
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⇓ • Representación legal de
la víctima.
• Aceptación de declaraciones
por escrito.

⇓ • Diligencia debida para
prevenir e investigar la vio-
lencia contra las mujeres,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b) y
Rec (2002) 5 CdE

El tribunal debería velar porque las vícti-
mas sean tratadas con respecto durante
todo el procedimiento.6

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6. 

Las víctimas deberían recibir apoyo para
poder ejercer su derecho a indemniza-
ción. 7

La indemnización debería in-
cluir:
• Los gastos derivados de su
comparecencia como testigo
en juicio o de cualquier otra
participación en el procedi-
miento.
• La indemnización por el
daño sufrido y por las pérdidas
que del mismo se hayan deri-
vado.

• Respeto a la dignidad,
Carta UE art. 1, DUDH art.
1 y Declaración del Milenio
§ 6.
• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una polí-
tica de integración de la
perspectiva de género, Pla-
taforma de Beijing, § 124

Todas las víctimas deberían recibir: 8

• Información sobre el Estado en que se
encuentra su caso.
• Servicios de asistencia y asesoramiento
jurídico.
• Acceso a las acciones civiles y a medi-
das de protección.
• Información sobre las condiciones de la
puesta en libertad bajo fianza del agresor,
en su caso.
• Información sobre los servicios de asis-
tencia disponibles.
• Información sobre la manera de obtener
una indemnización.

• Derecho a igual protec-
ción de la ley, PIDCP art. 26,
CEDAW art. 2, DUDH art. 7,
Carta UE art. 20
• Compromiso de los Go-
biernos de ofrecer a las víc-
timas de la violencia acceso
a los sistemas judiciales y
mecanismos eficaces e in-
formarles acerca de su de-
recho a obtener indemniza-
ción a través de esos
mecanismos, Plataforma de
Beijing, párrafo 124

La formación obligatoria de todos/as
los/las profesionales encargados de hacer
cumplir la ley (incluido el cuerpo judicial)
debería incluir:
• El análisis desde una perspectiva de
género de la violencia contra las muje-
res.
• Comprender la victimización y las dife-
rentes respuestas a la misma. ⇓

• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Diligencia debida para
prevenir e investigar la vio-
lencia contra las mujeres,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b) y
Rec (2002) 5 CdE ⇓

continúa
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⇓ • Mejores prácticas en materia de
pruebas (en la recogida de pruebas y en
el procedimiento judicial).
• Un planteamiento basado en los dere-
chos.
• No discriminación.

⇓ • Derecho a igual protec-
ción de la ley, PIDCP art. 26,
CEDAW art. 2, DUDH art. 7,
Carta UE art. 20
• Prohibición de la discrimi-
nación, CEDH art. 14 y Pro-
tocolo 12 art. 1, CEDAW,
DUDH art. 7 y Carta UE art.
21
• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una polí-
tica de integración de la
perspectiva de género, Pla-
taforma de Beijing, § 124

1 Decisión marco del Consejo de la UE relativa al estatuto de la víctima en el proceso penal, Diario Oficial n° L 082,
22 de marzo de 2001, jurídicamente vinculante para los Estados miembros de la Unión Europea, en virtud de su art.
6.
2 Compete al Estado, las organizaciones populares y las ONG, e incluye a las trabajadoras inmigrantes.
3 «Promover la integración activa y visible de una perspectiva basada en el género en todas las políticas y progra-
mas en materia de violencia contra la mujer; alentar vigorosamente, respaldar y aplicar las medidas y los progra-
mas destinados a desarrollar los conocimientos y propiciar la comprensión de las causas, las consecuencias y los
mecanismos de la violencia contra la mujer entre los responsables de la aplicación de esas políticas, como los fun-
cionarios encargados del cumplimiento de la ley, los miembros de la Policía y los asistentes sociales, el personal
médico y el personal judicial, así como entre las personas que se dedican a actividades relacionadas con las mi-
norías, los migrantes y los refugiados, y establecer estrategias para impedir que las mujeres víctimas de la violen-
cia vuelvan a sufrirla por la prescindencia del género en las leyes o en las prácticas de aplicación de la ley o los pro-
cedimientos judiciales».
4 Decisión marco del Consejo de la UE de 15 de marzo de 2001, arts. 2 y 3.
5 El objetivo es garantizar que determinados aspectos del procedimiento no ponen en peligro la calidad de la de-
claración de una testigo, por ejemplo, obligándola a responder a contrapreguntas del acusado o a testificar en su
presencia, en detrimento del sistema de Justicia.
6 Decisión marco del Consejo de la UE de 15 de marzo de 2001, artículo 2.1.
7 Decisión marco del Consejo de la UE de 15 de marzo de 2001, artículo 9: «Los Estados miembros garantizarán
a la víctima de una infracción penal el derecho a obtener en un plazo razonable y en el marco del proceso penal
una resolución relativa a la indemnización por parte del autor de la infracción, salvo cuando la legislación nacional
disponga que, para determinados casos, la indemnización se efectúe por otra vía» y «adoptarán las medidas per-
tinentes para propiciar que el autor de la infracción indemnice a la víctima adecuadamente».
8 Decisión marco del Consejo de la UE de 15 de marzo de 2001, artículo 4.1, derecho a recibir información: «Los
Estados miembros garantizarán que la víctima tenga acceso, en particular desde el primer contacto con las autori-
dades policiales, por los medios que consideren adecuados y, cuando sea posible, en lenguas de comprensión ge-
neral, a la información pertinente para la protección de sus intereses».
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Este tipo de programas deben dar priori-
dad a la seguridad y el bienestar de las
mujeres y de los niños y niñas, lo cual in-
cluye la fijación de límites al derecho de
confidencialidad que asiste al agresor.
Los programas deberían partir en todo
caso de una concepción de la violencia
contra las mujeres basada en la perspec-
tiva de género. 

• Elaborar una política activa
de protección de la infancia.
• Deberían mantenerse víncu-
los activos con los servicios so-
ciales y de protección de la in-
fancia.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5
CdE

Debería existir un servicio anexo a este
tipo de programas que prestara asisten-
cia a las víctimas.

Los servicios de asistencia a
las mujeres deberían adoptar
una actitud proactiva y contac-
tar con las parejas o antiguas
parejas femeninas de los agre-
sores para ofrecerles su apoyo
(aunque no debería obligarse a
las mujeres a participar).

• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE
• Compromiso de los Go-
biernos de adoptar una polí-
tica de integración de la
perspectiva de género, Pla-
taforma de Beijing, § 124

Las actividades destinadas a los agreso-
res deberían desarrollarse en un lugar dis-
tinto a aquél donde reciba asistencia la
víctima.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad
física y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art.
3 
• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24 ⇓

continúa

Cuadro 23

Normas específicas de cada servicio. Programas dirigidos a los agresores
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

⇓ • Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE

Los programas no deberían ser conside-
rados como una alternativa al procesa-
miento, la condena o el cumplimiento de
la pena.

• Diligencia debida para
prevenir y castigar la violen-
cia contra las mujeres,
DEVAW art. 4 (c), Plata-
forma de Beijing § 124 (b) y
Rec (2002) 5 CdE

En estos programas no tienen cabida el
asesoramiento o la mediación conyugal,
el control de la ira o el tratamiento del
abuso de sustancias.

Deberían existir protocolos de
cooperación con los progra-
mas locales de tratamiento del
abuso de sustancias.

Se debería comprobar que los candidatos
cumplen los requisitos exigidos antes de
aceptar su participación en el programa. 

Deberá pedirse a los agreso-
res que firmen una autoriza-
ción de divulgación de datos
confidenciales antes de admi-
tirles en el programa.

Los programas deberían siempre realizar
una evaluación de riesgos.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5
CdE

Los programas deberían:
• Establecer protocolos claros en relación
con el intercambio de información con los
servicios de asistencia a las mujeres. ⇓

Igual que el anterior.

continúa

Cuadro 23 (continuación)
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Normas mínimas Normas deseables Derechos humanos Respaldo

⇓ • Condicionar la participación de los
agresores a la obligación de comunicar las
direcciones de sus actuales parejas y de las
anteriores. Esta información se transmitirá
al servicio de asistencia a las mujeres.

Los programas deberían informar a la pa-
reja actual o a la anterior pareja del agre-
sor cuando:
• Deje de asistir al programa.
• Sea excluido temporalmente del pro-
grama.
• Existan otros motivos para temer por la
seguridad de esa pareja o antigua pareja
y/o por la de sus hijos/as.

Igual que el anterior.

La participación en los programas debe-
ría ser obligatoria, pero permitirse también
el acceso voluntario.

Los programas pueden cobrar
una tasa de inscripción al usua-
rio, siempre que éste cuente
con medios económicos.

Los programas deberían ofrecer tanto tra-
bajo en grupo como individual.

La formación del personal que trabaje en
los programas para agresores debería
tener una duración mínima de 30 horas e
incluir lo siguiente:
• Análisis con perspectiva de género de
la violencia contra las mujeres.
• Puntos de vista y experiencias de las
mujeres.
• Modelos de minimización y de manipu-
lación que siguen los agresores.
• Experiencias de los niños y niñas.
• Marco jurídico.
• Protección de la infancia.
• Diversidad
• Abuso de sustancias.
• Entender el proceso de cambio.
• Evaluación y gestión de riesgos.

• Derecho a la vida, CEDH,
art. 2, PIDCP art. 6, DUDH
art. 3, Carta UE art. 2
• Prohibición de los tratos
inhumanos, CEDH art. 3,
PIDCP art. 6 y DUDH art. 1
• Respeto a la integridad fí-
sica y moral o psíquica,
CEDH art. 8, Carta UE art. 3 
• Derecho a protección de
los niños y niñas, CDN art.
19, Carta Social art. 14,
Carta Social Revisada art.
17, Carta UE art. 24
• Diligencia debida para
prevenir la violencia contra
las mujeres, DEVAW art. 4
(c), Plataforma de Beijing §
124 (b) y Rec (2002) 5 CdE
• Compromiso de los Gobier-
nos de adoptar una política
de integración de la perspec-
tiva de género, Plataforma de
Beijing, § 124

Cuadro 23 (continuación)

Normas específicas de cada servicio. Programas dirigidos a los agresores
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GLOSARIO

Línea de asistencia telefónica: línea telefónica gratuita que ofrece ase-
soramiento, información, apoyo y orientación en caso de crisis.

Centro de acogida / refugio para mujeres: lugar seguro en el que las
mujeres y sus hijos/as pueden alojarse. Estos servicios ofrecen también ase-
soramiento y apoyo y deberían disponer de servicios específicos para niños
y niñas.

Centro de crisis para las víctimas de violación: organización local que
ofrece servicios tales como líneas de asistencia telefónica, defensa de dere-
chos o apoyo y acompañamiento psicológico a las mujeres que han sufrido
violencia sexual recientemente y/o en el pasado, tanto adultas como niñas.

Centro de atención a las víctimas de agresión sexual: centro ubicado
en un hospital que ofrece, en caso de agresiones recientes, exámenes fo-
renses, servicios médicos e intervención de urgencia para crisis. Muchos de
estos centros ofrecen también servicios de defensa de derechos y acompa-
ñamiento psicológico de corta duración.

Proyecto de intervención: proyecto coordinado (actualmente espe-
cializado en la violencia doméstica) que tiene como objetivo establecer un
modelo unitario y con participación de múltiples entidades mediante la
elaboración de políticas y protocolos y, en algunas ocasiones, realizando
estudios de casos. Este tipo de proyecto adopta un planteamiento proac -
tivo.

Atención de proximidad a los grupos desfavorecidos: medidas
proactivas destinadas a lograr que las mujeres accedan al amparo. Sue-
len dirigirse a grupos «invisibles» o «difíciles de alcanzar». Por ejemplo,
para atender a las reclusas es necesario ir a los centros penitenciarios,
del mismo modo que para atender a las mujeres con sordera es preciso
adaptar la tecnología telefónica, contratar personal que conozca el len-
guaje de signos y/o intérpretes y colaborar con los grupos de personas
con sordera.

Defensa de derechos: defender la causa de una persona significa ac-
tuar a favor de sus intereses para que obtenga aquello a lo que tiene dere-
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cho. Es una labor cuyo objetivo es que las mujeres conozcan y puedan ejer-
cer sus derechos, en particular sus derechos fundamentales.

Acompañamiento psicológico: labor individual o en grupo que analiza
el sentido de la violencia y las consecuencias que tiene para las personas.
Su objetivo es reparar algunos de los daños poniéndolos de manifiesto y ofre-
ciendo otras maneras de ser y de comprender.

Programas dirigidos a los agresores: (en el presente estudio sólo se
hace referencia a los relacionados con la violencia doméstica) programas
que obligan a los agresores a analizar sus actos y a asumir su responsabili-
dad por los mismos y a preguntarse cómo podrían haber actuado de otra ma-
nera, con el fin de prevenir nuevos actos de violencia en sus relaciones ac-
tuales o futuras.

Autoridades encargadas de hacer cumplir la ley: incluye a la Policía,
la Fiscalía y las autoridades judiciales que tienen la responsabilidad social y
legal de investigar en caso de delito, perseguir a los agresores y proteger a
las víctimas para que no vuelvan a sufrir agresiones.

Personal: siempre que el término aparezca en el presente estudio, se en-
tenderá que incluye también a los/las voluntarios/as debidamente forma-
dos/as.

Alojamiento familiar: lugar que puede acoger a una mujer y a sus
hijos/as (según el número medio de hijos/as por familia en el Estado miem-
bro). Habrá de estar provisto, por tanto, de más de una cama.
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CUADROS DE RESPUESTAS OBTENIDAS 
EN LAS ENTREVISTAS Y LA CONSULTA

Leyenda:

EN = enlace nacional.
ONG = organización no gubernamental.

Fase 1: Entrevistas / cuestionarios

Las personas encuestadas procedían de 35 de los 47 Estados miembros
del Consejo de Europa.
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Países que respondieron Número Enlace local / ONG

Albania 2 1 EN – 1 ONG

Andorra 1 1 – respuesta inminente

Austria 3 1 EN – 2 ONG

Bélgica 1 1 EN

Bosnia-Herzegovina 3 2 EN – 1 ONG

Bulgaria 2 1 EN – 1 ONG

Chipre 1 1 ONG – 1 persona experta

República Checa 1 1 ONG

Dinamarca 1 1 EN

Enlaces

nacionales
ONG Otros Total

Entrevistas 12 15 0 27

Cuestionarios 15 8 2 25

Total 27 23 2 52

continúa

Cuadro 24

Forma de recogida de datos por tipos de encuestado/a

Cuadro 25

Encuestados/as por Estado miembro
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Países que respondieron Número Enlace local / ONG

Estonia 1 1 EN

Finlandia 2 1 EN – 1 ONG

Georgia 2 1 EN – 1 ONG

Alemania 1 1 ONG

Grecia 2 1 EN – 1 ONG

Hungría 2 1 EN – 1 ONG

Islandia 1 1 EN

Irlanda 2 1 EN – 1 ONG

Italia 1 1 ONG

Letonia 1 1 EN

Liechtenstein 1 1 EN

Lituania 1 1 EN

Luxemburgo 1 1 EN

Antigua-República Yugoslava de Macedonia 1 1 EN

Malta 1 1 EN

Moldavia 2 1 ONG - 1 Otros

Noruega 1 1 EN

Polonia 2 1 EN – 1 ONG

Portugal 2 2 ONG

Rumania 1 1 ONG

Serbia 1 1 EN

Eslovaquia 2 1 EN – 1 ONG

Eslovenia 2 1 EN – 1 ONG

Suecia 2 2 ONG

Suiza 1 1 EN

Ucrania 1 1 ONG

TOTAL 52

Cuadro 25 (continuación)

Forma de recogida de datos por tipos de encuestado/a



Fase 2: Proceso de consulta

Un total de 91 personas realizaron la encuesta electrónica.
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Tipo de encuestado/a Número %

ONG que trabajan en el campo de la violencia contra las mujeres 25 27

Enlace nacional 23 25

Funcionario/a o empleado/a público 19 21

Grupo o red de ONG que trabajan en el campo de la violencia contra las mujeres 10 11

Universidad 4 4

Otros 1 1

Desconocido 10 11

Total 91 100

Cuadro 26

Tipo de encuestado/a en la consulta
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1ª PARTE 
INTRODUCCIÓN

La violencia contra las mujeres es una violación de los derechos huma-
nos cuya misma naturaleza priva a las mujeres de su capacidad para disfru-
tar de las libertades fundamentales. Con frecuencia deja a las mujeres en si-
tuación de vulne rabilidad frente a abusos adiciona les y supone un importante
obstá culo para superar la desigualdad entre mujeres y hombres en la socie-
dad. La violencia en la familia o unidad doméstica se produce en todos los
Estados miembros del Consejo de Europa a pesar de los progresos en
cuanto a legislación, políticas y prácticas.

Los Estados tienen la responsa bilidad de respetar, proteger y cumplir los
derechos humanos de toda su ciudadanía. Por tanto, deben garantizar que
han tomado todas las medidas razonables para evitar, investigar y castigar
todas las formas de violencia contra las mujeres, incluida la violencia en la fa-
milia y la unidad doméstica. La violencia contra las mujeres es un problema
complejo —sobre todo cuando se produce en el hogar— que puede agra-
varse con la res puesta de las autoridades a las que las mujeres piden ayuda.

Durante la tercera cumbre del Consejo de Europa celebrada en mayo de
2005, los jefes de Estado y de Gobierno del Consejo de Europa reafirmaron
su compro miso con la erradicación de la violencia contra las mujeres, in cluida
la violencia doméstica. Con la adopción de un Plan de Acción que prevé el
lanzamiento de una Campaña para Combatir la Violencia contra las Muje-
res, incluida la Violencia Doméstica y el establecimiento de un Grupo de Ac-
ción sobre el mismo tema, definieron las actividades futuras del Consejo de
Europa en este campo.

El Grupo de Trabajo para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida
la Violencia Doméstica, compuesto por un grupo de ocho expertos/as inter-
nacionales en el campo de la prevención de la violencia contra las mujeres
y la lucha contra esta, elaboró el programa de la campaña. El presente do-
cumento sirve como guía para la realización de la campaña y fue aprobado
por el Comité de Ministros del Consejo de Europa.349 Contiene una defini -
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ción de la violencia contra las mujeres, así como intenciones, objetivos, men-
sajes y actividades para la implantación de la Cam paña.

El Grupo de Acción escogió cuatro objetivos básicos en los que se insta
a los Estados miembros a que hagan progresos durante la Campaña. Estos
objetivos son:

• medidas políticas y legisla tivas;
• apoyo y protección para las víctimas;
• recogida de datos;
• sensibilización.

El presente estudio se centra en la recogida de datos, el tercero de los
objetivos básicos escogidos por el Grupo de Acción para la Campaña para
Combatir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Domés tica. En
este contexto, se insta a los Estados miembros a:

• Garantizar la recogida sistemática de datos estadísti cos divididos por
sexo, tipo de violencia y relación de la per sona agresora con la víctima
en todos los campos. Esta recogida deberían realizarla las oficinas na-
cionales de es tadística u otros organismos (p. ej. observatorios nacio-
na les sobre violencia doméstica).

• Desarrollar y emplear una metodología que permita la comparación y
el análisis ba sado en el sexo con otros Estados miembros del Consejo
de Europa.

• Recopilar y difundir buenas prácticas para la prevención de la violen-
cia que se produce en la familia o unidad domés tica, la protección de
sus víc timas y el procesamiento de las personas agresoras a escala
nacional, regional y local.

1.1. Contexto y alcance del estudio

Los datos sobre violencia do méstica contra las mujeres pueden re-
cogerse de muchas formas. En su informe de actividades final, el Grupo
de Trabajo para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida la Violen-
cia Doméstica presenta cuatro tipos de datos que pueden generarse y re-
cogerse para estudiar y combatir la violencia contra las mujeres: datos
basados en encuestas, datos de agencias nacionales de estadís tica,
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datos administrativos y datos cualitativos.350 Este estudio se centra en
los datos administrativos.

Mientras que muchos Estados miembros del Consejo de Europa se han
embarcado en los últimos años en el importante proceso de recoger datos de-
mográficos sobre la prevalencia de mujeres víctimas de violencia, casi nunca
se recopilan datos adminis trativos basados en los servicios, a pesar de las
ventajas de la tecnolo gía de la información. Los orga nismos públicos, como
la Judicatura, la Policía, los servicios socia les, así como el sector de la Sa-
nidad pública (y privada) disponen de abundante información sobre la forma
en que las víctimas de la violencia doméstica utilizan dichos servicios y sobre
cómo ellos, a su vez, les ayudan en su difícil bús queda de justicia, asisten-
cia médica, orientación, alojamiento o apoyo de otro tipo. No obstante, estos
organismos carecen con frecuencia de sistemas de datos implantados que
vayan más allá de las necesida des de registro internas del orga nismo. Otro
problema es que casi nunca se registra la información ni se emplea para ana-
lizar la eficacia de las políticas implantadas para apoyar a las víctimas de la
violencia doméstica, ni para cualquier otro tipo de evaluación, conclusión o
investigación. Como consecuencia, la violencia contra las mujeres sigue
siendo invisible en el sistema de la administración pública porque es difícil se-
guirle la pista a los casos incluso dentro del sistema judicial penal. Del mismo
modo, resulta difícil evaluar si se han producido mejoras en las denuncias y
el pro cesamiento.

La ventaja de los datos admi nistrativos es que los organismos los reco-
pilan de todas formas, como se indica más arriba. No obstante, la desventaja
de estos datos es que nunca pueden ser representativos, puesto que una
gran cantidad de mujeres no llega a denunciar la violencia ante los organis-
mos oficiales: ninguna extrapolación de datos administra tivos podrá aportar
información sobre el alcance de la violencia oculta contra las mujeres (Walby,
2005).

También se han tratado los problemas, retos y posibilidades de la reco-
gida de datos sobre la violencia contra las mujeres en seminarios y congre-
sos organizados por el Consejo de Europa durante la Campaña para Com-
batir la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica
(2006-2008). Se celebró un seminario regional sobre Recogida de datos
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como condición sine qua non para la existencia de políticas eficaces para lu-
char contra la violencia contra las mujeres, incluida la violencia doméstica en
Portugal en julio de 2007. Renée Römkens, de la Universidad de Tilburg (Pa-
íses Bajos), pronunció un discurso de presentación sobre la recogida de
datos en la Conference of National Focal Points and Contact Parliamenta-
rians (conferencia de representantes nacionales y parlamentarios de con-
tacto) que se celebró en Estrasburgo en junio de 2007. El discurso también
hizo referencia a los sistemas de datos de usuarias/os de ámbito institucio-
nal.

Römkens (2007) observó que los datos administrativos se emplean nor-
malmente con fines de evaluación y control interno. Si los datos orientados
a los usuarios/as se utilizan con fines externos, es importante recordar que
este tipo de sistema de registro proviene de una muestra no representativa
y que los datos no pueden generalizarse fácilmente a una población mayor.
Römkens también señaló que la utilidad y la relevancia de las bases de datos
de ámbito institucional dependen sobre todo de la calidad del registro.

Según Römkens (2007), los registros de usuarios/as de ámbito institu-
cional pueden utilizarse para responder a distintos tipos de preguntas. En
primer lugar, los datos pueden emplearse al tratar cuestiones de capacidad:
¿cuántas mujeres utilizan los organismos y sus servicios? Römkens subraya
que los datos de capacidad no son datos de frecuencia. La informa ción re-
copilada por los servicios no puede utilizarse para medir la frecuencia de la
violencia, ya que en la mayor parte de las sociedades muy pocas mujeres
maltratadas lo denuncian a la Policía o a otros servicios, y las que lo hacen
suelen ser las que han sufrido lesiones más graves y están más marginadas
(Informe de la reunión del grupo de expertos, 2005). En segundo lugar, los
registros de usuarias/os de ámbito institucional pueden emplearse al evaluar
la adecuación de las disposiciones existentes: ¿qué tipo de ayuda necesitan
las víctimas y qué tipo de ayuda pueden ofrecer los organismos? También
puede controlarse con este tipo de datos la eficacia de los organismos utili -
zados por las mujeres (Informe de la reunión del grupo de expertos, 2005).
En tercer lugar, los datos administrativos pueden resultar útiles cuando se
evalúa y mejora la calidad de los servicios (Römkens, 2007; Walby, 2005).
Además de proporcionar información necesa ria para mejorar los servicios, los
datos sobre el empleo de los servi cios proporcionan una base para el cálculo
del coste administrativo de la violencia contra las mujeres (Walby, 2005).

Los datos de usuarios/as de ámbito institucional son importantes con
fines de evaluación y control nacional y local, según Römkens (2007). Seguir
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el rastro de la disponibilidad de los servicios para mujeres maltratadas tam-
bién puede utilizarse al evaluar la respuesta de una sociedad al problema
(Informe de la reunión del grupo de expertos, 2005). No obstante, la investi-
gación en muchos Estados miembros del Consejo de Europa muestra que to-
davía faltan registros sistemáticos o simplemente estructurados de usua-
rias/os y que las definiciones de la violencia doméstica varían. La recogida
de datos no es la responsabilidad principal de los organismos proveedores
de servicios y, por tanto, la calidad de los datos que recopilan puede ser es-
casa y desigual (Informe de la reunión del grupo de expertos, 2005). Por
ejemplo, el doble cómputo es un problema habitual: las mujeres que solici-
tan varias veces los servicios del mismo organismo o de más de un orga-
nismo son contabilizadas más de una vez.

Römkens (2007) señala que hacen falta encuestas y estudios represen-
tativos además de los datos recogidos por los diferentes organismos. En los
casos en los que los datos administrativos puedan proporcionar una visión
exhaustiva del problema, un estu dio nacional podrá proporcionar elementos
más generales y orientados sociológicamente para comprender la frecuen-
cia, la naturaleza, los determinantes y las consecuencias de la violencia do-
méstica. En otras palabras, los estudios y datos de usuarios/as basados en
organismos sirven para fines diferentes y responden a cuestiones diferen-
tes.

La supervisión de la implantación de la Recomendación Rec (2002) 5
del Comité de Ministros a los Estados miembros sobre la protección de las
mujeres contra la violencia351 muestra que la recogida de datos estadísticos
sobre violencia doméstica tan sólo está empezando en unos pocos países y
sigue siendo muy poco fiable.352 Únicamente el Reino Unido ha introducido
procedi mientos estadísticos para marcar los casos de violencia doméstica
de forma sistemática y para seguirles la pista por el sistema judicial penal. El
Observatorio español ha co menzado a realizar dicho segui miento, pero el
trabajo está todavía en la fase inicial.
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23 Estados miembros mantie nen estadísticas policiales tanto del sexo
de la víctima y de la persona agresora, como de la relación entre ambos. No
obstante, casi nunca se combinan estos datos de forma que pueda identifi-
carse la violencia de hombres contra mujeres en una relación estrecha. Otro
problema es que muchas leyes contra la violen cia doméstica incluyen una
amplia variedad de relaciones, de tal forma que no es posible distinguir el
maltrato por parte de la pareja del maltrato infantil en los datos basados en
dichas leyes. Por tanto, los organismos legales además de la Policía debe-
rían tener formación para identificar y reconocer la violencia contra las mu-
jeres y llevar un registro de los casos a los que se enfrentan. Esto concierne,
por ejemplo, al personal médico, los servicios sociales y las autoridades de
vivienda. También muchos investigadores fuera de Europa han demandado
una amplia recogida de datos sobre la violencia contra las mujeres. Un ejem-
plo es el taller Building Data Systems for Monitor ing and Responding to Vio-
lence against Women (creación de sistemas de datos para controlar la vio-
lencia contra las mujeres y responder a ella) que se celebró en Estados
Unidos en 1998. El taller llegó a la conclusión de que pueden organi zarse
los datos en cuatro categorías principales: estudios representati vos a escala
nacional, datos sanita rios locales, datos de Justicia penal local y datos re-
presentativos a escala no nacional de proveedores de servicios (U.S. De-
partment of Health and Human Services, 2000). El taller recomendó que se
evaluase todo el potencial de los conjuntos de datos existentes, algo que no
se ha producido todavía en los Estados miembros del Consejo de Europa.

El presente estudio pretende evaluar los esfuerzos actuales por recoger
datos administrativos sobre violencia doméstica por parte de los Estados
miembros del Con sejo de Europa, identificar los obstáculos prácticos y lega-
les para ampliar la recogida de datos y hacer recomendaciones a todos los Es-
tados miembros sobre la forma de establecer un sistema modelo para la re-
cogida de dichos datos. Examina la recogida de información en sistemas de
datos administrativos relacionados con la violencia doméstica contra las mu-
jeres en los Estados miembros del Consejo de Europa, lo que incluye la vio-
lencia contra las muje res que se produce en la familia o unidad doméstica, in-
cluidas, entre otras, las agresiones físicas y psíqui cas, el maltrato psíquico y
psicoló gico, los abusos sexuales y la viola ción entre cónyuges, parejas habi -
tuales u ocasionales y convivientes. No se incluyen en el ámbito del estudio
otras formas de violencia contra las mujeres incluidas en la definición de vio-
lencia que con tiene la Recomendación Rec (2002) 5, como el incesto, los de-
litos cometi dos en nombre del honor, la mutilación sexual y genital feme nina
y otras prácticas tradicionales dañinas para las mujeres, como los matrimonios
forzosos. Del mismo modo, el estudio no incluirá la trata de mujeres.
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Además de evaluar qué datos administrativos se están registrando en
los Estados miembros del Con sejo de Europa, el presente estudio incluye di-
rectrices para la recogida de datos administrativos para los siguientes orga-
nismos e institu ciones gubernamentales, entre otros: la Policía, la Judica-
tura, la Fiscalía, las instituciones sanitarias públicas (hospitales públicos,
cen tros de salud y otras instituciones, servicios de urgencias y ordinarios),
servicios sociales e instituciones de asistencia social (teléfonos de ayuda,
centros de acogida, servicios de orientación, servicios de empleo y aloja-
miento). El estudio se complementará con reco mendaciones para la reco-
gida de datos administrativos de los siguientes organismos e institucio nes
privadas, entre otros: centros de acogida, servicios de orientación u otros
servicios de apoyo como teléfonos de ayuda y servicios sanitarios privados.

Como conclusión, los objeti vos del estudio son:

• evaluar el tipo de datos admi nistrativos que los Estados miembros del
Consejo de Europa están recopilando actualmente sobre la violencia
doméstica contra las mujeres;

• diseñar un modelo de planteamiento que contenga recomendaciones
sobre la recogida de datos administrativos más allá de las prácticas
actuales;

• emitir directrices sobre:

• qué niveles de autoridad es tatal y en qué instituciones públicas o pri-
vadas se recogerá qué tipo de datos,

• la forma de establecer un sistema de datos adminis trativos en institu-
ciones que todavía no recopilan los datos recomendados.

En el Programa de la Campaña del Consejo de Europa para Combatir la
Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica, el Grupo de
Acción recomienda que la recogida de datos se divida por sexo, tipo de vio-
lencia y relación de la persona agresora con la víctima. Como consecuencia,
el alcance del presente estudio se limita a averi guar cómo están registrando
ac tualmente estas cuestiones y la edad de la víctima y de la persona agre-
sora los distintos organismos e instituciones de los Estados miem bros del
Consejo de Europa. Mu chos organismos probablemente registran y debe-
rían registrar tam bién otro tipo de datos administra tivos, pero la información
sobre estas cuestiones no es el principal objetivo del presente estudio.
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1.2. Puesta en práctica del estudio

El estudio lo llevó a cabo el Instituto Europeo de Prevención del Delito y
Lucha contra la Delincuencia, afiliado a las Naciones Unidas (HEUNI). El
equipo de investiga ción del HEUNI está compuesto por el director Kauko Aro-
maa y la investigadora Elina Ruuskanen.

El estudio se puso en práctica en varias fases. Se comenzó deli neando
la situación de la recogida de datos administrativos sobre la violencia do-
méstica contra las mujeres en Finlandia. Basándose en la información reco-
pilada de dis tintas fuentes en Finlandia, se elaboró un cuestionario sobre
fuentes de datos administrativos para todos los Estados miembros del Con-
sejo de Europa. Se realiza ron visitas de estudio a algunos Estados miem-
bros del Consejo de Europa para obtener información más detallada sobre el
registro de datos administrativos en esos países. Los países visitados fueron
España, la República Checa, Fran cia, Italia, los Países Bajos, Eslova quia,
Suiza y Suecia.

Antes de la visita a España, en la que el Sr. Aromaa y la Sra. Ruuskanen
visitaron el Observato rio Estatal de Violencia sobre la Mujer, el Sr. Aromaa ya
había visitado la Oficina Federal de Igualdad entre los Sexos de Suiza en oc-
tubre de 2007. El Sr. Aromaa viajó a la República Checa para reunirse con
representantes del ministerio checo de Justicia y de la ONG BKB. Basán-
dose en la in formación recopilada de distintas fuentes en Finlandia y en los
datos de España, Suiza y la República Checa, se ultimó el cuestionario sobre
fuentes de datos administra tivos para todos los Estados miembros del Con-
sejo de Europa previa consulta a la Secretaría del Consejo de Europa. El
cuestionario está compuesto por varias seccio nes que incluyen preguntas
sobre las autoridades y los organismos que trabajan con el problema de la
violencia doméstica. Las secciones son las siguientes: Policía, llamadas de
urgencia, Fiscalía, tribunales de Primera Instancia, seguimiento de los casos
en el sistema judicial penal, investiga dores de las causas de las muertes, ór-
denes de alejamiento, servicios e instituciones sanitarias públicas, servicios
e instituciones sanitarias privadas, y servicios sociales e instituciones de asis-
tencia social que incluyan centros de acogida, líneas telefónicas de ayuda y
otros proveedores de servicios. Se crea ron dos versiones del cuestionario:
una básica y una más detallada. Todas las secciones excepto la del segui-
miento de casos contienen preguntas similares sobre los tipos de datos sobre
violencia doméstica contra las mujeres que registra la autoridad u organismo
en cuestión. Básica mente, todas las secciones contie nen las siguientes pre-
guntas, con algunas variaciones de formulación:

414



• ¿Registra esta autoridad/ organismo información sobre la violencia do-
méstica? 

• En caso afirmativo, ¿qué definición exacta de violencia doméstica se
emplea?

• ¿Es posible distinguir la violencia doméstica contra las mujeres en
estos datos?

• ¿Es posible distinguir a la víctima en estos datos?
• En caso afirmativo, ¿cuál es la definición de víctima?
• ¿Se registra la edad de la víctima?
• ¿Se registra la edad de la persona agresora?
• ¿Se registra la relación de la persona agresora con la víctima en los

casos de violencia doméstica contra mujeres? 
– En caso afirmativo, ¿existe una lista de re laciones posibles para es-

coger? 
– En caso afirmativo, ¿qué opciones figuran en la lista?

• ¿Se registra el tipo de violencia en los casos de violencia doméstica
contra mujeres?
– En caso afirmativo, ¿existe una lista de distintos tipos de violencia

para escoger?
– En caso afirmativo, ¿qué opciones figuran en la lista?

• ¿Registra esta autoridad/ organismo otra información sobre la violen-
cia doméstica contra las mujeres?

Las preguntas relacionadas con la relación de la persona agre sora con
la víctima y el tipo de violencia incluían ejemplos de posibles relaciones y
tipos de vio lencia para que a la persona en cuestada le resultase más fácil
comprender qué tipo de informa ción se intentaba obtener. Los ejemplos in-
cluían opciones como novio/novia, pareja de hecho, cónyuge, ex pareja/cón-
yuge, otro familiar (relación entre la víctima y la persona agresora) y violen-
cia física, psíquica, económica, sexual, cultural; violencia menor, grave, muy
grave (tipos de violencia). Ante todo, estas opciones se obtu vieron de traba-
jos existentes del Consejo de Europa en este campo; también se hallaron
ejemplos con cretos de relaciones y tipos de violencia al delinear la situación
de la recogida de datos adminis trativos en Finlandia y España.

Los cuestionarios se enviaron a todos los representantes nacio nales o
funcionarios de alto nivel nombrados por los Estados miem bros del Consejo
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de Europa para la Campaña para Combatir la Violencia contra las Mujeres,
incluida la Violencia Doméstica del Consejo de Europa. La versión detallada
del cuestiona rio se envió a los países que fueron destinos de visitas y, la ver-
sión básica, al resto de los Estados miembros del Consejo de Europa. Se
enviaron tanto versiones en inglés como en francés del cuestio nario a los re-
presentantes a media dos de noviembre de 2007.

Para garantizar las respuestas a todas las preguntas, se pidió a los repre-
sentantes que enviasen el cuestionario a especialistas y expertos/as nacionales
informados sobre distintos campos y aspectos de los datos sobre violencia do-
méstica en el país. La fecha límite para las respuestas se fijó a media dos de di-
ciembre de 2007; no obs tante, únicamente 8 de 45 países respondieron a tiempo,
así que se envió un recordatorio al resto de los países y se fijó como nueva fecha
límite para el envío de res puestas mediados de enero de 2008. Los siguientes
países habían cumplimentado el cuestionario para esa fecha:

– Austria;
– Azerbaiyán;
– Bélgica (únicamente la parte flamenca del país);
– Bulgaria;
– Croacia;
– Chipre;
– República Checa;
– Dinamarca;
– Estonia;
– Finlandia;
– Georgia;
– Grecia;
– Hungría;
– Letonia;
– Liechtenstein;
– Lituania;
– Luxemburgo;
– Moldavia;
– Polonia;
– Portugal;
– Rumanía;
– Eslovaquia;
– Eslovenia;
– Suiza;
– Reino Unido.
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Montenegro, los Países Bajos, Suecia y España enviaron sus respues-
tas entre febrero y marzo de 2008.

Dado que seguían faltando las respuestas de bastantes países a finales
de enero y muchos de los países de la Europa occidental no habían respon-
dido, se contactó con los representantes y otros contactos del HEUNI. Se
estableció contacto con los siguientes países: Noruega, Francia, Italia, Reino
Unido e Irlanda. Se recibieron respuestas del Reino Unido y otros países,
mientras que otros no lograron cumplimentar el cuestionario y algunos dije-
ron que todavía inten tarían hacerlo.

A mediados de marzo de 2008, 30 de 45 Estados miembros del Con-
sejo de Europa habían cumplimentado el cuestionario, parcial o total-
mente.353 Mientras distintos especialistas en los Estados miembros del
Consejo de Europa cumplimentaban el cues tionario, se organizaron más
visitas a países. El Sr. Aromaa visitó la Brigada de víctimas de la gendar -
mería francesa, el Instituto Nacio nal Francés de Estudios Demográ ficos
y el Centro Nacional de In vestigación Científica de París a principios de
noviembre. El Sr. Aromaa y la Sra. Ruuskanen viaja ron a Estocolmo a fi-
nales de enero y visitaron el Consejo Nacional de Salud y Bienestar, el Mi-
nisterio de Integración e Igualdad entre los Sexos y el Consejo Nacional
Sueco para la Prevención del Delito. Por limitaciones de tiempo y dificul-
ta des organizativas, no pudo reali zarse el resto de las visitas a países
(Italia, Países Bajos y Eslovaquia). Se elaboraron informes sobre Sue-
cia, Francia, España, Suiza y la República Checa y se enviaron a los/las
especialistas nacionales con los que el personal del HEUNI se había reu-
nido para su verificación. Asimismo, se elaboró una descripción de la re-
cogida de datos administrativos en Finlan dia. El informe de este país in-
cluye información detallada sobre la forma en que se recopilan los datos
administrativos y sobre qué tipos de datos recopilan o no recopilan en
Finlandia las distintas autorida des y organismos que tratan la violencia
(doméstica) contra las mujeres. Además de la descripción de la recogida
de datos, en el informe nacional de Finlandia se incluyen ejemplos de in-
formación registrada. Se hizo así porque re sulta más fácil comprender
las ventajas y las deficiencias de la forma actual de recoger los datos
cuando se muestran las cifras reales.
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353 No se recibieron respuestas de Albania, Andorra, Armenia, Bosnia y Herzego-
vina, Francia, Islandia, Irlanda, Malta, Mónaco, Noruega, San Marino, Serbia, la Antigua
República Yugoslava de Macedonia y Turquía.



El informe nacional de Fin landia es el más detallado de todos, por una
sencilla razón: dado que el HEUNI se encuentra en Finlandia y los miembros
del equipo de investigación son finlandeses, la obtención de información
sobre la violencia doméstica en Finlandia y los/as expertos/as nacionales re-
levantes resultó fácil y no se limitó al breve plazo de la visita a un país.
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2 ª PARTE 
MEDIDAS EXISTENTES PARA RECOGER
DATOS SOBRE LA VIOLENCIA DOMÉSTICA
EN LOS ESTADOS MIEMBROS

Este capítulo presenta los re sultados obtenidos del cuestionario enviado
a todos los Estados miem bros con el objeto de lograr una visión de conjunto
de la recogida de datos administrativos sobre la violencia doméstica contra
las mujeres. Asimismo, se presenta un panorama de la informa ción recopi-
lada durante las visitas a los países (véase información más detallada en el
Apéndice 17). En primer lugar, es necesario debatir los problemas relacio-
nados con la recogida de datos de muchas fuentes con un cuestionario tan
extenso. En este contexto, la fiabilidad de los datos también debe consi -
derarse.

El cuestionario elaborado para este estudio era muy extenso de bido a
que debía cubrir muchas autoridades e instituciones dife rentes que trabajan
con la violencia contra las mujeres. Es muy proba ble que el tamaño del cues-
tionario haya afectado a la disposición y la capacidad de los encuestados
para cumplimentarlo. Otra característica que probablemente redujo el nú-
mero de respuestas fue el hecho de que hacía falta mucha gente dife rente
para cumplimentar el cues tionario. El cuestionario incluye preguntas de mu-
chos campos, por lo que era necesaria más de una persona para responder
a todas las preguntas. El envío del cuestiona rio hizo pesado el proceso de
respuesta, lo que puede explicar por qué muchos de los cuestiona rios sólo
se cumplimentaron en parte. Fue eso lo que ocurrió con la mayor parte de los
países que respondieron: únicamente unos pocos países cumplimentaron
todas las secciones del cuestionario.

Otro problema al analizar los datos recopilados en el cuestionario es que
las respuestas afirmativas y negativas no siempre carecen de ambigüedad.
En algunos casos re sultaba imposible seguir las inter pretaciones de las pre-
guntas por parte de algunos encuestados y, como resultado, fue difícil inter -
pretar las respuestas. Por esta razón, existen problemas con la fiabilidad de
la información reco pilada con el cuestionario.

¿Por qué se entendieron mal tantas preguntas y por qué muchas de las
respuestas fueron ambiguas? Puede haber muchas razones. En primer lugar,
el hecho de que el cuestionario únicamente estuviese disponible en inglés y
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francés puede haber supuesto una barrera lingüística que resultó evidente en
algunas respuestas. En segundo lugar, aunque los/as funcionarios/as de alto
nivel y los/as representantes nombrados por los Estados miembros son ex-
pertos y especialistas en cuestio nes de igualdad y violencia contra las muje-
res, no siempre están familiarizados con las cuestiones o conceptos relacio-
nados con la recogida de datos. Las/os representantes probablemente
trabajan con cuestiones políticas o prácticas y no tanto con temas relacio-
nados con la recogida de datos administrativos o la estadís tica. Ese puede
haber sido uno de los motivos de la ambigüedad de las respuestas y de los
malentendi dos. Finalmente, las preguntas podrían haber sido inequívocas y,
por tanto, es posible que parte del problema haya estado en el propio cues-
tionario.

La mejor información y la más fiable de este estudio se obtuvo y se re-
copiló durante las visitas a los países. Hablar cara a cara con personal ex-
perto en el tema resultó muy ventajoso. Esto permitió recoger la información
requerida en el cuestionario de forma rápida y eficaz, con la posibilidad de
plan tear preguntas adicionales si algo no quedaba claro. Además, los ejem-
plos concretos que dieron las personas encuestadas en relación con las pre-
guntas sobre las defini ciones de violencia doméstica y del concepto de «víc-
tima», así como las opciones de relaciones entre la víctima y la persona
agresora y el tipo de violencia proporcionan información que resulta valiosa
para todos los Estados miembros cuando consideran y reconsideran las de-
finiciones que utilizan en su trabajo de prevención y lucha contra la violencia
doméstica.

Los principales resultados de las respuestas a cada sección del cuestio-
nario se describen breve mente y se comparan con la infor mación de los per-
files de los países. Es importante tener en cuenta que parece haber cierta dis-
crepancia entre la información extraída del cuestionario y las visitas a los
paí ses. Al estudiar el cuestionario, la situación de la recogida de datos podría
parecer bastante buena y amplia, pero un análisis más detenido de los per-
files de los países muestra que en realidad la situación es más complicada
y tiene más dimensiones. Un simple «sí» en el cuestionario con frecuencia
resultaba ser un «sí, pero» al hablar del tema cara a cara con un experto na-
cional. Cara a cara, las conversa ciones revelaban problemas y complejida-
des detrás de respuestas que parecían simples en los cues tionarios. Es algo
que hay que tener en cuenta al interpretar los resulta dos del cuestionario.

Todas las respuestas al cues tionario están reunidas en tablas por cada
autoridad y organismo que cubría el cuestionario. La idea es que las des-
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cripciones siguientes, las tablas y los perfiles de los países se complemen-
ten entre sí. Las tablas y los perfiles de los países pueden encontrarse en los
apéndi ces 1-17. En todas las tablas, el símbolo «–» significa que el encues-
tado respondió «No sé» a esa pregunta concreta. Al interpretar los resulta-
dos, deberían tenerse en cuenta los problemas presentados anteriormente
respecto a la recogida de información con un cuestionario.

2.1. Policía

La información obtenida del cuestionario y de las visitas a los países in-
dica que, en general, la Policía emplea métodos de recogida de datos bas-
tante buenos. Casi todos los países que respon dieron al cuestionario cum-
plimen taron la sección sobre la Policía.

La Policía registra datos sobre violencia doméstica en 27 países que res-
pondieron a la sección relevante del cuestionario. Además, en 25 de esos paí -
ses es posible distinguir la violencia doméstica contra las mujeres en los datos.
En muchos países, la Policía también registra quién es la víctima, así como su
edad. La relación entre la víctima y la persona agresora se registra en 23 países,
mientras que la pregunta sobre el tipo de violencia era la que con más frecuen-
cia tenía una res puesta negativa (9 países respondie ron «no»). Sin embargo, si
observa mos la información más detallada obtenida durante las visitas a los paí-
ses, resulta bastante obvio que las respuestas «sí» y «no» no necesaria mente
son tan poco ambiguas como podría parecer. Por ejemplo, podría resultar posi-
ble distinguir la «violencia contra las mujeres» en los datos pero no la «violencia
doméstica contra las mujeres» (como ocurre en Suecia, por ejemplo).

La Policía está realizando mejo ras y cambios considerables en sus sis-
temas y métodos de recogida de datos en dos de los países visita dos (Suiza
y España). La Policía suiza está introduciendo un nuevo sistema electrónico
de datos nor malizados que se implantará en todos los cantones. Este sis-
tema de recogida de datos puede conside rarse como un ejemplo de buenas
prácticas: toda la información relevante, como el sexo y la edad de la víctima
y la persona agresora, la relación entre ambas y el tipo de violencia, así como
muchos otros tipos de cuestiones relacionadas con la violencia doméstica
contra las mujeres se incluirán en el sis tema.

El nuevo sistema español se de nomina Sistema de Indicadores y Va ria-
bles sobre Violencia de Género. Este sistema lo creó el Observatorio Esta -
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tal de Violencia sobre la Mujer. Una parte del sistema cubre datos de las fuer-
zas y cuerpos de seguridad, es decir, datos registrados por los diferentes
cuerpos policiales. Según el sistema, las fuerzas y cuerpos de seguridad tie-
nen que registrar las características sociodemográficas de la persona que
sufre violencia y de la persona sospechosa, la rela ción entre ellas y el tipo de
violen cia. Además de esos datos, debe registrarse la gravedad de las lesio -
nes y las medidas tomadas por las fuerzas y cuerpos de seguridad. El Sis-
tema de Indicadores es un proyecto ambicioso y, si se implanta con éxito,
constituirá un importante ejemplo de buenas prácticas.

En general, los resultados de los datos policiales sugieren que la situa-
ción es bastante buena en la mayoría de los Estados miembros del Consejo
de Europa. No obs tante, debe resaltarse que, aunque la Policía registra los
mismos datos en muchos países, las clasificaciones y variables empleadas
son heterogé neas y, por tanto, resulta difícil la realización de comparacio-
nes. Un buen ejemplo de esto es la forma en que la Policía clasifica la rela-
ción entre la víctima y la persona agre sora en los distintos países. Esto se
pone de manifiesto en los siguien tes ejemplos de clasificación de relaciones
de tres países diferentes:

• cualquier relación íntima actual; cualquier relación íntima pa sada;
padre o madre; madrastra o padrastro; padre, madre, hijo o hija de aco-
gida; cualquier otro familiar;

• cónyuge, padre, madre, hijo/hija, hermano/hermana, pareja que con-
vive como un matrimonio;

• cónyuge, pareja de hecho.

La Policía registra la relación en tre la víctima y la persona agresora en los tres
países de los que están tomados estos ejemplos; no obs tante, no es posible
comparar los datos registrados de acuerdo con estas clasificaciones. Los ex cón-
yu ges y las ex parejas no se incluyen en el segundo y el tercer ejemplo, así que
los datos registrados de acuerdo con estos no pueden compararse con los re-
gistrados de acuerdo con las clasificaciones del primer ejemplo. Además, el ter-
cer ejemplo incluye únicamente cónyu ges y parejas de hecho, pero no otros
miembros de la familia, así que no es posible comparar con los otros dos países
del ejemplo. Un requisito mínimo para que se pu diese comparar es que todas las
subcategorías de relación aplicables se indicasen por separado.

Los mismos problemas de com parabilidad afectan a la forma en que la
Policía clasifica los tipos de violencia, aunque, según los resul tados, estos re-
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sultaron menos heterogéneos que la forma de clasificar la relación entre la
víctima y la persona agresora. El principal problema es que los organismos
del sistema judicial penal suelen establecer las clasificaciones basándose en
el código penal, y dichas clasificacio nes no suelen ser muy concretas ni des-
criben los detalles de lo suce dido.

Los problemas provocados por las distintas definiciones y clasifica ciones
aparecen por todo el estudio y afectan a todas las organizacio nes e institu-
ciones incluidas. Este tema se ampliará en Definiciones de violencia do-
méstica, en la sección 2.10 del presente estudio.

2.2. Llamadas de urgencia

Las preguntas sobre las llamadas de urgencia se entendieron mal en las
respuestas de muchos países. Algunos encuestados proporciona ron la misma
información en res puesta a las preguntas sobre las llamadas de urgencia y las
pregun tas relacionadas con las líneas telefónicas de ayuda, aunque dichas
preguntas se referían a cuestiones completamente distintas. El obje tivo de la
sección 2 sobre llamadas de urgencia era obtener información sobre las lla-
madas realizadas a números de urgencia como el 112; las líneas telefónicas de
ayuda de la sección 10 hacían referencia a las líneas de ayuda para víctimas
de violencia doméstica que, en la mayoría de los casos, gestionan ONG. El
hecho de que se produje sen malentendidos en unas cuantas respuestas indica
que las instruc ciones sobre la forma de responder a las preguntas que incluía
dicha sección del cuestionario no estaban suficientemente detalladas.

Las respuestas referentes a las líneas de ayuda gestionadas por ONG y
el tercer sector se tratarán en el apartado de líneas telefónicas de ayuda, mien-
tras que las que se refieren a los números de urgencia se tratarán aquí. Tam-
bién debe tenerse en cuenta que en el Apén dice 2 (respuestas sobre llamadas
de urgencia), las cifras de la última fila de la tabla representan el nú mero de pa-
íses que respondieron sí a las preguntas de la sección 2. Hay países que pro-
porcionaron infor mación sobre más de un número de urgencia y todos se in-
cluyen en la tabla. No obstante, dado que era importante presentar el número
de países que respondieron sí (al menos una vez) a las preguntas sobre lla-
madas de urgencia, este dato se indica en la última fila de la tabla.

La sección sobre llamadas de ur gencia la cumplimentaron 21 paí ses, de
los cuales 20 respondieron que se registra la información sobre las llamadas
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de urgencia. En 15 de esos países, la recepción y el trata miento de al menos
parte de las llamadas de urgencia los realiza la Policía, así que podemos su-
poner que se emplean sistemas de datos policiales al registrar la informa-
ción sobre las llamadas de urgencia. Aunque se registra con bastante fre-
cuencia la información sobre las llamadas de urgencia, tan sólo en 16 países
pueden distinguirse los casos en los que el motivo de la llamada es la vio-
lencia doméstica. Todavía en menos países se registra información sobre la
víctima o sobre las características de la víc tima. A la persona que recibe la
llamada le puede resultar difícil hacerse una idea clara de los lazos familia-
res o quién es la víctima y es probable que por eso no se inclu yan en el sis-
tema de recogida de datos. El tipo de violencia se regis tra en 13 de los 20
paí ses que registran información sobre llama das de urgencia.

No se obtuvo información sobre llamadas de urgencia durante la mayo-
ría de las visitas a países. En los países en los que estaba dispo nible dicha
información, distinguir los casos de violencia doméstica del conjunto de todas
las llamadas de urgencia no es en absoluto posible o resulta problemático.
En Finlan dia, por ejemplo, los casos de violencia que se producen en una re-
sidencia privada se codifican como violencia doméstica, con independencia
de la relación entre las personas implicadas. Esto signi fica que se codifican
como violen cia doméstica casos que en realidad no lo son, lo que puede con-
ducir a interpretaciones engañosas de la situación.

2.3. Fiscalía

Las respuestas al cuestionario revelan que existe una diferencia bas-
tante importante en la recogida de datos sobre violencia do méstica entre la
Policía y otras autoridades judiciales. 28 países respondieron las preguntas
sobre la Fiscalía, pero únicamente en 14 países ésta registra información
sobre violencia doméstica. En 11 de estos países es posible distinguir la vio-
lencia doméstica contra las mujeres en los datos y en muchos de estos paí-
ses también se registra la información sobre la víctima y la relación víctima-
delincuente.

La información obtenida durante las visitas a los países describe un pa-
norama similar: en algunos paí ses, la Fiscalía no registra ningún o práctica-
mente ningún dato sobre la violencia doméstica contra las mujeres, mientras
que en otros países la situación es mucho mejor o se están realizando cam-
bios en la recogida de datos.
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Un ejemplo de buenas prácticas viene de la Fiscalía del Reino Unido
(CPS). La información sobre la violencia doméstica se controla mediante un
nuevo Indicador de la Violencia contra las Mujeres, con el que pueden contro-
larse varios problemas diferentes: los resultados de casos de violencia do-
méstica, el número de causas sobreseídas y los motivos de la existencia de re-
sulta dos no satisfactorios (p. ej. que el testigo clave/la víctima no apoye el caso,
que la víctima no acuda sin previo aviso, que la víctima se niegue a declarar o
se retracte, la ausencia de un elemento jurídico básico, etc.). También se re-
gistra información sobre igualdad y diver sidad para las partes demandadas,
las víctimas y los testigos (incluidos el sexo, la edad, la religión o las creen-
cias, el origen étnico y la discapacidad). En la Fiscalía del Reino Unido se in-
trodujo un sis tema mejorado de control electró nico en abril de 2007 para reu-
nir información sobre lo que ocurre con los casos después de que una víctima
se retracte de su declara ción. Por ejemplo, ¿continúa la causa con otras prue-
bas, em pleando únicamente las declaracio nes de las víctimas o mediante ór-
denes de comparecencia para las víctimas? ¿Se declara culpable la persona
demandada o la causa es infructuosa? Esto resultará útil para analizar las pau-
tas en los casos de violencia doméstica tras la retracta ción de las víctimas. En
noviembre de 2007, la CPS también comenzó a controlar la información sobre
relaciones (cónyuge/pareja de hecho, ex cónyuge/pareja de hecho, parejas o
ex parejas, familia o familia ampliada), información sobre si la víctima y la per-
sona demandada tienen el mismo sexo, y datos sobre si algún organismo es-
pecializado ha proporcionado apoyo a las víctimas de la violencia doméstica.

Las autoridades judiciales, in cluida la Fiscalía, están realizando cambios
a su recogida de datos en dos de los países visitados para los fines del pre-
sente estudio: España y Suecia. El nuevo Sistema de Indicadores y Variables
sobre Violen cia de Género de España se presenta en la sección sobre la Po-
licía de este informe (sección 2.1). El sistema contiene una sección sobre
datos judiciales que incluye propuestas sobre el tipo de datos sobre violen -
cia doméstica contra las mujeres que deberían empezar a registrar las auto-
ridades judiciales, incluida la Fiscalía.

Las autoridades judiciales suecas han tomado la iniciativa de crear una
nueva estructura de clasifica ción de delitos. Esta iniciativa se denomina con
el acrónimo STUK, que significa «información estructu rada sobre delitos».
El objetivo de la STUK es tener un conjunto uniforme de disposiciones para
todas las autoridades judiciales sobre la forma de recabar y es tructurar el
tipo de información sobre los delitos a los que las auto ridades se enfrentan
dentro del procedimiento penal. Para obtener información más detallada
sobre la STUK, véase el Apéndice 17.
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2.4. Tribunales de primera instancia

En la sección 4 del cuestionario (Tribunales de primera instancia), los
encuestados tenían la oportunidad de responder a las preguntas varias veces
para tener en cuenta el hecho de que existen muchos tipos de tribunales de
primera instancia que se ocupan de casos de violencia doméstica y emplean
distintos sistemas de datos en el país. Todas las respuestas están reunidas
en el Apéndice 4. Debe tenerse en cuenta que las cifras de la última fila de
la tabla representan el nú mero de «países», no el número de tribunales, que
respondieron «sí» a las preguntas de la sección 4.

De los 30 países que cumpli mentaron el cuestionario, 28 res pondieron a
las preguntas relacio nadas con la recogida de datos en tribunales de primera
instancia. Tres países respondieron a las pre guntas varias veces, dando así
más información referente a más de un tipo de tribunal de primera instan cia.
Los resultados son similares a los referentes a la Fiscalía: en los tribunales
de primera instancia de 16 países se registra información sobre violencia do-
méstica, pero únicamente en 9 de ellos es posible distinguir la violencia con-
tra las mujeres. Menos de diez países respondieron «sí» al resto de las pre-
guntas de la sección 4, excepto a la pregunta sobre la edad de la persona
agresora, que registran los tribunales de 12 de los países que respondieron
a esta sección del cuestionario.

Un análisis de los perfiles de los países muestra que la situación res-
pecto a la recogida de datos sobre violencia doméstica por parte de tribuna-
les es bastante similar en Finlandia y Francia: el registro se realiza según la
sentencia/persona condenada, no la víctima. En la República Checa, los tri-
bunales registran la violencia doméstica únicamente en casos de órdenes
de alejamiento. Las autoridades judi ciales, incluidos los tribunales de primera
instancia, están haciendo cambios a su recogida de datos en España y Sue-
cia (véase la sec ción anterior).

2.5. Investigadores/as de las causas de las muertes

23 países respondieron a pre guntas referentes a la recogida de datos
por parte de investigadoras/es de las causas de las muertes y 13 países res-
pondie ron que los investigadores y las investigadoras de las causas de las
muertes registran información sobre violencia doméstica. Sólo es posible dis-
tinguir la violencia do méstica contra las mujeres y a la víctima en los datos
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en 12 países. Las investigadoras y los investiga dores de las causas de las
muertes registran la relación entre la víctima y la persona agresora en 11
países. Esto indica que únicamente es posible identificar el número de mu-
jeres que mueren como víctimas de la violencia doméstica a partir de las in-
vestigaciones de las causas de las muertes en 11 de los 30 países que res-
pondieron. Lógicamente, es posible que el número de víctimas de violencia
doméstica mortal lo registre también algún otro orga nismo (como la Policía).
No obs tante, el resultado de esta sección del cuestionario es muy preocu -
pante: el registro de datos fiables sobre el número de mujeres que mueren
como víctimas de la vio lencia doméstica cada año es mu cho más sencillo
(dado que se trata de números relativamente reduci dos) que el registro de
datos fiables sobre el número de mujeres vícti mas de agresiones en su pro-
pio hogar cada año, por ejemplo. El número de mujeres fallecidas daría al
menos una idea de la violencia contra las mujeres en un país de terminado y,
por esa razón, el registro de los datos debería ser muy importante.

Por otra parte, si estudiamos la información detallada obtenida durante
las visitas a los países, la situación referente a la recogida de datos por parte
de personas que investigan las causas de las muertes parece más positiva.
Todos los países visitados tienen algún tipo de información sobre la violen-
cia doméstica mortal. La situación es similar en Francia y Suecia en el sen-
tido de que se han realizado uno o varios estudios sobre el tema. Estos es-
tudios cubren las cuestio nes tratadas en el presente informe, como el número
de mujeres asesi nadas por sus parejas o ex parejas y el sexo y la edad de
las víctimas y las personas agresoras. No obs tante, estos estudios no con-
tienen «datos administrativos», ya que el estudio francés únicamente se ha
realizado una vez y en Suecia la información no la registra un único orga-
nismo y, por tanto, no puede obtenerse directamente de una única fuente.

Un ejemplo de buenas prácticas en la recogida de datos sobre violencia
doméstica mortal puede encontrarse en Finlandia. El Instru mento de Reco-
gida de Datos del Sistema Finlandés de Control de Homi cidios es una base
de datos basada en datos policiales sobre cada homicidio individual que se
pro duce en Finlandia. La base de datos contiene información sobre las prin-
cipales características de los crímenes, su distribución regional y temporal,
los antecedentes sociodemográficos tanto de la víctima como de la principal
persona agresora y su comportamiento en el lugar del delito. El sistema tam-
bién contiene información relacionada con la investigación de los delitos e
in formación sobre el comporta miento de las personas sospechosas tras el cri-
men y durante la investi gación. Consiguientemente, con este instrumento se
dispone de información detallada y concreta sobre el número de víctimas fe-
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me ninas de la violencia doméstica mortal, así como sobre los antece dentes
socioeconómicos tanto de la víctima como de la persona agre sora, y la rela-
ción entre ambas partes (para obtener más detalles, véase el Apéndice 17).

2.6. Órdenes de alejamiento

28 países respondieron a la sec ción 7 del cuestionario, lo que reveló que
en 18 países al menos un organismo que se ocupa de las órdenes de aleja-
miento registra datos sobre ellas. De las respuestas recibidas, parece que se
registra con mayor frecuencia información sobre la persona contra la que se
ha dictado la orden que sobre la per sona a la que protege dicha orden. No
es sorprendente, puesto que la persona contra la que se dicta la orden es
quien tiene que obedecerla y a la que con frecuencia se super visa de una
forma u otra. En este sentido, es comprensible que las autoridades se cen-
tren más en registrar datos sobre la persona contra la que se ha dictado la
orden que sobre la persona a la que pro tegerá dicha orden. No obstante,
esta situación debería modificarse y es algo que no precisa un gran esfuerzo,
ya que toda la informa ción necesaria suele estar directa mente disponible
para el organismo que dicta la orden.

Conviene tener en cuenta que, en el Apéndice 6, las cifras de la última
fila de la tabla representan el número de «países» que respondieron «sí» a
las preguntas de la sección 7. Hay países que proporcionaron información
sobre más de un organismo que se ocupa de las órdenes de alejamiento y
todos se incluyen en la tabla; no obstante, era importante presentar el «nú-
mero de países» que respondieron «sí» (al menos una vez) a las preguntas
sobre órdenes de alejamiento, que se indica en la última fila de la tabla.

Se encontró un buen ejemplo de recogida de datos sobre órde nes de
alejamiento en la República Checa.354 La Policía puede dictar órdenes de
alejamiento en el lugar de los hechos, incluso contra la voluntad de las par-
tes, si identifica una situación de violencia domés tica al responder a una lla-
mada de urgencia. Para las órdenes de aleja miento se recopila información
específica sobre la víctima. En este sistema, se define a la víctima como la
persona que sufre un daño, y se cumplimenta un formulario espe cial que se
utiliza para recoger datos sobre cada caso, como la región, el día/mes, el
sexo de la víctima, el sexo de la persona agresora, la edad de la víctima, la
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relación entre la víctima y la per sona agresora y lo que ocurrió. No hay in-
formación directa sobre el tipo de violencia en cuestión. Además, se recopi-
lan datos sobre hijos/as, sobre contactos con el centro de intervención, etc.
Ex cepto por el tipo de violencia, que no se describe, esta solución se co-
rresponde claramente con los requisitos básicos de recogida de datos sobre
violencia doméstica expresados por el Grupo de Trabajo para Combatir la
Violencia contra la Mujer, incluida la Violencia Domés tica, del Consejo de Eu-
ropa, ex puestos en el Programa de la Cam paña.355

2.7. Instituciones y servicios sanitarios públicos

En general, los resultados de las visitas a los países y del cuestiona rio in-
dican que la recogida de datos en instituciones y servicios sanitarios públicos
tiene mucho que mejorar. Aunque más de 20 países respondieron a las pre-
guntas relacionadas con las instituciones y servicios sanitarios públicos, úni ca-
mente 16 países informaron de que los hospitales públicos regis tran información
sobre la violencia doméstica, mientras que 6 países respondieron que los cen-
tros sani tarios públicos lo hacían y 9 man tuvieron que las clínicas de mater nidad
públicas recogen dicha in formación. 10 Estados miembros comunicaron que
los servicios públicos de urgencias registran dichos datos. Parece que la reco-
gida de datos más exhaustiva se produce en los hospitales públicos, y los de los
siguientes países regis tran toda o prácticamente toda la información que se so-
licita en el cuestionario356: Austria, Finlandia, Grecia, Letonia, Portugal, España,
Suecia, Suiza y el Reino Unido. No obstante, las conclusiones deberían sacarse
con sumo cuidado. Por ejemplo, el informe de Finlandia indica que, en teoría,
se registra toda la información que se solicita en el cuestionario; no obstante, en
la práctica hay deficiencias muy graves en el registro y los datos son, por varias
razones, poco fiables (véase el Apéndice 17).

La recogida de datos en ins tituciones sanitarias públicas es algo pro-
blemática y también en otros países visitados existen problemas de falta
de fiabilidad. El problema es que la información no se registra de forma ha-
bitual y no se utilizan clasificaciones idénticas. Muchos países utilizan la
Clasificación Interna cional de Enfermedades (CIE-10) al registrar el motivo
por el que el paciente busca tratamiento. En teoría, la codificación de la
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CIE-10 permite la recogida de informa ción sobre el número de mujeres
que han acudido a hospitales o centros de salud para el tratamiento de le-
siones provocadas por la violencia doméstica. En la práctica, esta infor-
mación es poco fiable en muchos países por varios motivos. Existen más
de 10 000 códigos en la CIE-10, por lo que se puede escoger entre una
amplia gama de códigos. Cuando se sabe que el motivo de la búsqueda
de trata miento es la violencia doméstica, sigue habiendo más de 80 códi-
gos para elegir. Por tanto, es muy probable que el personal médico y de
enfermería cumplimente el formulario de forma incorrecta o inexacta, una
suposición que com parten los expertos y las expertas que representan a
este sector. Además, es posible que los miem bros del personal sanitario
no consideren que sea su deber ir más allá de sus responsabilidades «bá-
sicas», que sea ocuparse de las necesidades médicas de los y las pa-
cientes y no inmiscuirse en sus asuntos personales. Es muy proba ble que
las y los pacientes víctimas de la violencia doméstica no siem pre revelen
el verdadero motivo por el que solicitan tratamiento. Consiguientemente,
el personal médico no siempre puede distin guir si la lesión la ha provo-
cado la violencia física o un accidente. Los casos en los que el o la pa-
ciente no revela la causa de las lesiones o el médico o la médica no sabe
qué provocó la lesión no se codifican como lesiones provocadas por la
violencia doméstica.

2.8. Instituciones y servicios sanitarios privados

De acuerdo con las respuestas recibidas, el registro de datos sobre
violencia doméstica es todavía menos frecuente en las instituciones y los
servicios sanitarios privados que en los públicos. Prácticamente la totali-
dad de los países no respondió o respondió no a las preguntas referentes
a la recogida de datos por parte de médicos/médicas y centros sanitarios
privados. Los hospitales privados registran datos sobre violencia domés-
tica en nueve países. Una explicación posible a las diferencias en la re-
cogida de datos entre la Sanidad pública y la privada podría ser que en
muchos países el personal de la Sanidad pública probablemente está obli-
gado a comunicar y registrar sus actividades y operaciones de forma más
exhaustiva y detallada que en la Sanidad privada. Algunos encuestados di-
jeron que, por ejemplo, las médicas y los médicos de cabecera pueden
decidir libremente y por sí mismos los tipos de datos que registran sobre
sus pacientes. Esta impresión quedó reforzada durante las visitas a los
países.
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2.9. Servicios sociales e instituciones de asistencia social

Según los resultados de la investigación, la recogida de datos sobre vio-
lencia doméstica es exhaustiva en los servicios sociales, las instituciones de
asistencia social y las ONG que se dedican a la violencia contra las mujeres.
La sección 10 sobre Servicios sociales e instituciones de asistencia social
fue, junto con la sección 1 (Policía), la sección que se respondió con más
frecuencia y se cumplimentó más a fondo de todo el cuestionario, sobre todo
la parte referente a los centros de acogida.

La información sobre centros de acogida, líneas telefónicas de ayuda y
otros proveedores de servicios se resume en las tablas de los Apéndices 14-
16. Debe tenerse en cuenta que las cifras de la última fila de cada tabla re-
presentan el número de «países» que respondieron «sí» a las preguntas de
la sección 10. La mayoría de los países tiene más de un centro de acogida,
línea telefónica de ayuda o servicio para las víctimas de la violencia domés-
tica y muchos países proporcionan información sobre una serie de organis-
mos que trabajan con la violencia doméstica. Todos se incluyen en las ta-
blas. Sin embargo, el «número de países» que respondieron «sí» (al menos
una vez) a las preguntas sobre centros de acogida, líneas telefónicas de
ayuda y otros proveedores de servicios se indica en la última fila de cada
tabla en los Apéndices 14-16.

Centros de acogida

Los encuestados respondieron de forma muy activa a las preguntas
sobre los centros de acogida. De los 30 países que respondieron al cuestio-
nario, 27 cumplimentaron la parte sobre los centros de acogida. En general,
puede decirse que los datos registrados por los centros de acogida son bas-
tante exhaustivos en la mayoría de los países. Según los resultados del cues-
tionario, al menos un centro de acogida en casi todos los países registra toda
la información que pide el cuestionario.357 No obstante, esto no indica nece-
sariamente que el registro de los datos se realice de forma sistemática. Al-
gunas personas encuestadas señalaron que a las usuarias y los usuarios no
se les hacen preguntas simplemente por hacérselas, sino que únicamente se
registra la información si surge durante la visita del usuario o la usuaria al
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centro de acogida o si la usuaria o el usuario desean hablar sobre la violen-
cia que han sufrido. En algunas respuestas se subrayó la importancia de no
estresar a la usuaria o el usuario con preguntas difíciles.

La mayoría de los Estados miembros informaron de que tienen centros
en los que únicamente se acoge a mujeres. De acuerdo con las respuestas
reci bidas, nueve países (Bélgica, Finlandia, Hungría, Letonia, Lituania, Mon-
tenegro, Países Bajos, Polonia y Rumanía) tienen uno o varios centros de
acogida que aceptan tanto a mujeres como a hombres.

En los informes de los países pueden encontrarse dos ejemplos de bue-
nas prácticas de recogida de datos en centros de acogida. El primero es el
Sistema de Indicadores y Variables sobre Violencia de Género español, que
contiene una sección sobre recogida de datos en los servicios sociales, in-
cluidos los centros de acogida inmediata, las casas de acogida y los pisos tu-
telados. Excepto en lo que se refiere al sexo y la edad de la persona agre-
sora y la relación entre la víctima y la persona agresora, esta solución se
corresponde con los requisitos básicos de recogida de datos en este campo
establecidos en el Programa de la Campaña por el Grupo de Trabajo para
Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica, del
Consejo de Europa.358 El segundo ejemplo es de Fin landia, donde la Fede-
ración de Hogares y Centros de Acogida Materno-Infantiles utiliza un deta-
llado formulario de recogida de datos normalizados en los 13 centros de aco-
gida de todo el país. El formulario incluye pregun tas sobre todos los temas
esenciales de la violencia doméstica contra las mujeres, como los datos per-
sonales del usuario o la usuaria y de la persona agresora, el tipo de violen-
cia que ha sufrido la usuaria o el usuario y la relación de la persona agresora
con la víctima. Para obtener una descripción más detallada, véase el Apén-
dice 17.

Líneas telefónicas de ayuda

Al igual que las preguntas sobre los centros de acogida, las referentes a
las líneas telefónicas de ayuda recibieron respuestas muy concienzudas por
parte de muchos países. Parece que las líneas telefónicas de ayuda recopi-
lan datos sobre violencia doméstica de forma bastante exhaustiva, y muchos
países indicaron que tienen líneas telefónicas de ayuda que registran toda o
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prácticamente toda la información solicitada en el cuestionario.359 Sin em-
bargo, también se señaló la cuestión del carácter voluntario de las respues-
tas por parte de las personas que llaman.

24 países proporcionaron información sobre las líneas telefónicas de
ayuda y 22 de ellos respondieron que tienen líneas de ayuda que registran
información sobre las llamadas. Debería tenerse en cuenta que únicamente
algunas de las líneas de ayuda enumeradas en el Apéndice 15 son nacio-
nales, y que la mayoría son locales.

Únicamente se encontró información referente a las líneas telefónicas
de ayuda en dos de los países visitados (España y Finlandia). En España se
propor ciona tanto asistencia mediante teléfono fijo como mediante móvil a
las víctimas de la violencia de género y, de acuerdo con el Sistema de Indi-
cadores y Variables sobre Violencia de Género, deberían registrarse el nú-
mero de personas que utilizan estos servicios y sus características sociode-
mográficas.

En Finlandia, la Línea Nacional para Mujeres y el Centro de Ayuda para
Violaciones de Tukinainen utilizan sus propios formularios de recogida de
datos normalizados con todas las personas que llaman a las líneas telefóni-
cas de ayuda gratuitas que proporcionan ayuda, asesoramiento y apoyo a las
mujeres víctimas de violencia. Ambas ONG registran toda la información re-
levante relacionada con la violencia doméstica contra las mujeres.

Otros proveedores de servicios

La última parte del cuestionario abarcaba otros organismos (privados,
públicos, ONG) que proporcionan ayuda o servicios a las víctimas de la vio-
lencia doméstica. Los servicios podrían ser, por ejemplo, la iglesia, servicios
de orientación, servicios de asistencia jurídica, servicios de empleo o de alo-
jamiento. Se pidió a las personas encuestadas que mencionasen el orga-
nismo y luego respondieran a las preguntas.

Muchas de las personas encuestadas facilitaron información sobre varios
proveedores de servicios en su país. Sin embargo, 17 países respondieron
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las preguntas «al menos una vez». Los proveedores de servicios de 16 de
estos países registran información sobre la violencia doméstica. Aunque se
dieron respuestas para varios organismos, puede decirse que muchos de
ellos registran los datos de forma muy exhaustiva.

2.10. La cuestión de las definiciones

Definiciones de la violencia doméstica

Se pidió a las personas encuestadas que proporcionasen definiciones
de la violencia doméstica en casi todas las secciones del cuestionario. Las
definiciones proporcionadas por estas personas se resumen a continuación.

Los distintos países definieron la violencia doméstica de muchas formas en
las distintas secciones del cuestionario. Sin embargo, las definiciones existentes
pueden agruparse de forma flexible. Una forma muy explícita de definir la vio-
lencia doméstica era seguir la definición disponible en la legislación nacional. Las
definiciones acordes con la legislación fueron habituales en las secciones sobre
la Policía, las llamadas de urgencia, la Fiscalía y los tribunales de primera ins-
tancia. Al menos Bulgaria, Chipre, Grecia, Luxemburgo, Polonia, Portugal, Ru-
manía, Eslovaquia, Georgia, Montenegro, Croacia y la República Checa defi-
nieron la violencia doméstica de acuerdo con la legislación nacional en una o
varias de las secciones anteriormente mencionadas del cuestionario.

Podemos encontrar otro grupo de definiciones en la sección sobre insti-
tuciones y servicios sanitarios. Aquí, la violencia doméstica suele definirse
en términos médicos, es decir, que la definición se basa en el diagnóstico
que puede realizarse según la CIE-10 o la IDB (base de datos europea sobre
lesiones), por ejemplo. Las instituciones sanitarias suelen incluir únicamente
la violencia física y sexual en sus definiciones de violencia doméstica.

Un tercer grupo de definiciones de la violencia doméstica es el que em-
plean los centros de acogida, las líneas telefónicas de ayuda y otros provee -
dores de servicios. Este grupo incluye definiciones heterogéneas de la vio-
lencia doméstica que suelen depender del objetivo y del grupo destinatario
del servicio en cuestión.

En general, parece que una definición exhaustiva de la violencia do-
méstica es una combinación de muchas definiciones: definición de quién es
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la víctima, definición de los tipos de violencia que se consideran violencia
doméstica y definición de la relación entre la víctima y la persona agresora.
Al adoptar la Recomendación Rec (2002) 5 del Comité de Ministros a los Es-
tados miembros sobre la protección de las mujeres contra la violencia del
Consejo de Europa, se han fijado normas sobre medidas para proteger a las
mujeres de las distintas formas de violencia contra ellas, incluida la violencia
doméstica. La siguiente definición de la violencia doméstica incluida en la
Recomendación, es el eje del presente estudio:

«… todo acto de violencia por razón de género que cause o pueda cau-
sar daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, incluidas
las amenazas de realizar tales actos, la coacción o la privación arbitra-
ria de libertad, tanto en la vida pública como en la privada. Esta defini-
ción de violencia contra la mujer incluye, sin limitarse a ellas, las si-
guientes formas:

La violencia que se produce en el ámbito familiar o doméstico, inclu-
yendo, entre otras, la agresión física y mental, el maltrato emocional y
psicológico, la violación y los abusos sexuales, el incesto, la violación
por parte del cónyuge, la pareja ocasional o habitual o personas con
quienes se convive (…).»

En esta definición, se define a la víctima (una mujer), el tipo de violencia
(física, psíquica, emocional, sexual y psicológica) y la relación víctima-per-
sona agresora (que se produce en la familia o unidad doméstica, entre cón-
yuges, parejas habituales u ocasionales y convivientes).

Al comparar las distintas definiciones de violencia doméstica recopila-
das durante el presente estudio con la definición del Consejo de Europa, re-
sulta evidente que ninguna de las definiciones empleadas por los Estados
miembros coincide con la definición del Consejo de Europa como tal. Las de-
finiciones existentes son, o bien más limitadas, o más amplias, que la em-
pleada por el Consejo de Europa: Las siguientes definiciones son ejemplos
de definiciones empleadas por la Policía en algunos Estados miembros:

«Cualquier episodio de comportamiento amenazante, violencia o mal-
trato (psicológico, físico, sexual, financiero o psíquico) entre adultos que
sean o hayan sido parejas o miembros de la familia, con independen-
cia de su sexo.»

«La violencia dentro de la familia es cualquier acción o falta de acción in-
tencionada —excepto las acciones de defensa propia o defensa de otras
personas— que se manifiesta de forma física o verbal, mediante agre-
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sión física o sexual o provocando daños morales y lesiones físicas, co-
metida por un miembro de la familia contra otros miembros de la familia,
incluidos los niños y niñas, así como contra bienes comunes y privados.»

«La violencia doméstica es un acto de violencia cometido por una persona
incluida en el círculo doméstico de la víctima. La violencia doméstica
puede estar relacionada con formas de violencia física o sexual, así como
con comportamientos amenazantes y acoso. Las personas sospechosas
de violencia doméstica pueden ser (ex) parejas, miembros de la familia y
amigos/as de las personas que viven en la vivienda. Las personas sos-
pechosas y víctimas de la violencia doméstica pueden ser hombres o mu-
jeres, menores, personas adultas o de edad avanzada. El término vio-
lencia doméstica no se refiere únicamente al lugar en el que se produce
la violencia (puede producirse tanto dentro como fuera del hogar), sino
también a la relación entre la persona agresora y la víctima.»

En algunas de las definiciones recopiladas para el presente estudio, se
restringe la violencia doméstica a la que se produce dentro del hogar fami-
liar, mientras que en otras es determinante la relación entre la persona agre-
sora y la víctima. En algunas definiciones, como la definición incluida en la
Recomendación Rec (2002) 5, tanto el lugar como la relación son importan-
tes. Conviene tener en cuenta que las respuestas al cuestionario indicaron
que muchos Estados miembros incluyen explícitamente a ex cónyuges y pa-
rejas en su definición de la violencia doméstica.

Todos los ejemplos de definiciones anteriores se solapan parcialmente
con la definición de la Recomendación del Consejo de Europa; sin embargo,
en ninguno de estos ejemplos se define a la víctima como mujer. Esto se
debe probablemente en parte al hecho de que se buscaba una definición de
la «violencia doméstica» sin centrarse en el sexo de la víctima. Además, mu-
chos de los agentes e instituciones que cumplimentaron el cuestionario tra-
bajan en un campo en el que la violencia doméstica es sólo uno de los pro-
blemas que tratan. Por tanto, probablemente no les interesa definir a la
víctima como mujer únicamente.

El segundo y el tercer ejemplo anteriores son más amplios que la defini-
ción del Consejo de Europa en el sentido de que en el segundo ejemplo se
incluyen los bienes comunes y privados y, en el tercero, los comportamien-
tos amenazantes y el acoso; sin embargo, las definiciones amplias suelen
incluir de alguna forma la definición que contiene la Recomendación Rec
(2002) 5 y pueden limitarse para corresponderse con la definición empleada
por el Consejo de Europa. La recogida de datos basándose en definiciones
amplias no tiene por qué ser problemática, puesto que con frecuencia es po-
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sible registrar los datos mínimos (sexo y edad de la víctima y de la persona
agresora, la relación entre ambas, el tipo de violencia) y también todos los
tipos de datos adicionales. Las definiciones limitadas son más problemáti-
cas en lo que se refiere a la recogida de datos. Si la definición de violencia
doméstica no incluye definiciones de la víctima, el tipo de violencia y la rela-
ción víctima-persona agresora, no será posible registrar información sobre
esas categorías. La adición de nuevas variables a los sistemas existentes
de recogida de datos puede ser problemática y precisa un interés real en
cuestiones de recogida de datos.

También conviene considerar si una definición armonizada de la violen-
cia doméstica que empleasen todos los agentes a escala nacional facilitaría
la recogida de los datos necesarios, una cuestión que se trata en el último ca-
pítulo del presente informe.

Definiciones de víctima

En la mayoría de las respuestas se definió a la víctima de forma neutra, lo
que implica que tanto hombres como mujeres pueden ser víctimas. Fue así
sobre todo en las definiciones empleadas, por ejemplo, por la Policía y los tri-
bunales, cuyo trabajo y cuyos servicios se dirigen a todos los miembros de la
sociedad, no únicamente a las mujeres. Se utilizaron expresiones como «miem-
bro de la familia», «miembro de la familia cercana», «miembro del hogar», «per-
sonas con relación estrecha» y «cualquier persona que sufra violencia».

Algunos centros de acogida, líneas telefónicas de ayuda y otros provee-
dores de servicios cuyo principal grupo objetivo son las mujeres definen a
las mujeres como las víctimas de la violencia doméstica. Fueron comunes ex-
presiones como «persona femenina», «mujer superviviente de la violencia»,
«mujeres», «mujeres y niños/niñas» o «violencia de un miembro de la fami-
lia —en la mayoría de los casos un hombre— hacia otro miembro de la fa-
milia —en la mayoría de los casos una mujer—».

2.11. Relación entre la víctima y la persona agresora

Muchas autoridades e instituciones que registran infor mación sobre la vio-
lencia contra las mujeres en los Estados miembros del Consejo de Europa utili-
zan listas de posibles relaciones entre la víctima y la persona agresora. Según
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las respuestas recibidas, estos tipos de listas suelen usarlos con más frecuencia
la Policía, los centros de acogida, las líneas telefónicas de ayuda y otros pro-
vee dores de servicios. Las listas son distintas, pero la mayoría incluye «cón-
yuge», «pareja de hecho», «padre o madre», «hijo o hija», «otros miembros de
la familia» y muchos de ellos también «amigos/amigas y conocidos/ conocidas».
Conviene señalar que la mayor parte de estas listas también distinguen antiguas
parejas, ex cónyuges y ex novios/novias, lo que es importante, ya que existen
pruebas significativas de acuerdo con las cuales la violencia se produce con fre-
cuencia una vez terminada la relación. Por tanto, es relevante recoger datos sis-
te máticos también sobre este aspecto del problema.

2.12. Tipos de violencia

Sobre todo los centros de acogida, las líneas telefónicas de ayuda y otros
proveedores de servicios utilizan una variedad de opciones para el registro del
tipo de violencia en casos de violencia doméstica contra las mujeres. Las listas
eran diferentes, pero casi todas incluían la violencia física, la psíquica/emocio-
nal/psicológica y la sexual. Estas fueron las opciones más habituales de tipos
de violencia y también las que se incluyen en la definición de violencia domés-
tica establecida por el Consejo de Europa en la Recomendación Rec (2002) 5.
La violencia económica y cultural no se incluye normal mente en las opciones.

A veces, sobre todo en los datos de la Policía o los tribunales, el tipo de
violencia se define de acuerdo con el delito del que es sospechosa la persona
agresora, es decir, en función de los apartados a los que se refiere el código
penal. En comparación, en la asistencia sanitaria suele definirse el tipo de vio-
lencia según las lesiones de la víctima, por ejemplo, basándose en los códi-
gos de la CIE-10. La violencia física prevalece en las definiciones que em-
plean las instituciones y los servicios sanitarios. En todas las respuestas, fue
más frecuente categorizar el tipo de violencia de acuerdo con el «tipo» real
de violencia (psíquica, física, sexual) más que de acuerdo con su gravedad.

2.13. Seguimiento de los casos en el sistema judicial penal

El cuestionario incluía una pregunta sobre el seguimiento de casos, es
decir, sobre si es posible seguir el rastro de los casos de violencia doméstica
contra las mujeres a través del procedimiento judicial penal. Esta pregunta in-
cluía cuatro subpreguntas:
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• ¿Es posible seguir el rastro de los casos desde que se denuncia el de-
lito hasta que finaliza la investigación?

• ¿Es posible seguir el rastro de los casos desde que finaliza la investi-
gación hasta que llegan a la Fiscalía?

• ¿Es posible seguir el rastro de los casos desde la Fiscalía hasta el tri-
bunal?

• ¿Es posible seguir el rastro del resultado de los casos que llegan a los
tribunales? 

En primer lugar, obtener respuestas para estos tipos de preguntas con un
cuestionario es todo un reto: se pide al encuestado que explique por escrito
temas que pueden ser bastante complicados; como resultado, fueron bas-
tante frecuentes las malas interpre taciones y los espacios en blanco en las
respuestas al cuestionario. Una entrevista en persona con un experto sobre
estos temas mejoraría de forma significativa los resultados, puesto que se re-
duciría el riesgo de malentendidos.

Como ejemplos de malas interpretaciones de las preguntas sobre el se-
guimiento de casos podemos mencionar las respuestas en las que los en-
cuestados explicaron el procedimiento penal del país o cuestiones de acceso
a la Justicia. Una respuesta explicaba los derechos de la persona acusada,
de la víctima o de cualquier persona implicada en el proceso respecto a la in-
vestigación o la resolución judicial.

De los 30 países que respondieron al cuestionario, 9 no respondieron a
las preguntas sobre el seguimiento de los casos. Aparentemente, 8 encues-
tados malinterpretaron la pregunta y proporcionaron información irrelevante
para este análisis o simplemente respon dieron sí o no. Así pues, 13 respon-
dieron a la pregunta de manera que pudiera obtenerse información sobre la
forma en que puede seguirse el rastro de los casos a través del procedi-
miento penal. Dichas respuestas se enumeran a continuación:

Austria

«Puede seguirse el rastro de cada uno de los pasos del proceso penal
desde el momento en el que los tribunales reciben el atestado policial
hasta la conclusión del procedimiento penal, tanto en el ámbito de la
Fiscalía como en el judicial. Estos pasos incluyen la conclusión del pro-
ceso basándose en la información policial o el inicio de una acusación
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formal por parte de la Fiscalía, la imposición de prisión preventiva, la
imposición de medidas de investigación especiales, como órdenes de
registro, escuchas telefónicas y similares, la fijación de una fecha para
una vista, la citación de personas sospechosas o testigos, la exclusión
e inclusión de distintos procedimientos, la reanudación del procedi-
miento y muchos más. También puede realizarse una consulta sobre la
pregunta de si el procedimiento penal terminó con un veredicto de cul-
pable o no culpable, pero no sobre la sentencia misma. Las sentencias
impuestas se clasifican de acuerdo con los hechos punibles y se pre-
sentan de forma combinada en grupos de tipos de delitos en la esta-
dística judicial penal (Gerichtliche Kriminal-statistik) publicada por Sta-
tistik Austria.»

Croacia

«En el Ministerio del Interior, los registros sobre violencia doméstica los
mantiene el Departamento de Delincuencia Juvenil. Los datos de los re-
gistros son numéricos y se registran por separado para cada una de las 20
administraciones policiales y en conjunto para todo el territorio de la Re-
pública de Croacia (RC). Los datos de los procesos individuales se regis-
tran en el sistema de información del Ministerio del Interior (MI) y son ac-
cesibles para la Policía de todo el territorio de la RC, que está autorizada
a acceder a estos datos. Los datos se introducen en el sistema de infor-
mación en el momento en el que se denuncia un caso de violencia do-
méstica o se recibe la comunicación de un caso de ese tipo. Los datos se
actualizan al finalizar la investigación de un delito o de una falta. Si un caso
se trata como falta, se aconseja a los agentes de Policía que manejan el
sistema de información del MI que registren la información sobre el resul-
tado de un procedimiento de falta y de la resolución judicial del mismo. Si
un caso se trata como delito penal, la Policía no recibe la resolución judi-
cial y no puede introducir dicha información en el sistema de información,
ni seguir el rastro del resultado de los procedimientos penales.

En el tribunal penal municipal de Zagreb es posible seguir el rastro del
resultado de los casos que llegan a los tribunales una vez que se ha dic-
tado la resolución o se han impuesto sanciones.»

Estonia

«En el nivel de los metadatos es posible rastrear el procedimiento:
1) desde la denuncia del delito (cuando se inicia la investigación) hasta

que finaliza la investigación;
2) desde el final de la investigación del delito hasta que llega a la Fis-

calía;
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3) cuando el caso se envía al tribunal, no en el informe del tribunal.

La mayor parte de las estadísticas están disponibles desde el inicio del
procedimiento hasta la resolución final.»

Finlandia

«Es posible seguir el rastro de los casos desde que se denuncia el de-
lito hasta que finaliza la investigación. Esta información se registra en
los sistemas de datos policiales. A partir de este momento no es posi-
ble seguir el rastro de los casos, ya que los sistemas de datos que uti-
liza la Policía, la Fiscalía y los tribunales no son compatibles entre sí.»

Georgia

«Se realiza un seguimiento de los procesos penales referentes a la pre-
sunta comisión de los delitos relacionados con la violencia doméstica
desde el momento de la denuncia del delito hasta que el tribunal dicta
la resolución final. La denuncia recibida a través de las llamadas de ur-
gencia o de la petición por escrito sobre la presunta comisión de los
actos que a primera vista podrían ser constitutivos de una infracción
penal es examinada en la Fiscalía General de Georgia y remitida a con-
tinuación al organismo correspondiente encargado de velar por el cum-
plimiento de las leyes que tenga la competencia jurisdiccional. En caso
de que se inicie la investigación en respuesta a la denuncia, el orga-
nismo que tramite el procedimiento penal remitirá periódicamente la in-
formación actualizada sobre el flujo del caso en cuestión a la Fiscalía
General de Georgia. Lo más importante respecto al seguimiento de los
casos referentes al presunto hecho de violencia doméstica es el papel
de la Unidad de Protección de los Derechos Humanos de la Fiscalía
General de Georgia. La Unidad lleva a cabo la supervisión de la inves-
tigación/ procesamiento de determinados tipos de delitos que entran
dentro de las prioridades de la Fiscalía General, como los casos de vio-
lencia doméstica. Se informa a la Unidad sobre el inicio de una investi-
gación y se la mantiene plenamente informada y actualizada sobre el
flujo del caso desde la etapa de la investigación del procedimiento hasta
el fallo final de la causa por parte de la institución judicial relevante.»

Países Bajos

«Puede hacerse un seguimiento de los casos de violencia doméstica
(VD), pero no existe una etiqueta específica para los casos de violen-
cia doméstica contra las mujeres. También puede verse cuántos pro-
cesos por VD se resuelven/ concluyen al año y de qué forma (en caso
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afirmativo, ¿qué tipo de pena?, ¿llegó el proceso ante un juez o lo ges-
tionó la Fiscalía?, ¿se desestimó la causa?, ¿se realizó alguna trans-
acción financiera o de otro tipo?, etc.).»

Polonia

«Es posible seguir el curso del procedimiento en cada caso individual,
dado que los registros de los tribunales incluyen, entre otros: la fecha
de presentación del escrito de acusación, los apellidos y el nombre de
la persona acusada, la clasificación jurídica del presunto acto, la deno-
minación de la persona perjudicada, las fechas de las vistas y sus re-
sultados, la fecha en la que se dicta la sentencia y el contenido de ésta,
o, si el proceso se cerró por cualquier otro medio, deberá indicarse la
fecha de cierre de éste, junto con los medios definidos de cierre, la fecha
de interposición de un recurso de apelación, así como la parte que in-
terpone el recurso, y la resolución del tribunal de segunda instancia.»

Rumanía

«La Policía y la Fiscalía dan un número único a cada expediente, in-
cluidos los expedientes sobre delitos de violencia doméstica. La opción
«violencia doméstica» está disponible actualmente en los registros de
la Policía y la Fiscalía, pero los tribunales no tienen estadísticas espe-
ciales respecto a los procesos por violencia doméstica, por tanto, ac-
tualmente no es posible el seguimiento de los casos de violencia do-
méstica de una institución a otra.

La Agencia Nacional para la Protección de la Familia solicitó este año
al Ministerio de Justicia y al Ministerio Público que insertasen una men-
ción especial en su sistema de información común denominado ECRIS
respecto a los casos de violencia doméstica para poder seguir su evo-
lución. Según la opinión de los expertos y las expertas, la actualización
del ECRIS se producirá a principios de 2009.»

Eslovenia

«Únicamente es posible realizar un seguimiento de los casos mediante
el seguimiento de los documentos de cada proceso. La Policía puede
seguir el rastro de los casos de violencia doméstica desde que se de-
nuncia el delito hasta que finaliza la investigación.»

España

«Existe un Registro Central para la Protección de las Víctimas de Vio-
lencia Doméstica, tanto de violencia doméstica como sexista, que man-
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tiene el Ministerio de Justicia. Los datos de este registro provienen de
los tribunales. Se registran los datos sobre la persona agresora conde-
nada y la víctima. Se registran los datos sobre el procedimiento penal
desde las fases iniciales hasta la sentencia. Se registran las medidas de
protección cuando se adoptan y también cuando se imponen. También
se registran las medidas civiles. El Registro Central está regulado por
el Real Decreto 355/2004, de 5 de marzo.»

Suiza

«Desde que se denuncia el delito hasta que finaliza la investigación:
“sí” y “no”. Los datos de la estadística policial de delitos progresan con
las actuaciones de investigación. Siempre es posible realizar cambios.
Únicamente conservamos la información más real.

Desde el final de la investigación del delito hasta que llega a la Fisca-
lía: “no”.

Desde la Fiscalía hasta el tribunal: “no”.»

Suecia

«Sí, hasta cierto punto. Es posible seguir el rastro de los casos desde
que se denuncia el delito hasta que finaliza la investigación, así como
desde que finaliza la investigación hasta que llega a la Fiscalía y desde
la Fiscalía hasta el tribunal. No obstante, no es posible seguir el rastro
del resultado de los casos que llegan a los tribunales.»

Reino Unido

Se recibieron dos respuestas del Reino Unido. Ambas se presentan aquí.

«Es posible seguir el rastro desde antes de la imputación hasta el resul-
tado del procesamiento. Actualmente no es posible comparar los datos po-
liciales con los datos de la CPS (Fiscalía del Reino Unido) ni obtener de
forma habitual datos sobre las sentencias de los tribunales. La CPS regis-
tra los datos de todos los casos de violencia doméstica en Inglaterra y Gales
en un sistema informático (COMPASS) que registra los datos de la persona
demandada (CMS) y los datos de la víctima/testigo (WMS). Los datos CMS
son bastante sólidos, al haber comenzado en 2004, pero los datos de víc-
timas/testigos son nuevos y todavía les falta solidez. También se registran
los procesos de los tribunales especiales para la violencia doméstica.»

«Es posible seguir el rastro de la denuncia de un delito hasta la finali-
zación de la investigación, pero únicamente dentro del servicio policial.
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La información a lo largo de la investigación la mantendrán y actualiza-
rán las y los agentes que se encarguen del caso. Esta información no
será accesible para el público en general y no existe una base de datos
compartida en esta etapa entre la Policía y otros organismos. Si, por
ejemplo, preocupase el hecho de que vivan niños/niñas en la casa, po-
dría remitirse a los servicios sociales, pero sería caso por caso.

Una vez que la Policía haya recopilado todas las pruebas relevantes
para respaldar el caso, toma la decisión de imputar, previa consulta a
la Fiscalía del Reino Unido. Las directrices sobre imputación han cam-
biado en los últimos años de forma que los casos pueden ir a los tribu-
nales incluso si las víctimas se retractan de su declaración. Esto se con-
sideró un paso positivo para hacer frente a los casos de violencia
doméstica, puesto que, si las mujeres son amenazadas para que reti-
ren sus declaraciones, el caso pasará a los tribunales en vez de archi-
varse.

Tras la imputación policial, el caso pasará a la Fiscalía y será visto, ini-
cialmente en un tribunal de Primera Instancia y luego en un tribunal de
segunda instancia, en caso necesario. La conclusión del tribunal está
disponible para el público aunque, sin conocer los detalles de la causa
y los nombres de las personas implicadas, no sería posible seguir el
rastro del caso desde la denuncia inicial. La inexistencia del delito es-
pecífico de violencia doméstica supone una barrera para el seguimiento
del rastro de los casos a lo largo del proceso.»

Parece haber una cosa en común a todos los Estados miembros que
respondieron a la pregunta sobre el seguimiento de los casos: es posible
hacer el seguimiento de los casos al menos en una parte del procedimiento
penal (por ejemplo, desde el final de la investigación del delito hasta la Fis-
calía), pero no a lo largo de todo el proceso, es decir, desde la denuncia de
un delito hasta la resolución judicial final. Esto se debe a que los sistemas de
datos y, sobre todo, las clasificaciones empleadas por las distintas autorida-
des no son compatibles entre sí. Un ejemplo de intento de normalizar las cla-
sificaciones empleadas por las distintas autoridades puede encontrarse en
Suecia. La planificación de esta iniciativa, que se denomina STUK, comenzó
ya en el año 2000 y la mayoría de sus partes estarán implantadas en 2012.
Una de las funciones de la STUK es permitir el seguimiento de casos a lo
largo de todo el procedimiento penal; sin embargo, la cantidad de tiempo que
ha llevado el proyecto demuestra bien la magnitud del problema y probable-
mente esa es la razón por la que la mayoría de los países no han intentado
crear un sistema similar propio.
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3 ª PARTE 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

El fin de este estudio es evaluar el tipo de datos administrativos que los
Estados miembros del Consejo de Europa están recopilando sobre las vícti-
mas de la violencia doméstica y hacer recomendaciones sobre la recogida de
datos administrativos más allá de las prácticas actuales. Este capítulo con-
tiene los resultados del estudio, seguidos de recomendaciones.

3.1. Resultados

De los métodos de recogida de datos empleados, la información más
concreta y útil de este estudio se obtuvo durante las visitas a los países.
Dicha información está reunida en los informes en profundidad por países
incluidos en el Apéndice 17. El fin de los informes sobre los países es mos-
trar de manera más o menos detallada las diferentes formas en las que las
distintas autoridades y agencias han organizado o no la recogida de datos
sobre violencia doméstica en los distintos países. Los informes sobre los
paí ses pueden emplearse como ejemplos o modelos de recogida de datos
para otros países cuando se están planificando o considerando distintas for-
mas y sistemas de registro de datos. No obstante, debería tenerse en cuenta
que el plazo del proyecto únicamente permitió la realización de visitas cortas
a los países. Debido a los muchos preparativos necesarios para el éxito de
las visitas a los países, en algunos casos resultó imposible coordinar visitas
relevantes para que pudieran organizarse en un programa de visita que fun-
cionase bien. La disposición de más tiempo para los preparativos, así como
la posibilidad de asignar más tiempo a cada visita, habría aportado más in-
formación.

Sin embargo, el estudio aportó resultados importantes de carácter prác-
tico en relación con las distintas definiciones de las siguientes cuestiones bá-
sicas que usan en la práctica: violencia doméstica, víctima, relaciones entre
la víctima y la persona agresora y tipos de violencia. Sin duda esta es la in-
formación más valiosa recopilada con el cuestionario. La cantidad de defini-
ciones diferentes es un buen ejemplo de la situación actual en la que es pro-
bable que un intento de introducir definiciones uniformes que pudieran
utilizarse en todos los Estados miembros del Consejo de Europa suponga
todo un reto y lleve mucho tiempo, dado el hecho de que cada país tendría
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que evaluar su situación actual, identificar los sistemas de producción de
datos, las variables y las clasificaciones, y convencer a los distintos agentes
de que cambiasen sus sistemas de datos en consecuencia. También puede
sostenerse que el empleo de definiciones uniformes en todas partes no siem-
pre sería oportuno. Esta cuestión se debate más ampliamente a continua-
ción.

A pesar del a veces cuestionable nivel de fiabilidad de las respuestas al
cuestionario, las respuestas recibidas indican claramente que las prácticas
más exhaustivas de recogida de datos pueden encontrarse en la Policía y los
Servicios Sociales, las ONG y los agentes del «tercer sector». De acuerdo
con los resultados del cuestionario, las situaciones menos satisfactorias se
producen en la asistencia sanitaria y las autoridades judiciales. El problema
de los sistemas de datos empleados por las autoridades judiciales es que en
muchos países las Fiscalías públicas y los tribunales no distinguen los casos
de violencia doméstica. Los casos se codifican según los delitos definidos
en los códigos penales y los actos delictivos. Como resultado, no pueden
distinguirse los casos de violencia doméstica en los sistemas de las Fiscalías
y los tribunales a menos que la violencia doméstica sea un delito específico.
Un problema adicional es que las administraciones de derecho penal, por
norma, no registran información estadística sobre las víctimas de los delitos
ni sobre la relación entre la víctima y la persona agresora y, consiguiente-
mente, normalmente no se dispone de datos que podrían describir la violen-
cia doméstica contra las mujeres por parte de parejas o ex parejas.

En lo que respecta a la asistencia sanitaria, los problemas de recogida
de datos son algo diferentes. Algunas personas encuestadas dijeron que es
posible que el personal médico y de enfermería pensase que no es respon-
sabilidad suya preguntar si el o la paciente es víctima de violencia doméstica.
Su responsabilidad es encargarse de las lesiones, no averiguar lo que las
provocó. Las dificultades para identificar el problema son uno de los motivos
del deficiente registro de datos en la asistencia sanitaria. Los miembros del
personal médico y de enfermería no siempre tienen las habilidades ni las he-
rramientas necesarias para identificar los tipos de lesiones típicos de la vio-
lencia doméstica. Además, preguntar sobre la violencia doméstica no es fácil,
sobre todo si no se tiene certeza sobre ella. También puede sostenerse que
preguntar acerca de la violencia doméstica podría poner en peligro la confi-
dencialidad entre el/la paciente y el médico/la médica y disuadir al/la paciente
de ponerse en contacto con los organismos sanitarios. De esta forma se con-
vierte en una cuestión de ética del tratamiento. Podrían resolverse estos pro-
blemas —al menos en parte— con formación adicional sobre la forma de
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identificar el problema y de hablarlo con el/la paciente. Otro problema que po-
dría provocar que el registro sea deficiente en la asistencia sanitaria en mu-
chos países es el creciente número de pacientes por personal médico/de en-
fermería y la necesidad de dar prioridad a las tareas. En caso de limitaciones
importantes de tiempo, es posible que no se considere que el registro de
datos sobre violencia doméstica esté entre las tareas más importantes. La re-
cogida de datos podría mejorarse asignando más recursos a la asistencia
sanitaria. Sin embargo, preguntarle a las/los pacientes por la violencia do-
méstica e interesarse por el registro de información sobre la violencia do-
méstica es también cuestión de actitudes. Un cambio de actitudes, combi-
nado con una formación adecuada podría ser un reto mayor que la
asignación de recursos adicionales.

Antes de exponer una serie de recomendaciones sobre la forma en que
deberían recogerse los datos administrativos sobre violencia doméstica y
qué tipos deberían recogerse, es importante debatir el fin de la recogida de
datos administrativos y cuestiones de compatibilidad de datos.

Ante todo, el principal objetivo de la recogida de datos administrativos
sobre violencia doméstica contra las mujeres es recopilar información que
sea comparable dentro de los países y las autoridades y organismos. Esto im-
plica que las distintas autoridades y agencias pueden utilizar datos adminis-
trativos al evaluar los cambios en la violencia doméstica contra las mujeres
a lo largo del tiempo y en su propio campo. Por ejemplo: un centro de aco-
gida puede registrar ciertos datos sobre sus usuarias o usuarios durante
años, comparar las cifras de distintos años y sacar conclusiones basándose
en los datos registrados. Asimismo, todos los hospitales públicos de un país
pueden registrar datos idénticos y compararlos después tanto a lo largo del
tiempo como entre hospitales.

En una situación ideal, los datos administrativos también pueden ser
comparables entre países. Esto requeriría que las autoridades y los orga-
nismos que trabajan en el mismo campo en distintos países registrasen datos
sobre ciertas variables de manera uniforme. Estas variables podrían ser, por
ejemplo, el sexo y la edad de la víctima y la persona agresora, la relación
entre ambas y el tipo de violencia que ha sufrido la víctima. No obstante, la
clasificación completa de las variables podría variar entre autoridades, de-
pendiendo del tipo y el fin de la actividad. La posibilidad de comparar entre
países implicaría, por ejemplo, que los hospitales de distintos países pudie-
sen comparar el número de mujeres que acuden por lesiones provocadas
por violencia doméstica, el tipo de violencia que han sufrido estas mujeres y
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si la persona agresora es normalmente su pareja o marido actual o una ex
pareja/marido.

No obstante, existen varias razones por las que la comparación de datos
administrativos entre países supone un reto. Uno de los principales motivos
es el empleo de definiciones y terminología diferente en los distintos países
y por parte de distintas autoridades. Las definiciones de violencia doméstica,
víctima o tipo de violencia varían entre autoridades y países. Esto es más
evidente en la Policía y las autoridades judiciales, ya que suelen basarse en
definiciones acordes con la legislación. Por ejemplo, el sistema y el contenido
de las órdenes de alejamiento varían de un país a otro y, consiguientemente,
también varían los datos registrados sobre ellas. Aunque algunos Estados
miembros tienen sistemas jurídicos y legislación bastante similares, los deli-
tos individuales y, por tanto, las definiciones utilizadas son muy diferentes.

Las definiciones de violencia doméstica, víctima y tipo de violencia de-
penden naturalmente del contexto en el que se crean y utilizan. Las activi-
dades y operaciones y también el fin de las actividades de la Policía, el per-
sonal médico o los centros de acogida, por ejemplo, son diferentes y, por
tanto, las definiciones que emplean no son idénticas. Por tanto, tal vez no
sea ni práctico ni razonable crear una definición exhaustiva y completamente
coherente de la violencia doméstica o la víctima que pueda utilizarse en todas
partes. Un objetivo realista sería introducir definiciones uniformes para cada
área de actividad de forma que, por ejemplo, todos los tribunales, todos los
hospitales y todos los centros de acogida de un país o de diferentes países
utilicen definiciones uniformes. Esto facilitaría las comparaciones no sólo
entre distintos tribunales, hospitales o centros de acogida de un país, sino
también entre distintos países.

3.2. Recomendaciones

Al realizar recomendaciones a autoridades y organismos sobre la reco-
gida de datos sobre violencia doméstica contra las mujeres debería recor-
darse que la recogida de datos no es una prioridad fundamental de dichos or-
ganismos.360 Su cometido principal es otro (averiguar si se ha cometido un
delito, si la supuesta persona agresora es culpable o no, atender a un/una pa-
ciente, proporcionar refugio a una víctima de la violencia, proporcionar apoyo
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social a una víctima de la violencia…) y los datos se recopilan como sub-
producto en el proceso. Por consiguiente, con frecuencia se considera que
no es realista pedirles a estos organismos que comiencen a registrar datos
en la misma escala que aquellos cuyo cometido principal es la recogida de
datos. Además, estas autoridades y organismos son profesionales en su pro-
pio campo, no en la recogida de datos. Esto implica que no siempre tienen
los conocimientos técnicos ni un profundo interés en la recogida de datos, lo
que a su vez puede provocar registros incorrectos y poco fiables de los datos.

Asimismo, es importante considerar cuánta información puede esperarse
que registren las autoridades, los organismos y las ONG sobre la violencia
doméstica contra las mujeres, puesto que su campo de actuación y sus res-
ponsabilidades son amplias y no están muy especificadas. Muchos países
tienen líneas telefónicas de ayuda y otros servicios que pueden utilizarse en
muchos tipos de situaciones difíciles en la vida, incluido en caso de violen-
cia doméstica. Estos tipos de servicios puede proporcionarlos, por ejemplo,
una entidad religiosa (iglesia), un organismo de apoyo a las víctimas u ofici-
nas municipales de asistencia social. Cuando el servicio no se dirige exclu-
sivamente a víctimas femeninas de la violencia doméstica, tampoco es fácil
que la recogida de datos sobre violencia doméstica sea tan específica. No
obstante, puede y debería registrarse alguna información básica. Cuál es
esta información básica y cómo puede registrarse debería negociarse con
las autoridades y los organismos de ayuda relevantes. Podemos encontrar
un buen ejemplo de este tipo de actividad cooperativa en España, donde el
Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer ha desarrollado un Sistema
de Indicadores y Variables sobre Violencia de Género. Los miembros del Ob-
servatorio están organizando y han organizado seminarios y reuniones con
las instituciones que participan en la lucha contra la violencia de género y en
la localización de víctimas para motivarlas a que comiencen a planificar y lle-
var a cabo la recogida de datos de acuerdo con el Sistema de Indicadores y
Variables sobre Violencia de Género. Se recomienda que este tipo de enfo-
que se implante también en otros lugares.

Puede que no sea realista pedir a los organismos que trabajan con la
violencia doméstica contra las mujeres que creen e introduzcan sistemas de
registro de datos totalmente nuevos; sin embargo, la modificación y mejora
de los sistemas de recogida de datos suele realizarse con regularidad en
cualquier caso, y podrían aprovecharse esas situaciones para cambiar las
clasificaciones con el objeto de satisfacer los requisitos básicos de la reco-
gida de datos establecidos por el Grupo de Trabajo para Combatir la Violen-
cia contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica del Consejo de Europa en
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el Programa de la Campaña.361 Es posible modificar clasificaciones existen-
tes y, si se hace, deberían tenerse en cuenta las siguientes recomendacio-
nes.

Recomendación sobre el establecimiento 

de un organismo que coordine la recogida de datos

Actualmente, lo habitual es que los distintos organismos produzcan datos
sobre la violencia doméstica contra las mujeres prácticamente sin ninguna co-
ordinación. Por consiguiente, las variables y clasificaciones utilizadas no si-
guen normas uniformes. Sin una coordinación sistemática, resulta difícil pro-
gresar en este sentido; por tanto, debería establecerse un organismo central
nacional o un representante que pudiera controlar y dar instrucciones al
efecto. Este organismo podría, por ejemplo, ser la oficina nacional de esta-
dística o un observatorio como en España.

Recomendación sobre qué niveles de autoridad estatal recogerán 

qué tipo de datos y en qué instituciones públicas o privadas se hará

La recogida de datos administrativos sobre violencia doméstica contra
las mujeres es responsabilidad de los organismos que se encargan de lu-
char contra la violencia doméstica desde la base. En la práctica, esto signi-
fica, por ejemplo, la/el agente de Policía que acude al escenario de la vio-
lencia doméstica, el médico/la médica que trata las lesiones de la paciente
provocadas por la violencia doméstica o el empleado/la empleada que con-
testa el teléfono de una línea telefónica de ayuda. Sin embargo, las autori-
dades y administraciones superiores, públicas o privadas, son responsables
de controlar que se registren datos relevantes y útiles, y de que se haga de
forma adecuada y de acuerdo con las instrucciones. Así pues, las autorida-
des públicas y privadas, como los ministerios, los consejos nacionales, las
asociaciones, los sindicatos y las organizaciones centrales son responsables
de organizar, supervisar y controlar la recogida de datos administrativos sobre
la violencia doméstica contra las mujeres en su campo y dentro de los orga-
nismos que trabajan desde la base, y de dar instrucciones y formar al per-
sonal al respecto.
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La segunda parte de esta recomendación referente a qué instituciones
públicas o privadas recogerán qué tipo de datos se tratará en el capítulo 3.3,
«Modelo de planteamiento para la recogida de datos administrativos».

Recomendación sobre la forma de establecer un sistema de datos

administrativos en instituciones que todavía no recopilan los datos

recomendados

Al establecer sistemas de datos administrativos a escala nacional, el
punto de partida es averiguar y examinar todas las autoridades, los organis-
mos, las instituciones y las ONG que trabajan con el tema de la violencia do-
méstica contra mujeres. En los informes de los países del presente estudio
pueden encontrarse ejemplos de autoridades e instituciones. El siguiente
paso es realizar un inventario de la situación de la recogida de datos admi-
nistrativos sobre la violencia doméstica contra las mujeres en esas autorida-
des e instituciones, puesto que todos los organismos suelen recoger algún
tipo de datos sobre sus actividades y usuarios. ¿Qué tipo de datos, con qué
métodos y con qué tipos de variables se están recopilando ya? ¿Se realiza
la recogida de datos de forma sistemática y se emplea un formulario espe-
cífico o sistema de datos al registrar los datos? Debería haber un organismo
central que realizase ese inventario y proporcionase asesoramiento adicio-
nal sobre este asunto a cada institución relevante.

Según el Programa de la Campaña del Consejo de Europa para Combatir
la Violencia contra las Mujeres, incluida la Violencia Doméstica, la recogida
de datos debería dividirse por sexo, tipo de violencia y relación de la persona
agresora con la víctima. Esto se ha tomado como pauta en el presente es-
tudio y, por tanto, se recomienda que todos los organismos e instituciones
que trabajen con la violencia (doméstica) contra mujeres registren al menos
esos datos y la edad de la víctima y de la persona agresora. Así, si el inven-
tario de recogida de datos indica que no se está registrando información
sobre esos temas, deberían incluirse en el procedimiento de recogida de
datos.

Si ya existe un formulario de recogida de datos o un sistema de datos
electrónico, debería añadirse al sistema existente la información que pudiera
faltar. Es muy probable que los sistemas de datos existentes sean insufi-
cientes, puesto que la recogida de datos no es una prioridad de estos orga-
nismos e instituciones, y cada sistema se ha desarrollado para atender los in-
tereses específicos del organismo. Si no se registra ninguna información,
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debería diseñarse una ficha de datos básicos. Ese formulario debería incluir,
al menos, preguntas sobre el sexo y la edad de la víctima y la persona agre-
sora, el tipo de violencia y la relación de la persona agresora y la víctima.
Además de esas preguntas básicas, el organismo o la institución podrían y,
por supuesto, deberían añadir preguntas que considerasen relevantes o
esenciales referentes a su campo concreto de actuación.

Como se señaló en la recomendación anterior, la planificación y coordi-
nación de un formulario de recogida de datos es responsabilidad de las au-
toridades y administraciones superiores. Sin embargo, debería realizarse en
cooperación con miembros de la profesión en cuestión, que se enfrenten a
la violencia doméstica en su trabajo diario para aprovechar sus opiniones e
ideas sobre las preguntas que pueden y deben plantearse a los usuarios y
las usuarias.

Además del formulario de recogida de datos, deberían prepararse ins-
trucciones sobre la forma de utilizar el formulario y de identificar a una víc-
tima de la violencia doméstica. Dar instrucciones y formar a las personas que
se espera que comiencen a utilizar el formulario y a recoger datos es muy im-
portante a la hora de crear un sistema de recogida de datos, ya que única-
mente resultan útiles los datos registrados de forma precisa y de acuerdo
con principios y normas estándar. Por esta razón es importante que todas
aquellas personas que participen en la recogida de datos sean conscientes
de cómo debería realizarse.

En el contexto de la formación, también debería destacarse la importan-
cia de la recogida de datos administrativos. Con frecuencia la gente cree que
tiene que registrar los datos únicamente con fines estadísticos, cuando en
rea lidad los datos también pueden resultar útiles para quienes los registran.
Los datos pueden utilizarse para fines administrativos como el análisis y el
desarrollo de actividades, la planificación presupuestaria, la asignación de
recursos y en la administración de personal. Deberían elaborarse informes
con los datos administrativos de forma que puedan utilizarse fácilmente en la
práctica. Contratar a un especialista que pueda analizar los datos adminis-
trativos también podría convenir a estos organismos e instituciones.

La formación del personal cuyo trabajo es la recogida de datos puede
organizarse de muchas formas. Podemos encontrar un ejemplo en España,
donde el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer ha organizado se-
minarios y reuniones con las instituciones que participan en la lucha contra
la violencia doméstica, con el fin de motivarlas para que comiencen a reco-
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ger datos sobre la violencia doméstica contra las mujeres. Estas reuniones
deberían incluir debates recíprocos para que ambas partes pudieran expre-
sar sus opiniones e ideas sobre la recogida de datos. Muchos organismos e
instituciones no están obligados oficialmente a registrar datos, lo que implica
que deben estar convencidos para hacerlo de forma voluntaria. Por tanto,
los debates abiertos en seminarios y reuniones son importantes a la hora de
convencer a las personas de la importancia de una recogida de datos de
gran calidad y de motivarles a que registren dichos datos.

El último paso en la creación de un sistema de datos es decidir la forma
en que se procesa el material. Muchas autoridades y organismos (como la
Policía) suelen tener ya un sistema de datos electrónico al que deberían aña-
dirse nuevas variables e información. Si no existe ningún sistema de datos,
debería diseñarse o adquirirse algún tipo de sistema electrónico para el pro-
cesamiento de los datos registrados.

La tabla siguiente muestra cómo se delineó en Finlandia la situación de
la recogida de datos administrativos. La tabla sirve como ejemplo de los
pasos necesarios a la hora de delinear la situación existente en cualquier
país.
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Qué debe averiguarse Qué se ha hecho

¿Qué instituciones, auto-
ridades y organismos
trabajan, de alguna
forma, con el problema
de la violencia (domés-
tica) contra las mujeres
en Finlandia?

Se recopiló una lista de instituciones, autoridades y organismos con la ayuda
de informes y estudios anteriores y de investigación en Internet. También se
contactó con especialistas y expertos/expertas en el campo de la violencia do-
méstica y se les preguntó lo que sabían sobre la recogida de datos. Los ex-
pertos y las expertas se fueron encontrando mediante el método «de bola de
nieve»: si alguien decía que no sabía sobre esos temas, se le pedía el nom-
bre de alguien que sí supiese. De esta forma fue posible encontrar a los/las es-
pecialistas y las instituciones centrales en el campo de la recogida de datos
sobre la violencia doméstica contra las mujeres. Esto se realizó de la forma
más exhaustiva posible.

¿Qué tipos de sistemas
de datos tienen estos or-
ganismos? ¿Qué tipos
de datos registran estos
organismos? ¿Qué tipos
de variables y clasifica-
ciones emplean?

La información sobre la recogida de datos y los sistemas de datos existentes
se obtuvo de estudios, publicaciones e informes anteriores publicados por los
propios organismos y por personal investigador/institutos de investigación.
También se utilizaron como fuentes de información las páginas web y los in-
formes anuales de las instituciones y los organismos. Si no se encontraba in-
formación sobre la recogida de datos por esos medios, se contactaba con las
instituciones por teléfono o correo electrónico y se les preguntaba si registran
datos administrativos y, en caso afirmativo, qué tipo de datos. Los datos de
contacto se encontraron en Internet. Asimismo, se visitó a personas claves en
algunas instituciones y organismos como la Oficina Finlandesa de Estadística ⇓

continúa

Tabla 1

Panorama de la situación actual de la recogida de datos administrativos en Finlandia



3.3. Modelo de planteamiento 

para la recogida de datos administrativos

Esta sección contiene recomendaciones sobre el tipo de datos adminis-
trativos que debería recogerse en distintas instituciones públicas y privadas
que trabajan con el problema de la violencia doméstica contra las mujeres.
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Qué debe averiguarse Qué se ha hecho

⇓ o el Centro Nacional de Investigación y Desarrollo para el Bienestar y la
Salud con el objeto de plantear preguntas sobre la recogida de datos admi-
nistrativos sobre la violencia doméstica contra las mujeres. Algunos organis-
mos, sobre todo las ONG, compartieron el formulario de recogida de datos
que utilizan con sus usuarias y usuarios. Esta fue la información más deta-
llada que se recibió y también la más útil, puesto que revela las pregun-
tas/variables exactas que se estaban utilizando.

¿Se registra el sexo y la
edad de la víctima y de
la persona agresora, la
relación entre ambas y el
tipo de violencia? ¿Qué
tipo de datos no se re-
gistra?

Tras una evaluación inicial de los sistemas de datos y de qué tipos de datos
administrativos registran las distintas instituciones y organismos, se resumió
dicha información por escrito. Se preparó una descripción de los sistemas de
datos seguida por una explicación de qué tipos de datos se registran o no. Se
prestó especial atención a si se registra el sexo y la edad de la víctima y de la
persona agresora, la relación entre ambas y el tipo de violencia.

Ejemplos de datos regis-
trados reales

Siempre que fuera posible, se buscaban ejemplos de datos registrados. Se
encontraron ejemplos en los informes de investigación y los estudios, los in-
formes anuales y las páginas web de los organismos. Resulta más fácil com-
prender las ventajas y las deficiencias de la forma actual de recoger los datos
cuando se muestran cifras reales.

¿Qué tipo de datos de-
berían registrarse?
¿Qué debería hacerse
de otra forma?

Tras evaluar qué tipo de datos registran y no registran las instituciones y los
organismos y con la ayuda de ejemplos de estos, se elaboraron recomenda-
ciones sobre qué tipo de datos deberían registrar. Esto se hizo principalmente
de acuerdo con las directrices sobre recogida de datos establecidas por el
Grupo de Trabajo para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida la Vio-
lencia Domésticaa de forma que si faltaba información sobre el sexo y la edad
de la víctima y de la persona agresora, la relación entre ambas y el tipo de vio-
lencia, se recomendaba que se registrasen en el futuro. En algunos casos las
recomendaciones incluían sugerencias sobre la forma de realizar el cambio
práctico y real en el sistema de datos, por ejemplo, añadiendo un campo obli-
gatorio en el sistema de registro de datos.

¿Qué ocurre después? Una vez realizadas las recomendaciones a los organismos y las instituciones,
les tocaba considerar si los cambios recomendados son útiles y están bien
justificados. Entonces las personas encargadas de la toma de decisiones
deben decidir si se ponen en práctica los cambios o no. Es necesario que
exista coordinación a escala nacional, de la que son responsables los Minis-
terios, las Autoridades Locales y los Consejos Nacionales.

a Véase el Programa de la Campaña, en la nota 1 anterior.
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La principal propuesta es que la recogida de datos debería dividirse por sexo
y edad de la víctima y de la persona agresora, el tipo de violencia, así como
por la relación entre la persona agresora y la víctima. Estos son los requisi-
tos mínimos de recogida de datos y debería registrarse de alguna forma in-
formación sobre estas categorías en todos los organismos que trabajan con
la violencia doméstica contra las mujeres. Estos requisitos se tratan a conti-
nuación uno por uno.

En primer lugar, debería haber una definición explícita de víctima y per-
sona agresora, puesto que deberían registrarse los datos de ambas. Una vez
adoptadas esas definiciones, deberían recogerse los siguientes datos nor-
malizados sobre víctimas y personas agresoras.

1. Sexo de la víctima y de la persona agresora

Probablemente en la mayoría de los lugares que registran información
sobre la violencia doméstica ya se registra el sexo de la víctima, pero es po-
sible que falte el sexo de la persona agresora. Ambos son igual de impor-
tantes y registrar el sexo de ambas puede llevarse a cabo fácilmente.

2. Edad de la víctima y de la persona agresora

Esta información es importante porque la diferencia de edad entre la víc-
tima y la persona agresora puede calcularse a partir de sus edades. La dife-
rencia de edad puede ser un detalle importante cuando se están evaluando
distintos aspectos de la violencia doméstica. La edad puede registrarse ano-
tando el año de nacimiento o la edad de la persona en el momento en que
se registran los datos o cuando se produce el caso de violencia.

3. Tipo de violencia

Si bien el registro del sexo y la edad de la víctima y la persona agresora
es bastante sencillo, el registro del tipo de violencia es más complicado. Los
tipos de violencia pueden definirse de muchas formas y tal vez no sea rea-
lista ni razonable utilizar la misma definición en todas partes ya que las dis-
tintas autoridades y organismos trabajan en entornos diferentes, con distin-
tos fines y con distintos tipos de problemas. Por ejemplo, para la Policía, la
Fiscalía y los tribunales es razonable utilizar definiciones basadas en legis-
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lación. Esto implica que se utilicen categorías como agresión, violación, re-
laciones sexuales bajo coacción, homicidio y asesinato al definir el tipo de vio-
lencia. En la asistencia sanitaria, puede definirse el tipo de violencia, por
ejemplo, según la Clasificación Internacional de Enfermedades. Como re-
sultado, pueden utilizarse definiciones como agresión con drogas, medica-
mentos y sustancias biológicas, agresión por ahorcamiento, estrangulamiento
y sofocación, agresión con disparo de arma corta, agresión con humo, fuego
y llamas, agresión con objeto cortante, agresión con fuerza corporal, agresión
sexual con fuerza corporal, y negligencia y abandono a la hora de definir el
tipo de violencia en la asistencia sanitaria.

Se recomienda que los organismos que no trabajen dentro del sistema
judicial o sanitario utilicen definiciones más generales de la violencia en sus
recopilaciones de datos. Podrían incluir, por ejemplo: violencia física, violen-
cia psíquica/psicológica, violencia económica, violencia sexual y violencia
cultural. Con independencia de las opciones de tipos de violencia, lo más im-
portante es que el contenido de estas opciones se haya definido explícita-
mente. Por ejemplo, la persona que registre el tipo de violencia debe saber
qué significa violencia física o sexual y cuál es la diferencia entre ambas. Es
posible interpretar las violencias económica o cultural, por ejemplo, de dis-
tintas formas. El contenido concreto de los términos y opciones debería de-
cidirse antes de que se produzca el registro de los datos, es decir, cuando se
esté tomando la decisión sobre los términos y opciones que se utilizarán. Las
opciones de tipos de violencia, así como las definiciones y el contenido de las
categorías empleadas deberían incluirse en la formación del personal que
se dedique a la recogida de datos. Los formularios de recogida de datos tam-
bién deberían incluir siempre definiciones por escrito de los elementos prin-
cipales.

4. Relación entre la persona agresora y la víctima

Es muy importante registrar esta información, ya que revela un aspecto
fundamental de la violencia doméstica: quién es la víctima y la persona agre-
sora. Es importante clasificar la relación de la persona agresora con la víc-
tima de la forma más precisa posible para obtener una imagen detallada de
quiénes participan en situaciones de violencia doméstica. Por esta razón, ex-
presiones como «miembro de la familia» o «persona íntima» no son lo sufi-
cientemente precisas. La relación entre la persona agresora y la víctima
puede definirse de muchas formas y pueden emplearse muchas opciones
de relaciones. Una lista así podría incluir, por ejemplo: cónyuge, ex cónyuge,
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novio/ novia, ex novio/ex novia, pareja de hecho, ex pareja de hecho, otro
miembro de la familia, otro familiar, amigo/amiga/ conocido/conocida y des-
conocido/desconocida. Lo importante es que en las opciones se distinga a ex
cónyuges y parejas.

Del mismo modo, como se argumentó respecto a los tipos de violencia,
definir el significado de las distintas opciones de relaciones tiene la misma im-
portancia. La persona que registre la relación entre la víctima y la persona
agresora debe saber el significado exacto de cónyuge, novio o pareja de
hecho para realizar un registro correcto y sin problemas de interpretación
que dificultaría el proceso de registro. Las clasificaciones detalladas también
permitirán realizar comparaciones entre fuentes de datos, incluso aunque
apliquen definiciones generales diferentes.

La tabla siguiente muestra qué tipos de datos administrativos debe-
rían recoger los organismos y las instituciones que trabajan con el pro-
blema de la violencia doméstica contra las mujeres. Debería tenerse en
cuenta que sólo se presentan en la tabla los requisitos mínimos y que los
distintos organismos e instituciones pueden y deben registrar también
otros datos que sean relevantes o esenciales referentes a su campo con-
creto de actuación.
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Autoridad/organismo Recomendación sobre qué datos registrar

Policía Distinguir los casos de violencia doméstica de otros casos

Sexo de la víctima y de la persona agresora

Edad de la víctima y de la persona agresora

Relación entre la víctima y la persona agresora

Tipo de violencia (según los códigos penales)

Resultado de los casos: se investiga el caso, se realiza una detención, se
denuncia el caso a la Fiscalía, etc.

Fiscalía Distinguir los casos de violencia doméstica de otros casos

Sexo de la víctima y de la persona agresora

Edad de la víctima y de la persona agresora

Relación entre la víctima y la persona agresora

Tipo de violencia (según los códigos penales)

Resultado de los casos: se retira la acusación, el caso pasa a los tribunales,
etc.

continúa

Tabla 2

Datos mínimos que deberían recoger los distintos organismos sobre la violencia doméstica



Deberían darse recomen daciones similares también a otros organismos
relevantes si son activos.

En resumen, podemos llegar a la conclusión de que la formación y la
sensibilización son elementos claves cuando se establecen los sistemas de
recogida de datos, pero también cuando se mejora un sistema de registro
de datos existente. Sigue habiendo mucho que hacer respecto a la recogida
de datos administrativos sobre la violencia doméstica contra las mujeres en
los Estados miembros del Consejo de Europa. Este es un tema importante
que abordar, ya que los datos sobre el funcionamiento de las instituciones so-
ciales más importantes son un elemento clave en una estrategia para tratar
la violencia doméstica como una forma extendida de violencia contra las mu-
jeres.

458

Autoridad/organismo Recomendación sobre qué datos registrar

Tribunales de Primera Ins-
tancia (tanto penales como
civiles)

Distinguir los casos de violencia doméstica del resto de los casos

Sexo de la víctima y de la persona agresora

Edad de la víctima y de la persona agresora

Relación entre la víctima y la persona agresora

Tipo de violencia (según los actos delictivos)

Resultado de los casos: culpable o no culpable, condena o no, tipo de con-
dena (multa, prisión, trabajo en beneficio de la comunidad, etc.)

Investigadores de causas de
las muertes

Distinguir las muertes provocadas por la violencia doméstica del resto de
las muertes
Sexo de la víctima y de la persona agresora

Edad de la víctima y de la persona agresora

Relación entre la víctima y la persona agresora

Tipo de violencia (p. ej. según la CIE-10)

Servicios sanitarios Sexo de la víctima y de la persona agresora

Edad de la víctima y de la persona agresora

Relación entre la víctima y la persona agresora

Tipo de violencia (p. ej. según la CIE-10)

Servicios sociales (por ejem-
plo, centros de acogida, lí-
neas telefónicas de ayuda y
otros proveedores de servi-
cios sociales)

Sexo de la víctima y de la persona agresora

Edad de la víctima y de la persona agresora

Relación entre la víctima y la persona agresora

Tipo de violencia

Tabla 2 (continuación)

Datos mínimos que deberían recoger los distintos organismos sobre la violencia doméstica
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Austria sí sí sí sí sí sí sí sin res-
 puesta

Azerbaiyán Comisarías de distrito, Ministerio del
Interior

sí sin res-
 puesta

sí sí sí sí sí sí sí

Bélgica sin res puesta

Bulgaria Servicio Nacional de Policía sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Croacia Sector de Delincuencia Juvenil, De-
partamento de Delitos Generales,
Dirección de la Policía Criminal, Di-
rección de la Policía General

sí sí sí sí sí sí sí no

Chipre Policía de Chipre sí sí sí sí sí sí sí sí sí

República
Checa

Dirección de Orden Público y Servi-
cio Policial Ferroviario

no

Dinamarca Policía danesa no

Estonia Dirección General de la Policía, pre-
fecturas de Policía

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Finlandia Policía finlandesa sí sí no no sí no no

Georgia Departamento de Análisis e Infor-
mación, Ministerio de Asuntos Inte-
riores

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Grecia Jefatura de Policía/División de Se-
guridad Pública

sí sí sí sí sí sí no sí no

Hungría Jefatura Nacional de Policía de Hun-
gría

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Italia Datos referentes a todas las autori-
dades policiales (Gendarmería, Poli-
cía estatal, Guardia fiscal, Policía
penitenciaria, Guardia civil)

sí sí sí sí sí sí no sí sí
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Apéndice 1

Respuestas a la sección 1 del cuestionario: Policía
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Letonia Policía estatal del Ministerio del In-
terior de la República de Letonia

sí no

Liechtenstein Landespolizeit des Fürstentums
Liechtensteins

sí sí sí sí sí sí sí no

Lituania Policía de Lituania sí sí no no no no no

Luxemburgo Police Grand-Ducale sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Moldavia Ministerio del Interior (Departamento
General de Policía)

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Montenegro Dirección de Policía de Montenegro sí sí sí sí sí sí no no

Países Bajos Policía de los Países Bajos sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Polonia Oficina de Prevención y Tráfico Vial
de la Jefatura General de Policía

sí sí sí sí sí no no

Portugal Guardia Nacional Republicana
(GNR) y Policía de Seguridad Pú-
blica (PSP)

sí sí sí sí sí sí no no

Rumanía Inspección de Policía de Distrito sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Eslovaquia Ministerio del Interior, Jefatura de
Policía

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Eslovenia Dirección de la Policía General, Di-
rección de la Policía Criminal

sí sí sí sí sí sí sí no

España EMUMES, Guardia Civil sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Suecia Policía sueca sí sí sí sí sí sí no no

Suiza sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Reino Unido Servicios de Policía de todo el país sí sí sí sí sí sí no sí sí

Número de

paí ses que

respondieron

sí

27 25 24 24 25 23 17 16 15

a Debería tenerse en cuenta que las respuestas de Suecia se refieren al código de delito «violencia grave contra la integridad de una
mujer», un título combinado para determinados actos delictivos como la agresión, la coacción o amenazas ilícitas, los abusos sexuales o
de otro tipo, o la explotación sexual. Si estos actos los comete un hombre contra una mujer (de al menos 15 años) con quien está, o ha
estado, casado o con quien está, o ha estado, conviviendo en circunstancias comparables al matrimonio, se le condenará por violencia
grave contra la integridad de una mujer.
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Apéndice 1 (continuación)

Respuestas a la sección 1 del cuestionario: Policía
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Austria Sin respuesta

Azerbaiyán Sin respuesta

Bélgica Sin respuesta

Bulgaria no

Croacia Centro de Comunicaciones Operativas
del MI, Dirección de la Policía General

sí sí sí sí sí sí sí sí no sí no

Chipre Policía de Chipre sí – – sí sí sí sí sí no no

Chipre Servicios de Asistencia Social sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

República
Checa

Policía de la República Checa, línea
158 de urgencias

sí sí no sí no no no no no

República
Checa

Asociación de Líneas de Seguridad;
línea de seguridad para niños

sí sí no no no no no no no

Dinamarca Distritos 1-12 de la Policía danesa sí sí sí sí sí sí sí sí no sí sí

Estonia Dirección General de la Policía (todas
las llamadas de urgencia son graba-
das en la base de datos Polis de la
Policía)

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Finlandia Centro de Respuesta ante Emergen-
cias

sí sí no no no no no no no

Georgia Inspección General de la Fiscalía Ge-
neral de Georgia

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Georgia Policía de Patrulla sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Grecia Jefatura de Policía/División de Lla-
madas de Urgencia

sí no

Grecia Centro Nacional de Asistencia de Ur-
gencia (EKAB)

sí no

Hungría sin respuesta

Italia Agencia Nacional para las Llamadas
de Urgencia

sí sí sí no sin res-
puesta

sí no sí sí sí sí

Letonia Policía Estatal del Ministerio del Inte-
rior de la República de Letonia

sí no

N
om

br
e 

de
l o

rg
an

is
m

o

¿S
e 

re
gi

st
ra

 in
fo

rm
ac

ió
n 

so
br

e

lla
m

ad
as

 d
e 

ur
ge

nc
ia

?

¿P
ue

de
n 

di
st

in
gu

ir
se

 lo
s 

ca
so

s 
cu

yo

m
ot

iv
o 

es
 la

 v
io

le
nc

ia
 d

om
és

tic
a?

¿E
s 

po
si

bl
e 

di
st

in
gu

ir
 a

 la
 v

íc
tim

a?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 e
l s

ex
o 

de
 la

 v
íc

tim
a?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 e
l s

ex
o 

de
 la

 p
er

so
na

ag
re

so
ra

?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 la
 e

da
d 

de
 la

 v
íc

tim
a?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 la
 e

da
d 

de
 la

 p
er

so
na

ag
re

so
ra

?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 la
 r

el
ac

ió
n 

de
 la

 p
er

so
na

ag
re

so
ra

 c
on

 la
 v

íc
tim

a?

E
n 

ca
so

 a
fir

m
at

iv
o,

 ¿
ex

is
te

 u
na

 li
st

a 
de

re
la

ci
on

es
 p

os
ib

le
s 

pa
ra

 e
sc

og
er

?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 e
l t

ip
o 

de
 v

io
le

nc
ia

?

E
n 

ca
so

 a
fir

m
at

iv
o,

 ¿
ex

is
te

 u
na

 li
st

a 
de

re
la

ci
on

es
 p

os
ib

le
s 

pa
ra

 e
sc

og
er

?

continúa

Apéndice 2

Respuestas a la sección 2 del cuestionario: llamadas de urgencia
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Letonia Servicio Estatal de Salvamento y
Contra Incendios de Letonia

sí no

Liechtenstein Sin respuesta

Lituania Centro de Respuesta ante Emergen-
cias

sí no

Luxemburgo Police Grand-Ducale sí sí sí sí sí sí sí sí no sí sí

Moldavia Comisaría Territorial de Policía sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Montenegro Dirección de Policía de Montenegro sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Países Bajos Policía de los Países Bajos sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Polonia Sin respuesta

Portugal Direcção Geral da Saúde (Centro de
Atendimento do Serviço Nacional de
Saúde)

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Portugal Instituto Nacional de Emergência Mé-
dica (INEM)

sí no

Portugal Línea 144 (línea nacional de urgen-
cias sociales)

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Rumanía Sin respuesta

Eslovaquia Policía de la República Eslovaca sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Eslovenia Dirección de la Policía General, Cen-
tro de Operación y Comunicaciones

sí sí sí sí sí sí sí sí sí no

España Servicio 112 sí sí sí sí sí sí no no sí sí

Suecia Sin respuesta

Suiza

Reino Unido Línea 999 de urgencias y Policía
Local

sí – – sí sí sí sí sin res-
puesta

sin res-
puesta

Número de

países que

respondieron

sí

20 16 14 15 14 15 13 13 10 13 12
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Apéndice 2 (continuación)

Respuestas a la sección 2 del cuestionario: llamadas de urgencia
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Austria sí no no sí sí no sí sí
Azerbaiyán no
Bélgica sin respuesta
Bulgaria sin respuesta
Croacia sí sí sí no sí sí sí no
Chipre no
República Checa sí sí sí no sí sí sí no
Dinamarca no
Estonia sí sí sí sí sí no sí sí
Finlandia no
Georgia sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Grecia sí no sí sin respuesta no no sí sí
Hungría sí sí sí sí sí sí sí no
Italia sí sí sí no sí sí no sí no
Letonia no
Liechtenstein no
Lituania no
Luxemburgo sí sí sí sí sí sí sí sí no
Moldavia no
Montenegro sí sí sí sí sí sí no sí no
Países Bajos sí no no no sí no no
Polonia no
Portugal no
Rumanía sí sí sí sí sí sí sí no
Eslovaquia no
Eslovenia no
España no
Sueciaa sí sí sí sí sí sí no no
Suiza no
Reino Unido sí sí sí sí sí sí no sí sí
Número de países

que respondieron sí

14 11 12 9 13 10 7 8 5

a Debería tenerse en cuenta que las respuestas de Suecia se refieren al código de delito «violencia grave contra la integridad de una mujer», un tí-
tulo combinado para determinados actos delictivos como la agresión, la coacción o amenazas ilícitas, los abusos sexuales o de otro tipo, o la ex-
plotación sexual. Si estos actos los comete un hombre contra una mujer (de al menos 15 años) con quien está, o ha estado, casado o con quien
está, o ha estado, conviviendo en circunstancias comparables al matrimonio, se le condenará por violencia grave contra la integridad de una mujer.
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Apéndice 3

Respuestas a la sección 3 del cuestionario: Fiscalía
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Austria En procesos penales: tribunales de
distrito y tribunales provinciales; en
procesos de derecho de familia: tri-
bunales de distrito

sí no no sí sí no sí sí

Azerbaiyán No hay ningún tribunal específico
que se ocupe de la violencia do-
méstica contra mujeres

sin res-
puesta

Bélgica Sin respuesta

Bulgaria Tribunal de Distrito sí sí no sí sí sí sí sí sí

Croacia Tribunal de Delitos Menores sí no no no sí no no

Croacia Tribunal Penal Municipal de Zagreb sí no no no sí no no

Chipre Tribunal de Distrito (jurisdicción
penal)

sí no no no no no no

República
Checa

Tribunales de Distrito sí sí sí no sí sí sí no

Dinamarca Sin respuesta

Estonia Tribunal de Condado (tribunal de pri-
mera instancia)

sí sí sí sí no no no

Estonia Tribunal de Apelación sí sí sí sí sí no sí sí

Finlandia Tribunal de Distrito no

Georgia Tribunal de la ciudad de Tbilisi, De-
partamento de Asuntos Administrati-
vos

sí sí sin res-
puesta

sí sí sí sí sí sí

Grecia Tribunal de Primera Instancia no

Hungría no

Italia Tribunales Penales sí sí sí no sí sí no sí no

Letonia Tribunal de Distrito/Ciudad sí no

Liechtenstein Sin respuesta

Lituania Administración de los Tribunales Na-
cionales

no
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Apéndice 4

Respuestas a la sección 4 del cuestionario: tribunales de primera instancia
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Luxemburgo Tribunal de Diekirch y Tribunal de
Luxemburgo

sí sí sí sí sí sí no sí sí

Moldavia no

Montenegro no

Países Bajos Tribunal Penal no

Polonia 1. Tribunal de Distrito (jurisdicción
penal)
2. Tribunal de Distrito (división de fa-
milia y juvenil –tribunal de familia–)

no

Portugal Para el juicio:
— Tribunal de Comarca;
— Vara Criminal;
— Juízo Criminal;
— Juízo de Pequena Instância Cri-
minal.
Para las fases previas (investigación
e instrucción):
— Tribunal de Instrução Criminal.

sí no sí sí sí sí sí no

Rumanía El Tribunal de Primera Instancia de
todos los municipios de Rumanía

no

Eslovaquia El Tribunal de Primera Instancia sí no

Eslovenia Tribunales Locales y Tribunales de
Distrito

no

España Juzgados de Primera Instancia y de
Instrucción, de lo Civil, de lo Penal y
de Violencia sobre la Mujer

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Sueciaa Tribunal de Distrito sí sí sí sí sí sí no no

Suiza No hacemos distinciones entre las
instancias. La estadística de conde-
nas y sentencias se basa única-
mente en el registro de condenas
para adultos.

sí no
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Reino Unido Los procesos penales son vistos en
los tribunales de primera y segunda
instancia. Dentro de los tribunales
de Primera Instancia existen actual-
mente 64 sistemas de Tribunales
Especialistas en Violencia Domés-
tica. Los procesos civiles/de familia
son vistos en los Tribunales de Con-
dado; Tribunales de Procedimientos
de Familia (en primera instancia), tri-
bunal superior. Las respuestas
hacen referencia a procedimientos
civiles/de familia.

sí no no no no no no

Reino Unido Tribunales de Primera Instancia,
Procesos Penales

sí sí sí sí sí no sí no

Reino Unido Tribunales Especialistas en VD sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Reino Unido Otros Tribunales de Primera Instan-
cia

no

Número de

países que

respondieron

sí

16 9 8 9 12 9 6 8 7

a Debería tenerse en cuenta que las respuestas de Suecia se refieren al código de delito «violencia grave contra la integridad de una
mujer», un título combinado para determinados actos delictivos como la agresión, la coacción o amenazas ilícitas, los abusos sexuales o
de otro tipo, o la explotación sexual. Si estos actos los comete un hombre contra una mujer (de al menos 15 años) con quien está, o ha
estado, casado o con quien está, o ha estado, conviviendo en circunstancias comparables al matrimonio, se le condenará por violencia
grave contra la integridad de una mujer.
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Austria sin respuesta
Azerbaiyán no
Bélgica sin respuesta
Bulgaria sin respuesta
Croacia sí sí sí sí sí sí no no
Chipre sí sí sí sí sí sí sí sí sí
República Checa sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Dinamarca sí sí sí sí no no – –
Estonia no
Finlandia sí sí sí sí sí sí sí no
Georgia no
Grecia sí sí sí sí sí sin respuesta no sí sí
Hungría –
Italia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Letonia no
Liechtenstein sin respuesta
Lituania sin respuesta
Luxemburgo sí sí sí sí sí sí sí sí –
Moldavia no
Montenegro no
Países Bajos sí sí sí sí no sí no sí no
Polonia no
Portugal sí no no sí no sí no sí no
Rumanía sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Eslovaquia sin respuesta
Eslovenia sí sí sí sí sí sí sí no
España sí sí sí sí sí sí sí sí –
Suecia sin respuesta
Suiza no
Reino Unido no
Número 

de países que

respondieron sí

13 12 12 13 9 11 8 9 5
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Respuestas a la sección 6 del cuestionario: personal investigador de las causas de las muertes
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Austria Tribunal de Distrito sí sí sí sí sí no sí no

Azerbaiyán No se emplean órdenes de aleja-
miento

Bélgica sin respuesta

Bulgaria El tribunal sí sí sí no no sí sí no sí no

Croacia Ministerio del Interior sí sí sí sí sí sí no no no

Croacia Tribunal de Delitos Menores sí no sí no sí no sí no

Croacia Tribunal Penal Municipal de Zagreb no

Chipre Policía, Departamento de Bienestar,
Fiscal General

no

República
Checa

Presidencia de Policía de la Repú-
blica Checa, Departamento de Inves-
tigación de Delitos (Praga)

sí no no no no sí sí sí sí sí

República
Checa

Dirección de Orden Público y Servi-
cio Policial Ferroviario

sí no sí no no no sí no

Dinamarca sin respuesta

Estonia Tribunal, Fiscalía no

Finlandia Policía finlandesa sí sí sí sí sí sí – sí no

Finlandia Tribunal de Distrito sí sí sí sí sí no sí no

Georgia Ministerio de Asuntos Interiores sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Grecia A) Juzgado Unipersonal de Primera
Instancia (procedimiento de urgencia)
B) El Tribunal Penal competente, el
juez instructor o la jueza instructora
competente y el consejo judicial com-
petente

no

Hungría El Tribunal no

Italia Jueza o juez de la Vista Preliminar
y el juez o la jueza de Primera Ins-
tancia

sí sí sí sí – sí – sí sí no
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Respuestas a la sección 7 del cuestionario: órdenes de alejamiento
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Letonia Juezas y jueces sí no no no sí no no no

Liechtenstein Landespolizeit des Fürstentums
Liechtensteins

sí sí sí sí sí sí sí sí no

Lituania sin respuesta

Luxemburgo Tribunal DʼArrondissement Compé-
tents

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Luxemburgo Police Grand-Ducale sí sí sí sí sí sí sí no sí sí

Moldavia No se emplean órdenes de alejamiento

Montenegro No se emplean órdenes de aleja-
miento

Países Bajos La jueza o el juez de Instrucción (Rech-
ter Commissaris), el juez o la jueza del
Juzgado de lo Penal, la Fiscalía, el Juz-
gado de lo Civil, el o la Maire

no

Polonia Tribunales Penales sí no sí no no no no no

Portugal Juez o jueza de Instrucción Penal
(Juiz de Instrução Criminal)

no

Portugal Ministério Público no

Rumanía El Tribunal Penal/el Tribunal Civil sí sí sí – – sí – no no

Eslovaquia El Tribunal de Primera Instancia sí sí sí sí sí sí no sí sí sí

Eslovenia Dirección de la Policía General, Di-
rección de la Policía Criminal

sí sí sí sí sí sí sí sí no

España Juzgados sí sin res-
puesta

sí sí sí sí sí sí sí sí

Suecia Policía, Tribunal, Fiscalía sueca sí sí sí sí sí no no no

Suiza Policía y Tribunales sí sí sí sí sí sí sí no sí sí

Reino Unido La Policía sí sí sí sí sí sí no sí sí sí

Reino Unido Servicio de Tribunales sí no no no no no no no

Número de

países que

respondieron

sí

18 14 17 13 13 14 8 12 9 7

N
om

br
e 

de
 la

 a
ut

or
id

ad

¿S
e 

re
gi

st
ra

 in
fo

rm
ac

ió
n 

so
br

e

ór
de

ne
s 

de
 a

le
ja

m
ie

nt
o?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 e
l s

ex
o 

de
 la

 p
er

so
na

 q
ue

se
 v

a 
a 

pr
ot

eg
er

?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 e
l s

ex
o 

de
 la

 p
er

so
na

co
nt

ra
 la

 q
ue

 s
e 

ha
 d

ic
ta

do
 la

 o
rd

en
?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 la
 e

da
d 

de
 la

 p
er

so
na

 q
ue

se
 v

a 
a 

pr
ot

eg
er

?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 la
 e

da
d 

de
 la

 p
er

so
na

co
nt

ra
 la

 q
ue

 s
e 

ha
 d

ic
ta

do
 la

 o
rd

en
?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 la
 r

el
ac

ió
n 

en
tr

e 
am

ba
s?

E
n 

ca
so

 a
fir

m
at

iv
o,

 ¿
ex

is
te

 u
na

 li
st

a 
de

re
la

ci
on

es
 p

os
ib

le
s 

pa
ra

 e
sc

og
er

?

¿P
ue

de
n 

di
st

in
gu

ir
se

 lo
s 

ca
so

s 
cu

yo

m
ot

iv
o 

es
 la

 v
io

le
nc

ia
 d

om
és

tic
a?

¿S
e 

re
gi

st
ra

 e
l t

ip
o 

de
 v

io
le

nc
ia

?

E
n 

ca
so

 a
fir

m
at

iv
o,

 ¿
ex

is
te

 u
na

 li
st

a 
de

re
la

ci
on

es
 p

os
ib

le
s 

pa
ra

 e
sc

og
er

?

Apéndice 6 (continuación)
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Austria sí sí sí sí sí sí sí sí no
Azerbaiyán no
Bélgica sin respuesta
Bulgaria sí sí no sí no sí sin respuesta sí no
Croacia sin respuesta
Chipre no
República Checa sin respuesta
Dinamarca sí sí sí sí no no no
Estonia no
Finlandia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Georgia no
Grecia sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Hungría sí no sin respuesta sí no sí no sí no
Italia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Letonia sí sí sí sí no sí sí no
Liechtenstein no
Lituania sí no
Luxemburgo no
Moldavia no
Montenegro no
Países Bajos no
Polonia no
Portugal sí sí sí sí – – sí sí
Rumanía sí sí sí sí – no no
Eslovaquia sí sí sí sí – sí no no
Eslovenia sin respuesta
España sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Suecia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Suiza sí sí sí sí no no sí sí
Reino Unido sí sí sí sí – sí sí sí sí
Número 

de países que

respondieron sí

16 14 13 15 3 11 8 11 8
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Respuestas a la sección 8 del cuestionario: 
instituciones y servicios sanitarios públicos, hospitales públicos



471

Austria sin respuesta
Azerbaiyán sin respuesta
Bélgica sí sin respuesta sí sí no no no
Bulgaria no
Croacia sin respuesta
Chipre no
República Checa sin respuesta
Dinamarca sin respuesta
Estonia no
Finlandia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Georgia no
Grecia no
Hungría sí sí sí sí no sí no sí no
Italia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Letonia sí sí sí sí no sí sí no
Liechtenstein sin respuesta
Lituania sin respuesta
Luxemburgo no
Moldavia no
Montenegro no
Países Bajos no
Polonia no
Portugal – – sí sí sí sí sí sí
Rumanía no
Eslovaquia no
Eslovenia sin respuesta
España sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Suecia no
Suiza –
Reino Unido sin respuesta
Número 

de países que

respondieron sí

6 5 6 7 2 6 5 5 4
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Respuestas a la sección 8 del cuestionario: 
instituciones y servicios sanitarios públicos, centros sanitarios públicos
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Austria sí sí
Azerbaiyán no
Bélgica sin respuesta
Bulgaria no
Croacia sin respuesta
Chipre sí no
República Checa sin respuesta
Dinamarca sí sí sí sí no no no
Estonia no
Finlandia sí sí sí no no no sí sí
Georgia sí no
Grecia sí sí sí sí sí sí sí sí no
Hungría sí no
Italia sí – – – – – – – –
Letonia sí sí sí sí no sí sí no
Liechtenstein no
Lituania sin respuesta
Luxemburgo sí –
Moldavia sí no
Montenegro sí no
Países Bajos no
Polonia sí no
Portugal sí sí no sí sí sí – sí sí
Rumanía sí no
Eslovaquia sí sí sí sí – sí no no
Eslovenia sin respuesta
España sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Suecia sí –
Suiza sí sí sí sí no no sí sí
Reino Unido sin respuesta
Número 

de países que

respondieron sí

19 9 7 7 3 5 3 5 4
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Respuestas a la sección 8 del cuestionario: 
instituciones y servicios sanitarios públicos, clínicas de maternidad públicas
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Austria no
Azerbaiyán no
Bélgica sin respuesta
Bulgaria sí sí sí sí no no sí no
Croacia sin respuesta
Chipre no
República Checa sin respuesta
Dinamarca sí sí sí sí no no no
Estonia no
Finlandia no
Georgia no
Grecia no
Hungría no
Italia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Letonia sí sí sí sí no sí sí no
Liechtenstein sin respuesta
Lituania sin respuesta
Luxemburgo –
Moldavia sí sí sí sí no no sin respuesta
Montenegro sí sí sí sí no sí no no
Países Bajos no
Polonia no
Portugal sin respuesta
Rumanía sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Eslovaquia sí sí sí sí – – no
Eslovenia sin respuesta
España sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Suecia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Suiza –
Reino Unido sin respuesta
Número 

de países que

respondieron sí

10 10 10 10 2 6 5 5 4
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Respuestas a la sección 8 del cuestionario: 
instituciones y servicios sanitarios públicos, servicios públicos de urgencias
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Austria sí sí sí sí sí sí sí sí no
Azerbaiyán no
Bélgica sin respuesta
Bulgaria sí sí sí sí no no no
Croacia sin respuesta
Chipre sin respuesta
República Checa sin respuesta
Dinamarca no
Estonia no
Finlandia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Georgia no
Grecia no
Hungría –
Italia –
Letonia sí sí sí sí no sí sí no
Liechtenstein sin respuesta
Lituania sí no
Luxemburgo no
Moldavia sí sí sí sí no no sí sí
Montenegro no
Países Bajos no
Polonia no
Portugal –
Rumanía no
Eslovaquia sí sí sí sí – – no
Eslovenia sin respuesta
Españaa

Suecia sí sí sí sí no sí sí sí sí
Suiza sí sí sí sí no no sí sí
Reino Unido sin respuesta
Número de países

que respondieron sí

9 8 8 8 1 4 4 5 4

a Las instituciones sanitarias privadas y las médicas y médicos privados en España pueden utilizar el mismo protocolo de registro de datos que los
públicos, pero no es obligatorio.
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Apéndice 11

Respuestas a la sección 9 del cuestionario: 
instituciones y servicios sanitarios privados, hospitales privados
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Austria no
Azerbaiyán sin respuesta
Bélgica sin respuesta
Bulgaria sí sí sí sí no no no
Croacia sin respuesta
Chipre sin respuesta
República Checa sin respuesta
Dinamarca no
Estonia no
Finlandia no
Georgia no
Grecia sin respuesta
Hungría –
Italia –
Letonia sí sí sí sí no sí sí no
Liechtenstein sin respuesta
Lituania sin respuesta
Luxemburgo sin respuesta
Moldavia no
Montenegro no
Países Bajos no
Polonia no
Portugal sin respuesta
Rumanía no
Eslovaquia sin respuesta
Eslovenia sin respuesta
Españaa

Suecia no
Suiza –
Reino Unido sin respuesta
Número de países

que respondieron sí

2 2 2 2 1 1

a Las instituciones sanitarias privadas y las médicas y médicos privados en España pueden utilizar el mismo protocolo de registro de datos que los
públicos, pero no es obligatorio.
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Apéndice 12

Respuestas a la sección 9 del cuestionario: 
instituciones y servicios sanitarios privados, centros sanitarios privados
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Austria sí sin respuesta
Azerbaiyán no
Bélgica sin respuesta
Bulgaria sin respuesta
Croacia sin respuesta
Chipre sin respuesta
República Checa sin respuesta
Dinamarca no
Estonia no
Finlandia no
Georgia no
Grecia sin respuesta
Hungría –
Italia –
Letonia sin respuesta
Liechtenstein sin respuesta
Lituania sin respuesta
Luxemburgo –
Moldavia no
Montenegro no
Países Bajos sí
Polonia no
Portugal sí sí sí – – sin respuesta no
Rumanía no
Eslovaquia sin respuesta
Eslovenia sin respuesta
Españaa

Suecia no
Suiza –
Reino Unido sin respuesta
Número de países

que respondieron sí

3 1 1

a Las instituciones sanitarias privadas y las médicas y médicos privados en España pueden utilizar el mismo protocolo de registro de datos que los
públicos, pero no es obligatorio.
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Apéndice 13

Respuestas a la sección 9 del cuestionario: 
instituciones y servicios sanitarios privados, médicos y médicas de cabecera
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Austria Red de Centros de Acogida para Mu-
jeres de Austria (AÖF)

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Azerbaiyán No existen los centros de acogida en
el país

Bélgica Centros de Asistencia Social General sí sí sí sí sí sí no no no

Bulgaria Unidad de Crisis de la Fundación de
la Asociación Animus

sí no sí sí sí sí no sí sí sí sí

Croacia Centro de acogida secreto para mu-
jeres y niños/niñas víctimas de mal-
trato del Grupo de Mujeres STEP de
Karlovac

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Croacia Centro de Acogida por Violencia Do-
méstica/Asociación «MiRTa»

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Croacia Centro de Acogida para Víctimas de
Violencia Familiar Osijek

sí no sí sí sí sí sí sí no sí no

Chipre Asociación para la Prevención y la
Gestión de la Violencia en la Familia

sí no sí sí sí sí sí sí no sí no

República
Checa

Caritas República Checa, proyecto
Magdala

sí no no sí sí sin res-
puesta

no sí sí sí sí

República
Checa

ROSA sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Dinamarca Organización Nacional de Centros de
Acogida para Mujeres Maltratadas y
sus Hijos e Hijas

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Estonia ONG Centros de Ayuda para Mujeres
de Tallin

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Estonia Centro de Acogida para Mujeres de
Tartu (ONG)

sí no sí sí sí sí no sí sí sí sí

Finlandia Federación de Hogares y Centros de
Acogida Materno-Infantiles

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Finlandia Centro de Acogida Privado en Espoo sí no sí sí sí sí no no sí sí

Georgia Red contra la Violencia de Georgia sí no sí sí sí sí no sí sí sí sí
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Apéndice 14

Respuestas a la sección 10 del cuestionario: 
servicios sociales e instituciones de asistencia social, centros de acogida



478

Georgia Centro Sakhli de asesoramiento para
mujeres

sí no sí sí sí sí no sí sí sí sí

Grecia Centro Nacional de Solidaridad So-
cial, Departamento de Centros de
Acogida

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Grecia Red Europea de Mujeres sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Grecia Oficina de Igualdad del Municipio de
Atenas, Centro de Mujeres Maltratadas

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Hungría Anyaotthon = centros de acogida
para madres

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Italia LE ONDE sí no sí sí sí sí no sí sí sí sí

Letonia Servicios Sociales Municipales sí sí sí sí – sí sí sí sí sí sí

Letonia Siete centros de acogida que propor-
cionan servicios de rehabilitación social
para niños y niñas y mujeres víctimas
de la violencia gestionados por ONG

sí sí sí sí sí sí no sí no sí sí

Letonia Centro Zante de ayuda familiar sí sí sí sí sí sí no sí – sí –

Liechtenstein Frauenhaus Liechtenstein sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Lituania Centro de Servicios Sociales y Psico-
lógicos de Klaipeda

sí sí sí no sí sí sí sí sí sí sí

Luxemburgo El conjunto de los centros de acogida
está supervisado por el Ministerio de
Igualdad de Oportunidades

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Moldavia sin respuesta

Montenegro Centro de Asistencia Social sí sí no sí sí – – – no

Países Bajos Organización matriz para los centros
de acogida de los Países Bajos: Fe-
deratie Opvang

sí sí sí sí sí sí no sí no sí no

Polonia Instituciones Especiales de Apoyo
para Víctimas de la Violencia Do-
méstica

sí sí sí sí sí sí – sí sí sí sí
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Respuestas a la sección 10 del cuestionario: 
servicios sociales e instituciones de asistencia social, centros de acogida
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Portugal UMAR (Uniao de Mulheres Alterna-
tiva e Resposta)

sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Rumanía Organización matriz = Agencia Na-
cional para la Protección de la Fa-
milia

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Eslovaquia ONG Puerta Hacia la Vida sí no sí sí sí sí sí sí no sí no

Eslovaquia Centro de Ayuda Infantil Naruc sí no sí sí sí sí no sí sí sí sí

Eslovaquia Asociación Civil Pro Familia, Dakini sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Eslovenia Línea de ayuda de la Asociación SOS
para Mujeres, Niñas y Niños Víctimas
de la Violencia

sí no sí sí sí sí sí sí no sí no

Eslovenia Hogar para Madres, Centros de Aco-
gida para Mujeres

sí no sí sí sí – – sí – sí –

Eslovenia Servicio de Orientación para Mujeres sí no no sí sí sí no sí no sí no

España sí no sí sí sí – – – – – –

Suecia

Suiza sí no sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Suiza DAO, Organización Central de Centros
de Acogida en Suiza y Liechtenstein

sí no sí sí sí sí no sí sí sí sí

Reino Unido sin respuesta

Número de

países que

respondieron

sí

26 9 25 25 26 24 18 23 20 23 20
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Austria Línea de ayuda de mujeres contra la
violencia masculina

sí sí sí sí sí sí sí sí sí no

Azerbaiyán No existen las líneas de ayuda en el
país

Bélgica Tele-Onthaal (Tele-Accueil) 106 sí sí sí sí sí sí sí sí no sí no

Bulgaria Línea de ayuda 24 horas para vícti-
mas de la violencia

sí sí sí sí no sí sí sí sí sí sí

Croacia Línea de ayuda para la violencia do-
méstica

sí sí sí sí sí no no sí sí sí sí

Croacia Línea de socorro para mujeres y
niños y niñas víctimas de la violencia
de Womenʼs Help Now

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Croacia Línea de ayuda para mujeres vícti-
mas de la violencia

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Croacia Asociación de la línea de ayuda para
la protección de la familia UZOR

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Chipre Asociación para la prevención y la
gestión de la violencia en la familia;
línea 1440 de ayuda para crisis

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

República
Checa

Línea de ayuda Magdala, Caritas Re-
pública Checa

sí sí sí sí sí sí no sí sí sí sí

República
Checa

Línea de ayuda del centro de inter-
vención de Praga

sí sí sí sí sí sin res-
puesta

no sí sí sí sí

República
Checa

Línea DONA sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Dinamarca Línea directa Acaba con la Violencia
Contra las Mujeres – Rompe el Silencio

sí sí sin res-
puesta

Estonia sin respuesta

Finlandia Línea nacional para mujeres de Fin-
landia

sí sí sí sí sí sí no sí sí no

Finlandia Centro de Ayuda para Violaciones
de Tukinainen

sí sí sí sí sí sí no sí sí sí sí
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Finlandia Apoyo a las Víctimas de Finlandia sí sí sí sí no no no no no

Georgia sin respuesta

Grecia Línea telefónica de ayuda ««197« sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Grecia Línea de ayuda de emergencia «A tu
lado«

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Hungría Szociálpolitikai és Munkaügyi Intézet,
Orszá-gos Kríziskezelő és In-formá-
ciós Telefonszolgálat 

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí 

Hungría Línea NANE para niños y niñas y mu-
jeres violadas, gestionada por la orga-
nización NANE, mujeres para mujeres 

sí sí sí sí sí sí sí sí no sí no 

Italia 1522 sí sí sí sí no sí no sí no sí no

Letonia sin respuesta

Liechtenstein Teléfono 143 Die Dargebotene Hand sí no sí sí sí sí no no sí sí

Lituania Línea 8 800 66366 de ayuda para
mujeres

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Luxemburgo Centro de asesoramiento para muje-
res VISAVI 
Centro de asesoramiento para muje-
res Centre Ozanam
Centro de asesoramiento para muje-
res Fraentelefon 
Centro de asesoramiento para muje-
res Foyer Sud

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Moldavia sin respuesta

Montenegro En Montenegro existen líneas de ayuda
de emergencia en nueve municipios.
Todas tienen el mismo sistema de re-
gistro y la condición de ONG

sí sí sí sí sí sí sí sí no sí no

Países Bajos 38 Advies – en steunpunt huiselijk
geweld (Centros de asesoramiento y
apoyo para la violencia doméstica)

sí sí sí – – – – – –
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Países Bajos Oficina de Asesoramiento y Denuncia
so bre Maltrato y Abandono Infantil
(AMK)

sí sí sí sí – – – sí – sí –

Países Bajos Stichting Korrelatie sí sí sí – – – – sí – –
Polonia Servicio Nacional Polaco deUrgencia

para Víctimas de Violencia Domés-
tica «línea azul«

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Portugal 800202148 sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Rumanía Número de teléfono de urgencias para

víctimas de la violencia doméstica
sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Eslovaquia Línea de ayuda del Centro de Orien-
tación y Formación Naruc

sí sí sí sí sí sí no sí sí sí sí

Eslovaquia C.A. Ayuda para Niños en Peligro no
Eslovaquia Fenestra sí sí sí sí sí no no sí no sí sí
Eslovaquia Teléfono que sirve a la Policía, la Fis-

calía y los tribunales
sí sí sí sí sí sí sí sí no sí no

Eslovenia Línea de ayuda de emergencia para
mujeres, niñas y niños víctimas de la
violencia

sí sí sí sí sí sí sí sí no sí no

Eslovenia Asociación contra la Comunicación
Violenta

sí sí sí sí sí no no sí no sí sí

Eslovenia Organización EMMA, Centro de
ayuda para víctimas de la violencia

sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí sí

España 016 sí sí sí sin res-
puesta

sin res-
puesta

no no no no

Suecia
Suiza Beratungsstelle Opferhilfe (Berna) no
Suiza Frauentelefon, Opferhilfe (cantón de

Turgovia)
no

Reino Unido sin respuesta
Número de
países que
respondieron
sí

22 21 21 20 17 19 16 19 15 19 15
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Austria Centros de Intervención (contra la
violencia en la familia)

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Azerbaiyán sin respuesta

Bélgica Centros Unificados de Asistencia
Social

sí sí sí sí no no no

Bulgaria Fundación Búlgara de Investigación
sobre Género y Asociación Animus

sí sí sí sí no sí sí sí sí

Croacia Centro empresarial ROSA sí sí sí sí no sí no sí sí

Croacia Centro de Orientación para Víctimas
de la Violencia Doméstica Slavonski
Brod

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Croacia Centro para mujeres ADELA Sisak sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Chipre sin respuesta

República
Checa

Centro de intervención sí sí sí sí sí sí sí sí no

República
Checa

BKB sí sin res-
puesta

sí sí sí sí no sí no

República
Checa

Centro de Intervención de Brno sí sí sí sí no sí sí sí no

Dinamarca Ayuda para las Madres sí sí sí sí no sí no no

Dinamarca Consultoría para Víctimas sí sí no sí no no no

Dinamarca Hermanas Joan sí sí no sí sí sí no sí no

Estonia Apoyo a las Víctimas (organismo pú-
blico)

sí no sí sin res-
puesta

Finlandia Departamentos de Servicios Socia-
les y Oficinas de Asistencia Social
en Ciudades y Municipios

sí sí sí sí no sí sí sí sí

Finlandia La Iglesia Evangélica Luterana de
Finlandia

sí no sí sí no no sí sí

Finlandia Asociación Finlandesa de Salud
Mental

sí sí sí sí no no sí no
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Finlandia Federación de Familias no

Georgia sin respuesta

Grecia Centro de Consulta sobre Violencia
contra las Mujeres/Secretaría Gene-
ral de Igualdad entre los Sexos/Mi-
nisterio del Interior

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Hungría sin respuesta
Italia
Letonia Centro de Ayuda para Mujeres,

Niños y Niñas de Talsi
sí sí sí sí no sí – sin res-

puesta
Liechtenstein Oficina de Asuntos Sociales (servi-

cio público)
sí sí sí sí sí sí no sí no

Liechtenstein ONG, Servicio de Asistencia y Ase-
soría Jurídica para Mujeres

sí no no no no no no

Lituania sin respuesta
Luxemburgo sin respuesta
Moldavia Centro maternal «Ariadna« sí sí sí sí sí sí sí sí sí
Moldavia Centro de Información y Orientación

para Víctimas de Cahul (República
de Moldavia)

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Montenegro ONG «Centro jurídico« sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Países Bajos sin respuesta

Polonia Centro para los Derechos de las Mu-
jeres

no

Polonia Caritas no
Polonia Centro de Ayuda Social de los Ayun-

tamientos (nacional)
no

Polonia Amnistía Internacional no
Polonia Fenix, Centro para contrarrestar la

violencia
Praga Południe (Varsovia) 

no   
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Portugal sin respuesta   

Rumanía Iglesia ortodoxa rumana, a través
de:
a) Asociaţia DIACONIA (Bucarest)
b) Fundaţia «Sf. Sava» (Buzău) 

sí sí sí sí – sí sí sí sí 

Rumanía Centros de Orientación de las
Víctimas de la Violencia Doméstica

sí sí sí sí – sí sí sí sí

Rumanía Centros de Asistencia para
Personas Agresoras

sí sí sí sí sí sí sí sí sí

Rumanía Servicios de Libertad Vigilada en
los Tribunales de Distrito

sí sí sí sí no no no

Eslovaquia C.A. Ayuda para Niños en Peligro,
Centro de Esperanza

sí sí sí sí sí sí no sí no

Eslovaquia Fenestra (servicios de orientación) sí sí sí sí sí sí no sí sí

Eslovaquia Departamento de Orientación y
Servicios Psicológicos, Oficinas de
Empleo, Asuntos Sociales y Familia

sí sí sí sí sí sí no sí no

Eslovaquia Departamentos de Protección
Sociojurídica de Niñas y Niños y de
Tutela Social

sí sí sí sí sí sí no sí no

Eslovenia Asociaciones contra los Abusos
Sexuales

sí sí sí sí sí sí sí sí no

Eslovenia Centro de Información Jurídica
para ONG (LIC)

sí no no no no no no

España sin respuesta

Suecia

Suiza sin respuesta

Reino Unido

Número de

países que

respondieron

sí

16 15 16 15 11 14 10 13 9
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Apéndice 17

Prácticas nacionales como ejemplos de la recogida actual 
de datos administrativos sobre la violencia doméstica contra las mujeres

•• FINLANDIA

1. La Policía

La Policía finlandesa utiliza sistemas de datos nacionales denominados
RIKI y Patja en los que se registran los delitos denunciados. El formulario de
denuncia de un delito contiene tanto información obligatoria como opcional
sobre el mismo. El sexo y otros datos personales como la edad y la dirección
de las personas sospechosas y de las personas denunciantes se registran
siempre. El problema del formulario de denuncia de un delito es que no espe-
cifica quién es la víctima. En muchos casos la víctima es la persona denun-
ciante, pero no siempre es así; por tanto, no puede encontrarse información ex-
haustiva sobre las víctimas de la violencia doméstica en los datos policiales.

El formulario de denuncia de un delito contiene un campo en el que es po-
sible definir el delito o el caso como violencia doméstica. Otras opciones en
este campo son, por ejemplo, delito relacionado con las drogas, delincuencia
organizada, delito contra la seguridad y el orden público o delito racista. Esta
información no es obligatoria y únicamente puede escogerse una de las op-
ciones enumeradas. Por consiguiente, algunos casos de violencia doméstica
se registran como algo distinto y es posible que algunos otros casos se regis-
tren como violencia doméstica. Además, debido al carácter voluntario del ele-
mento, con frecuencia la violencia doméstica no se registra como tal.

En la Policía se utiliza la siguiente definición de violencia doméstica: un caso
se define como violencia doméstica cuando la violencia se ha producido en la fa-
milia y se ha dirigido contra un miembro de la familia. La violencia doméstica de-
bería entenderse en términos muy generales en lo que se refiere a las partes im-
plicadas y a la violencia. La violencia física o la amenaza de violencia física se
consideran violencia doméstica con independencia del lugar cuando la persona
agresora y la víctima tiene una relación sentimental íntima. El delito en cuestión
es con frecuencia un delito definido en el capítulo 21 (una agresión, por ejemplo)
o el capítulo 25 (amenazas, por ejemplo) del código penal de Finlandia.

Asimismo, la información sobre la relación de la persona sospechosa con la
víctima es opcional. Sin embargo, el formulario tiene una parte en la que la o el

486



agente de Policía puede describir lo que ocurrió, quién estuvo implicado en los
hechos, etc. Es posible que la relación de la persona sospechosa y la víctima se
registren aquí, pero existe mucha variación en la precisión de las descripciones:
algunos miembros de la Policía describen los hechos y las circunstancias de
forma muy detallada, mientras que es posible que otros únicamente escriban
unas pocas líneas. El problema estadístico de esta información es que su regis-
tro no es sistemático ni está normalizado, y tampoco está en forma numérica.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

Las tablas siguientes provienen del sistema de datos policial denomi-
nado Polstat, que incluye información sobre recursos, personal, actividades
de la Policía, etc. La información sobre delitos de Polstat proviene de los sis-
temas de datos policiales RIKI y Patja. Esto significa que la información y las
cifras de Polstat tienen la misma fiabilidad que la información y las cifras de
RIKI y Patja. Como se mencionó anteriormente, la información sobre la vio-
lencia doméstica registrada por la Policía no es fiable porque no es obliga-
torio indicar si se trata de un caso de violencia doméstica o no.

2. Llamadas de urgencia

La autoridad responsable de las llamadas de urgencia en Finlandia es el
Centro de Respuesta ante Emergencias, que trabaja en estrecha coopera-
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Año Número de casos

2000 2.233

2001 2.380

2002 2.621

2003 2.348

2004 2.249

2005 3.691

2006 4.168
Fuente de información: base de
datos policial Polstat

Año Número de delitos

2000 902

2001 987

2002 1.488

2003 1.717

2004 2.015

2005 3.302

2006 3.801
Fuente de información: base
de datos policial Polstat

Año Número de delitos

2000 10

2001 9

2002 68

2003 28

2004 39

2005 60

2006 55
Fuente de información: base
de datos policial Polstat

Tabla 1

Número de casos 
definidos como violencia
doméstica por la Policía 

en Finlandia 
en 2000-2006

Tabla 2

Delitos de homicidio y lesión
corporal definidos como

violencia doméstica por la
Policía en Finlandia en

2000-2006

Tabla 3

Delitos sexuales 
definidos como violencia
doméstica por la Policía 

en Finlandia 
en 2000-2006



ción con la Policía. La persona de guardia en el Centro de Respuesta ante
Emergencias registra los datos basándose en la información que proporciona
quien llama. Si se ha enviado una patrulla al lugar, la persona de guardia en
el Centro completa el registro de acuerdo con la información que facilite la pa-
trulla sobre las circunstancias y las medidas tomadas en el lugar de los he-
chos. La elaboración del informe del lugar es responsabilidad de la patrulla
de Policía y el registro de la información de la forma más precisa posible es
responsabilidad de la persona que esté de guardia en el Centro de Respuesta
ante Emergencias.

El motivo de la llamada se registra en una de las cuatro categorías si-
guientes: violencia doméstica o familiar, ruidos molestos, persona molesta u
otro motivo. Las llamadas de urgencia clasificadas como violencia domés-
tica son casos en los que se pide a la Policía que acuda a un domicilio par-
ticular en el que se está produciendo la violencia. Aquí, violencia significa
cualquier tipo de violencia, excluidos los casos en los que se emplean armas
de fuego o armas afiladas. Si se utilizan armas de fuego o afiladas en un do-
micilio particular, se emplea un código diferente. Esto significa que el resto de
los casos de violencia que se producen en un domicilio particular se codifi-
can como violencia doméstica, con independencia de la relación entre las
personas implicadas. Sirén y Lehti (2006) apuntan que, más que violencia
doméstica o familiar, estos casos deberían denominarse «violencia en vi-
vienda», puesto que las personas implicadas en la situación violenta no ne-
cesariamente viven juntas ni pertenecen a la misma familia. A la persona que
recibe la llamada le puede resultar difícil hacerse una idea clara sobre los
lazos familiares y, por tanto, la clasificación del caso puede ser problemá-
tica.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA
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Año Número total de llamadas Número de llamadas cuyo motivo es la violencia doméstica

2002 59.896 15.086

2003 63.888 15.300

2004 74.209 15.837

2005 81.227 17.133

2006 85.591 17.648

Fuente de información: Informe anual de la Policía finlandesa 2006

Tabla 4

Número de llamadas de urgencia en Finlandia en 2002-2006



3. Órdenes de alejamiento

En Finlandia, las órdenes de alejamiento las dicta la Policía o los tribu-
nales de distrito. Existen distintos tipos de órdenes de alejamiento: la orden
de aleja miento básica, la orden de alejamiento ampliada y la orden de aleja-
miento intrafamiliar. La orden de alejamiento es válida durante el periodo que
estipule el tribunal de distrito, con un máximo de un año, aunque este pe-
riodo puede ampliarse en caso necesario. No obstante, las órdenes de ale-
ja miento intrafamiliares pueden dictarse por un máximo de tres meses. Su pe-
riodo de validez se decidirá caso por caso.

El motivo subyacente a la mayoría de las órdenes de alejamiento intra-
familiares es la violencia doméstica. La Policía registra la siguiente informa-
ción sobre las órdenes de alejamiento intrafamiliares. Las listas no son com-
pletas; únicamente se enumera a continuación la información considerada
esencial para los fines del presente estudio.

Información sobre la persona contra la que se ha dictado la orden:
• nombre;
• sexo;
• dirección;
• número de la seguridad social;
• profesión;
• nacionalidad.

Información sobre la persona a la que protegerá la orden:
• nombre;
• sexo;
• dirección;
• número de la seguridad social;
• profesión;
• nacionalidad;
• tipo de orden de alejamiento;
• distancia de la orden de alejamiento;
• relación entre la persona a la que se protegerá y la persona contra la

que se ha dictado la orden;
• fecha de entrada en vigor de la orden;
• fecha de vencimiento de la orden.

Además de la información anteriormente enumerada, el for mulario contiene
una parte en la que pueden describirse las circuns tancias y los hechos en los
que se basa la necesidad de una orden de alejamiento intrafamiliar. En esta
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parte del formulario puede descri birse el tipo de violencia, así como qué ocurrió
y quién estaba presente. El problema de esta in formación es que no está nor-
ma lizada y, por consiguiente, su exactitud depende de la persona que la anote.

Los tribunales de distrito tienen sus propios registros sobre órdenes de
alejamiento. El registro incluye el nombre, la edad y otros datos personales
de las partes implicadas, así como información básica sobre el caso. Puede
obtenerse información más detallada y una descripción de las circunstancias
y los hechos que provocan la orden de alejamiento en la solicitud de esta y
la resolución judicial.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

La tabla siguiente es del sistema de datos policial Polstat. Las cifras in-
cluyen órdenes de alejamiento dictadas por los tribunales de distrito, inves-
tigaciones sobre órdenes de alejamiento solicitadas por los tribunales de dis-
trito, solicitudes de órdenes de aleja miento y órdenes de alejamiento dictadas
por la Policía. Las cifras incluyen todas las órdenes de aleja miento, no sólo
las intrafamiliares. Polstat no dispone de información más detallada sobre
las órdenes de alejamiento. También debería resal tarse una vez más que la
fiabilidad de las cifras no es necesariamente la máxima posible debido a las
defi ciencias de los registros originales del sistema de datos policial.

4. Fiscalía

La Fiscalía no registra infor mación alguna sobre la violencia doméstica con-
tra las mujeres en Finlandia. Las estadísticas de la Fiscalía se centran en las per-
sonas encausadas y en el delito por el que se procesa a la persona. Se registra
la fecha de nacimiento y el sexo de la persona encausada. Así pues, es posible
distinguir la cantidad de hombres encausados por agresión de todas las agre-
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Año Número de delitos

2003 1.521

2004 1.775

2005 2.167

2006 2.104

Fuente de información: base de datos policial Polstat

Tabla 5

Casos con órdenes de alejamiento en Finlandia en 2003-2006



siones, pero no hay información sobre la víctima. Por tanto, no pueden distin-
guirse, por ejemplo, las agresiones a mujeres del resto de las agresiones.

5. Sistema judicial

La Oficina Finlandesa de Estadística produce estadísticas sobre las sen-
tencias dictadas por los tribunales de primera instancia. Las estadísticas
sobre sentencias se recopilan de la misma forma que las estadísticas de la
Fiscalía: se realizan según la persona condenada, no la víctima. Hay dispo-
nible información sobre el delito por el que se ha condenado a la persona, así
como su sexo. No es posible distinguir los casos de violencia doméstica ni los
casos en los que la víctima es una mujer.

Lo mismo podemos decir de las estadísticas de personas presas: se dis-
pone de datos sobre el sexo y el delito principal de la persona presa, pero no
se registra información más específica.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

6. Servicios e instituciones sanitarias

•• Servicio de urgencias del Hospital de Malmi en Helskinki

El servicio de urgencias del Hospital de Malmi en Helsinki y el distrito po-
licial de Malmi han adoptado un nuevo sistema para mejorar la protección
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Homicidio 71

Asesinato 36

Agresión 8.078

Agresión con agravantes 599

Agresión leve 952

Homicidio por negligencia, homicidio por negligencia grave 100

Lesión corporal por negligencia, lesión corporal por negligencia grave 295

Violación, violación con agravante, relaciones sexuales bajo coacción 84

Fuente de información: Oficina finlandesa de estadística: Anuario de Estadísticas sobre Justicia 2006

Tabla 6

Número de hombres condenados a una multa en un procedimiento penal abreviado o
acusados en tribunales de primera instancia, por delito principal, en Finlandia en 2005



jurídica de las víctimas de la violencia y facilitar la cooperación entre las au-
toridades. La herramienta desarrollada para este fin es el PAKE, un formu-
lario que registra gráficamente las lesiones sufridas por la víctima para ga-
rantizar que se registren debidamente las lesiones del o la paciente y otros
datos relacionados. La idea es cumplimentar el formulario con cada paciente
que sea víctima de violencia. Aquellos y aquellas pacientes que expliquen
que sus lesiones fueron provocadas por un accidente son entrevistados de-
tenidamente para que pueda descartarse la posibilidad de la violencia.

El formulario PAKE consta de dos partes. La primera parte incluye infor-
mación general sobre la violencia e información sobre el curso de los acon-
tecimientos. También se registra información personal de la o el paciente,
como el sexo y la edad, en esta parte del formulario PAKE. Otras cuestiones
que se registran en esta parte del formulario son:

• El lugar
– casa, otro piso (dirección), otro lugar; 
– ¿ha acudido la Policía?;
– ¿se ha denunciado un delito?

• La persona agresora
– se conoce su identidad; relación con la víctima; 
– se desconoce su identidad;
– la víctima no quiere decirlo; ¿por qué?; 
– la misma persona ha sido violenta anteriormente.

• El delito/las amenazas
– golpes, puñetazos; ¿con qué instrumento?, ¿dónde?;
– patadas, ¿dónde?;
– estrangulamiento, asfixia; ¿con qué instrumento?;
– empujones;
– pérdida del conocimiento;
– violencia sexual; ¿cómo?;
– violencia verbal; ¿cómo?;
– otro tipo de violencia; ¿cuál?

• Dolor provocado por la violencia
• Estado psíquico, resultado de la prueba de alcoholemia
• Niñas/niños

– edad de los niños/niñas;
– ¿estaban presentes?, ¿dónde y con quién están ahora?;
– ¿se ha avisado a los servicios sociales?

• Derivación a otro tratamiento.
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La segunda parte del formulario PAKE es una imagen del cuerpo hu-
mano en la que se han marcado y dibujado las lesiones del paciente o la
paciente una vez medidas. Las lesiones también se fotografían con una
cámara digital. El formulario y las fotografías se incluyen en el expediente
del paciente o la paciente. Pueden utilizarse en la investigación policial,
en su caso.

La Red de Expertos/as del Modelo de Malmi intenta promo ver el enfoque
y el formulario PAKE desarrollado en Malmi (Helsinki), para que se utilice
más dentro y fuera de la provincia.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

Tanja Noponen (2007) llevó a cabo un proyecto de investigación sobre
el formulario PAKE. Analizó 399 formularios que se habían cumplimen-
tado en el servicio de urgencias del Hospital de Malmi en 2003. Debería
tenerse en cuenta que el formulario PAKE se utiliza en todos los casos de
violencia, no únicamente para la violencia doméstica. Sin embargo, No-
ponen distinguió información sobre la violencia doméstica y de pareja en
los datos. El informe incluye varias tablas, de las cuales una, que mues-
tra la relación entre la persona agresora y la víctima, se reproduce a con-
tinuación.

493

Persona agresora Víctima

Mujer (N=86) Hombre (N=19)

Cónyuge 19 (22%) 3 (16%)

Ex cónyuge 7 (8%)

Pareja 22 (26%) 5 (26%)

Ex pareja 3 (3%)

Hijo/a propio/a 6 (7%) 1 (5%)

Hermano/hermana 1 (1%) 3 (15%)

Novio/novia 23 (27%) 7 (37%)

Ex novio/ex novia 5 (6%)

Fuente de información: Noponen (2007)

Tabla 7

Relación entre la persona agresora y la víctima en casos de violencia doméstica 
y de pareja. Servicio de urgencias del Hospital de Malmi 2003



•• Servicios de maternidad y asistencia infantil

Los centros sanitarios públicos cuentan con servicios de maternidad y
asistencia infantil destinados a garantizar un buen nivel de salud para la
madre, el feto, el lactante y toda la familia. Los servicios se prestan de forma
gratuita. El Ministerio de Asuntos Sociales y Sanidad recomendó a los servi-
cios de maternidad y asistencia infantil en 2004 que intentasen detectar la vio-
lencia doméstica. Deberían hacerlo haciendo preguntas sobre la violencia a
todas las mujeres durante los dos primeros trimestres del embarazo y en los
servicios de asistencia infantil cuando la madre lleve a su hija o hijo a la re-
visión de los seis meses y en las revisiones anuales siguientes. Se ha dise-
ñado un formulario de detección que debería utilizarse como herramienta en
esas situaciones. Debería tenerse en cuenta que el formulario todavía no se
está utilizando en todos los servicios de maternidad y asistencia infantil de
Finlandia, puesto que su implantación precisa formación y la organización
de una cadena de servicios para las madres y mujeres que sean víctimas de
la violencia doméstica. El formulario incluye las siguientes preguntas, que
siempre se plantean en privado:

1. ¿Qué opina de su relación?

2. ¿El comportamiento de su pareja le provoca alguna vez miedo?
a) sí
b) no

3. ¿La humilla, controla o insulta su pareja?
a) sí
b) no

4. ¿Su pareja actual
– ¿la ha amenazado con violencia (incluidas las amenazas con un

arma u otro instrumento)?
– ¿la ha agarrado, empujado o golpeado o le ha pegado patadas?
– ¿ha utilizado algún tipo de violencia física contra usted?
– ¿la ha presionado, obligado o ha intentado obligarla a tener rela-

ciones sexuales?

5. ¿Cuándo fue la última vez que su pareja actual fue violenta con
usted?
– durante los últimos 12 meses
– durante el embarazo
– después del parto
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6. ¿Su pareja actual ha sido violenta con sus hijos o hijas?
a) sí
b) no

7. ¿Alguno de sus hijos/hijas ha visto u oído cuando su pareja ha sido
violenta?
a) sí
b) no

8. ¿Qué tipo de apoyo/ayuda le gustaría obtener?

Además de estos datos, se registra la edad de la madre (es decir, la edad
de la víctima potencial).

Véase el capítulo 7: Centro Nacional de Investigación y Desarrollo para
el Bienestar y la Salud (STAKES) para obtener otros datos registrados en
servicios e instituciones sanitarias.

7. Centro Nacional de Investigación y Desarrollo para el Bienestar y

la Salud (STAKES)

•• Registro de cuidados

El STAKES es un organismo especializado cuyas funciones principales
son la investigación, el desarrollo y las estadísticas en los campos del bien-
estar y la salud. Una fuente estadística que el STAKES mantiene es el re-
gistro de cuidados (registro de pacientes) HILMO. Este registro contiene
información sobre pacientes, el tipo de lesiones y el tratamiento dado en
distintos distritos hospitalarios. La información se recopila en el STAKES a
partir de formularios electrónicos que cumplimenta el personal de enfer-
mería en hospitales y centros sanitarios. El formulario se cumplimenta
cuando:

• un/a paciente es ingresado/a en la planta hospitalaria, tanto en hospi-
tales públicos como privados;

• un/a paciente es ingresado/a en la planta del centro sanitario munici-
pal;

• un/a paciente recibe tratamiento en el servicio de consultas externas de
un hospital público;
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• un/a paciente se somete a cirugía ambulatoria en un centro sanitario
u hospital privado. 

Esto significa que no se utiliza el formulario cuando un/a paciente acude
al centro sanitario municipal pero no se queda ingresado/a, cuando el/la pa-
ciente acude al médico o la médica de empresa/especialista en medicina la-
boral o a un centro médico privado.

El formulario contiene una parte sobre la razón por la que él o la pa-
ciente solicita tratamiento (enfermedad, lesión, trastorno). Esto se hace
utilizando los códigos de la versión finlandesa de la Clasificación Inter-
nacional de Enfermedades (CIE-10). El capítulo XX de la CIE-10 se de-
nomina Causas externas de morbilidad y mortalidad. Este capítulo incluye
el apartado «Agresión». Dicho apartado incluye los códigos que deberían
utilizarse cuando alguien haya intentado herir físicamente y a propósito a
otra persona. También es posible codificar quién es la persona autora de
la violencia. Las opciones son: cónyuge o pareja; padre/madre; hijo/hija
de la víctima; conocido/a o amigo/a; representante de una autoridad ofi-
cial; otras personas especificadas; persona no especificada. Es impor-
tante tomar nota del hecho de que los códigos del capítulo «Causas ex-
ternas de morbilidad y mortalidad» únicamente pueden utilizarse como
subdiagnósticos o como diagnósticos secundarios. El código del diag-
nóstico principal para el paciente debe escogerse en otros capítulos de la
CIE-10.

En teoría, con esta codificación sería posible obtener información sobre
el número de mujeres que han acudido a hospitales o centros de salud para
el tratamiento de lesiones provocadas por la violencia doméstica. En la prác-
tica, la información en el registro de cuidados HILMO no es fiable y no pro-
porciona una imagen correcta de la violencia contra las mujeres. Hay mu-
chas razones por las que la información no es fiable:

• La CIE-10 tiene más de 10.000 códigos. Cuando se sabe que el mo-
tivo de la búsqueda de tratamiento es la violencia doméstica, sigue ha-
biendo más de 80 códigos para elegir. Por tanto, es probable que el
personal médico y de enfermería no cumplimente el formulario ade-
cuada ni exactamente. El diagnóstico principal del paciente no puede
escogerse de las causas externas de morbilidad y mortalidad. Por
tanto, estos códigos son códigos adicionales que no necesariamente
se utilizan con demasiada frecuencia. También es posible que el per-
sonal de enfermería no sepa cómo cumplimentar el formulario o que no
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sea consciente de la existencia de tantos códigos que pueden utili-
zarse.

• Es muy probable que las y los pacientes víctimas de violencia domés-
tica no cuenten el verdadero motivo por el que solicitan tratamiento. El
personal médico no siempre puede distinguir si la lesión la ha provo-
cado la violencia física o un accidente. Los casos en los que él o la pa-
ciente no revela la causa de las lesiones o el personal médico no sabe
qué provocó la lesión no se codifican como lesiones provocadas por
violencia doméstica.

• La versión finlandesa de la CIE-10 es una traducción de la versión ori-
ginal en inglés. La traducción al finlandés de la categoría «cónyuge
o pareja» («spouse or partner» en inglés) respecto a las personas
autoras de la violencia ha resultado ambigua. Esto ha provocado una
situación en la que la violencia entre hombres se codifica dentro de
la categoría de violencia doméstica ya que el término empleado para
traducir «partner» al finlandés se malinterpreta como «amigo/amiga»,
«colega» o «compañero/compañera de copas». Esto significa que,
según esta fuente estadística, parece que se está tratando a más
hombres que mujeres por lesiones provocadas por la violencia do-
méstica.

• Por todos estos motivos, en el HILMO no puede averiguarse el número
real de hombres y mujeres que han recibido tratamiento por lesiones
provocadas por la violencia doméstica. Las personas que administran
el registro han intentado informar a los hospitales y centros sanitarios
del significado de dicha categoría (cónyuge o pareja); pero, aunque se
ha producido una disminución en el número de hombres tratados por
lesiones provocadas por la violencia doméstica en esta fuente, la pro-
porción de hombres y mujeres sigue siendo incorrecta. Mientras se
malinterprete el término empleado para traducir «partner» al finlandés
en los hospitales y centros sanitarios, la información del registro de cui-
dados no va a resultar útil si el objetivo es evaluar el problema de la vio-
lencia doméstica.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

La tabla 8 ilustra los problemas de fiabilidad de la información registrada
en el registro de cuidados HILMO en lo que se refiere a la violencia contra
mujeres. Parece que se ha tratado a más hombres que mujeres por lesiones
provocadas por violencia doméstica, algo que no es así en realidad.
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8. Oficina Finlandesa de Estadística

•• Estadística sobre violencia doméstica

La Oficina Finlandesa de Estadística elabora estadísticas sobre violen-
cia doméstica basadas en la violencia doméstica registrada por la Policía. La
Oficina obtiene información sobre todos los homicidios, asesinatos, homici-
dios en grado de tentativa, asesinatos en grado de tentativa, agresiones,
agre siones con agravantes, agresiones leves, abusos sexuales a menores,
abusos sexuales a menores con agravantes, violaciones, violaciones con
agravantes, relaciones sexuales bajo coacción, otros delitos sexuales y otros
delitos en la categoría de homicidio y lesión corporal registrados por la Poli-
cía durante un año. Esta información se combina con datos de la estadística
de familias elaborada por la Oficina Finlandesa de Estadística.

La Policía registra el número de identificación personal de la persona
sospechosa y de la persona denunciante. Utilizando este número, puede lo-
calizarse a estas personas, sus direcciones y relaciones familiares en la es-
tadística de familias. Sin embargo, hay casos en los que no se registran los
números de identificación personal (por ejemplo, no todas las personas ex-
tranjeras tienen un número finlandés de identificación personal). En estos
casos, no puede localizarse a la persona sospechosa ni a la persona de-
nunciante en la estadística de familias. Además, los datos policiales no se
combinan con la estadística de familias en el momento en que se comete el
delito, sino al final de cada año. Esto implica que los posibles cambios en las
relaciones familiares ocurridos después de producido el delito no se registran
en la estadística de familias.
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Persona agresora Víctima

Hombres Mujeres

Cónyuge, pareja 19 (22%) 3 (16%)

Padre o madre/hija o hijo 7 (8%)

Conocido/a o amigo/a 22 (26%) 5 (26%)

Otra persona especificada 3 (3%)

Persona no especificada 6 (7%) 1 (5%)
Fuente de información: Centro Nacional de Investigación y Desarrollo para el Bienestar y la Salud (STAKES),
Registro de cuidados HILMO

Tabla 8

Cantidad de periodos de tratamiento por lesiones provocadas por agresiones 
en Finlandia en 2006



La Oficina Finlandesa de Estadística considera que las personas que
viven en el mismo domicilio constituyen una familia. Esto implica que la vio-
lencia entre personas que viven en el mismo domicilio se considera violen-
cia doméstica en esta recogida de datos. Los miembros de la familia que no
viven en el mismo domicilio también se tienen en cuenta en las estadísticas
sobre violencia domés tica: la violencia hacia el padre, la madre, el padre de
acogida, la madre de acogida, el hijo, la hija, el cónyuge, ex cónyuge y tutor
que no vivan en la misma casa que la persona agresora también se consi-
dera violencia doméstica o familiar.

La Oficina Finlandesa de Estadística también puede distin guir la violen-
cia entre parejas de hecho a partir de los datos policiales. Se utilizan deter-
minadas reglas a la hora de justificar quién es pareja de hecho. Las perso-
nas

• que viven juntas en el mismo domicilio de forma habitual,

• que son de distinto sexo,

• cuya diferencia de edad no supera los 14 años,

• que no son hermanas

se consideran pareja de hecho. En el caso de que una pareja tenga hijos co-
munes, se considerará pare ja de hecho con independencia de cuál sea la
diferencia de edad. Sin embargo, las normas para justificar quiénes son pa-
reja de hecho no están exentas de problemas:

• un hombre y una mujer que vivan juntos como compañeros de piso se
consideran pareja de hecho,

• las parejas de hecho cuya diferencia de edad sea superior a los
14 años no se consideran parejas de hecho (a menos que tengan hijos
o hijas en común),

• las parejas del mismo sexo que viven juntas no se consideran parejas
de hecho.

La estadística elaborada combinando los datos policiales con la esta-
dística de familias adolece del mismo problema que la estadística policial
sobre violencia doméstica contra mujeres: no existe información sobre la víc-
tima, úni camente sobre la persona denun ciante. Además, en esta fuente es-
tadística no se muestra ninguna información sobre la violencia entre parejas
que no vivan juntas.
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La estadística sobre violencia doméstica elaborada por la Oficina Fin-
landesa de Estadística incluye información sobre toda la violencia doméstica
registrada por la Policía, la violencia doméstica en el mismo hogar y la vio-
lencia doméstica entre familiares cercanos. En esta fuente puede encon-
trarse la siguiente información general: edad de la persona denunciante en
el momento del incidente y sexo de la persona denunciante. También se re-
gistra el delito violento. Los delitos son los que figuran en los capítulos 20 y
21 del código penal finlandés. Los posibles delitos son: homicidio, asesinato;
homicidio en grado de tentativa, asesinato en grado de tentativa; agresión,
agresión con agravantes, agresión leve; abuso sexual de menores, abuso
sexual de menores con agravantes; violación, violación con agravantes, re-
laciones sexuales bajo coacción; otros delitos sexuales; otros delitos en la ca-
tegoría de homicidio y lesión corporal.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

Las cuatro tablas que siguen son de la estadística sobre violencia do-
méstica de la Oficina Finlandesa de Estadística. La primera tabla mues-
tra los cambios en la violencia doméstica y de pareja denunciada a la Po-
licía entre 1997 y 2005. Las demás tablas muestran información más
específica sobre incidentes de violencia doméstica denunciados a la Po-
licía en 2005.
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Año

Todas las personas

denunciantes en

casos de violencia

doméstica

Denunciante mujer. 
Edad

14 15-20 21-29 30-39 40-49 50-59 60+

1997 2.694 2.178 97 119 448 680 573 191 70

1998 2.646 2.129 96 127 364 712 569 200 61

1999 2.756 2.221 83 141 369 696 615 246 71

2000 3.031 2.402 112 150 380 750 622 317 71

2001 3.167 2.532 126 152 449 780 673 275 77

2002 3.158 2.507 115 179 435 763 623 302 90

2003 3.567 2.801 225 178 456 779 738 316 109

2004 3.911 3.008 280 226 448 776 802 386 90

2005 4.109 3.195 307 236 574 818 776 366 118

continúa

Tabla 9

Violencia doméstica y de pareja denunciada a la Policía entre 1997 y 2005
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Delito Total

Edad de la denunciante 

en el momento del incidente

-14 15-20 21-29 30-39 40-49 50-59 60+

Homicidio, asesinato 23 5 6 4 3 2 3 -
Homicidio en grado de tentativa, ase-
sinato en grado de tentativa 22 3 - 6 2 4 4 3

Agresión 1.973 138 144 350 540 506 232 63

Agresión con agravantes 129 8 10 33 25 26 15 12

Agresión leve 845 33 65 161 229 217 106 34
Abuso sexual de menores, abuso se-
xual de menores con agravantes 116 108 8 - - - - -

Violación, violación con agravante, re-
laciones sexuales bajo coacción 37 - 2 9 13 9 1 3

Otros delitos sexuales 13 - 2 9 13 9 1 3
Otros delitos en la categoría de homi-
cidio y lesión corporal 37 12 - 6 3 9 4 3

Total 3.195 307 236 574 818 776 366 118

Fuente de información: Oficina Finlandesa de Estadística: Anuario de estadísticas sobre justicia 2006.

Año

Todas las personas

denunciantes en

casos de violencia

doméstica

Denunciante mujer. 
Edad

14 15-20 21-29 30-39 40-49 50-59 60+

De los cuales: violencia de pareja

1997 1.719 1.556 – 63 344 552 435 136 26

1998 1.649 1.503 – 46 295 553 425 150 34

1999 1.762 1.594 – 47 311 549 469 192 26

2000 1.878 1.684 – 55 312 563 481 240 33

2001 1.969 1.766 1 64 379 586 504 189 43

2002 2.023 1.807 – 79 358 614 489 219 48

2003 2.183 1.956 6 89 367 624 566 241 63

2004 2.269 1.976 – 93 349 580 607 296 51

2005 2.423 2.153 – 108 470 635 587 277 76
Fuente de información: Oficina Finlandesa de Estadística: delitos registrados por la Policía 2005.

Tabla 9 (continuación)

Violencia doméstica y de pareja denunciada a la Policía entre 1997 y 2005

Tabla 10

Incidentes de violencia doméstica denunciados a la Policía por edad de la persona
denunciante en 2005, denunciante mujer
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Delito Total

Edad de la denunciante 

en el momento del incidente

-14 15-20 21-29 30-39 40-49 50-59 60+

Homicidio, asesinato 18 5 6 3 2 1 1 -
Homicidio en grado de tentativa, ase-
sinato en grado de tentativa 16 3 - 4 2 3 2 2

Agresión 1.629 100 136 299 438 414 194 48
Agresión con agravantes 98 3 10 27 21 21 9 7
Agresión leve 716 22 59 149 190 175 89 32
Abuso sexual de menores, abuso se-
xual de menores con agravantes 57 51 6 - - - - -

Violación, violación con agravante, re-
laciones sexuales bajo coacción 28 - 1 9 9 5 1 3

Otros delitos sexuales 7 - - 2 3 1 1 -
Otros delitos en la categoría de homi-
cidio y lesión corporal 25 10 - 3 1 5 4 2

Total 2.594 194 218 496 666 625 301 94
Fuente de información: Oficina Finlandesa de Estadística: Anuario de estadísticas sobre justicia 2006.

Delito Total

Edad de la denunciante 

en el momento del incidente

-14 15-20 21-29 30-39 40-49 50-59 60+

Homicidio, asesinato 5 - - 1 1 1 2 -
Homicidio en grado de tentativa, ase-
sinato en grado de tentativa 6 - - 2 - 1 2 1

Agresión 344 38 8 51 102 92 38 15
Agresión con agravantes 31 5 - 6 4 5 6 5
Agresión leve 129 11 6 12 39 42 17 2
Abuso sexual de menores, abuso se-
xual de menores con agravantes 59 57 2 - - - - -

Violación, violación con agravante, re-
laciones sexuales bajo coacción 9 - 1 - 4 4 - -

Otros delitos sexuales 6 - 1 3 - 2 - -
Otros delitos en la categoría de homi-
cidio y lesión corporal 12 2 - 3 2 4 - 1

Total 601 113 18 78 152 151 65 24
Fuente de información: Oficina Finlandesa de Estadística: Anuario de estadísticas sobre justicia 2006.

Tabla 11

Incidentes de violencia doméstica en el mismo hogar denunciados a la Policía 
por edad de la persona denunciante en 2005, denunciante mujer

Tabla 12

Incidentes de violencia doméstica entre familiares cercanos denunciados a la Policía por
edad de la persona denunciante en 2005, denunciante mujer



•• Estadísticas sobre las causas de las muertes

La Oficina Finlandesa de Estadística también elabora estadísticas
sobre las causas de las muertes. Las estadísticas sobre las causas de las
muertes se recopilan a partir de datos obtenidos de certificados de de-
función expe didos por autoridades médicas, combinados con datos del
sistema de información sobre población del Centro del Registro de Po-
blación. Únicamente se registra la causa principal de la muerte en los cer-
tificados de defunción. Se realiza utilizando los códigos de la Clasificación
Internacional de En fermedades (CIE-10) en su nivel más preciso (3 ó 4 dí-
gitos). 

Cuando la causa de la muerte no está clara pero existe una indicación
de vio lencia, no se expide el certificado de defunción hasta que están dis-
ponibles los resultados preliminares de la investigación policial acerca de
si se trata de un suicidio, un accidente o un delito. Las autoridades mé-
dicas cooperan de esta forma con la Policía y, por ejemplo, la Policía fa-
cilita infor mación sobre la persona delin cuente en las estadísticas sobre
las causas de las muertes. 

Las esta dísticas sobre las causas de las muertes abarcan a las per-
sonas que han fallecido en Finlandia o en otros países durante el año na-
tural y que, en el momento de la muerte, tenían su domicilio en Finlan-
dia.

Una de las tablas estadísticas sobre las causas de las muertes
muestra el número de mujeres que mueren por violencia doméstica cada
año. 

Esta tabla contiene datos sobre las muertes y la mortalidad por sexo
de la víctima y de la persona delincuente, edad de la víctima y la relación
entre ambas. Las opciones de relaciones son: la persona que cometió el
delito es cónyuge de la víctima, es padre o madre de la víctima, es hijo o
hija de la víctima, es conocido/a o amigo/a de la víctima, es otra persona
cuya relación con la víctima se conoce, la identidad de la persona que
cometió el delito se desconoce. Esto implica que hay disponible informa-
ción sobre cuántas mujeres, de acuerdo con los certificados de defunción
redactados por las autoridades médicas, mueren por violencia doméstica
cada año; sin embargo, el tipo de violencia que provocó la muerte no se
registra en esta fuente estadística.
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EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

9. El Instituto Nacional de Investigación de Política Legal 

y la Escuela de Policía de Finlandia

•• El Instrumento de Recogida de Datos 
del Sistema Finlandés de Control de Homicidios

El Instrumento de Recogida de Datos del Sistema Finlandés de Con-
trol de Homicidios (SFCH) se creó como esfuerzo conjunto de la Unidad
de Criminología del Instituto Nacional de Investigación de Política Legal
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Persona autora del delito Víctima 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006

Cónyuge

Total 22 30 19 18 19 14 11

Hombre 3 5 4 5 4 3 2

Mujer 19 25 15 13 15 11 9

Progenitor

Total 5 5 13 2 5 7 2

Hombre 1 4 5 2 3 4 2

Mujer 4 1 8 - 2 3 -

Hijo o hija de la víctima

Total 8 7 8 3 1 3 5

Hombre 5 3 3 1 1 1 3

Mujer 3 4 5 2 - 2 2

Conocido/a o amigo/a

Total 40 55 36 28 38 23 41

Hombre 32 44 31 26 32 18 29

Mujer 8 11 5 2 6 5 12

Otra persona (se conoce la rela-
ción con la víctima)

Total 37 37 39 20 39 26 19

Hombre 33 36 28 18 35 23 19

Mujer 4 1 11 2 4 3 -

Identidad desconocida

Total 27 20 18 28 28 32 29

Hombre 22 15 18 18 25 26 22

Mujer 5 5 - 10 3 6 7

Total

Total 139 154 133 99 130 105 107

Hombre 96 107 89 70 100 75 77

Mujer 43 47 44 29 30 30 30

Fuente de información: Oficina Finlandesa de Estadística: base de datos StatFin

Tabla 13

Víctimas de violencia doméstica mortal por relación de la persona autora del delito 
con la víctima y por sexo de la víctima en Finlandia entre 2000 y 2006



y la Unidad de Investigación de la Escuela de Policía de Finlandia, y entró
en vigor el 1 de junio de 2002. El objetivo del SFCH es supervisar el fe-
nómeno de los homicidios, crear una base de datos para una investiga-
ción en profundidad y servir para fines de prevención de delitos y de se-
lección de objetivos de prevención. La base de datos se basa en los datos
policiales. El SFCH se basa así en información creada en investigaciones
policiales preliminares. Los datos se recopilan directamente del investi-
gador/a principal de cada homicidio en un formulario electrónico norma -
lizado. Es obligatorio que los agentes que investigan cumpli menten el
cuestionario. El sistema general de denuncia de delitos de la Policía se
utiliza en el SFCH como instrumento de control y segui miento para ga-
rantizar que de verdad se obtienen los datos de cada homicidio regis-
trado.

La base de datos registra información sobre delitos inves tigados por la
Policía de acuerdo con los siguientes títulos del código penal: asesinato, ho-
micidio, infan ticidio y homicidio por negligencia cometido en un único acto
con un delito de agresión intencionada. No se incluyen los homicidios en
grado de tentativa.

El registro de la información se produce principalmente una vez cerrada
la investigación preliminar. Sin embargo, para los delitos que no se aclaran
en un periodo razonable de tiempo, los datos disponibles se registran apro-
xima damente un año después del inicio de la investigación, si sigue investi -
gándose el caso como probable homicidio.

La base de datos contiene información sobre las principales caracte-
rísticas de los delitos, sobre su distribución regional y temporal, sobre los
antecedentes sociodemográficos tanto de la víctima como de la principal
persona agresora y sobre su comportamiento en el lugar del delito. El sis-
tema también contiene información relacionada con la investigación de los
delitos e información sobre el compor tamiento de las personas sospecho-
sas tras el delito y durante la investigación. El número de variables internas
para cada caso es de 90 aproximadamente. Además, el Instituto Nacional
de Inves tigación de Política Legal inserta datos externos sobre delitos an-
te riores de delincuentes y víctimas, y también sobre las penas impuestas
a las personas delincuentes. Esta información se obtiene del sistema de
información de los tribunales, que mantiene la Oficina Finlandesa de Esta-
dística, y del registro de sanciones por delitos, que mantiene el Ministerio
de Justicia.
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Del total de 90 variables, las siguientes pueden considerarse esenciales
a la hora de evaluar la violencia doméstica contra las mujeres:

1. Datos de la víctima (el cuestionario contiene varias preguntas más
sobre la víctima, pero las siguientes son las consideradas esencia-
les a la hora de evaluar la violencia doméstica contra las mujeres):
Sexo de la víctima
• hombre
• mujer
• desconocido
Fecha de nacimiento
Estado civil en el momento del delito
• casada/casado
• pareja de hecho
• novio/novia de larga duración, viviendas separadas
• sin pareja
• no se sabe
• única persona adulta de una familia monoparental
¿Tiene hijos o hijas la víctima?
• sí
• no
• no se sabe
¿Nació la víctima en Finlandia?
• sí
• no
• no se sabe
Nacionalidad
• finlandesa;
• finlandesa y otra, ¿cuál? ______________________________

• otra nacionalidad, ¿cuál? ______________________________

• desconocido
¿Vivía la víctima en Finlandia de forma permanente o temporal?
• residente a largo plazo
• temporal (visita, etc.)
• no se sabe
Condiciones en que vivía la víctima en el momento del delito
(Nota: esta pregunta se refiere a las condiciones de vida, no al lugar
del delito)
La víctima vivía (o se alojaba de forma duradera)
• en un piso propiedad de la víctima o de su cónyuge
• en un piso alquilado por la víctima o su cónyuge
• con sus padres
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• en una residencia de estudiantes
• en otra residencia
• con amigos/as, conocidos/as o familiares
• a la intemperie, en contenedores, en chabolas, en el bosque;
• en prisión;
• en otra institución (por ejemplo, un hospital);
• otra situación, ¿cuál? ______________________
• desconocido

2. Información que describe el delito (el cuestionario contiene varias
preguntas más sobre el delito):
¿Qué tipo de violencia provocó la muerte de la víctima? (Posibilidad
de elegir múltiples opciones)
• golpes con las manos
• patadas
• opciones 1 ó 2, no se sabe cuál
• la víctima fue empujada y cayó al suelo
• estrangulamiento con las manos
• estrangulamiento con cuerda, etc.
• asfixia provocada por un objeto suave
• asfixia provocada por agua
• herida provocada por arma de fuego
• lesión provocada por objeto afilado
• lesión provocada por objeto contundente
• lesión provocada por asfixia
• caída desde un lugar elevado
• lesión provocada por fuego
• daños por envenenamiento
• daños provocados por bacterias o virus
• mordeduras
• otro tipo de violencia, ¿cuál? ______________________________
Respecto a las lesiones infligidas a la víctima, ¿había algo que pu-
diera indicar que la persona agresora tenía un móvil sexual?
• no
• sí, ¿qué? ______________________________

3. Datos sobre la persona que cometió el delito (el cuestionario con-
tiene varias preguntas más sobre esta persona):
Número de identificación personal de la persona agresora:
______________________________

Dirección y código postal de la persona agresora:
____________________________________________________________
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Fecha de nacimiento
• nacimiento: ______________________________
• desconocido
Sexo de la persona agresora
• hombre
• mujer
• desconocido
Estado civil en el momento del delito
• casada/casado
• pareja de hecho
• novio/novia de larga duración, viviendas separadas
• sin pareja
• no se sabe
• única persona adulta de una familia monoparental
¿Tiene hijos o hijas la persona agresora?
• sí
• no
• no se sabe
¿Nació la persona agresora en Finlandia?
• sí
• no
• no se sabe
¿Vivía la persona agresora en Finlandia de forma permanente o
temporal?
• residente a largo plazo
• temporal (visita, etc.)
• no se sabe
Nacionalidad de la persona agresora
• finlandesa
• finlandesa y otra, ¿cuál? ______________________________

• otra nacionalidad, ¿cuál? ______________________________

• desconocido
Condiciones en las que vivía la persona agresora en el momento
del delito
(Nota: esta pregunta se refiere a las condiciones de vida, no al lugar
del delito)
La persona que cometió el delito vivía (o se alojaba de forma duradera)
• en un piso propiedad de la víctima o de su cónyuge
• en un piso alquilado por la víctima o su cónyuge
• con sus padres
• en una residencia de estudiantes
• en otra residencia
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• con amigos/as, conocidos/as o familiares
• a la intemperie, en contenedores, en chabolas, en el bosque

(koija)
• en prisión
• en otra institución (por ejemplo, un hospital)
• otra situación, ¿cuál? ______________________________

• desconocido

4. Relación entre víctima y persona agresora:
¿Cuál era la relación entre la víctima y la persona agresora?
(Escoja una única opción. Si dos opciones se ajustan a la relación,
escoja la que esté primera en la lista y con un número más pequeño.
Por ejemplo: si la persona que cometió el delito era hermano de la
víctima, pero también su vecino, escoja «hermano»).
La víctima era respecto a la persona agresora:
• mujer
• compañera sentimental conviviente
• novia (=pareja sentimental de larga duración sin convivencia)
• ex mujer, ex compañera sentimental conviviente o ex novia
• marido
• compañero sentimental conviviente
• novio (=pareja sentimental de larga duración sin convivencia)
• ex marido, ex compañero sentimental conviviente o ex novio
• pareja sentimental, mismo sexo
• ex pareja sentimental, mismo sexo
• padre
• madre
• hermano
• hermana
• hijo
• hija
• hijo o hija, sexo desconocido
• abuelo o abuela
• prima o primo
• relación «política»
• padrastro
• madrastra
• medio hermano/media hermana
• hijastro/hijastra, hijo adoptivo/hija adoptiva, hija no biológica/hijo

no biológico
• ex pareja u otra pareja de la pareja sentimental
• pareja sentimental actual de la ex pareja
• amigo/amiga, amigote, colega de copas
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• miembro del mismo grupo/organización delictiva
• miembro de un grupo/organización delictiva rival
• compañero/compañera de trabajo
• vecina/vecino
• residente en el mismo piso/residencia
• compañero/compañera de celda o de prisión
• otra/o cliente de un bar/restaurante, desconocida/o previamente
• otro/a cliente que esperaba para entrar a un bar/restaurante, des-

conocido/a previamente
• portero/portera de restaurante, desconocido/a previamente
• Policía/guardia que intentaba detenerlo/detenerla;
• sospechosa/sospechoso de un delito que huía
• miembro del mismo grupo tribal o étnico
• totalmente desconocido/a
• conocida/o de vista o de nombre
• otra relación, ¿cuál? ______________________________

• no puede determinarse
¿Desde hace cuánto tiempo se conocían la víctima y la persona
agresora? Indique un valor aproximado incluso si no puede saberse
la duración exacta.
• La persona agresora no sabía quién era la víctima en el momento

del delito.
La persona que cometió el delito conocía a la víctima desde
hace:
• menos de un día
• más de un día pero menos de una semana
• al menos una semana, pero no más de un mes
• al menos un mes, pero no más de un año
• más de un año, pero menos de dos años
• más de dos años, pero menos de diez
• más de diez años.

En general, la información sobre homicidios recopilada con el SFCH es
exhaustiva. Con este instru mento de recogida de datos también es posible
obtener información concreta sobre la violencia doméstica contra las muje-
res que haya tenido como consecuencia la muerte de la víctima.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

El Instituto Nacional de Investi gación de Política Legal publica un Informe
sobre homicidios basado en la información recopilada con el SFCH. La si-
guiente tabla es del Informe sobre homicidios 1/2007.
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Conviene observar que los datos sobre homicidios se recopilan en dos es-
tadísticas diferentes en Finlandia. La primera es la estadística sobre las causas
de las muertes que se recopila a partir de datos obtenidos de certificados de de-
función expedidos por autori dades médicas y de datos del sistema de informa-
ción sobre población del Centro del Registro de Población. Dicha estadística ya
se ha presentado en este informe, en el capítulo de la Oficina Finlandesa de Es-
tadística. La segunda fuente de información sobre homicidios es el Instrumento

511

Persona autora del delito Víctima 1-30 de junio de 2006

Cónyuge, ex cónyuge (distinto sexo)

Total 113

Hombre 95

Mujer 18

Cónyuge, ex cónyuge (mismo sexo)

Total 2

Hombre 2

Mujer -

Madre o padre

Total 33

Hombre 20

Mujer 13

Otro familiar

Total 33

Hombre 19

Mujer 14

Conocido/a o amigo/a

Total 249

Hombre 229

Mujer 20

Identidad desconocida

Total 64

Hombre 57

Mujer 7

Sin información sobre la persona agresora

Total 20

Hombre 20

Mujer -

Total

Total 514

Hombre 365

Mujer 149

Fuente de información: Lehti (2007)

Tabla 14

Víctimas de violencia doméstica mortal por persona agresora y sexo en Finlandia 
entre el 1 de junio de 2002 y el 30 de junio de 2006



de Recogida de Datos del Sistema Finlandés de Control de Homicidios. La in-
formación de este sistema se basa en los delitos registrados por la Policía.

Hay diferencias en la información entre el sistema de control de homici-
dios y las estadísticas de causas de las muertes. Se han hallado varios mo-
tivos para las diferencias (Lehti, 2002), como el momento del registro de los
datos. Sin embargo, lo que provoca principalmente las diferencias son los
casos de muertes ambiguas que se registran como homicidios en una fuente
estadística y como muertes ambi guas con un delito de agresión intencio-
nada, accidentes o suicidios en la otra. A pesar de las diferencias, Lehti
(2002) afirma que la información de estas dos fuentes estadísticas es bas-
tante fiable, y bastante similar.

10. Servicios sociales e instituciones de asistencia social

•• Departamentos de servicios sociales y oficinas de asistencia social en
ciudades y municipios

Por el momento no hay una recogida sistemática ni nacional de datos
sobre la violencia doméstica contra las mujeres en los departamentos de ser-
vicios sociales u oficinas de asistencia social de Finlandia. Algunos departa-
mentos u oficinas registran información sobre sus usuarias y usuarios. Por el
momento, no es posible combinar ni sumar esta información, puesto que las
variables y clasificaciones empleadas, así como los procedimientos de re-
cogida de datos no son uniformes.

El Ministerio de Asuntos Sociales y Sanidad está coordinando actual-
mente un proyecto cuyo objetivo es definir qué tipos de información se reco-
gerán a escala nacional en los servicios sociales en el futuro. Una parte de
este proyecto es definir la información que se recogerá en cada organismo
de los servicios sociales. La idea es crear un sistema de datos que se utilice
en todas las oficinas de asistencia social de todo el país. Con un sistema de
datos normalizados y formularios normalizados sería posible recoger datos
conmensurables y a escala nacional sobre los usuarios y las usuarias de las
oficinas de asistencia social. El proyecto terminará en 2011.

Un grupo de trabajo formado por especialistas del Ministerio de Asuntos
Sociales y Sanidad, el Ministerio de Justicia, el Ministerio del Interior y el Cen-
tro Nacional de Investigación y Desarrollo para el Bienestar y la Salud (STA-
KES) ha redactado un formulario estándar con preguntas sobre la violencia.
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Este formulario se incluirá en la base de datos de usuarios y usuarias de los
servicios sociales. La idea es que se plantee una pregunta a cada usuario y
usuaria de los servicios sociales sobre sus posibles experiencias con la vio-
lencia. Si la respuesta es no, no se le plantearán más preguntas. Las perso-
nas que son víctimas o autoras de violencia con frecuencia buscan ayuda
para problemas distintos de la violencia y, por esa razón, a las personas que
trabajan en los servicios sociales les cuesta reconocer a las víctimas y las
personas agresoras. La idea es que plantear una pregunta sobre posibles
experiencias con la violencia facilita la detección de personas que sean o
hayan sido víctimas de violencia y que necesiten ayuda con el problema.

El «formulario sobre violencia» está preparado y comenzó a probarse en
un par de municipios en otoño de 2007.

Los siguientes puntos se registran cuando el usuario o la usuaria es la
víctima o la persona autora de la violencia:

1. Información sobre la autoridad
— unidad, municipio que cumplimenta el formulario

2. Información sobre la visita
— ¿se trata de una visita o una llamada?, ¿es un usuario nuevo/una

usuaria nueva o ya ha acudido anteriormente?

3. Información básica sobre la usuaria/el usuario: sexo, año de naci-
miento

4. Condición del usuario/la usuaria
— es la víctima, es la persona agresora, es tanto víctima como persona

agresora (en el mismo caso), se ha expuesto a un niño/una niña a la
violencia

5. Fecha del último episodio de violencia
— en las últimas 24 horas, en la última semana, en el último mes, en el

último año, antes.

6. Tipo de violencia (es posible escoger muchas)
— violencia física, violencia sexual, violencia psíquica/psicológica, vio-

lencia económica, abandono, violencia cultural o religiosa.
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7. Relación entre la víctima y la persona agresora:
La usuaria/el usuario El usuario/la usuaria es la 
es la víctima de la violencia persona agresora
— relación de la persona — relación de la víctima con 

agresora con la víctima: la persona agresora:
a) cónyuge a) cónyuge
b) ex cónyuge b) ex cónyuge
c) novio/novia c) novio/novia
d) padre/madre o d) padre/madre o 

padrastro/madrastra padrastro/madrastra
e) hija/o o hijastra/o e) hija/o o hijastra/o
f) hermana/o o hermanastra/o f) hermana/o o hermanastra/o
g) otro familiar, conocido/a g) otro familiar, conocido/a
h) cliente, paciente, estudiante, h) cliente, paciente, estudiante, 

compañero/a de trabajo, compañero/a de trabajo, 
jefe, compañera/o de jefe, compañera/o de 
estudios estudios

i) se desconoce i) se desconoce
j) muchas personas agresoras

— sexo de la persona agresora: — sexo de la persona agresora:
a) hombre a) hombre
b) mujer b) mujer

8. Lesiones físicas
— lista de lesiones físicas

9. Daño psíquico o social
— lista de daños psíquicos y sociales

10. ¿Se expuso a niñas/niños a la violencia?

11. Duración y repetición de la violencia

12. ¿Ha recibido la usuaria/el usuario ayuda de los siguientes lugares?
— centro de acogida, oficina de asistencia social, oficina de asistencia

infantil, Policía, trabajador/a social en la Policía, oficina de asistencia
jurídica, centro de orientación familiar, línea telefónica de ayuda,
grupo de apoyo, centro sanitario o médico/a, clínica de maternidad,
guardería, escuela, clínica psiquiátrica, Alcohólicos Anónimos, igle-
sia, amigas/os y conocidas/os, fami liares.

13. ¿Se ha denunciado un delito a la Policía?
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La idea es que todos los municipios de Finlandia empiecen a utilizar este
formulario en sus oficinas de asistencia social. El principal objetivo o fin del
formulario no es la recogida de datos sobre la frecuencia de la violencia o de
incidentes aislados, sino hacer que al personal le resulte más fácil reconocer
la violencia y proporcionar ayuda a usuarias y usuarios. Las preguntas no
son obligatorias y no deben plantearse simplemente para recoger datos.

•• La Iglesia Evangélica Luterana de Finlandia

La iglesia ofrece distintos tipos de servicios y de ayuda para personas que
se encuentran en situaciones difíciles en sus vidas o tienen problemas o preocu -
paciones. Uno de dichos servicios es una línea telefónica de ayuda nacional a la
que puede llamar la gente cuando le apetezca hablar con alguien. Se recopila la
siguiente información sobre las llamadas y las personas que llaman: sexo de la
persona que llama, edad, circunstancias en las que vive (sola, en una relación de
pareja, en familia, familia monoparental), situación laboral (empleado/a, desem-
pleado/a, jubilado/a, estu diante) y el motivo/tema de la llamada. Se utilizan las si-
guientes categorías al recoger información sobre el motivo de la llamada: sole-
dad, sexualidad, pareja, familia y familiares, otras relaciones, circunstancias en
las que vive, cuestiones fundamentales, muerte y duelo, suicidio, enfermedad
(física/psíquica), adicción, violencia (doméstica/de otro tipo). Aunque es probable
que el motivo de la llamada se trate de forma más detallada durante la conver-
sación, la información que va surgiendo no se registra de forma sistemática. Esto
significa que la iglesia tiene la información sobre cuántas llamadas han recibido
por violencia do méstica, pero les falta información más detallada.

La iglesia también presta servicios de orientación familiar. Los centros de
orientación familiar proporcionan apoyo y ayuda para personas que tienen pro-
blemas en su familia o relación. Se cumplimenta un cuestionario para cada usua-
rio/a. Se registran los siguientes puntos: sexo, edad, familia, estado civil, situa-
ción laboral y motivo de la visita del usuario o la usuaria. Si el motivo de la visita
son problemas en su relación, se utilizan las siguientes categorías al recoger la
información: crisis relacionada con una fase de la vida, traumatización, crisis re-
pentina, crisis psicosocial, problemas de interacción, infidelidad, violencia física/
psíquica, problemas sexuales, cues tiones sobre divorcio, problemas con fami-
liares u otras relaciones estrechas, preguntas religiosas. Las categorías que se
están utilizando en el formulario han cambiado desde 2006 y, por tanto, no son
las mismas que en la tabla 15. En los últimos años se ha añadido al cuestiona-
rio una pregunta directa sobre la violencia doméstica (¿se ha producido en su fa-
milia algún caso de violencia doméstica?). No hay preguntas específicas sobre
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la vio lencia doméstica contra las mujeres y no se registra de forma siste mática
información más detallada que podría surgir durante la visita.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

Las tablas 15 y 16 muestran que la información recopilada por la Iglesia
no es muy precisa y que no puede encontrarse información detallada sobre
la violencia contra las mujeres en las estadísticas de la iglesia.
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Motivo de la visita Porcentaje del total de usuarias/usuarios

Contradicciones en la relación 23,1%
Problemas de comunicación 11,1%
Infidelidad 9,7%
Crisis por divorcio tras la decisión de divorciarse 7,7%
Crisis relacionada con una fase de la vida 7%
Distanciamiento mutuo 5,9%
Problemas psicológicos individuales 4,8%
Violencia doméstica 4,5%
Otros problemas individuales, de pareja o familiares 26,2%
Fuente de información: la unidad de la familia del Consejo Eclesiástico

Tema Porcentaje de todas las llamadas

Circunstancias en las que vive 26%
Soledad 25%
Cuestiones fundamentales 19%
Enfermedad psíquica 16%
Familia y familiares 14%
Cónyuge/pareja 12%
Sexualidad 11%
Enfermedad física 10%
Otras relaciones 9%
Adicciones 8%
Muerte y duelo 4%
Suicidio 3%
Violencia 2%
Fuente de información: la unidad de la familia del Consejo Eclesiástico

Tabla 15

Los motivos más habituales para acudir a los centros de orientación familiar de la iglesia en
2006. (Una usuaria o usuario puede tener varios motivos para acudir al centro).

Tabla 16

Temas de las llamadas a la línea telefónica de ayuda nacional de la iglesia en 2006.
(Muchos temas pueden tratarse durante una llamada).



•• Federación de Hogares y Centros de Acogida Materno-Infantiles

La Federación de Hogares y Centros de Acogida Materno-Infantiles es una
organización central para las asociaciones miembros que ayudan a familias me-
diante proyectos y servicios institucionales y comunitarios. La Federación es el
mayor proveedor de servicios de acogida en Finlandia (13 centros con 61 plazas).
Estos centros de acogida han recopilado información sobre sus usuarios y usua-
rias desde 1979. La recogida de información ha ido haciéndose más detallada
con los años y, desde principios de octubre de 2007, los centros de acogida de
la Federación han estado utilizando un detallado formulario estándar para reco-
ger los datos. El formulario incluye preguntas sobre los siguientes temas:

• datos personales de la usuaria o del usuario

• nombre, número de la seguridad social, sexo, dirección, nacionalidad

• situación laboral y circunstancias en las que vive el usuario o la usuaria

• trabajador/a social del usuario/la usuaria y otros proveedores de ser-
vicios

• hijos/as del usuario/la usuaria

• información sanitaria básica (enfermedades, medicación, alergias, to-
xicomanía, problemas psíquicos, tratamiento)

• datos personales de la persona agresora
– nombre, sexo, año de nacimiento, dirección, nacionalidad
– relación con la víctima, opciones: pareja; pareja de hecho o cónyuge;

divorciada/o; en trámites de divorcio; pareja de hecho inscrita

• situación en el momento en que el usuario/la usuaria ingresa en el cen-
tro de acogida:
– persona que remitió a la usuaria/el usuario al centro de acogida
– motivo para acudir al centro de acogida
– tipo de violencia, opciones: física, psíquica, sexual, económica, cul-

tural, religiosa, material
– duración de la violencia (ocasional, repetida)
– situación del hijo/la hija en las circunstancias violentas (víctima, ha

estado expuesto/a a la violencia, ha estado desatendido/a);
– visitas anteriores a centros de acogida

• información sobre orden de alejamiento

• plan de acción para el periodo en el centro de acogida y tras la salida.

517



•• Centro de acogida privado en Espoo

El centro de acogida privado de Espoo presta servicios y ayuda para mu-
jeres y sus hijas e hijos que hayan sufrido violencia en la familia o en una re-
lación de pareja. Se cumplimenta un formulario con cada usuaria, que in-
cluye la siguiente información:

• datos personales de la usuaria

• hijos/hijas de la usuaria

• tipo de violencia (física, sexual, psíquica, económica, cultural)

• persona que remitió a la usuaria al centro de acogida

• duración de la violencia

• visitas anteriores a centros de acogida

• contactos con otros proveedores de servicios y autoridades.

La relación entre la víctima y la persona agresora no se registra, ni tam-
poco información sistemática sobre la persona agresora.

•• Línea Nacional para Mujeres de Finlandia

La Línea Nacional para Mujeres de Finlandia es una línea telefónica de
ayuda nacional y gratuita que proporciona ayuda, asesoramiento y apoyo a
chicas y mujeres que hayan sufrido violencia o amenazas de violencia, y tam-
bién a sus amigos/as y familia. Se cum plimenta un cuestionario para cada
persona que llama. Se registran los siguientes temas:

Persona que llama

• sexo

• si la persona que llama es la víctima de la violencia, un familiar cercano,
otro familiar, amigo/a o conocido/a, colega o compañera/o de estudios,
vecino/a, representante de la autoridad, persona agresora, otra.

Víctima

• sexo

• edad
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• lugar de residencia

• cuánto tiempo ha durado la violencia, la amenaza de violencia o el
miedo a la violencia (una vez, un año o menos, cinco años o menos,
menos de diez años, diez años o más de diez años, no hay informa-
ción).

Persona agresora

• quién es o era la persona agresora: cónyuge o pareja, novio/a, ex cón-
yuge o ex novio/a, padre/madre o padres, hijo/a, otro familiar, amiga/o
o conocida/o, colega o compañero/a de estudios, autoridad, vecino/a,
cliente o paciente, otro

• sexo

Tipo de violencia

• física, psíquica, sexual, destrozo de pertenencias y bienes, subyacente
(sensación de amenaza), económica, religiosa, acoso sexual, discri-
minación, otra, no hay información.

Situación de la persona que llama

• de qué habla la persona (cómo es la situación de esa persona)

• qué temas se tratan durante la llamada: violencia o amenaza de vio-
lencia; miedo, ansiedad, inseguridad; impotencia, frustración; culpa,
vergüenza; soledad; sexualidad, corpo ralidad; información sobre ser-
vicios de apoyo y ayuda; otro

• a quién le ha hablado la víctima sobre la violencia: autoridades; cón-
yuge, pareja o novio/novia; miembros de la familia o familiares; ami-
gas/os o conocidas/os; colegas o compañeros/as de estudios; otra per-
sona, quién; nadie

• dónde ha recibido ayuda la víctima: servicios sanitarios; servicios so-
ciales; sistema penal; centro de acogida; servicios psiquiátricos; con-
sultorio médico de familia; servicios espirituales; grupo de apoyo; en
otro sitio, dónde; en ningún sitio

• qué tipo de apoyo busca la persona que llama: cuestiones penales;
cuestiones de divorcio o bienes; cuestiones de custodia y derechos de
visitas; cuestiones de prestaciones y servicios sociales; cuestiones de
vivienda; cuestiones de asis tencia sanitaria; preguntas sobre salud
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mental; preguntas espirituales; grupos de apoyo; persona de apoyo;
otro apoyo

• qué tipo de apoyo se ha dado a la persona.

•• Centro de ayuda para violaciones de Tukinainen

El centro de ayuda para violaciones de Tukinainen es un centro nacional
de recursos que proporciona apoyo y asesoramiento para personas que han
sufrido agresiones o abusos sexuales, así como para sus familias. Existe una
línea de ayuda para conversaciones e información sobre agresiones y abu-
sos sexuales. También hay consultas jurídicas gratuitas para las víctimas de
la violencia doméstica. Se cumplimenta un cuestionario para cada persona
que llama en el que se registran los siguientes temas:

• sexo de la persona que llama

• sexo de la víctima (si quien llama no es la víctima)

• lugar de residencia de la persona que llama

• lugar de residencia de la víctima (si quien llama no es la víctima)

• la persona que llama es: víctima; cónyuge, pareja, novio; familiar cer-
cano; otro familiar; amigo/a o conocido/a; colega; vecina/o; autoridad;
persona agresora; otra

• nacionalidad de la víctima

• dónde oyó hablar de Tukinainen la persona que llama

• edad de la víctima en el momento de la llamada

• edad de la víctima en el momento del delito

• motivos para ponerse en contacto con Tukinainen: violación; intento
de violación; abuso sexual; acoso o abuso sexual; acto sexual bajo co-
acción; incesto; otro abuso sexual de menores; dudas sobre incesto o
abuso; violencia doméstica/abuso; violencia psí quica; proxenetismo;
trata de seres humanos; orden de alejamiento; asesoramiento; otro,
¿cuál?

• lugar del delito: piso particular de la víctima; piso particular de la per-
sona agresora; piso particular compartido; otro piso particular; espa-
cio público; lugar de trabajo; barco de crucero; medio de transporte; al
aire libre; otro, ¿cuál?
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• país en que se produjo el delito

• persona(s) agresora(s): pareja, novio; cónyuge; ex pareja; padre o
madre; otro miembro de la familia; otro familiar; amiga/o; colega; ve-
cino/a; otro/a conocido/a; conocido/a de restaurante; conocido/a de in-
ternet; ayudante profesional (p. ej. médico/a, terapeuta); repre sentante
de la autoridad (p. ej. Policía); alguien en puesto de autoridad (basado
en el puesto de la persona agresora; basado en dependencia; basado
en una diferencia de edad importante); se desconoce; no hay informa-
ción

• número de personas agresoras

• sexo de las personas agresoras

• nacionalidad de las personas agresoras

• cuánto tiempo hace del último delito

• consecuencias del delito para la víctima: trastornos físicos, psíquicos,
de estrés pos traumático; sociales, sexuales; cambios en la capacidad
de trabajar o estudiar; cambios en las circunstancias de la vida; sínto-
mas suicidas; consumo de bebidas alcohólicas o estupe facientes; con-
secuencias legales

• cálculo aproximado del número de veces que la víctima ha sufrido vio-
lencia sexual

• proceso legal: se ha denunciado un delito a la Policía; no se ha de-
nunciado un delito; se ha retirado una denuncia; con ciliación; proceso
legal en trámite; proceso legal cerrado; renuncia a la acusación; no hay
información

• reconocimiento médico de la víctima

• asesoramiento/información a la víctima

• asesoramiento sobre otros servicios de Tukinainen.

•• Apoyo a las Víctimas de Finlandia

Apoyo a las Víctimas de Finlandia ofrece asesoramiento práctico y apoyo
psicológico a víctimas de delitos o delitos frustrados y sus personas más cer-
canas, y a los testigos del delito. Apoyo a las Víctimas de Finlandia mantiene
una línea de ayuda nacional que ofrece asesoramiento práctico y apoyo psi-
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cológico a las personas que llaman. También proporciona ayuda personal en
actividades de grupo o con una persona voluntaria de apoyo. En todos los
servicios se recopila determinada información sobre los usuarios/las usuarias.
Esta infor mación incluye el sexo del usuario o de la usuaria/persona que
llama y el delito que ha experimentado. Las opciones de los delitos son: vio-
lencia doméstica; violencia sexual; otra agresión, robo con violencia; ame-
nazas, acoso, violencia psíquica; homicidio; allanamiento de morada, robo;
fraude, desfalco; racismo; infracción de tráfico; otro delito. No se registra de
forma sistemática información más detallada que podría surgir durante la lla-
mada/ visita. Apoyo a las Víctimas de Finlandia no relaciona la infor mación
sobre el delito expe rimentado con el sexo de la persona que llama/el usua-
rio o la usuaria y, por tanto, no puede distinguirse en los datos el número de
mujeres que han sufrido violencia doméstica.

EJEMPLO DE INFORMACIÓN REGISTRADA

Algunas estadísticas de las usuarias y los usuarios y los servicios de
Apoyo a las Víctimas de Finlandia pueden encontrarse en Internet. La tabla
17 muestra los delitos que han experimentado los usuarios y las usuarias de
Apoyo a las Víctimas de Finlandia.

•• Asociación Finlandesa de Salud Mental

La Asociación Finlandesa de Salud Mental es una organización especiali-
zada que recopila y difunde información sobre la salud mental para ayudar en
la planificación y toma de decisiones, propone iniciativas y publica informes,
forma a profesionales y voluntarios/voluntarias y publica libros y revistas. La
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Delito Porcentaje de personas que llaman

Amenazas, acoso, violencia psíquica 19%
Violencia doméstica 13%
Otra agresión, robo con violencia 12%
Violencia sexual 10%
Allanamiento de morada, robo 4%
Fraude, desfalco 2%
Homicidio 1%
Otro delito 7%

Tabla 17

Delitos sufridos por aquellas personas que han buscado ayuda en la línea de ayuda de
Apoyo a las Víctimas de Finlandia en 2006



Asociación tiene un teléfono de ayuda nacio nal, 10 centros de ayuda y una
unidad de servicio de emergencia que presta servicios como consultas telefó-
nicas, horas críticas en la recepción de usuarios/usuarias, primeros auxilios
psicológicos de una unidad ambulatoria, y actividad de grupos de usua-
rios/usuarias. La Asociación Finlandesa de Salud Mental recopila información
sobre sus usuarias/usuarios. Se registran los siguientes datos sobre las per so-
nas que llaman/los usuarios y usuarias: sexo, edad, situación laboral y el mo-
tivo de la llamada/visita. Si el motivo de la llamada o visita es la violencia, se
plantean más preguntas sobre el tipo de violencia (violencia domés tica o vio-
lencia sexual). También se registra información sobre si la persona que llama/el
usuario o la usuaria es la víctima o la persona agresora.

•• Federación de familias

La Federación de Familias es una organización del sector social y sani-
tario centrada en las familias. La Federación presta servicios, actúa como
defensora y realiza investigaciones. Tiene un Proyecto de Relaciones de Pa-
reja que dis pone de su propia línea de ayuda nacional, así como de un Cen-
tro de Relaciones de Pareja que propor ciona orientación, formación, consul-
tas laborales y terapia. La única información que la Federa ción recopila sobre
las usuarias y los usuarios del Proyecto de Rela ciones de Pareja es el nú-
mero de usuarios/usuarias o de llamadas.

•• FRANCIA

Maryse Jaspard et al. (2003: 15)362 afirman, en referencia al carácter in-
completo de las estadísticas francesas sobre violencia, que el Ministerio del In-
terior ha estado publicando estadísticas anuales de delitos registrados en Fran-
cia, pero que se centran principalmente en los autores de la violencia. Por otra
parte, el Ministerio de Defensa publica sus estadísticas État des victimes, des
crimes et délits à la police judiciaire. Además, en su Annuaire statistique de la
Justice, el Ministerio de Justicia informa sobre las sentencias, pero no sobre las
víctimas. Hay algunos tribunales superiores (TGI) que están evaluando actual-
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mente o evaluarán en un futuro próximo «les violences conjugales» (violencia
de pareja). Algunas unidades medico-legales han elaborado estadísticas sobre
las víctimas de la violencia a las que han prestado servicios. Finalmente, el Ob-
servatorio Nacional de Acción Social Descentralizada (ODAS) ha establecido es-
tadísticas sobre las características de los niños maltratados/las niñas maltratadas
y de las víctimas de abuso sexual. Las ONG que proporcionan ayuda y apoyo a
las víctimas femeninas de la violencia recopilan estadísticas sobre las personas
con las que han estado en contacto. Existe un informe (CESUR, 1998) que ana-
liza 9.000 llamadas a una línea de ayuda nacional de la Federación Nacional de
Solidaridad con las Mujeres. El Collectif féministe contre le viol elabora estadís-
ticas anuales de sus usuarias (aproximadamente 2.500 casos de violación y otras
agresiones sexuales). Finalmente, la Association européenne contre les violen-
ces aux femmes au travail (AVFT) ha publicado un análisis de parte de sus ex-
pedientes en un informe sobre el acoso sexual (Cromer, 1995).363

Jaspard et al. no proporcionan información detallada sobre el contenido
estadístico exacto de las fuentes que mencionan; sin embargo, únicamente
las primeras fuentes administrativas anteriormente mencionadas pueden con-
siderarse fuentes de datos administrativos propiamente dichos, ya que in-
forman con regularidad y contienen algunos datos relevantes sobre la vio-
lencia doméstica contra las mujeres. Podría parecer que ninguna de las
fuentes aquí identificadas proporciona información exhaustiva sobre el tema
del presente estudio.

No obstante, ha habido avances importantes: la gendarmería ha creado
una unidad especial para víctimas y esa unidad también está desarrollando
datos sistemáticos sobre la violencia doméstica contra las mujeres. Un primer
logro ha sido la recogida de un primer estudio nacional sobre mujeres asesina-
das en relaciones íntimas. Los datos tuvieron que recogerse de forma separada
en cada distrito policial, ya que dicha información no se registra de forma habi-
tual. Un segundo logro importante ha sido la realización de un estudio nacional
especial encargado por el Gobierno acerca de la violencia contra las mujeres
(ENVEFF) en el año 2000 (atribuido al año 2003 en el libro de Maryse Jaspard
et al.), que proporciona, por primera vez, una imagen de conjunto de la victimi-
zación de las mujeres por la violencia masculina. Sin embargo, este trabajo va
más allá del ámbito del presente estudio, que se centra en fuentes de datos ad-
ministrativos normalizados, más que en fuentes de estudios.
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Los datos habituales a nivel policial adolecen de deficiencias similares a las
encontradas en muchos otros países. Asimismo, los datos de la Fiscalía y los
tribunales contienen poca información sobre la violencia doméstica contra las
mujeres. La única —y muy interesante— excepción es que, tras una enmienda
legislativa reciente, la violencia de pareja se interpreta como un factor agra-
vante en los delitos violentos. Como consecuencia de esta innovación, los
datos de la Policía, la Fiscalía y los tribunales proporcionan información sobre
el número de delitos, y las personas sospechosas, procesadas y condenadas
cuando el delito sea una agresión agravada por el hecho de haber sido come-
tida por la pareja. Consiguientemente, las agresiones registradas por la Policía
proporcionan actualmente una cifra de la cantidad de dichas agresiones en las
que se ha aplicado esta disposición. No se registran otras características del
caso de violencia ni de las partes implicadas. De forma similar, los datos de la
Fiscalía y los tribunales reflejan la misma situación, es decir, que no se está re-
gistrando actualmente ningún otro dato relevante para este proyecto.

Homicidios: la situación de los homicidios en 2006 ha sido analizada e in-
cluida en un informe por la Gendarmería (Direction Générale de la Gendar-
merie Nationale). Este estudio se basa en los datos de homicidios recopila-
dos de forma separada en todas las unidades locales de la Gendarmería,
contando las víctimas de violencia de pareja y familiar, que hablan de «ho-
micides conjugaux». Este estudio puede distinguir a las mujeres que han
muerto a manos de sus parejas masculinas, incluidas ex parejas, del resto.
También proporciona datos sobre la edad de las víctimas y las personas agre-
soras; sin embargo, no están separados de los casos en los que murieron
mujeres a manos de sus (ex) parejas, aunque sería posible hacerlo a partir
de los datos originales. De forma similar, se proporciona el modus operandi
como una sencilla distribución unidimensional. (Por tanto, no se proporciona
el tipo de violencia). Se pretende continuar con estudios especiales de este
tipo. Dado que se trata —por el momento— de un estudio único, no pueden
considerarse «datos administrativos» normalizados, al menos no hasta que
el presente informe se convierta en algo sistemático y habitual.

Hospitales: no se encontró información.

Servicios sociales: no se encontró información detallada. Sin embargo,
existe una unidad especial en el Ministerio de Asuntos Sociales y Sanidad,
responsable de la violencia doméstica contra las mujeres. No obstante, sus
posibilidades de tomar medidas eficaces se han visto gravemente limitadas
por reducciones sistemáticas de sus recursos.
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Llamadas de urgencia: no se encontró información.

Líneas telefónicas de ayuda: véase Jaspard et al.

Centros de acogida: no se encontró información, pero véase Jaspard et al.

•• REPÚBLICA CHECA

El 1 de julio de 2004 entró en vigor una nueva ley sobre la violencia do-
méstica que la Policía utiliza como base para el registro. Las variables y clasifi-
caciones no se corresponden con las variables sugeridas por el Grupo de Tra-
bajo para Combatir la Violencia contra la Mujer, incluida la Violencia Doméstica,
del Consejo de Europa, que contiene el Programa de la Campaña. Dos niveles
de la Policía se ocupan de la violencia doméstica. En primer lugar, es la Policía
local, pero los casos criminales pueden pasar a la Policía judicial. Ambas em-
plean un sistema datos unificados comunes. Los datos generales de delitos re-
gistrados por la Policía no incluyen las características de la víctima ni el tipo de
violencia, ni la relación entre la víctima y la persona agresora, al igual que en la
mayoría de los sistemas de datos policiales sobre delitos de otros países.

En la República Checa existe un sistema recién introducido de órdenes
de alejamiento/ protección/salida del domicilio que la Policía puede dictar in
situ si reconoce una situación de violencia doméstica tras una llamada de ur-
gencia. La solución sigue el modelo austriaco. Tras un periodo piloto de tres
años en algunas zonas del país, se introdujeron a escala nacional las órde-
nes de alejamiento/protección/salida del domicilio el 1 de enero de 2007,
acompañadas por importantes esfuerzos de formación. Parece que el sis-
tema produce muchos casos, 700 hasta finales de septiembre de 2007. La
orden debe dictarla la Policía si se observa violencia doméstica, incluso con-
tra la voluntad de las partes afectadas, si el/la agente de Policía ha recono-
cido un caso de violencia doméstica como se define en la metodología SARA
y si existe un riesgo elevado de que se produzca violencia en el futuro; en-
tonces la Policía puede sacar del lugar al autor del delito. 24 horas es el plazo
límite para transferir el caso a un centro de intervención multidisciplinar. A
continuación, en otro plazo de 24 horas, el centro de intervención deberá po-
nerse en contacto con la víctima para comenzar a intentar encontrar una
forma de solucionar el problema. La víctima tendrá 10 días para considerar
y decidir qué hacer: si dejar que el hombre vuelva o pedir al tribunal una pró-
rroga de la orden, por un máximo de 6 o incluso 12 meses.
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En la ley no existe ninguna disposición restrictiva sobre la violencia do-
méstica contra mujeres. En vez de eso, la ley habla de la violencia domés-
tica como violencia en el hogar por o contra personas a cargo. Por consi-
guiente, la ley no se refiere únicamente a víctimas femeninas de la violencia
de pareja, sino que cualquier miembro de la familia/hogar puede intervenir,
y no hay ningún criterio respecto a la relación entre la víctima (la persona
que sufrió el daño) y la persona agresora.

Al menos de momento, el Gobierno ha asignado a la ONG BKB la tarea
de supervisar la implantación del nuevo sistema de órdenes de alejamiento/
protección/salida del domicilio.

Para las órdenes de alejamiento/protección/salida del domicilio, se re-
copila información específica sobre las víctimas. En este sistema, se define
a la víctima como la persona que sufrió un daño y se cumplimenta un for-
mulario especial (una «tarjeta SARA») que se utiliza para recoger datos
sobre cada caso, como la región, el día/mes, el sexo de la víctima, el sexo
de la persona agresora, la edad de la víctima, la relación entre la víctima y
la persona agresora y lo que ocurrió. No hay información directa sobre el
tipo de violencia en cuestión. La relación entre la víctima y la persona au-
tora del delito se clasifica en detalle: casados; pareja; divorciados (legal-
mente) que con viven en el mismo domicilio (debido a la escasez de vi-
viendas, algo que parece ser bastante habitual), familiares (hermanas,
hermanos), intergeneracional (padre/madre-hijo/hija-abuelo/ abuela), otra
(como padre/madre e hija adulta cuyo novio maltrata a los padres de esta,
es decir, una especie de «suegros informales»), ex pareja. Además, tam-
bién se recopilan otros datos sobre hijos/hijas, sobre contactos con el cen-
tro de intervención, etc. Excepto por el tipo de violencia, que no se des-
cribe, esta solución se corresponde claramente con los requisitos básicos
de los criterios del Consejo de Europa.

La Tarjeta SARA cumplimen tada se da a la siguiente etapa del proceso,
un/una agente de Policía especializado/a de una unidad especial para la vio-
lencia doméstica contra mujeres, con formación especial.

En la metodología SARA (inspirada en Suecia y Canadá), la violencia
doméstica se define para la Policía por cuatro factores:

• violencia repetida entre las mismas personas;

• aumento;
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• se puede reconocer quién es la persona maltratadora y quién es la víc-
tima;

• lugar privado.

Esto significa que la violencia doméstica contra mujeres como se en-
tiende en la definición del Consejo de Europa no puede distinguirse del resto
de los casos. Más bien, los criterios aquí empleados son más específicos y
probablemente excluirían parte de los tipos de casos que cumplen los crite-
rios del Consejo de Europa: no está claro, por ejemplo, cómo deberían tra-
tarse las ex parejas en este sistema.

La ONG BKB proporciona servicios de acogida para víctimas de la vio-
lencia doméstica. También gestiona una línea directa especial, pero en este
contexto únicamente se registra información muy básica, no los datos que se
buscan en el presente estudio. La línea está abierta 24 horas al día y pro-
porciona asesoramiento espe cializado y orientación profesional. La línea de
ayuda no es gratuita, sino que el usuario/la usuaria paga el coste de la lla-
mada, ya que la llevan profesionales remunerados, sin financiación pública
habitual.

En los datos de la Fiscalía y los tribunales, no se registra la violencia do-
méstica contra las mujeres, aparte de los casos de órdenes de protec-
ción/expulsión/ salida del domicilio/alejamiento.

Las estadísticas de las causas de las muertes incluyen la información
estándar basada en la clasificación CIE-10 y, por tanto, no cumplen los re-
quisitos del Consejo de Europa.

Hospitales: El Ministerio de Sanidad ha preparado una tarjeta especial
para concienciar a los médicos y las médicas, no como formulario estadístico.
Están obli gados a registrar datos y se piensa que funciona bien. También
hay una disposición especial sobre los niños y las niñas víctimas de vio lencia
doméstica (ley sobre insti tuciones de asistencia social y familia para niñas y
niños). No existe información sobre las varia bles y clasificaciones empleadas.

Los servicios sociales registran la violencia doméstica si sospechan algo.
Únicamente se registra infor mación básica como el nombre, la edad y el
hecho de que se sospecha la existencia de violencia doméstica. No se en-
contró ninguna infor mación sobre la definición de violencia doméstica em-
pleada en este contexto.
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•• ESPAÑA

En España, la recogida de datos sobre violencia doméstica contra mujeres
se encuentra actualmente en un momento crucial debido a la creación del Ob-
servatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer en junio de 2006. Este Observato-
rio es un órgano colegiado con representantes de la Administración y de la so-
ciedad civil (incluidos, entre otros, sindicatos, ONG e investigadores) adscrito al
Ministerio de Igualdad a través de la Delegación del Gobierno para la Violencia
de Género. El Obser vatorio se encarga de recabar toda la información con la
que cuenten las instituciones públicas y privadas que participan en la lucha con-
tra la violencia de género, como los servicios sociales, la asistencia sanitaria, la
educación, las auto ridades judiciales y la Policía. La labor del Observatorio es la
evaluación de la magnitud del fenómeno de la violencia contra las mujeres y su
evolución, centrán dose en especial en los grupos de mujeres afectadas de forma
más grave, en sus edades y en las circunstancias en las que suele producirse la
violencia de forma que puedan determinarse las principales situaciones de riesgo.
La intención de esta recogida de datos es evaluar y valorar las iniciativas políti-
cas que se han puesto en práctica, proponer nuevas medidas y la modificación
de aquellas que no funcionen bien con el objeto de erradicar la violencia contra
las mujeres de la sociedad española y disminuir sus impactos en la sociedad. La
definición de la violencia de género que trata el Observatorio Estatal se establece
en el artículo 1 de la Ley 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Vio-
lencia de Género: «actuar contra la violencia que, como manifestación de la dis-
cri minación, la situación de desi gualdad y las relaciones de poder de los hombres
sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido
sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones
similares de afectividad, aun sin convivencia».

De acuerdo con el comentario en el segundo Boletín estadístico de la
Delegación del Gobierno para la Violencia de Género y el Observatorio Es-
tatal de Violencia sobre la Mujer, una de las dificultades al analizar la evolu-
ción y el alcance de la violencia de género es la heterogeneidad de los datos
y la información disponibles. Para resolver este problema, en el Observato-
rio Estatal de Violencia sobre la Mujer se creó un Sistema de Indicadores y
Variables sobre Violencia de Género. La idea es que, reuniendo determina-
das variables e indicadores, en el futuro podría crearse una base de datos
sobre la violencia de género. Esta base de datos podría contener datos ac-
tua lizados y continuos que podrían resultar útiles a la hora de planificar me-
didas y políticas sobre la violencia contra mujeres.

El objetivo de los indicadores incluidos en la base de datos no es sólo des-
cribir el alcance de la violencia, sino también evaluar los recursos y las medidas
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tomadas contra el problema. Algunos de los indicadores se basan en infor mación
ya existente o que pronto estará disponible, mientras que otros hacen referencia
a infor mación necesaria, pero que no está disponible por el momento.

Antes de analizar en detalle el Sistema de Indicadores y Variables sobre Vio-
lencia de Género, se presentan brevemente algunas características de la reco-
gida de datos sobre violencia doméstica contra mujeres ya existentes. La des-
cripción se basa en las conversaciones que el Sr. Aromaa y la Sra. Ruuskanen
mantuvieron con la Sra. Carvajal y sus colegas en Madrid en octubre de 2007.

1. Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado se dividen en el Cuerpo

Nacional de Policía y la Guardia Civil. Estos cuerpos tienen datos sistemáti-
cos sobre la violencia doméstica desde 1995. Las comunidades autónomas
del País Vasco, Cataluña y Navarra tienen sus propios cuerpos de Policía y
también su propia recogida de datos. También dis ponen de datos sobre la vio-
lencia doméstica los cuerpos de Policía de las comunidades autónomas, pero
no son compatibles con los datos de la Policía Nacional y de la Guardia Civil.
Las fuerzas y cuerpos de seguridad están obli gados a registrar los casos de
violencia doméstica de forma que puedan distinguirse de otros casos. En el
Ministerio del Interior se ha diseñado un nuevo sistema de datos policiales
uniformes cuya implantación comenzó en el otoño de 2007.

2. Autoridades judiciales
Dos fuentes diferentes de datos —las autoridades judiciales y el Minis-

terio de Justicia— propor cionan información. El Ministerio de Justicia tam-
bién mantiene un registro de víctimas de la violencia basado en la informa-
ción que recibe de los tribunales. En este registro es posible distinguir a las
víctimas femeninas de la violencia doméstica.

3. Sanidad
Las estadísticas sobre violencia doméstica en el sector de la Sanidad no

son fiables. No obstante, en 2007 se creó un protocolo sanitario cuyo obje-
tivo es que exista homogeneidad en las prácticas en todo el país. El objetivo
es crear indicadores comunes relacionados con la violencia de género que
se acepten y utilicen en todo el país, incluidas las comunidades autó nomas.
La idea es conectar los datos sanitarios con la información sobre agresiones
de los tribunales con la intención de que si el personal sanitario sospecha
que la paciente es víctima de violencia doméstica, pueda denunciar el caso
a la Policía sin su aprobación.
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4. Servicios sociales

Los servicios sociales españoles tienen un sistema de datos uni formes
que cubre el 70% del país. El País Vasco y Cataluña no forman parte del sis-
tema y no envían su información al Gobierno central. En general, la infor-
mación sobre violencia doméstica contra mujeres que obtienen los servicios
sociales es bastante insignificante.

5. El Sistema de Indicadores y Variables sobre Violencia de Género

El Sistema de Indicadores y Variables sobre Violencia de Género está
dividido en tres partes. Cada parte incluye indicadores que pueden utili-
zarse para distintos fines al describir el alcance de la violencia contra las
mujeres, los recursos disponibles y las medidas tomadas contra la violen-
cia. El contenido y la estructura del sistema se muestran en la tabla si-
guiente.
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Análisis y magnitud de
la violencia de género

Violencias conocidas
Descripción de la persona que sufre violencia
Descripción de la presunta persona agresora
Víctimas mortales
Indicadores para datos procedentes de la Macroencuesta de violencia de gé-
nero y de otros estudios e investigaciones

Análisis de las medidas
adoptadas

Datos procedentes de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
Datos judiciales
Formación de profesionales
Educación
Medios de comunicación y opinión pública
Sanidad
Servicios sociales
Ámbito laboral

Recursos

Recursos policiales
Recursos judiciales
Formación de profesionales
Recursos educativos
Recursos de los medios de comunicación
Recursos sanitarios
Recursos de servicios sociales
Recursos laborales y de Seguridad Social
Presupuesto destinado para el desarrollo de las medidas anteriores

Tabla 18

El Sistema de Indicadores y Variables sobre Violencia de Género



La segunda de las partes del sis tema de indicadores, es decir, el Análi-
sis de las medidas adoptadas, es la más relevante si tenemos en cuenta el
objetivo del presente estudio. Esta parte muestra qué tipos de datos e infor-
mación sobre la vio lencia contra las mujeres deberían recoger las distintas
instituciones públicas y privadas. Algunas de las instituciones incluidas en el
sistema español no se encuentran en el ámbito del presente estudio y, por
tanto, no se tratan en este informe. Las que se cubren aquí son: las Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad, el sistema de Justicia, la Sanidad y los Servicios So-
ciales. También se incluye aquí información sobre víctimas mortales de la
parte Análi sis y magnitud de la violencia de género. Los indicadores se in-
troducen aquí de la misma forma en que figuran en el Sistema de Indicado-
res y Variables sobre Violencia de Gé nero. A continuación se presentan úni-
camente los datos directamente relevantes para el cometido actual. El
sistema incluye también otras muchas variables.

1. Datos procedentes de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad

Los datos procedentes de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad son bási-
ca mente los datos registrados por los distintos cuerpos de seguridad, es
decir, el Cuerpo Nacional de Poli cía, la Guardia Civil, la Policía de las
comunidades autónomas y la Policía local.

Número de denuncias de violencia de género presentadas

Número de denuncias retiradas

Persona denunciante
• Persona que sufre violencia

– sí
– no

• en caso negativo: relación con la persona que sufre violencia 
– ninguna
– familiar: tipo
– vecino/a
– conocido/a

• características sociodemográ ficas de la persona que sufre violencia

Persona denunciada
• relación con la persona que sufre violencia 

– cónyuge
– ex cónyuge
– compañero/a
– ex compañero/a
– novio/a
– ex novio/a
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• características sociodemográ ficas de la persona denunciada

Tipo de violencia denunciada
• física

– lesiones
› sí
› no

– en caso afirmativo:
› leves
› graves
› muy graves
› discapacidad

• psíquica
• sexual

– lesiones
› sí
› no

– en caso afirmativo:
› leves
› graves
› muy graves
› discapacidad

• económica

Valoraciones de riesgo elaboradas

Actuaciones policiales

Intervenciones in situ por violencia de género
• número
• fecha
• lugar

Detenciones por violencia de género
• datos de la detención, fecha y lugar
• características sociodemográ ficas del detenido
• posesión de armas (legales o ilegales).

2. Datos judiciales

El capítulo que trata de los datos judiciales es muy largo y bastante di-
fícil de entender para alguien no familiarizado con el ordenamiento ju-
rídico español. Desde 2005 se han estado creando juzgados de vio-
lencia sobre la mujer. Estos juzgados deciden tanto sobre los aspectos
penales como sobre los civiles que pueden intervenir en la causa. Se ha
creado un Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, con categoría de
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fiscal de sala, para coordinar los criterios de actuación de las Fiscalías
en materia de género que se han creado en los tribunales superiores de
Justicia y las audien cias provinciales. Otros tipos de juzgados, como
los juzgados de guardia, pueden tener que tomar decisiones sobre pro-
cedimientos por violencia de género. Debido a la complejidad del sis-
tema judicial español, incluso aunque se duplique la información, los
datos judiciales los registran todos los profesionales de la Justicia im-
plicados en el procedimiento: juez/jueza, fiscal y abogados/abogadas.

Además del registro de los datos personales de la víctima y de la per-
sona sospechosa, como la fecha de nacimiento, la relación entre
ambas, la nacionalidad, etc., el sistema intenta proporcionar in formación
en profundidad en áreas como:

Procedimientos judiciales
• Persona u organismo que denuncia: víctima, familiar, Policía, Sistema

Sanitario, Servicios Sociales, Fiscalía.
• Tipo de procedimiento: juicio rápido, sumario ordinario, jurado, etc.
• Asistencia letrada a la persona que sufre violencia.
• Protección de datos.
• Informes forenses sobre la víctima o la persona agresora.

Órdenes de protección
• Tipo, duración, mecanismos de control

Prisión provisional

Sobreseimientos
• Provisional
• Libre

Sentencias
• Condenatorias

– Tipo de juzgado que dictó la sentencia
– Tipo de delito: homici dio, lesiones, coacción, faltas, amenazas, etc.
– Tipo de penas: prisión, trabajos en beneficio de la comunidad, pro-

hibi ción de aproximación o comunicación, participa ción obligatoria
en pro gramas para agresores, otras medidas de pro tección.

• Sentencias absolutorias.

3. Sanidad

Personas que sufren violencia de género atendidas

• Número de mujeres víctimas de violencia de género aten didas
– en hospitales
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– en centros de salud
– en centros de salud mental
– en centros de atención primaria.

4. Servicios sociales

Mujeres que sufren violencia de género usuarias de centros asesores
y servicios de información

• características sociodemo gráficas de las usuarias.
• número de usuarias de servi cios psicológicos de orienta ción dirigidos

a las mujeres víctimas de violencia por co munidad autónoma
– número de servicios utili zados.

• número de usuarias de servi cios de asesoramiento jurídico
– número de servicios utili zados
– características sociodemo gráficas de las mujeres

• número de usuarias de servi cios de teleasistencia móvil o análogos
– número de usuarias del servicio de teleasistencia móvil
– número de usuarias de teléfonos facilitados por las FCSE
– número de usuarias de teléfonos facilitados por los Servicios So-

ciales u otros
– características sociode mográficas de las mujeres

• número de usuarias de líneas telefónicas de asistencia gratuita
– de ámbito estatal
– de ámbito autonómico
– de ámbito local.

Mujeres que sufren violencia de género usuarias de servicios de aten-
ción inmediata (dispositivos de emergencia, asesoramiento on line, ser-
vicios de atención al 112, etc.)

• número de usuarias según tipo de servicio de atención inme diata
• características sociodemográ ficas de las usuarias.

Usuarias de centros de acogida temporal (centros de acogida in mediata,
casas de acogida y pisos tutelados)

• número de usuarias de centros de acogida temporal
– número de hijas e hijos de las mujeres usuarias de centros de aco-

gida temporal
• número de usuarias de centros de acogida temporal por tipología

– centros de acogida inme diata
– casas de acogida
– centros de atención integral
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– pisos tutelados
– otros

• estancia media en centros de acogida temporal
• número de demandas de admisión en centro de acogida
• número de denegaciones
• número de usuarias
• características sociodemográ ficas de las usuarias.

5. Víctimas mortales

Víctimas mortales por violencia de género en los términos de la L.O.
1/2004364

• número
• características sociodemográ ficas de

– víctimas
– agresores

• datos de la agresión
• relación con el agresor

– convivencia o no
– parejas en crisis

• tutela institucional previa:
– denuncias
– medidas de protección
– servicios sociales
– servicios sanitarios
– teleasistencia móvil o similar
– otros.

Víctimas mortales en el ámbito familiar

• número
• características sociodemográ ficas de

– víctimas
– agresores

• datos de la agresión
• relación con el agresor

– convivencia o no
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• tutela institucional previa:
– denuncias
– medidas de protección
– servicios sociales
– servicios sanitarios
– teleasistencia móvil o similar
– otros.

El Sistema de Indicadores y Va riables sobre Violencia de Género es un
proyecto importante y exigente que pretende crear una herramienta para la
recogida de datos com parables y uniformes sobre la violencia contra las mu-
jeres en España. El sistema es muy exhaus tivo y detallado, y únicamente se
han tratado algunas de sus partes en el presente informe. A pesar de su ex-
tensión, le faltan algunas variables esenciales desde el punto de vista del
presente estudio.

Según el Programa de la Cam paña del Consejo de Europa para com-
batir la violencia contra las mujeres, incluida la violencia doméstica, la reco-
gida de datos debería dividirse por sexo, tipo de violencia y rela ción de la
persona agresora con la víctima. Esto se tomó como direc triz al elaborar el
cuestionario sobre la recogida de datos adminis trativos sobre violencia con-
tra las mujeres y se incluyeron en todas las partes del cuestionario pregun-
tas sobre el sexo, el tipo de violencia y la relación de la persona agresora
con la víctima. Debería tenerse en cuenta que está previsto que el registro
de datos de acuerdo con el Sistema de Indicadores y Variables sobre Vio-
lencia de Género empiece a reali zarse en 2008. No toda la informa ción se re-
gistrará desde el principio. Esto significa que la implantación del sistema to-
davía está en la pri mera fase y acaba de empezar. El Observatorio Estatal de
Violencia sobre la Mujer está organizando y ha organizado seminarios y reu-
nio nes con las instituciones que parti cipan en la lucha contra la violencia de
género para motivarlas a que comiencen a planificar y llevar a cabo la reco-
gida de datos de acuerdo con el Sistema de Indica dores y Variables sobre
Violencia de Género.

En general, la evaluación del Sistema de Indicadores y Variables
sobre Violencia de Género en su conjunto supone todo un reto. Evaluar
las ventajas y desventajas del sistema sólo será posible cuando se haya
utilizado durante unos años. Sin duda debería eva luarse el sistema para
que otros países puedan aprender de la expe riencia de España.
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•• SUECIA

1. Policía y sistema judicial penal

Las estadísticas oficiales de delitos de Suecia las elabora el Consejo Na-
cional Sueco de Prevención del Delito (Brottsföre byggande rådet —Brå—).
El Con sejo recopila estadísticas sobre delitos denunciados a la Policía, la
autoridad aduanera y la Fiscalía. Esta fuente estadística distingue algunas ca-
racterísticas de la víctima en delitos contra la vida y la salud (capítulo 3 del
código penal). El sexo de la víctima se expresa distinguiendo, por ejemplo,
las agresiones contra mujeres de las agresiones contra hombres. Los niños
y niñas se dividen en grupos de edad y, desde 2008, también por sexo. No
hay disponible información sobre la edad de la víctima (para hombres ni mu-
jeres).

Las estadísticas sobre delitos denunciados no contienen información
sobre la persona agresora. Por consiguiente, no aparece información sobre
su sexo ni su edad. La relación entre la víctima y la persona agresora se cla-
sifica para las agresiones con códigos de conocidos/as de la víctima y no co-
nocidos/as de la víctima. La definición de conocido/a de la víctima es bastante
amplia y básicamente cubre a cualquiera que no sea un completo descono-
cido para esta. Por tanto, no resulta posible distinguir los casos de violencia
doméstica contra mujeres en esta fuente. Otra fuente estadística recopilada
por el Consejo son las estadísticas sobre personas condenadas por delitos.
Esta fuente no contiene información sobre la víctima y, por tanto, no es po-
sible distinguir cuántos hombres han sido condenados, por ejemplo, por agre-
siones a sus mujeres o novias cada año.

2. STUK: información estructurada sobre delitos

Las autoridades judiciales suecas han tomado la iniciativa de crear una
nueva estructura de clasi ficación de delitos. Esta iniciativa se denomina con
el acrónimo STUK, que significa «información estructurada sobre delitos».
El objetivo de la STUK es tener un conjunto uniforme de dispo siciones para
todas las autoridades judiciales sobre la forma de recabar y estructurar el
tipo de información sobre los delitos a los que las autoridades se enfrentan
dentro del procedimiento penal. Por ejemplo, los códigos y las clasificaciones
que utiliza la Policía van a sustituirse por otros nuevos tras la introducción de
la STUK. Un objetivo del nuevo sistema es permitir el seguimiento de casos
a través del procedimiento penal, es decir, seguir varios aspectos de cada de-
lito desde la denuncia hasta la resolución judicial final. La información es-
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tructurada facilita que las autoridades modi fiquen y reutilicen la información.
La STUK no es un nuevo sistema de datos, sino un modelo que se implan-
tará para su uso en sistemas de datos existentes de las autori dades rele-
vantes. La mayoría de las partes de la STUK se implantarán en 2012.

La STUK contiene información jurídica, información operativa e información
criminológica, de la cual la última es de interés. La información jurídica y crimi -
nológica se basa en datos registrados por las autoridades de detección de de-
litos cuando se descubre e investiga un presunto delito. De la clasificación cri-
minológica se encarga la autoridad —Policía, aduanas o Fiscalía— que realiza
la clasificación jurídica inicial. Incluso la clasificación jurídica inicial puede ser
modificada por las distintas autoridades que participen en la investigación y
detección del delito, si se considera necesario. Después de eso, las distintas
autoridades que participan en la investigación y detección del delito actualizan
la información criminológica. La parte criminológica de la STUK se presenta
aquí a un nivel general. Conviene observar que las siguientes categorías con-
tienen opciones muy detalladas entre las que elegir a la hora de clasificar un
delito. Estas opciones no se presentan aquí, excepto aquellas que describen
la relación entre la víctima y la persona agresora.

Momento
• hora, fecha y día de la semana en que se produjo el delito

Lugar
• ubicación geográfica y entorno físico del delito

Método del delito
• descripción de la forma en que se cometió el delito

Situación
• descripción de las circunstancias del delito

Efecto
• descripción de las consecuencias del delito

Área de atención específica
• aquí se describe la información sobre los tipos de delitos que se han

producido en un contexto específico y que son de interés específico
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Objeto del delito
• los bienes a los que se dirige el delito

La persona expuesta al delito
• Persona física o jurídica que ha estado expuesta al delito.

• No se emplean a propósito los términos víctima ni persona denun-
ciante, puesto que no pueden utilizarse tanto para personas físicas
como para personas jurídicas.

• Se registra la siguiente información para personas físicas identifica-
das:
– número de identificación personal
– sexo
– edad en el momento del delito
– papel en el hecho (por ejemplo, agente de Policía, trabajador/a so-

cial, taxista, turista, cliente, etc.) 
– sector laboral de la persona.

• También hay variables que se registran si la persona física no está
identificada o si se trata de una persona jurídica.

La persona que ha cometido el delito
• Este es un término que resume todos los papeles que puede tener una

persona sospechosa de un delito.

• Se registra la siguiente información para personas físicas identifica-
das:
– número de identificación personal
– sexo
– edad en el momento del delito
– papel en el hecho (por ejemplo, agente de Policía, trabajador/a so-

cial, taxista, turista, cliente, etc.) 
– sector laboral de la persona.

• En la STUK, las distintas autoridades pueden utilizar distintos térmi-
nos para la persona que ha cometido el delito, por ejemplo:
– persona sospechosa
– persona acusada
– persona condenada.
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Relación
• Se registra la posible relación entre la persona expuesta al delito y la

persona que ha cometido el delito.

• Las opciones de relaciones son: 
– desconocido/a

› lo/la reconoce de antes
› no lo/la reconoce

– simple conocido/a
– conocido/a

› familia/pariente
- padre/madre
- pareja del padre o la madre
- hijo/hija
- hijo/hija de la pareja
- pareja
- hermano/hermana
- otro familiar

› ex pareja
› amigo/a, conocido/a cercano/a 
› relación profesional.

Fuente de información: Strukturerad information om brott. STUK – Ett
nytt sätt att koda brott. Slutrapport. Septiembre de 2002.

La STUK es un proyecto muy útil. Una de sus ventajas es que permite el
seguimiento de casos a través del procedimiento judicial penal. Eso sería
algo bastante excepcional en todo el mundo. En vista de los objetivos del
presente estudio, la STUK permite la recogida de información fiable sobre la
violencia (registrada) contra las mujeres. La STUK incluye todos los indica-
dores relevantes (víctima y persona agresora, su sexo y edad, así como la
relación entre ambas y el tipo de violencia) que son necesarios para obtener
una visión general lo suficientemente detallada de los casos de violencia do-
méstica contra mujeres registrados por la Policía y el sistema judicial penal.

3. Órdenes de alejamiento

Las órdenes de alejamiento las dicta la Fiscalía en Suecia. Sobre las ór-
denes de alejamiento se registran gran cantidad de datos; sin embargo, no
se incluye información sistemática sobre la relación entre la persona a la que
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se va a proteger y la persona contra la que se ha dictado la orden. Resulta
de interés que el Brå publicase un estudio sobre las órdenes de alejamiento
en 2007. Dicho estudio trata de las experiencias de personas que han estado
implicadas en casos de órdenes de alejamiento, en un papel u otro. El estu-
dio contiene información sobre el sexo y la edad de la persona a la que se
protege y la persona contra la que se dicta la orden, así como sobre la rela-
ción entre ambas. Sin embargo, esta información no puede obtenerse de una
única fuente. El estudio combinaba datos de varias fuentes de información.
Esto implica que este tipo de información no la registra de forma habitual una
única autoridad encargada de las órdenes de alejamiento en Suecia. No obs-
tante, el Consejo está estudiando posibilidades para comenzar a recoger
este tipo de estadísticas con mayor regularidad. De acuerdo con las fuentes
del Brå, de todas formas es posible que las estadísticas contengan única-
mente información sobre el sexo y la edad de la persona a la que se protege
y la persona contra la que se dicta la orden.

4. Víctimas de la violencia doméstica mortal contra las mujeres

El Consejo Nacional Sueco para la Prevención del Delito publica estudios
sobre la violencia doméstica mortal contra las mujeres. Para recoger los datos
para esos estudios se han utilizado varias fuentes de información, por ejem-
plo: el registro de denuncias de delitos del Consejo Nacional de la Policía, las
denuncias originales de delitos, entrevistas con agentes de Policía que in-
vestigan los casos y resoluciones judiciales. El estudio más reciente (Brå,
2007) contiene, por ejemplo, información sobre el sexo, la edad, el país de
nacimiento y la posición social de la víctima y la persona agresora. La rela-
ción entre la víctima y la persona agresora también se trata en el estudio.
Las personas agresoras pueden ser:

– hombres que tengan o hayan tenido una relación íntima con la mujer
(es decir, cónyuge, pareja de hecho, prometido o novio);

– miembros de la familia (que no sean hombres en una relación íntima
con la mujer);

– niños/niñas menores de 15 años;

– conocidos/as o amigos/as que no sean miembros de la familia;

– desconocidos/desconocidas.

El estudio más reciente del Consejo (2007) cubre muy bien las pregun-
tas tratadas en el presente estudio. Sin embargo, la información no la reco-
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pila una única autoridad y, por tanto, no está disponible directamente de una
única fuente (véase el Instrumento de Recogida de Datos del Sistema Fin-
landés de Control de Homicidios, en el Apéndice 17). Por consiguiente, un in-
vestigador debe recoger la información de distintas fuentes cuando sea ne-
cesario actualizarla.

5. Sanidad

El Consejo Nacional de Salud y Bienestar publica estadísticas en las
áreas de la asistencia sanitaria y médica (incluidas las causas de las muer-
tes) y los servicios sociales en Suecia. El Consejo recopila estadísticas sobre
asistencia hospitalaria del Registro de Altas Hospitalarias y las visitas al mé-
dico/la médica en la asistencia ambulatoria en hospitales (incluidas las ur-
gencias). El Registro de Altas Hospitalarias cubre tanto los hospitales públi-
cos como los privados. Se registra, entre otros puntos, la siguiente
información:

– sexo del/de la paciente;

– edad del/de la paciente;

– país de origen del/de la paciente;

– diagnóstico principal y secundario de acuerdo con la Clasificación In-
ternacional de Enfermedades (CIE-10).

Al igual que en Finlandia, también en Suecia los códigos del capítulo,
causas externas de morbilidad y mortalidad únicamente pueden utilizarse
como subdiagnósticos o como diagnósticos secundarios. El código del diag-
nóstico principal del paciente debe escogerse en otros capítulos de la CIE-
10.

En la versión sueca del capítulo «Agresión» (códigos X85-Y09) de la
CIE-10, únicamente el subcapítulo «Otros síndromes de maltrato» (código
Y07) incluye códigos para definir quién es la persona autora de la violencia.
Las opciones son:

– esposo o pareja;

– padre o madre;

– conocido o amigo;

– autoridades oficiales;
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– otra persona especificada;

– persona no especificada.

Estos códigos están en uso activo, pero, en la práctica, la elección más
común es «persona no especificada». También debería tenerse en cuenta
que los códigos del capítulo «Causas externas de morbilidad y mortalidad»
se están utilizando de forma generalizada en Suecia: en los últimos años, no
se utilizó el código como máximo en el 3% de los casos en los que había
una causa externa.

Mientras que la CIE-10 es la principal fuente de información sanitaria
en Suecia, la información sobre lesiones también se registra en la base de
datos sobre lesiones IDB, que es una base de datos europea. La IDB de
Suecia incluye información sobre consultas externas y servicios de urgen-
cias de hospitales y cubre aproximadamente el 7% de la población en este
momento. En 2007 se registraba información sobre lesiones en ocho hos-
pitales que aceptaron emplear la IDB. El Consejo Nacional de Salud y Bien-
estar ha calculado que la base de datos debería llegar a incluir al 15% de
la población aproximadamente para que en el futuro fuese representativa
de todo el país.

Los datos se recogen mediante cuestionarios que cumplimentan las/los
pacientes. El formulario incluye preguntas detalladas sobre el incidente que
provocó la lesión. Parte de la información la cumplimenta el personal admi-
nistrativo y médico del hospital. A continuación la información es codificada
y registrada por codificadores/as cualificados/as. La codificación se realiza
según la NCECI (Clasificación de Causas Externas de Lesiones de NO-
MESCO). Esta clasificación está diseñada por el Centro Nórdico para las
Clasificaciones en Asistencia Sanitaria, que funciona en la Universidad de
Uppsala y es responsable de la coordinación de las clasificaciones emplea-
das dentro de los sistemas sanitarios de los países nórdicos.

La Clasificación de Causas Externas de Lesiones de NOMESCO incluye
muchos indicadores y variables referentes, por ejemplo, al motivo por el que
se acude al personal sanitario, el lugar en el que se han producido, las fuer-
zas de la naturaleza, accidentes, casos de violencia y lesiones autoinfligidas
intencionalmente. Únicamente se presentan aquí los indicadores y las varia-
bles consideradas relevantes en relación con los objetivos del presente es-
tudio. Esto no significa que los indicadores que no se muestren aquí no po-
drían proporcionar información adicional sobre la violencia doméstica contra
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mujeres. También debería tenerse en cuenta que las variables se presentan
aquí en un nivel general; por ejemplo, las opciones del capítulo Casos de
violencia incluyen muchos subapartados y explicaciones que pueden hallarse
en la clasificación.

1. Motivo del contacto

• violencia
• agresión, pelea
• agresión sexual
• desatención
• violencia de otro tipo, especificada
• violencia no especificada.

2. Casos de violencia

• agresión por liberación de energía
• agresión por caída de materiales
• agresión mediante empleo de maquinaria, equipamiento y materiales
• agresión mediante el uso de medios de transporte
• empujón o tirón que provoque una caída (agresión)
• agresión con fuerza corporal (incluida la agresión sexual)
• agresión mediante el empleo de sustancias biológicas
• desatención, abandono y otro maltrato
• caso de violencia, otro, especificado y no especificado.

3. Módulo de violencia

• parte contraria en episodio de violencia 
– persona desconocida
– persona conocida

› cónyuge/pareja actual
› ex cónyuge/pareja 
› hijo o hija/nieto o nieta 
› padre o madre/abuelo o abuela 
› otro miembro de la familia 
› amigo/a 
› conocido/a 
› persona dependiente 
› otra persona conocida, especificada 
› persona conocida, no especificada 

– autoridad policial
– parte contraria no especificada
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• número de partes contrarias
– una persona
– dos personas
– entre tres y cinco personas
– seis personas o más
– número de personas no especificado

• sexo de la parte contraria
– hombre
– mujer
– sexo de la parte contraria no especificado

• edad de la parte contraria
– niño/niña
– adolescente
– persona adulta
– anciano/anciana
– edad de la parte contraria no especificada

• caso de violencia en vivienda/residencia 
– vivienda de la persona lesionada
– vivienda de la parte contraria
– vivienda de otra persona
– vivienda/residencia no especificada

Además de estos datos, se registran los datos personales de la víctima,
incluidos: la edad, el sexo, la fecha de nacimiento, el domicilio y la profesión
de la víctima.

La NCECI es una herramienta muy buena y útil para el registro de infor-
mación sobre lesiones. Con esta clasificación es posible distinguir los casos
en los que una mujer ha solicitado asistencia médica por lesiones provoca-
das por la violencia doméstica.

6. Causas de las muertes

El Registro de Causas de las Muertes lo mantiene el Consejo Nacional
de Salud y Bienestar. Incluye a todas aquellas personas que han fallecido
durante un año natural y que estaban registradas en Suecia en el momento
de la muerte, con independencia de si esta se produjo dentro o fuera del país.
La causa subyacente de la muerte se codifica de acuerdo con la Clasificación
Internacional de Enfermedades (CIE-10). Para las lesiones, se indica la causa
externa.

Las principales variables incluidas en el registro son: número de la se-
guridad social, distrito de residencia, sexo, fecha de la muerte, causa sub-
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yacente de la muerte, naturaleza de la lesión, múltiples causas de la muerte,
si se ha realizado una autopsia y, en caso afirmativo, de qué tipo, operacio-
nes en las cuatro semanas anteriores al fallecimiento, lesiones/envenena-
miento, si la muerte estuvo relacionada con el alcohol, si estuvo relacionada
con narcóticos y si la persona fallecida tenía diabetes.

La causa de la muerte se codifica con los códigos de tres dígitos de la
CIE-10. Esto implica que, cuando la causa de la muerte pertenece al capí-
tulo «Agresión», únicamente puede distinguirse el «método» (como agre-
sión por ahorcamiento, estrangulamiento y sofocación, agresión por aho-
gamiento y sumersión o agresión sexual con fuerza corporal). Como se
subrayó anteriormente, únicamente el código Y07 de la versión sueca de
la CIE-10, «Otros síndromes de maltrato», incluye opciones para definir
quién es la persona autora de la violencia. Sin embargo, esto no resulta
posible en las estadísticas de causas de las muertes, puesto que única-
mente se emplean tres dígitos, mientras que la definición de la persona au-
tora de la violencia precisaría un cuarto dígito. Esto implica que no es po-
sible averiguar el número de mujeres fallecidas debido a una agresión por
parte de sus cónyuges, parejas u otros miembros de la familia en el Re-
gistro de Causas de las Muertes.

•• SUIZA

1. Policía

Hasta hace muy poco, cada cantón tenía su propio sistema de infor-
mación policial creado ma nualmente, y no eran ni compatibles ni compa-
rables. Todos se habían diseñado de distinta for ma y no incluían infor-
mación sistemática sobre la víctima. Por esta razón se está introduciendo
actualmente un nuevo sistema elec trónico de datos normalizados (2006-
2009), que con el tiempo se empleará en todos los cantones de la misma
forma.

El nuevo sistema está compuesto por códigos explícitos para el tipo de
cuestiones que se exploran en el presente estudio, es decir, los delitos con-
tra personas. Un categoría de delitos contra personas en este sistema es la
«häusliche Gewalt» (violencia doméstica). Su definición no es totalmente
idéntica a la definición de la violencia doméstica del Consejo de Europa, sino
que únicamente incluye la violencia contra mujeres por parte de sus parejas,
miembros de sus familias y familiares. Además, que la violencia se produzca
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en la casa de la víctima o en otro lugar carece de relevancia en el marco del
Consejo de Europa.365

El sistema reconoce a la persona sospechosa, la víctima366, su edad y
nacionalidad, su situación respecto a la residencia (refugiado/ solicitante de
asilo, etc.), su relación, su edad, el tipo de vio lencia de acuerdo con el código
penal y también el tipo de arma empleada en los casos de violencia física,367

y algunas otras variables. La víctima es definida como la persona que sufrió
un daño, físico o psicológico. La relación familiar entre la víctima y la per-
sona agresora se clasifica como sigue (para mujeres y hombres, tanto vícti-
mas como sospechosos/as):

• cónyuge, pareja

• ex cónyuge, ex pareja

• padre/madre, padre/madre sustituto/a, hijo/hija

• familiar.

El código completo para la relación entre la persona sospe chosa y la víc-
tima es mucho más largo y también permite escoger entre distintas opciones,
ya que una persona puede, por ejemplo, ser al mismo tiempo hija y vecina,
o familiar, compañera de trabajo y cliente.
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365 Las definiciones no son algo sin importancia: la comparabilidad de cualquier dato
sobre la violencia doméstica depende evidentemente de ellas, es decir, de lo que se in-
cluye o no en el término violencia doméstica. Parece bastante probable que no vayan a
encontrarse con mucha frecuencia definiciones idénticas al comparar distintos países ni
al comparar distintos sectores administrativos que tratan a las víctimas de la violencia do-
méstica.

366 En principio, la misma persona puede ser tanto víctima como sospechosa y, con
frecuencia, las dos personas que participan en un encuentro violento recurren a la vio-
lencia y son agredidas al mismo tiempo. Asimismo, puede haber situaciones con varios
participantes, y la forma de codificarlas también tiene relevancia. Nota técnica: los datos
policiales definen en un principio los papeles de las personas implicadas como «presun-
tos/as», ya que todavía no hay una resolución judicial sobre lo que ocurrió y qué puede
probarse.

367 Estas características no cubren plenamente el tema del «tipo de violencia»: si es
necesario distinguir entre la violencia física, sexual, psíquica, psicológica, económica o
de cualquier otro tipo, entonces estas variables no proporcionan una descripción com-
pleta. Del mismo modo, si hay que subdividir la violencia en grave y no tan grave, y tal
vez alguna categoría más, surge el mismo problema.



Según los expertos suizos, las variables/características que toda vía se
creía que tenían interés pero no estaban incluidas en el sistema de datos
eran los datos socio económicos y la información sobre la intervención del al-
cohol y los narcóticos. No obstante, se consideraba que eran muy difíciles a
efectos prácticos y que era pro bable que fuesen relativamente poco fiables
e incompletos, y que su insuficiente calidad proba blemente haría que no me-
reciera la pena el considerable esfuerzo adicional que exigiría su inclusión.
Por consiguiente, estas variables no se incluyen en el nuevo sistema.

A la hora de considerar si los datos policiales son fiables en general, se
opinó que suelen estar en un buen nivel, admitiendo el hecho de que no pue-
den ser mejores que la Policía: la Policía puede ser incompetente, no estar
motivada o ser parcial, y la forma de controlar el volumen y el impacto de
esas posibles fuentes de error son las comprobaciones aleatorias, realizadas
con el objeto de controlar si hay discrepancia entre la denuncia original de la
Policía y los datos registrados o no. En general había un buen nivel de con-
fianza en esta característica de los datos.

Las estadísticas policiales reflejan actualmente la situación tal como se
ve cuando ha terminado la investigación (estadística de salida), no cuando se
inicia (estadística de entrada). No obstante, los casos en los que la víctima
retira la demanda/denuncia (es legal en muchos delitos poco graves/delitos
en los que únicamente puede denunciar la víctima) y en los que, como con-
secuencia, se retira la acusación, no desaparecen del sistema. En vez de
eso es posible ver cómo fueron esos casos (aplicando las mismas variables
persona sospechosa-víctima) y qué ocurrió con ellos en el proceso.

El nuevo sistema de información todavía no está operativo en todos los
cantones, pero lo estará pronto. Sustituye a un viejo sistema manual en el que
no estaba disponible este tipo de datos, excepto si se consultan los expe-
dientes originales (por tanto, las series temporales retrospectivas no son po-
sibles en términos realistas). El nuevo sis tema permite todo tipo de análisis
sobre plantillas para la realización de denuncias habituales. Se consideró
que esto era una ventaja importante en comparación con el sistema manual.
(Por supuesto, en principio, también pueden analizarse libremente los datos
manuales, pero el coste práctico normalmente sería prohibitivo).

Los datos policiales son validados por la Oficina Federal de Estadística,
que también los publica. Esa Oficina también valida los datos, y realiza tanto
comprobaciones lógicas automá ticas habituales como compro baciones alea -
torias que recurren a los expedientes originales, para controlar la validez y la
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fiabilidad de los datos. Lo que se consideró que faltaba son fuentes adecua-
das para un análisis y un desarrollo adicional: la Oficina tiene acceso a mu-
chos datos valiosos que podrían analizarse más, en parte para comprender
mejor lo que significan las cifras y cómo pueden inter pretarse, y en parte para
mejorar más los datos futuros.

Lo que todavía sería de interés es una solución que permita un segui-
miento de los casos. Actualmente eso no es posible, ya que la Fiscalía y los
tribunales no emplean las mismas definiciones y clasificaciones que se han
adoptado a nivel policial.

2. Llamadas de urgencia a la Policía

Las llamadas de urgencia a la Policía se registran según el tipo de ur-
gencia expresado cuando se llama a la Policía para que intervenga, pero,
dado que no hay un delito obvio, tampoco hay ninguna persona sospechosa
ni víctima y, normalmente, no puede realizarse ninguna investigación poli-
cial. Por tanto, esta fuente no está disponible actualmente para distinguir la
violencia doméstica en el conjunto de todas las llamadas de urgencia. Tam-
poco es posible ver qué tipo de partes estaban implicadas (sexo, edad), cuál
era su relación, ni qué tipo de violencia pudo utilizarse.

3. Órdenes de alejamiento

Las órdenes de alejamiento se utilizan mucho en el país. Puede dictar-
las temporalmente la Policía y también los tribunales. Los datos sobre ellas
no incluyen el sexo ni la edad de la persona agresora, la relación entre la
persona agresora y la víctima, ni el tipo de violencia.

4. Sanidad

En Suiza, los hospitales utilizan un sistema de datos en el que se reco-
noce la violencia doméstica. No obstante, el empleo del código es voluntario
y la experiencia es que con mucha frecuencia los miembros del personal sa-
nitario no consideran que sea su deber ir más allá de sus responsabilidades
«básicas», que son ocuparse de las necesidades médicas de los y las pa-
cientes y no meterse en sus asuntos personales. Por consi guiente, mientras
que la Policía registra 2.000 casos de violencia doméstica al año, los hospi-
tales registran 20. No está claro si la definición de violencia doméstica en el
sistema de información hospitalaria es idéntica a la empleada en el sistema
policial. Además, existen diferencias en estos datos entre los cantones.
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Los hospitales públicos y privados y los servicios de urgencia, así como
los/as médicos/as privados/as podrían utilizar las mismas variables y clasifi-
caciones, pero no lo hacen. En cualquiera de ellos no existen datos siste-
máticos sobre la persona agresora, sobre la relación entre la víctima y la per-
sona agresora, ni sobre el tipo de violencia empleado, más allá de lo que
el/la paciente opte por revelar. Además, esa información no se registra de
forma normalizada y no se usan clasificaciones idénticas.

5. Servicios sociales

Para los servicios sociales, parece ser cierto lo mismo que se observó
para los servicios sanitarios. Se consideró que queda un largo camino antes
de que pueda esperarse que se disponga en el sector de información más fia-
ble y exhaustiva sobre la violencia doméstica.

6. Centros de acogida

Los centros de acogida los mantienen distintos tipos de organismos pú-
blicos, semipúblicos y privados, incluidas las ONG. Todos son miembros de
una asociación nacional de centros de acogida y recopilan datos uniformes
sobre sus usuarias y usuarios. Los datos no incluyen el sexo ni la edad de la
persona agresora, ni la relación entre víctima y persona agresora, ni el tipo
de violencia empleada antes de la llegada de la víctima al centro de acogida.

•• ALEMANIA

En un principio, no se había previsto un informe separado sobre Alema-
nia. No obstante, debido a su estructura federal y a su tamaño, Alemania es
un caso especial entre los países a los que se envió el cuestionario que pre-
cisa una breve descripción.

Alemania, un estado federal, comunicó que, dado el plazo del presente
estudio, le resultaba imposible cumplimentar el cuestionario, ya que ninguna
de las preguntas hacía referencia a la responsabilidad federal. Esto no sólo
implica que tendría que enviarse una versión alemana del cuestionario a las
administraciones de 16 Estados, seguida por una traducción de las res-
puestas al inglés, sino también que esas administraciones tendrían que re-
mitir el cuestionario, por ejemplo, en el campo de los tribunales de Primera
Instancia a 803 de estos tribunales. Eso implicaría también la participación de
5.000 fiscales para el área de la Fiscalía y un número desconocido de comi-
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sarías de Policía. Además, hay más de 400 centros de acogida para muje-
res en Alemania. Ni el Gobierno federal ni los Gobiernos de los Estados lle-
van estadísticas ni disponen de datos sobre su trabajo.

No obstante, anualmente se recopilan de forma sistemática datos sobre
delitos en la estadística policial de delitos. La estadística de 2006 registra in-
formación, entre otros, sobre personas sospechosas y víctimas. La edad y el
sexo de las personas sospechosas se registran habitualmente, mientras que
la información sobre las víctimas únicamente se registra para determinados
delitos o categorías de delitos, como: asesinato y homicidio; delitos contra la
autodeterminación sexual con el empleo de violencia o la explotación de una
situación de dependencia; robo con violencia, extorsión acompañada de vio-
lencia, y agresión a automovilistas con intención de robo; lesión corporal; de-
litos contra la libertad personal. Se registra la siguiente información sobre las
víctimas: edad, sexo, peligro y relación víctima-persona sospechosa. Las op-
ciones de relaciones son: pariente, conocido/a, compatriota, relación pasa-
jera, sin relación, no está clara. La relación más cercana siempre tiene prio-
ridad cuando se codifica un caso. Según el código penal alemán, «pariente»
significa:

«Un pariente es cualquiera que se incluya entre las siguien-
tes personas:

a) parientes por consanguinidad o matrimonio por línea di-
recta, cónyuge, prometido/a, hermanos/as, cónyuges de los/as
hermanos/as, hermanos/as de los cónyuges, incluso si ya no
existe el matrimonio en el que se basaba el parentesco o el pa-
rentesco por consanguinidad o matrimonio ha dejado de existir;

b) padres/madres de acogida e hijos/hijas de acogida.»

Puesto que los cónyuges y las parejas no se distinguen de otros familia-
res en las estadísticas policiales alemanas, no es posible averiguar, por ejem-
plo, el número de agresiones en los que la víctima es una mujer y la persona
sospechosa es su cónyuge o pareja.
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 l Consejo de Europa posee un enorme caudal de conocimiento e información
      sobre temas como la violencia contra las mujeres, la trata de seres humanos, 
perspectiva de género, acción positiva, representación equilibrada en órganos y 
cargos de responsabilidad, órganos gubernamentales y políticas públicas dedica-
dos a la promoción de la igualdad de género.

Esta publicación consta del Informe Final de Actividad —que contiene la 
evaluación del impacto de la campaña, la valoración de las medidas que se 
tomaron a nivel nacional e internacional para prevenir y combatir la violencia 
contra las mujeres, así como propuestas para acciones futuras en este campo— y 
de dos estudios concretos relacionados con objetivos básicos que se marcaron 
durante la campaña: la identificación de unas normas mínimas para los servicios 
de asistencia a las mujeres víctimas de maltrato y la mejora en la recogida de 
datos mediante la redacción de unas directrices para ayudar a los Gobiernos a 
establecer sistemas de datos administrativos.
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